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HIDROCARBUROS 

Ley 26.019 

Autorízase al Poder Ejecutivo nacional a 
mantener por el plazo de diez años los obje- 
tivos y finalidad perseguidos por el Acuerdo 
de abastecimiento de gas propano para re- 
des de distribución de gas propano indiluido, 
ratificado por el Decreto N s 934/2003 y reno- 
vado por la Resolución N 2 419/2003 de la Se- 
cretaría de Energía. 

Sancionada: Marzo 2 de 2005 
Promulgada de Hecho: Marzo 22 de 2005 



El Senado y Cámara de Diputados 

de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 

etc. sancionan con fuerza de 

Ley: 

ARTICULO 1 5 — Autorízase al Poder Ejecuti- 
vo nacional a mantener por el plazo de DIEZ (1 0) 
años los objetivos y finalidad perseguidos por el 
Acuerdo de abastecimiento de gas propano para 
redes de distribución de gas propano indiluido, 
ratificado por el decreto N s 934 de fecha 22 de 
abril de 2003, y renovado por la resolución N Q 41 9 
de la Secretaría de Energía de fecha 30 de mayo 
de 2003. 

ARTICULO 2 2 — Facúltase a la Secretaría de 
Energía dependiente del Ministerio de Planifica- 
ción Federal, Inversión Pública y Servicios, para 
promover ante el Ente Nacional Regulador del Gas 
(ENARGAS), organismo autárquico en el ámbito 
de la Secretaría de Energía dependiente del Mi- 
nisterio de Planificación Federal, Inversión Públi- 
ca y Servicios, la autorización de ejecución de 
obras de suministro de gas natural a usuarios ac- 
tualmente abastecidos con gas propano indiluido 
por redes. A tal fin resultará de aplicación para 
todos aquellos usuarios R y P (primer y segundo 
escalón) abastecidos actualmente por redes, el 
mecanismo de promoción de obras de suministro 
de gas natural. 

Para el volumen y las calorías distribuidas con 
gas natural que sustituye al gas propano indiluido 
por redes y por el plazo que resulte necesario para 
que el mismo resulte compatible con la progra- 
mación financiera del o los Fondos Fiduciarios 
creado en el marco del Decreto 1 80/04, se afec- 
tará al pago del capital invertido en las obras que 
posiblitaron tal sustitución, el monto anual total que 
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surge para ese volumen y cantidad de calorías 
por la diferencia entre el precio de mercado del 
GLP y los $ 300/tonelada métrica fijado en el 
acuerdo referido en el artículo 1 Q de la presente 
ley, o entre aquel precio y el que determine la au- 
toridad de aplicación en el futuro. 

ARTICULO 3 5 — Comuniqúese al Poder Eje- 
cutivo nacional. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON- 
GRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A 
LOS DOS DÍAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO 
DOS MIL CINCO. 

—REGISTRADA BAJO EL N B 26.019— 

EDUARDO O. CAMAÑO. — MARCELO A. 
GUINLE. — Eduardo D. Rollano. — Juan Estrada. 




Administración Federal de Ingresos Públicos 

NOMENCLATURA COMÚN 
DEL MERCOSUR 

Resolución General 1848 

Consultas de clasificación arancelaria en la 
Nomenclatura Común del Mercosur, según 
Resolución General N a 1648-AFIP. Expedien- 
te N s 1-256.201/04. 



Bs. As., 21/3/2005 

VISTO el Expediente N Q 1 - 256.201/04 y las ac- 
tuaciones ADGA N° s 41 5.228/03, 420.388/03, 
421.276/03, 402.830/04, 404.266/04, 
405.437/04, 409.166/04, 409.904/04, 
41 4.925/04, 41 4.926/04 y 41 4.929/04 por las 
que se solicita la clasificación en la Nomen- 
clatura Común del MERCOSUR (NCM) de 
mercaderías de las cuales se adjunta mues- 
tra o información técnica según los casos, y 

CONSIDERANDO: 

Que las actuaciones consignadas en el VIS- 
TO han sido analizadas a través de los Crite- 
rios de Clasificación N os 124 al 134/04 por la 
División Clasificación Arancelaria y aproba- 
dos por el Departamento Técnica de Nomen- 
clatura y Clasificación Arancelaria, según 
constancias que obran a fs. 1/11 del Expe- 
diente mencionado en el VISTO, los que se 
dan por reproducidos. 
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Que razones de oportunidad, mérito y conve- 
niencia aconsejan, en atención a una sana 
economía administrativa, definir en un solo 
acto resolutivo las referidas consultas de cla- 
sificación arancelaria de mercaderías. 

Que han tomado la intervención que les com- 
pete el Departamento Técnica de Nomencla- 
tura y Clasificación Arancelaria, la Dirección 
de Técnica y la Subdirección General de Le- 
gal y Técnica Aduanera. 

Que la presente se dicta en uso de las facul- 
tades conferidas por el artículo 7 Q del Decre- 
to N 5 61 8 de fecha 1 de julio de 1 997. 

Por ello; 

EL ADMINISTRADOR FEDERAL 
DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS 
RESUELVE: 

Artículo 1 s — Ubicar en la Posición Arancela- 
ria NCM 6109.10.00 a la siguiente mercadería: 
Prenda de vestir con breteles de aproximadamente 
0,5 cm de ancho, escote en V en frente y espalda, 
destinada a cubrir la parte superior del cuerpo 
descendiendo hasta la cadera, sin ningún tipo de 
ajuste, confeccionada con tejido de punto 100 % 
algodón, conforme Criterio de Clasificación N s 1 24/ 
04 recaído en la actuación ADGA N s 415.228/03. 

Art. 2- — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
6203.43.00 a la siguiente mercadería: Pantalón 
corto para hombre, sin "suspensor", con abertura 
parcial en el frente que cierra la prenda de izquier- 
da sobre derecha, mediante un cierre tipo "velero" 
y un botón de presión, sin ningún tipo de ajuste, 
con bolsillos uno compartido por el frente y el la- 
teral y el otro en la parte trasera, confeccionado 
en tejido de trama y urdimbre, 100 % poliéster, 
conforme Criterio de Clasificación N B 125/04 re- 
caído en la actuación ADGA N Q 420.388/03. 

Art. 3 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
7020.00.00 a la siguiente mercadería: Frasco de 
vidrio, hermético, conteniendo aproximadamente 
3000 cm 3 de líquido coloreado, representando un 
envase para perfumes cuya marca se encuentra 
grabada en una de las caras, de los tipos utiliza- 
dos para la promoción y exhibición en comercios, 
conforme Criterio de Clasificación N s 126/04 re- 
caído en la actuación ADGA N 5 421 .276/03. 

Art. 4 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
8525.30.90 a la siguiente mercadería: Combina- 
ción de máquinas conformada por cámara de te- 
levisión color y transmisor de radiofrecuencia con 
su antena, con dispositivo de iluminación consti- 
tuido por cuatro diodos emisores de luz (LEDs), 
alimentada mediante dos pilas de óxido de plata, 
todo ello incorporado en una cápsula de 26 mm 



de largo x 1 1 mm de diámetro, de los tipos utiliza- 
dos para endoscopía inalámbrica, presentada en 
envuelta individual estéril, en envase contenien- 
do 10 unidades, conforme Criterio de Clasifica- 
ción N s 127/04 recaído en la actuación ADGA 
N Q 402.830/04. 

Art. 5 2 — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
8525.20.72 a la siguiente mercadería: Aparato 
emisor con receptor incorporado, por ondas de 
radio, que opera en el rango de fercuencias com- 
prendido entre 2,4 y 2,497 GHz, digital, con una 
tasa de transmisión máxima de 1 1 Mbps, de los 
tipos utilizados para transmisión-recepción de 
datos en enlaces punto a punto o punto multipun- 
to con tecnología DSSS ("Direct Sequence Spread 
Spectrum"), conforme Criterio de Clasificación 
N s 128/04 recaído en la actuación ADGA 
N B 404.266/04. 

Art. 6 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
6111 .30.00 a la siguiente mercadería: Artículo para 
bebé, confeccionado con tejido de punto de pelo 
largo, 1 00 % materia textil sintética, de aproxima- 
damente 80 x 90 cm, con botones de presión y 
cierre tipo cremallera, especialmente dispuestos 
a los fines de adquirir la forma de un portabebés, 
conforme Criterio de Clasificación N B 129/04 re- 
caído en la actuación ADGA N Q 405.437/04. 

Art. 7- — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
8525.20.79 a la siguiente mercadería: Aparato 
emisor con receptor incorporado, por ondas de 
radio, que opera en el rango de frecuencias com- 
prendido entre 5,725 y 5,850 GHz, con una tasa 
de transmisión máxima de 72 Mbps, de los tipos 
utilizados para transmisión-recepción digital de 
datos en enlaces punto a punto o punto multipun- 
to con tecnología MC-DSSS ("Multi-Code Direct 
Sequence Spread Spectrum"), conforme Criterio 
de Clasificación N Q 130/04 recaído en la actua- 
ción ADGA N a 409.166/04. 

Art. 8 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
3926.90.90 a la siguiente mercadería: Manufactura 
compuesta constituida por un toldo, confeccionado 
con tejido de trama y urdimbre fabricado con tiras 
de polietileno de anchura inferior a 5 mm revestido 
del mismo plástico en ambas caras perceptible a 
simple vista, que se presenta con ganchos de suje- 
ción, una estructura de caños de metal común y ele- 
mentos de fijación, acondicionada en envase de 
cartón, conforme Criterio de Clasificación N e 131/ 
04 recaído en la actuación ADGA N 5 409.904/04. 

Art. 9 2 — Ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
8533.40.11 a la siguiente mercadería: Resisten- 
cia variable con la temperatura (termistor) alojada 
en un cuerpo metálico roscado con su conectar, 
de los tipos utilizados para medición de tempera- 
tura de motores de vehículos automóviles, con- 
forme Criterio de Clasificación N Q 132/04 recaído 
en la actuación ADGA N s 414.925/04. 



Art. 10. — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 9027.90.99 a la siguiente mercadería: Dis- 
positivo que produce una señal eléctrica en mili- 
voltios proporcional a la cantidad de oxígeno pre- 
sente en los gases de escape de motores de com- 
bustión, de los tipos habitualmente conocidos 
como "sondas lambda" o "sensores de oxígeno", 
conforme Criterio de Clasificación N s 133/04 re- 
caído en la actuación ADGA N s 414.926/04. 

Art. 11. — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8536.50.90 a la siguiente mercadería: Inte- 
rruptor de corriente continua, de los tipos utiliza- 
dos en vehículos automóviles para accionamien- 
to de las luces indicadoras de maniobra de freno, 
conforme Criterio de Clasificación N B 134/04 re- 
caído en la actuación ADGA N 5 414.929/04. 

Art. 12. — Regístrese dése a la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su 
publicación y publíquese en el Boletín de la DI- 
RECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. Remítase 
copia al MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRO- 
DUCCIÓN y al COMITÉ TÉCNICO N e 1 ARAN- 
CELES, NOMENCLATURA Y CLASIFICACIÓN DE 
MERCADERÍAS de la COMISIÓN DE COMER- 
CIO DEL MERCOSUR y pase a la División Clasi- 
ficación Arancelaria para su archivo. — Alberto R. 
Abad. 



Administración Federal de Ingresos Públicos 

NOMENCLATURA COMÚN 
DEL MERCOSUR 

Resolución General 1850 

Consultas de clasificación arancelaria en la 
Nomenclatura Común del Mercosur, según 
Resolución General N g 1 618-AFIP. Expedien- 
te N 9 1-256.067/04. 



Bs. As., 21/3/2005 

VISTO el Expediente N Q 1 - 256.067/04 y las 
actuaciones ADGA N Q 409.234/04,412.210/ 
04, 412.873/04, 415.057/03, 415.226/03, 
415.227/03, 416.604/03, 417.751/04 y 
422.279/04 por las que se solicita la clasifi- 
cación en la Nomenclatura Común del MER- 
COSUR (NCM) de mercaderías de las cua- 
les se adjunta muestra o información técni- 
ca según los casos, y 

CONSIDERANDO: 

Que las actuaciones consignadas en el VIS- 
TO han sido analizadas a través de los Cri- 
terios de Clasificación N Q 1 15 al 1 23/04 por 
la División Clasificación Arancelaria y apro- 
bados por el Departamento Técnica de No- 
menclatura y Clasificación Arancelaria, se- 
gún constancias que obran a fs. 1/9 del Ex- 
pediente mencionado en el VISTO, los que 
se dan por reproducidos. 

Que razones de oportunidad, mérito y con- 
veniencia aconsejan, en atención a una 
sana economía administrativa, definir en un 
solo acto resolutivo las referidas consultas 
de clasificación arancelaria de mercaderías. 

Que han tomado la intervención que les 
compete el Departamento Técnica de No- 
menclatura y Clasificación Arancelaria, la 
Dirección de Técnica y la Subdirección Ge- 
neral de Legal y Técnica Aduanera. 

Que la presente se dicta en uso de las fa- 
cultades conferidas por el artículo 7 S del De- 
creto N s 618 de fecha 10 de julio de 1997. 

Por ello; 

EL ADMINISTRADOR FEDERAL 
DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS 
RESUELVE: 

Artículo 1 g — Ubicar en la Posición Arance- 
laria NCM 8419.50.90 a la siguiente mercade- 
ría: Intercambiador de calor, para el enfriamien- 
to de solución refrigerante, de motores de en- 
cendido por compresión (motor Diesel), de los 
tipos utilizados en locomotoras, con tubos de 
acero galvanizado y aletas de aluminio para 
aumentar la superficie de intercambio térmico, 
montados en bastidor de acero galvanizado, 
conforme Criterio de Clasificación N 5 115/04 
recaído en la actuación ADGA N Q 409.234/04. 



Art. 2- — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8467.21 .00 a la siguiente mercadería: Jue- 
go o surtido conformado por un taladro eléctri- 
co de uso manual con dispositivo de sujeción y 
barra limitadora de profundidad de taladrado, mi- 
limetrada; llave de ajuste del portaútil; útiles de 
taladrar; nivel de burbuja de aire; martillo; man- 
go con puntas intercambiables para atornillar y 
extensión magnética; tornillos y artículos plásti- 
cos de fijación; todo ello acondicionado para su 
venta al por menor en un bolso de mano de 
material textil que presenta, en su interior los 
elementos necesarios para contener o sujetar 
los bienes antes descriptos y en su exterior una 
envuelta de cartón, impreso con la descripción 
de los artículos que contiene, conforme Criterio 
de Clasificación N B 1 16/04 recaído en la actua- 
ción ADGA N Q 412.210/04. 

Art. 3 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 6402.99.00 a la siguiente mercadería: Cal- 
zado tipo sandalia con suela de plástico y parte 
superior constituida por una pieza del mismo 
material de forma irregular que sujeta parcial- 
mente los laterales, el talón y el empeine, y cie- 
rra sobre este último mediante dos dispositivos 
tipo "velero". Dicha pieza se halla sujeta a la 
suela por medio de seis tetones dispuestos so- 
bre los laterales, conforme Criterio de Clasifi- 
cación N B 1 1 7/04 recaído en la actuación ADGA 
N e 412.873/04. 

Art. 4 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8707.1 0.00 a la siguiente mercadería: Ca- 
rrocería incompleta de acero, de vehículo auto- 
móvil para el transporte de personas, constitui- 
da por el monocasco, cuatro puertas laterales y 
portón trasero, conforme Criterio de Clasifica- 
ción N s 118/04 recaído en la actuación ADGA 
N 9 415.057/03. 

Art. 5 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 6114.30.00 a la siguiente mercadería: 
Prenda de vestir con breteles de aproximada- 
mente 1 cm de ancho, forrada en la parte delan- 
tera, sin escote, con ajuste en el borde superior 
mediante cinta elástica, destinada a cubrir la 
parte superior del cuerpo por encima de la cin- 
tura, confeccionada con tejido de punto 90 % 
poliamida y 10 % fibras elastoméricas, confor- 
me Criterio de Clasificación N B 119/04 recaído 
en la actuación ADGA N Q 415.226/03. 

Art. 6 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 6109.10.00 a la siguiente mercadería: 
Prenda de vestir sin mangas, escote redondo 
pronunciado en frente y espalda, destinada a 
cubrir la parte superior del cuerpo descendien- 
do hasta la cadera, sin ningún tipo de ajuste, 
confeccionada con tejido de punto 100 % algo- 
dón, conforme Criterio de Clasificación N Q 120/ 
04 recaído en la actuación ADGA N s 415.227/ 
03. 

Art. 7 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 6109.90.00 a la siguiente mercadería: 
Prenda de vestir sin mangas, escote redondo, 
con corte pronunciado de las sisas en el espal- 
dar, destinada a cubrir la parte superior del cuer- 
po descendiendo hasta la cadera, sin ningún tipo 
de ajuste, confeccionada con tejido de punto 
1 00 % fibras sintéticas, conforme Criterio de Cla- 
sificación N s 121/04 recaído en la actuación 
ADGA N 5 416.604/03. 

Art. 8 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 841 3.1 9.00 a la siguiente mercadería: Con- 
junto de bombas dosificadoras volumétricas al- 
ternativas a pistón, con dispositivo medidor in- 
corporado, para uso en bombeo de fluidos vis- 
cosos, de caudal inferior o igual a 200 mililitros 
por minuto, montadas sobre bastidor metálico 
conformando un único cuerpo, y unido median- 
te cables y tuberías de conexión a un tablero de 
control y distribución de energía eléctrica equi- 
pado con controlador lógico programable, con- 
forme Criterio de Clasificación N 5 122/04 recaí- 
do en la actuación ADGA N Q 417.751/04. 

Art. 9 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 9021 .90.89 a la siguiente mercadería: Ma- 
nufactura compuesta por un implante expansi- 
ble, de nitinol (aleación níquel-titanio), para di- 
latar arterias ("stent") montado sobre su corres- 
pondiente catéter introductor, conforme Criterio 
de Clasificación N s 123/04 recaído en la actua- 
ción ADGA N B 422.279/04. 

Art. 10. — Regístrese dése a la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su 
publicación y publíquese en el Boletín de la DI- 
RECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. Remítase 
copia al MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRO- 
DUCCIÓN y al COMITÉ TÉCNICO N Q 1 ARAN- 
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CELES, NOMENCLATURA Y CLASIFICACIÓN 
DE MERCADERÍAS de la COMISIÓN DE CO- 
MERCIO DEL MERCOSUR y pase a la División 
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Administración Federal de Ingresos Públicos 

NOMENCLATURA COMÚN 
DEL MERCOSUR 

Resolución General 1851 

Consultas de clasificación arancelaria en la 
Nomenclatura Común del Mercosur, según 
Resolución General N a 1618-AFIP. Expe- 
diente N s 1-250.217/05. 



Bs. As., 21/3/2005 

VISTO el Expediente N Q 1 - 250.217/05 y las 
actuaciones ADGA N Q 421 .226/02, 
405.291/03, 408.734/03, 411.136/03, 
411.738/03, 412.244/03, 412.302/03, 
412.312/03, 415.115/03, 418.108/03 y 
423.454/03 por las que se solicita la clasifi- 
cación en la Nomenclatura Común del MER- 
COSUR (NCM) de mercaderías de las cua- 
les se adjunta muestra o información técni- 
ca según los casos, y 

CONSIDERANDO: 

Que las actuaciones consignadas en el VIS- 
TO han sido analizadas a través de los Cri- 
terios de Clasificación N Q 1 35 al 1 45/04 por 
la División Clasificación Arancelaria y apro- 
bados por el Departamento Técnica de No- 
menclatura y Clasificación Arancelaria, se- 
gún constancias que obran a fs. 1/11 del 
Expediente mencionado en el VISTO, los 
que se dan por reproducidos. 

Que razones de oportunidad, mérito y con- 
veniencia aconsejan, en atención a una 
sana economía administrativa, definir en un 
solo acto resolutivo las referidas consultas 
de clasificación arancelaria de mercaderías. 

Que han tomado la intervención que les 
compete el Departamento Técnica de No- 
menclatura y Clasificación Arancelaria, la 
Dirección de Técnica y la Subdirección Ge- 
neral de Legal y Técnica Aduanera. 

Que la presente se dicta en uso de las fa- 
cultades conferidas por el artículo 7° del De- 
creto N s 618 de fecha 10 de julio de 1997. 

Por ello; 

EL ADMINISTRADOR FEDERAL 
DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS 
RESUELVE: 

Artículo 1 g — Ubicar en la Posición Arance- 
laria NCM 8479.89.99 a la siguiente mercade- 
ría: Aparato para engrase, constituido por un de- 
pósito de lubricante de 4 kg, que se apoya en el 
suelo para su empleo, cuya tapa posee una pa- 
lanca para accionar un pistón que fuerza el lu- 
bricante a fluir por una tubería flexible, que ter- 
mina en una boquilla, para permitir su conexión 
en el engrasador de la máquina o aparato que 
se quiere lubricar, conforme Criterio de Clasifi- 
cación N s 135/04 recaído en la actuación ADGA 
N 9 421 .226/02. 

Art. 2- — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 7307.93.00 a la siguiente mercadería: Ac- 
cesorio de tubería, de acero sin alear, constitui- 
do principalmente por un niple biselado para sol- 
dar al extremo de la tubería, una tapa acciona- 
da a bisagra y dos mordazas que brindan la her- 
meticidad al accesorio, conforme Criterio de Cla- 
sificación N s 136/04 recaído en la actuación 
ADGA N Q 405.291/03. 

Art. 3 S — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8479.82.90 a la siguiente mercadería: 
Combinación de máquinas destinadas a triturar 
desechos clínicos, constituida por: transporta- 
dor de banda para la carga, triturador de cuchi- 
llas, dispositivo de inyección de desinfectante, 
tornillo sin fin para descarga y tablero de con- 
trol y mando, conforme Criterio de Clasificación 
N s 137/04 recaído en la actuación ADGA 
N s 408.734/03. 



Art. 4 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8536.50.90 a la siguiente mercadería: In- 
terruptor eléctrico de lengüeta activado mediante 
un imán, habitualmente conocidos como "sen- 
sores magnéticos", para ser instalados en puer- 
tas o aberturas para detección y aviso de intru- 
sión, conforme Criterio de Clasificación 
N s 138/04 recaído en la actuación ADGA 
N s 41 1.1 36/03. 

Art. 5- — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8431 .49.20 a la siguiente mercadería: Cu- 
chillas, cortadoras laterales y esquineras, de 
acero aleado, de los tipos utilizados para fijar, 
como elementos de corte, en cucharas de pala 
excavadoras, conforme Criterio de Clasificación 
N s 139/04 recaído en la actuación ADGA 
N 5 41 1 .738/03. 

Art. 6 S — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8479.89.99 a la siguiente mercadería: 
Combinación de máquinas destinadas a la re- 
cuperación de aceites dieléctricos de trans- 
formadores mediante los procesos de: desga- 
sificación por calentamiento y agitación en re- 
cipientes a presión, deshidratación por circu- 
lación en filtros con silica gel, descontamina- 
ción por medio de reactivos químicos, filtra- 
ción y secado y deshumectación de los reac- 
tivos utilizados, con módulo para filtración de 
gases producidos y tablero de control y man- 
do, todo montado en una estructura metálica 
de acero, conforme Criterio de Clasificación 
N s 140/04 recaído en la actuación ADGA 
N 5 412.244/03. 

Art. 7- — Ubicar en la Posición Arancela- 
ria NCM 3809.92.90 a la siguiente mercade- 
ría: Preparación acuosa constituida por resi- 
na de colofonia, anhídrido maleico, caseína 
y soda cáustica, de los tipos utilizados como 
adyuvante de encolado en la industria del 
papel, conforme Criterio de Clasificación 
N B 141/04 recaído en la actuación ADGA 
N e 41 2.302/03. 

Art. 8 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8712.00.10 a la siguiente mercadería: Bi- 
cicleta del tipo "de paseo" construida esencial- 
mente en acero de rodado igual a 308,8 mm 
(n s 12) y ubicar en la Posición Arancelaria NCM 
4202.92.00 a la siguiente mercadería: Continen- 
te conformado por hojas de plástico unidas por 
termofusión, cuya forma representa la cara de 
un personaje de historieta, con cierre tipo cre- 
mallera en su parte superior y dos tiras de "vel- 
ero" como dispositivo de sujeción en su parte 
posterior, conforme Criterio de Clasificación 
N B 142/04 recaído en la actuación ADGA 
N s 412.312/03. 

Art. 9 9 — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 9021 .39.30 a la siguiente mercadería: Pró- 
tesis de aorta abdominal bifurcada hacia las ar- 
terias ilíacas, confeccionada en politetrafluo- 
roetileno expandido (PTFEe) contenida en una 
malla de niquel-titanio (nitinol), revestida exte- 
riormente con Etileno-Propileno-Fluorado (FEP), 
montada sobre catéter introductor, de los tipos 
utilizados para el tratamiento de aneurismas, 
presentado en envase estéril para su venta al 
por menor, conforme Criterio de Clasificación 
N 5 143/04 recaído en la actuación ADGA 
N s 415.1 15/03. 

Art. 10. — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 6806.1 0.00 a la siguiente mercadería: Lana 
mineral de aluminio-silicatos con adición de otros 
componentes, en pequeñas cantidades, para 
mejorar la resistencia a la desvitrificación y en- 
cogimiento (fibras de cerámica), presentada en 
hojas o rollos, conforme Criterio de Clasifica- 
ción N s 144/04 recaído en la actuación ADGA 
N s 418.108/03. 

Art. 11. — Ubicar en la Posición Arancelaria 
NCM 8708.99.90 a la siguiente mercadería: 
Cubo (maza), de los tipos utilizados en ejes pro- 
pulsores o ejes portadores de vehículos auto- 
móviles, conforme Criterio de Clasificación 
N B 145/04 recaído en la actuación ADGA 
N B 423.454/03. 

Art. 12. — Regístrese dése a la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su 
publicación y publíquese en el Boletín de la DI- 
RECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. Remítase 
copia al MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRO- 
DUCCIÓN y al COMITÉ TÉCNICO N s 1 ARAN- 
CELES, NOMENCLATURA Y CLASIFICACIÓN 
DE MERCADERÍAS de la COMISIÓN DE CO- 
MERCIO DEL MERCOSUR y pase a la División 
Clasificación Arancelaria para su archivo. — Al- 
berto R. Abad. 



Administración Federal de Ingresos Públicos 

ADUANAS 

Resolución General 1849 

Incorpórase al ordenamiento jurídico nacional la Resolución GMC N- 17/04. 



Bs. As., 21/3/2005 

VISTO la Actuación N Q 13289-5292-04 del registro de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRE- 
SOS PÚBLICOS, mediante la cual se comunicó el dictado de la Resolución N 5 1 7 de fecha 25 
de junio de 2004 del GRUPO MERCADO COMÚN (GMC), y 

CONSIDERANDO: 

Que el Grupo Mercado Común, en su carácter de órgano ejecutivo del Tratado de Asunción, 
ha dictado la Resolución GMC N Q 1 7/04, mediante la cual ha aprobado la "Norma relativa a la 
Informatización del Manifiesto Internacional de Cargas/Declaración de Tránsito Aduanero y al 
Seguimiento de la Operación entre los Estados Partes del MERCOSUR". 

Que en virtud de lo establecido en los artículos 38 y 40 del Protocolo de Ouro Preto resulta 
necesario adoptar e incorporar al ordenamiento jurídico nacional la resolución citada en el 
VISTO y disponer las medidas tendientes a lograr su efectivo cumplimiento. 

Que han tomado la intervención que les compete las Subdirecciones de Legal y Técnica 
Aduanera, de Sistemas y Telecomunicaciones y la Dirección de Programas y Normas de 
Procedimientos Aduaneros. 

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 7- del Decreto 
N s 61 8 de fecha 1 de julio de 1 997, su modificatorio y sus complementarios. 

Por ello, 

EL ADMINISTRADOR FEDERAL 

DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

RESUELVE: 

Artículo 1 2 — Incorporar, como Anexo I de la presente, al ordenamiento jurídico nacional la Reso- 
lución GMC N s 17 de fecha 25 de junio de 2004 "Norma relativa a la Informatización del Manifiesto 
Internacional de Cargas/Declaración de Tránsito Aduanero y al Seguimiento de la Operación entre los 
Estados Partes del MERCOSUR". 

Art. 2- — Las Direcciones de Informática Aduanera, de Programas y Normas de Procedimientos 
Aduaneros y de Técnica, en orden a la competencia que le corresponde a cada área, deberán efectuar 
los desarrollos informáticos y dictar las normas de carácter complementario a la presente que permi- 
tan mediante la adecuación de las resoluciones aduaneras vigentes en la materia, implementar los 
procedimientos aprobados por la Resolución GMC N s 17/04. 

Art. 3 S — A los fines previstos en el artículo 4 S de la Resolución GMC N s 17/04, facúltase a las 
Direcciones de Informática Aduanera, de Programas y Normas de Procedimientos Aduaneros y de 
Técnica para establecer un cronograma de implementación de la citada norma, que permita compro- 
meter plazos consistentes y sustentables con las posibilidades reales de desarrollo de los aplicativos 
y la correspondiente adecuación normativa, en el ámbito nacional, en concordancia con idénticas 
tareas en los demás países participantes. 

Art. 4 5 — El procedimiento establecido en la norma que se internaliza se aplicará una vez que se 
hayan adecuado los sistemas informáticos de los Estados Partes, con la posibilidad de comenzar su 
aplicación de acuerdo a lo establecido en el artículo 3 5 de la misma. 

Art. 5 2 — Regístrese. Dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su publi- 
cación y publíquese en el Boletín de la DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. Remítase copia al 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN, al GRUPO MERCADO COMÚN —Sección Nacio- 
nal—, a la SECRETARIA ADMINISTRATIVA DE LA ALADI (Montevideo R.O.U.) y a la SECRETARIA 
DEL CONVENIO MULTILATERAL SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA MUTUA ENTRE LAS DI- 
RECCIONES DE ADUANAS DE AMERICA LATINA, ESPAÑA Y PORTUGAL (México D.F.). Cumplido. 
Archívese. — Alberto R. Abad. 



ANEXO I 



MERCOSUR/GMC/RES. N s 17/04 



NORMA RELATIVA A LA INFORMATIZACIÓN DEL MANIFIESTO INTERNACIONAL DE CAR- 
GAS/DECLARACIÓN DE TRANSITO ADUANERO Y AL SEGUIMIENTO DE LA OPERACIÓN ENTRE 
LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR 

VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto y la Resolución N Q 4/91 del Grupo 
Mercado Común. 

CONSIDERANDO: 

Que como instrumento para la facilitación del comercio entre los Estados Partes resulta conve- 
niente la aplicación de la tecnología de la información a los procedimientos vinculados con el segui- 
miento de las operaciones de Tránsito Aduanero Internacional (TAI). 

Que se han concretado exitosamente procesos de intercambio electrónico de datos entre las 
administraciones aduaneras de los Estados Partes del MERCOSUR. 

Que los Estados Partes del MERCOSUR son signatarios del Acuerdo sobre Transporte Interna- 
cional Terrestre (ATIT), en cuyo Anexo I, Capítulo XIV, artículo 30, inciso 2 se prevé la utilización de 
tecnología informática disponible para la transmisión de datos, por lo que resulta conveniente avanzar 
en ese sentido. 

EL GRUPO MERCADO COMÚN 
RESUELVE: 

Art. 1 — Aprobar la "Norma relativa a la Informatización del Manifiesto Internacional de 
Cargas/Declaración de Tránsito Aduanero y al Seguimiento de la Operación entre los Estados Partes 
del MERCOSUR", así como sus Apéndices (Apéndice I - "Datos de la Declaración de TAI", Apéndice II 
- "Referencia Única de la Operación de TAI (RUT)", Apéndice III - "Novedades (Ocurrencias) Parame- 
trizadas de la operación de TAI, y Apéndice IV - "Eventos a Transmitir", que se acompañan en Anexo y 
forman parte de la presente Resolución. 
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Art. 2 — Aprobar como método de seguimiento global de las operaciones de TAI los procesos de 
intercambio electrónico de información vinculada a la Referencia Única de la Operación de TAI (RUT), 
entre los sistemas informáticos de las administraciones aduaneras de los Estados Partes del MERCO- 
SUR, en las condiciones que se establecen en la presente norma. 

Art. 3 — 

1 .- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6 el procedimiento establecido en la presente 
norma será aplicado entre aquellos Estados Partes que hayan adecuado sus sistemas informáticos, 
mediante intercambio de notas. 

2.- El procedimiento a que se refiere el apartado 1 podrá ser puesto en funcionamiento como 
prueba piloto en corredores viales previamente establecidos para evaluar su aplicación, inclusive en lo 
que se refiere a la contingencia, y su gestión. 

Art. 4 — El Comité Técnico N B 2 - "Asuntos Aduaneros" de la Comisión de Comercio del MERCO- 
SUR deberá elaborar un cronograma de implementación de las medidas a que se refiere la presente 
Resolución. 

Art. 5 — Autorizar al Comité Técnico N Q 2 - "Asuntos Aduaneros" de la Comisión de Comercio del 
MERCOSUR a actualizar la tabla de ocurrencias contenida en el Apéndice III - "Novedades (Ocurrencias) 
Parametrizadas de la operación de TAI", en la medida que la experiencia recogida recomiende su modifica- 
ción, mediante procedimientos de implementación simplificados y coordinados entre los Estados Partes. 

Art. 6 — Esta Resolución deberá ser incorporada a los ordenamientos jurídicos nacionales de los 
Estados Partes antes de 1/IX/04. 



LIV GMC - Buenos Aires, 25/VI/04 



ANEXO 



NORMA RELATIVA A LA INFORMATIZACION DEL MANIFIESTO INTERNACIONAL DE 
CARGAS/DECLARACIÓN DE TRANSITO ADUANERO Y AL SEGUIMIENTO DE LA OPERACIÓN 
ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR 

ÁMBITO Y OPERACIONES DE APLICACIÓN 

Artículo 1 B 

El procedimiento establecido por la presente norma es aplicable en el ámbito de los Estados 
Partes del MERCOSUR, a las operaciones de Tránsito Aduanero Internacional (TAI) efectuadas al 
amparo del Acuerdo de Alcance Parcial sobre Transporte Internacional Terrestre (ATIT), del régimen 
de Transporte de Encomiendas en Ómnibus de Pasajeros de Línea Regular habilitados para el trans- 
porte internacional, y podrá ser aplicado al Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay - 
Paraná con las adecuaciones y ajustes que tal vía de transporte requiera. 

Artículo 2 B 



a) relativa al registro informático de la operación de TAI y a los eventos de control vinculados al 
mismo, y 

b) relativas a las intervenciones de sus funcionarios y de los transportistas o sus declarantes 
autorizados. 

2. Las administraciones aduaneras deberán además garantizar la correcta utilización de los datos 
cuyo intercambio fue acordado, arbitrando las medidas necesarias a los fines de evitar y reprimir su 
uso indebido. 

REGISTRO INFORMÁTICO DE LA OPERACIÓN DE TAI 

Artículo 9 B 

1 . El transportador o su representante legal solicitará el régimen de TAI mediante el registro infor- 
mático de la declaración relativa a la operación, integrando la información prevista en el Apéndice I. 

2. La declaración podrá efectuarse en portugués o español, según el idioma del país de registro. 

3. La declaración de TAI sólo será oficializada si se hubieren integrado los datos señalados como 
obligatorios en el Apéndice I. 

Artículo 10 Q 

1 . El registro de la declaración podrá ser realizado utilizando los datos relativos a las mercaderías 
que hayan sido declarados en oportunidad de la destinación aduanera que ampara la carga transpor- 
tada como TAI. 

2. En el caso señalado en el apartado 1 , la responsabilidad por las informaciones así suministra- 
das será del declarante original, sin perjuicio de lo establecido en el Articulo 7 Q . 

Artículo 11 B 

El tránsito internacional de los medios de transporte en lastre será considerado como un caso 
especial de TAI, salvo las excepciones expresamente dispuestas, y a los efectos de su seguimiento, se 
identificarán mediante el registro de un documento de transporte generado por los sistemas informáti- 
cos de los Estados Partes. 

RUTA INFORMÁTICA 

Artículo 12 2 

A los efectos de esta norma, se entiende por "Ruta Informática" la secuencia de datos relativos 
a País-Ciudad-Aduana-Lugar Operativo, a integrar en el momento del registro informático de la de- 
claración de TAI, conforme al itinerario que seguirá el medio de transporte, a fin de que se constitu- 
yan en los únicos puntos autorizados para recibir o emitir la información requerida para el segui- 
miento del TAI. 



Siempre que estas operaciones se desarrollen en el ámbito establecido en el artículo 1 Q , la pre- 
sente Resolución es aplicable a las operaciones de: 

a) transporte terrestre con tráfico bilateral a través de frontera común, como asimismo las de 
tráfico bilateral con tránsito por terceros países signatarios, siempre al amparo de un Manifiesto Inter- 
nacional de Carga y de la Declaración de Tránsito Aduanero (MIC/DTA) vigente, incluyendo el trans- 
porte sin carga (en lastre); 

b) tránsito internacional efectuado por la vía ferroviaria al amparo del Conocimiento — Carta de 
Porte Internacional — Declaración de Tránsito Aduanero (TIF/DTA); 

c) tránsito internacional de encomiendas realizadas por medio de ómnibus de pasajeros de línea 
regular habilitados para tal fin. 

EMPADRONAMIENTO 

Artículo 3 B 

1 . El transporte de mercaderías mediante las operaciones TAI será efectuado por transportistas 
habilitados y empadronados sobre la base de su identificador fiscal. 

2. El acceso a los sistemas informáticos de los Estados Partes solamente será permitido a opera- 
dores debidamente habilitados, inclusive en el caso de transportistas habilitados con carácter ocasio- 
nal, en las condiciones establecidas en el ATIT 

Artículo 4 B 

Las administraciones aduaneras de los Estados Partes, a través de sus sistemas informáticos, 
intercambiarán información relativa a los transportistas habilitados, incluyendo aquellas de interés 
para la operación, vinculadas al medio de transporte o al transportista, obrantes en el Apéndice I. 

Artículo 5 5 

Los sistemas informáticos de los Estados Partes deberán contar con funcionalidades que permi- 
tan registrar la autorización de los exportadores o responsables legales de la mercadería a los trans- 
portistas, para actuar en su nombre como beneficiarios del tránsito. 

RESPONSABILIDADES 
DEL TRANSPORTISTA 

Artículo 6 B 



Artículo 13 B 

El declarante, cuando fuera el caso, registrará el punto de la "Ruta Informática" donde se produz- 
can transbordos programados. 

Articulo 14 e 

No podrán cambiarse datos relativos a un punto de la "Ruta Informática" una vez que el medio de 
transporte haya pasado por dicho punto. 

OFICIALIZACIÓN DE LA DECLARACIÓN INFORMÁTICA DE TAI 

Artículo 15 9 

1 . La oficialización de una operación de TAI se produce en el momento en que las administracio- 
nes aduaneras de origen aceptan la declaración de la operación en sus sistemas y le asignan median- 
te éstos un identificador único e irrepetible denominado Registro Único de Tránsito (RUT), conforme a 
las características establecidas en el Apéndice II. 

2. La declaración de TAI no podrá ser alterada por el declarante después de su oficialización. 

Artículo 16 B 

La oficialización de la declaración de TAI caracteriza el inicio de las responsabilidades asociadas 
al régimen. 

Artículo 17 B 

1 . Los sistemas informáticos de los Estados Partes serán diseñados a fin de permitir, luego de la 
oficialización del registro informático, la impresión en soporte papel de los formularios autorizados, en 
tantas copias numeradas como puntos de control se prevea para la "Ruta Informática". 

2. Las copias a que se refiere el apartado 1 serán utilizadas hasta tanto la legislación de los 
Estados Partes autoricen los procedimientos electrónicos en forma excluyente. 

Artículo 18 B 

La información contenida en soporte papel deberá concordar con la ingresada informáticamente, 
constituyendo responsabilidad de cada Estado Parte asegurar la mencionada consistencia. 

Artículo 19 B 



Las responsabilidades del transportista serán aquéllas establecidas en el ATIT y en la legislación 
de los Estados Partes. 

Artículo 7 B 

El transportista o su representante legal serán también responsables por el registro informático de 
la operación de TAI y por las informaciones suministradas en ocasión de dicho registro. 

DE LAS ADMINISTRACIONES ADUANERAS 

Artículo 8 B 



Una vez oficializados los registros y en ocasión de la partida del medio de transporte, la aduana 
de registro transmitirá a las demás aduanas intervinientes participantes de la "Ruta Informática" los 
documentos electrónicos correspondientes al registro de TAI, y el evento de partida del medio de 
transporte acorde a lo establecido en el Artículo 36 Q y en Apéndice IV. 

Artículo 20 B 

Los datos transmitidos podrán ser reutilizados por las aduanas en todos aquellos procesos infor- 
máticos que realice cada uno de los Estados Partes. 

Artículo 21 B 



1 . Las administraciones aduaneras deberán intercambiar, en la forma establecida en la presente 
norma, información: 



Los Estados Partes se comprometen a tomar todos los recaudos necesarios que garanticen que 
los datos ingresados por el declarante, mediante registro informático, no puedan, una vez oficializada 
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la declaración por los sistemas aduaneros, ser objeto de repudio o modificación sin autorización e 2. A partir de los datos intercambiados, cada Estado Parte queda facultado a realizar sus propias 

intervención de la autoridad aduanera. consultas no estructuradas. 



USO DE LOS FORMULARIOS PARA LAS OPERACIONES DE TAI 

Artículo 22 B 

La documentación respaldatoria de la operación y de los controles efectuados en las secuencias 
previstas será resguardada en las aduanas intervinientes por el lapso que establezca la legislación de 
cada Estado Parte, y se encontrará a disposición de las aduanas participantes en caso que sea reque- 
rida por los medios pertinentes, en el marco del Anexo I - "Asuntos Aduaneros", Capítulo XII, Artículo 
22 del ATIT. 

Artículo 23 s 

Cada Estado Parte arbitrará las medidas necesarias a fin de efectuar los controles que permitan 
determinar la veracidad y la consistencia entre la documentación intervenida por la autoridad aduane- 
ra y los registros informáticos efectuados en consecuencia. 

TORNAGUÍA ELECTRÓNICA 
Artículo 24 s 

1 . La operatoria informática prevista por la presente norma dará información sobre el estado y 
conclusión de las operaciones de TAI. 

2. Cada conjunto de registros informáticos previstos y la documentación respaldatoria a que se 
refiere el Artículo 22 serán considerados como una tornaguía electrónica. 



PROCEDIMIENTOS DE CONTINGENCIA 
Artículo 31 9 

1 . No podrán darse lugar a procedimientos manuales de contingencia para la oficialización de la 
operación de TAI y el evento de partida a que se refieren el Artículo 36 B y el Apéndice IV. 

2. En el caso de imposibilidad de oficialización de la declaración de TAI en el sistema informático 
a que se refiere el Artículo 1 5 (principal), tal oficialización será efectuada a través de sistema informá- 
tico alternativo de contingencia. 

3. Los sistemas informáticos alternativos deberán ser diseñados a fin de prever la transmisión 
electrónica de datos a los sistemas principales de los Estados Partes involucrados en las respectivas 
operaciones de TAI. 

4. Luego de la partida y ante situaciones justificadas, podrán adoptarse los procedimientos ma- 
nuales de contingencia, acorde a la legislación de cada Estado Parte. 

5. Los procedimientos manuales de contingencia referidos en el apartado 4 deberán ser regulari- 
zados informáticamente en un plazo máximo de 24 (veinticuatro) horas, luego de desaparecida la 
causa que originó la aplicación del procedimiento manual alternativo. 

6. En caso de ser efectuados procedimientos de contingencia, la aduana que los produzca deberá 
comunicar lo realizado a todas las demás aduanas de la Ruta Informática. 



TRANSMISIÓN DE LAS INFORMACIONES 

Artículo 25 B 

Al ocurrir un evento que deba ser registrado informáticamente, la administración aduanera del 
Estado Parte en el cual se produce dicho evento deberá transmitir, en forma simultánea al momento de 
su registro, el correspondiente mensaje a sus similares de los Estados Partes participantes en la 
respectiva operación de tránsito. 

Artículo 26 B 

1 . Los sistemas informáticos utilizados por las aduanas de cada Estado Parte serán diseñados a 
fin de informar: 

a) sobre la situación de todas las operaciones de TAI que se estén desarrollando en su jurisdic- 
ción, y 

b) el plazo de llegada a destino de cada documento de transporte. 

2. Los plazos a que se refiere el inciso b) del apartado 1 serán controlados en cada tramo por los 
sistemas informáticos locales. 

Artículo 27 9 

La información prevista para el seguimiento de las operaciones de TAI deberá ser transmitida 
desde y hacia los sistemas informáticos oficiales de los Estados Partes, considerándose a todos los 
efectos información oficial de las administraciones aduaneras emisoras. 



CARACTERÍSTICAS DE LOS SISTEMAS 

Artículo 28 B 

Los sistemas informáticos de las administraciones aduaneras participantes deberán ser diseña- 
dos de forma de permitir: 

a) que los funcionarios aduaneros ingresen información común a los distintos documentos de 
transporte de un mismo medio de transporte o a cada uno de ellos, en forma indistinta, mediante 
transacciones únicas; 

b) el acceso a la información a través de códigos de barra u otras tecnologías, cuando se encuen- 
tren disponibles. 

Artículo 29 B 

Los sistemas informáticos de las administraciones aduaneras participantes deberán ser diseña- 
dos a fin de brindar información de los siguientes eventos: 

a) registro de la declaración de la operación de TAI a ser transmitida; 

b) los que resulten de la operatoria aduanera en la partida, las fronteras o en los destinos; 

c) novedades (ocurrencias), según las definiciones establecidas en el Apéndice IV. 

Artículo 30 B 

1 . Los sistemas informáticos de las administraciones aduaneras participantes deberán ser dise- 
ñados a fin de prever la realización de consultas estructuradas relativas a: 

a) tránsitos por arribar; 

b) tránsitos vencidos; 

c) tránsitos interrumpidos; 

d) tránsitos finalizados; y 

e) destinaciones u operaciones aduaneras en destino, luego de la conclusión del tránsito, en la 
medida que los Estados Partes concluyan con los desarrollos pertinentes. 



TABLAS E IDENTIFICADORES 

Artículo 32 B 

A fin de asegurar la posibilidad de reutilización de datos y la interpretación uniforme de los mis- 
mos, los registros informáticos de la operación de TAI o de los eventos de control vinculados al mismo 
deberán utilizar codificadores o identificadores comunes. 



SEGUIMIENTO Y FINALIZACIÓN DE OPERACIONES DE TAI 

Artículo 33 B 

El seguimiento informático de los manifiestos internacionales de carga se efectuará por cada 
documento de transporte, determinando para cada uno de ellos su partida, su paso por frontera y su 
arribo a destino. 

Artículo 34 B 

1 . A efectos del seguimiento de la operación de TAI, los puntos de control determinados en la Ruta 
Informática deberán brindar información sobre la referida operación. 

2. Los eventos relacionados a la operación de TAI serán registrados en los siguientes puntos de 
control: 

a) en el Estado Parte del Inicio del TAI: punto de partida y punto de salida; 

b) en el/los Estado/s Parte/s de Paso: punto de entrada y punto de salida; 

c) en el Estado Parte de Finalización: punto de entrada y llegada al punto de destino. 

Artículo 35 B 

Los registros de eventos en los puntos de control deberán contener información relativa a los 
funcionarios intervinientes, a la fecha y hora de producido el evento, a las novedades (ocurrencias) 
parametrizadas según Apéndice III, y a toda otra información que se considere relevante para el segui- 
miento de la operación. 

EVENTOS A TRANSMITIR 

Artículo 36 B 

Las administraciones aduaneras deberán transmitir, conforme los puntos de control de la opera- 
ción de TAI, los eventos definidos en el Apéndice IV. 

RECTIFICACIÓN Y ANULACIÓN DEL REGISTRO DE UNA OPERACIÓN DE TAI 

Artículo 37 B 

1 . A pedido del interesado o de oficio, conforme el caso, por los mecanismos y los procedimientos 
que prevea la legislación de cada Estado Parte, podrá efectuarse la rectificación o la anulación de una 
declaración electrónica de TAI oficializada. 

2. Los datos rectificados deberán ser ingresados al sistema a fin de constar en la declaración. 

3. La rectificación o la anulación a que se refiere el apartado 1 solamente podrá ser realizada por 
la aduana de registro y antes del evento de la partida del medio de transporte. 

Artículo 38 B 

La rectificación o la anulación de una declaración de TAI oficializada no exime al beneficiario o al 
transportador de las responsabilidades emergentes por eventuales delitos o infracciones, de conformi- 
dad a la legislación de cada Estado Parte. 
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APÉNDICE I 

DATOS DE LA DECLARACIÓN DE TRANSITO ADUANERO INTERNACIONAL 

(TAI) 

RELATIVOS AL MEDIO DE TRANSPORTE 



Nro. de 
Orden 


Nro.de 
Campo en el 
Formulario 


Datos 


MIC 


TIF 


MIÉ 


OBSERVACIONES 


26 


16(TIF-DTA) 


ACCESORIOS -TIPO Y 
NUMERO 


X 





X 





Nro. de 
Orden 


Nro.de 
Campo en el 
Formulario 


Datos 


MIC 


TIF 


MIÉ 


OBSERVACIONES 


1 


NUEVO 

(MIC-DTA) 

NUEVO (TIF- 

DTA) (MIE- 

DTA) 


VIA DE TRANSPORTE 













2 


1 (MIC-DTA) 
4(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


NOMBRE DEL 
TRANSPORTADOR EMISOR 













3 


1 (MIC-DTA) 
4(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


DOMICILIO DEL 
TRANSPORTADOR EMISOR 













4 


1 (MIC-DTA) 

4(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

3(CRT) 


PAÍS DEL 
TRANSPORTADOR EMISOR 













5 


2( MIC-DTA) 
NUEVO (TIF- 
DTA) (MIE- 
DTA) 


REGISTRO FISCAL DEL 
TRANSPORTADOR EMISOR 













6 


9( MIC-DTA) 
3(CRT) 


NOMBRE DEL 
PROPIETARIO DEL 
VEHÍCULO 





X 


X 


El dato será registrado 
cuando el propietario 
del vehículo sea 
distinto al transportador 


7 


9( MIC-DTA) 
3(CRT) 


DOMICILIO DEL 
PROPIETARIO DEL 
VEHÍCULO 





X 


X 


El dato será registrado 
cuando el propietario 
del vehículo sea 
distinto al transportador 


8 


9( MIC-DTA) 


PAÍS DEL PROPIETARIO 
DEL VEHÍCULO 





X 


X 


El dato será registrado 
cuando el propietario 
del vehículo sea 
distinto al transportador 


9 


10(MIC-DTA) 


REGISTRO FISCAL DEL 
PROPIETARIO DEL 
VEHÍCULO 


O 


X 


X 


El dato será registrado 
cuando el propietario 
del vehículo sea 
distinto al transportador 


10 


NUEVO (MIC- 
DTA) NUEVO 
(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


EN LASTRE 





X 





Informar SI (S) o NO 
(N) 


11 


11(MIC-DTA) 
(MIE-DTA) 


IDENTIFICACIÓN DEL 
VEHÍCULO 


O 


X 





Dato a incluirse en el 
evento de partida 


12 


15 (MIC-DTA) 
14 (TIF-DTA) 


IDENTIFICACIÓN DEL 

SEMIREMOLQUE/ 

REMOLQUEA/AGON 


O 





X 


Dato a incluirse en el 
evento de partida 


13 


12(MIC-DTA) 


MARCA Y NUMERO DEL 
CHASIS DEL VEHÍCULO 


O 


X 


X 


Dato a incluirse en el 
evento de partida 


14 


14(MIC-DTA) 


MODELO DE CHASIS Y ANO 
DE FABRICACIÓN 


O 


X 


X 


Dato a incluirse en el 
evento de partida 


15 


13(MIC-DTA) 


CAPACIDAD DE TRACCIÓN 


O 


X 


X 


Dato a incluirse en el 
evento de partida 


16 


40(MIC-DTA) 

22(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


DESCRIPCIÓN DE 
RUTAS/ITINERARIO 


O 










17 


NUEVO 
(MIC-DTA) 
(MIE-DTA) 


NOMBRE DEL CONDUCTOR 
DEL VEHÍCULO 


o 


- 





Dato a incluirse en el 
evento de partida 


18 


NUEVO 
(MIC-DTA) 
(MIE-DTA) 


DOCUMENTO DE 
IDENTIDAD DEL 
CONDUCTOR 


o 


- 





Dato a incluirse en el 
evento de partida 


19 


31o 46 (MIC- 
DTA) 15 (TIF- 
DTA) 
(MIE-DTA) 


CANTIDAD TOTAL DE 
BULTOS TRANSPORTADOS 


o 










20 


32 o 47 (MIC- 
DTA) 18 (TIF- 
DTA) 
(MIE-DTA) 


PESO BRUTO TOTAL DE 
LOS BULTOS 
TRANSPORTADOS 


o 










21 


38 (MIC-DTA) 

16(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

11(CRT) 


IDENTIFICACIÓN DEL 
CONTENEDOR 


o 








Para mercaderías 
sueltas debe integrarse 
con N 


22 


NUEVO 
(MIC-DTA) 
NUEVO (TIF- 
DTA) 


MEDIDAS DEL 
CONTENEDOR 


o 





X 


Codificado - Para 
mercaderías sueltas 
debe integrarse con N 


23 


NUEVO 
(MIC-DTA) 
NUEVO (TIF- 
DTA) 


CONDICIÓN DEL 
CONTENEDOR 


F 


F 


X 


Condición de 
contratación 


24 


NUEVO 
(MIC-DTA) 
NUEVO (TIF- 
DTA) (MIE- 
DTA) 


CANTIDAD DE BULTOS 
DENTRO DEL 
CONTENEDOR 


O 










25 


37(MIC-DTA) 

20(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


NÚMEROS DE LOS 
PRECINTOS 











Dato a incluirse en el 
evento de partida 



RELATIVOS A CADA DOCUMENTO DE 
TRANSPORTE 



Nro de 
Orden 


Nro.de Campo en el 
Formulario 


Datos 


MIC 


TIF 


MIÉ 


OBSERVACIONES 


27 


4(MIC-DTA) 
7(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


REFERENCIA ÚNICA 
DE TRANSITO -RUT 













28 


8(TIF-DTA) 


ESTACIÓN DE 
PROCEDENCIA 


X 





X 




29 


1 (TIF-DTA) 


ESTACIÓN DE 
DESTINO 


X 





X 




30 


6(MIC-DTA) 

26(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


FECHA DE EMISIÓN 











Fecha de oficialización 
del TAI 


31 


41(MIC-DTA) 
12(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


FECHA DE PARTIDA 











Dato a incluirse en el 
evento de partida 


32 


40(MIC-DTA) 

24(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


FECHA DE LLEGADA 
PREVISTA 













33 


23(MIC-DTA) 
7(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


NUMERO DE 
DOCUMENTO DE 
TRANSPORTE 













34 


NUEVO (MIC-DTA) 
NUEVO (TIF-DTA) 


INDICADOR DE LA 

FRACCIÓN 

TRANSPORTADA 








X 


Nro de fracción 
transportada respecto 
al total del documento 
de transporte 


35 


7 (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


PAÍS DE PARTIDA 











En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


36 


7 (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

7(CRT) 


CIUDAD DE PARTIDA 











En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


37 


7 (MIC-DTA) 
12 (TIF-DTA) (MIE- 
DTA) 


ADUANA DE PARTIDA 











38 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


LUGAR OPERATIVO 
DE INICIO DEL TAI EN 
EL PAÍS DE PARTIDA 











39 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


CIUDAD DE SALIDA 
EN EL PAÍS DE 
PARTIDA 











En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


40 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


ADUANA DE SALIDA 
EN EL PAÍS DE 
PARTIDA 











41 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


LUGAR OPERATIVO 
DE SALIDA EN EL 
PAÍS DE PARTIDA 











42 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


PAÍS DE PASO 











En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


43 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


CIUDAD DE ENTRADA 
EN EL PAÍS DE PASO 











44 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


ADUANA DE 
ENTRADA EN EL PAÍS 
DE PASO 
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Nro de 
Orden 


Nro.de Campo en el 
Formulario 


Datos 


MIC 


TIF 


míe 


OBSERVACIONES 


45 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


LUGAR OPERATIVO 
DE ENTRADA EN EL 
PAÍS DE PASO 


O 


O 







46 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


CIUDAD DE SALIDA 
EN EL PAÍS DE PASO 


O 


O 





En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


47 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


ADUANA DE SALIDA 
EN EL PAÍS DE PASO 


O 








48 


7 (MIC-DTA) 
12 (TIF-DTA) (MIE- 
DTA) 


LUGAR OPERATIVO 
DE SALIDA EN EL 
PAÍS DE PASO 


O 








49 


8 (MIC-DTA) 

2 (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

8(CRT) 


PAÍS DE DESTINO 


O 










50 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


CIUDAD DE ENTRADA 
EN EL PAÍS DE 
DESTINO 


O 








En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


51 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


ADUANA DE 
ENTRADA EN EL PAÍS 
DE DESTINO 


O 








52 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


LUGAR OPERATIVO 
DE ENTRADA EN EL 
PAÍS DE DESTINO 


O 










53 


8 (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


CIUDAD DE DESTINO 


O 










54 


24 (MIC-DTA) 
2 (TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


ADUANA DE DESTINO 


O 








En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


55 


NUEVO (MIC-DTA) 

13 (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


LUGAR OPERATIVO 
DE DESTINO FINAL 
EN EL PAÍS DE 
DESTINO 


O 








56 


NUEVO (MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


PAÍS DE TRASBORDO 
PROGRAMADO 


F 


F 


X 


En caso que el dato 
Lugar Operativo se 
halle codificado 
abarcando a los datos 
País/Ciudad/ 
Aduana/Lugar 
Operativo, se informara 
solo este último. 


57 


NUEVO (MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


CIUDAD DE 

TRASBORDO 

PROGRAMADO 


F 


F 


X 


58 


NUEVO (MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


ADUANA DE 

TRASBORDO 

PROGRAMADO 


F 


F 


X 


59 


NUEVO (MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


LUGAR OPERATIVO 
DE TRASBORDO 
PROGRAMADO 


F 


F 


X 


60 


REVERSO S/N 
(MIC-DTA) 
REVERSO S/N (TIF- 
DTA) 
(MIE-DTA) 


OBSERVACIONES 
DEL DECLARANTE 
PARA LAS ADUANAS 
INTERVINIENTES 


F 


F 


F 


En oportunidad del 
registro informático 


61 


38 (MIC-DTA) 

16(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

11(CRT) 


DESCRIPCIÓN DE 
LAS MERCADERÍAS 


O 


O 







62 


38 (MIC-DTA) 
17(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


NOMENCLATURA 
COMÚN DEL 
MERCOSUR 


F 










63 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


PAÍS DE ORIGEN DE 
LAS MERCADERÍAS 


O 










64 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO (TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


MERCADERÍA 
PELIGROSA 


O 








Se indicara el grado de 
peligrosidad según 
código IMO. 



Nro de 
Orden 


Nro.de Campo en el 
Formulario 


Datos 


MIC 


TIF 


MIÉ 


OBSERVACIONES 


65 


30 (MIC-DTA) 

16(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

11(CRT) 


TIPO DE EMBALAJE 


O 










66 


18(TIF-DTA) 


PESO BRUTO 
PARCIAL POR TIPO 
DE EMBALAJE 


X 





X 




67 


NUEVO (MIC-DTA) 

15(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

11(CRT) 


CANTIDAD DE 
BULTOS POR TIPO 
DE EMBALAJE 


O 


o 


o 




68 


38 (MIC-DTA) 
16(TIF-DTA) 
(MIE-DTA) 


MARCA Y NUMERO 
DE LOS BULTOS 













69 


32 (MIC-DTA) 

18(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

12(CRT) 


PESO BRUTO TOTAL 













70 


(MIE-DTA) 


CANTIDAD DE 
UNIDADES 


X 


X 


o 




71 


(MIE-DTA) 


FINALIDAD 
COMERCIAL 


X 


X 


o 


Se indicara SI (S) o NO 
(N) 


72 


(MIE-DTA) 


NUMERO DE 
FACTURA 


X 


X 





Obligatorio si se indica 
SI en el campo anterior 


73 


25 (MIC-DTA) 

NUEVO(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

16(CRT) 


MONEDA -CÓDIGO 
( DEL VALOR DE LA 
MERCADERÍA) 













74 


19(TIF-DTA) 


VALOR DE LA CARGA 
SEGÚN TIPO DE 
MERCADERÍA 


X 





X 


En dólares 
estadounidenses 


75 


27 (MIC-DTA) 

19(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

16(CRT) 


VALOR DECLARADO 
DE LA CARGA 











Para el MIÉ y el TIF en 

dólares 

estadounidenses 


76 


NUEVO(MIC-DTA) 

REVERSO(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

15(CRT) 


MONEDA -CÓDIGO 
( DEL VALOR DEL 
FLETE) 


o 


o 


o 




77 


28 (MIC-DTA) 

REVERSO(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

15(CRT) 


VALOR DEL FLETE 











Para el MIÉ y el MIC en 

dólares 

estadounidenses 


78 


NUEVO (MIC-DTA) 

NUEVO(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


MONEDA -CÓDIGO 
( DEL VALOR DEL 
SEGURO) 













79 


29 (MIC-DTA) 

23(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 


VALOR DEL SEGURO 


o 





o 


En dólares 
estadounidenses 


80 


36 (MIC-DTA) 
21 (TIF-DTA) 


IDENTIFICADOR DEL 
DOCUMENTO 
ADUANERO QUE 
AUTORIZA LA 
EXPORTACIÓN 








X 


Datos a informar para 
mercaderías cuya 
destinación de 
exportación es 
registrada en países 
signatarios delATIT. 


81 


NUEVO(MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


IDENTIFICADOR DEL 
MANIFIESTO DE 
CARGA DE ARRIBO 
AL PAÍS DE PARTIDA 


o 





X 


Datos a informar para 
mercaderías 
provenientes de países 
no signatarios del ATIT. 


82 


NUEVO(MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


IDENTIFICADOR DEL 
DOCUMENTO DE 
TRANSPORTE DE 
ARRIBO AL PAÍS DE 
PARTIDA 


o 





X 




83 


33 (MIC-DTA) 

3(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

1(CRT) 


REMITENTE - 
NOMBRE O RAZÓN 
SOCIAL 


o 





o 




84 


33 (MIC-DTA) 

3(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

1(CRT) 


REMITENTE - 
DOMICILIO 













85 


NUEVO (MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


REMITENTE - 

IDENTIFICACIÓN 

FISCAL 


o 





X 




86 


(MIE-DTA) 


REMITENTE -TIPO y 
NUMERO DE 
DOCUMENTO DE 
IDENTIDAD 


X 


X 







87 


35 (MIC-DTA) 

9(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

6(CRT) 


CONSIGNATARIO - 
NOMBRE O RAZÓN 
SOCIAL 


o 





o 




88 


35 (MIC-DTA) 

9(TIF-DTA) 

(MIE-DTA) 

6(CRT) 


CONSIGNATARIO - 
DOMICILIO 


o 





o 




89 


NUEVO(MIC-DTA) 
NUEVO(TIF-DTA) 


CONSIGNATARIO - 

IDENTIFICACIÓN 

FISCAL 


o 





X 
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Nrode 
Orden 


Nro.de Campo en el 
Formulario 


Datos 


MIC 


TIF 


MIÉ 


OBSERVACIONES 


90 


34 (MIC-DTA) 

5(TIF-DTA) 

4(CRT) 


DESTINATARIO - 
NOMBRE O RAZÓN 
SOCIAL 


O 


O 


X 




91 


34 (MIC-DTA) 

5(TIF-DTA) 

4(CRT) 


DESTINATARIO - 
DOMICILIO 


O 


O 


X 




92 


36(MIC-DTA) 

21(TIF-DTA) 

17(CRT) 


OTROS 

DOCUMENTOS 

ANEXOS 


O 


O 





Corresponde a otros 
documentos que 
acompañan la carga. 
De no existir tal 
obligación completar 
con NO. 



( * ) a ser transmitidos por los eventos de registro y partida de la operación de TAI 

REFERENCIAS: 

O = Datos obligatorios de la declaración de TAI integrados por el declarante o los sistemas 

informáticos 

F = Datos facultativos de la declaración de TAI 

X = Datos no integrables de la declaración de TAI 

APÉNDICE II 
REFERENCIA ÚNICA DE LA OPERACIÓN DE TAI (RUT) 
Clave Manifiesto: 

1. Año de emisión 

2. País emisor 

3. Número secuencial 

4. Dígito verificador 

Clave Documento de Transporte: 

1 . Clave Manifiesto 

2. Número de documento de transporte 

APÉNDICE III 
NOVEDADES (OCURRENCIAS) PARAMETRIZADAS DE LA OPERACIÓN DE TAI 
Novedades relativas al medio de transporte y al conductor 
Sustitución del vehículo transportador sin autorización de la autoridad aduanera. 
Sustitución del vehículo transportador con autorización aduanera. 
Reemplazo del conductor. 
Sustitución del tractor. 
Otras a criterio común de los Estados Parte. 

Novedades de la ruta informática 

Llegada del vehículo fuera del plazo establecido sin motivo justificado. 

Desvío de la ruta autorizada con motivo justificado. 

Desvío de la ruta autorizada sin motivo justificado. 

Interrupción del TAI. 

Otras a criterio común de los Estados Parte. 

Novedades por siniestros u otras contingencias de la operación 

Faltante parcial de la carga. 

Faltante total de la carga. 

Tránsito de cargas sin declaración aduanera. 

Mercadería peligrosa no declarada como tal. 

Hallazgo de drogas u otras mercaderías prohibidas. 

Otras a criterio común de los Estados Parte 

Novedades de los precintos 
Violación de dispositivo de seguridad. 
Cambio de precintos por controles. 
Colocación de precintos adicionales. 
Otras a criterio común de los Estados Parte 



APÉNDICE IV 
EVENTOS A TRANSMITIR 

a) Oficialización de una operación de TAI - "OFTAI", a ser efectuado por la aduana de registro de 
la operación de TAI en el Estado Parte: la transmisión del evento de oficialización a las aduanas inter- 
vinientes será efectuada en forma conjunta con la del evento de partida, salvo en los casos en que se 
hubieran autorizado procedimientos de contingencia. 

b) Partida de una operación de TAI - "PATAI", a ser efectuado por la aduana de carga de la opera- 
ción de TAI en el Estado Parte de partida: luego de cumplidos todos los requisitos necesarios para la 
aplicación del régimen, hubieren finalizado los controles, colocado los precintos y se haya autorizado 
la partida del TAI, la aduana de partida transmitirá electrónicamente el evento de partida, que implica 
la autorización de inicio de la operación de tránsito al amparo de un TAI. 

c) Salida de una operación de TAI del Estado Parte de partida - "SATAI", a ser efectuado por la 
aduana de frontera del Estado Parte de partida: cuando el medio de transporte y las mercaderías que 
estuviere transportando, luego de cumplido todos los requisitos, controles y formalidades a las que se 
hallen sometido, hayan sido autorizados por la aduana de frontera del país de partida a la prosecución 
del itinerario autorizado, habiendo concluido el tránsito en su territorio. 

d) Entrada de una operación de TAI en el Estado Parte de paso - "EPTAI", a ser efectuado por la 
aduana de frontera del Estado Parte de paso: cuando el medio de transporte y las mercaderías que 
estuviere transportando, luego de cumplido todos los requisitos, controles y formalidades a las que se 
halle sometido, hayan sido autorizados por la aduana de frontera de entrada al Estado Parte de paso 
a la prosecución del itinerario autorizado. 

e) Salida de una operación de TAI en el Estado Parte de paso - "SPTAI", a ser efectuado por la 
aduana de frontera del Estado Parte de paso: cuando el medio de transporte y las mercaderías que 
estuviere transportando, luego de cumplido todos los requisitos, controles y formalidades a las que se 
halle sometido, hayan sido autorizados por la aduana de frontera de salida del Estado Parte de paso a 
la prosecución del itinerario autorizado, habiendo concluido el tránsito en su territorio. 

f) Entrada en el Estado Parte de destino de una operación de TAI - "EDTAI", a ser efectuado por la 
aduana de frontera del Estado Parte de destino: cuando el medio de transporte y las mercaderías que 
estuviere transportando, luego de cumplido todos los requisitos, controles y formalidades a las que se 
halle sometido, hayan sido autorizados por la aduana de frontera de entrada al Estado Parte de destino 
a la prosecución del itinerario autorizado, con destino a la aduana de destino del TAI. 

g) Finalización de una operación TAI - "FITAI", a ser efectuado por la aduana de destino del Estado 
Parte de destino: cuando el medio de transporte y las mercaderías que estuviere transportando, luego 
de cumplido todos los requisitos, controles y formalidades a las que se halle sometido, hayan sido 
autorizados por la aduana de destino a dar por cumplido y finalizada la operación de TAI, quedando las 
mercaderías en condiciones de ser sometidas a una destinación u operación aduanera permitida. 

h) Comunicación de la destinación u operación posterior al TAI - "DETAI", a ser efectuado por la 
aduana de destino del Estado Parte de destino, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de producida 
la destinación u operación posterior al TAI, con la finalidad de posibilitar su consulta por las aduanas de 
los Estados Partes, en la medida que los mismos concluyan los desarrollos correspondientes. 

i) Novedades (ocurrencias) de una operación de TAI - "NOTAI": Son aquellas informaciones elec- 
trónicas a ser registradas por las aduanas de la Ruta Informática con posterioridad al evento de parti- 
da, según el siguiente ordenamiento: 

i.1) Novedades relativas al medio de transporte y al conductor: a ser efectuadas por todas las 
aduanas participantes de una operación de TAI de los Estados Partes, comprendiendo la posibilidad 
de registrar novedades (ocurrencias) , según las contenidas en el Apéndice III. 

i. 2) Novedades de la Ruta Informática: a ser efectuadas por aduanas que, integrando la Ruta 
Informática, hayan registrado algún evento informático en la operación de TAI, comprendiendo la posi- 
bilidad de registrar novedades (ocurrencias), según las contenidas en el Apéndice III. 

i. 3) Novedades por siniestros, interrupción u otras contingencias de la operación de TAI, a ser 
efectuadas por todas las aduanas participantes de los Estados Partes, localizadas en los puntos de 
control de una operación de TAI, comprendiendo la posibilidad de registrar novedades (ocurrencias), 
según las contenidas en el Apéndice III. 

i. 4) Novedades de los precintos: a ser efectuadas por todas las aduanas participantes de los 
Estados Partes de una operación de TAI, comprendiendo la posibilidad de registrar novedades (ocu- 
rrencias), según las contenidas en el Apéndice III. 

j) Acuse de Recibo de un evento de TAI - "ARTAI": a ser efectuados por todas las aduanas partici- 
pantes de los Estados Partes de una operación de TAI, constituyendo el acuse de recibo informático de 
los eventos transmitidos a través de los mensajes que prevé la presente norma. 



Administración Federal de Ingresos Públicos 
SUSTANCIAS QUE AGOTAN LA CAPA DE OZONO 

Resolución General 1852 

Normativa relativa a la importación/exportación de sustancias que agotan la capa de ozono. 
Expediente N s 1 -250.594/05. 



Bs. As., 22/3/2005 

VISTO la Ley N 5 24.040, sus normas modificatorias y complementarias, el Decreto N Q 1609/04 y la 
Resolución N s 953/04 emanada de la SECRETARIA DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUS- 
TENTABLE (SAyDS) relativos a los controles a la importación y exportación de sustancias 
que agotan la capa de ozono y, 

CONSIDERANDO: 

Que con motivo de la publicación de la Resolución SAyDS N s 953/04 en el Boletín Oficial 
N s 30.544 de fecha 9 de diciembre de 2004, la oficialización de las destinaciones de importa- 
ción y exportación de las sustancias que agotan la capa de ozono (SAO) y mezclas que las 
contengan, que clasifican en las partidas del Sistema Armonizado de Designación y Codifica- 
ción de Mercancías y posiciones arancelarias de la NOMENCLATURA COMÚN DEL MER- 
COSUR (RA.N.C.M.) que se consignan en el Anexo I de la presente Resolución, quedan 
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sujetas a partir del 01 de enero de 2005 a la previa autorización de la SECRETARIA DE 
AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE. 

Que mediante la Actuación N Q 1 21 00-63-2004, el Señor Director Nacional de Gestión Am- 
biental de la antedicha SECRETARIA remite los formularios de la Licencia de Importación de 
SAO y la Licencia de Exportación de SAO, a exigir en sede aduanera, cuyas copias constitu- 
yen el Anexo II de la presente, informando asimismo que el Sistema de Licencias se encuen- 
tra informatizado a los fines de permitir, a los funcionarios habilitados por la DIRECCIÓN 
GENERAL DE ADUANAS, consultar respecto de las empresas registradas en el Registro de 
Importadores y Exportadores de Sustancias que Agotan la Capa de Ozono (RIESAO), licen- 
cias emitidas y la validez de las mismas. 

Que a través de la Actuación N Q 12100-57-2004, la SECRETARIA DE AMBIENTE Y DESA- 
RROLLO SUSTENTABLE remite el facsímil de firma de los funcionarios habilitados por esa 
SECRETARIA, cuya copia integra el Anexo III de la presente, para expedir las Licencias de 
Importación y Exportación de SAO mencionadas precedentemente. 

Que han tomado la intervención que les compete el Departamento Técnica de Nomenclatura 
y Clasificación Arancelaria, la Dirección de Técnica y la Subdirección General de Legal y 
Técnica Aduanera. 

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el Artículo 7 Q del Decreto 
N 5 61 8 de fecha 1 de julio de 1 997. 

Por ello; 

EL ADMINISTRADOR FEDERAL 

DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

RESUELVE: 

Artículo 1 s — Aprobar el ANEXO I "Nómina de partidas y posiciones arancelarias que amparan 
sustancias que agotan la capa de ozono (SAO) y mezclas que las contengan, con autorización previa 
a la importación y exportación de la SECRETARIA DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE". 

Art. 2- — Aprobar el ANEXO II "Formulario de Licencia de Importación de SAO y Formulario de 
Licencia de Exportación de SAO" a presentar ante el servicio aduanero a la oficialización de las desti- 
naciones de importación y exportación. 

Art. 3 2 — Aprobar el ANEXO III "Facsímil de firmas de funcionarios autorizados para expedir la 
Licencia de Importación o Exportación de sustancias que agotan la capa de ozono y mezclas que las 
contengan". Las modificaciones de los facsímiles de firmas de los funcionarios habilitados serán infor- 
madas por dicha SECRETARIA a la Dirección de Técnica de la DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 
para su inmediata comunicación a las áreas pertinentes. 

Art. 4 5 — A los fines de extremar los controles, que le son propios a este Organismo, las áreas 
operativas y de control competentes podrán, a través de funcionarios habilitados por la DIRECCIÓN 
GENERAL DE ADUANAS y previo otorgamiento de nombre de usuario y clave respectiva por parte de 
la DIRECCIÓN NACIONAL DE GESTIÓN AMBIENTAL, consultar respecto de las empresas registra- 
das en el Registro de Importadores y Exportadores de Sustancias que Agotan la Capa de Ozono 
(RIESAO), licencias emitidas y la validez de las mismas. 

Art. 5 2 — Regístrese dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL para su publi- 
cación y publíquese en el Boletín de la DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. Remítase copia a la 
SECRETARIA DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE dependiente del MINISTERIO DE 
SALUD Y AMBIENTE, a la SECRETARIA ADMINISTRATIVA DEL MERCOSUR-SECCION NACIO- 
NAL-, a la SECRETARIA ADMINISTRATIVA de la ALADI (REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY) y 
a la SECRETARIA DEL CONVENIO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA MUTUA entre las DIREC- 
CIONES NACIONALES DE ADUANAS DE AMERICA LATINA, ESPAÑA Y PORTUGAL. Cumplido, 
archívese. — Alberto R. Abad. 

ANEXO I 

NOMINA DE PARTIDAS Y POSICIONES ARANCELARIAS QUE AMPARAN SUSTANCIAS QUE 
AGOTAN LA CAPA DE OZONO (SAO) Y MEZCLAS QUE LAS CONTENGAN, CON AUTORIZACIÓN 
PREVIA A LA IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN DE LA SECRETARIA DE AMBIENTE Y DESARRO- 
LLO SUSTENTABLE. 



2903.14.00 


Tetracloruro de carbono 


2903.19.10 


1,1,1-Tricloroetano (metilcloroformo) 


2903.30.21 


Bromometano 


2903.41.00 


Tricloroflourometano 


2903.42.00 


Diclorodifluorometano 


2903.43.00 


Triclorotrifluoroetanos 


2903.44.00 


Diclorotetrafluoroetanos y cloropentafluoroetano 


2903.45.10 


Clorotrifluorometano 


2903.45.20 


Pentaclorofluoretano 


2903.45.30 


Tetraclorodifluoretanos 


2903.45.41 


Heptaclorofluoropropanos 


2903.45.42 


Hexaclorodifluoropropanos 


2903.45.43 


Pentaclorotrifluoropropanos 


2903.45.44 


Tetraclorotetrafluoropropanos 


2903.45.45 


Tricloropentafluoropropanos 


2903.45.46 


Diclorohexafluoropropanos 


2903.45.47 


Cloroheptafluoropropanos 


2903.46.00 


Bromoclorodifluorometano, bromotrifluorometano y dibromotetrafluoretanos 


2903.49.11 


Clorodifluorometano 


2903.49.12 


Clorofluoroetanos 


2903.49.13 


Diclorotrifluoroetanos 


2903.49.14 


Clorotetrafluoroetanos 


2903.49.15 


Diclorofluoroetanos 


2903.49.16 


Clorodifluoroetanos 


2903.49.17 


Dicloropentafluoropropanos 


2903.49.19 


Derivados del metano, etano o propano, halogenados únicamente con flúor y 
cloro, excepto de los ítem precedentes 


2903.49.20 


Derivados del metano, etano o propano, halogenados únicamente con flúor y 
bromo 



3808.10.29 


Únicamente a base de bromuro de metilo 


3813.00.00 


Únicamente preparaciones y cargas para aparatos extintores que contengan di- 
clorotrifluoroetano (HCFC-123), tetrafluorometano (C 14) y argón (Mezcla B o 
halotrón I), que contengan diclorotrifluoetano (HCFC-123), pentafluoroetano 
(HCFC-125) e hidrocarburos terpéicos (Mezcla E o NAF P IV), que contengan 
clorodifluorometano (HCFC-22), diclorotrifluoroetano (HCFC-123),clorotetrafluo- 
roetano (HCFC-124) e hidrocarburos terpénicos (NAF S III) y demás preparacio- 
nes y cargas para aparatos extintores que contengan sustancias que agotan la 
capa de ozono 


38.14 


Únicamente que contengan sustancias que agotan la capa de ozono 


3824.71.10 


Mezclas que contengan triclorotrifluoroetanos 


3824.71 .90 


Mezclas que contengan hidrocarburos acíclicos perhalogenados únicamente con 
flúor y cloro, excepto del ítem 3824.71.10 


3824.79.00 


Mezclas que contengan derivados perhalogenados de hidrocarburos acíclicos 
con dos 


3824.90.62 


Preparaciones a base de clorodifluorometano y pentafluoroetano 


3824.90.63 


Preparaciones a base de clorodifluorometano y clorotetrafluoroetano 


3824.90.89 


Únicamente mezclas que contengan sustancias que agotan la capa de ozono 



ANEXO II 



FORMULARIO DE LICENCIA DE IMPORTACIÓN DE SAO 



O 






I SAO 

| qsrcMA w. i .ícmcwt rvflfin™ ■> Wra* m ial n.» 




UCENCIA PE IMPUTACIÓN DB $AÜ 






i",rpfsTinr*n<ViJ>F! *xh.hth n 

I I untan! N* 

llffrfWtbiriiiiifa 

: i \ Ufa 



I t>Jj(W M I jt PFASÓNA FÍS!Í : A O JURÍDICA HJLlílT AÜTE 

n siMtaíjrApdtoewí^i^iii 

11CIIFT 

í ttVndiriial 

! } Ni*il ítfimtuL 
¿ftiWini 



i I VKMlMtííTtCAS DEL rflOOLfTOPOS f\. 0TF J¡É &01,I(1TA LA Llll-HIA 



HikritMtMtihnaHC 

1 ÜOJMflli [Wi JIIM1HVÍ1 (HUÍ 

1 < Nnriiv axfafaüu 

' * Nmhc iguimuí 
l í Aran' i pnpj 



liltoBienAniKjiuulUM' 

I4ftd*fai^li>faifrlnu 

1 lí'CHUjHwfifttÜAíiílipot %1 
1UOM* ASURA» 



4 HA r<B DF U IWERAI IÓ> L'OMIMl AL 

i?Puitk<4ipii 

4 (y L'iriliilJ ik «mw 

' 1 Vjfcii T01 i «itarw <qi USÍ t: 

(JYitoPÜÜ tMLwUUi: 

* tí' Mal» Je (muftftt mtfo*KKí ' 



MMrWAÍlCtOftALEi 

' I hujiTüK-iiTi pniui ilUiiiu i:<M)Oil ¡ 
> ; Ujv l'uifl n '.*iín.' Jf lj unptiukjun 



M 



l'ntfti lIíI fiUi ixuiH! irt)n\4u<HT 



'i^AvhmM 
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FORMULARIO DE LICENCIA DE EXPORTACIÓN DE SAO 



7. ryrfyi"r ■rttm.j,- ^ 



SAO 

; SISTEMA ni: I IcKNT ffts rMB^ lACH '«■'EXH .V. [ACI Wi 



UCENCIA DE EXPORTACIÓN Dt- SAO 




I. IHENTIFLCACIÓM Ut La SOLICJ'FLD 

I I I SuJitHiiSS" 
1 l'wlv de nnjj*on 



t DATO* D€ tA rtftüWA HSICA (J J L rfbftVsOL [CITANTE 

ÍK-l.lfT 

1 J \Jaaau\K>rai 

i 4 Ortmlin lí^ul 
.' i NrtD 1 i ■ ||#-: l ;: i 

>? N* Ja nm ifn^Éi pi rílgjnliii Jrl hiíiJih Je liaSBl , fc aTO CD i fl 



y CARACTOAÍm k AS DI 1. PRfilH C"T<> ,<, WAfcAWí J*>H LA LlCE-M 1A 



1 I NmJhiK dtl fitina imt 

j 2 NiMBÍbTafTkTCWl 

í.i t*nni« WÜWtde. 
I J t Wwnhc ifjliiMW 
I^OJ^iC'A* 



1 .S'i'it.:.-:- .VwWrbMm 'Ji'M 
1 Ih'Mj.li.iIrliM^iilcilii 

1 faicinwnJv f 11* iimw4i 
i ItK'MBlIMntlMlWJHOpei. %} 

l|ICA<%iA3HKAÍ 



. 



4, DATOS DE LA ÍSTÍRAoSs ("OMT.RtTAl. 

I I CMvpnJu- 

I JJVnJtíifíitcft 

í 1 TéIi it ..[mip.h. 

* 4 L'anLxkJ Je [rcJucu luorLridí |J¿¡[ ■ 

■í vri|V* de mtiiw 

t ^ t *[* hJwJ de nm'íw 

l.T VtJwl-UUuwtwo icb LJJÜ) 

■HArlumdrHlKta 

4 10 .Wsdjo di liuy^oni? iiwpmiw 



í, DATOS ADirifffíAI I 



S M:ip«1»ri*o|iwiim»int*iuJíit%c»í4™l.vi 

} 3 J-.iJWiflMi.hW pi íjí Wt ui&L *inih i iiuiIki tn |.iri3iki 

f 1 Fijiuf Ifcfií'K» f*i« A^nr Lfl r jwúmhImJcj bdju* ¿? palsM ajl 5" iU: *¿mútJVi cha lm jiEiwilcn JA t tí y J «ki ttHOHto d£ 

M<.T.1rrd l! 
I 1 1 h i¡ nh i.i,«,i , !n Hn imir. , .Jr Mi-i: li: rma ipfccwuixi ik tuirttfj í pmirJ^nj;* 
j ! S í «P* <«UD*dt Je U (\r*<wulii 



«I 

Fraila iW ñmí|i*ii>ii irfmwinitr 

'■ f Ai-Vonín 



ANEXO III 

FASCIMIL DE FIRMAS DE FUNCIONARIOS AUTORIZADOS PARA EXPEDIR LA LICENCIA DE 
IMPORTACIÓN O EXPORTACIÓN DE SUSTANCIAS QUE AGOTAN LA CAPA DE OZONO Y MEZ- 
CLAS QUE LAS CONTENGAN. 




w 



t 



«fio A. Savino 

Seoelarto de Ambiente y Desarrollo Sustentable 

Ministerio da Salud y Ambiente de la Nación 




/# 




Consejo Gremial de Enseñanza Privada 

ASIGNACIONES FAMILIARES 

Resolución 2/2005 

Modifícase la Resolución N- 664/96, a fin de 
adecuarla a lo normado en el régimen nacio- 
nal de asignaciones familiares. 



Bs.As., 15/3/2005 

VISTO la Resolución N Q 664/96 de este Consejo 
Gremial de Enseñanza Privada y los Decre- 
tos 368/2004 y 1691/2004 del Poder Ejecuti- 
vo Nacional; y 

CONSIDERANDO: 

Que resulta pertinente adecuar lo estableci- 
do en la Resolución 664/96 a lo normado en 
el régimen nacional de asignaciones familia- 
res; 

Que en sesión de fecha 21 de diciembre de 
2004, se aprobó por mayoría el dictado del 
presente acto administrativo, conforme lo de- 
termina la Ley 13.047; 

Por ello, en uso de atribuciones que le son 
propias, 

EL CONSEJO GREMIAL 
DE ENSEÑANZA PRIVADA 
REUNIDO EN SESIÓN ORDINARIA 
RESUELVE: 

Artículo 1 2 — Modificar el artículo 2- de la Re- 
solución 664/96 el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 

Artículo 2 5 : A partir del 1 de marzo de 2005, 
quedan excluidos de las prestaciones referidas 
precedentemente, con excepción de las asig- 
naciones por maternidad e hijos con discapa- 
cidad, los trabajadores que perciban una re- 
muneración superior a pesos dos mil veinticin- 
co ($ 2.025). 

Art. 2- — Increméntense a partir del 1 de mar- 
zo de 2005 en un cincuenta por ciento (50%) la 
cuantía de las asignaciones familiares por hijo, 
prenatal e hijo con discapacidad, y fíjanse nuevos 
topes a efectos de determinar la cuantía de las 
prestaciones. Consecuentemente, modificase el 
artículo 18 de la citada Resolución, el cual queda- 
rá redactado de la siguiente forma: 

Artículo 18 s : A partir del 1 de marzo de 2005, 
fíjase el monto de las prestaciones en los siguien- 
tes valores: 

a) Asignación por hijo: la suma de pesos se- 
senta ($ 60) para los trabajadores que perciban 
remuneraciones de hasta pesos setecientos vein- 
ticuatro con 99 centavos ($ 724,99); la suma de 
pesos cuarenta y cinco ($ 45) para los que perci- 
ban remuneraciones de pesos setecientos veinti- 
cinco ($ 725) hasta pesos un mil doscientos vein- 
ticuatro con noventa y nueve centavos 
($ 1 .224,99) ; y la suma de pesos treinta ($ 30) para 
los que perciban remuneraciones desde pesos un 
mil doscientos veinticinco ($ 1 .225) hasta pesos 
dos mil veinticinco ($ 2.025) inclusive. 

b) Asignación por hijo con discapacidad: la suma 
de pesos doscientos cuarenta ($ 240) para los tra- 
bajadores que perciban remuneraciones de hasta 
pesos setecientos veinticuatro con 99 centavos 
($ 724,99); la suma de pesos ciento ochenta 
($ 180) para los que perciban remuneraciones de 
setecientos veinticinco $ 725 hasta pesos un mil 
doscientos veinticuatro con noventa y nueve cen- 
tavos ($ 1 .224,99) y la suma de pesos ciento veinte 
($ 120) para los que perciban remuneraciones 
desde pesos un mil doscientos veinticinco 
($ 1 .225) hasta pesos dos mil veinticinco ($ 2.025) 
inclusive. 

c) Asignación prenatal: una suma igual a la co- 
rrespondiente por asignación por hijo. 

d) Asignación por ayuda escolar educativa: la 
suma de pesos ciento treinta ($ 1 30). 

e) Asignación por nacimiento: la suma de pe- 
sos doscientos ($ 200). 

f) Asignación por adopción: la suma de pesos 
un mil doscientos ($ 1.200). 

g) Asignación por matrimonio: la suma de pe- 
sos trescientos ($ 300). 



Art. 3 S — Modifícase el artículo 19 de la Reso- 
lución 664/96, el cual quedará redactado de la si- 
guiente manera: 

Art. 19 — Los límites que condicionan el otor- 
gamiento de las asignaciones familiares o la cuan- 
tía de las mismas se calcularán en cada caso en 
función de la totalidad de las remuneraciones que 
perciba el trabajador en uno o más empleos en el 
régimen de la ley 13.047 correspondientes al pe- 
ríodo que se liquide, excluyéndose las horas ex- 
tras y el sueldo anual complementario (SAC). 

Art. 4 5 — Comuniqúese. Publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Erica V. Covalschi. — Guillermo Marconi. — 
Domingo De Cara. — Alicia Velich. — Jorge Sán- 
chez. — Elena O. de Otaola. — Silvia Squire. — 
Pablo Olocco. 

APROBADA EN SESIÓN DE FECHA: 21 de 
Diciembre de 2004. 



Consejo Gremial de Enseñanza Privada 

ASIGNACIONES 

NO REMUNERATIVAS 

Resolución 1/2005 

Establécese, con carácter mensual, y a par- 
tir del 1- de enero de 2005, una asignación 
no remunerativa para el personal no docente 
de instituciones privadas, de acuerdo con lo 
dispuesto por el Decreto N 2 2005/2004. 



Bs.As., 15/3/2005 

VISTO: Lo dispuesto por el Decreto N s 2005-PEN- 
2004 de fecha 29 de diciembre de 2004 y; 

CONSIDERANDO: 

Que por el referido acto administrativo se es- 
tableció a partir del 1 Q de enero de 2005, una 
asignación no remunerativa de pesos cien 
($ 100) mensuales, para todos los trabajado- 
res del sector privado, en relación de depen- 
dencia, comprendidos en el régimen de ne- 
gociación colectiva; 

Que el Consejo Gremial de Enseñanza Pri- 
vada ha dictado diversos actos administrati- 
vos a efectos que se apliquen para el sector 
no docente de los establecimientos educati- 
vos de enseñanza privada, los incrementos 
que corresponden al personal que se encuen- 
tra bajo la modalidad de convenio colectivo 
de trabajo; 

Que por sesión de fecha 08 de febrero de 
2005, se aprobó por mayoría el dictado del 
presente acto administrativo, conforme lo de- 
termina la Ley 1 3.047 en sus Artículos 1 8 in- 
ciso b) y 31 ; 

Por ello, en uso de facultades propias 



EL CONSEJO GREMIAL 
DE ENSEÑANZA PRIVADA 
REUNIDO EN SESIÓN ORDINARIA 
RESUELVE: 

Artículo 1 5 — Establécese, con carácter men- 
sual, a partir del 1 Q de enero de 2005 una asig- 
nación no remunerativa de pesos cien ($ 100) 
para todo el personal no docente, con una jor- 
nada laboral de cuarenta y ocho horas semana- 
les. En el caso que se cumpliere una jornada 
laboral inferior a cuarenta y ocho (48) horas, el 
incremento por hora será de pesos dos con ocho 
centavos ($ 2,08) por cada hora semanal de tra- 
bajo. 

Art. 2- — La asignación establecida por el ar- 
tículo 1 s es idéntica a la establecida por el De- 
creto N Q 2005-PEN-2004, motivo por el cual quien 
se encuentre percibiendo dicho beneficio no po- 
drá percibir la presente asignación. Los emplea- 
dores que hubiesen otorgado unilateralmente, a 
partir del 1 5 de septiembre de 2004, otros incre- 
mentos remunerativos o no sobre los ingresos 
de los trabajadores, podrán compensarlos hasta 
su concurrencia con la suma establecida por el 
artículo 1 Q del presente, cuando esos incremen- 
tos hayan sido otorgados a cuenta de futuros 
aumentos. 



Lunes 28 de marzo de 2005 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.619 



11 



Art. 3 S — La asignación que se fija por la pre- 
sente Resolución es de aplicación para todo el 
personal no docente de todos los establecimien- 
tos educativos de gestión privada comprendidos 
en el Artículo 2 B de la Ley 13.047, cuyos salarios 
mínimos son fijados por este Consejo Gremial de 
Enseñanza Privada conforme lo determina el Ar- 
tículo 18 inciso b) de la Ley 13.047. 

Art. 4 5 — Comuniqúese. Publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Erica V. Covalshi. — Pablo Olocco. — Alicia 
Velich. — Domingo De Cara. — Horacio Ferrari. 
— Guillermo Marconi. — Osvaldo Devries. — 
Mario J. Saez. — Horacio Ghilini. — Mario Almi- 
rón. — Jorge Sánchez. — Silvia Squire. 

APROBADA EN SESIÓN DE FECHA: 8 FEB 
2005. 



Consejo Gremial de Enseñanza Privada 

ASIGNACIONES 

NO REMUNERATIVAS 

Resolución 3/2005 

Establécese, con carácter permanente a par- 
tí r del 1 Q de enero de 2004 una asignación no 
remunerativa para el personal no docente de 
los institutos educativos de gestión privada. 



Bs.As., 15/3/2005 

VISTO: Lo dispuesto por el Decreto N s 1 347-PEN- 
2003 de fecha 29 de diciembre de 2003, y; 

CONSIDERANDO: 

Que por el referido acto administrativo se es- 
tableció a partir del 1 Q de enero de 2004, una 
asignación no remunerativa de pesos cincuen- 
ta ($ 50), de carácter permanente, mensual, 
para todos los trabajadores del sector privado, 
en relación de dependencia, comprendidos en 
el régimen de negociación colectiva; 

Que el Consejo Gremial de Enseñanza Pri- 
vada ha dictado diversos actos administrati- 
vos a efectos que se apliquen para el sector 
no docente de los establecimientos educati- 
vos de enseñanza privada, los incrementos 
que corresponden al personal que se encuen- 
tra bajo la modalidad de convenio colectivo 
de trabajo; 

Que por sesión de fecha 21 de diciembre de 
2004, se aprobó por mayoría el dictado del 
presente acto administrativo, conforme lo de- 
termina la Ley 1 3.047 en sus Artículos 1 8 in- 
ciso b) y 31 ; 

Por ello, en uso de facultades propias 

EL CONSEJO GREMIAL 
DE ENSEÑANZA PRIVADA 
REUNIDO EN SESIÓN ORDINARIA 
RESUELVE: 

Artículo 1 2 — Establécese, con carácter per- 
manente a partir del 1 Q de enero de 2004, una 
asignación no remunerativa de pesos cincuenta 
($ 50) mensuales para todo el personal no docen- 
te, con una jornada laboral de cuarenta y ocho 
horas semanales. La presente asignación se abo- 
nará en forma proporcional al tiempo trabajado 
cuando la jornada fuera menor, sobre la base de 
pesos uno con cuatro centavos ($ 1 ,04) por cada 
hora semanal de trabajo. 

Art. 2- — La asignación establecida por el ar- 
tículo 1 Q es idéntica a la establecida por el Decre- 
to N s 1 347-PEN-2003, motivo por el cual quien se 
encuentre percibiendo dicho beneficio no podrá 
percibir la presente asignación. Los empleadores 
que hubiesen otorgado unilateralmente, a partir 
de enero de 2004, otros incrementos remunerati- 
vos o no sobre los ingresos de los trabajadores, 
podrán compensarlos hasta su concurrencia con 
la suma establecida por el artículo 1 Q del presen- 
te, cuando esos incrementos hayan sido otorga- 
dos a cuenta de futuros aumentos. 

Art. 3 2 — La asignación que se fija por la pre- 
sente Resolución es de aplicación para todo el 
personal no docente de todos los establecimien- 
tos educativos de gestión privada comprendidos 
en el Artículo 2 S de la Ley 13.047, cuyos salarios 
mínimos son fijados por este Consejo Gremial de 



Enseñanza Privada conforme lo determina el Ar- 
tículo 18 inciso b) de la Ley 13.047. 

Art. 4 5 — Comuniqúese. Publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Erica V Covalschi. — Pablo Olocco. — Ali- 
cia Velich. — Domingo De Cara. — Horacio Ferra- 
ri. — Guillermo Marconi. — Osvaldo Devries. — 
Mario J. Saez. — Horacio Ghilini. — Jorge Sán- 
chez. — Elena O. de Otaola. — Mario Almirón. — 
Silvia Squire. 

APROBADA EN SESIÓN DE FECHA: 21 DIC 
2004. 



Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca 
y Alimentos 

y 

Administración Federal de Ingresos Públicos 

COMERCIO DE GRANOS 

Resolución Conjunta 154/2005 y General 
1855 

Obligaciones relativas al suministro de infor- 
mación y confección de la documentación a 
que se encuentran sujetas las personas físi- 
cas y jurídicas que operan en el comercio, la 
prestación de servicios y la industrialización 
de granos. Modifícase la Resolución Conjun- 
ta N 2 456/2003-SAGPA y General N 2 1593- 
AFIP, a los efectos de ajusfar los sistemas 
de información e incorporar operadores no 
comprendidos en dicha norma. 



Bs. As., 23/3/2005 

VISTO el Expediente N 5 S01:00451 21/2005 del 
Registro de la SECRETARIA DE AGRICUL- 
TURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS 
del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRO- 
DUCCIÓN, el Decreto N Q 1343 de fecha 27 
de noviembre de 1996, la Resolución Con- 
junta N Q 456 y N s 1 593 de fecha 5 de noviem- 
bre de 2003 de la SECRETARIA DE AGRI- 
CULTURA, GANADERÍA, PESCAY ALIMEN- 
TOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN y de la ADMINISTRACIÓN 
FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, enti- 
dad autárquica en el ámbito del referido Mi- 
nisterio, respectivamente, y 

CONSIDERANDO: 

Que, por la Resolución Conjunta N B 456 y 
N Q 1 593 de fecha 5 de noviembre de 2003 de 
la SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANA- 
DERÍA, PESCAY ALIMENTOS del MINISTE- 
RIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y de 
la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRE- 
SOS PÚBLICOS, entidad autárquica en el 
ámbito del citado Ministerio, respectivamen- 
te, se establecieron obligaciones relativas al 
suministro de información y confección de la 
documentación a que se encuentran sujetas 
las personas físicas y jurídicas que operan 
en el comercio, la prestación de servicios y la 
industrialización de granos. 

Que la experiencia recogida por los órganos 
de aplicación de la mencionada resolución 
conjunta hace necesario realizar modificacio- 
nes a efectos de ajusfar los sistemas de in- 
formación. 

Que asimismo, es necesario incorporar otros 
operadores del mercado involucrados en la 
documentación de las operaciones como así 
también en el suministro de dicha informa- 
ción, lo que resulta de máxima utilidad tanto 
para la OFICINA NACIONAL DE CONTROL 
COMERCIAL AGROPECUARIO, organismo 
desconcentrado en la órbita de la SECRETA- 
RIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PES- 
CAY ALIMENTOS del MINISTERIO DE ECO- 
NOMÍA Y PRODUCCIÓN como para la AD- 
MINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS 
PÚBLICOS, entidad autárquica en el ámbito 
del citado Ministerio en ejercicio de sus res- 
pectivas competencias. 

Que en ese sentido, se ha advertido que re- 
sulta necesario incorporar a la mencionada 
Resolución Conjunta N s 456/03 y N Q 1593/03 
los operadores no comprendidos a efectos de 
tener la mayor información del mercado de 
granos posible a fin de potenciar los meca- 
nismos de fiscalización y control actualmen- 
te en vigencia. 



Que la Dirección de Legales del Área de 
AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y 
ALIMENTOS dependiente de la Dirección 
General de Asuntos Jurídicos del MINISTE- 
RIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN, ha 
tomado la intervención que le compete. 

Que el presente acto se dicta en virtud de las 
atribuciones conferidas por el Artículo 37 del 
Decreto N 5 2284 de fecha 31 de octubre de 
1 991 , sustituido por el Artículo 3 Q de su simi- 
lar N Q 2488 de fecha 26 de noviembre de 
1991, ambos ratificados por Ley N Q 24.307, 
en el Decreto N Q 25 de fecha 27 de mayo de 
2003 y su modificatorio N Q 1359 de fecha 5 
de octubre de 2004, en el Decreto N Q 1405 
de fecha 4 de noviembre de 2001 y en el Ar- 
tículo T- del Decreto N Q 618 de fecha 10 de 
julio de 1997 su modificatorio y sus comple- 
mentarios. 

Por ello, 

EL SECRETARIO 

DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA 

Y ALIMENTOS 

Y 

EL ADMINISTRADOR FEDERAL 

DE INGRESOS PÚBLICOS 

RESUELVEN: 

Artículo 1 9 — Sustituyese el Artículo 1 Q de la 
Resolución Conjunta N 5 456 y N s 1 593 de fecha 5 
de noviembre de 2003 de la SECRETARIA DE 
AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALI- 
MENTOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN y de la ADMINISTRACIÓN FEDE- 
RAL DE INGRESOS PÚBLICOS, entidad autár- 
quica en el ámbito del citado Ministerio, respecti- 
vamente, el que quedará redactada de la siguien- 
te manera: 

"ARTICULO 1 Q .- Los operadores comprendidos 
en la presente norma conjunta son los siguientes: 

1. COMERCIANTES 

1 .1 Acopiadores-Consignatarios: Se entenderá 
por tales a las personas físicas o jurídicas, que 
comercialicen granos por su cuenta y/o en con- 
signación, reciban, acondicionen, almacenen en 
instalaciones propias, y/o exploten instalaciones 
de terceros y realicen canjes de bienes y/o servi- 
cios por granos. 

1 .2 Compra-Venta-Consignación sin Instalacio- 
nes: Se entenderá por tales a las personas físicas 
o jurídicas que, compren y vendan granos por su 
cuenta o en consignación, realicen canjes de bie- 
nes y/o servicios por granos sin contar con insta- 
laciones propias, ni utilizar las de terceros. 

1 .3 Depósito y/o Mayorista de Harina: Se enten- 
derá por tales a las personas físicas o jurídicas cuya 
actividad principal sea la compraventa de harina 
de trigo y el correspondiente depósito, guarda y/o 
estiba de harina propia y/o de terceros. 

1.4 Canjeadores de Bienes y/o Servicios por 
Granos: Se entenderá por tales a las personas 
físicas o jurídicas, que reciban granos en pago, 
exclusivamente por las ventas de bienes o servi- 
cios brindados por estos operadores. 

1 .5 Exportadores: Se entenderá por tales a las 
personas físicas o jurídicas que comercialicen gra- 
nos y subproductos con destino a exportación. 

1 .6 Importadores: Se entenderá por tales a las 
personas físicas o jurídicas que adquieran granos 
o subproductos en el exterior destinándolos a la 
comercialización interna, en el mismo estado en 
que fueron adquiridos o luego de haber sufrido un 
proceso de transformación. 

1 .7 Acopladores y/o Seleccionadores de Maní: 
Se entenderá por tales a las personas físicas o 
jurídicas que acopien, seleccionen y comerciali- 
cen maní, en instalaciones propias y/o que explo- 
ten instalaciones de terceros. 

1 .8 Acopiadores y/o Seleccionadores de Legum- 
bres: Se entenderá por tales a las personas físi- 
cas o jurídicas que acopien, seleccionen, y co- 
mercialicen legumbres, en instalaciones propias 
y/o que exploten instalaciones de terceros. 

1.9 Compra de Grano para Consumo Propio: 
Se considerará como tales a las personas físicas 
o jurídicas que compren granos para consumo 
propio, ya sea previamente desnaturalizados o no. 

1.10 Fraccionadores: Se entenderá por tales a 
las personas físicas o jurídicas que compren, ven- 



dan, fraccionen y/o envasen granos, en envases 
de menor contenido al recibido y/o a granel, en 
instalaciones propias y/o que exploten instalacio- 
nes de terceros. 

2. INDUSTRIALES 

2. 1 Industriales Aceiteros: Se entenderá por ta- 
les a las personas físicas o jurídicas que proce- 
sen granos extrayendo la materia grasa y subpro- 
ductos, en instalaciones propias y/o que exploten 
instalaciones de terceros. 

2.2 Industriales Balanceadores: Se entenderá 
por tales a las personas físicas o jurídicas que 
procesen granos, y que, con la incorporación o no 
de otros insumos, logren un nuevo producto o 
subproducto, en instalaciones propias y/o que ex- 
ploten instalaciones de terceros. 

2.3 Industrial Cervecero: Se entenderá por tal a 
la persona física o jurídica que procese granos 
con el objetivo de lograr la transformación de los 
mismos para conseguir maltas y/o cervezas, en 
instalaciones propias y/o que explote instalacio- 
nes de terceros. 

2.4 Industrial Destilería: Se entenderá por tales 
a las personas físicas o jurídicas que procesen 
granos con el objetivo de lograr la transformación 
de los mismos para obtener alcoholes, almidones 
y glucosas, en instalaciones propias y/o que ex- 
ploten instalaciones de terceros. 

2.5 Industrial Molinero: Se entenderá por tales 
a las personas físicas o jurídicas que procesen 
granos con el objetivo de lograr la transformación 
de los mismos para conseguir harinas y subpro- 
ductos, en instalaciones propias y/o que exploten 
instalaciones de terceros. 

2.6 Industrial Molinero Arrocero: Se entenderá 
por tales a las personas físicas o jurídicas que 
procesen granos de arroz, en instalaciones pro- 
pias y/o que exploten instalaciones de terceros. 

2.7 Usuario de Industria: Se considerará como 
tales a las personas físicas o jurídicas que indus- 
trialicen granos excepto trigo, tanto propio, de ter- 
ceros o de propia producción, no siendo propieta- 
rios ni arrendatarios de las instalaciones utiliza- 
das. 

2.8 Usuario de Molienda de Trigo: Se conside- 
rará como tales a las personas físicas o jurídicas 
que industrialicen granos de trigo tanto propio, de 
terceros o de propia producción, no siendo pro- 
pietarios ni arrendatarios de las instalaciones uti- 
lizadas. 

3. SERVICIOS 

3.1 Acondicionadores: Se entenderá por tales a 
las personas físicas o jurídicas que presten el ser- 
vicio de acondicionamiento a terceros, no estan- 
do autorizadas a la compra o consignación de gra- 
nos, pero sí pudiendo realizar canjes de granos 
por los servicios de acondicionamiento prestados. 

3.2 Corredores: Se entenderá por tales a las 
personas físicas o jurídicas que actúen vinculan- 
do la oferta y la demanda de granos, para su co- 
rrespondiente comercialización entre terceros. 

3.3 Mercado a Término: Se entenderá por tal a 
las Instituciones aprobadas por autoridad compe- 
tente, en las que se realicen arbitrajes, transac- 
ciones con futuros, opciones y otros derivados, 
de acuerdo con las reglamentaciones que los mis- 
mos dicten. 

3.4 Explotadores de Depósito y/o Elevadores 
de Granos: Se entenderá por tales a las perso- 
nas físicas o jurídicas que presten el servicio de 
recibir granos y subproductos propios o de ter- 
ceros y los acopien como paso previo a la expor- 
tación. 

3.5 Balanza Pública: Se entenderá por tal a las 
personas físicas o jurídicas que presten el servi- 
cio de pesaje de camiones que transporten pro- 
ductos y/o subproductos agropecuarios a terce- 
ros. 

3.6 Entregador - Recibidor: Se entenderá por 
tales a las personas físicas o jurídicas que pres- 
ten servicios en unidades portuarias o de campa- 
ña, consignando el número de matrícula como 
Perito Clasificador, de acuerdo a la habilitación 
otorgada por la autoridad competente. 

3.7 Laboratorios: Se entenderá por tales a las 
personas físicas o jurídicas que presten servicios 
de análisis de granos a terceros. 
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4. ESTABLECIMIENTOS: 

4.1 La OFICINA NACIONAL DE CONTROL CO- 
MERCIAL AGROPECUARIO, organismo descon- 
centrado en la órbita de la SECRETARIA DE AGRI- 
CULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTOS 
del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUC- 
CIÓN, oportunamente establecerá el alcance y los 
requisitos de inscripción de los establecimientos 
destinados a plantas de acopio y de depósito de 
granos, a las cuales serán de aplicación las dispo- 
siciones contenidas en la Resolución Conjunta 
N B 456/03 y 1 593/03, en la presente norma con- 
junta y en sus normas reglamentarias." 

Art. 2- — Sustituyese el Artículo 2 B de la men- 
cionada Resolución Conjunta N Q 456/03 y 
N Q 1593/03, el que quedará redactado de la si- 
guiente manera: 

"ARTICULO 2°.- Todas las operaciones prima- 
rias de depósito y/o compraventa de todos los gra- 
nos (cereales, oleaginosos y legumbres), es decir 
aquellas en las que necesariamente UNA (1) de 
las partes contratantes es el productor y la otra es 
un operador de granos enunciado en el Artículo 
1 Q , incisos 1.1, 1.2, 1.4, 1.5, 1.7, 1.8, 1.9, 1.10, 
2.1 , 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.6, 2.7 y 2.8 de la presente 
resolución conjunta, deberán documentarse me- 
diante los Formularios C1 1 1 6A a razón de UN (1 ) 
formulario por depositante y C1 1 1 6B o C1 1 1 6C, 
según corresponda. Los corredores deberán do- 
cumentar las operaciones en las cuales interven- 
gan en los Formularios C1 1 1 6 B o C1 1 1 6C, pre- 
via verificación de que no hayan sido previamente 
confeccionados por la parte compradora. 

En aquellas operaciones primarias en las cua- 
les el cambio de titularidad de los granos se pro- 
duzca con anterioridad al ingreso de los mismos 
en las instalaciones del adquirente o de terceros, 
deberá utilizarse el Formulario C1 1 16A. En estos 
casos, se completarán todos los datos del pro- 
ductor/vendedor (depositante) y del comprador 
(depositario), debiendo incluirse al dorso del cita- 
do formulario, en forma clara y visible, la leyenda: 
"HABIÉNDOSE PRODUCIDO EL CAMBIO DE 
TITULARIDAD DE LOS GRANOS AMPARADOS 
POR EL PRESENTE CON ANTERIORIDAD A SU 
INGRESO A ESTAS INSTALACIONES, EL MIS- 
MO SE COMPLETA A LOS FINES PREVISTOS 
EN LA NORMATIVA VIGENTE CARECIENDO DE 
VALOR COMO CERTIFICADO DE DEPOSITO A 
FAVOR DEL REMITENTE". 

El Formulario C1116A deberá confeccionarse 
incluso en caso de que el productor-remitente de 
los granos y el receptor de los mismos sea la mis- 
ma persona física o jurídica, mientras que el For- 
mulario C1 1 16B podrá ser confeccionado por la 
misma persona física o jurídica o por el compra- 
dor final de los granos, debiendo indicarse el nú- 
mero de Formulario C1 1 1 6A correspondiente a fin 
de reflejar dicha operación. 

Todas las descargas de granos cuyo remitente 
y/o cargador sea un productor agropecuario de- 
berán documentarse en un Formulario C1116A, 
dicho formulario debe confeccionarse y cerrarse, 
como máximo dentro de los QUINCE (15) días 
corridos a partir de fecha de recepción de la pri- 
mer Carta de Porte. En aquellos casos en que el 
Formulario C1116B sea confeccionado por un 
corredor, el destinatario de los granos que con- 
fecciona el Formulario C1116A deberá informar 
al corredor del número de dicho formulario, quien 
deberá incorporarlo al correspondiente Formula- 
rio C1116B. Sin perjuicio de ello, el número de 
Formulario C1 1 1 6A no será de inclusión obligato- 
ria exclusivamente para la confección de Formu- 
larios C1 11 6B Parciales.". 

Art. 3 2 — Sustituyese el Artículo 3 B de la men- 
cionada Resolución Conjunta N Q 456/03 y 
N Q 1593/03, el que quedará redactada de la si- 
guiente manera: 

"ARTICULO 3 Q .- Todos los operadores deberán 
suministrar con carácter de Declaración Jurada 
los datos de los Formularios utilizados de C1 1 1 6A, 
C1116B, C111 6C, las Cartas de Porte Emitidas y 
las Cartas de Porte Recibidas, tengan movimien- 
to o no en el período.". 

Art. 4 S — Sustituyese el Artículo 4 Q de la men- 
cionada Resolución Conjunta N Q 456/03 y 
N B 1593/03, el que quedará redactada de la si- 
guiente manera: 

"ARTICULO 4 B .- Los operadores mencionados 
en el Artículo 1 5 , incisos 1.1, 1.7, 1.8, 1.10 y 3.1 
de la presente norma conjunta deberán suminis- 
trar la Declaración Jurada C14 se hayan efectua- 
do o no movimientos en el período.". 



Art. 5 S — Sustituyese el Artículo 5 Q de la men- 
cionada Resolución Conjunta N s 456/03 y 
N Q 1593/03, el que quedará redactado de la si- 
guiente manera: 

"ARTICULO 5 B .- Los operadores mencionados 
en el Artículo 1 Q , incisos 2.1, 2.2, 2.3, 2.4, 2.5 y 
2.6 de la presente norma conjunta deberán sumi- 
nistrar las Declaraciones Juradas C15 y C17 se 
hayan o no registrado movimientos en el perío- 
do.". 

Art. 6 5 — Derógase el Artículo 7 B de la mencio- 
nada Resolución Conjunta N Q 456/03 y N B 1 593/03. 

Art. 7 2 — Sustituyese el Artículo 1 de la men- 
cionada Resolución Conjunta N Q 456/03 y 
N Q 1593/03, el que quedará redactado de la si- 
guiente manera: 

"ARTICULO 10.- Los operadores de granos 
mencionados en el Artículo 1 B , incisos 1.1, 1.7, 
1.8, 1.10,2.1,2.2,2.3,2.4,2.5,2.6,3.1 y3.4de la 
presente resolución conjunta, deberán llevar UN 
(1 ) Libro de Movimientos y Existencias de Granos 
por cada una de las plantas integrantes de la fir- 
ma o entidad respectiva, debiéndose conservar 
en la planta cuyo movimiento se asienta, con ex- 
cepción de aquellas que se encuentren a menos 
de CINCUENTA KILÓMETROS (50 km.) entre sí, 
en cuyo caso podrán llevarse los libros de varias 
plantas en UNA (1) de ellas o en la administra- 
ción, siempre que esta última se encuentre den- 
tro del citado radio. Las empresas que hayan de- 
clarado UNO (1) o más Depósitos, deben regis- 
trar los movimientos en el Libro de Movimientos y 
Existencias de Granos de la planta que la empre- 
sa haya declarado como planta cabecera.". 

Art. 8 5 — Sustituyese el Artículo 11 de la men- 
cionada Resolución Conjunta N s 456/03 y 
N Q 1593/03, el que quedará redactada de la si- 
guiente manera: 

"ARTICULO 11.- La OFICINA NACIONAL DE 
CONTROL COMERCIAL AGROPECUARIO, orga- 
nismo desconcentrado en la órbita de la SECRE- 
TARIA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA 

Y ALIMENTOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA 

Y PRODUCCIÓN oportunamente reglamentará la 
forma y contendido del Libro de Movimientos y 
Existencias de Granos, el mismo será provisto con 
cargo al solicitante por la OFICINA NACIONAL DE 
CONTROL COMERCIAL AGROPECUARIO quien 
lo entregará prefoliado y rubricado por la mencio- 
nada Oficina Nacional, o a través de la Delega- 
ción de la SECRETARIA DE AGRICULTURA, 
GANADERÍA, PESCAY ALIMENTOS del MINIS- 
TERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN que co- 
rresponda. Las registraciones se realizarán en ki- 
logramos brutos y kilogramos netos en forma dia- 
ria, utilizándose UN (1) libro por grano. Deberán 
asentarse todas las remesas de Entradas y Sali- 
das de Granos identificando fecha, número del 
documento que los amparan, nominación y Clave 
Única de Identificación Tributaria (C.U.I.T) del re- 
mitente y destinatario. 

Dicho libro deberá llevarse en forma computari- 
zada e imprimirse el último día hábil del mes y, 
además, a simple requerimiento de las autorida- 
des de contralor, por lo que los registros deberán 
en todos los casos mantenerse actualizados al día 
anterior al del requerimiento. Sin perjuicio de ello, 
aquellos operadores que deseen llevar el libro en 
forma manual, deberán solicitar autorización por 
escrito a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE IN- 
GRESOS PÚBLICOS, entidad autárquica en el 
ámbito del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRO- 
DUCCIÓN y a la OFICINA NACIONAL DE CON- 
TROL COMERCIAL AGROPECUARIO y sus re- 
gistros deberán mantenerse actualizados diaria- 
mente, incluyendo los movimientos del día ante- 
rior. 

La suma mensual de los ingresos, egresos y el 
saldo de kilogramos netos del Libro de Movimien- 
tos y Existencias de Granos, deberá ser converti- 
da a toneladas e informarse mediante las Decla- 
raciones Juradas C14 o C1 5 según corresponda, 
haya tenido o no movimientos en el mes, de acuer- 
do a lo normado en la Disposición N B 1044 de fe- 
cha 2 de marzo de 2004 de la OFICINA NACIO- 
NAL DE CONTROL COMERCIAL AGROPECUA- 
RIO, modificada por la Disposición N Q 4695 de fe- 
cha 4 de noviembre de 2004 de la citada Oficina 
Nacional o la que en el futuro las reemplace. 

Ante el requerimiento por parte de un organis- 
mo oficial del contenido del Libro de Movimientos 
y Existencias de Granos en soporte magnético el 
mismo debe reflejar los registros actualizados al 
día anterior al requerimiento y por el período soli- 
citado. Esta obligación alcanza a todos los opera- 



dores, incluyendo los que opten por el sistema 
manual. El mismo deberá presentarse de acuer- 
do al diseño de registro que disponga la OFICINA 
NACIONAL DE CONTROL COMERCIAL AGRO- 
PECUARIO.". 

Art. 9 5 — Sustituyese el Artículo 1 6 de la men- 
cionada Resolución Conjunta N Q 456/03 y 
N Q 1593/03, el que quedará redactado de la si- 
guiente manera: 

"ARTICULO 16.- Los cargadores y destinata- 
rios de granos estarán obligados a cumplimentar 
el régimen de información respecto de las Cartas 
de Porte emitidas y recibidas. A tal fin, dichos ope- 
radores deberán suministrar la información en la 
forma, condiciones, tiempo y en la estructura de 
archivos establecida en la citada Disposición 
N Q 1044/04, modificada por la Disposición 
N B 4695/04 de la citada Oficina Nacional o la que 
en el futuro las reemplace.". 

Art. 10. — Sustituyese el Artículo 1 7 de la men- 
cionada Resolución Conjunta N Q 456/03 y 
N B 1593/03, el que quedará redactado de la si- 
guiente manera: 

"ARTICUL0 1 7.- Las entidades representativas 
del comercio de granos, previamente autorizadas 
por la OFICINA NACIONAL DE CONTROL CO- 
MERCIAL AGROPECUARIO, tendrán a su cargo 
la impresión, nominación y venta de los Formula- 
rios C1 1 1 6 A, C 1 1 1 6 B y C 1 1 1 6 C, de acuerdo 
con los requisitos, plazos y demás condiciones que 
oportunamente determinará la citada Oficina Na- 
cional. 

La ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRE- 
SOS PÚBLICOS asignará la clave de impresión 
correspondiente, de acuerdo a las modalidades 
que oportunamente establezca dicho organismo. 
Los formularios anulados deberán archivarse y 
conservarse por un período no inferior a los DOS 
(2) años contados a partir de su anulación. 

Las aludidas entidades quedarán obligadas a 
informar la nómina de los adquirientes de los pre- 
citados formularios, ante la ADMINISTRACIÓN 
FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS y ante la 
OFICINA NACIONAL DE CONTROL COMERCIAL 
AGROPECUARIO, de acuerdo con las formalida- 
des, plazos y demás requisitos que oportunamente 
reglamenten dichos organismos.". 

Art. 11. — Los acondicionadores de granos, de 
acuerdo a la definición contenida en el Artículo 1 Q 
de la presente resolución conjunta, deberán do- 
cumentar los canjes de granos por los servicios 
prestados utilizando los Formularios C1116A y 
C1116B. 

Art. 12. — La presente resolución conjunta co- 
menzará a regir a partir del día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 13. — Comuniqúese, publíquese, dése a 
la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí- 
vese. — Miguel S. Campos. — Alberto R. Abad. 



Secretaría de Ambiente 
y Desarrollo Sustentable 

RESIDUOS PELIGROSOS 

Resolución 304/2005 

Establécese que la Resolución N g 599/2001 
de la ex Secretaría de Desarrollo Sustenta- 
ble y Política Ambiental, referida a la tasa 
dispuesta en el artículo 16 de la Ley 
N- 24.051, no será aplicable a los organis- 
mos públicos. 



Bs. As., 21/3/2005 

VISTO el Expediente N B 1-2002-5351000056/05- 
4 del Registro de la SECRETARIA DE AM- 
BIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE 
del MINISTERIO DE SALUD Y AMBIENTE, 
la Ley de Residuos Peligrosos N B 24.051 , su 
Decreto Reglamentario W 831 del 23 de abril 
de 1993, la Resolución de la ex SECRETA- 
RIA DE DESARROLLO SUSTENTABLE Y 
POLÍTICA AMBIENTAL N b 599 del 15 de 
mayo de 2001 , el Dictamen de la PROCURA- 
CIÓN DEL TESORO DE LA NACIÓN de fe- 
cha 5 de febrero de 2001 y el Memorando 
N B 60/04 de la DIRECCIÓN GENERAL DE 
ASUNTOS JURÍDICOS del MINISTERIO DE 
SALUD Y AMBIENTE, y 



CONSIDERANDO: 

Que el artículo 16 de la Ley N B 24.051 pres- 
cribe la obligación de pago de una tasa para 
los generadores de residuos peligrosos so- 
metidos a su régimen. 

Que el Decreto N Q 831 del 23 de abril de 1 993, 
al reglamentar el precepto legal precitado, 
aludió a "la tasa de evaluación y fiscalización" 
(v. art. 16, Dto. cit.). 

Que ese modo empleado por el Decreto Re- 
glamentario para referirse a la tasa del artí- 
culo 16 de la Ley debe ser objeto de recta 
interpretación, para evitar un desvio herme- 
néutico. 

Que el artículo 16 de la Ley N Q 24.051 esta- 
blece que "la autoridad de aplicación estable- 
cerá el valor y la periodicidad de la tasa ", la 
cual "no será superior al uno por ciento (1%) 
de la utilidad presunta promedio de la activi- 
dad en razón de la cual se generan los resi- 
duos peligrosos". 

Que la PROCURACIÓN DELTESORO DE LA 
NACIÓN de la PRESIDENCIA DE LA NA- 
CIÓN, en el dictamen señalado en el VISTO, 
afirmó que el tope del artículo 16 funciona 
como un tope máximo para la tasa. 

Que es deber de la autoridad de aplicación 
de la Ley dictar todas las normas complemen- 
tarias que fueren menester y expedirse para 
la mejor interpretación y aplicación de la Ley 
N Q 24.051 y sus objetivos y su Decreto Re- 
glamentario (v. art. 60, Ley N B 24.051 y art. 
60, ap.2 B , Dto. N B 831/93). 

Que en el marco de las facultades legales se 
dictó la Resolución 599/01 de la ex SECRE- 
TARIA DE DEESARROLLO SUSTENTABLE 
Y POLÍTICA AMBIENTAL, que viene a inter- 
pretar y aplicar la tasa establecida en el artí- 
culo 1 6 de la Ley N Q 24.051 . 

Que dicha norma al ser tomada para el caso 
de los organismos públicos resulta de dificul- 
tosa interpretación y por ende aplicación; 
atento los mismos no perciben ganancias, por 
lo que no determinan utilidad. 

Que varios organismos públicos han realiza- 
do presentaciones administrativas a fin de que 
se determine la tasa a ingresar, y se termine 
con el estado de discriminación con respecto 
a los particulares, puesto que estos últimos 
siempre pueden acudir al tope máximo del 
artículo 1 6 de la Ley N B 24.051 . 

Que es necesario proveer al dictado de una 
norma específica que contemple los casos 
citados. 

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUN- 
TOS JURÍDICOS del MINISTERIO DE SA- 
LUD Y AMBIENTE ha tomado la intervención 
que le compete. 

Que el suscripto es competente para el dic- 
tado del presente acto en virtud de lo dispues- 
to por la Ley de Ministerios (t.o. por Decreto 
N Q 438/92, sus modificatorios y complemen- 
tarios), Decreto N B 357 de fecha 21 de febre- 
ro de 2002 y modificatorios, Decreto N Q 295 
de fecha 30 de junio de 2003 y el Artículo 60 
de la Ley N B 25.612 según Decreto de Pro- 
mulgación N Q 1343 de fecha 25 de julio de 
2002 y Decreto N B 923 de fecha 21 de julio 
de 2004. 

Por ello, 

EL SECRETARIO 

DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE 

RESUELVE: 

Artículo 1 5 — Establécese, en orden a la mejor 
aplicación del artículo 1 6 de la Ley N Q 24.051 , que 
la Resolución N B 599/01 de la ex SECRETARIA 
DE DESARROLLO SUSTENTABLE Y POLÍTICA 
AMBIENTAL no será aplicable a los organismos 
públicos. 

Art. 2- — El importe de la tasa ambiental de la 
Ley N B 24.051 , para los Organismos Públicos se 
fija en PESOS TRESCIENTOS ($ 300). Dicho 
monto se abona por anualidades, según el crono- 
grama establecido por la Resolución 599/01 . 

Art. 3 S — Comuniqúese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Atilio A. Savino. 
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JURADO DE ENJUICIAMIENTO 
DE MAGISTRADOS 
DE LA NACIÓN 

FALLO del 14 de marzo de 2005 

Remoción del titular del Juzgado Nacional de 
Primera Instancia en lo Comercial N 2 3, doc- 
tor Rodolfo Antonio Herrera. 



Y VISTOS : 

En la ciudad de Buenos Aires a los catorce días 
del mes de marzo del año dos mil cinco, se re- 
únen los integrantes del Jurado de Enjuiciamiento 
de Magistrados de la Nación para dictar el fallo 
definitivo en esta causa N Q 1 1 caratulada "Doctor 
Rodolfo Antonio Herrera s/pedido de enjuiciamien- 
to". 

Intervienen en el proceso, por la acusación, los 
señores representantes del Consejo de la Magis- 
tratura del Poder Judicial de la Nación doctores 
Marcela Rodríguez y Beinusz Szmukler, y por la 
defensa los defensores particulares doctores Luis 
Dobniewski y José Alberto Furque y el defensor 
oficial designado en virtud de lo establecido en el 
artículo 17 del Reglamento Procesal de este Ju- 
rado, doctor Ricardo de Lorenzo. 

RESULTA : 

I. Que por resolución N 5 372/04, dictada en el 
expediente 360/03, "Orio, Eduardo y Szmukler 
Beinusz c/ Titular del Juzgado Comercial N 5 3 Dr. 
Rodolfo A. Herrera" y sus acumulados expedien- 
tes 361/03, "Chaya, María Lelia c/ Titular del Juz- 
gado en lo Comercial N s 3 Dr. Rodolfo Antonio 
Herrera"; 362/03, "García de laTorre Pablo y Otros 
c/ Titular del Juzgado Comercial N s 3 Dr. Rodolfo 
Herrera"; 363/03 "Remite copia de lo resuelto en 
Acuerdo Extraordinario de 4-12-2003" y 386/03, 
"Minguez Juan J. -Stolbizer Margarita - Pernasetti 
Horacio c/Tit. Juzg. Comercial N s 3 Dr. Herrera", 
el Consejo de la Magistratura decidió acusar al 
juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Ins- 
tancia en lo Comercial N Q 3 de la Capital Federal 
(arts. 53 y 114 de la Constitución Nacional y 7, 
inciso 7-, de la ley 24.937, t. o. dec. 816/99) por 
las causales de mal desempeño en sus funciones 
y mala conducta, con relación a dos órdenes de 
hechos: en primer lugar, el tenor de la conversa- 
ción relacionada con un proyecto de obras que se 
realizarían en terrenos del club "Ferrocarril Oes- 
te" mediante una licitación en la cual se favorece- 
ría a los representados por uno de sus interlocu- 
tores; en segundo término, el incremento patrimo- 
nial y la omisión de denunciar determinados bie- 
nes en las declaraciones juradas patrimoniales. 

En cuanto al primer caso, sostiene la acusa- 
ción que en el video del programa "Telenoche In- 
vestiga", emitido el 3 de diciembre de 2003, se ve 
y oye al magistrado conversando en su despacho 
con el arquitecto Aleardo Etcheverry -socio de la 
institución- y con una persona que éste le presen- 
ta cuya imagen no se ve, quien dice "pertenecerá 
una consultora y representar a inversores france- 
ses", sobre el barrio Caballito, el estadio, las ins- 
talaciones y los terrenos del club "Ferrocarril Oes- 
te", cuya quiebra tramitaba el juez acusado. Que 
en una parte de la conversación Etcheverry ex- 
presa la necesidad de tener un estadio termina- 
do, con las instalaciones debajo de las tribunas 
sur. Que a continuación "se ve y oye al magistra- 
do encomendar a su visitante la presentación de 
un proyecto de factibilidad de las obras, para lo 
cual le otorgaría un plazo de 90 días, más otros 
1 20 adicionales para buscar inversor, o sea un total 
de 210 días, ofreciéndose el mismo juez a con- 
feccionar el borrador del convenio respectivo, acla- 
rando que si no lograra interesados en el financia- 
miento al cabo del plazo el trabajo quedará en pro- 
piedad del club, pero que si los tenía se llamaría a 
una licitación, la que se abriría previo acuerdo con 
la empresa representada por su interlocutor. O sea 
que si bien aparentaría ser "pública", las condicio- 
nes pactadas del llamado, los plazos otorgados, 
su previo conocimiento o la posibilidad de un monto 
mayor para que sea ella quien oferte el precio más 
conveniente, asegurarían a la empresa ganar la 
misma". Que el doctor Herrera le aclara que no 
podrá efectuar la adjudicación de la obra en for- 
ma directa sino que tendrá que convocar a "licita- 
ción de mejora de oferta". Que el doctor Herrera 
agrega, dirigiéndose al nombrado, que "a mi no 
me importa su negocio, a mi me importa mi nego- 
cio. . ." y expresando que "obviamente yo no voy a 
hacer una licitación abierta para que venga cual- 
quiera a hacer lo que se le canten las pelotas. . . no 
nos gana nadie". Que el juez Herrera menciona la 
existencia de otra posibilidad: la de llamar al su- 
puesto inversor para hacer "un estudio de factibi- 



lidad de la parquización de las tres hectáreas y 
obras complementarias", consistentes en "la par- 
quización, la apertura de calles, la posibilidad in- 
mobiliaria..." .Que seguidamente y en otra parte 
de la filmación, se observa que el magistrado se 
halla junto con el nombrado, en las instalaciones 
del club, en lo que sería "el predio a parquizaf, y 
le expresa que tiene "la impresión de que esto, 
integrado con el estadio, tiene que ser el negocio 
inmobiliario...". Que le señala que "la única segu- 
ridad jurídica en la Argentina es que te firme un 
juez" y le asegura que "vamos a ganarla porque 
vamos a preparar nosotros la licitación para que 
la ganen ustedes... lo que nosotros podemos ha- 
cer es llamar a una licitación para 50 millones por 
10 millones. Y ustedes aparecen ofreciendo 15. 
Una cosa así. Ya le vamos a buscar la vuelta. . .". 

Como síntesis de lo expuesto y sobre la base 
de que el doctor Herrera reconoció la existencia 
de la conversación cuestionada, y por no surgir 
"que las palabras del magistrado hubiesen sido 
sacadas de contexto ni que sea fraudulento lo que 
miles de televidentes observaron", la acusación 
le imputa una conducta censurable por falta de 
escrúpulos y de principios éticos. 

Con relación al segundo hecho, afirma que el 
patrimonio del magistrado "no pudo ser habido en 
base a los ingresos denunciados por él. . . no pue- 
de ser mantenido a través de los ingresos que ha 
denunciado; y ... ha omitido en las declaraciones 
juradas que está obligado a presentar a denun- 
ciar rentas de bienes ubicados en el extranjero y 
ahorro de dinero en efectivo. ..". 

Señala que el doctor Herrera vivió del ejercicio 
de la abogacía antes de ingresar a la magistratu- 
ra. Seguidamente detalla los bienes del matrimo- 
nio Herrera. 

Con referencia a los inmuebles, menciona que 
en julio de 1995 adquirió el departamento de Da- 
rragueyra 2980, Capital Federal, en u$s 180.000. 
Que en junio de 2001 compró tres terrenos en la 
Barra de Maldonado, República Oriental del Uru- 
guay, en $ 62.000. Que el juez manifestó que ha- 
bía adquirido una casa en dicha localidad a la que 
le efectuó refacciones y que paga $ 2.000 ó 
$ 2.500 en concepto de gastos anuales. Que en 
la declaración jurada de 2004 consta que la va- 
luación fiscal del mencionado inmueble es de 
524.711 pesos uruguayos, equivalentes a 
$ 55.108,40 ó u$s 18.314, según la cotización al 
23/8/04. 

Con relación a los vehículos, indica que el doc- 
tor Herrera tiene un Peugeot 206 modelo 2003, 
adquirido en $ 30.000, y que la señora Monaste- 
rio era titular de un Peugeot 306 modelo 1 997, el 
que en enero de 2004 vendió a Gustavo Dechert - 
marido de María Elena Herrera- en $ 14.000, y 
que a nombre del matrimonio se registra una pick- 
up 4x4 "Mitsubishi Nativa" modelo 1999. 

Detalla las tarjetas de crédito y las cuentas ban- 
carias que figuran a nombre del doctor Herrera y 
de la señora Monasterio y determina que los in- 
gresos anuales de la familia Herrera durante 2003, 
integrados por los haberes del juez más el S.A.C. 
y el retroactivo de $ 200, sumaron $ 84.354,72, y 
que los egresos -que detalla- sumaron $ 85.697. 

Pasa luego a referirse a los bienes de los hijos 
del juez y los gastos efectuados. Con relación a 
María Laura Herrera, expresa que trabaja en un 
estudio jurídico sin efectuar aportes como traba- 
jadora autónoma o monotributista. Que en el año 
2003 efectuó gastos por $ 2.932 con la extensión 
de la tarjeta de crédito del doctor Herrera; que 
posee una cuenta de caja de ahorros en el Banco 
Francés con un saldo de $ 1 8.264 al 28 de enero 
de 2004 y una cuenta custodia con un saldo de 
17.934 Cedros D2 al 28 de enero de 2004. 

En cuanto al patrimonio de la hija María Elena 
Herrera y de su esposo Gustavo Dechert, indica 
que en enero de 2001 adquirieron un inmueble en 
u$s 90.000; María Elena efectuó en 2003 gastos 
en la extensión de la tarjeta de crédito Diners del 
doctor Herrera por $ 6.596,63; a Gustavo Dechert 
se le transfirió el Peugeot 306, modelo 97 por el 
que pagó $ 14.000 en enero de 2004; María Ele- 
na trabaja en el Poder Judicial con un sueldo de 
$ 605; Gustavo Dechert "trabajaría en una empre- 
sa de servicios, AEBA S.A., con un sueldo de bol- 
sillo de $ 537...". 

Asimismo reseña los gastos del hijo Emilio Ga- 
briel. 

En concreto, en relación con el incremento pa- 
trimonial, la acusación sostiene que: a) los ingre- 
sos del doctor Herrera resultan insuficientes "no 



sólo para solventar el mantenimiento del inmue- 
ble en Uruguay sino para afrontar su refacción"; 
b) el automóvil Peugeot 306 fue transferido al yer- 
no Gustavo Detchert "a título gratuito o por un pre- 
cio vil'; c) el dinero depositado en el Banco Fran- 
cés a nombre de María Laura Herrera pertenece 
al doctor Herrera; d) el magistrado "contribuye a 
la manutención de su hija María Elena o, cuanto 
menos, que la Sra. Monasterio transfirió a su yer- 
no gratuitamente o a precio vil, el automóvil Peu- 
geot 306 modelo 1997... pues de otro modo no 
puede explicarse la adquisición ...de un inmueble 
tan costoso como el ubicado a pocas cuadras de 
las torres "Le ParK' en el año 2001 . . ."; e) el doctor 
Herrera "no contó con el dinero suficiente durante 
el año 2003 para realizar los gastos menciona- 
dos. O bien tuvo ahorros que utilizó y omitió de- 
clarar o bien percibe ingresos por otras fuentes 
no conocidas". 

Además le imputa haber omitido mencionar en 
las declaraciones juradas patrimoniales el dinero 
que percibe como renta mensual por una propie- 
dad ubicada en Maldonado, República Oriental del 
Uruguay, y el ahorro de dinero en efectivo. 

En suma, acusa al magistrado: a) de mal des- 
empeño, porque de los términos de la conversa- 
ción -grabada y filmada mediante una "cámara 
oculta" por "Telenoche Investiga"-, surge que el 
juez Herrera, a cargo del trámite de la quiebra del 
club "Ferrocarril Oeste", llamaría a una licitación 
de obras que se realizaría en terrenos de aquél, 
en violación a la garantía de igualdad de las par- 
tes, en tanto se favorecería a una de ellas; b) de 
mala conducta, la que debe examinarse en el con- 
texto del mal desempeño, por cuanto el patrimo- 
nio del magistrado no pudo ser habido ni manteni- 
do sobre la base de los ingresos por él denuncia- 
dos, y por haber omitido denunciar en las declara- 
ciones juradas patrimoniales las rentas de los bie- 
nes ubicados en el extranjero y los ahorros de di- 
nero en efectivo. 

II. Que por resolución 373/04, dictada en el ex- 
pediente 398/03, "Remite copia del Expte. S.3041 
bis/2003, "Obra Social para la actividad Docente 
s/ Denuncia" y su acumulado, expediente 
404/03,"Fiscalía General Subrogante ante la Cá- 
mara Comercial-Denuncia", el Consejo de la Ma- 
gistratura decidió acusar al mismo magistrado por 
las causales de mal desempeño en sus funciones 
y mala conducta sobre la base de dos órdenes de 
hechos: en primer lugar, su actuación en la causa 
N s 101 .495, "Obra Social para la Actividad Docente 
s/ Concurso Preventivo"; en segundo término, los 
insultos y amenazas dirigidos contra los profesio- 
nales que dedujeron la nulidad en el concurso de 
"O.S.P.LA.D". 

En cuanto al primer caso, las imputaciones for- 
muladas consisten en haber señalado la audien- 
cia para el sorteo de síndicos en un horario -las 
10- que no correspondía al establecido para el 
Juzgado Comercial 3 en la reglamentación de la 
cámara de apelaciones, que le había fijado el de 
las 9.30, y haberla realizado media hora antes de 
la indicada en el expediente, lo que demostraría 
la falta de transparencia. Sostiene que el hecho 
de no haber subsanado el error ante el planteo de 
nulidad efectuado por los síndicos que no salie- 
ron sorteados, constituye una conducta censura- 
ble, más aún al haber expresado que "la hora que 
consigna el acta es la de cuando él la suscribe y 
no la del sorteo", lo que indica que "algo extraño 
ocurrió en el expediente. . .". 

Con relación al segundo caso, refiere lo siguien- 
te: a) el 23 de diciembre de 2003 se celebró la 
audiencia para sortear nuevamente síndicos en 
el concurso de "O.S.P.L.A.D." -como consecuen- 
cia de la nulidad decretada por el tribunal de alza- 
da-, y en ella el doctor Herrera manifestó a los 
contadores Cristina Canapetti y Horacio Ricardo 
Llovera su intención de no volver a hablarles; b) el 
30 de diciembre de 2003, tuvo lugar la audiencia 
para el sorteo de síndicos en los autos "Auxi-The- 
rapia S.A.", en la que se hallaba presente María 
José Herrera -empleada del estudio de los docto- 
res Faricelli y Llantada, quienes patrocinaban a 
los contadores Canapeti y Llovera-, ocasión en la 
cual el doctor Herrera le dijo al secretario privado 
que debía poner bien la hora "no vaya a ser que a 
alguna rata inmunda se le ocurra hacer quilom- 
bo"-; c) el 2 de febrero de 2004, en la puerta de 
ingreso al edificio de Callao 635, el juez acusado 
dirigiéndose a Horacio Llovera le expresó: "sos una 
rata de mierda, no voy a parar hasta hacerte mier- 
da". 

Señala la acusación que si bien los incidentes 
descriptos podrían dar lugar solamente a una san- 
ción disciplinaria, lo cierto es que a la luz de las 
imputaciones incluidas en la resolución 372/03, 



ellos resultan indicativos de "una falta de equili- 
brio, prudencia y mesura, así como de un excesi- 
vo grado de intolerancia por parte del magistrado 
que agrega un condimento desfavorable a la vi- 
sión general de su conducta". 

En suma, considera configurada la causal de 
mal desempeño, lo que lleva ínsita la de mala con- 
ducta por haber convocado la audiencia para el 
sorteo de síndicos en el concurso preventivo de 
la Obra Social para la Actividad Docente 
(O.S.P.L.A.D.) en un horario que no correspondía 
al establecido por la cámara de apelaciones; ha- 
berla realizado media hora antes de la fijada en 
los autos, y por haber proferido insultos y amena- 
zas contra los profesionales que dedujeron la nu- 
lidad de la audiencia de sorteo de síndicos en los 
autos mencionados. 

III. Que en su escrito de defensa, la asistencia 
técnica particular sostiene que el dictamen de la 
Comisión de Acusación del Consejo de la Magis- 
tratura y la resolución 372/04 son nulos por ha- 
berse sustentado en una prueba obtenida ilegal- 
mente, cual es la grabación y filmación de una 
conversación por "Telenoche Investiga" mediante 
lo que se denomina "cámara oculta", proceder que 
vulnera garantías constitucionales. Argumenta que 
en la emisión del 3 de diciembre de 2003 del men- 
cionado programa se recurrió a la "manipulación 
de las filmaciones y ala realización de un trabajo 
de edición tendiente a tergiversar lo realmente 
acontecido, habiéndose además procedido al bo- 
rrado parcial del contenido del material... los ca- 
setes remitidos contienen diversos cortos de ima- 
gen... los masters originales de cámara, supues- 
tamente en original y en crudo, presentan altera- 
ciones consistentes en maniobras de borrado de 
imágenes y sonido actualmente reemplazadas por 
lo que aparece en negro. ..". Cita jurisprudencia y 
doctrina que sostiene la ilegalidad probatoria del 
sistema de la "cámara oculta" por violar la defen- 
sa en juicio, el debido proceso y la privacidad. 

Con relación a los cargos relativos a la quiebra 
del club "Ferrocarril Oeste", sostiene que en el 
programa de televisión "Telenoche Investiga" se 
vertieron imputaciones falsas. Entre éstas men- 
ciona la de haber decretado la quiebra de "Ferro- 
carril Oeste" por una deuda de $ 55.000, docu- 
mentada a través de pagarés con firmas "truchas"; 
la referente a que durante la actuación del magis- 
trado la deuda del club aumentó de modo consi- 
derable; la de que era amigo del arquitecto Etche- 
verry. Destaca que no tuvo un conocimiento pre- 
vio del "proyecto inmobiliario"; que nunca conver- 
só con el supuesto inversor sobre una "licitación a 
medida"; que la referencia a un proyecto inmobi- 
liario para construir un "shopping" debajo de la 
cancha de fútbol es un "absurdo" y que ello no lo 
podía decidir el magistrado pues se necesitaba la 
conformidad del órgano fiduciario, el comité ase- 
sor, "Gerenciar S.A.",la asamblea de socios, el 
Gobierno y la Legislatura de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires; que lo que se hizo fue llamar a 
licitación pública para el gerenciamiento de la ac- 
tividad futbolística y "una vez adjudicada la licita- 
ción por el Órgano Fiduciario, se firmó el perti- 
nente contrato..."; que el único proyecto realmen- 
te existente fue el realizado por el urbanista Alfre- 
do Garay. 

Alude al trámite de la quiebra, en la que el doc- 
tor Herrera designó a los integrantes del órgano 
fiduciario siguiendo las pautas del art. 10 de la 
ley 25.284; que nombró dos contadores públicos 
y un abogado, quienes cumplían "con las exigen- 
cias legales mencionadas, con la única excep- 
ción del carácter de asociados del club, lo que 
no se juzgó como un impedimento, en razón de 
que la propia ley relativiza el requisito al dispo- 
ner que tal calidad sólo se requiere preferente- 
mente". 

Relativo al enriquecimiento ilícito, aduce que es 
falsa la imputación de haber omitido consignar bie- 
nes en las declaraciones juradas. Señala que el 
doctor Herrera no percibe una renta mensual por 
un inmueble ubicado en la República Oriental del 
Uruguay, pues "sólo ocasionalmente se procede 
al alquiler del inmueble... y... no existe renta al- 
guna, en tanto el producido de los ocasionales 
alquileres es aplicado a la atención de los gastos 
que origina la mantención del inmueble. ..". 

Añade que es falsa la afirmación de que María 
Elena Herrera y su esposo Gustavo Dechert ca- 
recen de ingresos suficientes para adquirir el Peu- 
geot 306. Que María Laura Herrera percibe ingre- 
sos que le permiten pagar los gastos que surgen 
de la tarjeta de crédito adicional y los saldos que 
se registran en sus cuentas bancarias no perte- 
necen al doctor Herrera, sino que provienen de la 
donación de un familiar. 
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Agrega que antes de la designación del doctor 
Herrera como juez nacional -13 de febrero de 
1989-, ejerció la profesión de abogado y como 
consecuencia de ello recibió importantes sumas 
de dinero en concepto de honorarios. Así, el 31 
de enero de 1989 la Tesorería General de la Pro- 
vincia de Catamarca le pagó 224.908,630 austra- 
les en concepto de honorarios. Que como conse- 
cuencia de un convenio que firmó con distintas 
empresas por la intervención del doctor Herrera 
en el Instituto Provincial de la Vivienda percibió: 
$ 68.994,36 de la firma "Coviur S.A." el 1 5 de agos- 
to de 1 992; $ 27.967 el 1 5 de agosto de 1 992 de 
"R.E.V. Construcciones"; $ 70.000 de "Noruzi S.A. 
el 15 de abril de 1995;$25.000,de"lnvialco S.A." 
en el siguiente orden: $ 9.000 el 10 de mayo de 
1 995; $ 4.000 el 23 de mayo de 1 995; $ 5.000 el 9 
de junio de 1 995 y $ 7.000 el 22 de junio de 1 995. 
Que asimismo y en concepto de honorarios perci- 
bió el 28 de julio de 1 999 $ 26.000 del señor Goz- 
zano. 

Aclara que el pago producido por la Provincia 
de Catamarca en 1989 fue aplicado a la adquisi- 
ción del departamento de Seguí 31 48. Que con lo 
que obtuvo de la venta del mencionado inmueble 
-$ 43.500-, más los pagos por honorarios que re- 
cibió de "Coviur" y de "R.E.V. Construcciones", 
compró en 1 992 el departamento de Sinclair 31 51 
en la suma de $ 90.000. Que con la venta de este 
inmueble -$ 1 1 0.000- en 1 995, más los pagos pro- 
ducidos en 1 995 por "Noruzi S.A." e "Invialco S.A.", 
adquirió el departamento de la calle Seguí 4400 
el 10 de julio de 1995. 

Explica, con relación a los ingresos del año 
2003, que además del sueldo como juez percibió 
el correspondiente a la "reprogramación" de un 
plazo fijo del Banco Ciudad. Detalla los depósitos 
que efectuó en dicha entidad y rebate los repro- 
ches que efectúa la acusación en cuanto a la ven- 
ta del automóvil a Gustavo Dechert. Afirma que el 
doctor Herrera reconoció la titularidad de un in- 
mueble ubicado en Belgrano 1 42 de la Ciudad de 
Catamarca, el que no le ocasiona gastos "como 
consecuencia de que la casa se hallaba ocupada 
por una sobrina y su marido, quienes si bien no 
pagaban un alquiler, se hacían cargo de todos los 
gastos". 

En cuanto a la resolución 373/03, hace referen- 
cia en primer término al sorteo de síndicos en el 
concurso de "O.S.P.L.A.D.". 

Señala que tanto en la cartelera del edificio del 
juzgado comercial 3, como en el oficio remitido a 
la cámara de apelaciones, el juez acusado comu- 
nicó que el 2 de diciembre de 2003 tendría lugar 
el sorteo en los autos mencionados, en el horario 
fijado en la reglamentación del mencionado tribu- 
nal, o sea a las 9.30, con lo cual cumplió debida- 
mente el requisito de publicidad exigido. Que el 
sorteo se realizó a las 9.30; que por un error ma- 
terial en la providencia dictada en el expediente 
se fijó audiencia para las 1 0. Que los síndicos que 
no salieron sorteados -Canapeti y Llovera- el 5 de 
diciembre de 2003 solicitaron al doctor Herrera "ser 
incluidos de hecho como síndicos verificantes, lo 
cual fue obviamente rechazado, ante lo cual, Llo- 
vera manifestó que plantearía un recurso de nuli- 
dad contra el sorteo..." Destaca que los nombra- 
dos mienten al decir que tenían conocimiento por 
Internet de que en el expediente la audiencia es- 
taba fijada para las 1 0. Que "dicho expediente no 
estuvo en letra... sino hasta el día, justamente, de 
realización del sorteo de sindicatura... 
Asimismo. . . no todos los juzgados comerciales se 
encuentran informatizados de la misma manera. 
Tal es el caso del juzgado a mi cargo, cuya ac- 
tualización recién se llevó a cabo en el mes de 
marzo de 2004...". Agrega que también aquellos 
mienten al decir que el Dr. Luis E. Delpiano -vee- 
dor del Consejo Profesional de Ciencias Econó- 
micas- les habría dicho que al concurrir al juzga- 
do a las 9.35 le informaron que aquél ya había 
concluido. Relata el trámite del incidente de nuli- 
dad planteado por los nombrados síndicos y cues- 
tiona tanto el dictamen de la fiscal general subro- 
gante, como la resolución del tribunal de alzada 
que lo anuló. 

En segundo término, y con relación a los insul- 
tos y amenazas, niega haberlos proferido contra 
el Dr. Llovera; que decidió dejar de saludar a éste 
y a Canapeti porque falsearon los hechos. Asimis- 
mo niega haber insultado a María José Herrera. 

Finalmente, cuestiona la actuación de los doc- 
tores Beinusz Szmukler y Marcela Rodríguez y 
reitera que en la edición de "Telenoche Investiga" 
del 3 de diciembre de 2003 se procedió a la "ma- 
nipulación de las filmaciones y ala realización de 
un trabajo de edición tendiente a tergiversar lo 
realmente acontecido, habiéndose además pro- 



cedido al borrado parcial del contenido del mate- 
rial...". 

Y CONSIDERANDO : 

El señor presidente del Jurado de Enjuicia- 
miento de Magistrados de la Nación, doctor 
Augusto César Belluscio y los señores miem- 
bros doctores Manuel Justo Baladran, Sergio 
Adrián Gallia, Ramiro D. Puyol y Aidée Váz- 
quez Villar, dicen: 

VALORACIÓN DE LA CÁMARA OCULTA 

1 9 ) Que como quedó de resalto en el Resultan- 
do III, el quebranto presunto de formas, con pre- 
tensa afectación de garantías constitucionales, se 
limita a la alegada ilegitimidad de la obtención e 
incorporación al proceso de la grabación y filma- 
ción de la conversación que mantuvo el juez He- 
rrera con dos personas registrada mediante una 
"cámara oculta". 

Dado que los planteos de la defensa versan 
sobre aspectos constitucionales, ha de decidirse 
en primer término si los video-cassettes (editado 
y crudo) que la acusación acompañó a este pro- 
ceso y que reproducen dichos del magistrado acu- 
sado, grabados mediante el empleo de la denomi- 
nada "cámara oculta", pueden ser aceptados y 
valorados como prueba lícita o por el contrario 
deben ser excluidos como tal, al haberse origina- 
do con vulneración de las garantías constitucio- 
nales de la privacidad, prohibición de autoincrimi- 
nación y defensa en juicio (arts. 1 8 y 1 9 C.N.). 

Si la respuesta avalara la última hipótesis de- 
berá determinarse si la imputación formulada por 
la acusación con referencia a la quiebra del Club 
Ferrocarril Oeste, puede acreditarse por medios 
probatorios independientes de la prueba exclui- 
da. 

Antes de resolver la cuestiones formuladas, 
debe recordarse cómo deben ser resguardadas 
las garantías constitucionales en los juicios de 
responsabilidad política. 

En su primer fallo el Jurado ha considerado que 
"la garantía de la defensa en juicio y del debido 
proceso debe ser respetada en los procesos de 
remoción de magistrados con el mismo rigor y con 
las mismas pautas elaboradas por la Corte en 
numerosas decisiones. ..Dicha garantía requiere 
que el acusado sea oído y que se le dé ocasión 
de hacer valer sus medios de defensa en la opor- 
tunidad y forma prevista por las leyes de 
procedimiento... (considerando 3 B ); y que "la ga- 
rantía consagrada en el artículo 1 8 de la Constitu- 
ción Nacional requiere, por sobre todas las co- 
sas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la 
adecuada y oportuna tutela de los derechos que 
pudieren eventualmente asistirle sino a través de 
un proceso llevado en legal forma y que concluye 
con el dictado de una sentencia fundada, recau- 
dos que según ha sentado la Corte no rigen ex- 
clusivamente en el ámbito de los procesos judi- 
ciales, sino que deben ser de inexcusable ob- 
servancia en toda clase de juicios..." (conside- 
rando 9 Q ). 

La Corte Suprema, al entender en el recurso 
de queja en el fallo mencionado, siguió las pautas 
fijadas en los casos "Graffigna Latino" en el orden 
provincial (G.558, resolución del 19 de junio de 
1986) y "Nicosia"en el nacional (Fallos 316:2940), 
lo que equivale a decir que frente al texto del 
art. 1 15 de la Constitución Nacional, la Corte re- 
servó su intervención en materia federal en aque- 
llas cuestiones que impliquen una evidente viola- 
ción de la garantía del debido proceso(Fallos 
326:4816). 

Este Jurado, en su actual composición, reitera 
la doctrina mencionada y agrega, como lo expre- 
só la Corte Suprema en Fallos 310:2845 (voto de 
los jueces Petracchi y Bacqué), que si bien en el 
enjuiciamiento de los jueces no se juzga la res- 
ponsabilidad penal sino la política, las garantías 
constitucionales de la defensa en juicio y el debi- 
do proceso deben ser resguardadas con el mis- 
mo rigor que en los procesos judiciales. 

2 9 ) Que a los efectos de determinar si la utiliza- 
ción de la "cámara oculta" ha vulnerado en este 
caso garantías constitucionales, corresponde con- 
signar las circunstancias relevantes en que aque- 
lla grabación ha tenido lugar. 

El día 27 de noviembre de 2003 el doctor He- 
rrera, en su carácter de juez a cargo de la quiebra 
del Club Ferro, recibió en su despacho a dos per- 
sonas, a fin de mantener una entrevista; una de 
ellas, conocida del magistrado y oficiando de in- 



termediario, acompañaba a otra que aquél no co- 
nocía y veía por primera vez. Este desconocido, 
con anterioridad, había engañado en su identidad 
y representación al intermediario para lograr la 
entrevista, circunstancias que mantuvo al llegar a 
presencia del doctor Herrera. 

En tales condiciones, y portando oculta una 
cámara de video, grabó subrepticiamente las imá- 
genes y su conversación, sin conocimiento ni con- 
sentimiento del doctor Herrera; posteriormente, del 
mismo modo y en las mismas condiciones referi- 
das, grabó otra entrevista mantenida con el doc- 
tor Herrera, esta vez en medio de una recorrida 
por las instalaciones del referido club. 

Valga adelantar que nunca pudo conocerse en 
el proceso la identidad de este personaje, deno- 
minado por algunos testigos como la "fuente" de 
la información. 

3 9 ) Que bajo los supuestos indicados, cabe afir- 
mar que en las particulares circunstancias del pro- 
ceso, el registro de la grabación y filmación de la 
conversación mantenida con el magistrado, me- 
diante una "cámara oculta", ha vulnerado la ga- 
rantía de la privacidad. 

Es que toda persona, sin que corresponda ha- 
cer exclusión del funcionario público, tiene dere- 
cho a no ser víctima de un engaño premeditado 
por parte de un particular que invocando una fal- 
sa identidad (González Moreno) y una represen- 
tación también falaz (de inversores extranjeros), 
registra la conversación que mantiene con el ter- 
cero, con una cámara que llevaba oculta. 

Ello es así no obstante que la primera reunión 
tuvo lugar en el despacho del juez, pues por la 
sola circunstancia de tratarse del lugar en que el 
magistrado desarrolla su función pública, no pue- 
de derivarse que se trate -sin más- de un lugar 
público. La oficinas asignadas como despacho de 
los magistrados constituyen un lugar privado, toda 
vez que es allí donde desarrollan, en silencio y 
conciencia, su muchas veces solitaria tarea de 
decidir. No son dependencias tribunalicias acce- 
sibles a toda persona, sino que a él se ingresa en 
tanto se obtenga autorización del magistrado. 

El derecho a la privacidad protege a sus posee- 
dores respecto de aquellas acciones realizadas 
en lugares privados, y un lugar privado, como ya 
puntualizamos, es aquél respecto del cual se ejer- 
ce un control sobre el ingreso de los asistentes 
(conforme FARREL, Martín; "Privacidad y Auto- 
nomía"; Revista Jurídica de la Universidad de Pa- 
lermo, Buenos Aires, 1999,). 

En Diettmann v. Time Inc. (449F2ed. 245(9 th 
Cir. 1 971 ), el Tribunal de Circuito 9 de los Estados 
Unidos dijo que: "Cuando uno invita a otra perso- 
na a su casa u oficina asume el riesgo de que el 
visitante no sea quien parece ser, y que el visitan- 
te puede repetir todo lo que escucha y observa 
durante la visita. Pero de allí no se desprende que 
quien invita a otro acepta también el riesgo de lo 
que vio o escuchó sea transmitido por fotografías 
o grabaciones audiovisuales. Una interpretación 
diferente tendría perniciosos efectos sobre la dig- 
nidad humana". Consecuentemente, quien está 
hablando con una persona que posee una cáma- 
ra oculta, está siendo engañado y más aún si el 
interlocutor planea contar a terceros lo que aqué- 
lla dijo a fin de crearle problemas (conforme Smo- 
lla, Rodney, "Qualified, Intimacy, celebrity and the 
case for a newsgathering privilige", 33 U. Rich. L. 
Rev1233). 

El concepto de lugar privado ha tenido claras 
definiciones en la jurisprudencia francesa. La Corte 
de Bensangon declaró en fallo del 5 de enero de 
1978 que constituye lugar privado el que no está 
abierto a nadie salvo autorización del que lo ocu- 
pa de modo permanente o temporario; y el Tribu- 
nal de Gran Instancia de Paris en decisorio del 23 
de octubre de 1 986, añadió que debe ser califica- 
do de público el lugar accesible a todos, sin auto- 
rización especial de nadie, sea que el acceso sea 
permanente o incondicional o esté subordinado a 
ciertas condiciones. 

El derecho de todo individuo a "ser dejado solo" 
se aviene al ejercicio por parte del juez del dere- 
cho de admisión y exclusión de las personas que 
pueden ingresar a su despacho, el que -no cabe 
duda- no es un lugar público sino privado. 

Si bien en el caso el magistrado confirió permi- 
so para el ingreso de estas dos personas a su 
despacho, debe advertirse que lo hizo motivado 
en el engaño sufrido no sólo por él, sino también 
por el tercero intermediario. Herrera abrió sus puer- 
tas en la creencia que efectivamente se trataba 



de un señor de Bahía Blanca que representaba 
inversionistas franceses y sin imaginarse que pu- 
diera portar oculta una cámara de video. 

Va de suyo que ese consentimiento viciado no 
puede legitimar el acceso al lugar privado (su des- 
pacho) e inferir de ello que Herrera se despojó 
voluntariamente de su derecho a la privacidad. 

4 9 ) Que con relación a la garantía de prohibi- 
ción de la autoincriminación, cabe recordar que 
su debida tutela, en necesaria relación con el de- 
bido proceso legal, requiere un examen exhausti- 
vo de las circunstancias que rodearon cada situa- 
ción en concreto, para decidir acerca de la exis- 
tencia de vicios que hayan podido afectar la vo- 
luntad del imputado. 

En el sub examine existió una activa interven- 
ción del falso inversor que portaba la "cámara ocul- 
ta" en el aporte de un relato incriminatorio, dado 
que recurrió al ardid de cambiar su identidad, y a 
la mentira acerca de la representación que invo- 
caba. 

No se trata aquí de la víctima de un delito que 
necesita prueba de la conducta criminal de su in- 
terlocutor para llevarla -frontalmente y sin ocultar 
identidad- a la autoridad judicial. 

Se trata, por el contrario, de un particular des- 
conocido supuestamente ajeno que decidió cola- 
borar con una investigación de tipo periodístico, 
optando por el anonimato que garantizaba la con- 
secuente ausencia de los estrados judiciales. 
Merced a sus habilidades naturales o histriónicas 
indujo al doctor Herrera a volcar en las ocultas 
grabaciones, determinadas expresiones que sin 
dudas lo autoincriminan como protagonista de una 
mala conducta o un mal desempeño como magis- 
trado. 

Aunque estos dichos grabados no provengan 
de un interrogatorio de autoridad estatal, sino de 
un particular, en razón del modo y forma en que 
se llevó a cabo su filmación no pueden ser traídos 
ante un tribunal para formar parte de un plexo pro- 
batorio, dado que fueron vertidos en un contexto 
lesivo a la garantía constitucional que prohibe 
declarar en contra de sí mismo. 

Es con esta amplitud que debe interpretarse la 
garantía referida, dado que lo exigido por la Ley 
Fundamental es la exclusión de cualquier modo 
de compulsión física, psíquica o moral a una per- 
sona con el fin de obtener comunicaciones, ex- 
presiones o confesiones que debieran provenir de 
su libre voluntad. En el caso, no puede sostener- 
se que el doctor Herrera vertiera aquellos concep- 
tos con soberana libertad cuando mediaron los 
engaños y ocultamientos señalados. 

5 9 ) Que de igual forma, la garantía de la defen- 
sa en juicio y el debido proceso han sido concul- 
cados en las particulares circunstancias del caso. 
Ello es así dado que el interlocutor que grabó y 
filmó la conversación cuestionada, no sólo ocultó 
su verdadera identidad y mintió sobre la repre- 
sentación que invocaba exhibiendo un memorán- 
dum enviado vía fax desde Francia, sino que acor- 
dó con la producción de "Telenoche Investiga" que 
no se revelara su identidad para asegurarse de 
que no sería convocado al proceso. 

En el sentido indicado resultan elocuentes los 
dichos de la productora de "Telenoche Investiga" 
Cynthia Ottaviano, cuando refiere que no le cons- 
taba que el interlocutor era un personaje ficticio o 
que no existía con nombre y apellido; expresó que 
la persona que hace la cámara oculta no es in- 
vestigada por Telenoche Investiga, es decir que 
no se investiga a las fuentes. Agregó que para ellos 
no es trascendente su identidad, pues siempre se 
le explica a la gente que colabora con Telenoche 
Investiga que la empresa cuenta con un amparo 
constitucional que permite la reserva de su identi- 
dad, y ese es el eje de que la gente colabore, pre- 
cisamente, por el temor que tiene a represalias 
futuras o inmediatas. 

Además, al requerir el juez penal que tramitaba 
la causa N s 74.845/2003 a la producción del pro- 
grama "Telenoche Investiga" la identidad de la 
persona que portaba la "cámara oculta" (fs. 940), 
el asesor legal de "Arte Radiotelevisión Argentina 
S.A., Canal 1 3" negó la información sobre la base 
de los argumentos siguientes: ". . . Que quien rea- 
lizó la Cámara Oculta y asumiere el carácter de 
'Fuente de Información' a los fines de la investiga- 
ción publicada en el programa Telenoche Investi- 
ga'... solicitó, al ofrecerse para hacerla, que reali- 
zaría la misma en tanto y en cuanto se asumiera 
en Telenoche Investiga el compromiso irrenuncia- 
ble de reservar su identificación como fuente de 
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información, razón por la cual, a más de dar cum- 
plimiento al compromiso asumido ante esta fuen- 
te informativa, carecemos de los datos del mis- 
mo ..."(fs. 973). 

Como se advierte, la imposibilidad de convocar 
a la persona que portaba la cámara oculta vulne- 
ra en el caso el debido proceso y la defensa en 
juicio del juez acusado al impedirle proponer los 
medios probatorios pertinentes destinados a des- 
virtuar los producidos; de modo especial la posi- 
bilidad de interrogar o hacer interrogar al testigo 
de cargo, pues ignora los datos que lo individuali- 
zan (arts. 18 de la C.N.; 14 inc. 'e' Pacto Interna- 
cional de Derechos Civiles y Políticos; y 8 inc. f ' 
de la Convención Americana sobre Derechos Hu- 
manos). 

Las disposiciones legales mencionadas acredi- 
tan el derecho que se reconoce a la persona so- 
metida a proceso de proponer los medios proba- 
torios pertinentes destinados a desvirtuar los pro- 
ducidos. Este derecho no puede ejercerse "res- 
pecto de la testimonial si aquél ignora por com- 
pleto los datos que individualizan, con la debida 
precisión a la persona que la prestó, impidiéndole 
a través del contrainterrogatorio, tomar conoci- 
miento de los diversos factores que gravitan en la 
credibilidad de la declaración, como son, entre 
otros, las aptitudes sensoriales del testigo, sus 
condiciones físicas y psíquicas, las circunstancias 
que rodearon la percepción del hecho o hechos, 
así como si el testigo tiene interés, por cualquier 
motivo, en la forma en que se resuelva la 
causa... "(Lino Palacio, "El testigo de identidad re- 
servada y las garantías constitucionales", Suple- 
mento de Jurisprudencia Penal y Procesal Penal, 
LL, 27 de septiembre de 2004). 

6 9 ) Que corresponde concluir que la reproduc- 
ción fílmica mediante la "cámara oculta" que invo- 
lucra la palabra del juez acusado, en las particu- 
lares circunstancias de este caso, ha conculcado 
las garantías constitucionales señaladas, y por ello 
debe ser excluida como prueba en este proceso 
de remoción. 

Sin perjuicio de lo expuesto, la transmisión de 
la versión editada de esa filmación que el canal 
de televisión llevó a cabo la noche del 3 de di- 
ciembre de 2003, es un hecho de la realidad que 
no puede ignorarse; pero sin más valor que el de 
una denuncia pública o un anoticiamiento de po- 
sibles irregularidades, generador de alguna inves- 
tigación. Al respecto, se ha verificado que la emi- 
sión del programa llevó a los miembros del Con- 
sejo de la Magistratura, como a los de la Cámara 
de Apelaciones en lo Comercial y a los socios del 
Club Ferrocarril Oeste, a formular las denuncias 
respectivas que en definitiva dieron lugar a este 
proceso. 

"La prueba nula no hace desaparecer el hecho 
objeto del proceso, sino que impide que pueda 
ser empleada en la reconstrucción de ese hecho." 
(Tribunal Constitucional Español, sentencia 
N s 58/2003 de fecha 22/01/2003, voto formulado 
por los magistrados Martínez Arrieta y Colmene- 
ro Menéndez de Luarca). 

PRUEBAS INDEPENDIENTES 

7 9 ) Que frente a lo expuesto y continuando el 
examen del proceso, corresponde dejar estable- 
cido que cuando la nueva prueba se pudo obtener 
de modo independiente con observancia de las 
reglas prescriptas por la ley, esta segunda prueba 
es plenamente válida (MUÑOZ CONDE, Francis- 
co, "Valoración de las grabaciones audiovisuales", 
Hammurabi,2004, pág. 34). La jurisprudencia es- 
pañola ha entendido que una prueba derivada de 
una prueba prohibida puede ser admitida cuando 
se obtenga de un modo independiente, o se hu- 
biera podido obtener de todos modos desconec- 
tada de la antijuridicidad originaria de la prueba 
prohibida (Tribunal Constitucional Español, sen- 
tencia 81/98 del 02/04/1998). 

Al respecto cabe recordar que en los fallos "Ra- 
yford y otros (Fallos 308:733) y "Ruiz, Roque" (Fa- 
llos 310:1847), la Corte fijó pautas para determi- 
nar la proyección que la prueba viciada debía te- 
ner sobre el resto de los elementos convictivos 
producidos en el caso. Básicamente, se señaló en 
dichos fallos que "debía examinarse en el caso si 
existía la posibilidad de obtenerse la prueba cues- 
tionada por un cauce de investigación distinto al 
ilegítimo, en lo que constituía una fuente de prue- 
ba independiente de la que resultara inválida (con- 
sid. 6 S en Rayford y otros", considerando 14 Q en 
"Ruiz, Roque"). 

Sentado que las grabaciones producidas con el 
sistema conocido como "cámara oculta" no pue- 



den ser objeto de valoración en este proceso, co- 
rresponde conformar la convicción de este Jura- 
do con el resto de las probanzas rendidas en la 
causa a las que, por no ser derivación de la pri- 
mera, no se les transmite el carácter de prueba 
viciada. En este marco, debe examinarse si la va- 
loración conjunta de las pruebas independientes 
acredita el primer cargo formulado por la acusa- 
ción: "Haber mantenido un diálogo con el supues- 
to representante de inversionistas y un arquitecto 
que sirviera de contacto entre ambos, que eviden- 
cia una grave infracción a normas morales por fal- 
ta de escrúpulos y de principios éticos.". 

8 9 ) Que el 20 de diciembre de 2002 el juez He- 
rrera, en el trámite del expediente N s 47.902 que 
se sustanciaba ante el Juzgado Nacional en lo 
Comercial N s 3 a su cargo, decretó la quiebra del 
Club Ferrocarril Oeste Asociación Civil y resolvió 
aplicarle el régimen especial de la ley 25.284 de 
Administración de las Entidades Deportivas con 
Dificultades Económicas. Dicho ordenamiento pre- 
vé un procedimiento especial para este tipo de 
instituciones que se hallen en situación de falen- 
cia, en virtud del cual su administración es lleva- 
da a cabo bajo la forma jurídica del fideicomiso, 
desplazando otras figuras propias del trámite co- 
mún de la quiebra. 

Así, instituye un órgano fiduciario tripartito que 
tiene como objetivo proteger el deporte como de- 
recho social, generar ingresos genuinos en bene- 
ficio de los acreedores y trabajadores, sanear los 
pasivos, garantizar los derechos de los acreedo- 
res en la percepción de sus créditos y superar el 
estado de insolvencia recobrando el normal des- 
empeño de la entidad. 

La ley completa el sistema, otorgando al juez 
de la quiebra la tarea de control de la actividad del 
órgano fiduciario, como reza su art. 8, de modo 
que el magistrado debe aprobar o no aprobar las 
decisiones que éste adopte. 

9 9 ) Que no puede examinarse la conducta del 
doctor Herrera sin poner de resalto la inusual y 
protagónica actividad que desplegó en relación al 
trámite del expediente de la quiebra del Club Fe- 
rrocarril Oeste. Su desmesura, lejos de presen- 
tarlo como un funcionario preocupado por las ta- 
reas que le son propias, lo coloca como interesa- 
do en apropiarse de roles que en el proceso co- 
rrespondían a otros órganos de la quiebra. 

Numerosos testimonios prestados durante el 
proceso dan cuenta de esta circunstancia. 

El testigo Edgardo D.Truffat, miembro del con- 
sejo asesor y abogado experto en el régimen le- 
gal de las Entidades Deportivas con Dificultades 
Económicas, manifestó que "...hay pocos de es- 
tos fideicomisos y en todos ellos parece que los 
jueces lo que tratan es fijar algunos discretos li- 
neamientos de conductas y que se arregle el ór- 
gano fiduciario lo mejor que pueda a la espera de 
que ... se pueda superar la situación de falencia." 
(Versión estenográfica -pág. 111- audiencia 
14/1 2/04 T). 

Agregó: "Mi impresión es que en el caso del 
doctor Herrera había un rol activo notable como 
demuestra el hecho de que él nos corría traslado 
directo que, en realidad, debió haberle encomen- 
dado a los fiduciarios, porque son los fiduciarios 
los que debían pedirnos información. El es el que 
pidió la reunión en el directorio; él es el que me 
ofreció, en mi caso, el puesto de asesor, cuando 
en teoría al asesor lo nombra el órgano fiduciario; 
él es el que nos explicó el proyecto Garay, lo cual 
demuestra que había un gran compromiso perso- 
nal del juez en este proyecto, bastante directo." 
(Versión estenográfica -pág. 112- audiencia 
14/1 2/04 T). 

El arquitecto Alfredo Garay, urbanista con ex- 
periencia en grandes emprendimientos, refirió "... 
me llamaba la atención cómo el juez, cuando se 
hacía cargo del fideicomiso, se hacía cargo como 
un dueño, es decir, como alguien que ejerce un 
poder que no tiene que concertar con nadie... 
manifestaba una autoridad, un dominio sobre una 
institución social que a mí me sorprendía." (Ver- 
sión estenográfica -pág. 46/47- audiencia 
16/1 2/04); "...se manejaba con una actitud autori- 
taria respecto a las decisiones..." (Versión este- 
nográfica -págs. 46/47- audiencia 16/12/04). 

Sobre el mismo tema de la actitud del magis- 
trado, declaró el licenciado Tosi que "La verdad 
es que él tenía un gran involucramiento en el club, 
o sea, le gustaba hablar del club y participar en 
los proyectos que se podían pensar del club..." 
(Versión estenográfica -pág. 36- audiencia 
10/2/05). 



Naccarato, relató también que realizó un pro- 
yecto para crear un órgano que mantuviera la dis- 
ciplina en el club, y fue el juez Herrera quien lo 
aprobó, modificándolo en el aspecto de que el 
magistrado sería el "... último recurso ..." ante 
quien apelar las sanciones que se impusieran, ya 
que ello no está previsto en la ley 25.284 (versión 
estenográfica -págs. 164/165- 16/12/04). 

10 9 ) Que no hay dudas de que el doctor Herre- 
ra canalizaba esa intervención directa y personal 
en los asuntos del club hacia la concreción de un 
ambicioso proyecto en los terrenos de la institu- 
ción, ubicados en el barrio de Caballito de esta 
capital. 

En tal sentido, admitió haber contratado los ser- 
vicios de un urbanista, el arquitecto Garay, para 
proyectar reformas al respecto; señaló también 
haberse entrevistado con el entonces Secretario 
de Medio Ambiente, licenciado Eduardo Epstein, 
acompañado por los arquitectos Etcheverry y 
Garay y el licenciado Tosi, ocasión en que inter- 
cambiaron ideas sobre la obras proyectadas, es- 
pecíficamente con relación a la construcción de 
los estacionamientos del estadio. 

También relató haber participado en reuniones 
similares con el profesor Fernando Miguel Suá- 
rez, director del Organismo Nacional de Adminis- 
tración de Bienes (O.N.A.B.), y con las máximas 
autoridades de Subterráneos de Buenos Aires 
Sociedad del Estado (S.B.A.S.E.), llevadas a cabo 
en las respectivas sede de estos entes (fs. 299 - 
declaración ante comisión de acusación-). 

Según la palabra de Herrera estas gestiones 
las realizó personalmente ante el "... peligro de 
deterioro del entorno inmediato del club, que sin 
dudas impactaría su vida misma..." (fs. 376 vta.). 
A la reunión celebrada en el O.N.A.B. concurrie- 
ron con la maqueta respectiva elaborada por el 
arquitecto Garay -que este Jurado tuvo a la vista- 
y que incluye la prolongación de las calles Baca- 
cay y Fragata Sarmiento (fs. 377). 

11 9 ) Que las manifestaciones del magistrado 
acusado respecto de las variadas reuniones que 
celebró, encontraron amplia ratificación en otras 
pruebas rendidas durante el curso del proceso. 

Durante la audiencia de debate, el arquitecto 
Alfredo Garay dijo haber sido llamado por su cole- 
ga Etcheverry para la contratación de sus servi- 
cios como urbanista, agregando que su criterio lo 
iba exponiendo en las distintas reuniones -la pri- 
mera fue a fines de julio de 2003- que se llevaban 
a cabo con la asistencia también del juez y el se- 
ñor Tosi y que luego fue sostenido por el doctor 
Herrera cuando tuvieron reuniones "...con la Mu- 
nicipalidad de Buenos Aires, con el O.N.A.B. y con 
Subterráneos..." en sus respectivas sedes (ver- 
sión estenográfica -pág. 43 y 68- 16/12/04). 

Fue preciso en señalar que existían propuestas 
de trabajar sobre el subsuelo al momento de la 
construcción de la cancha y que la suya contem- 
plaba la apertura de varias calles, como también 
que las reuniones con las instituciones mencio- 
nadas las tramitaba personalmente para lo cual 
"Llamaba a la gente del O.N.A.B., a la gente de la 
Municipalidad y a la gente de Subterráneos y con- 
currían el juez, el doctor Tosi, creo que en todos 
los casos también el arquitecto Etcheverry. . ." (ver- 
sión estenográfica -págs. 68- audiencia 1 6/1 2/04). 

A su vez, Edgardo D. Truffat -ex integrante del 
comité asesor del órgano fiduciario del Club Fe- 
rrocarril Oeste- señaló que se había reunido con 
el doctor Herrera y el resto de los integrantes del 
comité asesor honorario en la sede del club, a ins- 
tancias del primero y con la presencia del arqui- 
tecto Aleardo Etcheverry. La finalidad del encuen- 
tro era interiorizarse del contenido del proyecto 
del arquitecto Garay, que contemplaba la apertu- 
ra de una calle y la cesión del anexo de la institu- 
ción al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Bue- 
nos Aires a cambio de predios para construir so- 
bre ellos una "zona verde". 

José Alberto Sommer -ex integrante del comi- 
té asesor honorario del órgano fiduciario- preci- 
só que se había realizado una reunión informati- 
va en la que el juez Herrera explicó un proyecto 
que contemplaba la ampliación de la calle Baca- 
cay y la obtención por parte del club de un consi- 
derable "espacio verde" (versión estenográfica - 
págs. 84/85- audiencia 16/12/04). 

Por su parte, Marcelo Blanco fue más allá cuan- 
do aseguró que "...en la reunión donde nos pre- 
sentaron el proyecto del arquitecto Garay, induda- 
blemente él tuvo participación activa en ese pro- 
yecto", en referencia al arquitecto Aleardo Etche- 



verry (versión estenográfica -págs. 103/104- au- 
diencia 16/12/04). 

En definitiva y no obstante la clara normativa 
que otorga al órgano fiduciario el ejercicio de la 
administración de la entidad deportiva, el juez 
Herrera ejerció personalmente actos propios de 
aquél, demostrando una falta de comprensión de 
la verdadera misión de control del juez, al sosla- 
yar el deber ético y legal de permanecer como 
tercero extraño al litigio, a las pasiones y a los 
intereses que allí se contraponen. 

12 9 ) Que se ha incorporado al proceso el regis- 
tro fílmico de una entrevista practicada por el pe- 
riodista Juan José Mauricio Miceli al doctor He- 
rrera el día 2 de diciembre de 2003, en las puer- 
tas del edificio de Callao 635, sede del juzgado. 
Será este considerado como una prueba válida. 

En dicha ocasión el periodista cumplió su tarea 
utilizando un micrófono de mano, junto a un ca- 
marógrafo que portaba un equipo de filmación 
convencional. La entrevista se realizó del modo 
técnicamente llamado "cámara abierta", por opo- 
sición al sistema conocido como "cámara oculta". 

El magistrado tuvo pleno conocimiento de que 
se estaba registrando el suceso en una cinta de 
video y prestó consentimiento para realizar el re- 
portaje ya que contestó todas las preguntas for- 
muladas por su interlocutor e incluso se interesó 
por conocer a qué medio de difusión pertenecía, 
reconociendo en este proceso su participación en 
él. Por su parte el Jurado, la acusación, el magis- 
trado acusado y su defensa, tuvieron la posibili- 
dad de escuchar e interrogar al periodista en el 
debate. 

De su contenido surge que el magistrado acu- 
sado manifestó conocer al arquitecto Etcheverry 
por ser socio del Club Ferrocarril Oeste y por ha- 
ber realizado un proyecto de reformas del esta- 
dio. Repreguntado sobre el tema por el periodis- 
ta, el juez afirmó que "Lo único que hay es un pro- 
yecto de adquisición de tierras. Estamos ahí in- 
tentando ampliar el club territorialmente." 

Así, refirió haberse encontrado con el arquitec- 
to Etcheverry semanalmente en el último mes, ya 
que estaba trabajando junto con él en un empren- 
dimiento urbanístico en Caballito, por el que esta- 
ban tratando que el club fuese "... un actor social 
en cuanto a la elaboración de un proyecto de es- 
pacios verdes.". En ese marco explicó que habían 
concurrido personalmente al O.N.A.B., a la Se- 
cretaría de Medio Ambiente del Gobierno de la 
ciudad y a la empresa Subterráneos de Buenos 
Aires, acompañados también por el arquitecto 
Garay. 

Con relación a este último, expresó que "... no- 
sotros hemos contratado a un urbanista para que 
nos asesore, que es un arquitecto de reconocida 
reputación en la ciudad de Buenos Aires, que es 
el arquitecto Garay". 

13 9 ) Que dentro de este contexto de personalí- 
sima intervención del juez en la administración del 
club, se presenta relevante el testimonio que Wal- 
ter Porta -presidente del Club Ferrocarril Oeste- 
prestó ante el Jurado. Declaró que durante el mes 
de noviembre de 2002 mantuvo una reunión a 
solas con el doctor Rodolfo Antonio Herrera, en la 
que dialogaron sobre diversos temas relaciona- 
dos con la institución. 

En esa oportunidad Herrera le transmitió su idea 
de construir en terrenos del club salas de cine, un 
centro comercial y estacionamientos, el traslado 
del estadio de fútbol, la obtención de publicidad 
aportada por inversores, la empresa constructora 
IRSA, la actividad futbolística del club y la partici- 
pación del empresario Gustavo Mascardi en la 
misma. 

Puntualizó que -entre otras cuestiones- Herre- 
ra habló sobre la idea de "...trasladar el estadio 
de Ferro a la cancha o donde está el estadio aho- 
ra de Comunicaciones", proyecto que según el 
testigo desvirtuaba la función para la cual había 
sido fundada la institución que presidía (versión 
estenográfica -pág. 140- 16/12/04). Porta apuntó 
que el proyecto de traslado del club se lo había 
explicado el doctor Herrera con "... una hoja que 
él tenía arriba del escritorio ..." donde empezó a 
confeccionar"... un gráfico de cómo quería él re- 
distribuir o reorganizar la ubicación del club" (ver- 
sión estenográfica -pág. 141- 16/12/04). 

Señaló que el juez hizo un bosquejo de la nue- 
va distribución y cómo se realizarían las obras 
complementarias a las instalaciones existentes; 
ellas serían "... de gran infraestructura...", con un 
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sector de espacios verdes que ocuparía "... un 
terreno que da a espaldas de la cancha auxiliar 
de Ferro..." (versión estenográfica -pág. 142- 
16/12/04). 

Asimismo, dijo que el magistrado se refirió a 
"... una inversión que iba a conseguir en publici- 
dad para la gente que podía llegar a traer inver- 
siones si trasladábamos la cancha al club Comu- 
nicaciones." (versión estenográfica -pág. 141- 
16/12/04), como así también de un proyecto que 
él llamaba "Rosedal II" y de la influencia que un 
emprendimiento de ese tipo tendría "... cuando 
trasladaran todo e hicieran estacionamiento...", 
como así también"... el tema de un shopping ..." 
(versión estenográfica -pág. 143- 16/12/04). 

14 9 ) Que el bosquejo mencionado fue aporta- 
do por Walter Porta al Jurado durante la audien- 
cia de debate oral y público, y lo tuvo ante su vista 
para dar las explicaciones que se le requirieron. 

En tal sentido, expuso que "... lo que él me di- 
bujó es el traslado del estadio desde la ubicación 
actual hasta el Club Comunicaciones. Y acá hay 
un sector, que es la parte de IRSA, que son las 
tierras que les comenté antes que se habían ven- 
dido a esta empresa. Bueno, la cancha auxiliar y 
hay un sector donde él supuestamente iba a ha- 
cer el espacio verde o de urbanismo, lo que él 
llamaba El Rosedal II, como el que está en Paler- 
mo pero trasladado a Caballito. Y después, bue- 
no, acá me empezó a hacer una serie de detalles, 
que iba a haber cines, un centro comercial -que 
no mencioné antes, como shopping-, que el fútbol 
se lo dábamos a Mascardi..." (versión estenográ- 
fica -págs. 143/144- 16/12/04). 

Lo indicado por el testigo como temario de la 
reunión que mantuvo con el doctor Herrera, con- 
cuerda con los elementos contenidos en el cro- 
quis aportado por el declarante y que fue agrega- 
do al proceso; en él no sólo se advierte la demar- 
cación a mano alzada de distintas zonas y espa- 
cios -representado con círculos y rectángulos con 
contornos resaltados varias veces y unidos por 
distintas flechas-, sino la inclusión de palabras 
como "fútbol", "Mascardi", "publicidad", "Cines", 
"Centro", "IRSA". 

15 s ) Que el magistrado acusado -a requerimien- 
to de la presidencia- reconoció el bosquejo como 
propio, explicando cómo llegaba a la conclusión 
de que había sido obra de su puño y letra. Así, 
señaló que cuando dialogaba con otras personas 
generalmente escribía y dibujaba, para explicar 
luego el significado de una cruz, la presencia de 
un círculo lleno de rayas y que "... La flecha que 
está para allá indica el espacio verde, el Roseda- 
lito...".Y afirmó que pudo haber confeccionado el 
bosquejo "... porque hay una cruz y un semicírcu- 
lo que es el espacio verde del Rosedalito"(versión 
estenográfica -pág. 1 54/1 55-1 6/1 2/04). 

Si bien el juez acusado dijo no tener completa 
certeza de que las palabras correspondan tam- 
bién a su puño y letra, no hay duda de que se 
integran con las grafías en la confección general 
del bosquejo. Ello es así ya que de las palabras 
surgen flechas precisas y coherentes que unen a 
éstas con sectores determinados del dibujo cuya 
realización no dudó el doctor Herrera en recono- 
cer. 

A su vez cabe puntualizar que este bosquejo 
fue realizado en el reverso de un oficio judicial di- 
rigido por el presidente de la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Comercial al juez Rodolfo He- 
rrera, de fecha 1 3 de noviembre de 2002. Tal ex- 
tremo refuerza los dichos de Porta -fue elaborado 
por el magistrado acusado en su despacho- toda 
vez que ese es el lugar donde puede encontrarse 
documentación de esta índole, y que ello sucedió 
durante el mes de noviembre de 2002. 

16 9 ) Que los puntos de este proyecto (sobre 
los que dialogaron el magistrado acusado y el pre- 
sidente de Ferrocarril Oeste) no resultaban extra- 
ños a la vida institucional del club y presentaban 
un especial interés para el juez Herrera. 

Con respecto a la construcción de estaciona- 
mientos, Reinaldo Naccarato declaró que el ar- 
quitecto Aleardo Etcheverry, quien trabajaba en el 
estudio de su hermano Ricardo (constructor del 
estadio y del gimnasio) tenían varios proyectos 
para la ampliación del primero, llegando a ver una 
vez "...una maqueta que me mostró el arquitecto 
Ricardo Etcheverry para cerrar el estadio, hacer 
estacionamiento debajo..." (Versión estenográfi- 
ca -pág. 16-16/12/04). 

Por su parte, el urbanista Alfredo Garay al reco- 
nocer que "...en el momento de la construcción 



de la cancha, existían algunas propuestas de tra- 
bajar sobre el subsuelo...", sin perjuicio de que 
nunca la consideró como razonable (versión este- 
nográfica -pág. 45- 16/1 2/04). A su turno, Marcelo 
Blanco, refiriéndose a Etcheverry manifestó que 
". . .por trascendidos de socios de muchos años, 
siempre existió en él un proyecto de estadio y 
de otras instalaciones..." (Versión estenográfi- 
ca -pág. 103- audiencia 16/12/04). 

Por su parte, el testigo Truffat expresó que al 
término de una reunión convocada por el magis- 
trado Herrera en la sede del club, Etcheverry dijo 
que "... la verdadera solución del club yo la tengo. 
Sería hacer un shopping debajo de la cancha..." 
(Versión estenográfica -pág. 109-1 4/1 2/04 T.). 

17 9 ) Que la construcción de un centro comer- 
cial con la intervención de la empresa constructo- 
ra IRSA, tal como se desprende del contenido del 
bosquejo hecho por el juez y aportado por Walter 
Porta, no era -para sus propulsores- un proyecto 
irrealizable, pese a que hoy el doctor Herrera así 
lo sostenga. Es notable, con relación a ello, la vin- 
culación que existe entre centro comercial - IRSA 
- terrenos linderos - traslado de estadio. 

El testigo Alfredo Garay hizo referencia a la bue- 
na ubicación que tenía el club para ciertos em- 
prendimientos, destacando respecto de la cons- 
trucción de un centro comercial que "...la gente 
de IRSA estuvo presionando durante mucho tiem- 
po..." para hacerlo y que de ello existían eviden- 
cias por las negociaciones que se habían llevado 
a cabo con autoridades de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires; opinó también que era "...irre- 
versible pensar que esa cancha se vaya a mover 
o que el club pueda convivir... incluso que un in- 
versor acepte hacer un centro comercial o de con- 
venciones con una cancha encima." (pág. 40- 
16/12/04), por lo que en todo caso la concreción 
de la construcción de un centro comercial depen- 
día del traslado del estadio de fútbol. 

Puso de relieve asimismo, un antecedente rela- 
cionado con terrenos propiedad del club que des- 
pués de ser adquiridos al ferrocarril habían sido 
vendidos "...a una empresa inmobiliaria, que es 
IRSA, unos años antes." (Versión estenográfica - 
pág. 48-16/12/04). 

18 9 ) Que las pruebas hasta aquí examinadas 
dejan en claro que, pese a que el doctor Herrera 
negó conocer el proyecto inmobiliario que incluía 
un centro comercial hasta el día veintisiete de 
noviembre de 2003, en realidad no sólo lo cono- 
cía con anterioridad, sino que era su propulsor; 
en definitiva, si bien hoy se lo adjudica a Etcheve- 
rry, era un proyecto de los dos. 

Al respecto, se ha advertido que el arquitecto 
Etcheverry, pese a que en esta causa ha sido til- 
dado por el doctor Herrera como "... enfermo, pue- 
de ser física o psíquicamente. . ." (fs. 305), lo acom- 
pañaba de modo permanente en reuniones con 
entes oficiales, entrevistas con profesionales, pre- 
sentación de proyectos, reuniones societarias en 
el club, llamadas telefónicas, entrevistas en la sede 
de su juzgado, incluida la que motivó este proce- 
so que se examinará más adelante. 

19 9 ) Que dentro del marco probatorio expuesto 
se llega al tratamiento de la entrevista que fue 
objeto de este proceso de remoción. En tal senti- 
do, ha quedado acreditado que el día veintisiete 
de noviembre de 2003 en horas del mediodía, en 
el despacho que el magistrado tenía asignado en 
el edificio de los tribunales comerciales, efectiva- 
mente se desarrolló una entrevista entre un su- 
puesto inversor, el arquitecto Etcheverry y el ma- 
gistrado acusado. 

En ocasión de prestar declaración ante la Co- 
misión de Acusación del Consejo de la Magistra- 
tura (fs. 285/310 y 314/359), el doctor Herrera 
expuso que el arquitecto Aleardo Etcheverry lo 
contactó con el objeto de llevar a cabo una re- 
unión en la sede del Juzgado a su cargo sobre 
una cuestión relacionada con el expediente de la 
quiebra del club Ferrocarril Oeste. 

El acaecimiento efectivo de esta entrevista en 
el despacho del magistrado fue ratificado expre- 
samente en el escrito que presentó ante la misma 
sede, que obra a fs. 361/387. En tal acto, además, 
hizo extensas y detalladas referencias sobre el 
contenido de los diálogos que se mantuvieron. 

Con respecto al arquitecto Aleardo Etcheverry, 
valga aclarar que Herrera manifestó que era sim- 
plemente un socio del Club Ferrocarril Oeste, que 
se había relacionado con él a partir de que se 
asignó el proceso concursal de la entidad al juz- 
gado a su cargo (fs. 370). 



Conforme a los dichos del doctor Herrera, con- 
certada la entrevista para realizarse poco antes 
de que finalizase el horario de atención al público, 
Etcheverry concurrió junto con una persona a la 
que presentó como González Moreno o Moreno 
González. Este individuo expresó que era un obs- 
tetra parcialmente retirado de su actividad a partir 
de los resultados que le había generado la inven- 
ción de un instrumento médico de su especiali- 
dad. 

Asimismo, le explicó al magistrado que estaba 
radicado en la ciudad de Bahía Blanca, donde te- 
nía a su cargo una empresa consultora y que con 
motivo de tal actividad representaba a empresa- 
rios franceses interesados en hacer inversiones 
en el Río de la Plata. Como justificación de tales 
circunstancias, le exhibió un memorándum escri- 
to en idioma francés, presuntamente realizado por 
sus representados extranjeros; también durante 
el transcurso de la entrevista abrió e instaló en el 
despacho del magistrado una computadora por- 
tátil o notebook. 

20 9 ) Que en la presentación por escrito ante la 
Comisión de Acusación que se ha mencionado 
precedentemente, el juez Herrera expuso que 
durante la entrevista que llevaron a cabo, Etche- 
verry y el consultor le explicaron un proyecto de 
obras e inversiones extranjeras, a realizarse en 
los terrenos que el club Ferrocarril Oeste posee 
en el barrio porteño de Caballito. Agregó también 
el magistrado que su participación consistió en 
poner de manifiesto algunas opiniones persona- 
les respecto de las posibilidades técnico-jurídicas 
de su concreción. 

Concretamente expresó que en dicha reunión 
"...se me hizo conocer una idea en ciernes, res- 
pecto de cuyas posibilidades de concreción -da- 
dos los evidentes obstáculos que presentaba- y 
la forma en que eventualmente podría plasmarse 
-mediante la elaboración previa de un proyecto de 
factibilidad, y el eventual y posterior llamado a lici- 
tación para mejorarla, manifesté algunas opinio- 
nes..." (fs. 370). 

Según el magistrado, Etcheverry le mencionó 
en la reunión que había traído a sus estrados al 
inversor, para que respaldara económicamente su 
propio proyecto, que si bien no contaba con el 
apoyo de todas las personas vinculadas a la enti- 
dad, él confiaba en sus posibilidades de realiza- 
ción. 

En tal sentido, el juez Herrera manifestó en au- 
diencia ante la Comisión de Acusación que Et- 
cheverry le dijo "... lo he traído porque yo tengo 
un viejo proyecto que para muchos es una locu- 
ra. .. Es un proyecto realizable. . ." (fs. 331 ). Tal pro- 
yecto incluía la construcción de estacionamientos 
subterráneos, un shopping o centro comercial y - 
de acuerdo a la idea del juez Herrera (reflejada en 
el trabajo del urbanista Garay)- prolongación de 
la calle Bacacay, apertura de la calle Fragata Sar- 
miento y la conformación de espacios verdes fo- 
restados. 

Con relación al centro comercial cuya realiza- 
ción postulaba Etcheverry, Herrera manifestó que 
tal idea "... habría nacido a partir de conversacio- 
nes mantenidas entre Etcheverry y un supuesto 
'inversor'..." (fs. 370). 

En cuanto a la construcción de estacionamien- 
tos subterráneos en las instalaciones del club, el 
juez refirió que su idea era realizar "... una copia 
de lo que yo creo que es el estadio de Monaco ... 
Monaco parece que es muy 'chiquitito' hay poco 
territorio, poco espacio ¿Qué han hecho? Esta- 
cionamiento y todo, abajo del estadio." (fs. 335). 
También expuso oralmente ante la Comisión de 
Acusación "Entonces, ¿nuestro proyecto cuál era? 
La prolongación de la calle Bacacay y la apertura 
de la calle Fragata Sarmiento y que todo lo que 
usted ve acá con arbolitos (señala en el mapa) 
sea espacio verde, todo." (fs. 300). 

21 9 ) Que el secretario privado del magistrado 
acusado, Diego Ruiz, relató en el debate que co- 
nocía al arquitecto Etcheverry desde el año 2003 
por haberlo visto en diversas ocasiones en la sede 
del Juzgado Nacional en lo Comercial N Q 3 en el 
que se desempeña, ya que éste había concurrido 
a fin de reunirse con el juez Herrera. Refirió tam- 
bién que en varias oportunidades lo atendió tele- 
fónicamente, cuando éste llamaba para comuni- 
carse con el magistrado. 

Respecto del encuentro del juez Herrera con 
Etcheverry y el presunto inversor, recordó que en 
una oportunidad el arquitecto concurrió al tribunal 
acompañado de un señor que no había visto an- 
tes. Relató como los tres llevaron a cabo una re- 



unión a solas en el despacho del magistrado y 
que un momento dado tuvo que ingresar en el re- 
cinto para obtener la firma del magistrado, oca- 
sión en que este le manifestó "Diego, no me jo- 
das" (versión estenográfica -pág. 50- audiencia 
15/12/04). 

Señaló también que la reunión se realizó a "últi- 
ma hora del día", tomando en cuenta el horario 
estipulado para la atención al público en tribuna- 
les, pero no pudo precisar cuanto tiempo estuvie- 
ron el presunto inversor y el arquitecto Etcheverry 
en el despacho del magistrado. Finalmente tam- 
bién ubicó temporalmente el suceso e indicó que 
había sido antes del encuentro entre del doctor 
Herrera con un periodista televisivo en la puerta 
del edificio sede de su juzgado (versión esteno- 
gráfica -págs. 62/63- audiencia 15/12/04), con lo 
que efectuó una evidente referencia a la entrevis- 
ta con cámara abierta que produjo el periodista 
Miceli el día 2 de diciembre de 2003. 

Por su parte, la secretaria del Juzgado Nacio- 
nal en lo Comercial N s 3 que tenía a su cargo el 
trámite de la causa del club Ferrocarril Oeste, 
María Virginia Villarroel, al ser preguntada sobre 
si el juez le pidió a ella u otra persona que ingre- 
sara a la reunión entre Herrera, el supuesto inver- 
sor y el arquitecto Etcheverry, si se había hecho 
alguna denuncia o se había dejado constancia en 
el expediente, dijo que "No que yo sepa" (versión 
estenográfica -pág. 16- 16/1 2/04). A su vez, Blan- 
ca Gutiérrez Huertas -también secretaria del mis- 
mo juzgado- dijo que no era habitual que el doctor 
Herrera solicitara la presencia de alguno de los 
secretarios cuando recibía a profesionales o par- 
ticulares (versión estenográfica -pág. 33- 
16/12/04). 

22 9 ) Que en la oportunidad del reportaje a "cá- 
mara abierta" al que se ha hecho referencia pre- 
cedentemente el doctor Herrera negó haber man- 
tenido entrevistas con inversores o consultores, 
aunque reconoció que pudo "haber hablado con 
alguien que tenga interés en el club, pero no sé a 
quien representa" y más adelante volvió a afirmar 
que "con empresarios no me he reunido". 

23 9 ) Que tras valorar las pruebas referidas, en 
especial la propia palabra del juez acusado al ser 
oído a tenor del art. 9 del Reglamento Procesal 
de la Comisión de Acusación del Consejo de la 
Magistratura de la Nación (fs. 285/31 y 31 4/359), 
las presentaciones por escrito que realizó (funda- 
mentalmente la de fs. 361/387), las numerosas 
intervenciones personales que efectuó durante el 
debate y los testimonios que se han señalado, 
queda probado que el magistrado acusado, doc- 
tor Rodolfo Antonio Herrera, mantuvo el 27 de 
noviembre de 2003 una reunión en la que toma- 
ron parte el arquitecto Aleardo Etcheverry y otra 
persona que dijo ser un consultor que representa- 
ba a un grupo inversor extranjero. 

En esa ocasión, el juez acusado sostuvo con 
ellos un diálogo sobre temas relativos a la factibi- 
lidad de un proyecto de obras a realizar en el pre- 
dio que posee la Asociación Civil Ferrocarril Oes- 
te en el barrio Caballito de esta ciudad, entidad 
cuya quiebra tramitaba ante el Juzgado Nacional 
en lo Comercial N s 3 de Capital Federal, a cargo 
del mencionado juez. Tal proyecto, conocido pre- 
viamente por el magistrado por ser el que susten- 
taba hacía tiempo el arquitecto Etcheverry, incluía 
la construcción de un centro comercial o shop- 
ping, un estacionamiento debajo del estadio de 
fútbol -y a instancias del proyecto que Herrera le 
había encargado al urbanista Garay- también es- 
pacios verdes de uso recreativo y apertura y pro- 
longación de nuevas calles. 

24 9 ) Que con la valoración de las probanzas 
referidas precedentemente se concluye que el juez 
Herrera, en el marco de una conducta que trasun- 
ta la violación de postulados éticos y morales que 
deben presidir toda actividad jurisdiccional, suma- 
da a una actitud autoritaria y omnipotente en rela- 
ción al club, mantuvo en su despacho oficial de 
juez en lo comercial una entrevista que guardó 
las siguientes características: 

a) La reunión fue concertada por una persona 
que no cumplía ningún rol en el proceso abierto. 
Existiendo un órgano fiduciario y un comité ase- 
sor honorario en funciones, no se advierte que la 
sola calidad de socio de la institución le otorgara 
legitimación al arquitecto Etcheverry para interve- 
nir en temas propios de la quiebra. 

b) La entrevista se propone y se efectiviza para 
vincular al doctor Herrera, en su carácter de juez 
a cargo de la quiebra del Club Ferrocarril Oeste, 
con una persona que representaba a una consul- 
tora de Bahía Blanca. En su transcurso, ésta exhi- 
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be un memorándum en papel de fax, escrito en 
francés, de un supuesto inversor de ese origen en 
el Río de la Plata. Es así que el juez se reunió 
-según su creencia- con el representante de capi- 
talistas extranjeros interesados en realizar nego- 
cios inmobiliarios en los terrenos del club. 

c) El temario de la entrevista versó sobre el des- 
tino de los bienes inmuebles de la fallida en un 
expediente en trámite ante el Juzgado del interlo- 
cutor, involucrando un proyecto a aplicar sobre los 
mismos. El proyecto, como ya se anticipó, versa- 
ba sobre estacionamientos y shopping a construir 
en los terrenos de ese club, así como a la confor- 
mación de nuevos espacios verdes forestados y 
la prolongación de calles adyacentes. 

d) En la reunión se habló también del modo en 
que se podían concretar judicialmente esas inver- 
siones, o sea por medio de licitaciones. 

e) La reunión se llevó a cabo sin la presencia de 
los miembros del órgano fiduciario, del comité ase- 
sor, o de representantes de los acreedores, sin que 
conste que alguno de ellos siquiera conociese de 
su realización. Tampoco participó ninguna de las 
secretarias del juzgado a su cargo, mientras que al 
secretario privado le fue ordenado que no ingresa- 
ra en el despacho durante su transcurso. 

f) De esas reuniones no existe constancia algu- 
na en el expediente de la quiebra. 

25 9 ) Que se advierte entonces que la entrevis- 
ta -de enorme trascendencia para la causa- se 
produce por fuera de todo cauce legítimo. Ello 
evidencia la existencia de diálogos ocultos man- 
tenidos con terceros y vinculados al trámite de un 
expediente judicial, lo que obviamente está demos- 
trando la falta de transparencia en el tratamiento 
de temas jurisdiccionales y en especial, licitato- 
rios. 

Cuando se menciona la escasa claridad para 
introducir los temas de licitaciones, no se puede 
dejar de señalar como circunstancia útil, lo mani- 
festado por el presidente Walter Porta respecto 
de las palabras "fútbol-Mascardi" y la inclusión de 
éstas en el bosquejo ya analizado. Con relación al 
otorgamiento de la actividad futbolística del club 
al empresario a través de la figura del gerencia- 
miento, resulta imprescindible poner especial aten- 
ción en la fecha del contrato y cuándo fue homo- 
logado por el doctor Rodolfo Herrera. 

Según Porta, en la referida reunión mantenida 
con Herrera en noviembre de 2002, el magistrado 
al escribir aquellas palabras manifestó "el fútbol 
se lo damos a Mascardi". 

El acuerdo fue celebrado entre el club Ferroca- 
rril Oeste -representado por Fridman, Tosi y An- 
drada- y Gerenciar Sociedad del Fútbol S.A., el 
día 21 de marzo de 2003 (fs. 796/81 4 de la causa 
N s 74.845/03 -Anexo IV "Ferro"-) y la resolución 
suscripta por el magistrado acusado con la que lo 
homologa judicialmente es del día 7 de abril de 
2003 (fs. 523 de la causa N Q 74.845/03 -Anexo IV 
"Ferro"-). Es decir que el juez Herrera conocía 
cuatro meses antes que el gerenciamiento del fút- 
bol iba a recaer en la empresa de Mascardi. 

La actitud del juez ante las licitaciones surge 
también de lo asentado por la magistrada Marga- 
rita R. Braga, quien reemplazó a Herrera en el trá- 
mite de la quiebra, al señalar en la resolución de 
nulidad del contrato de gerenciamiento (fs. 87, 
expte. N s 048980, "Club Ferrocarril Oeste s/ quie- 
bra s/ incidente de nulidad"), una serie de falen- 
cias relacionadas con la forma en que se llevó a 
cabo el proceso licitatorio de otorgamiento. Dijo la 
magistrada: "Liminarmente, cabe advertir la falta 
de transparencia del proceso licitatorio emprendi- 
do, visto que de la lectura íntegra de los elemen- 
tos aportados a la causa principal no obra el plie- 
go de condiciones de la licitación que fuera apro- 
bado para el llamamiento dispuesto, exterioriza- 
ción necesaria para el debido conocimiento de los 
interesados; ni tampoco su aprobación judicial. 
Tampoco se advierte como se gestó el anexo al 
contrato de gerenciamiento -fs. 1 .077 de los au- 
tos principales-, y se aprecia la insuficiente publi- 
cidad dando a conocer ese llamado -ver fs. 399 
de los autos principales-". 

26 9 ) Que después de todo lo referido corres- 
ponde examinar si la conducta del doctor Rodolfo 
Antonio Herrera se subsume en la causal consti- 
tucional de mal desempeño sustentada durante 
el proceso por la acusación. A ese fin es conve- 
niente recordar los postulados que este Jurado 
de Enjuiciamiento estableció al dictar sentencia 
en la causa N B 2 "Dr. Brusa, Víctor Hermes s/ Pe- 
dido de Enjuiciamiento". 



Se afirmó en ese pronunciamiento que la ina- 
movilidad de los jueces asegurada por el artículo 
110 de la Constitución Nacional, cede ante los 
supuestos de mal desempeño o delito en el ejer- 
cicio de sus funciones o crímenes comunes, dado 
que resulta esencial en un sistema republicano el 
debido resguardo de los intereses públicos y pri- 
vados confiados a la custodia de los jueces y el 
prestigio de las instituciones, evitándose el me- 
noscabo que pueden sufrir por abuso o incumpli- 
miento de los deberes del cargo. La garantía de 
inamovilidad de los magistrados judiciales, presu- 
puesto necesario de la independencia e imparcia- 
lidad en la función de administrar justicia, exige 
que aquellos no se vean expuestos al riesgo de 
ser enjuiciados sino por causas realmente graves, 
que impliquen serio desmedro de su conducta o 
de su idoneidad en el cargo. 

27 9 ) Que en el mencionado caso se estableció, 
a su vez, que la expresión "mal desempeño" reve- 
laba el designio constitucional de otorgar al órga- 
no juzgador la apreciación razonable y conveniente 
de las circunstancias que pueden caracterizar di- 
cha conducta y que la causal, según Carlos Sán- 
chez Viamonte, era "cualquier irregularidad de 
cualquier naturaleza que sea, si afecta gravemente 
el desempeño de la funciones aún en los casos 
de enfermedad o incapacidad sobreviniente, aun- 
que no aparezca la responsabilidad, falta o culpa 
intencional". Para este autor, "mal desempeño" 
comprende incluso los actos en que no intervie- 
nen ni la voluntad ni la intención del funcionario 
(SÁNCHEZ VIAMONTE, "Manual de Derecho 
Constitucional", Ed. Kapelusz, 1958, pág. 280). 

Cuando la causal resultó incorporada en la re- 
forma constitucional de 1860, el informe de la 
Comisión Examinadora de la Constitución Fede- 
ral -integrada por José Mármol, Bartolomé Mitre, 
Antonio Cruz Obligado, Domingo Faustino Sar- 
miento y Dalmacio Vélez Sársfield y designada de 
acuerdo a lo acordado en el Pacto de San José 
de Flores- estableció que "pueden los actos de un 
funcionario no ajustarse al vocabulario de las le- 
yes penales vigentes, no ser delitos o crímenes 
calificados por la ley común, pero sí constituir 'mal 
desempeño' porque perjudiquen al servicio públi- 
co, deshonren al país o la investidura pública, im- 
pidan el ejercicio de los derechos y garantías de 
la Constitución" ("Reforma Constitucional de 1 860. 
Textos y Documentos", Universidad Nacional de 
La Plata, 1 961 , pág. 1 2), en cuyo caso bastan para 
promover el enjuiciamiento. 

En el juicio político a ministros de la Corte Su- 
prema de 1 947, el doctor Roberto Repetto, al pre- 
sentar su defensa, expresó que "mal desempeño" 
significa cabalmente "mala conducta", toda vez que 
la Constitución asegura la inamovilidad de los mis- 
mos mientras dure su buena conducta, es decir 
mientras el magistrado gobierne su vida con la 
dignidad inherente a la investidura. "Mala conduc- 
ta" significa una grave falta moral demostrativa de 
carencia de principios y de sentido moral, o la 
ausencia de esa integridad de espíritu, impres- 
cindible para que un funcionario pueda merecer 
la confianza pública (Diario de Sesiones del Ho- 
norable Senado Constituido en Tribunal, 24 y 30 
de abril de 1947). 

Cabe recordar, a su vez, que la expresión mal 
desempeño "tiene una latitud considerable y per- 
mite un juicio discrecional amplio pues se trata de 
una falta de idoneidad, no sólo profesional o téc- 
nica, sino también moral, como la ineptitud, la in- 
solvencia moral, todo lo que determina un daño a 
la función, o sea a la gestión de los intereses ge- 
nerales de la Nación. La función pública, su efica- 
cia, su decoro, su autoridad integral es lo esen- 
cial; ante ella cede toda consideración personal" 
(RAFAEL BIELSA; Derecho Constitucional; edito- 
rial Depalma, Buenos Aires, 1954; pág. 483/4, ci- 
tado en causa N Q 7 "Doctora Mirta Carmen Torres 
Nieto s/pedido de enjuiciamiento", considerando 
23 B ). 

28 9 ) Que en definitiva la causal constitucional 
de mal desempeño abarca desde la incapacidad 
propia del enfermo hasta el proceder rayano en el 
delito, y la imputación debe fundarse en hechos 
graves e inequívocos o en la existencia de pre- 
sunciones serias que autoricen razonablemente 
a poner en duda la rectitud de conducta y la capa- 
cidad del juez para el normal desempeño de su 
función (CS, Fallos 266:31 5; 267:1 71 ; 268:438) y 
en tanto de las actuaciones surja una situación 
que exceda las posibilidades en materia discipli- 
naria (CS Fallos 286:282), debido a que se trata 
de faltas de gravedad extrema (CS Fallos 277:52; 
278:360). 

El juez no sólo está llamado a decidir las varia- 
das y complejas controversias que se le presen- 



tan cotidianamente, sino que debe hacerlo desde 
un marco ético personal que respete las delica- 
das responsabilidades que el ejercicio de la ma- 
gistratura supone. "Existen tensiones entre los 
hechos concretos de cada caso y la respuesta 
adecuada; entre decidir dentro de las constancias 
de la causa y fuera de ellas; entre la justicia y la 
compasión; entre el alcance del resultado de la 
sentencia y el alcance de gestiones o acuerdos 
de partes equitativos. Las relaciones tensas pro- 
vienen de la escala de valores a los cuales los 
jueces responden. Su respuesta es ética, y será 
determinada por el punto de vista que éstos ten- 
gan de su función." (NOONAN, John T Jr. y otro. 
"The Responsible Judge - Readings in Judicial 
Ethics", pág. XV, traducción propia). 

El enjuiciamiento de los magistrados asegura 
el examen de la conducta y el alejamiento de los 
que no son dignos. Ese examen no ignora la natu- 
raleza humana, las dificultades de la función ju- 
risdiccional y la opinabilidad de la aplicación del 
derecho. Sólo busca determinar si hay incompati- 
bilidad entre un determinado juez y la justicia, si 
son excusables sus fallas, si hay ruptura entre su 
personalidad y la dignidad del servicio. Esa digni- 
dad, por otra parte, no es un decoro formal de 
ritos vacíos o de alejamiento, sino el sustento moral 
de la capacidad, la independencia y la disponibili- 
dad del juez para la solución equitativa de los con- 
flictos (Tribunal de Enjuiciamiento para Magistra- 
dos Nacionales, "Dr. Leopoldo J. Russo", 15 de 
abril de 1981, considerando 1 B , en Fallos 303: 
21 08, citado en causa N Q 1 0, voto de los doctores 
Augusto César Belluscio y Sergio Adrián Gallia). 

29 9 ) Que la conducta del juez acusado eviden- 
cia que no ha resguardado debidamente los inte- 
reses públicos y privados confiados a la custodia 
de los magistrados y el prestigio de las institucio- 
nes, esenciales en un sistema republicano que es 
necesario proteger del menoscabo que puede 
sufrir por abuso o incumplimiento de los deberes 
del cargo por parte de los funcionarios públicos 
llamados a juzgar. 

La causa por la que se decide la destitución del 
doctor Herrera resulta realmente grave e implica 
un serio desmedro de su idoneidad para continuar 
en el cargo en el que fue nombrado, en tanto evi- 
dencia en su conducta designios ajenos al recto 
ejercicio de la función jurisdiccional. Ello represen- 
ta una grave falta ética demostrativa de la pérdida 
de sus aptitudes morales, imprescindibles para que 
un magistrado pueda seguir mereciendo la con- 
fianza pública, configurando la causal constitucio- 
nal de mal desempeño (artículo 53 de la Constitu- 
ción Nacional). 

INCREMENTO PATRIMONIAL Y OMISIÓN 
DE DENUNCIAR BIENES 

30 9 ) Que se le imputa al doctor Rodolfo Antonio 
Herrera inidoneidad funcional por falta de trans- 
parencia en las manifestaciones relacionadas con 
su patrimonio e inobservancia de una conducta 
irreprochable por la mendacidad en sus declara- 
ciones juradas, actividad que la acusación consi- 
dera configurativa de la causal constitucional de 
mala conducta en el contexto del lato concepto de 
mal desempeño en sus funciones. 

Ello, por no haber podido obtener su patrimonio 
sobre la base de los ingresos genuinos denuncia- 
dos por su condición de juez ni poder mantenerlo 
a través de los que ha denunciado y, por otro lado, 
haber omitido en las declaraciones juradas denun- 
ciar las rentas de sus bienes ubicados en el ex- 
tranjero y sus ahorros en dinero efectivo. 

31 9 ) Que el peritaje contable puede ser consi- 
derado como la prueba más relevante con rela- 
ción a la imputación que la acusación efectuó al 
doctor Herrera. Más allá de presentar omisiones 
e incorporar un sistema de obtención de saldos 
cuestionable, es posible utilizarlo como punto de 
partida para dilucidar si el cargo que pesa sobre 
el magistrado acusado ha sido acreditado por la 
acusación. 

Es que "los expertos formulan una opinión téc- 
nica sobre las cuestiones que se les someten y 
sus conclusiones constituyen simples opiniones 
sujetas a discusión" (GORPHE, Francois, "La Apre- 
ciación Judicial de las Pruebas", Ed. La Ley, Bue- 
nos Aires, 1967, pág. 162). 

Se advierte que la simple suma de los montos 
no incluidos en el informe pericial arroja un resulta- 
do que solo podría contrastarse con el saldo positi- 
vo (cercano a los $ 700.000) obtenido como dife- 
rencia entre ingresos y egresos del juez Herrera y 
la señora Monasterio, cantidad ésta que ha surgi- 
do de un discutido procedimiento contable. 



32 9 ) Que, a su vez, no es posible incluir como 
egresos del juez Herrera y la señora Monasterio 
los gastos para el mantenimiento de la propiedad 
ubicada en la República Oriental del Uruguay y 
aquellos relacionados con el servicio doméstico, 
por no contarse con la debida documentación, más 
allá de las referencias que el propio magistrado 
efectuó con relación a ellos -fs. 353 y 357-. El pe- 
rito Feldman lo refirió de la siguiente manera: "Pero 
es imposible. ..donde no hubo documentación fe- 
haciente nosotros no podemos ni presuponer ni 
estimar gastos más allá de lo que ha sido expre- 
sado en este informe" (versión estenográfica - 
págs. 11 4/1 15- audiencia 10/2/05 M.). 

En cuanto a los recibos extendidos por los ho- 
norarios percibidos por el doctor Herrera antes de 
su nombramiento como magistrado, el reconoci- 
miento de autenticidad efectuado por sus otorgan- 
tes les confiere sustento probatorio; no habiéndo- 
los contrarrestado la acusación con otros elemen- 
tos. 

El señor Villagra, de la empresa REV CONS- 
TRUCCIONES, informó que las fotocopias del re- 
cibo 0002-00000052 y del certificado concorda- 
ban con los originales obrantes en su poder 
(fs. 300 del cuaderno de prueba de la acusación), 
mientras que Mario Gozzano adjuntó copia del 
expediente administrativo radicado en el Ministe- 
rio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de 
Catamarca para detallar que tales actuaciones 
evidenciaban la causa o fuente de la obligación 
que fue cancelada con el pago de los referidos 
honorarios profesionales (fs. 264 del cuaderno de 
prueba de la acusación). 

Desde la empresa COVIUR S.A. se consignó 
que el trámite del pago efectuado a Herrera fue 
gestionado mediante expedientes N Q 1712/80, 
2015/81 y 1480/82 del Instituto Provincial de la 
Vivienda de Catamarca y causa "Coviur S.A. 
c/Instituto Provincial de la Vivienda" y que los re- 
cursos para afrontar dichos pagos habían sido 
aportados por la Secretaría de Vivienda y Calidad 
Ambiental de la Nación mediante resolución 
1 45/92 y orden de pago 261 6/92 (fs. 1 84 del cua- 
derno de prueba de la acusación). 

Representantes de la empresa INVIALCO in- 
formaron que los pagos se encontraban registra- 
dos en Libro Diario General N Q 1 , rubricado en 
fecha 21/5/93 mediante expediente N 5 686/92 en 
el Registro Público de Comercio de Tucumán, con 
expresa indicación del asiento y folio de cada uno 
de ellos (fs. 179 del cuaderno de prueba de la 
acusación). 

Es necesario puntualizar asimismo que los pe- 
ritos incluyeron incorrectamente la cantidad rela- 
cionada con la adquisición del inmueble de la ca- 
lle Sinclair 3151 -piso4 Q UF10-. 

33 9 ) Que ante lo señalado y ponderando las 
demás pruebas incorporadas al expediente, se 
observa que no se ha determinado de modo pre- 
ciso cuál ha sido el incremento patrimonial atri- 
buible legítimamente al doctor Herrera y que la 
documentación probatoria, particularmente acer- 
ca de los egresos, ha sido insuficiente. 

Finalmente, en relación con los bienes que se 
registran a nombre de María Elena Herrera y su 
esposo Gustavo Andrés Dechert, aun cuando pue- 
da dudarse de la capacidad económica de éstos, 
no resulta prudente formular juicios asertivos so- 
bre hechos que involucran a terceros ajenos a este 
proceso de remoción. Es por ello que no corres- 
ponde incluir tales bienes en el patrimonio del juez 
enjuiciado. 

Esta cadena de incertidumbres, más allá de que 
la suma de los montos omitidos no supera la ob- 
tenida por los peritos, impide al Jurado determi- 
nar si el aumento habido en el patrimonio del doc- 
tor Herrera efectivamente no pudo obtenerse con 
los ingresos legítimamente percibidos. 

Ello significa que la acusación no ha logrado 
probar en este juicio de remoción que el incre- 
mento patrimonial haya sido injustificado y, en su 
caso, de qué modo ello se traduce en causal de 
mal desempeño de sus funciones. No basta sos- 
tener que el mal desempeño es la sospecha de la 
comisión de delito. 

Ante lo señalado, se concluye que el cargo en 
estudio no se ha acreditado. 

34 9 ) Que con relación a la omisión en la que 
habría incurrido el magistrado acusado por no 
declarar las rentas de sus bienes ubicados en el 
extranjero y sus ahorros en dinero efectivo, cabe 
efectuar las siguientes consideraciones. 
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No resulta suficiente para su acreditación la sola 
y exclusiva manifestación que realizó el magistra- 
do enjuiciado en la Comisión de Acusación del 
Consejo de la Magistratura cuando declaró a te- 
nor del art. 9 de su reglamento, toda vez que sus 
dichos no han sido sustentados en el presente 
proceso con otras pruebas. 

Es necesario recordar a su vez, que en ese acto 
el magistrado acusado dijo con relación a la casa 
ubicada en la República Oriental del Uruguay - 
único bien en el extranjero- que "...cuando no la 
utilizamos, a fines de diciembre, a veces la utili- 
zan otros que una inmobiliaria se encarga de con- 
tratar 10 días, 5 días o en febrero 10 días o 15 
días" (fs. 352) y, si bien fue preguntado por las 
rentas que recibía por la locación de ese inmue- 
ble, la cantidad exacta no fue indicada, y ella, por 
otra parte, tampoco surge de ninguna de las prue- 
bas incorporadas al expediente. 

Así, la acusación no ha detallado de manera 
precisa cuáles son exactamente las rentas que el 
doctor Herrera ha omitido incluir en sus declara- 
ciones juradas patrimoniales, sin que se haya in- 
dividualizado cantidad alguna en razón de la au- 
sencia de prueba que acredite tal extremo y más 
allá de que los bienes ubicados en la República 
Oriental del Uruguay se encuentran registrados a 
nombre de Miriam Azucena Del Valle Monasterio 
-ver escrituras de fs. 1 997/2004 y fs. 2005/2007-. 

En cuanto a la omisión de declarar sus ahorros 
en efectivo, cabe referir que tampoco se ha indivi- 
dualizado en el escrito acusatorio el monto exac- 
to que permita establecer a este jurado, con inter- 
vención de especialistas en la materia o sin ella, 
su inclusión en las declaraciones juradas que debe 
presentar el doctor Rodolfo Antonio Herrera por 
su condición de magistrado de la Nación. 

Los peritos fueron suficientemente claros en 
cuanto a que los saldos positivos en orden a los 
setecientos mil pesos no podían considerarse 
como ahorro del juez Herrera y la señora Monas- 
terio toda vez que "...servirían un poco no sólo 
para los primeros cuatro años, como dijo el conta- 
dor Feldman, sino también que cubrirían -de ser 
así- todos los baches consumidos a lo largo de 
todo el proceso, que es la documentación que 
posiblemente no tenemos o no podemos contar o 
la que no hay en el expediente"; ". . .si esos 600 mil 
pesos existen o no existen en el patrimonio del 
imputado, el doctor Herrera, evidentemente ten- 
drían que haber sido consumidos a lo largo de 
todo el período de análisis de nuestra pericia." (de- 
claración de García López, versión estenográfica 
-pág. 85- audiencia 10/2/05 M.). 

El perito Feldman al respecto también señaló 
que "...podemos pensar que hay de los 600 mil 
pesos, alrededor de 200 mil pesos que segura- 
mente deben haber sido consumido... el resto, o 
sea los otros 400 mil pesos que nos estaría que- 
dando del total de 600 mil que figuran como saldo 
final, es evidente que pudieron, sin duda, haberse 
consumido", con lo que no es posible afirmar que 
ese dinero hubiera sido ahorrado por el doctor 
Herrera (versión estenográfica -pág. 82- audien- 
cia 10/02/05 M.).Y especificó genéricamente que 
"...es imposible pensar que alguien gaste cero 
pesos y pueda ahorrar todos sus ingresos. Es 
absolutamente imposible." (Versión estenográfica 
-pág. 141- audiencia 10/2/05). 

En fin, es evidente que la imputación efectuada 
por la acusación al doctor Herrera de haber omiti- 
do declarar las rentas de los bienes ubicados en 
el extranjero y sus ahorros en dinero efectivo no 
se ha acreditado, sin perjuicio de que tal como 
está vagamente formulada podría ser desechada 
liminarmente como cargo. 

35 5 ) Que al alegar la acusación cuestiona al juez 
Herrera por haber asimismo omitido denunciar en 
las declaraciones juradas "la casa en Uruguay .. .ha 
falseado el valor de la propiedad en Uruguay y 
que ha omitido abonar impuesto sobre bienes 
personales y sobre las ganancias que alega ha- 
ber recibido por fuera de su actividad como ma- 
gistrado". 

Las mencionadas imputaciones no pueden ser 
consideradas, al haber sido introducidas en oca- 
sión del informe final, lo que impide que este Ju- 
rado formule cualquier consideración al respecto, 
pues ello conculcaría el debido proceso legal. Es 
que el deber de los jurados de enjuiciamiento, 
cualesquiera que sean las peticiones de la acusa- 
ción y de la defensa, consiste en precisar las con- 
ductas que juzgan, con plena libertad y exclusiva 
subordinación a la ley, sin más limitación que la 
de restringir el pronunciamiento a los hechos por 
los que el magistrado fue acusado (en la oportu- 



nidad prevista en los arts. 26, inc. 2 Q , ley 24.937 y 
1, 14 y 15 del R.P.J.E.M.N.), los que delimitan el 
objeto procesal sometido a consideración del Ju- 
rado. 

O.S.P.L.A.D. 

36 9 ) Que el doctor Herrera ha sido también acu- 
sado de haber señalado la audiencia para el sor- 
teo de síndicos en el concurso O.S.P.L.A.D en un 
horario que no correspondía al establecido para 
el Juzgado Nacional en lo Comercial N 5 3 en la 
reglamentación de la Cámara de Apelaciones y 
haberla realizado media hora antes de la indicada 
en el expediente, circunstancia esta última que 
indicaría falta de transparencia (Resolución 
373/04). 

A fin de resolver si el magistrado actuó ilegíti- 
mamente en el hecho reseñado, cabe consignar 
las normas aplicables al caso y los hechos rele- 
vantes. 

El art. 253 de la ley 24.522 -Concursos y Quie- 
bras- establece que: "La designación del síndico 

se realiza según el siguiente procedimiento: 4. 

Las designaciones a realizar dentro de los cuatro 
(4) años referidos se efectúan por el juez, por sor- 
teo, computándose separadamente los concursos 
preventivos y las quiebras; 5. El sorteo será públi- 
co y se hará entre los integrantes de una de las 
listas, de acuerdo a la complejidad y magnitud del 
concurso de que se trate, clasificando los proce- 
sos en A y B. La decisión la adopta el juez en el 
auto de apertura del concurso o declaración de 
quiebra. La decisión es inapelable.". 

El art. 12 bis del Reglamento de la Justicia Co- 
mercial dispone en su inciso a): "La designación de 
audiencia para el sorteo de síndicos establecida 
por el inc. 2 del art. 14 y por el inc. 1 1 del art. 88 de 
la ley 24.522 se anunciará con veinticuatro horas 
de anticipación, por avisos que se fijarán en las 
carteleras del juzgado. A tales efectos la Presiden- 
cia del Tribunal procederá a designar los días y 
horas en que cada juzgado deberá practicar los 
sorteos. Se dejará constancia de ese aviso y del 
resultado del sorteo en el expediente y en un regis- 
tro especial que se llevará para tales efectos...". 

El 1 Q de enero de 2003 comenzó a regir en la 
justicia comercial de la Capital un nuevo crono- 
grama para los sorteos de síndicos y martilieros 
en concursos, correspondiendo los martes y jue- 
ves a las 9.30 al Juzgado Comercial N Q 3 a cargo 
del doctor Herrera (resolución de la presidencia 
de la Cámara del 1 6/1 2/2002). 

En relación con los hechos que sirven de ante- 
cedente a fin de establecer si el cargo imputado al 
doctor Herrera configura la causal de mal desem- 
peño (art. 53 de la Constitución Nacional), corres- 
ponde ponderar lo siguiente: 

El 25 de noviembre de 2003 el doctor Herrera 
fijó la audiencia del 2 de diciembre de 2003 a las 

10 para el sorteo de síndicos. Libró oficio a la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial comuni- 
cando que el sorteo tendría lugar el día mencio- 
nado a las 9.30 hs. Asimismo, en la cartelera del 
Juzgado se indicó que el sorteo se realizaría a las 
9.30 hs. 

En el acta redactada manualmente, extendida 
en el f s 44 del libro de sorteos de síndicos del Juz- 
gado Nacional Comercial N s 3 correspondiente al 
año 2003 -la copia certificada fue agregada como 
prueba por la acusación (anexo 9)- quedó consig- 
nado que el 2 de diciembre a las 9.30 se realizó el 
sorteo correspondiente al concurso preventivo de 
O.S.P.L.A.D., iniciado por auto del Juzgado de fe- 
cha 25 de noviembre de 2003. Tal como se indicó 
en dicho acto, la hora del sorteo había sido pre- 
vista a las 10. El acta fue firmada por el doctor 
Herrera y el secretario privado Diego Ricardo Ruiz. 

El 10 de diciembre de 2003 los síndicos Cristi- 
na Canapeti y Horacio Llovera, integrantes del 
estudio "CANAPETI LLOVERA, Contadores Pú- 
blicos", plantearon la nulidad absoluta del acto de 
sorteo en el que habían resultado favorecidos los 
otros dos estudios de sindicatura, los cuales, jun- 
tamente con aquéllos, se hallaban en condicio- 
nes de ser sorteados. 

Previamente, el 5 de diciembre de 2004 a las 

1 1 los síndicos referidos -acompañados por su 
letrado patrocinante, el doctor Faricelli- solicita- 
ron al juez una audiencia. Fueron recibidos por 
éste y le requirieron su inclusión como síndicos 
verificantes, petición que les fue rechazada (De- 
claración de Héctor Gabín -págs. 1 3/1 4- Humberto 
Luis Faricelli -pág. 39- y María José Herrera - 
págs. 27/28- versión estenográfica del 14/12/04). 



Cabe aclarar que el abogado patrocinante del 
estudio que planteó la nulidad, Humberto Farice- 
lli, por lo menos hasta la fecha del sorteo también 
patrocinaba a la sindicatura GABIN SCHMIDKE y 
Asoc, una de las favorecidas en el sorteo. 

Asimismo, los contadores Canapeti y Llovera 
alegan que fueron anoticiados que el sorteo sería 
a las 10 del 2 de diciembre de 2003, que fueron a 
presenciar el acto a esa hora, el cual ya se había 
llevado a cabo sin cumplir con los recaudos de 
publicidad. 

De la nulidad se corrió traslado a la sindicatura 
GABIN SCHMIDKE y Asoc, al estudio Susana 
Prisant, ambos estudios adjudicatarios del 2 de 
diciembre. Dicho planteo fue rechazado y poste- 
riormente apelado, concediéndose el recurso que 
finalmente fue declarado desierto. 

Además de la nulidad mencionada, deducida en 
primera instancia, los síndicos plantearon la nuli- 
dad ante la Cámara Nacional de Apelaciones en 
lo Comercial el 1 1 de diciembre, alegando que el 
mismo día habían hecho lo mismo ante el juez de 
primera instancia, cuando en realidad lo habían 
hecho el día anterior. 

El Presidente de la Cámara comunicó al Con- 
sejo de la Magistratura y corrió vista al fiscal, quien 
a su vez comunicó a aquél el acontecer de nue- 
vos sucesos, produjo su dictamen y finalmente el 
22 de diciembre la Cámara resolvió declarar la 
nulidad del sorteo. 

37 9 ) Que de los hechos y consideraciones pre- 
cedentemente efectuadas, de la ponderación del 
plexo probatorio, y a fin de establecer si el accio- 
nar del magistrado configura la causal de mal des- 
empeño y mala conducta (arts. 53 y 110 de la 
Constitución Nacional) resulta relevante lo mani- 
festado por el doctor Herrera cuando, al rechazar 
el 15 de diciembre de 2003 la nulidad deducida 
por los contadores Canapeti y Llovera -después 
revocada por la Cámara- reconoce un "desafortu- 
nado error materia? en el horario fijado para el 
sorteo (fs. 29/32 Anexo 4- O.S.P.L.A.D.). 

En iguales términos se refiere en su declaración 
prestada ante la Comisión de Acusación del Con- 
sejo de la Magistratura el día 31 de mayo de 2004 
(versión estenográfica) cuando dice:" ... Reconoz- 
co que en el acta de apertura del concurso pre- 
ventivo de OSPLAD -reconozco expresamente- 
se designó audiencia para el día 02 de diciembre 
a las 10, por un error material de vieja data en el 
formato de la computadora, reconozco ...Es de- 
cir, es cierto que hubo un error material. Yo no 
lo discuto. Pero un error material que a nadie 
perjudica y que, como vamos a ver, los síndicos 
no lo conocían. No lo podían conocer. Los sín- 
dicos se valen de ese error material luego de 
producido el sorteo para impugnarlo, porque 
ellos no saben". 

A su vez, resultan de significativa relevancia los 
dichos del contador Luis Eduardo Delpiano -pro- 
fesional representante del Consejo Profesional de 
Ciencias Económicas designado a fin de ejercer 
la veeduría en los sorteos de síndicos en los con- 
cursos en trámite en la justicia comercial- al se- 
ñalar que: "... llegué diez o quince minutos des- 
pués de practicado el sorteo . . . teniendo conoci- 
miento de que se iba a practicar a las nueve y 
media de la mañana . . . procedí a buscar al secre- 
tario privado, que lo encontré en una secretaría 
del juzgado, y me informó quien había resultado 
sorteado en la causa ... Les digo que no estuve 
presente porque, si bien había intentado llegar en 
el horario, que era 9.30, en ese momento en el 
edificio de la calle Callao se estaba arreglando, 
se estaba modificando el sistema de ascensores 
y funcionaba uno solo ...he tomado conocimien- 
to de los sorteos como consecuencia de que co- 
nocía perfectamente que se iba a realizar el sor- 
teo a las nueve y media, conforme a la importan- 
cia del sorteo" (págs. 81/83 de versión estenográ- 
fica del 14/12/04)"... desde el punto de vista de la 
veeduría el sorteo fue realizado en el horario y 
dentro de las personas que podían ser pasibles 
de someterse a sorteo, circunstancia por la que la 
veeduría no tiene hasta ese momento objeciones 
que plantear respecto del sorteo. Se está venti- 
lando una cuestión que es absolutamente ajena a 
la veeduría y que tiene que ver con un horario y 
con una supuesta transparencia del sorteo." 
(pág. 93 de versión estenográfica del 14/12/04). 
"... A los fines del sorteo no resulta irregular por- 
que, desde el punto de vista de la normalidad de 
los sorteos, hay muchas cosas que tienen que ver 
con una formalidad que no se cumple, especial- 
mente cuando está instrumentado a través de 
sellos, en donde efectivamente la conclusión de 
la audiencia del sorteo termina a lo mejor media 



hora después, o se practica media hora después, 
como consecuencia de que los funcionarios judi- 
ciales no se encuentran disponibles o están to- 
mando audiencia o los expedientes no se encuen- 
tran o hay algún inconveniente. Con lo cual, esta 
es una cuestión normal que hace a la forma y que 
de ninguna manera interpreto invalida el acto del 
sorteo, que es efectivamente practicado." 
(págs. 94/95 de versión estenográfica del 
1 4/1 2/04) "...yo que tengo alguna experiencia en 
este tema, sorteos que han sido designados a 
determinada hora normalmente no se hace a la 
hora determinada ... Se convocan a determinada 
hora, va un síndico, a lo mejor un síndico impugna 
al otro, si está en condiciones de que su bolilla 
integre el bolillero, y los minutos pasan, a veces 
se hacen rápido, pero a veces se demoran su tiem- 
po." (págs. 49/50 de versión estenográfica del 
14/12/04) "... Mi certificación pasa fundamental- 
mente para aclarar que el sorteo no se practicó a 
las 10 de la mañana, y si yo llegué 15 ó 10 minu- 
tos después y el sorteo estaba practicado, desde 
el punto de vista de la modalidad, costumbre y 
uso que yo vengo siguiendo en todos los juzgados 
jamás yo he encontrado -yo diría "jamás" con toda 
seguridad- que un sorteo se haya practicado antes 
del horario en que está fijado para ello. Es de públi- 
co y notorio que el horario del sorteo del Juzgado 
número 3 es a las 9 y media y, si yo concurro 15 
minutos después, certifico -no porque yo haya es- 
tado presente- que el horario de sorteo se practicó 
antes de las 10 de la mañana, que es lo que se 
estaba ventilando en esta causa, a eso va la certi- 
ficación." (pág. 96 de versión estenográfica del 
1 4/1 2/04) "... el sorteo se practicó con el resultado 
fijado." (pág. 97 de versión estenográfica del 
1 4/1 2/04) "... Estaba totalmente notificado de que 
el sorteo se iba a practicar a las 9,30 de la maña- 
na" (pág. 88 de versión estenográfica del 14/12/04). 

A su vez, el doctor Julián De Mendieta -letrado 
patrocinante representante de O.S.P.L.A.D.- de- 
clara que : "En el auto hay un error material, figura 
a las 1 0, 00 de la mañana . . . Porque para mi gusto 
lo que vale es lo que dice la cartelera del Juzgado 
...el auto va dirigido a la concursada y no a la 
sindicatura, con lo cual, lo que vale es la cartelera 
del Juzgado ...El medio de publicación idóneo 
para este tipo de cuestiones es la cartelera del 
Juzgado y no el auto de concurso preventivo". 
(conf. pág. 70 versión estenográfica del 14/12/04). 

En igual sentido, el doctor Claudio Zimerman 
-letrado patrocinante representante de 
O.S.P.L.A.D.- declara que: "Yo vi la tablilla del Juz- 
gado del día anterior que el sorteo iba a ser 9,30 
de la mañana" (págs. 76/77 de la versión esteno- 
gráfica del 14/12/04). 

38 9 ) Que a la luz de las pruebas allegadas a la 
presente causa, cabe concluir que los dichos del 
doctor Herrera -acerca de que hubo un error ma- 
terial- y las declaraciones testimoniales reseña- 
das ut-supra no fueron desvirtuados por el resto 
del material probatorio -especialmente por los di- 
chos de los contadores Canapeti y Llovera-, toda 
vez que surge indubitablemente que es público y 
notorio que el horario de sorteo fijado para el Juz- 
gado Comercial N s 3 es a las 9.30 los días martes 
y jueves, que el Juzgado cumplió con la publici- 
dad requerida por la reglamentación vigente, que 
las partes involucradas se hallaban notificadas de 
ello y que el hecho de haberse consignado en el 
auto de apertura del concurso de O.S.P.L.A.D. del 
25 de noviembre de 2003 la hora 1 para realizar 
el sorteo, se trató simplemente de un error mate- 
rial. Ello, en concordancia con lo dispuesto por el 
art. 253 de la ley 24.522 -Concursos y Quiebras-, 
art. 12 bis del Reglamento de la Justicia Comer- 
cial y resolución de la Presidencia de la Cámara 
del fuero del 16/12/2002. 

En definitiva, ha quedado demostrado que la 
publicidad del acto y su hora reglamentaria sur- 
gen del marco legal referido, que se dio aviso en 
la cartelera del Juzgado y se comunicó fehacien- 
temente a la Cámara -aun cuando ello no era ne- 
cesario-, y que el veedor Delpiano y los integran- 
tes de los estudios de los contadores Prisant y 
Gabín conocían la hora reglamentaria. 

Si bien es cierto que en el auto de apertura del 
concurso se consignaba otra hora y que el sello con 
la fórmula vieja del juzgado inserta en el acta del 2 
de diciembre marca la hora 10, a diferencia de la 
manual que consigna 9.30, ello hace al valor proce- 
sal del acto y no a la existencia y publicidad que tuvo 
el procedimiento, consignado en acta manual y fir- 
mado, como todos los de ese Juzgado, por el juez y 
su secretario privado, en el libro correspondiente 
cuyos asientos no han sido dubitados. 

En síntesis, ello no impidió a la sindicatura o al 
Consejo de Ciencias Económicas fiscalizar el acto. 
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La posibilidad de control de la sindicatura está 
dada en primer lugar por el conocimiento que tie- 
ne o debiera tener, de la fecha y hora señalados 
para realizar los sorteos en el Juzgado Comercial 
N Q 3, según asignación efectuada en el cronogra- 
ma elaborado por la Cámara del fuero -martes y 
jueves a las 9.30- y en segundo lugar a través de 
la comunicación por medio de publicación en la 
cartelera del Juzgado, dirigida también al público 
en general (art. 1 2 bis del Reglamento de la Justi- 
cia Comercial y resolución de la Presidencia de la 
Cámara del fuero 16/02/2002). 

39 9 ) Que por lo expuesto, cabe concluir que se 
trató simplemente de un mero error material en la 
consignación del horario del sorteo en el auto de 
apertura del concurso de OSPLAD. -del 25 de 
noviembre de 2003-, sin que pueda advertirse 
intencionalidad alguna en el obrar del magistrado 
Herrera en el sentido expuesto por la acusación 
de celebrar el sorteo en un horario diferente al 
previsto en la reglamentación vigente, horario cuya 
publicidad fue fehacientemente cumplida. 

Consecuentemente, no existe en el obrar del 
doctor Herrera conducta reprochable en los tér- 
minos de los arts. 53 y 110 de la Constitución 
Nacional no configurándose las causales de mal 
desempeño ni mala conducta, debiendo rechazar- 
se el cargo imputado por la acusación relaciona- 
do con el concurso O.S.P.L.A.D. 

Sin perjuicio de ello, y en relación al error mate- 
rial en el que el mismo juez Herrera reconoce ha- 
ber incurrido, es jurisprudencia reiterada de este 
Jurado y de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación que: "El posible error de las resoluciones 
cuestionadas en materia opinable, con prescin- 
dencia del juicio que pueda merecer lo decidido 
respecto de su acierto, no puede determinar el 
enjuiciamiento del magistrado, sin que a ello obs- 
te la circunstancia de que el tribunal de grado haya 
declarado las nulidades mencionadas por el de- 
nunciante" (C.S. Fallos 271 :175 y 323-JE-5 "Bus- 
tos Fierro" -30/3/2000-). Según el Alto Tribunal, 
cualquiera sea el acierto o el error de las resolu- 
ciones objetadas, ello deberá ser establecido den- 
tro de los cauces procedimentales y por el juego 
de los recursos que la ley suministra a los justicia- 
bles. En este orden de ideas, resulta impensable 
que la potestad política que supone el juzgamien- 
to de la conducta de los jueces esté habilitada para 
inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y 
formular juicios al respecto (Fallos: 300:1326 y, en 
forma concordante, Fallos: 277:52, 278:34, 
302:102,303:695). 

Asimismo sostuvo la Corte Suprema que "Lo 
inherente a las cuestiones procesales suscitadas 
en causas judiciales -como en el caso resulta la 
competencia del juez interviniente- es facultad 
propia de los magistrados que entienden en los 
respectivos procesos y los posibles errores o di- 
ferentes interpretaciones que sobre ella se hagan, 
encuentran remedio oportuno en los recursos pre- 
vistos en las normas adjetivas aplicables al caso. 
Siendo así, no resulta idónea para apoyar una 
solicitud de enjuiciamiento la acusación referente 
a que se habría configurado un desconocimiento 
o no aplicación de la legislación vigente por el 
hecho de mantener el juez denunciado su com- 
petencia ...Lo atinente a la aplicación e interpre- 
tación de normas jurídicas en un caso concreto 
es resorte exclusivo del juez de la causa sin per- 
juicio de los recursos que la ley procesal concede 
a las partes para subsanar errores o vicios en el 
procedimiento o para obtener reparación a los 
agravios que los pronunciamientos del magistra- 
do pudieran ocasionarles. No cabe pues, por la 
vía de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento 
de la plena libertad de deliberación y decisión de 
que deben gozar los jueces en los casos someti- 
dos a su conocimiento, ya que admitir tal proce- 
der significaría atentar contra el principio de inde- 
pendencia del Poder Judicial que es uno de los 
pilares básicos de nuestra organización constitu- 
cional (Fallos: 305:1 1 3). "En consecuencia, el pre- 
supuesto necesario de la función de juzgar resul- 
taría afectado si los jueces estuvieran expuestos 
al riesgo de ser removidos por el solo hecho de 
que las consideraciones vertidas en sus senten- 
cias puedan ser objetables, a excepción de que 
ellas constituyan delitos o traduzcan ineptitud 
moral o Intelectual' (C.S. Fallos: 274:415). 

"Los posibles errores o desaciertos de una re- 
solución judicial en materia opinable de ningún 
modo podrán constituir causal de enjuiciamiento 
del magistrado, toda vez que dicha situación en- 
cuentra remedio y es privativa de los respectivos 
tribunales superiores y/o de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación mediante las vías recursivas 
pertinentes" (Fallos 271:175, 301:1237, 285:191, 
277:223, entre muchos otros). Ello tiene su razón 



de ser en que el juicio político es político y no judi- 
cial; proceder de otro modo implicaría invadir la 
esfera divisoria de los poderes para entrar en la 
del Poder Judicial. En tal sentido, el Reglamento 
Interno de la Comisión de Juicio Político de la 
Cámara de Diputados de la Nación en su art. 1 1 , 
segunda parte establece que: "Las resoluciones 
judiciales que dictaren los magistrados, en los pro- 
cesos sometidos a su conocimiento, no pueden 
ser invocadas por los interesados para fundar un 
pedido de juicio político. Los agravios que ellas 
puedan causar deberán ser subsanados en las 
instancias procesales pertinentes de la justicia 
interviniente". 

"El Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de 
la Nación no es un tribunal de alzada, ni su fun- 
ción la de revisar las decisiones judiciales. Por ello, 
el error judicial no se encuentra en el ámbito de 
su juzgamiento. Para el Jurado esas cuestiones 
procesales encuentran remedio en los recursos 
previstos en las normas adjetivas.' (fallo "Muratu- 
re", rto. 29/9/03, publicado en Fallos: 326, T. 3). 

En concordancia con la doctrina y jurispruden- 
cia reseñada, la misión encomendada al Jurado 
de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación 
por la Constitución Nacional es decidir acerca de 
la permanencia en su cargo de un magistrado que 
ha sido acusado de acuerdo a las reglas y formas 
que la ley reglamentaria ha dispuesto y a ello debe 
reducirse su labor; lo demás es ajeno a este Tri- 
bunal, mas allá del concepto que las circunstan- 
cias precedentemente reseñadas merezcan a sus 
integrantes. En este orden de ideas, el error que 
se enrostra al magistrado es insuficiente para sus- 
tentar la acusación por mal desempeño deducida 
en este punto. 

EXABRUPTOS 

40 9 ) Que los cargos que la acusación formula 
al magistrado por los hechos que tuvieron lugar el 
23 de diciembre de 2003 en ocasión del nuevo 
sorteo de sindicaturas en el concurso de 
"O.S.P.L.A.D."; el 30 de diciembre de 2003 en el 
sorteo de síndicos en la causa "Auxi Therapia S.A." 
y el 2 de febrero de 2004 en la vereda del edificio 
de Callao 635 -sede de juzgados comerciales-, 
constituyen una irregularidad que podría dar lu- 
gar a una sanción disciplinaria pero no tienen en- 
tidad para configurar la causal de mal desempe- 
ño a que se refiere la Constitución Nacional. 

CONCLUSIONES 

VALORACIÓN DE LA CÁMARA OCULTA 

41 2 ) Que este Jurado en su actual composición 
considera, siguiendo la doctrina de la Corte Su- 
prema en el fallo "Brusa" (Fallos: 326:481 6) que si 
bien en el enjuiciamiento de los magistrados no 
se juzga la responsabilidad penal sino la política, 
las garantías constitucionales de la defensa en 
juicio y el debido proceso deben ser resguarda- 
das con el mismo rigor que en los procesos judi- 
ciales. 

Corresponde señalar que en las particulares 
circunstancias del proceso, el registro de la gra- 
bación y filmación de la conversación mantenida 
por un particular con el magistrado mediante una 
"cámara oculta", ha vulnerado las garantías cons- 
titucionales de la privacidad, la prohibición de la 
autoincriminación y la defensa en juicio. 

La garantía de la privacidad ha sido conculca- 
da no obstante que la primera reunión tuvo lugar 
en el despacho del juez. Por la sola circunstancia 
de que es el lugar en que el magistrado desarrolla 
su función pública, no puede derivarse que se tra- 
te -sin más- de un lugar público. Las oficinas asig- 
nadas como despacho de los magistrados consti- 
tuyen un lugar privado, toda vez que es allí donde 
desarrollan, en silencio y conciencia, la muchas 
veces solitaria tarea de decidir. 

No es una dependencia accesible a toda perso- 
na, sino que a él se ingresa en tanto se obtenga 
autorización del magistrado. Es éste asimismo el 
criterio de la Corte de Apelaciones de Bensancon 
de Francia (fallo del 5 de enero de 1978), al indi- 
car que constituye lugar privado el que no está 
abierto a nadie salvo autorización del que lo ocu- 
pa de modo permanente o temporario. Asimismo 
el Tribunal de Gran Instancia de París consideró 
que debe ser calificado de público el lugar accesi- 
ble a todos, sin autorización especial de nadie, ya 
sea que se trate de un acceso permanente o in- 
condicional o que esté subordinado a ciertas con- 
diciones. 

En definitiva, el juez Herrera no se despojó vo- 
luntariamente de su derecho a la privacidad, pues- 



to que el consentimiento que confirió para el in- 
greso en su despacho fue fruto del engaño sufri- 
do, y es por ello que la mencionada garantía ha 
sido conculcada. 

La garantía de la prohibición de la autoincrimi- 
nación ha sido también vulnerada en las particu- 
lares circunstancias de la causa. Ello debido a que 
ha existido una activa intervención del falso inver- 
sor que portaba la "cámara oculta" en el aporte de 
un relato incriminatorio, al recurrir al ardid de cam- 
biar su identidad y a la mentira acerca de la repre- 
sentación que invocaba. 

El falso empresario no es la víctima de un delito 
que necesita prueba de la conducta criminal de 
su interlocutor para llevarla a la autoridad judicial, 
sino un sujeto que decidió colaborar con una in- 
vestigación periodística optando por el anonimato 
a los efectos de asegurarse de que no sería cita- 
do ante los estrados judiciales. Es por ello que los 
dichos del juez acusado, que han sido grabados y 
filmados mediante la "cámara oculta" no pueden 
ser valorados, sin lesión de la garantía constitu- 
cional que prohibe declarar en contra de sí mis- 
mo. 

Asimismo la garantía de la defensa en juicio y 
el debido proceso han sido violados en el caso. 
Ello es así dado que el interlocutor que grabó y 
filmó la conversación cuestionada, no sólo ocultó 
su verdadera identidad y mintió sobre la repre- 
sentación que invocaba, exhibiendo un memorán- 
dum enviado vía fax desde Francia, sino que acor- 
dó con la producción de "Telenoche Investiga" que 
no se revelaría su identidad, con lo cual se asegu- 
ró de que no sería convocado al proceso. 

La imposibilidad de convocar a la persona que 
portaba la cámara oculta vulnera en el caso el 
debido proceso y la defensa en juicio del juez acu- 
sado al impedirle proponer los medios probato- 
rios pertinentes destinados a desvirtuar los pro- 
ducidos, y especialmente la posibilidad de inte- 
rrogar o hacer interrogar al testigo de cargo, pues 
ignora los datos que lo individualizan (arts. 18 de 
la Constitución Nacional; 14 inc. e) del Pacto In- 
ternacional de Derechos Civiles y Políticos; 8 inc. 
f) de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). 

Las disposiciones legales mencionadas acredi- 
tan el derecho que se reconoce a la persona so- 
metida a proceso de proponer los medios proba- 
torios pertinentes destinados a desvirtuar los pro- 
ducidos. Este derecho no puede ejercerse "res- 
pecto de la testimonial si aquél ignora por com- 
pleto los datos que individualizan, con la debida 
precisión a la persona que la prestó, impidiéndole 
a través del contrainterrogatorio, tomar conoci- 
miento de los diversos factores que gravitan en la 
credibilidad de la declaración, como son, entre 
otros, las aptitudes sensoriales del testigo, sus 
condiciones físicas y psíquicas, las circunstancias 
que rodearon la percepción del hecho o hechos, 
así como si el testigo tiene interés, por cualquier 
motivo, en la forma en que se resuelva la 
causa.. ."(LINO PALACIO, "El testigo de identidad 
reservada y las garantías constitucionales", Su- 
plemento de Jurisprudencia Penal y Procesal Pe- 
nal, LL, 27 de septiembre de 2004). 

En consecuencia, la "cámara oculta" debe ser 
excluida como prueba en este enjuiciamiento. 

PRUEBAS INDEPENDIENTES 

42 s ) Que excluida la valoración de la "cámara 
oculta" por conculcar garantías constitucionales, 
corresponde señalar que la transmisión de la ver- 
sión editada de dicha filmación el 3 de diciembre 
de 2003, es un hecho de la realidad que no puede 
ignorarse y equivale a una denuncia pública o a la 
noticia de posibles irregularidades, que dio origen 
a diversas investigaciones. 

El cargo de: "Haber mantenido un diálogo con 
el supuesto representante de inversionistas y un 
arquitecto que sirviera de contacto entre ambos, 
que evidencia una grave infracción a normas mo- 
rales por falta de escrúpulos y de principios éti- 
cos" ha sido acreditado. 

Cabe ponderar que no obstante que el juez 
Herrera resolvió aplicar el régimen especial de la 
ley 25.284 de Administración de las Entidades 
Deportivas con Dificultades Económicas, que pre- 
vé un procedimiento especial para este tipo de 
instituciones que se hallen en situación de falen- 
cia, confiriendo la administración a un órgano fi- 
duciario cuyas decisiones deben ser aprobadas o 
rechazadas por el juez; el doctor Herrera ejerció 
personalmente actos propios de aquél. Con ello 
demostró una falta de comprensión de la verda- 



dera misión de control del juez, al soslayar el de- 
ber ético y legal de permanecer como tercero ex- 
traño al litigio, a las pasiones y a los intereses que 
allí se contraponen. 

El magistrado acusado en el marco de una con- 
ducta que trasunta la violación de postulados éti- 
cos y morales que deben presidir toda actividad 
jurisdiccional, sumada a una actitud autoritaria y 
omnipotente con relación al club, mantuvo en su 
despacho oficial de Juez en lo Comercial una en- 
trevista que guardó las siguientes características: 

a) La reunión fue concertada por una persona 
que no cumplía ningún rol en el proceso abierto. 
Existiendo un órgano fiduciario y un comité ase- 
sor honorario en funciones, no se advierte que la 
sola calidad de socio de la institución le otorgara 
legitimación al arquitecto Etcheverry para interve- 
nir en temas propios de la quiebra. 

b) La entrevista se propone y se efectiviza para 
vincular al doctor Herrera, en su carácter de juez 
a cargo de la quiebra del Club Ferrocarril Oeste, 
con una persona que representaba a una consul- 
tora de Bahía Blanca. En su transcurso, ésta exhi- 
be un memorándum en papel de fax, escrito en 
francés, de un supuesto inversor de ese origen en 
el Río de la Plata. Es así que el juez se reunió 
-según su creencia- con el representante de capi- 
talistas extranjeros interesados en realizar nego- 
cios inmobiliarios en los terrenos del club. 

c) El temario de la entrevista versó sobre el des- 
tino de los bienes inmuebles de la fallida en un 
expediente en trámite ante el Juzgado del interlo- 
cutor, involucrando un proyecto a aplicar sobre los 
mismos. El proyecto, como ya se anticipó, versa- 
ba sobre estacionamientos y shopping a construir 
en los terrenos de ese club, así como a la confor- 
mación de nuevos espacios verdes forestados y 
la prolongación de calles adyacentes. 

d) En la reunión se habló también del modo en 
que se podían concretar judicialmente esas inver- 
siones, o sea por medio de licitaciones. 

e) La reunión se llevó a cabo sin la presencia 
de los miembros del órgano fiduciario, del comité 
asesor, o de representantes de los acreedores, 
sin que conste que alguno de ellos siquiera cono- 
ciese de su realización. Tampoco participó ningu- 
na de las secretarias del juzgado a su cargo, mien- 
tras que al secretario privado le fue ordenado que 
no ingresara en el despacho durante su transcur- 
so. 

f) De esas reuniones no existe constancia algu- 
na en el expediente de la quiebra. 

En definitiva, la entrevista se desarrolló fuera 
de todo cauce legítimo, lo que evidencia la falta 
de transparencia en el tratamiento de temas juris- 
diccionales y especialmente relacionados con li- 
citaciones. 

INCREMENTO PATRIMONIAL Y OMISIÓN 
DE DENUNCIAR BIENES. 

43 9 ) Que con relación a la imputación referente 
al incremento patrimonial y a la omisión de de- 
nunciar determinados bienes en las declaracio- 
nes juradas patrimoniales ante la Corte Suprema, 
corresponde señalar que el peritaje contable, más 
allá de presentar omisiones e incorporar un siste- 
ma de obtención de saldos cuestionables, puede 
ser utilizado como punto de partida para determi- 
nar si el cargo ha sido acreditado por la acusa- 
ción. 

Se advierte que la simple suma de los montos 
no incluidos en el informe pericial arroja un resul- 
tado que sólo podría contrastarse con el saldo 
positivo (cercano a los $ 700.000) obtenido como 
diferencia entre ingresos y egresos del juez He- 
rrera y de la señora Monasterio, cantidad ésta que 
ha surgido de un discutido procedimiento conta- 
ble. Además no es posible incluir como egresos 
del juez Herrera y de la señora Monasterio los 
gastos para el mantenimiento de la propiedad ubi- 
cada en la República Oriental del Uruguay y los 
relacionados con el servicio doméstico, debido a 
la ausencia de documentación. 

En cuanto a los recibos sobre honorarios per- 
cibidos, el reconocimiento de su autenticidad les 
confiere sustento probatorio. 

Con relación a los bienes que se registran a 
nombre de María Elena Herrera y su esposo Gus- 
tavo Andrés Dechert, aun cuando pueda dudarse 
de su capacidad económica, no resulta prudente 
formular juicios asertivos sobre hechos que invo- 
lucran a terceros ajenos a este proceso de remo- 
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ción. Es por ello que no corresponde incluir tales 
bienes en el patrimonio del juez enjuiciado. 

Teniendo en cuenta la insuficiencia de las prue- 
bas incorporadas al expediente, se concluye que 
no se ha determinado de modo preciso cuál ha 
sido el incremento patrimonial atribuible al doctor 
Herrera. 

Esta cadena de incertidumbres, más allá de que 
la suma de los montos omitidos no supera la ob- 
tenida por los peritos, impide al Jurado efectuar 
conclusiones respecto del aumento habido en el 
patrimonio del doctor Herrera, dado que las prue- 
bas reunidas no excluyen la posibilidad de que 
dicho aumento pudo obtenerse con los ingresos 
legítimamente percibidos, más aún si se tiene en 
cuenta que antes de ingresar a la magistratura el 
doctor Herrera ejercía la profesión de abogado. 

La imputación de no haber denunciado en las 
declaraciones juradas patrimoniales las rentas de 
sus bienes ubicados en el extranjero y los aho- 
rros de dinero en efectivo, no ha sido acreditada. 
Al respecto es de señalar que la acusación no ha 
precisado cuáles son las rentas y los ahorros 
omitidos en ellas. 

En lo atinente al reproche por haber omitido 
denunciar en las declaraciones juradas "la casa 
en Uruguay. . . ha falseado el valor de la propiedad 
en Uruguay y que ha omitido abonar impuesto 
sobre bienes personales y sobre las ganancias 
que alega haber recibido por fuera de su activi- 
dad como magistrado", cabe destacar que no pue- 
de ser considerado. Ello se debe a que ha sido 
introducido en ocasión del informe final, y su exa- 
men por este Jurado conculcaría el debido proce- 
so legal. 

El cargo referente a la obtención y mantenimien- 
to del patrimonio del doctor Herrera y la omisión 
de denunciar bienes no ha sido acreditado. 

O.S.P.L.A.D. 

44 9 ) Que la imputación formulada por la acusa- 
ción atinente a que el doctor Herrera habría fijado 
la audiencia para el sorteo de síndicos en el con- 
curso O.S.P.L.A.D., en un horario que no corres- 
pondía al establecido para el Juzgado Nacional 
en lo Comercial N B 3 en la reglamentación de la 
Cámara de Apelaciones del fuero y haberla reali- 
zado media hora antes de la indicada en el expe- 
diente, debe ser rechazada. Ello debido a que la 
prueba producida en el proceso no ha desvirtua- 
do la afirmación del magistrado de que se trató de 
un error material (véase la resolución del 15 de 
diciembre de 2003 en la cual el doctor Herrera 
rechaza la nulidad deducida por los contadores 
Canapeti y Llovera, reconociendo un "desafortu- 
nado error material" en el horario fijado para el 
sorteo (fs. 29/32 Anexo 4- O.S.P.L.A.D.) y los di- 
chos del juez al declarar en la Comisión de Acu- 
sación del Consejo de la Magistratura el 31 de 
mayo de 2004, al reconocer que existió un error al 
fijar la audiencia a las 10. 

Resulta de significativa relevancia la declara- 
ción del contador público nacional Luis Eduardo 
Delpiano -representante del Consejo Profesional 
de Ciencias Económicas designado para ejercer 
la veeduría en los sorteos de los síndicos en los 
concursos en trámite en la justicia comercial- al 
expresar que tenía conocimiento de que el sorteo 
se iba a practicar a las 9.30, que fue realizado en 
ese horario, que la veeduría no formuló objecio- 
nes respecto del aquél, que es de conocimiento 
de los síndicos que el horario del sorteo del Juz- 
gado en lo Comercial N Q 3 es a las 9.30, que el 
acto se practicó con el resultado fijado y que él 
estaba totalmente notificado de que se iba a rea- 
lizar a las 9.30 (versión estenográfica del 
14/12/2004 -págs. 81/83,93/96,49/50, 98 y 88-). 

En definitiva, la actuación del juez Herrera en el 
concurso de O.S.P.L.A.D. no constituye la causal 
de mal desempeño, al tratarse de un error mate- 
rial, circunstancia que no impidió a la sindicatura 
ni al Consejo de Ciencias Económicas, fiscalizar 
el acto. 

Es por ello que el cargo imputado por la acusa- 
ción relacionado con el concurso O.S.P.L.A.D, debe 
ser rechazado. 

EXABRUPTOS 

45 9 ) Que los cargos que la acusación formula 
al magistrado por los hechos que tuvieron lugar el 
23 de diciembre de 2003 en ocasión del nuevo 
sorteo de sindicaturas en el concurso de 
"O.S.P.L.A.D"; el 30 de diciembre de 2003 en el 
sorteo de síndicos en la causa "Auxi-Terapia S.A" 



y el 2 de febrero de 2004 en la vereda del edificio 
de Callao 635 -sede de juzgados comerciales-, 
constituyen una irregularidad que podría dar lu- 
gar a una sanción disciplinaria pero no tienen en- 
tidad para configurar la causal de mal desempe- 
ño a que se refiere la Constitución Nacional. 

CONSIDERACIONES FINALES. 

46 2 ) Que la conducta del juez acusado eviden- 
cia que no ha resguardado debidamente los inte- 
reses públicos y privados confiados a la custodia 
de los magistrados y el prestigio de las institucio- 
nes, esenciales en un sistema republicano que es 
necesario proteger del menoscabo que puede 
sufrir por abuso o incumplimiento de los deberes 
del cargo por parte de los funcionarios públicos. 

Si bien la destitución del doctor Rodolfo Anto- 
nio Herrera se decide por un solo hecho -la entre- 
vista que concedió como juez de la quiebra del 
"Club Ferrocarril Oeste"-, es lo suficientemente 
grave como para configurar la causal constitucio- 
nal de mal desempeño (art. 53 de la Constitución 
Nacional), dado que implica un serio desmedro 
de su idoneidad para continuar en la magistratu- 
ra, en tanto evidencia designios ajenos al recto 
ejercicio de la función jurisdiccional. Ello constitu- 
ye una grave falta ética demostrativa de la pérdi- 
da de sus aptitudes morales, imprescindibles para 
que un magistrado pueda seguir mereciendo la 
confianza pública. 

Por ello, corresponde remover al señor juez 
doctor Rodolfo Antonio Herrera, por haber incurri- 
do en la causal constitucional de mal desempeño, 
con costas. 

Augusto César Belluscio. — Manuel Justo Ba- 
ladran. — Sergio Adrián Gallia. — Ramiro D. Pu- 
yol. — Aidée Vázquez Villar. Ante mí: Silvina G. 
Gatucci. 

Los señores miembros del Jurado de Enjui- 
ciamiento de Magistrados de la Nación docto- 
res Jorge Alfredo Agúndez, Enrique Pedro Bas- 
la, Eduardo Alejandro Roca, y Guillermo Ernes- 
to Sagúes dicen: 

HECHOS VINCULADOS AL "CLUB FERRO- 
CARRIL OESTE". 

1 B ) Que el Consejo de la Magistratura, por re- 
soluciones n B 372/04 (expediente n s 360/03 y sus 
acumulados) y n Q 373/04 (expediente n Q 398/03 y 
sus acumulados) del 23 de septiembre de 2004, 
decidió acusar al doctor Rodolfo Antonio Herrera, 
titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Comercial n Q 3 de la Capital Federal, por las 
causales de mal desempeño en sus funciones y 
mala conducta (artículos 53, 1 1 0, y 1 1 4, inciso 5 5 , 
de la Constitución Nacional y 7, inciso 7-, de la ley 
24.937 -t. o. por decreto 81 6/99-). Por razones de 
conexidad, y a fin de evitar dispendios jurisdiccio- 
nales, se dispuso que los expedientes tramitaran 
en forma conjunta. 

En la citada resolución n Q 372/04 se le imputa 
al juez, en primer lugar, mal desempeño por ha- 
ber evidenciado "una grave infracción a normas 
morales por falta de escrúpulos y de principios 
éticos que seguramente han lesionado en forma 
severa la confiabilidad del magistrado", de acuer- 
do a las imágenes reproducidas en el programa 
televisivo denominado "Telenoche Investiga", emi- 
tido el 3 de diciembre de 2003 por el Canal 1 3 de 
esta ciudad. 

Sobre esa base se puntualiza que el diálogo que 
mantuviera el doctor Herrera con un presunto re- 
presentante de inversionistas, en el que el juez le 
refiere -y asegura- que obtendrá la adjudicación 
de una futura licitación pública en detrimento de 
otros posibles oferentes, revela "una conducta 
censurable sin que importe si a cambio de la mis- 
ma se hubiese o no pedido o sugerido una contra- 
prestación". Finalmente se sostiene que "toda vez 
que esa entrevista se mantuvo en el contexto de 
un expediente judicial, no cabe duda de que exis- 
tió mal desempeño por parte del juez". 

2 S ) Que en relación a la imputación descripta 
en su escrito de defensa el magistrado manifestó, 
en lo esencial, lo siguiente: 

a) Que el modo de obtención del material fílmi- 
co correspondiente al programa televisivo deno- 
minado "Telenoche Investiga", emitido el 3 de di- 
ciembre de 2003 por el Canal 13 de esta ciudad, 
resulta contrario a la Constitución Nacional. En ese 
sentido sostuvo que "la realización de una 'cáma- 
ra oculta' sin orden judicial previa de un juez com- 
petente, constituye una lesión al principio del de- 
bido proceso legal" y "una flagrante violación al 



derecho a la intimidad o privacidad y al derecho a 
la propia imagen". 

Subsidiariamente planteó que el material fílmi- 
co remitido por le empresa Artear S.A. no puede 
constituir una prueba válida en virtud de tratarse 
de "una mera copia adulterada" por presentar al- 
teraciones consistentes en maniobras de borrado 
de imágenes y sonido. 

b) Que la información brindada en el programa 
televisivo en relación al trámite del expediente 
"Club Ferrocarril Oeste s/ quiebra" se encontró 
"plagada de falsedades". Asimismo afirmó que "la 
idea que le fuera presentada en la entrevista re- 
producida parcialmente en la imágenes televisi- 
vas emitidas resultaba absolutamente inviable". 

3 S ) Que los hechos investigados en el respecti- 
vo Expediente, que motivaron el dictado de la 
Resolución N Q 372/04 tienen como base la cróni- 
ca recogida por el diario "Clarín" del día siguiente 
a la emisión del programa de televisión "Teleno- 
che Investiga", en la cual efectúa una síntesis del 
mismo, y sostiene que "...el magistrado, en cuyo 
juzgado tramita la quiebra del Club Ferro Carril 
Oeste junto con el arquitecto Etcheverry planea- 
ban construir en dicha institución. . . un shopping 
con una inversión de quince millones de dólares 
. . . mediante una licitación para obras de factibili- 
dad y comercialización hecha a medida del inver- 
sor. Los tres serían socios ...". En esa oportuni- 
dad, una persona no identificada simuló ser un 
empresario interesado en realizar inversiones y, 
previa reunión con el arquitecto Etcheverry, que 
actuó como nexo para las entrevistas con el juez 
Herrera, mantuvo reuniones con éste, las que fue- 
ron grabadas por una "cámara oculta" y reprodu- 
cidas públicamente por ese programa televisivo. 

4 B ) Es correcta la afirmación que hace la acu- 
sación en su alegato final cuando, al referirse a la 
entrevista filmada por la cámara oculta, dice "...lo 
que demuestra es el inicio de negociaciones en- 
tre el juez, con la presencia del arquitecto Etche- 
verry con una persona presentada como un su- 
puesto consultor, y en definitiva se conversa que 
se iba a arreglar en términos generales cuál iba a 
ser la propuesta para presentar en una licitación 
los plazos, cuánto, cómo iban a ser los detalles 
de esta licitación. . . ". 

5 S ) A partir de la emisión del programa referido, 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comer- 
cial de la Capital Federal, reunida en Acuerdo 
Extraordinario en virtud de la "inusitada gravedad 
de los hechos detallados que resulta del conteni- 
do"de las noticias difundidas por los dos medios 
periodísticos antes citados, por unanimidad de sus 
trece miembros presentes, a los que se sumó la 
fiscal subrogante, resolvió "...la inmediata sepa- 
ración del conocimiento de la causa identificada 
precedentemente, del señor Juez a cargo del Juz- 
gado 3, doctor Rodolfo A. Herrera", y la asigna- 
ción del expediente y de todos sus incidentes al 
juzgado cuyo sorteo en forma manual allí se dis- 
puso, además de la comunicación al Consejo de 
la Magistratura por el posible mal desempeño del 
cuestionado. 

6 5 ) Las distintas denuncias efectuadas en el fue- 
ro penal ante el Juzgado de Instrucción N Q 23 por 
Pablo García de la Torre y Otros y Alejandra Gils 
Carbó y ante el Juzgado de Instrucción N B 35, por 
la Comisión de Acusación del Consejo de la Ma- 
gistratura, con requerimiento de instrucción del fis- 
cal Carlos Velarde, recayeron finalmente en el 
Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción 
N s 1 0, por entonces a cargo del doctor Raúl Eduar- 
do Irigoyen, Secretaría N Q 130 del doctor Alejan- 
dro Rodolfo Cilleruelo, por ser el que previno al 
asignársele el 4 de diciembre de 2003 la causa 
iniciada por el señor Gerardo Esteban Pardo, que 
tramita bajo el N Q 74.845/03. 

7 Q ) Que, concretamente, la Acusación tiene 
como fuente principal la denuncia basada en las 
entrevistas mantenidas por el Juez, en su público 
despacho, con el supuesto representante de los 
inversionistas y el arquitecto Etcheverry, que sir- 
vió de contacto entre ambos, lo cual evidenciaría, 
a criterio de la Acusación, una grave infracción a 
normas morales por falta de escrúpulos y de prin- 
cipios éticos, que seguramente habrían lesionado 
en forma severa la confiabilidad del Magistrado 
ante una sociedad, cuyos integrantes debieron 
haber observado con estupefacción el programa 
televisivo que lo emitiera. La nota que agrava el 
accionar del juez es que esa entrevista se llevó a 
cabo en su público despacho, en el contexto de 
un expediente judicial a su cargo, con terceras 
personas ajenas al caso, lo que determina, sin 
duda alguna, la configuración del mal desempeño 
de parte del juez. 



8 B ) Dice la Acusación que el juez cuestionado 
es quien aparece en el programa "Telenoche In- 
vestiga", emitido por Canal 1 3 de Buenos Aires el 
3 de diciembre de 2003, con otra persona cuyo 
rostro no se ve pero que dice no ejercer su profe- 
sión de médico, a la que contribuyó con una in- 
vención redituable, y quien dijo pertenecer a una 
consultora y representar a inversores franceses, 
y con el arquitecto Etcheverry -como introductor 
del anterior con el cual habría tenido una o más 
reuniones previas-, conversando sobre el barrio 
de Caballito en general y sobre el estadio, las ins- 
talaciones y los terrenos del Club Ferro Carril 
Oeste Asociación Civil, cuyo concurso tramitaba 
ante su Juzgado y cuya quiebra había sido decre- 
tada. Se ha adjuntado a este proceso la desgra- 
bación de ese programa -que obra en el Anexo 2 
junto con los cassettes de la filmación- realizada 
por el Cuerpo de Taquígrafos del Consejo de la 
Magistratura. 

9 B ) La defensa, por su parte, al referirse al vi- 
deo, entre otras argumentaciones, dice "... Que el 
material fílmico aportado por Artear SA se halla- 
ba adulterado; Que el informe periodístico está 
plagado de falsedades "; Que ... a continuación del 
planteo nulificatorio efectuado, se dejó en claro 
que el único aspecto que se reconocía era la exis- 
tencia misma de la entrevista, pues sus circuns- 
tancias fueron deformadas por el trabajo de edi- 
ción llevado a cabo en forma temeraria al que fue- 
ron sometidas las filmaciones subrepticiamente 
obtenidas..." (sic. 1er párrafo, Pág. 9, escrito de 
defensa); para concluir que "... el material (video) 
ha sido alterado..." (sic. 3er párrafo, pagina 28, 
escrito de defensa) y que: "...el dictamen de la 
Comisión de Acusación se apoyaba en una prue- 
ba que no era original y que además se hallaba 
manifiestamente adulterada por la presencia de 
alteraciones consistentes en el borrado de imá- 
genes..." (sic, 4to. párrafo, Pág. 30, escrito de de- 
fensa). Desde ya que el argumento defensista de 
que el video ha sido alterado importa, ni más ni 
menos, que reconocer la existencia de ese video 
y de su contenido, aún en forma parcial. 

10) Que, antes de entrar en el análisis del car- 
go que se le formula al Dr. Herrera referido a la 
entrevista que mantuviera con terceras personas 
respecto de cuestiones vinculadas a una causa 
en trámite por ante su Juzgado y que fuera regis- 
trada fílmicamente sin su conocimiento, resulta 
necesario abordar los temas que el magistrado 
ha introducido como articulación fundamental de 
su defensa. La pretensión defensista se basa en 
el cuestionamiento de la validez de la cámara ocul- 
ta como medio de prueba para fundar un pronun- 
ciamiento adverso por conculcar garantías cons- 
titucionales y, en la necesidad de prescindir del 
material fílmico que contiene el registro de ima- 
gen y sonido de la entrevista al no haberse podi- 
do determinar su carácter de pieza original, y por 
haberse constatado que el contenido de las imá- 
genes de los videocasetes ha sido objeto de "ma- 
nipulaciones" . 

11) Que, en razón de ello la cuestión debe ser 
analizada en su doble aspecto: la validez de la 
prueba en cuanto a su forma de obtención, para 
luego avanzar sobre el valor que se le debe asig- 
nar al material fílmico obtenido, a la luz de los 
obstáculos técnicos que se han presentado en el 
caso. 

12) Que previo a entrar al tratamiento de las 
cuestiones antes referidas, es preciso enmarcar 
cuáles son los presupuestos tácticos que susten- 
tan este examen. 

El caso traído a estudio, se vincula con una in- 
vestigación periodística y no una investigación 
penal, iniciada por la Productora ARTEAR a ins- 
tancias de denuncias de personas cuya identidad 
no ha sido revelada y que se referían a la actua- 
ción de un Magistrado de la Nación, el Dr. Rodolfo 
Herrera con relación al expediente N 5 047902 "Fe- 
rrocarril Oeste s/ quiebra " en trámite por ante su 
Juzgado. 

La investigación periodística no puede ser sin 
más descalificada con base en la apodíctica afir- 
mación de "conculcar garantías constitucionales" 
al haberse registrado a través de una cinta fílmica 
una conversación -sin que los interlocutores tu- 
vieran conocimiento de ello-, cuyo tenor ha sido 
puesto a consideración de este Jurado. 

13) Que en principio, resulta oportuno señalar 
que la "cámara oculta" es un recurso periodístico, 
inherente a su función de informar a la opinión 
pública, que se potencia y adquiere mayor rele- 
vancia cuando las "imágenes" refieren a la actua- 
ción de un funcionario público, en este caso un 
magistrado, captadas durante el ejercicio de su 
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función. El periodista Juan Miceli, al referirse a este 
tema, en su declaración ante este Jurado, dijo "... 
No sólo en esta investigación sino en todo, en 
muchas oportunidades en el programa, lo que se 
hace es trabajar de esta forma, con este método 
en donde para la opinión pública queda en claro 
que una persona que es investigada relata ma- 
niobras, supuestas maniobras delictivas, que des- 
pués las niega abiertamente... Pero eso no solo 
en esta investigación, sino en muchos casos siem- 
pre se utiliza este recurso periodístico de que que- 
de bien en claro para la opinión pública qué dice 
sobre los negocios en el despacho y qué dice 
cuando uno los enfrenta...." (sic). 

14) Que la preocupación de los medios de co- 
municación social por difundir las noticias, y la 
avidez del público por ser informado inmediata- 
mente de los sucesos de interés general, son sin 
duda temas que lindan con la garantía constitu- 
cional de la libertad de expresión y el derecho a la 
información; por esta causa resulta difícil hallar 
un parámetro que permita determinar cuál es el 
límite de ese derecho, frente al respeto que mere- 
ce la honra personal y el respectivo derecho del 
hombre a formar un pensamiento propio y actua- 
lizado sobre lo que ocurre en la sociedad en que 
vive. "De aquí que -como dice el doctor José Se- 
vero Caballero en su voto en disidencia en el fa- 
llo de la Suprema Corte de Justicia en el caso 
'Campillay c. La Razón'- se produzcan conflictos 
entre valores o bienes jurídicamente contrapues- 
tos, lo que obliga a los jueces a decidir prefirien- 
do los que tienen mayor jerarquía con miras a 
asegurar los grandes objetivos para los que fue 
dictada la Constitución. Este derecho está cons- 
tituido en la libertad de expresión que goza de la 
garantía de los arts. 14 y 32 de la Constitución 
Nacional como lo afirma la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación y ha sido especialmente 
señalado por el art. 13 inc. 1 g de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, llamada Pac- 
to de San José de Costa Rica" (ley 23.054 -Adía, 
XLIV-B, 1250-). 

El derecho de informar está condicionado al ejer- 
cicio cuidadoso y diligente de esta actividad, lo 
cual no comporta restricción alguna a la libertad 
de expresión, sino que halla un límite razonable 
en el derecho que cada uno tiene a recibir una 
información veraz. Ello no quiere decir que el in- 
formante deba asumir la garantía de la verdad de 
aquello que transmite, sino simplemente que no 
debe actuar dolosa o culposamente en el modo 
de recoger y divulgar la información so pena de 
caer en la órbita de la ilicitud que sanciona el 
art. 1 1 09 del Cód. Civil y que impone la obligación 
de reparar si ella ocasiona un daño a otro. 

Pero aun cuando no es menester la asunción 
de la garantía de veracidad, no se vislumbra en la 
especie que la información periodística haya in- 
currido -con relación a los cargos- en mendaci- 
dad, aspecto que debe ir aunado a la pondera- 
ción cargosa -adversa al juez enjuiciado- de su 
reconocimiento de la realización de la reunión que 
fuera filmada por la cámara oculta, y de la entre- 
vista a cámara abierta. Y por ello no se configura 
un menoscabo idóneo para censurar su eficacia 
con semejante invalidez absoluta, conforme a lo 
estatuido por los arts. 167, inc. 3 S y 168 párr. 2° 
del Código Procesal Penal de la Nación en fun- 
ción del art. 18 de la Constitución Nacional. 

El Juez acusado no ha acreditado que la infor- 
mación periodística brindada (ya fuere en la fil- 
mación a cámara abierta, hecha con su pleno co- 
nocimiento, cuanto en la obtenida por la cámara 
oculta) fuera inexacta, esto es, que no concorda- 
se con la verdad por ser falsa o errónea. La infor- 
mación "es falsa cuando ella es engañosa, fingida 
o simulada para dar al hecho una apariencia dis- 
tinta de la realidad. La información es errónea 
cuando ella es el resultado de un concepto equi- 
vocado que en la mente del informante difiere de 
la realidad". (Ver Bustamante Alsina, Jorge, "Res- 
ponsabilidad de los órganos de prensa por infor- 
maciones inexactas", Nota a Fallo, LA LEY 1 989-B, 
286). 

No se ha probado que el informador periodísti- 
co -con relación a los cargos materia de la acusa- 
ción- haya obrado de mala fe. 

La información, con relación a los cargos, no 
ha sido transmitida con falsedad, ni lo fue por error, 
no se ha faltado al deber de veracidad que con- 
siste en el obrar cauteloso y prudente en recibir y 
transmitir la información, y ello se ha hecho al 
amparo del derecho constitucional que garantiza 
la libertad de expresión y del Pacto de San José 
de Costa Rica que en el art. 13, contempla la li- 
bertad de difundir informaciones e ideas de toda 
índole. 



15) Que, la investigación periodística realizada 
ha tenido sustento en el ejercicio del derecho a la 
libertad de información, cuya consideración como 
eventual causal de justificación, exige "tener por 
objeto la participación en la formación de opinión 
pública en asuntos de interés para la colectividad 
en general, de manera que cumpla su función de 
garantía de aquella institución política en un Esta- 
do democrático; todo lo relacionado con la comu- 
nidad social, con las actuaciones de los políticos, 
de los tribunales, con las finanzas públicas, etcé- 
tera, es claro que será de interés público. En cam- 
bio, si la libertad de expresión no se vincula con 
estas cuestiones, no merecerá aquella preferen- 
cia frente al derecho al honor, debiendo entonces 
retroceder ante éste último... ".("Principios Cons- 
titucionales y Derecho Penal Moderno -Estudios 
sobre cuestiones de especial relevancia constitu- 
cional" - Manuel Jaén Vallejo-, págs. 110 y 111 
Editorial AdHoced. 1999.). 

En esta inteligencia, no puede ponerse en duda 
que la libertad de expresión en el caso tuvo por 
objeto hechos -libertad de información- de interés 
público que han requerido por parte de la produc- 
tora de comprobaciones necesarias para estable- 
cer la veracidad del contenido del programa puesto 
al aire el día 3 de diciembre de 2003. Analizar en 
este proceso de remoción cuáles han sido los 
mecanismos y recaudos que llevó a cabo la pro- 
ductora -con relación a los cargos- para la com- 
probación de la veracidad de la información, es 
una cuestión que excede el objeto de este enjui- 
ciamiento, máxime cuando la prueba de la verdad 
objetiva en casos como el presente, no resulta 
nada fácil de obtener, y que su exigencia llevaría 
a obstaculizar el libre desarrollo de la libertad de 
información. De ahí que sólo resulte exigible al 
informador el haber realizado ex-antes "una com- 
probación razonablemente suficiente para aclarar 
la veracidad del contenido" de la información (ob. 
cit. pág. 112). Pero esta veracidad no puede ser 
entendida -como ya se dijo- en términos de "total" 
o "absoluta", pues los errores de hecho son inevi- 
tables. 

Repárese que en el programa emitido se advir- 
tieron tres focos de información: uno constituido 
por la información directamente transmitida por los 
periodistas, durante el transcurso del programa, 
vinculada a cuestiones puntuales que -según di- 
jeron- surgían del expediente comercial de Ferro- 
carril Oeste, otro constituido por el registro fílmico 
-a cámara oculta- de una conversación manteni- 
da por el Magistrado juntamente con el arquitecto 
Etcheverry y un tercero no identificado y finalmente 
otro -a cámara abierta- que plasmó las manifes- 
taciones vertidas por el Dr. Herrera frente al pe- 
riodista Juan Miceli. 

La Defensa ha intentado descalificar toda la in- 
formación puesta al aire por estimarla "falsa" ante 
la existencia de algunos "errores " en los que se 
habría incurrido respecto de datos que fueron brin- 
dados como surgidos del expediente y que no se 
compadecerían con la realidad. Estos "errores" se 
vinculan con la información brindada directamen- 
te por los periodistas, más no con el material fíl- 
mico que tiene como protagonista al Dr. Herrera. 

Las objeciones planteadas no pueden prospe- 
rar al no advertirse la incidencia de que tales erro- 
res pudieran tener en los registros fílmicos que 
han mostrado al Dr. Herrera conversando con el 
arquitecto Etcheverry y un tercero no identificado 
y con el periodista Micelli. No es posible perder de 
vista que el cargo que se le ha formulado al Dr. 
Herrera ha sido el tenor de la conversación man- 
tenida durante la entrevista filmada y no cuestio- 
nes jurídico-procesales resueltas por el Dr. He- 
rrera en el expediente de Ferrocarril Oeste (vgr. 
razones en las que se fundó la declaración del 
estado de quiebra, o la evolución económico fi- 
nanciera de la institución durante su intervención 
como juez natural). 

16) Que, corresponde también señalar que el 
objeto de este enjuiciamiento es determinar si la 
conducta asumida por el Magistrado a lo largo de 
la entrevista y el tenor de la conversación mante- 
nida es configurativa de mal desempeño como 
causal constitucionalmente prevista para proce- 
der a su remoción. No se han formulado cargos 
referidos a conductas con relevancia penalmente 
típica, que como causal independiente, pudiera dar 
lugar también a su destitución (art. 53 del C.N.). 

17) Que el planteo de nulidad de la Acusación 
introducido por la Defensa con base en el vicio 
que afectaría a la prueba directa en la que se es- 
tructura este proceso, nos lleva al tratamiento 
-como se adelantara- de cuestiones en las que, 
por invocarse violación de garantías constitucio- 
nales exigen un análisis detenido de ponderación 



axiológica de todas las circunstancias que rodea- 
ron el suceso filmado en mérito, precisamente, de 
las propias explicaciones vertidas por el magis- 
trado, atento a que la Defensa no ha precisado en 
qué ha consistido la conculcación de las garan- 
tías que invoca y cuál ha sido el perjuicio que de 
aquella se ha derivado. 

1 8) Que la cuestión es ahora establecer el valor 
legal de esa prueba desde la perspectiva de los 
principios constitucionales que nos rigen en un 
doble aspecto: a) la licitud o ilicitud en cuanto a la 
forma de obtención de la prueba incriminante y b) 
el valor legal del material aportado ante la imposi- 
bilidad de determinar su carácter de pieza origi- 
nal. Todo ello, sin perder de vista -por un lado- 
que situaciones como la registrada en el video de 
marras genera en la sociedad un gran descon- 
cierto e inquietud al tener como uno de sus prota- 
gonistas a un Juez de la Nación, encargado de 
administrar justicia y sobre quien pesa la respon- 
sabilidad política por los actos que realice en ejer- 
cicio de sus funciones y, -por el otro- que el ejerci- 
cio voluntario de la función pública y en particular 
de la función judicial, conlleva un menor grado de 
protección del ámbito de la intimidad. Ello como 
natural consecuencia derivada de las altas res- 
ponsabilidades que se asumen al aceptar el ser- 
vicio público (conf. C.S.J.N. Expediente 
N Q 2.523/2004, Resolución N s 2013/2004 del 23 
de noviembre de 2004, considerando 10 del voto 
de la mayoría). En el mismo orden de ideas el Alto 
Tribunal se ha pronunciado acerca de la menor 
protección con respecto a la crítica pública de que 
gozan los funcionarios en comparación con la si- 
tuación común de los particulares (Fallos 
306:1892, considerando 12 y 13 del voto del Dr. 
Petracchi). 

1 9) Que en cuanto al primer aspecto de la cues- 
tión es necesario discernir liminarmente si la con- 
ducta de un juez en ejercicio de sus funciones 
puede quedar sometida a otras reglas o princi- 
pios, en armonía con intereses generales de la 
comunidad que desplacen aquella contenida en 
la Constitución Nacional. 

Es menester, pues, analizar si la conducta cues- 
tionada a la luz de una norma derivada está am- 
parada en la regla del art. 19 de la Constitución 
Nacional o si algunas determinadas previsiones 
normativas pueden dar sustento a otro principio 
jurídico que, al entrar en colisión con el primero, 
lo desplace. 

En este sentido, corresponde preguntarse en- 
tonces: ¿cuáles son las acciones del juez que 
quedan fuera de la competencia material de las 
leyes especiales y sólo reservadas a Dios? ¿pue- 
de considerarse las conductas descriptas en esta 
causa como "acciones privadas"?. 

Debe recordarse que el derecho a la privacidad 
-consagrado de forma genérica por el art. 19 de 
la Constitución Nacional y especificado respecto 
de alguno de sus aspectos en los artículos 18, 43 
y 75, inc. 22 (los dos últimos, según reforma de 
1994) ha sido definido por la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación como aquel que "protege ju- 
rídicamente un ámbito de autonomía individual 
constituida por los sentimientos, hábitos y costum- 
bres, las relaciones familiares, la situación econó- 
mica, las creencias religiosas, la salud mental y 
física y, en suma, las acciones, hechos o datos 
que, teniendo en cuenta las formas de vida acep- 
tadas por la comunidad, están reservadas al pro- 
pio individuo y cuyo conocimiento y divulgación 
por los extraños significa un peligro real o poten- 
cial para la intimidad" (Fallos 306:1892, 316:703, 
considerando 8 Q del voto de la mayoría y disiden- 
cia parcial del juez Moliné OConnor). 

El juez Petracchi (considerando 12) en el fallo 
'Bazterrica' de la CSJN (LA LEY, 1986-D, 547) 
sostuvo que cabía distinguir entre acciones priva- 
das y las que no lo son, "y entre ética privada y 
moral pública". Esta distinción "está vinculada a la 
diferenciación entre moral pública y ética privada, 
de modo que deberá entenderse como acciones 
privadas de los hombres aquellas que no interfie- 
ran con las acciones legítimas de terceras perso- 
nas, que no dañen a otros, o que no lesionen sen- 
timientos o valoraciones compartidos por un con- 
junto de personas en cuya protección esté inte- 
resada la comunidad toda". Estamos contestes 
en que la intimidad reclama la absoluta absten- 
ción del Estado en la apreciación de los actos 
privados del juez, cuya intimidad y privacidad se 
encuentran protegidos, además por las claras dis- 
posiciones del art. 18 de la Constitución Nacio- 
nal. Y también, que no obstante la 'relación de 
especial sujeción' que el magistrado tiene frente 
a la Administración, en ningún caso puede so- 
portar la violación del principio de legalidad que 



tiene sustento en el art. 31 de la Constitución 
Nacional. 

20) Que en términos generales, cuando se utili- 
za la cámara oculta como recurso de información 
se produce el conflicto de dos derechos, a saber: 
el derecho a la vida privada (junto con la intimi- 
dad, y la propiedad privada) y el derecho de la 
sociedad a ser informada (derivado de la impor- 
tancia del interés publico y emparentado con la 
libertad de informar y ser informado). Coexisten, 
por ende, dos valores: vida privada e interés pú- 
blico. Ambos, como todo derecho, no son absolu- 
tos sino relativos: el derecho a la vida privada 
muchas veces cede, frente a valores que se con- 
sideran superiores; en este caso el interés públi- 
co. La Constitución Nacional otorga relevancia al 
interés público cuando, en su artículo 1 9, estable- 
ce que "...las acciones privadas de los hombres 
que de ningún modo ofendan al orden y ala moral 
pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo 
reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de 
los magistrados". Esta norma, si bien consagra el 
derecho a la vida privada, contiene una fuerte res- 
tricción en el caso de que aquellas acciones pri- 
vadas violen otras leyes, el orden o la moral públi- 
ca. 

21) Que cuando se trata de la aplicación del 
art. 115 de la Constitución Nacional lo que aquí 
interesa es verificar si se configuran las causales 
que su art. 53,, establece como de responsabili- 
dad por: el mal desempeño, delito en el ejercicio 
de sus funciones y crímenes comunes. En el caso 
sub examine no advertimos vulnerados derechos 
fundamentales: intimidad, propia imagen, confiden- 
cialidad, disfrute del anonimato. Tampoco colisión 
entre libertad de expresión e información de una 
parte, y moral pública, de la otra, dado la natura- 
leza y circunstancias de las conductas endilga- 
das que desbordan, en rigor, el mero interés indi- 
vidual, incidiendo en intereses generales de la 
comunidad, como el deber de decoro que pesa 
sobre los funcionarios, o el concepto de moral 
pública. 

22) Que a nuestro juicio las conductas repro- 
chadas, no corresponden a la esfera íntima del 
Juez ni al ámbito de su privacidad, dado que estu- 
vieron estrechamente vinculadas al ejercicio de 
las funciones. 

El abordaje constitucional del tema vinculado a 
la grabación subrepticia de una conversación se 
vincula también con la garantía contra la autoin- 
criminación y la de la privacidad, ésta última con 
proyección en la eventual violación del domicilio. 

23) Que se ha sostenido que la garantía contra 
la autoincriminación conforme a la cual nadie pue- 
de ser obligado a declarar contra sí mismo debe 
ser interpretada como proscripción de todo méto- 
do o técnica que, antes o durante el proceso, y 
ante cualquier autoridad, tienda a obtener por 
coacción física, psíquica o moral, una declaración 
o confesión de un habitante de la Nación (conf. 
CNCC Sala IV "Seyahián José A. del 3/1 0/03, Lexis 
12/1 2406). También se ha afirmado que si los di- 
chos cuestionados fueron vertidos por exclusiva 
voluntad del imputado, con soberana libertad, no 
puede considerarse que dicha garantía ha sido 
vulnerada (Fallo cit.). 

En el caso, la grabación se realizó por un inte- 
grante de un equipo periodístico en un ámbito 
público, la sede del Juzgado del magistrado incul- 
pado y en el predio de la fallida, el Club Ferrocarril 
Oeste. La sede del Juzgado no es la morada del 
funcionario. Tampoco es la casa de negocios, de- 
pendencia o recinto que pudiera entenderse bajo 
el concepto de "domicilio". 

Es la sede de su público despacho, el lugar don- 
de ejerce el imperium que le ha otorgado la ley. 

24) Que, aún cuando pudiera sostenerse por 
vía de hipótesis que el público despacho de un 
Magistrado puede considerarse incluido en un 
concepto amplio de "domicilio" no se ha observa- 
do que mediara en la conducta de sus interlocuto- 
res ningún despliegue ardidoso para facilitar el 
ingreso a su despacho. Por el contrario, medió 
consentimiento expreso del Dr. Herrera para el 
ingreso de aquellos. Al Dr. Herrera nada se le ocul- 
tó porque -tampoco- nada indagó y la presencia 
de terceros en su despacho se debió a la forma 
discrecional en que ejerció su facultad de permitir 
el acceso a su lugar de trabajo (conf. "mutatis 
mutandi" CSJN fallo "Fiscal c/Fernández, V." - 
11/12/1990- JA 1991-1-318). 

La circunstancia de que el integrante del equi- 
po de investigación que ingresó a la sede del Juz- 
gado con el específico propósito de registrar de 
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algún modo hechos o manifestaciones que allí tu- 
vieren lugar haciéndose pasar por quien no era o 
simplemente omitiendo referirse a su condición de 
periodista, no puede de ninguna manera enten- 
derse como un ingreso en contra de la voluntad 
del Juez. De acuerdo con las circunstancias del 
caso, entre las que se deben tomar en considera- 
ción las relaciones personales (participación del 
Arquitecto Etcheverry), la hora (propia de la acti- 
vidad normal del Juzgado), y el destino del lugar 
(la actividad judicial), fue el magistrado acusado 
el que posibilitó la reunión. 

25) Que tampoco se trata en la especie de la 
invasión a una zona de reserva personal, propia 
de la autonomía del ser humano, dentro de la cual 
cabe excluir las intrusiones ajenas y el conocimien- 
to generalizado por parte de terceros. Por ello, no 
se puede perder de vista que de lo que se trata es 
del accionar de un Juez de la Nación, en el ejerci- 
cio de sus funciones y en el ámbito de su jurisdic- 
ción. 

La conducta del Magistrado se expresa en ac- 
tos de gobierno, y es allí donde desaparece el lí- 
mite a la injerencia en el ámbito de la intimidad 
ante la exigencia de la publicidad de sus actos, 
esencia del régimen republicano y piedra angular 
de nuestro sistema constitucional. 

No se advierte que el Dr. Herrera haya sido sor- 
prendido en su buena fe. La entrevista fue concer- 
tada y fijada en tiempo -día y hora- y espacio -sede 
del tribunal y/o dependencias de la fallida- motivo 
por el cual no puede presumirse la inexistencia 
del consentimiento del Magistrado, quien asumió 
(o debió haber asumido) el riesgo de la difusión 
por parte de su interlocutor como una posibilidad 
propia de la naturaleza del diálogo, y de que los 
hechos pudieran ser reproducidos ante el público 
o los propios tribunales por quien, de esa forma, 
tomó conocimiento de ellos, resignando de ese 
modo sus expectativas de sigilo al conversar. Todo 
lo que se patentiza en su exhortación respecto a 
que nadie debía enterarse de ello, a la que apeló 
con clara intención de mantener en reserva el con- 
tenido del diálogo. 

En este sentido la Excma. Cámara Nacional de 
Casación Penal, Sala I -integrada por los Dres. 
Bisordi, Catucci y Rodríguez Basavilbaso- in re 
"Vafiadis, Lázaro Santiago s/rec. de casación" del 
22/12/98, ha sostenido que "Cuando la actividad 
del imputado no ha sido en ningún momento indu- 
cida por los periodistas que realizaron la investi- 
gación, y si bien éstos captaron sus dichos de 
manera subrepticia, no por ello puede afirmarse, 
sin más, que lo hubieran hecho en violación de la 
esfera personal de intimidad que la Constitución 
Nacional tutela, porque razonablemente puede 
entenderse que quien se sienta a dialogar con una 
persona que no es de su amistad y no obstante 
ello hace referencia a sus más secretos y esca- 
brosos quehaceres, ha hecho dispensa volunta- 
ría de aquel ámbito de privacidad. A todo evento, 
la filmación no ha hecho otra cosa que ilustrar lo 
que el periodista hubiera podido declarar. . . " (voto 
del Dr. Rodríguez Basavilbaso). Y si dicha doctri- 
na es aplicable en el marco de un proceso penal 
con mayor fundamento puede aquí sostenerse, 
más cuando se ha puesto en tela de juicio la res- 
ponsabilidad político-institucional de un magistra- 
do de la Nación por las expresiones que vertiera 
en una entrevista respecto de la cual sólo ignora- 
ba que estaba siendo registrada. 

Es por ello que corresponde señalar con rela- 
ción a la eventual violación del derecho a la intimi- 
dad, que ha sido el propio Magistrado quien redu- 
jo sus expectativas de intimidad al prestar con- 
sentimiento expreso al ingreso a su despacho de 
terceras personas y al confiar a sus interlocutores 
los datos que ahora pretende excluir de este en- 
juiciamiento, de manera que "el riesgo de una de- 
lación por parte del interlocutor es una posibilidad 
que se asume al hablar, y que uno resigna sus 
razonables expectativas de intimidad al conver- 
sar con otro" (conf. mutatis mutandi "Raña, R. 
s/nulidad" -dictado por la sala 1 - de la C. Nac. Crim. 
y Corr. Fed. el 20/4/1999). 

Repárese que la conversación mantenida ver- 
só sobre temas que, vinculados con el trámite de 
una causa sometida a su conocimiento, a la pos- 
tre se transformarían en cuestiones esenciales a 
resolver en actos de naturaleza jurisdiccional. Ello 
exige del Juez el desarrollo de su actividad en un 
marco ético inexorable, dotado de la moderación, 
el decoro, la circunspección y el ajuste a las nor- 
mas que rigen su función, el que en el caso, ha 
sido transgredido. 

26) Que, no se ha probado ni tampoco alegado 
que el Dr. Herrera hubiera sido obligado, siquiera 



en forma ardidosa, a verter aquellas expresiones, 
cuyo tenor debe ser valorado en este juicio. El pro- 
pio acusado convocó a la reunión y no se eviden- 
cia que haya sido coaccionado para conversar 
sobre el tema con su interlocutor. El Dr. Herrera 
expresó aquello que voluntariamente quiso tras- 
mitir a su interlocutor, sólo desconociendo que su 
acto estaba siendo registrado por quien lo escu- 
chaba. Esta última circunstancia se vincula más 
estrechamente con el límite de la obligación legal 
de ciertos terceros de guardar secreto que con la 
garantía contra la auto incriminación. 'La mera 
conversación voluntaria no habilita a la suposición 
de una acción prohibida en su contra, de modo tal 
que soy de la opinión que la garantía no se ve 
afectada si el futuro acusado no se ha visto com- 
pelido u obligado a prestar algún tipo de informa- 
ción en su contra"; el "futuro imputado sabe que 
está manifestando algo que podría comprometer- 
lo, lo que no sabe es que se lo está registrando y 
además sabe que quien recibe esa información 
no tiene la obligación legal de guardar el secreto 

la discreción acerca de sus dichos" (CASTRO, 
Julio César, "No me filmes. No me grabes. Tengo 
derechos. Los frutos de los árboles, que no siem- 
pre están envenenados", La Ley, Nota a Fallo sala 

1 de la C. N. Crim. y Corree, en los autos, "Cervín, 
Rubén A.", Sup. Penal 2004 (noviembre). 

27) Que la filmación y posterior reproducción 
de las manifestaciones del juez, sin su consenti- 
miento, no es obstáculo para tenerlas presente a 
los fines de ponderar su conducta, en el marco 
del juicio político. Tal como lo ha expuesto acerta- 
damente la acusación, el juez encartado no ha 
dicho que haya sido coaccionado cuando lo esta- 
ban filmando, de modo tal que la voluntariedad de 
sus expresiones pudiere estar afectada de alguna 
manera. La Jurisprudencia al respecto ha esta- 
blecido que "Si los hechos cuestionados fueran 
vertidos por exclusiva voluntad del imputado con 
soberana libertad, no puede considerarse que di- 
cha garantía ha sido vulnerada" (causa "Seyahián" 
N Q 21828 del 3/10/03, Cámara Nacional Criminal 
y Correccional, Sala IV). 

28) Que teniendo en cuenta las circunstancias 
tácticas de la causa, no resulta aplicable la doctri- 
na que surge de los fallos "Montenegro" y "Fioren- 
tino" -mutatis mutandi- dado la especial naturale- 
za de este enjuiciamiento-, en los que nuestra 
Corte Suprema expresó como fundamento de la 
aplicación de la regla de exclusión que "otorgar 
valor al resultado de un delito y apoyar sobre él 
una sentencia judicial, no sólo es contradictorio 
con el reproche formulado, sino que compromete 
la buena administración de justicia al pretender 
constituirla en beneficiaría del hecho ilícito". 

Así, no advirtiéndose que en el caso el perio- 
dista -seudo empresario- haya incurrido en algu- 
na conducta que pueda considerarse como típi- 
camente relevante y conculcatoria de derechos 
fundamentales, nada impide considerar como lí- 
cita la forma de obtención de la prueba de cargo 
que se cuestiona. 

29) Que, es importante tener en cuenta que la 
introducción de la prueba que se objeta tanto en 
los procesos penales que se instruyen contra el 
Dr. Herrera como así también en aquel que diera 
origen a este enjuiciamiento, no fue consecuen- 
cia de una denuncia formulada por la productora 
del programa televisivo "Telenoche Investiga", sino 
por miembros del Poder Judicial, del Ministerio 
Público y del Consejo de la Magistratura que, ad- 
vertidos del contenido de la conversación graba- 
da, luego de su puesta al aire, estimaron proce- 
dente investigar la conducta que el Magistrado 
había asumido durante aquella entrevista. 

Recién cuando se iniciaron los procesos de re- 
ferencia, la productora fue requerida para que 
aportara el material que hoy el magistrado cues- 
tiona en los términos que se examinan. 

Y si se ha sostenido que "cuando un ciudadano 
privado entrega pruebas de un delito a un oficial 
de policía no se entiende que la prueba esté man- 
chada de ilegalidad y tradicionalmente se la ha 
juzgado admisible ante el Tribunal" (Corwin, Ed- 
ward S., "La Constitución de los Estados Unidos y 
su significado actual", editorial Fraterna, Buenos 
Aires, 1987, pág. 463) y que "los simples particu- 
lares no se encuentran comprendidos por los lí- 
mites formales establecidos por la ley procesal y 
no parece razonable exigirle al periodismo la ob- 
tención de una orden judicial para llevar a cabo 
una investigación ni la imposición de sus derechos 
al interlocutor antes de conversar con él" ("Raña, 
R. s/nulidad" -dictado por la sala 1 3 de la C. Nac. 
Crim. y Corr. Fed. el 20/4/1999), con más razón 
puede sostenerse la validez de la prueba aquí in- 
corporada cuando la imputación que se le dirige 



en este especial proceso es de "mal desempeño" 
y no de comisión de delitos. Por lo demás, el rigo- 
rismo de análisis al que se encuentran sometidos 
los principios que informan el proceso penal, no 
puede sin más aplicarse a este tipo de enjuicia- 
miento en el que se pone en tela de juicio la res- 
ponsabilidad político- institucional que tiene un 
Magistrado de la Nación frente a la sociedad toda. 
Con más razón, cuando, como en el caso, el Ma- 
gistrado enjuiciado ha podido defenderse de las 
imputaciones que se le dirigen, ha sido oído y ha 
ofrecido la prueba que estimó conveniente y ne- 
cesaria para su descargo. 

Así, no procede la nulidad de la prueba basada 
en un "vídeo tape" obtenido privadamente pues, 
más allá del valor definitivo que llegue a poseer, 
demuestra la materialidad del hecho investigado 
y se trata de una prueba de valor opinable pero 
no antijurídica, sobre la que reposa el conjunto de 
la investigación, y por la que habrá de discutirse 
en alguna de sus instancias la validez que habrá 
de asignársele, interrelacionándosela con el con- 
junto de la prueba obtenida. 

30) Que en consecuencia, en el presente caso, 
no existe violación alguna de derechos constitu- 
cionales que impidan incorporar y ponderar, en 
este proceso, en el carácter de prueba documen- 
tal, el video de Telenoche Investiga que registró 
las entrevistas del juez encartado con el presunto 
inversor. 

Ello por cuanto, tal como lo ha establecido la 
jurisprudencia, "...es principio inconmovible del 
sistema probatorio vigente del Código Procesal 
Penal el criterio de una taxatividad de los medios 
de prueba, de modo que el considerar abierta la 
enumeración que la ley hace de ellos implica que 
la presencia de algún medio probatorio que no 
tenga regulación específica no obsta a su admi- 
sión si resulta pertinente para comprobar el obje- 
to de prueba. .. "(C N. Crim. y Corree. Sala 2, Cau- 
sa 13.928 "Cingolani", 19/12/97; "La Prueba en 
Materia Penal", Jauchen, pág. 26, Ed. Rubinzal 
Culzoni). Además, se ha dicho que "...la prueba 
obtenida por un particular, consistente en una vi- 
deograbación realizada sin el consentimiento de 
quien resultara involucrado, no controvierte nor- 
ma constitucional o procesal alguna, sin perjuicio 
del valor probatorio, discusión cuyo examen en 
profundidad es distinto al de su validez..." (C. N. 
Crim. y Corree, Sala 1, Capital Federal, Causa 
21 9.302 "Pólit Silvina", Sentencia del 1 9/02/98). 

Por los fundamentos expuestos no se advierte 
que la forma de obtención de la prueba en la que 
la Acusación basa la imputación que le dirige al 
Juez Herrera adolezca de vicio alguno que, por 
afectar garantías constitucionales, impongan la 
exclusión por su ilicitud. 

31) Que, afirmada la validez de la prueba en 
cuanto a su forma de obtención corresponde aden- 
trarse en el tratamiento del valor que debe adjudi- 
carse al material fílmico aportado al expediente. 
En cuanto a la importancia probatoria del video 
en este proceso, conforme su naturaleza, también 
compartimos el criterio de la acusación, expuesto 
en su alegato, cuando dice que debe considerar- 
se al mismo como un medio de prueba de carác- 
ter documental "...es una cosa que sirve para re- 
presentar un hecho..." (sic), portal razón es cier- 
to que tiene carácter y contenido probatorio, in- 
soslayable en este marco, máxime considerando 
que la participación del juez encartado en esa 
entrevista, hecho que motiva esta causal, fue vo- 
luntaria y activa, tal como él lo ha reconocido en 
sus intervenciones ante este Jurado. 

La filmación, más allá del mayor o menor grado 
de acierto del mecanismo elegido, se trata senci- 
llamente de la documentación de un soporte au- 
diovisual de un hecho histórico realmente acaeci- 
do (cfr. Cam. Nac. Apel. Crim. y Corre, Sala 2, 
Causa 1 5.1 06 "Pache Juan", Interlocutorio 1 6.31 8, 
30/03/99). 

32) Que el Dr. Herrera funda el cuestionamien- 
to de esta prueba sobre la base de los informes 
técnicos periciales obrantes en la causa penal que 
se le sigue ante el Juzgado Nacional de Instruc- 
ción N s 10, caratulada "Herrera, Rodolfo Antonio 
s/cohecho", registrada bajo el N Q 74.845/03. Sos- 
tiene el acusado que el material fílmico aportado 
no es original, y que tampoco lo es el crudo por 
presentar alteraciones consistentes en maniobras 
de borrado de imágenes y sonido. Califica a esta 
prueba material como falsa. 

33) Que, resulta conveniente repasar las con- 
clusiones de los dictámenes producidos para po- 
der acoger o rechazar en este punto las argumen- 
taciones que efectúa. Con fecha 22 de julio de 2004 



se agregó en la causa penal un informe confec- 
cionado por la División Apoyo Tecnológico de la 
Policía Federal en el que consta que si bien no se 
detectaron cortes de cinta ni se pudo determinar 
la existencia de un trabajo de edición -por no te- 
ner la División los conocimientos ni medios nece- 
sarios para establecer el punto-, sí se determinó 
que los cassettes remitidos contenían diversos 
cortes de imagen. 

Con fecha 19 de agosto del mismo año, la mis- 
ma División y los peritos de parte intervinientes, 
en otro informe pericial, determinaron la imposibi- 
lidad de establecer - por los medios técnicos con 
los que cuenta- si dicho material es original o no. 

Finalmente, por oficios de fecha 29 de diciem- 
bre de 2004 y 28 de enero del corriente, el Sr. 
Juez de Instrucción, Dr. Alejandro Cilleruelo ha 
remitido a este Jurado fotocopias del dictamen 
pericial elaborado por el Departamento de Estu- 
dios Especiales de la Dirección de Policía Cientí- 
fica de Gendarmería Nacional y de su ampliación 
respecto de los siete masters que fueran adjunta- 
dos a la causa por la productora Artear S.A. 

En el primero se dictamina "que el contenido de 
las imágenes de los videocasetes analizados ha 
sido objeto de manipulaciones"; "que no es facti- 
ble determinar si los videos analizados resultan 
ser originales o copias de otros videos"y "que a lo 
largo de las secuencias de las imágenes y soni- 
dos contenidos en los videocasetes analizados no 
se han advertido elementos que alteren las imá- 
genes de las personas (azulejo mosaico etc.) ni 
modificaciones de voz (distorsionador) destinados 
a la protección del portador del sistema". 

En el segundo dictamen ampliatorio del prime- 
ro respecto de un punto de pericia no contestado 
en el anterior y referido al caso en que se estima- 
re que resultaba técnicamente posible realizar un 
trabajo de edición, los peritos debían expedirse 
respecto de si dicho trabajo podía haber sido de 
tal entidad como para reproducir diálogos inexis- 
tentes, producto de una creación artificial sin co- 
rrelato con la realidad. Se requirió asimismo que 
para el caso de que no se pudiera dar respuesta a 
algunos de los puntos antes referidos se aclarara 
a cuál de ellos, brindando las correspondientes 
razones que avalaran las respuestas. 

En el dictamen ampliatorio glosado a 
fs. 2043/2049 atento a la forma en que se consig- 
naron los anteriores puntos de pericia respondi- 
dos, se estimó que el punto de pericia requerido 
suponía la respuesta afirmativa de los anteriores. 
Y como en el caso, el dictamen primigenio había 
dado respuesta negativa a los anteriores interro- 
gantes referidos a la posibilidad de determinar el 
carácter original de los videos, no se podía dar 
respuesta a la requisitoria atinente a la existencia 
de un trabajo de edición de una entidad tal como 
para crear diálogos inexistentes. Así los peritos 
consignaron nuevamente las conclusiones a las 
que habían arribado con anterioridad. 

Sólo, en disidencia parcial, el perito de parte de 
la querella, se expidió en el sentido de dar res- 
puesta al punto de la pericia ampliatoria y afirmó 
que no advertía "la reproducción visual de diálo- 
gos inexistentes". 

34) Que la cuestión que ahora se plantea se 
circunscribe, entonces, a decidir si en el caso co- 
rresponde hacer lugar a la exclusión del material 
probatorio ante la imposibilidad de certificar que 
de lo que se trata es del master original y en cru- 
do, frente a la alegación que efectúa el acusado 
de que la conversación mantenida fue sacada de 
contexto, todo ello a la luz del resultado de la pe- 
ricia técnica y de su ampliación. 

Debe tomarse entonces como punto de partida 
del examen propuesto que la conversación exis- 
tió, que se llevó a cabo en el despacho del Magis- 
trado como así también en oportunidad de encon- 
trarse en ámbitos físicos de la sociedad fallida y 
que el tema de conversación se vinculó con el 
expediente judicial que la involucraba el que se 
encontraba en pleno trámite por ante el Juzgado 
del Dr. Herrera, por ende, sujeto a sus decisiones 
jurisdiccionales, extremos reconocidos en su to- 
talidad por el acusado. 

Lo hasta aquí descripto resulta ser el contexto 
en el que se enmarcó la conversación. No se ad- 
vierte, entonces, que el material aportado -el cru- 
do y el editado- no se compadezcan -en lo que 
atañe exclusivamente a sus dichos- con lo decla- 
rado por el acusado en cuanto al punto. 

El Magistrado acusado no ha desconocido en 
los videos ofrecidos como prueba, ni su imagen ni 
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su voz. Las pruebas de carácter científico-pericial 
para determinar el carácter original de los "mas- 
ters" o la eventualidad de alteraciones, tienen el 
carácter de "complementarias", y no obstan -en el 
contexto de esta causa- a la consideración de los 
elementos materiales que han sido la sustancia 
del dictamen. 

Los dichos del propio Juez acusado y su reco- 
nocimiento de la existencia de las reuniones y los 
diversos testimonios vertidos, dan al informe peri- 
cial la naturaleza de coadyuvante exógeno y sub- 
sidiario, más cuando no se han acreditado proce- 
dimientos que puedan ser considerados sustituti- 
vos del material cuya autenticidad no ha sido des- 
conocida si no meramente cuestionada, al expre- 
sarse que se lo ha sacado de contexto. 

No ha sido requerido por la Defensa que la pe- 
ricia versara sobre la autenticidad de la voz o de 
la imagen para determinar la identidad del Juez, 
consecuencia obvia de sus reconocimientos, por 
lo que no puede derivarse que sus dichos o sus 
gestos estén trucados. 

Consecuentemente, la forma de incorporarse la 
prueba al proceso se da por una doble vía: por la 
adjunción material de los elementos y a través de 
la prueba de informe pericial, que ha requerido de 
alta especialización dado su complejidad tecnoló- 
gica. 

Es precisamente en caso de que las pruebas 
fueren tildadas de incompletas o imperfectas cuan- 
do surge la necesidad de complementarse en te- 
mas como autenticidad y procedimientos proba- 
torios subsidiarios, como la originalidad de la cin- 
ta utilizada para la grabación. Pero más allá de 
que el progreso de la ciencia no garantiza preci- 
samente la obtención de la verdad sin errores, esta 
complementariedad no obsta en el caso en estu- 
dio y dado sus particularidades, a la valoración 
directa de los elementos sobre los que la pericia 
fue realizada. (Ver CARBONE, Carlos Alberto, 
"Aristas de las pruebas científicas ante el desafío 
de su valoración", La Ley Litoral, 2001-988). 

35) Que fácil resulta colegir que el intento del 
magistrado de impugnar amparado en la imposi- 
bilidad material de certificar el carácter original de 
la cinta, está dirigido, en realidad, al sentido que 
corresponde atribuirle a la conversación por él 
mantenida. En la estructura de su razonamiento 
pareciera advertirse que de haberse aportado el 
master original -cuyo carácter, apuntamos, no ha 
podido ser confirmado o rechazado- el "sentido" 
de aquella conversación hubiera sido distinto de 
aquél que muestra, según sus dichos, el material 
en crudo y el emitido en el programa de Teleno- 
che Investiga. 

Pero ¿cuál sería la manera de desentrañar el 
verdadero "sentido"de la conversación, si el pro- 
pio acusado pretende descalificar la prueba ma- 
terial en la que se plasmara dicha conversación? 
Es este Jurado el que debe desentrañar cuál es el 
"sentido" que corresponde atribuirle a esa conver- 
sación con base en lo registrado en el material 
fílmico, por un lado y, por el otro, a lo explicado y 
sostenido por el enjuiciado en sus declaraciones, 
todo ello a la luz de las restantes pruebas allega- 
das al expediente y en el marco de las normas 
éticas que deben ser observadas por aquel que 
desempeña el cargo de Magistrado de la Nación. 

Resulta imprescindible destacar algunos aspec- 
tos que han delimitado el alcance del reconoci- 
miento que el Magistrado ha efectuado de la en- 
trevista que fuera registrada merced a la cámara 
oculta: 

a) Reconoció que la entrevista tuvo real ocu- 
rrencia y las expresiones por él vertidas en las 
conversaciones en las que tomara intervención, 
aunque sostuvo que habían sido sacadas de con- 
texto a través de un trabajo de edición (ver 
fs. 361 vta. párrafo segundo y tercero de la pre- 
sente causa, reproducido en el escrito de defensa 
obrante a fs. 893vta., último párrafo). 

b) Reconoció - con relación a los alcances de la 
reunión- que se le había dado a conocer una idea 
en ciernes y la forma en la que podía plasmarse 
-proyecto de factibilidad y llamado a licitación- 
(fs.370, párrafos tercero y cuarto y su reproduc- 
ción en el escrito de fs. 897vta., quinto párrafo). 

c) Reconoció haber expresado "algunas opinio- 
nes" sobre los temas conversados (fs. cit., párra- 
fo cits.) 

d) Reconoció que de alguna manera las parti- 
cularidades de su lenguaje -carentes de formali- 
dad o rigideces e influenciado por su condición de 



oriundo del interior del país, pudo llevar a falsas 
interpretaciones en cuanto al sentido y alcance 
de sus expresiones (fs. 381, punto d), reproduci- 
do en el escrito de defensa a fs. 903, párrafo sép- 
timo). 

e) Reconoció que en la entrevista le fue pre- 
sentada una idea y que esa entrevista fue repro- 
ducida parcialmente en las imágenes televisivas 
emitidas (refiriendo en esa ocasión -escrito de 
defensa- que dicha idea resultaba absolutamente 
inviable, ver fs. 904 primer párrafo del escrito ci- 
tado). 

f) Reconoció el contenido de la conversación 
filmada brindado una explicación metafórica de 
aquél (ver fs. 319 - versión estenográfica de lo 
declarado por el Dr. Herrera ante la Comisión de 
Acusación). 

g) Admitió que se puede suponer que pertene- 
ce a su puño y letra el croquis presentado en el 
debate por testigo Walter Porta, confeccionado en 
el reverso de un oficio judicial dirigido a él por la 
Excma. Cámara del Fuero de fecha 1 3 de noviem- 
bre de 2002, en los siguientes términos: "Yo soy 
un hombre que cuando converso, generalmente 
escribo. Dibujo, escribo. Estoy conversando con 
usted, estoy hablando... eh, estoy conversando y 
estoy escribiendo. Por la forma del bosquejo me 
parece que puede ser mía. Me parece, doctor, no 
se lo puedo asegurar. Me parece que puede ser, 
por la forma del bosquejo, porque cuando yo es- 
cribo, escribo ...Además, hay una cosa que me 
permite suponer que este bosquejo lo hice yo por- 
que la flecha ésta..., que está acá... Esta es la 
avenida Avellaneda,)no? La flecha que está para 
allá indica el espacio verde, el Rosedalito, como 
dijo el licenciado Porta. Con lo cual el bosquejo, 
doctor, puede ser mío. . . ". 

36) Que en esta línea de razonamiento, el plan- 
teo nulificante -según su postura- tendiente a ex- 
cluir la prueba por no haberse podido determinar 
el carácter original del material fílmico, - no sólo 
no se compadece con los argumentos que se de- 
sarrollan para avalar el pedido de nulidad, sino 
que resulta contradictorio. Adviértase que por un 
lado, se solicita la exclusión de esta prueba mate- 
rial y por el otro, se explica y se trata de justificar 
el contenido de aquella filmación de la que sólo 
da cuenta la misma pieza que pretende impug- 
nar. 

La explicación brindada por el Magistrado sólo 
puede ser valorada a la luz del material aportado 
que, por otra parte ha sido visto por millones de 
ciudadanos argentinos a quienes les asiste el de- 
recho de tener la información suficiente y necesa- 
ria que les permita disipar la seria duda que, so- 
bre su actuación como Magistrado, quedó impre- 
sa en sus mentes. 

En esta inteligencia no es dable admitir la de- 
claración de una nulidad por la nulidad misma, 
máxime cuando no se ha advertido que tal cir- 
cunstancia le haya impedido ejercer sin restric- 
ciones su derecho a defenderse. 

Ampliamente el Magistrado se extendió en su 
declaración introduciendo por esta vía todos y cada 
uno los aspectos en torno a los cuales giró aque- 
lla conversación. Es el propio Magistrado el que 
nos remite con sus profusas declaraciones al exa- 
men del material fílmico que pretende cuestionar. 

37) Que por todo lo expuesto no corresponde 
prescindir de la prueba material aportada -siete 
videocasetes-, sin perjuicio de haberse acredita- 
do pericialmente la imposibilidad de determinar su 
carácter original, puesto que la apreciación valo- 
rativa que de ella se efectúe debe producirse en 
el contexto de las restantes pruebas aportadas a 
este enjuiciamiento (documental, informativa tes- 
timonial) y es en dicho contexto en el que podrá 
descartarse o admitirse, como pieza convictiva. 

38) Que, resueltos como se encuentran los 
cuestionamientos referidos a la forma de obten- 
ción de la prueba fílmica como así también de 
aquellos dirigidos a obtener su descalificación 
como prueba material en sí misma, corresponde 
entrar al tratamiento del cargo que con relación a 
estos hechos formula la Acusación al señor Juez, 
Dr. Rodolfo Herrera. 

Para ello, resulta necesario efectuar una des- 
cripción sucinta del contexto en el que se insertó 
la entrevista que mantuviera en su despacho el 
Dr. Herrera con el arquitecto Etcheverry y un ter- 
cero ignoto que dijo ser, en aquella oportunidad, 
el representante de un grupo inversionista, para 
poder vincular el tema de conversación en torno 
al cual giró con la situación jurídico-procesal por 



la que atravesaba el proceso de quiebra del Club 
Ferrocarril Oeste, el que se encontraba en trámite 
por ante el propio Juzgado a cargo del Magistra- 
do enjuiciado. 

39) Que los autos comerciales en torno a los 
cuales giraba la conversación registrada en el 
material fílmico que fuera aportado por la produc- 
ción del programa televisivo "Telenoche Investiga" 
eran los referidos a la quiebra del Club Ferrocarril 
Oeste Asociación Civil, registrados bajo el núme- 
ro de expediente 047902, en los que con fecha 
20.1 2.02, el Dr. Herrera declaró en estado de quie- 
bra al mencionado club y resolvió aplicar a dicha 
quiebra el régimen de administración de entida- 
des deportivas previsto por la ley 25.284. En esa 
misma resolución y atento a que no se encontra- 
ban habilitados los registros que prevé el art. 10 
de la normativa citada, el Magistrado designó a 
los contadores Osvaldo Valera y Jorge Oliva y al 
abogado Eduardo Andrada como integrantes del 
órgano fiduciario encargados de la administración 
del fideicomiso. Al poco tiempo los dos últimos 
renunciaron y fueron reemplazados por Francis- 
co Tosí y Héctor Fridman. 

Respecto de los cuestionamientos que se pro- 
dujeron con relación a la forma en que el Magis- 
trado había efectuado las designaciones de los 
integrantes del órgano y que motivaron la forma- 
ción de los incidentes N s 99.697 y 99.758 caratu- 
lados "Club Ferro Carril Oeste s/quiebra,s/ inci- 
dente de nulidad s/designaciones de integrantes 
del órgano fiduciario" si bien fueron rechazados 
por el Dr. Herrera, no es menos cierto que al pro- 
ducirse por resolución de la Excma. Cámara Co- 
mercial, la separación del magistrado del conoci- 
miento de la causa, la Juez Comercial a cargo del 
Juzgado N B 22, Dra. Margarita Braga, desinsacu- 
lada para continuar interviniendo en el proceso 
universal del Club Ferro Carril Oeste, resolvió -en- 
tre otras cuestiones- reemplazar a los integrantes 
de órgano fiduciario a fin de brindar mayor trans- 
parencia, recayendo las designaciones en los 
Contadores Laura Matozzi y Patricio Igarzábal y 
el abogado Carmelo Francisco Gerardo. 

Es importante destacar que durante la actua- 
ción de los cinco primeros integrantes se llamó a 
licitación para la adjudicación del gerenciamiento 
de la actividad futbolística, el que fue otorgado a 
la firma "Gerenciar Sociedad de Fútbol S./A. "-úni- 
ca oferente-. Lo propio ocurrió con el gerencia- 
miento de las actividades generales del Club, el 
que fue otorgado a "Swiss Medical Sports", em- 
presa que ganó la licitación frente a "Verde Espe- 
ranza S.A. en formación", oferente a quien el Dr. 
Herrera invitó a participar de la licitación -ver de- 
claración de Mario Jorge Covos de fs. 1224/1226 
de la causa N Q 74.845 "Herrera, Rodolfo s/ cohe- 
cho, abuso de autoridad...."- la cual luego -tam- 
bién- impugnara dicho proceso. Esta licitación 
quedó finalmente sin efecto al hacerse lugar a la 
retractación de la oferta que solicitó la empresa 
"Swiss Medical", con base en las razones de he- 
cho y de derecho que expusiera en el respectivo 
incidente. Finalmente se otorgó la concesión de 
la explotación del campo deportivo que la institu- 
ción posee en Pontevedra, Partido de Merlo, 
Provincia de Buenos Aires, a la empresa "EMG 
Consultores S.A.". 

En este contexto, se advierte que el proceso de 
quiebra del Club Ferro Carril Oeste transitó por un 
camino en el que se produjeron impugnaciones y 
planteos de nulidades que motivaron el reempla- 
zo de los miembros del órgano fiduciario, la re- 
tractación de la oferta en una de las licitaciones 
ganadas (Swiss Medical), y recientemente la de- 
claración de nulidad del contrato de gerenciamien- 
to acordado con "Gerenciar Sociedad de Fútbol 
S. A.". Este contrato cuestionado enfáticamente 
por el Presidente y el Secretario de la fallida, des- 
de su firma, fue declarado nulo por la Juez Co- 
mercial Margarita Braga con fecha 25 de octubre 
de 2004, y sin perjuicio de que dicha resolución a 
la fecha no se encuentra firme, resultan particu- 
larmente llamativas las razones expuestas por la 
Magistrada para arribar al pronunciamiento nulifi- 
catorio. Así entre otras razones expresa la Sra. 
Juez que "...el contrato de gerenciamiento con- 
templado en su integridad, repugna los principios 
y objetivos de la ley 25.284. ...que fija el marco 
normativo aplicable bajo el que procede analizar 
el planteo de autos.... Liminarmente, cabe adver- 
tir la falta de transparencia del proceso licitatorio 
emprendido, visto que de la lectura íntegra de los 
elementos aportados a la causa principal no obra 
el pliego de condiciones de la licitación que fuera 
aprobado por el llamamiento dispuesto, exteriori- 
zación necesaria para el debido conocimiento de 
los interesados. Tampoco se advierte cómo se 
gestó el anexo al contrato de gerenciamiento 
-fs. 1077 de los autos principales- y se aprecia la 



insuficiente publicidad dando a conocer ese lla- 
mado...". Resulta un indicio de gran significación 
lo asentado por el Juez Herrera en el croquis apor- 
tado por el testigo Walter Porta, por el cual en 
noviembre de 2002, o sea mucho antes de la res- 
pectiva licitación, el juez había redactado una le- 
yenda que pareciera consignar "Fútbol Mascar- 
di". 

La presunción de legitimidad que reviste la re- 
solución de referencia nos lleva a no pasar por 
alto las razones explicadas para nulificar aquél 
contrato. La Magistrada alude en su resolución 
-entre otros aspectos- y en forma crítica a las con- 
diciones que rodearon la licitación, a la que califi- 
ca como carente de transparencia. Y es precisa- 
mente este tema -la licitación y su necesaria trans- 
parencia- el que aparece como central en la con- 
versación que, mantenida por el propio Magistra- 
do respecto del mismo expediente -la quiebra del 
Club Ferro Carril Oeste-, diera origen a estas ac- 
tuaciones. 

De manera que la quiebra del Club Ferro Carril 
Oeste marcó un hito en el proceso toda vez que 
desde su declaración todo fue cuestionado (de- 
signación de los miembros de órgano fiduciario, 
la actuación de éstos, las licitaciones, los contra- 
tos, etc.). Y es justamente en este contexto donde 
se inserta la conversación que mantuvo el Magis- 
trado con un supuesto representante de una con- 
sultora, cuyo tenor ha sido calificado por la Acu- 
sación como una grave infracción a normas mo- 
rales por falta de escrúpulos y de principios éti- 
cos. 

40) Que, la conversación registrada - en cáma- 
ra oculta y abierta -contrasta - por antagónica- con 
las explicaciones vertidas por el Dr. Herrera, lo que 
obliga a evaluar la entidad convictiva de estas úl- 
timas con relación al tema a decidir. El Magistra- 
do ha sostenido en su descargo argumentacio- 
nes referidas a tres cuestiones diferentes: las in- 
herentes al trámite de la quiebra del Club Ferro- 
carril Oeste, las referidas al material fílmico y aque- 
llas que conciernen al tema de conversación so- 
bre el que se desarrolló la entrevista. Respecto 
de la primera cuestión sostuvo que a) el expediente 
de la quiebra del Club Ferrocarril Oeste fue trami- 
tado en forma normal y que su interés siempre 
fue el de beneficiar a la institución y, consecuen- 
temente a los socios; b) no era cierto que la quie- 
bra se hubiera decretado en base a pagarés fal- 
sos; c) no era cierto que durante su gestión el Club 
se hubiera endeudado en forma exorbitante; d) no 
había otra posibilidad de continuar con las activi- 
dades del Club sino a través de la figura del ge- 
renciamiento; y e) que la designación de los inte- 
grantes del órgano fiduciario se desarrolló en for- 
ma absolutamente incuestionable. Todas estas 
argumentaciones no merecen ser consideradas a 
poco que se advierta que no se vinculan con el 
cargo que se sostiene en su contra, por lo que su 
tratamiento deviene abstracto. Las objeciones que 
formula son claras y detalladas aunque referidas 
a la argüida inconsistencia de lo que la locutora 
expresó públicamente, exposición -que según el 
Magistrado- carecía de fundamento, pero no lo son 
respecto del desarrollo de la entrevista filmada. 

Las cuestiones planteadas con relación al ma- 
terial fílmico aportado por Artear giraron en torno 
a que aquél: a) se hallaba adulterado y b) que el 
"informe periodístico estaba plagado de falseda- 
des"^ en lo que se refiere al contenido de la filma- 
ción, sostuvo concretamente que c) "la idea que 
le fuera presentada en la entrevista reproducida 
parcialmente en las imágenes televisivas emitidas 
resultaba absolutamente inviable"y d) que el úni- 
co proyecto realizable era el encargado en su opor- 
tunidad al Arquitecto y Urbanista Garay. De ma- 
nera que sólo corresponde examinar estas últi- 
mas cuestiones por ser las vinculadas estrecha- 
mente con el cargo y por estar referidas a la valo- 
ración de la prueba cuya exclusión ha sido recha- 
zada al tratar la cuestión previa. 

41) Que, en lo que atañe a la "adulteración" del 
material fílmico, el Magistrado no precisó en qué 
pudo aquélla haber consistido. Sólo sostuvo tal 
postura con base en que la conversación había 
sido "sacada de contexto", alegación que se es- 
grimió ante la imposibilidad de determinar el ca- 
rácter de master original de la cinta conforme lo 
dictaminado por la pericia técnica y su ampliación 
de fojas 1947/1953 y fojas 2043/2049 respectiva- 
mente. 

En cuanto al punto, ha sido ilustrativo lo decla- 
rado por el testigo Marcelo Augusto Gareis (Lie. 
en Administración de la Producción Televisiva) 
quien sin perjuicio de haber actuado como perito 
de parte en la causa penal N Q 74.845/03 fue cita- 
do como testigo de la Defensa durante la audien- 
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cia de debate. Manifestó el testigo a preguntas que 
se le formularon que "...No se pudo determinar la 
originalidad del material; sí a simple vista que el 
material había sido alterado". Interrogado respec- 
to del tipo de alteración de la cinta refirió que 
"...Esos son los borrados a simple vista.. Al no 
poder determinar originalidad no podemos estar 
determinando una serie de cosas..., significa que 
el material ha sido manipulado, y como tal, no se 
lo puede determinar como un original o indubita- 
ble". 

Agregó a preguntas que "Cuando hago un mon- 
taje yo muestro una parte, y quien lo va a ver va a 
ver la verdad. No sabe qué hay adelante o qué 
hay después, qué pasa fuera del contexto. Lo que 
pasa es que, bueno, en la televisión el tiempo es 
tirano. Yo no puedo pasar nueve, diez horas de 
video para mostrar algo que necesito pasarlo en 
tres, cuatro minutos porque si no la gente me cam- 
bia de canal (...) Normalmente uno a través del 
formato saca sus conclusiones. Por eso, vuelvo a 
repetir, digo que el formato es condenatorio' '(conf. 
fojas 1 622 -versión estenográfica- de la causa prin- 
cipal). 

Interrogado en forma precisa por el Acusador 
si podía afirmar que alguna parte de lo que se 
había visto era falsa, respondió "...Si no puedo 
tener el original yo no creo absolutamente en 
nada". 

De manera que el testigo Gareis, con especia- 
les conocimientos técnicos en la materia, funda- 
mentó desde el punto de vista científico la causa 
por la cual no se pudo determinar la originalidad 
de la cinta y aseguró la existencia de adulteracio- 
nes consistentes en maniobras de "borrado". Es- 
tas alteraciones aunadas a la imposibilidad de 
determinar la originalidad de la cinta, lo han lleva- 
do a expresar ante este Jurado su personal opi- 
nión respecto del resto del contenido "no borrado" 
de la cinta ("yo no creo absolutamente en nada'). 

El testigo Gareis ha dado su opinión concep- 
tual y abstracta acerca de normas y procedimien- 
tos, pero a la hora de calibrar el material para él 
"remanente", deja su actitud de rigor técnico y pasa 
a expresar una creencia: si no hay material origi- 
nal, él no cree en nada. 

En este punto la conclusión a la que llegaron la 
mayoría de los peritos intervinientes en la amplia- 
ción de la pericia técnica ordenada por el Juez 
Penal, parecería compadecerse con lo afirmado 
por el testigo Gareis, quien -además -en su condi- 
ción de perito intervino en aquélla. Mas de la lec- 
tura de los puntos consignados como objeto de 
pericia y de la forma en que fueron redactados, 
es dable advertir que sólo en el caso de respon- 
derse en forma afirmativa a los anteriores puntos 
podía avanzarse en los que se requerían segui- 
damente. De manera que la respuesta brindada 
al punto consignado en la ampliación referido a la 
existencia de alguna posibilidad técnica de reali- 
zar un trabajo de edición de tal entidad como para 
reproducir diálogos inexistentes, producto de una 
creación artificial sin correlato de realidad, como 
así también si podía descartarse absolutamente 
que un eventual trabajo de edición de imagen y 
sonido pudiera alterar su contenido, debía estar 
precedida de la afirmación del carácter original de 
la cinta -anterior punto de pericia-. Empero -como 
es sabido- la originalidad del material fílmico no 
pudo determinarse, consecuentemente no se pudo 
avanzar en la respuesta al punto de ampliación. 

La imposibilidad de determinar lo requerido no 
aparece fundada en razones técnicas sino en los 
términos en que los puntos de pericia fueron re- 
queridos. De ahí que nada impide valorar el regis- 
tro fílmico de la entrevista pues el propio dicta- 
men pericial si bien ha concluido por un lado "que 
el contenido de las imágenes de los videocasetes 
analizados han sido objeto de manipulaciones"; y 
"que no es factible determinar si los videos anali- 
zados resultan ser originales o copias de otros 
videos", por el otro ha dictaminado "que a lo largo 
de las secuencias de las imágenes y sonidos 
contenidos en los videocasetes analizados no se 
han advertido elementos que alteren las imáge- 
nes de las personas (azulejo mosaico etc.) ni mo- 
dificaciones de voz (distorsionador) destinados 
a la protección del portador del sistema" (conf. 
fojas 2045 vta.). 

Así, con base en el dictamen corresponde valo- 
rar el contenido de la cinta fílmica, por entender 
que las manipulaciones a las que se hace refe- 
rencia corresponden a los espacios sin contenido 
audiovisual y a los cambios de velocidad obser- 
vados en cada uno de los videos casetes aporta- 
dos (conf. 1 951 vta), mas ello no parece haber afec- 
tado -alteraciones de imágenes ni modificaciones 



de voz- las secuencias de imágenes y sonidos en 
los videos. 

De manera que la alegada "adulteración", sos- 
tenida por la imposibilidad de determinar el ca- 
rácter de cinta original y a la presencia de "mani- 
pulaciones' 'en clara referencia a espacios sin con- 
tenido audiovisual y cambios de velocidad, no im- 
pide considerar la parte del material fílmico con 
contenido de imagen y sonido no alterado y valo- 
rarlo, entonces, a la luz de las manifestaciones 
vertidas por el Dr. Herrera y de las restantes prue- 
bas obrantes en este proceso. 

En lo referente al "formato" del programa, su 
defensa es más que imprecisa, confusa. Lo único 
que dice es que: "refleja una realidad que no reco- 
noce la realidad subyacente". En el conjunto de la 
información reunida en las actuaciones, no hay 
otra forma de interpretar las categorías de reali- 
dad a las que el Juez hace referencia de la si- 
guiente manera: hay una realidad que él llama no 
subyacente, es decir superficial o aparente, vin- 
culada al proyecto "shopping" a construir en el 
estadio y otra, la realidad subyacente, que sería 
el proyecto de parquización, su obsesiva preocu- 
pación, ya que en su planteo conceptual le apare- 
ció como una "revelación" experimentada en un 
paseo de meditación (fs. 328 y 354), que "consti- 
tuía su locura". Que tal significado de su explica- 
ción lo corroboró en el escrito de descargo cuan- 
do tituló el apartado 3.4 (fs.370 vta) como el "Úni- 
co Proyecto Real", para diferenciarlo del propues- 
to por el Arquitecto Etcheverry que había sido sólo 
objeto aparente de la entrevista filmada. 

El acusado, en la oportunidad del alegato, vol- 
vió sobre estas circunstancias, reiterando referen- 
cias a "El Rosedal"y a Domingo Faustino Sarmien- 
to como su inspirador, motivo de sus ya menta- 
das ensoñaciones y aspiraciones. 

De la propia palabra del Dr. Herrera surge y se 
acredita que la visión que tenía de sí mismo y de 
su función como Juez iba mucho más allá de lo 
que necesariamente se ve acotado por la función 
jurisdiccional, excediendo todo límite impuesto por 
la lógica y la sensatez. 

Así fue que en su alegato dijo "...eso le da más 
fuerza de convicción a que mi verdadero proyec- 
to, doctora, mi verdadero proyecto ni siquiera era 
por el club. Era por el barrio" (versión estenográfi- 
ca de la audiencia del 11.02.05, pág. 122). Estas 
expresiones no hicieron sino convalidar el papel 
que se había autoasignado como defensor "de los 
justos y legítimos intereses del barrio y del Club" 
(ver escrito de Constesta Acusación, fojas 901). 

42) Que, descartada la adulteración del mate- 
rial fílmico en lo que atañe al registro exclusivo de 
la entrevista, surge claramente que el tema de la 
conversación se introduce -en relación con el car- 
go que se le formula- cuando el Arquitecto Etche- 
verry afirma la necesidad de contar con "un esta- 
dio terminado", con instalaciones que se definan 
"...debajo de las tribunas sur, que es donde está 
el Echarty la Martín de Gainza... "(versión este- 
nográfica de desgrabación). El Juez le dice al su- 
puesto representante de la empresa consultora 
que lo llamará, le encargará el trabajo de factibili- 
dad y le dará un plazo de 90 días, pero al no tener 
dinero para pagarlo le otorgará en contrapartida 
una preferencia para que encuentre un inversor o 
ejecutor en un plazo de 120 días, lapso que se 
suma al anterior, con lo que en definitiva le dará 
210 días, cumplidos los cuales perderá la propie- 
dad del proyecto si no logra encontrar quien lo fi- 
nancie. El Magistrado le aclara que no podrá efec- 
tuar una adjudicación de la obra en forma directa 
sino que tendrá que convocar a una "licitación de 
mejora de oferta", en la que participaría el consul- 
tor bastándole con igualar la mejor propuesta para 
ganar en razón de ser el primer oferente, además 
de que los otros participantes no dispondrían de 
los 210 días con los que él sí contaría. 

El Juez propone al interlocutor no identificado 
redactarle la propuesta que luego firmarían. No 
hay dudas que, según, la Acusación, están ha- 
blando de las obras a realizar debajo de las tribu- 
nas sur del estadio, pues a continuación el Juez 
sorprende a su interlocutor con otro estudio de 
factibilidad pero esta vez referido a la parquiza- 
ción de 3 hectáreas y obras complementarias, 
aclarando el arquitecto Echeverry que ese estu- 
dio es el próximo ("el que viene') referido a la par- 
quización, la apertura de calles y la posibilidad 
inmobiliaria. 

Surge de la filmación que el Juez y el supuesto 
consultor se encuentran en el estadio y después 
del partido recorren lo que sería el predio a par- 
quizar y además de sugerirle como tranquilidad 



para los hipotéticos inversores franceses que "la 
única seguridad jurídica en la Argentina es que te 
firme un Juez" -pág. 28-, el Juez le recuerda que 
no va a llamar a una licitación de inversión sino de 
obra, proyecto y comercialización, asegurándole 
que "vamos a ganarla porque vamos a preparar 
nosotros la licitación para que la ganen ustedes" 
agregando luego que "lo que nosotros podemos 
hacer es llamar a una licitación para 50 millones 
por 10 millones. Y ustedes aparecen ofreciendo 
15. Una cosa así. Ya le vamos a buscar la vuelta" 
(pág. 29/30 del Anexo II). 

En su primera presentación escrita ante la Co- 
misión de Acusación del Consejo de la Magistra- 
tura (fs. 21) reconoció el magistrado que las imá- 
genes corresponden a escenas reales, sólo que 
-explicó- han sido presentadas de modo que pue- 
dan redundar en prejuicio de la regularidad de su 
conducta, sacadas de contexto las expresiones 
grabadas "mediante un trabajo de edición". Así en 
forma textual expresó: "En tal sentido cabe desta- 
car que las imágenes (...) mediante un trabajo de 
edición dirigido a sacar de contexto las expresio- 
nes vertidas en las conversaciones en las que el 
suscripto tomara intervención". 

Más tarde en su escrito de descargo también 
ante la Comisión (fs. 366 vta.) reitera que, "no 
habré aquí de brindar explicaciones relativas a los 
hechos que surgen de la entrevista en la que to- 
mara intervención, único aspecto que reconozco". 

43) Que la entrevista así admitida en cuanto a 
su existencia tuvo, según el Juez el siguiente ori- 
gen; recuerda (fs. 331) que el día antes, el 26 de 
Noviembre, se la pidió el Arquitecto Etcheverry. 
Su memoria acerca de aquella fecha, el 27 de 
Noviembre, es precisa por que la formuló toman- 
do como prolija referencia el cumpleaños de su 
mamá, que cae el 2 de Diciembre que era martes. 
Según él, el arquitecto "vino con González More- 
no, consultor, ciudadano de Bahía Blanca, intere- 
sado en estudios de consultoría en Caballito. Y 
habló Etcheverry y dijo: yo lo he traído porque ten- 
go un viejo proyecto que para muchos es una lo- 
cura textual, pero es un proyecto realizable". 

44) Que si bien el Magistrado no brinda expli- 
caciones directas respecto de los hechos que sur- 
gen de la entrevista en la que tomara intervención 
-único aspecto que reconoce-, y sólo se refiere a 
la actuación que le cupo en el proceso concursal 
del Club Ferrocarril Oeste, en particular respecto 
de aquellos puntos que fueron directamente cues- 
tionados por los periodistas pero que no son obje- 
to de cargo, no es menos cierto que de lo declara- 
do durante la audiencia llevada a cabo ante el 
Consejo de la Magistratura, surge una clara expli- 
cación del tema en torno al cual girara la conver- 
sación la que, aún utilizando la metáfora como una 
forma de trasladar el sentido recto de los térmi- 
nos que utilizó a otro figurado, sobre la base de 
una comparación tácita, resulta fundamental para 
elucidar el contenido de aquella conversación. 

Las versiones que el Magistrado brindara res- 
pecto del conocimiento que tenía del tema sobre 
el cual girara la conversación son contradictorias. 
En su escrito de descargo de fs. 370, afirma que 
no había tenido noticias de tal proyecto hasta la 
visita del supuesto inversor. Así afirmó "Tuve la 
primer noticia en esa oportunidad" (Textual) (ver 
también fs.567). Sin embargo, en su declaración 
ante la Comisión de Acusación había referido que 
tiempo después de la reunión de desagravio con 
dirigentes del Club, (ocurrida inmediatamente des- 
pués de declaración de quiebra adoptada el 20 de 
Diciembre del año anterior) el arquitecto le había 
dicho "Doctor, yo tengo un proyecto de estadio que 
me lo encargó el Club en un momento de gloria" 
(fs. 329). 

Las contradicciones en las que incurre el Ma- 
gistrado y la duda que pareciera campear respec- 
to del conocimiento previo que tenía del proyecto 
inmobiliario, se disipa si se tiene en cuenta lo 
manifestado por dos testigos que aseguran que, 
efectivamente, el proyecto era conocido entre los 
dirigentes del Club Ferrocarril Oeste. Uno es Wal- 
ter Porta, el último presidente, que lo menciona 
como una locura del arquitecto Etcheverry, aña- 
diendo que el Juez en oportunidad de obsequiar- 
le el croquis agregado, le mencionó llevar el esta- 
dio desde el emplazamiento que actualmente dis- 
pone el Club a Colegiales de manera de dejar lu- 
gar a un estacionamiento y un shopping, lo cual 
obviamente suponía la utilización del propio de 
Ferrocarril Oeste para otro destino. Esta entrevis- 
ta según el Sr. Porto tuvo lugar con anterioridad a 
la declaración de la quiebra ocurrida un año antes 
de la entrevista filmada. Y el otro es Walter Truffat, 
abogado que testimonió acerca de la entrevista 
que mantuvo con el magistrado, aproximadamen- 



te ocurrida al declararse la quiebra, al final el Ar- 
quitecto Etcheverry dijo "la solución ya la tengo. . . " 
y anunció el proyecto al cual se refirió el Juez en 
la entrevista filmada. 

La prueba irrefutable del conocimiento previo 
que tenía del proyecto inmobiliario quedó patenti- 
zada en el croquis confeccionado en el reverso 
de un oficio judicial que la Cámara le dirigiera al 
Magistrado que fue utilizado como un papel bo- 
rrador, cuya autoría reconoció el Juez ante el Ju- 
rado. El croquis en cuestión se ajusta al cuadro 
general de la entrevista y menciona las palabras 
cines y centro c (comercial) las que identifica con 
el N s 1 , que va colocado en una ubicación que se 
superpondría a lo que es inequívocamente el es- 
tadio actual. La concordancia de lo dibujado en el 
croquis con aquello que fuera testimoniado por 
Walter Porta se erige como prueba suficiente para 
desvirtuar su pretensión. 

El Dr. Herrera sostuvo -también- que en dicha 
reunión solamente se le hizo conocer una idea "en 
ciernes", respecto de cuyas posibilidades de con- 
creción y la forma en que eventualmente podía 
plasmarse -mediante la elaboración previa de un 
proyecto de factibilidad, y el eventual y posterior 
llamado a licitación y a mejora de ofertas- mani- 
festó algunas opiniones, sin que ninguna de las 
circunstancias por él aludidas permitiera interpre- 
tar que hubiera perseguido un interés irregular y 
que no se vinculara con la obtención de un bene- 
ficio para la entidad concursada. 

Resaltó que el "proyecto inmobiliario" al que 
hacía referencia el informe periodístico relaciona- 
do con la construcción de un shopping debajo de 
la cancha de fútbol del Club, cuya existencia -rei- 
teró- ni siquiera le constaba, constituía un absur- 
do, una idea impracticable dadas las restriccio- 
nes insalvables a que estaban sujetos los inmue- 
bles y su utilización (vgr. contrato de gerenciamien- 
to con la empresa "Gerenciar S.A."; restricciones 
de dominio derivadas en un caso por la existencia 
de prolongación de la calle Bacacay, en otros por 
haber sido declarado monumento histórico). La 
idea de llevar a cabo obras debajo del estadio de 
fútbol con miras a la construcción de un shopping 
no podía ser decidida por él -según afirma-, sino 
que debía contarse con la anuencia de distintos y 
variados órganos (el fiduciario, el Comité Asesor, 
la empresa Gerenciar S.A., la Asamblea de so- 
cios, el Gobierno de la Ciudad y la Legislatura de 
la Ciudad Autónoma). Calificó al proyecto como 
un "imposible", como una idea irrealizable o ab- 
surda. 

45) Que, sin embargo, luego de esa introduc- 
ción y para no referirse directamente al proyecto 
de factibilidad que aparecía como el encargado al 
supuesto inversor durante la entrevista -dado el 
cuestionamiento que efectuó del material fílmico- 
el Magistrado utilizó metafóricamente el término 
"construcción de un obelisco" en clara alusión a 
aquél y en esa línea explicó que "...yo he demos- 
trado que en este inmueble adonde se quería ha- 
cer un obelisco, en este inmueble no se podía 
hacer un obelisco. Y que para poder hacerlo se 
necesitaba o la autorización del Gobierno de la 
Ciudad, autoridad de aplicación del Código de Pla- 
neamiento Urbano o la Legislatura de la ciudad 
de Buenos Aires. Con lo cual queda claro que el 
suscripto no tenía la llave ni del inmueble ni del 
obelisco. La llave la tenía el gerenciador. Y ade- 
más, la factibilidad del obelisco la tenía el gobier- 
no de la Ciudad. Ahora bien, por vía de hipótesis 
(...) Ha quedado claro que yo no podía llamar a 
licitación para hacer el obelisco, punto uno. Punto 
dos, por vía de hipótesis. Si alguien viene y me 
dice: 'Doctor, llame a licitación para hacer el obe- 
lisco' le tengo que decir, o le debo decir. 'Usted 
tiene que hacer la factibilidad' ¿Qué quiere decir 
la factibilidad?. El proyecto del obelisco y la facti- 
bilidad de (. . .) construir en ese inmueble. Proyec- 
to de factibilidad que tiene un costo, obviamente 
un costo económico (...) Hay que dibujarlo, hay 
que hacer un anteproyecto. El trámite tiene un 
costo. La negociación con el que tiene la llave, 
con el gerenciador tiene un costo (...) Ahora bien, 
si ese individuo dice: 'Yo afronto ese costo'. Y yo 
le digo: 'Si usted afronta ese costo y después, us- 
ted, si es factible lo hace al negocio, presenta una 
oferta y tiene la ventaja del tiempo y de igualar y 
el derecho de ganar con sólo igualar ¿ adonde 
está la violación de la ley? Pero no he terminando. 
Si usted no hace la inversión, si después decide 
no hacer la inversión (...) decide no hacer el obe- 
lisco, el proyecto de factibilidad no es suyo. Es mío. 
Es de mí interés, del interés que yo tengo que 
proteger, es del club este proyecto. Y queda para 
el club. Y si usted invierte, tiene la ventaja del tiem- 
po y tiene la ventaja de que en caso de igualdad 
gana'. Ahora si usted confunde maliciosamente, 
arteramente la factibilidad con la licitación, el pro- 
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yecto de factibilidad con el proyecto de licitación, 
obviamente que no sólo deforma la realidad sino 
que además intencionalmente le está llevando al 
espectador a tener una visión absolutamente fal- 
sa de las cosas. Vía hipótesis. Punto dos. Punto 
tres: si la llave la tenía el gerenciador, si la llave 
de las obras las tenía el gerenciador ¿había que 
llamar a licitación pública? Si las llaves las tenía 
el gerenciador para hacer obras con la autoriza- 
ción del club -dice asamblea de socios es el 
club(. . .) - si tenía el derecho al usufructo y a ha- 
cer obras ¿ era necesaria la licitación? Entonces 
sise impuso la licitación, era un autocontrol, como 
todos los autocontroles de los que hablé ...El for- 
mato confunde y mezcla, a propósito. ...¿ Cómo se 
deforma la realidad ? (...). Se filma, se filma, se 
filma. Pero la película no puede durar siete horas 
porque el público se va. La película dura una hora 
veinte... Entonces, entre lo que se filmó y lo que 
se editó hay un proceso inevitable. . . Se llama 'com- 
paginación '(...) deberá entenderse el conjunto de 
operaciones destinadas a ordenar, cortar y ajus- 
far sincrónicamente un material filmado". 

46) Que, lo hasta aquí expuesto delimita la cues- 
tión a decidir. El contexto en el que se desarrolló 
la conversación filmada era un expediente judicial 
-la quiebra del Club Ferro Carril Oeste- sujeto a 
decisiones jurisdiccionales por parte del Magis- 
trado enjuiciado. El sentido genuino de la conver- 
sación, cuyo tenor - a criterio de la Acusación- ha 
dado lugar a este proceso, es el que corresponde 
a este Jurado determinar. Para ello es necesario 
confrontar las explicaciones vertidas por el Ma- 
gistrado en forma genérica y metafórica con el 
contenido de la conversación que aparece regis- 
trada en el material fílmico para poder desentra- 
ñar su sentido. 

En esas circunstancias el Juez, reunido con ter- 
ceros ajenos a la causa, le imprimió a la entrevis- 
ta un carácter de inhabitual sigilo, al punto tal de 
exigirle a su secretario privado (Ruiz), a viva voz, 
que "...Diego no me ¡odas...", cuando éste había 
ingresado al despacho en plena reunión. El pro- 
pio secretario, en su declaración prestada ante 
este Cuerpo, admitió que con anterioridad a ese 
hecho el Juez nunca había impartido instruccio- 
nes de no ser molestado en similares ocasiones, 
lo que nos permite inferir que el resguardo que el 
juez impuso a esa reunión importa, por lo menos, 
tal como se dijo, una conducta sospechosa y poco 
transparente en el desempeño de su función. 

Imperioso resulta destacar -a esta altura- que 
si bien el Magistrado ha sostenido a lo largo de 
este enjuiciamiento que la conversación fue sa- 
cada de contexto merced a la compaginación del 
material fílmico efectuada para ser editada y tele- 
visada, lo cierto es que el acusado no ha hecho 
referencia a aquello en que ha consistido la "mal 
intencionada' 'compaginación que le atribuye a la 
producción del programa televisivo "Telenoche In- 
vestiga". De manera que su alegación se erige 
como afirmación apodíctica construida sobre la 
base de la imposibilidad de determinar el carácter 
"original" 'de la cinta fílmica. 

Mas descartada tal alegación con base en los 
fundamentos dados al tratar aquella cuestión, de- 
bió el Magistrado explicar en forma precisa -aún 
como cuestión subsidiaria a su planteo principal- 
cuál habría sido -a su criterio- la adulteración en 
la que se habría incurrido durante la compagina- 
ción, puesto que sólo él se encontraba en condi- 
ciones de hacerlo como protagonista del suceso 
y principal interesado en el esclarecimiento de los 
hechos. 

47) Que adviértase que el Consejo de la magis- 
tratura ha resaltado en forma expresa manifesta- 
ciones del Juez Herrera tales como "... A mi no 
me importa su negocio, a mi me importa mi nego- 
cio. . . Seamos crueles: a mi me importa mi nego- 
cio. . . "; ". . . obviamente yo no voy a hacer una lici- 
tación abierta para que venga cualquiera a hacer 
lo que se le canten las pelotas. . . "; ". . . No nos gana 
nadie. . . "; ". . . hay otra posibilidad, hay otra posibi- 
lidad. ..Yo lo llamo a usted para que me haga un 
estudio de factibilidad de la parquización de las 3 
hectáreas y obras complementarias. . . ". Asimismo, 
en la reunión siguiente, en el predio del Club, la 
Acusación le adjudica al Juez encartado, también 
puntualmente, haber dicho frases como "...impre- 
sión que esto, integrado con el estadio, tiene que 
ser el negocio inmobiliario. . . ". Asimismo, según la 
acusación, con el afán de otorgarle "seguridad" a 
los presuntos inversores franceses, el Juez ha- 
bría dicho "...la única seguridad jurídica en la Ar- 
gentina es que te firme un juez. . . "; agregando res- 
pecto de la licitación que ". . . vamos a ganarla, por- 
que vamos a preparar nosotros la licitación para 
que la ganen ustedes..."; finalmente, para "tran- 
quilidad" del inversor, el juez habría dicho que ". . .lo 



que nosotros podemos hacer es llamar a una lici- 
tación para 50 millones por 1 millones. Y ustedes 
aparecen ofreciendo 15. Una cosa así, Ya le va- 
mos a buscarla vuelta. De eso no se haga proble- 
mas...". 

48) Del escrito de defensa del Juez encartado 
no surge la negativa expresa respecto de la auto- 
ría de esas manifestaciones, que explícitamente 
le adjudica la Acusación, respecto a las cuales 
debería haberse referido concretamente, máxime 
por tratarse de un juez de la nación y porque han 
sido dichas en el marco de una causa judicial, cuyo 
trámite estaba a su cargo, y dirigidas a personas 
ajenas a ese expediente. 

El Juez, en su argumento defensista se ha limi- 
tado a cuestionar, por razones técnicas, el mate- 
rial fílmico, alegando que el mismo estaba altera- 
do por borrado de imágenes, que las expresiones 
fueron sacadas de contexto, que era un video adul- 
terado etc., sin rebatir, pormenorizadamente y de 
manera seria y fundada, las imputaciones expre- 
sas que contiene el líbelo acusatorio. 

49) Que, con base en todo lo expuesto surge 
que el contenido de la conversación registrada en 
el material que fuera editado como así también 
en aquél denominado como material en "crudo", 
guarda estrecha relación con la versión de los 
hechos que, en forma metafórica, el Dr. Herrera 
ha brindado. 

Así puede sostenerse válidamente que el tema 
versó sobre un proyecto inmobiliario a desarro- 
llarse en el Club Ferro Carril Oeste, que requería 
la realización de un estudio de factibilidad y de 
inversores que lo financiaran. Más allá de que -ex 
post facto- el proyecto fue calificado por el Magis- 
trado como de "imposible" realización por las ra- 
zones que explicara resulta llamativamente ilus- 
trativo que un Magistrado de la Nación reciba en 
su despacho en horario judicial a un desconocido 
-el supuesto inversor- y al arquitecto Etcheverry, 
a quien dijo conocer con motivo del proceso con- 
cursal de Ferro y con quien mantuvo unas pocas 
reuniones, para escuchar cuestiones relativas a 
un proyecto -según él irrealizable- que, en lugar 
de motivar su inmediato rechazo, dio lugar a una 
extensa conversación en la que el Magistrado se 
explayó en temas jurídico-procesales, respecto de 
los cuales comunicó a sus interlocutores la postu- 
ra que asumiría de concretarse una supuesta lici- 
tación de obras a la que llamaría para la ejecu- 
ción de aquéllas. 

En este sentido el Magistrado expresó al su- 
puesto inversor durante la conversación: "... Yo lo 
que le pudo dar a usted es celebrar ...un conve- 
nio por el cual yo le encargo a usted que usted me 
haga para mí un proyecto de factibilidad y comer- 
cialización de obras complementarias....", agrega 
"o a los franceses. A los que usted me diga. Pero 
yo necesito saber qué puedo hacer con el club 
inmobiliariamente. Para eso yo tengo que hacer 
obras complementarias. . . Yo quiero saber qué 
obras complementarias puedo hacer, la factibili- 
dad de comercialización, la negociación, la con- 
tratación de esas obras, el proyecto... Yo lo llamo 
a usted. Punto uno. Punto dos: yo no tengo plata 
para pagarle, el trabajo se lo tendré que pagar, le 
doy. . . en contrapartida, la preferencia ...la prerro- 
gativa de que usted me busque el comercializa- 
dor, el ejecutor y el comercializador de este pro- 
yecto por el término de 120 días. Los 120 días a 
partir de que usted me termina el trabajo de facti- 
bilidad, para lo cual yo le doy 90 días. Con lo cual 
ya estamos en 210 días. A los 210 días si usted 
no me trae un candidato, el estudio es mío.." 
(págs. 18 y 19 versión estenográfica -Anexo II-). 

Luego de aclarar el Magistrado a su interlocu- 
tor qué sucedería si transcurridos los 1 20 días no 
conseguía un inversor, agregó "...Si usted me trae 
el cliente. ..ahí viene la otra etapa, porque yo quiero 
ser muy claro en esto. ..Yo no se lo voy a dar a su 
cliente en forma directa, no puedo. Por eso es que 
soy claro. Yo voy a llamar a licitación de mejora de 
oferta. Es decir, al proyecto que yo tengo, que us- 
ted me ha hecho... Usted a la propuesta que us- 
ted me trae del cliente suyo yo le hago por 15 mi- 
llones de pesos y le pago los canon de esto y y 
esto ¿ Me entiende ? ... 15 millones de dólares. . . . 
Yo no se lo puedo dar y firmar el contrato. Lo que 
sí puedo hacer ya que usted me ha puesto toda la 
guita y todo el esfuerzo ahí, yo llamo a mejora de 
oferta, en la cual usted también participa. Y en 
caso de empate, gana usted. . . ". 

50) Que la alegación del Dr. Herrera en torno a 
la imposibilidad de realización del proyecto inmo- 
biliario, queda desvirtuada a poco que se advierta 
que fue el propio Magistrado quien encargó a su 
interlocutor un estudio de factibilidad, comerciali- 



zación y ejecución de aquél subordinando el re- 
conocimiento de la propiedad intelectual sobre 
éste a la condición de que conseguir un inversor 
para su financiamiento. Pero ¿cuál pudo haber sido 
la razón por la cual el Magistrado pretendiera ad- 
judicarse la propiedad del proyecto de estudio de 
factibilidad? La respuesta resulta obvia. La elabo- 
ración de ese proyecto se debía efectuar con base 
en las directivas o ideas que el propio Magistrado 
impartiría. Repárese que el Juez le expresó a su 
interlocutor que "...yo le digo que usted prepare 
un proyecto sobre los términos que yo le di, yo 
después le doy una 'pintarrajeada', lo leo o se lo 
preparo yo al borrador y usted lo hace trabajar por 

su letrado, por su abogado, por el arquitecto 

Yo se lo hago llegar por el arquitecto en una se- 
mana, porque estoy complicado este fin de sema- 
na. Lo firmamos, nosotros le damos a usted la 
posibilidad de que nos haga un proyecto de facti- 
bilidad de obras complementarias. Proyecto de 
factibilidad y comercialización de obras comple- 
mentarias. Y exclusividad para presentara un ofe- 
rente.... Para lo cual le doy una exclusividad de 
210 días.... Y después otro punto: yo no le pago 
un centavo, si a los 210 días usted no me trae un 
interesado, el proyecto es mío. ...Y, en cuarto lu- 
gar, el interesado ese tiene que pasar por una 
mejora de oferta, en la cual tiene preferencia... 
Tiene un preferencia legal, además, que obvia- 
mente yo no voy a hacer una licitación abierta para 
que venga cualquiera a hacerlo que se le 'canten 
las pelotas', yo voy hacer... el solo hecho de que 
yo haga el proyecto de licitación como usted lo ha 
proyectado es porque ya lo ha estudiado, masti- 
cado y etcétera." {pág. 21 versión citada, del anexo 
citado). 

51 ) Que, sin perjuicio de que se trataba -a estar 
a los propios dichos del Magistrado- de una idea 
"en ciernes" en el transcurso de la conversación 
resulta fácil advertir como el propio Juez fue el 
que proporcionó datos urbanísticos, dio forma pre- 
contractual al vínculo que se establecería, fijó con- 
diciones, adelantó su intención de conceder ven- 
tajas, garantizó exclusividad y preferencias y anti- 
cipó, no sólo su decisión de llamar a licitación, 
sino también aseguró el resultado de ésta. 

De la extensa conversación mantenida que in- 
volucró temas concernientes al estudio de factibi- 
lidad, comercialización y ejecución del proyecto 
inmobiliario, a los plazos que se concederían para 
su realización, y a las circunstancias que rodea- 
rían la licitación y su resultado, no surge ninguna 
frase o expresión que vertida por el Dr. Herrera 
permita sostener válidamente la convicción que 
ahora pretende esgrimir con relación al carácter 
"irrealizable" del proyecto. Es de destacar que fue 
el propio Magistrado quien avanzó respecto de 
otras posibilidades que en forma sucesiva podían 
darse en el futuro: un estudio de factibilidad de la 
parquización de 3 hectáreas y obras complemen- 
tarias también del Club Ferro Carril Oeste (ver 
fs. 22 de la transcripción estenográfica citada). 

Ciertamente que el encuentro entre el Magis- 
trado y el seudo representante de la empresa con- 
sultora en el predio del Club Ferro Carril Oeste 
confirma que, aún cuando el proyecto hubiera sido 
de imposible realización, el Juez Herrera actuó con 
convicción respecto de su posibilidad de concre- 
ción. Recorrió parte del predio, comentó que en el 
mes de enero se establecerían pozos de agua, 
mostró las instalaciones de la cancha auxiliar y 
luego de aclarar que "...no la hicimos nosotros", 
agregó "A mí me parece que esto -refiriéndose a 
la cancha auxiliar- integrado con el estadio tiene 
que ser el negocio inmobiliario" (pág. 27 versión 
estenográfica y anexo citados). 

52) Que en este nuevo encuentro ocurrido en- 
tre el Magistrado y el supuesto inversor en el pre- 
dio del Club y la conversación mantenida en esta 
oportunidad, lejos de evidenciar "un acoso" por 
parte del interlocutor generador de "fastidio" o 
"molestia" en el Magistrado -como pretende sos- 
tener mendazmente el Dr. Herrera para justificar 
el diálogo- aparece como otro dato objetivo de- 
mostrativo de su creencia respecto de la viabili- 
dad del proyecto que a la postre y ya como argu- 
mento defensista calificara de "absurdo"o de "im- 
posible" ejecución. Repárese que en la primera 
conversación que mantuvieran en su despacho 
conjuntamente con el arquitecto Etcheverry, el 
Magistrado manifestó "El socio de Ferro es un 
socio jodido y de alguna manera él tiene que ha- 
cer pie en el club" (pág. 24, versión estenográfica 
y anexos citados). Esta referencia es dirigida por 
el Dr. Herrera al supuesto representante de la 
empresa BAConsulting, ya que era el único que 
resultaba ser un desconocido para la institución 
deportiva. Esta lógica deducción se confirma cuan- 
do en el mismo tramo de la conversación el terce- 
ro ignoto refiere "por eso me invita al club" a lo 



que el Magistrado le responde "Usted tiene que 
hacer pié en el sentido -nadie tiene que saber de 
nuestra conversación y de nuestro proyecto bási- 
co- pero él va sin interés y en una de esas consi- 
gue una empresa amiga que quiere hacer una 
pequeña publicidad al club como apoyo, como 
ayuda al club... "y agrega el interlocutor "Yapare- 
ce la BA consulting, ni vía juez, ni vía fiscalía" 
(pág. 24 de la versión estenográfica y del anexo 
citado). 

53) Que, como corolario secuencial de las dos 
conversaciones mantenidas debe concluirse que 
el proyecto inmobiliario fue considerado por el 
Magistrado de posible realización. Sólo en esa in- 
teligencia adquiere sentido el estudio de factibili- 
dad, comercialización y ejecución que le encar- 
gara al tercero a quien le ofreciera ventajas jurídi- 
camente inadmisibles referidas a plazos, exclusi- 
vidad y preferencias que incidirían definitivamen- 
te en el resultado de la posible licitación a la que 
se llamaría. 

Escasa relevancia adquiere la discusión sobre 
la inviabilidad que en la práctica podría haber afec- 
tado al proyecto puesto que el cargo que se for- 
mula al Magistrado se relaciona con el tenor del 
diálogo que mantuviera con sus interlocutores en 
el sentido de ser advertido como impropio de un 
Juez de la Nación por no ajustarse a normas éti- 
cas ni jurídicas. 

54) Que, su inconducta se cristaliza en la en- 
trevista que a cámara abierta le efectuó el perio- 
dista Juan Miceli en la puerta de ingreso del edifi- 
cio donde funciona el Juzgado Comercial N Q 3 por 
entonces a su cargo. En esa oportunidad el Juez 
Herrera negó los hechos ocurridos en todos sus 
términos y se explayó en el tema de las licitacio- 
nes en cuanto al "deber ser" de su implementa- 
ción caracterizado por la publicidad, la libertad de 
concurrencia y el trato igualitario debido a los po- 
sibles oferentes en franca contradicción con lo que 
expresara en la conversación registrada por la 
producción del programa televisivo. 

De los elementos de prueba arrimados, surge 
que el Juez Herrera sí ha tenido una conducta 
mendaz. Y ello ha ocurrido en la entrevista que 
sostuvo con el periodista Juan Miceli, a cámara 
abierta, a sabiendas de que su testimonio estaba 
siendo registrado, con su pleno conocimiento y 
consentimiento, en la vía pública, con clara alu- 
sión a la causa en la que intervenía, circunstancia 
en la que negó conocer hechos de los que había 
sido protagonista y referencias que lo habían te- 
nido como vocero responsable. 

55) Que la disvaliosa conducta del juez, que 
lesiona seriamente la dignidad de su cargo, no se 
agota en los términos de la reprochable reunión 
mantenida en su despacho con el presunto inver- 
sor para "tratar" un negocio inmobiliario relacio- 
nado con un juicio cuyo trámite estaba a su cargo, 
sino que se agrava con la actitud posterior del 
magistrado de negar la existencia de esa reunión, 
ante el requerimiento expreso y público de la pren- 
sa, con términos confusos, poco claros, que po- 
tencian el grado de sospecha respecto de la irre- 
gularidad de ese hecho. Al respecto cabe tener 
presente que el testigo Diego Ruiz se refirió, en 
su declaración ante este Jurado, a la entrevista 
que el periodista Miceli le hizo al Juez Herrera en 
la puerta del edificio donde tiene asiento su juz- 
gado, aclarando que presenció la misma y que 
ocurrió con posterioridad a la reunión que el juez 
mantuvo con el presunto inversor en su despa- 
cho. Ante la pregunta del Jurado, Ruiz dijo: "...JU- 
RADO (Basla): Hay una entrevista, una reunión 
filmada, como usted dijo, en la sede del Juzgado, 
y luego hay una entrevista que usted también co- 
noce porque la vio, donde un periodista en la puer- 
ta de los tribunales entrevista al doctor Herrera. 
TESTIGO: Sí. JURADO (Basla): Desde el punto 
de vista de la secuencia temporal, ¿cuál se pro- 
dujo primero y cuál se produjo después?. TESTI- 
GO: La primera fue la televisiva y la segunda fue 
la que se hace en la puerta del edificio de Ca- 
llao..." (sic). 

56) Que también debemos considerar que en 
la entrevista pública que le hizo el periodista Juan 
Miceli al juez Herrera, cuando le preguntó concre- 
tamente sobre: licitaciones "a medida", la empre- 
sa BA Consulting, plazos preferenciales, etc., ob- 
tuvo la negativa del juez, quien, entre otras cosas, 
dijo en esa oportunidad: "...Además, no sé a qué 
vienen esta serie de preguntas que usted me hace 
y que me sorprende porque . . . Periodista: Por esta 
empresa. Esta consultora, Consulting BA que se 
reunieron con usted y usted les ofreció favores en 
la licitación. Juez: No... No... En primer lugar, no 
la conozco a esa empresa y, en segundo lugar, 
con empresarios no me he reunido. Pero deseo- 
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nozco lo que usted me está preguntando. . . Perio- 
dista: No estuvo reunido con empresarios de BA 
CONSULTING?. Juez: No. Que yo sepa. . . Uno tie- 
ne reuniones y conversa con gente ... Ahora, yo 
no sé ... A qué radio pertenece usted?. . . " (sic) . 

57) Que la evidente mendacidad del Juez ante 
el requerimiento expreso del periodista, sobre una 
reunión que efectivamente había mantenido en su 
público despacho con el presunto inversor, en el 
marco de la causa referida al club Ferrocarril Oeste 
que estaba a su cargo, revela una conducta a to- 
das luces reprochable, que trasunta un modo de 
proceder que, tal como se dijo, lesiona seriamen- 
te la dignidad del cargo. 

58) Que como síntesis de todo lo expuesto co- 
rresponde tener por probado el cargo que se le 
imputara toda vez que el tenor del diálogo mante- 
nido por el Juez Herrera con un supuesto repre- 
sentante de inversionistas franceses, que fuera 
presentado por el Arquitecto Etcheverry, -perso- 
na de conocimiento del Magistrado- evidencia "una 
grave infracción a normas morales por falta de 
escrúpulos y de principios éticos"a\ advertirse que 
el Juez durante el transcurso de aquella aseguró 
la adjudicación de una futura licitación pública a la 
que convocaría en el marco de un expediente ju- 
dicial sometido a su decisión, en detrimento de 
otros posibles oferentes, violando de esa forma 
las reglas de libre concurrencia, transparencia y 
igualdad de las partes. Sus manifestaciones du- 
rante la entrevista han resultado elocuentes y de- 
vastadoras: "Yo no voy a hacer una licitación abier- 
ta para que venga cualquiera a hacer lo que se le 
cante las pelotas. . . " y "Nosotros vamos a prepa- 
rar la licitación para que la ganen ustedes". 

La ley 25.1 88 de ética pública establece un con- 
junto de deberes, prohibiciones e incompatibilida- 
des aplicables, sin excepción, a todas las perso- 
nas que se desempeñen en la función pública en 
todos sus niveles y jerarquías, en forma perma- 
nente o transitoria, por elección popular, designa- 
ción directa, por concurso o por cualquier otro 
medio legal. Su aplicación -explícitamente- se ex- 
tiende a los magistrados (art. 1). 

Los jueces están obligados a cumplir y hacer 
cumplir estrictamente la Constitución Nacional, las 
leyes y los reglamentos que en su consecuencia 
se dicten y defender el sistema republicano y de- 
mocrático de gobierno; a desempeñarse con la 
observancia y respeto de los principios y pautas 
éticas establecidas en la citada ley: honestidad, 
probidad, rectitud, buena fe y austeridad republi- 
cana; a no recibir ningún beneficio personal inde- 
bido vinculado a la realización, retardo u omisión 
de un acto inherente a sus funciones, ni imponer 
condiciones especiales que deriven en ello; a fun- 
dar sus actos y mostrar la mayor transparencia 
en las decisiones adoptadas sin restringir infor- 
mación, a menos que una norma o el interés pú- 
blico claramente lo exijan; a abstenerse de utilizar 
información adquirida en el cumplimiento de sus 
funciones para realizar actividades no relaciona- 
das con sus tareas oficiales o de permitir su uso 
en beneficio de intereses privados. 

Muy particularmente y en lo referido a los car- 
gos por los que se juzga al Juez Herrera, cabe 
señalar su obligación de abstenerse de usar las 
instalaciones del Estado para su beneficio parti- 
cular o para el de sus familiares, allegados o per- 
sonas ajenas a la función oficial, a fin de avalar o 
promover algún producto, servicio o empresa; y 
muy especialmente el imperativo legal de obser- 
var en los procedimientos de contrataciones pú- 
blicas en los que intervengan los principios de 
publicidad, igualdad, concurrencia y razonabilidad 
(art. 2 ley cit.). 

La ley 25. 1 88 de ética pública establece obliga- 
toriamente para los Jueces la observancia -como 
requisito de permanencia en el cargo-, de una 
conducta acorde con la ética pública en el ejerci- 
cio de sus funciones, estableciendo que si así no 
lo hicieren serán sancionados o removidos por los 
procedimientos establecidos en el régimen propio 
de su función, (art. 3, ley cit.). 

59) Que cuando la defensa alegó que las ex- 
presiones del Doctor Herrera fueron sacadas de 
contexto, debió probar la verdad de esas circuns- 
tancias, en la medida que fueron descargos ex- 
puestos al reconocer alguna intervención suya en 
el episodio por el cual se lo juzga, (ver Goldarace- 
na, Fernando, "La carga de la prueba y el interés 
de la defensa (Quien alega un descargo debe pro- 
bar)", LA LEY 1991 -A, 113). 

La conducta del magistrado ha desacreditado 
la función judicial produciendo un incuestionable 
escándalo público. 



En definitiva y coincidiendo con lo sostenido por 
la Acusación en este punto, se ha acreditado de- 
bidamente la falta de decoro y la inescrupulosi- 
dad del Juez encartado al haber mantenido entre- 
vistas con supuestos inversores, en un contexto 
plagado de irregularidades, en el que el propio 
Juez, procuraba concertar un acuerdo al margen 
de la legalidad conectado a una causa judicial a 
su cargo, lo que lesiona seriamente la dignidad 
de la función y lo hace pasible de la remoción por 
mal desempeño. 

60) Que Humberto Quiroga Lavié, caracteriza 
al mal desempeño ("Enjuiciamiento de magistra- 
dos por el Consejo de la Magistratura", LA LEY 
2000-A, 978). Así dice: "El mal desempeño inclu- 
ye la mala conducta de los jueces cuando ella es 
realizada fuera de su gestión procesal y jurisdic- 
cional. Resulta claro que esta doctrina tiene pleno 
apoyo constitucional en la medida que nuestra Ley 
Fundamental establece que los jueces 'conservan 
sus empleos mientras dure su buena conducta' 
(art. 1 10). La Comisión fundamentó esta interpre- 
tación en doctrina de la Corte Suprema donde el 
Alto Tribunal ha sostenido que 'la calificación del 
mal desempeño es amplia (...) abarcativa no sólo 
de casos comprobados de mala conducta, sino 
también de diversas situaciones de indignidad e 
incapacidad en el desempeño de la función públi- 
ca' (caso Martín Anzoátegui, Fallos 305-1: 113). 
Resulta claro que la indignidad merituada por la 
Corte no se refiere solamente al mal desempeño 
jurisdiccional, sino a toda aquella conducta que 
desacredite la función judicial como consecuen- 
cia del escándalo público que la misma produzca. 
Es en el precedente del caso Nicosia, citado tam- 
bién por la Comisión, donde ello se ve con mayor 
claridad. En efecto, allí sostiene la Corte que el 
mal desempeño está constituido por actos que 
pueden 'deshonrar al país o a la investidura públi- 
ca' (Fallos 316:2940)". 

Como bien podemos apreciar la mala conduc- 
ta, como variable del mal desempeño, se encuen- 
tra apoyada, según la jurisprudencia de la Corte, 
en la tutela de la buena imagen que debe tener 
ante la sociedad el Poder Judicial, buena imagen 
que importa también se mantenga fuera de nues- 
tro país. Dicha buena imagen está vinculada con 
la trascendente finalidad proclamada en el Preám- 
bulo de nuestra Constitución de "afianzarla Justi- 
cia", valor supremo de la convivencia social (Cos- 
sio), generador del imprescindible consenso so- 
cial que dota de legitimidad al ejercicio del poder 
público. El Poder Judicial es uno de los poderes 
del Estado que, dentro del sistema republicano 
democrático de derecho de nuestra Constitución, 
debe contar con un sustento suficiente de credibi- 
lidad por parte de la sociedad: la democracia no 
solamente vale por el origen legítimo constitucio- 
nal de las designaciones, sino también por su ejer- 
cicio, legitimado por el consenso social de los ór- 
ganos que integran los poderes públicos: también 
de los jueces. 

Vale decir que la buena conducta importa no 
solamente en la medida que la misma haya sido 
comprobada con pruebas suficientes, en términos 
de indignidad personal, sino en la medida que la 
conducta reprochada de los jueces haya genera- 
do escándalo social, lo cual viene a deslegitimar 
la permanencia del magistrado en el cargo, y ha- 
cerse merecedor, por dicha razón, del juicio políti- 
co. Esta idea central que estamos desarrollando, 
es la que pivotea la línea argumental de Hamilton, 
citada por la Comisión en su dictamen acusatorio, 
cuando manifiesta que "la regla que hace de la 
buena conducta la condición para que la magis- 
tratura judicial continúe en sus puestos, representa 
uno de los más valiosos progresos modernos en 
la práctica gubernamental. .." porque "... los hom- 
bres prudentes de todas las condiciones (vale decir 
de la sociedad toda medida en términos de pru- 
dencia), deben apreciar en su verdadero valor todo 
lo que tienda a inspirar y fortalecer ese temple -la 
buena conducta- en los tribunales, ya que (de lo 
contrario) nadie tiene la seguridad de no ser vícti- 
ma de móviles injustos no obstante que hoy se 
beneficie con ellos (El Federalista)". 

La importancia de la cita de Hamilton es tremen- 
da, dado que nos viene a indicar que no solamente 
el juicio político debe verificar la conducta delictiva 
o reprochable de los jueces, en términos de mal 
desempeño o de indignidad, sino también el grado 
de descrédito social que genera dicho mal desem- 
peño, dado que, si ello no se toma en cuenta por 
los órganos encargados del enjuiciamiento, se deja 
de lado la necesidad de verificar el grado de con- 
senso o de disenso social, como dato constitutivo 
y legitimante del sistema democrático. 

61) La Comisión de Acusación acercó a su lí- 
nea argumental otros elementos normativos, los 



cuales se integran perfectamente con la posición 
doctrinaria que estamos sustentando. Recordó que 
el Reglamento para la Justicia Nacional estable- 
ce, en su art. 8 Q , que "los magistrados, funciona- 
rios y empleados deberán observar una conducta 
irreprochable": ello implica que no sólo debe te- 
nerse en cuenta la reprochabilidad que merezca 
la conducta enjuiciada desde el punto de vista de 
quienes enjuician, sino también de la sociedad, 
sujeto activo de la soberanía (art. 33 Constitución 
Nacional). También recordó la Comisión el art. 9 S 
del dec.-ley 1 285/58 (Adía, Ll I l-C, 2543 -t. a.-) se- 
gún el cual "a los jueces de la Nación les está 
prohibido ... ejecutar actos que comprometan la 
dignidad de su cargo. Resulta claro que una con- 
ducta indigna genera descrédito social, forma di- 
recta de no afianzar la Justicia, como lo quiere el 
Preámbulo". 

El Reglamento para la Justicia Nacional exige a 
los jueces "conducta irreprochable" (art. 8 Q ). El 
autor que venimos citando se interroga: ¿Irrepro- 
chable para quién? Y contesta: "no cabe duda que 
no solamente para el Jurado de Enjuiciamiento, 
sino también para la sociedad que debe confiar 
en sus jueces, en la medida que ella es destrata- 
ría del cumplimiento de sus sentencias. Una Jus- 
ticia desacreditada socialmente no puede hacer 
justicia. Se quiebra el principio de legitimidad en 
ejercicio del poder público, que en el marco del 
sistema republicano de gobierno también concier- 
ne al Poder Judicial y a cada uno de sus integran- 
tes". 

Esta conducta nos lleva también a la convic- 
ción de la procedencia de su remoción. El Dr. Ro- 
dolfo Herrera ha desacreditado la función judicial 
produciendo un incuestionable escándalo público. 
Ha perdido por sus hechos la buena imagen que 
está vinculada con la trascendente finalidad pro- 
clamada en el Preámbulo de nuestra Constitución 
de "afianzar la Justicia", y el imprescindible con- 
senso social que dota de legitimidad al ejercicio 
del poder público lo que le ha hecho perder las 
condiciones para la permanencia en el cargo. 

Se ha sostenido con acierto que "El juez es un 
miembro de la comunidad, actúa como su órga- 
no, y debe cuidar sus valores: imponer orden para 
facilitar la predicción de los acontecimientos y la 
programación del comportamiento humano; lograr 
y mantener seguridad para dominar los riesgos y 
preservar la integridad de la vida, y de los bienes; 
establecer condiciones pacíficas de convivencia 
para hacer posible el máximo despliegue de la 
personalidad; cuidar el poder para infundir en el 
seno del grupo social objetivos y finalidades co- 
munes y para movilizar las energías requeridas 
para alcanzarlos; promover la cooperación para 
multiplicarla eficacia de la acción individual y en- 
riquecer los medios operativos y los objetivos rea- 
lizables; estimular la solidaridad para enlazar las 
vidas de los integrantes del grupo social de modo 
tal que la suerte resulte compartida, en las bue- 
nas y en las malas. Y, por último, hacer justicia, 
tratar a los iguales de la misma manera, remune- 
rar en proporción a los méritos, y asegurar el equi- 
librio y la armonía del conjunto" (Cueto Rúa, Julio, 
"El buen abogado litigante", LA LEY 1 988-C, 71 2). 

Por todo lo expuesto se ha acreditado en este 
proceso y con relación a este cargo que el Dr. 
Herrera ha incurrido en "una grave infracción a 
normas morales por falta de escrúpulos y de prin- 
cipios éticos", por lo cual votamos por su remo- 
ción. 

HECHOS VINCULADOS CON LA SITUA- 
CIÓN PATRIMONIAL DEL MAGISTRADO. 

62) Que en la citada resolución n B 372/04, y con 
sustento tanto en las declaraciones juradas patri- 
moniales presentadas ante la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación como en los legajos, tasa- 
ciones y testimonios agregados a la causa 
n Q 9.385/04, caratulada "Herrera, Rodolfo Antonio 
s/ enriquecimiento ilícito", en trámite ante el Juz- 
gado Nacional en lo Criminal de Instrucción n 9 10, 
se acusa al juez de haber incurrido en mal des- 
empeño y mala conducta al poseer un patrimonio 
que "no pudo ser habido en base a los ingresos 
genuinos denunciados por él ni puede ser mante- 
nido a través de los que ha denunciado, habiendo 
omitido además, en las declaraciones juradas que 
está obligado a presentar, denunciar las rentas de 
sus bienes ubicados en el extranjero y sus aho- 
rros en dinero efectivo". 

En relación a este último cargo la acusación en 
el alegato final sostuvo que en las declaraciones 
juradas el magistrado "ha falseado el valor de las 
propiedades de la Barra de Maldonado", "ha omi- 
tido abonar los impuestos por los bienes persona- 
les y por los ingresos que alega haber percibido 



por fuera del ejercicio de la magistratura" y, por 
último, "ha omitido o falseado las declaraciones 
juradas" en relación a los honorarios percibidos 
por el ejercicio de la profesión de abogado con 
anterioridad a su designación como juez (conf. 
página 4 y 1 1 4/1 1 5 de la versión estenográfica de 
la audiencia del 1 1 de febrero de 2005). 

63) Que, en lo esencial, en su escrito de defen- 
sa el magistrado manifestó que su patrimonio fue 
adquirido no sólo con los ingresos provenientes 
de su sueldo de magistrado que percibe desde 
1989, "sino que [sus ingresos] se vieron comple- 
mentados por importantísimos honorarios corres- 
pondientes al ejercicio anterior de la profesión de 
abogado". En ese sentido sostuvo que recibió los 
siguientes honorarios: el 31 de enero de 1989, 
la suma de Australes doscientos veinticuatro 
mil novecientos ocho, seiscientos treinta 
(A 224.908,630) de la Tesorería General de la 
Provincia de Catamarca; el 15 de agosto de 1992, 
la suma de pesos sesenta y ocho mil novecientos 
noventa y cuatro con treinta y seis centavos 
($ 68.994,36.=) de la empresa Coviur S.A.; el 15 
de agosto de 1992, la suma de pesos veintisiete 
mil novecientos sesenta y siete ($ 27.967.=) de la 
empresa R.E.V Construcciones; el 15 de abril de 
1995, la suma de setenta mil pesos ($ 70.000.=) 
de la empresa Noruzi S.A.; en mayo y junio de 
1995, la suma de pesos veinticinco mil ($ 25.000.=) 
de la empresa Invialco S.A. y finalmente el 28 de 
julio de 1999, la suma de pesos veintiséis mil 
($ 26.000.=) por parte del señor Mario Francisco 
Gozzano. 

Del mismo modo la defensa en el alegato final 
afirmó que, de acuerdo a la pericia contable efec- 
tuada en la causa, "el saldo acumulado a partir de 
todos estos años es una cifra tan importante que 
absorbe, no sólo todo el nivel de vida real y con- 
creto que tuvo el doctor Herrera y que de ninguna 
forma ocultó, sino que absorbe también algunas 
omisiones que quiero calificar de involuntarias por 
parte de los peritos, en cuanto a que han omitido 
establecer los montos de los servicios y de las 
cuotas hipotecarias que se pagaron en las suce- 
sivas compras" (conf. página 86 de la versión es- 
tenográfica de la audiencia del 1 1 de febrero de 
2005). 

64) Que, en forma preliminar, cabe señalar que 
lo que se resuelva en este proceso en relación a 
la imputación descripta resulta -naturalmente- in- 
dependiente de lo que en definitiva pudieren deci- 
dir los jueces en sede judicial, dentro de las órbi- 
tas de sus respectivas competencias, en relación 
a la posible comisión por parte del juez del delito 
de enriquecimiento ilícito por el que se encuentra 
investigado en la causa n Q 9385/2004 en trámite 
por ante el juzgado nacional en lo criminal de ins- 
trucción n Q 10. 

Por el contrario, la conducta será analizada con 
el estricto objetivo de verificar, desde la óptica y 
competencia que le es propia a este proceso de 
responsabilidad política, si el magistrado ha incu- 
rrido en la causal constitucional de remoción de 
"mal desempeño" por haber incrementado su pa- 
trimonio de modo considerable durante el ejerci- 
cio de su cargo de juez de primera instancia, sin 
que ello se corresponda con los ingresos que ge- 
nuinamente percibió a partir del momento en que 
fue designado magistrado y, asimismo, si ha omi- 
tido denunciar bienes en sus declaraciones jura- 
das. 

65) Que el doctor Rodolfo Herrera prestó jura- 
mento como juez nacional de primera instancia 
en lo comercial de la Capital Federal el 8 de febre- 
ro de 1989. Su grupo familiar se encuentra com- 
puesto por su conviviente Mirlan Azucena del Va- 
lle Monaterío, D.N.I. n B 6.359.514 y los hijos de 
ambos: María Laura Herrera, D.N.I. n s 24.605.632, 
nacida el 21 de junio de 1 975; María Elena Herre- 
ra, D.N.I. n Q 25.746.449, nacida el 12 de febrero 
de 1977 y Emilio Gabriel Herrera, D.N.I. 
n s 32.282.736, nacido el 1 4 de mayo de 1 986 (conf. 
fojas 93, 89 y 91 de la causa penal n s 9385/04). 

La señora María Elena Herrera contrajo matri- 
monio con el señor Gustavo Andrés Dechert, D.N.I. 
n Q 27.21 7.810, nacido el 3 de marzo de 1 979, con 
quien tiene un hijo, Antonio Andrés Dechert, naci- 
do el 21 de septiembre de 2001 . 

66) Que con anterioridad a que el doctor Rodol- 
fo Herrera asumiera su cargo como magistrado 
su patrimonio se encontraba compuesto por los 
siguientes bienes: 

a) Vivienda sita en la avenida Belgrano n 9 142, 
Padrón catastral n B 6079, lote 13, manzana n s 142 
de la ciudad de San Femando del Valle de Cata- 
marca: 
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Del informe del Registro de la Propiedad Inmue- 
ble de Catamarca surge que el doctor Herrera 
adquirió esta propiedad en el año 1975. 

En la Declaración Jurada Patrimonial del año 
1996, presentada ante la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación según Acordada n Q 57/96, de- 
nunció esta vivienda como de su propiedad. 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasadora 
oficial, concluyó que el inmueble tendría un valor 
actual aproximado de ciento quince mil pesos 
($ 1 1 5.000.=) (conf. fojas 2061/2 de la causa prin- 
cipal). 

b) Vivienda sita en la calle Esquiú n Q 448, Ma- 
trícula Catastral 07-24-01 -2683, Padrón Catastral 
n 9 1 130, de la ciudad de San Fernando del Valle 
de Catamarca (superficie total del terreno 178 m2): 

De la escritura número trescientos cuarenta, 
pasada ante el Escribana Alvarez, surge que el 
21 de octubre de 1983 el doctor Rodolfo Herrera, 
junto con Simón Fermín Hernández y Guillermo 
Adolfo Herrera, adquirieron el inmueble por la 
suma de treinta mil pesos argentinos ($a 30.000.=) 
que la vendedora manifestó haber recibido con 
anterioridad a ese acto (conf. fojas 21 59 de la cau- 
sa principal). 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasadora 
oficial, concluyó que la finca tendría un valor ac- 
tual aproximado de cien mil pesos ($ 100.000.=) 
(conf. fojas 2072 de la causa principal). 

En las declaraciones juradas que el magistrado 
presentara ante la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación -según Acordadas 57/1996 y 1/2000- 
en los años 1 996, 2000, 2001 , 2002, 2003 y 2004 
este inmueble no fue denunciado . 

De la información recogida tanto en la causa 
penal, como por la aportada por el propio doctor 
Herrera no se ha comprobado -ni siquiera enun- 
ciado- que el patrimonio del magistrado en ese 
momento estuviera compuesto por otros bienes 
que los descriptos. 

67) Que desde que prestara juramento como 
juez en lo comercial el 8 de febrero de 1 989 ingre- 
saron al patrimonio del doctor Rodolfo Herrera, al 
de su conviviente y al de sus hijos los siguientes 
bienes: 

I) Inmuebles : 

a) Departamento sito en la calle Sinclair 
n s 3. 148, piso 5° Unidad Funcional n s 15 de la 
Capital Federal (superficie total 57 m2): 

De la escritura número cuatro, pasada ante el 
Escribano Eduardo Claria, surge que el 5 de ene- 
ro de 1 990 el doctor Herrera y su conviviente, Mi- 
rian Azucena del Valle Monasterio, adquirieron el 
inmueble por la suma de veinte millones de aus- 
trales (A 20.000.000.=). En ese mismo acto reci- 
bieron en calidad de préstamo hipotecario la suma 
de trece millones de australes (A 13.156.250.=) 
equivalente a diez mil quinientos veinticinco dóla- 
res (U$S 10.525), los que se comprometieron a 
devolver íntegramente en agosto de ese mismo 
año -7 meses- y por el que debían pagar men- 
sualmente un interés de ciento cincuenta y siete 
dólares (U$S 1 57.=) (conf. fojas 96/1 08 de la "Car- 
peta de documentación adjuntada por el doctor 
Herrera con su escrito de defensa el 25 de octu- 
bre de 2004'). 

De acuerdo al tipo de cambio que surge de lo 
que en la misma escritura se pactara para la de- 
volución del préstamo, el precio total que se pagó 
en ese momento por la propiedad equivalía a la 
suma de dieciséis mil dólares (U$S 16.000.=). 

Del informe del Registro de la Propiedad Inmue- 
ble surge que el doctor Herrera vendió esta pro- 
piedad en el mes de agosto de 1992 por la suma 
de pesos cuarenta y tres mil quinientos 
($43.500.=) (conf. fojas 110 y siguientes de la 
"Carpeta de documentación adjuntada por el doc- 
tor Herrera con su escrito de defensa el 25 de 
octubre de 2004'). 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasadora 
oficial, concluyó que: al momento de su adquisi- 
ción -1990- el departamento pudo haber tenido 
un valor aproximado "entre U$S 40.000 y 
U$S 43.000" y agregó que "en la actualidad po- 
dría valer entre U$S 59.000 y U$S 65.000" (conf. 
fojas 1962/4 de la causa principal). 

b) Departamento sito en la calle Sinclair 
n s 3.151, piso 4 3 , Unidad Funcional n 3 10, de la 
Capital Federal (superficie total 88 m2): 



De la escritura número cuatrocientos setenta y 
tres, pasada ante el Escribano Eduardo Claria, 
surge que el 25 de agosto de 1992 el doctor He- 
rrera y Mirian Azucena del Valle Monasterio ad- 
quirieron el inmueble por la suma de noventa mil 
dólares(U$S 90.000.=). En ese mismo acto reci- 
bieron en calidad de préstamo hipotecario la suma 
de veintiocho mil dólares (U$S 28.000.=), los que 
se comprometieron a devolver íntegramente en 
febrero de año siguiente -6 meses- y por la que 
debían pagar mensualmente un interés de cua- 
trocientos veinte dólares (U$S 420.=) (conf. fojas 
1 1 4/1 29 de la "Carpeta de documentación adjun- 
tada por el doctor Herrera con su escrito de de- 
fensa el 25 de octubre de 2004'). 

El 20 de julio de 1 995 vendieron el departamento 
en la suma de ciento diez mil dólares 
(U$S 1 1 0.000.=) (conf. fojas 1 208/1 2 de la causa 
principal). 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasadora 
oficial, concluyó que: al momento de su adquisi- 
ción -1992- el departamento pudo haber tenido 
un valor aproximado "entre U$S 100.000 y 
U$S 107.000"y agregó que "en la actualidad en- 
tre U$S 125.000 y U$S 130.000" (conf. fojas 
1962/4 de la causa principal). 

c) Departamento sito en la calle Darragueyra 
n 9 2.980 (esquina Juan Francisco Seguí n B 4400), 
piso 5° Unidad Funcional n Q 10, de la Capital Fe- 
deral (superficie total 212 m2): 

De la escritura número ciento cincuenta y uno, 
pasada ante el Escribano Claudio Caputo, surge 
que el 1 de julio de 1 995 el doctor Herrera y Mi- 
rian Azucena del Valle Monasterio adquirieron el 
inmueble por la suma de ciento ochenta mil dóla- 
res (U$S 180.000.=) que se pagaron en ese acto 
(conf. fojas 1 30/2 de la "Carpeta de documenta- 
ción adjuntada por el doctor Herrera con su escri- 
to de defensa el 25 de octubre de 2004'). 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasadora 
oficial, concluyó que al momento de su adquisi- 
ción -1 995- pudo haber tenido un valor aproxima- 
do de doscientos cincuenta y cinco mil dólares 
(U$S 255.000.=) y en la actualidad su precio se- 
ría de doscientos ochenta mil dólares 
(U$S 280.000.=). Agregó también que los traba- 
jos de refacción que se le realizaron al departa- 
mento pudieron tener un valor entre los sesenta 
mil dólares (U$S 60.000) y los cien mil dólares 
(U$S 100.000.=) (conf. fojas 1962/4 de la causa 
principal). 

En las declaraciones juradas que presentara 
ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
en los años 1996 y 2000 el magistrado denunció 
la adquisición de este inmueble. 

d) Terreno sito en la avenida Belgrano esquina 
Pasaje Madueño, Padrón Catastral 6078, Matrí- 
cula Catastral 07-24- 1 0-0832 (superficie total 307 
m2) de la ciudad de San Fernando del Valle de 
Catamarca: 

De la escritura número cincuenta y seis, pasa- 
da ante la Escribana Ana María Canil de Parra, 
surge que el 1 1 de marzo de 1 992 Mirian Azuce- 
na del Valle Monasterio adquirió el inmueble por 
la suma de cuatro mil quinientos pesos ($ 4.500.=) 
que el vendedor manifestó haberlos recibidos con 
anterioridad a ese acto (conf. fojas 1 206/7 de la 
causa principal). 

Este terreno fue anexado a la vivienda lindante 
sita en la avenida Belgrano n s 142, Padrón catas- 
tral n B 6079, anteriormente descripta, que desde 
1975 pertenece al doctor Herrera. 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasadora 
oficial, concluyó que el terreno tendría un valor 
actual que puede oscilar entre los treinta y cinco 
mil ($ 35.000.=) y los cuarenta mil pesos 
($ 40.000.=). Asimismo agregó que la propiedad 
resultante de los dos terrenos anexados adquie- 
ren en conjunto un valor superior, con lo que el 
precio de la finca con los dos terrenos podría as- 
cender a la suma de doscientos mil pesos 
($ 200.000) (conf. fojas 2026/7 y 2060/1 de la cau- 
sa principal). 

En la declaración jurada que presentara ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación en los 
años 1 996 y 2000 el doctor Herrera denunció este 
inmueble como bien perteneciente a Mirian Mo- 
nasterio. 

e) Departamento sito en la calle Demaría 
n 9 4.686 (esquina Sinclair n 9 3.095), piso 1 9 , Uni- 
dad Funcional n 9 2,de la Capital Federal (superfi- 
cie total 78 rr¡2): 



De la escritura número veinticinco, pasada ante 
la Escribana Sara Fisz de Schapira, surge que el 
31 de enero de 2001 María Elena Herrera adqui- 
rió el inmueble por la suma de ciento diez mil 
dólares(U$S 1 1 0.000.=) que el vendedor manifes- 
tó haber recibido con anterioridad (conf. fojas 
477/81 de la causa n s 9385/04). 

f) Finca sita en la calle n 9 24 de la localidad de 
"La Barra", del departamento de Maldonado de la 
República Oriental del Uruguay (Solar n 9 12 con 
construcción, Padrón 16.225, superficie del terre- 
no 322 m2; SolaLüzAl, Padrón 16.224, superficie 
del terreno 321 m2. Y Solar n 9 11 . Padrón 16.226, 
superficie del terreno 330 m2): 

De la escritura número ciento dieciocho, pasa- 
da ante el Escribano Adolfo Pittaluga Shaw, y apor- 
tada por el doctor Herrera, surge que el 8 de junio 
de 2001 Mirian Azucena del Valle Monasterio ad- 
quirió el Solar n s 12 con construcción, Padrón 
16.225, y el Solar n Q 13 , Padrón 16.224, por la 
suma de sesenta y un mil dólares (U$S 61 .000.=) 
que se pagaron en ese acto (conf. fojas 1213/20 
de la causa principal). 

Asimismo de la escritura número ciento dieci- 
nueve, pasada de igual modo ante el Escribano 
Adolfo Pittaluga Shaw el 8 de junio de 2001, re- 
cientemente aportada por el doctor Herrera al 
perito oficial Arquitecto Carlos Fuchs al momento 
en que concurrió a tasar la propiedad, surge que 
Mirian Azucena del Valle Monasterio también ad- 
quirió el Solar n 9 11 . Padrón 16.226, por la suma 
de dieciocho mil dólares (U$S 18.000.=) que se 
pagaron en ese acto (conf. fojas 2005/07 de la 
causa principal). 

En la declaración Jurada del año 2002 ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación el doctor 
Herrera declaró "la adquisición a nombre de Mi- 
riam Azucena del Valle Monasterio de: un solar y 
construcción. . . Padrón 16.225 : de un solar de te- 
rreno sin construcción... Padrón 16.224 y de un 
solar de terreno sin construcciones... todo por un 
valor total de U$S 62.000.= . todo conforme com- 
praventas del día ocho de junio de 2001" (e\ su- 
brayado no es original). 

El arquitecto Carlos Eduardo Fuchs, perito 
tasador oficial, afirmó que el inmueble adquiri- 
do a través de la escritura número ciento 
dieciocho( Solar n° 12 , Padrón 16.225, y el So- 
lar n Q 13 , Padrón 16.224) consiste en una vi- 
vienda implantada sobre dos lotes de terreno 
contiguos e independientes sin unificar. El in- 
mueble adquirido a través de la escritura nú- 
mero ciento diecinueve ( Solar n g 1 1 . Padrón 
16.226) consiste en un lote lindante con los 
anteriores. Posteriormente, por pedido de la 
señora Monasterio, las tres parcelas fueron 
unificadas por la Dirección de Catastro bajo el 
Padrón n s 17.279. 

El perito concluyó que la vivienda originalmen- 
te asentada en los Padrones 1 6.224 y 1 6.225 tuvo 
un valor aproximado al momento de su adquisi- 
ción -8 de junio de 2001- de setenta y cinco mil 
dólares (U$S 75.000.=) y el terreno identificado 
en el Padrón 16.226 de dieciocho mil dólares 
(U$S 18.000.=). Finalmente afirmó que el inmue- 
ble unificado (tres terrenos y construcción) que 
cuenta con una superficie cubierta aproximada de 
250 m2 y semi cubierta de 36 m2., tiene un valor 
actual de ciento cuarenta y cinco mil dólares 
(U$S 145.000.=) (conf. fojas 1990/95 de la causa 
principal). 

II) Automotores : 

a) Peugeot, modelo 405 SR, año 1994, número 
de patente o matrícula K22934: 

De la declaración jurada presentada ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación en el año 
1 996 surge que el automóvil fue adquirido en 1 994 
por Miriam Azucena del Valle Monasterio y su va- 
luación fiscal era de diecisiete mil pesos 
( $17.000.= ). 

b) Camioneta Mitsubishi, modelo Montero, año 
1995, dominio AHZ 409: 

Del Legajo B remitido por el Registro de Pro- 
piedad del Automotor surge que el vehículo fue 
importado por María Nélida Pérez Esperón, de 
nacionalidad española, con C.l. 6.699.924, sin DNI 
o LC conocida, quien a su vez le confirió poder 
especial a favor de David Werfel, de nacionalidad 
italiana, con Cl 7.019.446, sin DNI conocido, para 
que actuando en su nombre y en uso de los dere- 
chos que le confería el permiso de importación 
otorgado, oportunamente patentase el automotor 
y posteriormente lo enajenara. 



El 24 de febrero de 1995 David Werfel solicitó 
mediante la presentación del "Formulario 01" la 
inscripción inicial de la camioneta a nombre la 
señora Pérez Esperón. 

A su vez el 23 de marzo de 1 995 el doctor He- 
rrera solicitó mediante la presentación del "For- 
mulario 08" la inscripción de la transferencia e ins- 
cripción del dominio a su nombre y denunció como 
precio de compra 33.756,50 pesos, suma que re- 
sulta idéntica a la surge del despacho de importa- 
ción. A ambos trámites, tanto a la inscripción ini- 
cial a nombre de la importadora Pérez Esperón, 
como la inmediata transferencia solicitada a nom- 
bre del doctor Herrera, se les dio curso el 31 de 
marzo de 1 995 (conf. fojas 1 1 39/1 202 del "Legajo 
Patrimonial de Rodolfo Herrera" en causa 
n s 9385/04). 

El 17 de octubre de 1999 el magistrado vendió 
el automóvil por la suma de treinta mil dólares 
(U$S 30.000.=) (conf. fojas 1 225 de la causa prin- 
cipal). 

En la declaración jurada patrimonial presenta- 
da ante la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción del año 1 996 el doctor Herrera denunció como 
efectuada la adquisición en el año 1 995 y a su vez 
indicó que se trataba de una camioneta modelo 
año 1 994, cuando en realidad lo era de 1 995. 

c) Peugeot, modelo 306 ST 1.8, año 1997, do- 
minio BFY 865: 

De las copias certificadas del Legajo remitido 
por el Registro de la Propiedad del Automotor, 
surge que el 3 de enero de 1997 Mirian Azucena 
del Valle Monasterio adquirió el vehículo en la 
suma de veinticuatro mil setecientos pesos 
($ 24.700.=). El 30 de diciembre de 2003 Gustavo 
Andrés Dechert solicitó, mediante la presentación 
del "Formulario 08", la inscripción de la transfe- 
rencia e inscripción del dominio a su nombre y 
denunció como precio de compra catorce mil pe- 
sos ($ 1 4.000.=) (conf. fojas 1 65 y 1 34 del "Legajo 
Patrimonial de María Elena Herrera" en causa 
n Q 9385/04). 

En la declaración jurada patrimonial presenta- 
da ante la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción del año 2000 el doctor Herrera denunció la 
adquisición del vehículo por parte de Mirian Mo- 
nasterio en 1997. 

En la declaración jurada del año 2004 denunció 
la venta del automóvil sin indicar la fecha y el pre- 
cio en que se habría efectuado la operación. 

d) Camioneta Mitsubishi, modelo Nativa LS4WD 
V6, año 1999, dominio CZF 602: 

El 21 de octubre de 1999 el vehículo fue ins- 
cripto a nombre del doctor Herrera y de Mirian 
Azucena del Valle Monasterio, quienes son sus 
titulares hasta la actualidad, y por el que habrían 
pagado la suma de cuarenta y cinco mil novecien- 
tos pesos ($ 45.900.=) (conf. fojas 263 del "Cua- 
derno de Prueba Promovido por la defensa" y fo- 
jas 1226 de la causa principal). 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasadora 
oficial, concluyó que el valor referencial del vehí- 
culo es de cincuenta y seis mil novecientos pesos 
($ 56.900.=) (conf. fojas 437 de la causa 
n Q 9385/04). 

En la declaración jurada patrimonial presenta- 
da ante la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción del año 2000 el doctor Herrera denunció la 
adquisición de la camioneta junto con Mirian Azu- 
cena del Valle Monasterio. 

c) Peugeot, modelo 206 XT 1.65Ptas, año 2003, 
dominio EFU-942: 

El 1 Q de octubre de 2003 el vehículo fue inscrip- 
to a nombre del doctor Herrera quien es su titular 
hasta la actualidad (conf. fojas 263 del "Cuaderno 
de Prueba Promovido por la defensa"). 

De la tabla de valuación de la AFIP para el Im- 
puesto a los Bienes Personales surge como valor 
del rodado al 31 de diciembre de 2003 la suma de 
treinta y siete mil trescientos noventa pesos 
($ 37.390.=) (conf. fojas 2102 de la causa princi- 
pal). 

La arquitecta Ana Laura Blejer, perito tasado- 
ra oficial, concluyó que el valor referencial del 
vehículo es de veintiocho mil pesos ($ 28.000.=) 
(conf. fojas 437 de la causa n Q 9385/04). 

En la declaración jurada patrimonial presenta- 
da ante la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
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ción del año 2004 el doctor Herrera denunció la 
adquisición del vehículo en indicó que su valua- 
ción fiscal era de treinta mil pesos ($ 30.000.=). 

III) Depósitos bancarios : 

a) Caja de Ahorro en pesos n e 4 000 661 -0-23 1 - 
8 en el Banco Galicia, Sucursal n 9 231, a nombre 
de Rodolfo Herrera y Mirlan Monasterio: 

La entidad bancaria informó que la cuenta fue 
abierta el 4 de mayo de 2001 . De los Resúmenes 
de operaciones surge que el día de su apertura 
se depositó en efectivo la suma de sesenta mil 
trescientos cuarenta y cinco pesos ($ 60.345.=), 
y en ese mismo día se registra una extracción de 
la totalidad de la suma depositada (conf. fojas 
523/535 del "Legajo Patrimonial de Rodolfo He- 
rrera' en causa n Q 9385/04). 

b) Caja de Ahorro en pesos n 5 155-40-20274/8 
en el BBVA Banco Francés, Sucursal n s 155 Dia- 
gonal, a nombre de María Laura Herrera: 

La entidad bancaria informó que el saldo de la 
cuenta es de dieciocho mil doscientos sesenta y 
cuatro pesos ($ 1 8.264.=) al mes de enero de 2004 
(conf. fojas 1 1 del "Legajo Patrimonial de María 
Laura Herrera" en causa n Q 9385/04). 

c) Cuenta Custodia n Q 155-601-5291333 en el 
BBVA Banco Francés, Sucursal n s 155 Diagonal, 
a nombre de María Laura Herrera: 

La entidad bancaria informó que el saldo de la 
cuenta era de diecisiete mil novecientos treinta y 
cuatro pesos ($ 1 7.934.=) y Cedros D2, al mes de 
enero de 2004 (conf. fojas 1 1 del "Legajo Patrimo- 
nial de María Laura Herrera" en causa n Q 9385/04). 

d) Depósito a Plazo Fijo Nominativo 
n e 640133152 -000000002 en el BBVA Banco 
Francés, Sucursal n B 23, a nombre de María Lau- 
ra Herrera: 

Del certificado de depósito surge que el saldo 
del depósito al 5 de febrero de 2002 era de dieci- 
nueve mil novecientos noventa y siete dólares 
(U$S 19.997.=) (conf. fojas 13 de la causa 
n Q 74.271/2000 caratulada "Herrera María Laura 
c/ PEN Ley 25.561 S/ amparo'). 

Estos fondos habrían sido reprogramados en el 
equivalente a veintisiete mil novecientos ochenta 
y seis pesos ($ 27.986.=) (conf. fojas 1119 -anexo 
IV del primer informe pericial entregado- y fojas 
1 187 -anexo IV del segundo informe pericial-). 

IV) Egresos y gastos documentados: 

a) Tarjeta de crédito Diners Club Internacional 
n°- 3648 512230 0182, titular Rodolfo Herrera: 

En primer lugar cabe aclarar, tanto con referen- 
cia a esta tarjeta como para las restantes, que se 
registraron la totalidad de los resúmenes que se 
encuentran incorporados a la causa como prueba 
documental. 

En segundo término, que las fechas en las que 
se contabilizó como efectuado el pago correspon- 
den al mes del resumen que lo reflejó, con inde- 
pendencia de la fecha en que pudo haberse reali- 
zado el depósito. Asimismo, con la finalidad de dar 
homogeneidad a los valores considerados, y en 
virtud de que el 6 de enero del año 2002 el Con- 
greso de la Nación sancionó la ley 25.561 , deno- 
minada de emergencia pública y de reforma del 
régimen cambiario, mediante la que se derogó la 
convertibilidad y la relación de tipo de cambio an- 
terior establecido por la ley 23.928 (un peso igual 
un dólar), es que a partir del mes de febrero de 
2002 se verificó la cotización de esa moneda en 
pesos a la fecha de pago, según las cifras brinda- 
das por la editorial Errepar S.A. -Fuente: BNA- 
(conf. www.errepar.com). 

Año 1997 : total pagado -sobre dos (2) resúme- 
nes- en la tarjeta de crédito Diners Club Interna- 
cional: 3.146,99 pesos y 603,43 dólares. Suma 
total pagada (pesos y dólares sumados) expresa- 
da en pesos: 3.750.42 . 

Año 1998 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Diners Club Inter- 
nacional: 17.080,62 pesos y 9.993,58 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos: 27.074,20 . 

Año 1999 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Diners Club Inter- 
nacional: 13.741,51 pesos y 10.825,91 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 24.567,42 . 



Año 2000 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Diners Club Inter- 
nacional: 14.106,45 pesos y 3.537,81 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 17.644,26 . 

Año 2001 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Diners Club Inter- 
nacional: 9.593,56 pesos y 4.585,44 dólares. Suma 
total pagada (pesos y dólares sumados) expresa- 
da en pesos 14.179.00 . 

Año 2002 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Diners Club Inter- 
nacional: 22.617,06 pesos y 11.387,28 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 34.004,34 . 

Año 2003 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Diners Club Inter- 
nacional: en pesos 1 5,374,76, en dólares 938,1 7; 
suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 16.312,93 . 

Año 2004 : total pagado -sobre tres (3) resúme- 
nes- en la tarjeta de crédito Diners Club Interna- 
cional en pesos 4.156.61 . 

-Suma total y promedio mensual de los pagos 
de los consumos efectuados con la Tarjeta de cré- 
dito Diners Club Internacional n° 3648 512230 
0182 : 

De los resúmenes incorporados a la causa como 
prueba documental surge un monto total pagado 
de ciento cuarenta y un mil seiscientos ochenta y 
nueve pesos con dieciocho centavos 
($ 1 41 .689,1 8) en setenta y siete (77) meses. Ello 
evidencia un promedio mensual de pagos realiza- 
dos de: mil ochocientos cuarenta pesos con once 
centavos ( $ 1.840,11.= ) (conf. fojas 25/369 y 
1213/1376 del "Legajo Patrimonial de Rodolfo 
Herrera" en causa n Q 9385/04). 

bjTarjeta MasterCard Internacional, Cuenta 
n 9 2047790, entidad emisora Banco de la Ciudad 
de Buenos Aires, titular Rodolfo Herrera: 

Año 1997 : total pagado -sobre dos (2) resúme- 
nes- en la tarjeta de crédito MasterCard Interna- 
cional: 4.108,53 pesos y 892,00 dólares. Suma 
total pagada (pesos y dólares sumados) expresa- 
da en pesos 5.000.53 . 

Año 1998 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito MasterCard Inter- 
nacional: 14.884,59 pesos y 12.500,60 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 27.385,19 . 

Año 1999 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito MasterCard Inter- 
nacional: 11.817,26 pesos y 11.419,69 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 23.236,95 . 

Año 2000 : total pagado -sobre seis (6) resúme- 
nes- en la tarjeta de crédito MasterCard Interna- 
cional: 7.501 ,58 pesos y 3.362,47 dólares. Suma 
total pagada (pesos y dólares sumados) expresa- 
da en pesos 10.864,05 . 

Año 2001 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito MasterCard Inter- 
nacional: 9.700,16 pesos y 10.527,00 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 23.236,95 . 

Año 2002 : total pagado -sobre once (11) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito MasterCard Inter- 
nacional: en pesos 1 8.844,95; en dólares 1 .075,00; 
suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 19.919,95 . 

Año 2003 : total pagado -sobre doce (12) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito MasterCard Inter- 
nacional: 22.042,31 pesos y 2.906,46 dólares. 
Suma total pagada (pesos y dólares sumados) 
expresada en pesos 24.948,77 . 

Año 2004 : total pagado -sobre tres (3) resúme- 
nes- en la tarjeta de crédito MasterCard Interna- 
cional: 4.81 6,25 pesos. 

-Suma total y promedio mensual de los pagos 
de los consumos efectuados con la tarjeta Mas- 
terCard Internacional, Cuenta n g 2047790 : 

De los resúmenes incorporados como prueba 
documental a la causa surge un monto total pa- 
gado de ciento treinta y seis mil trescientos no- 
venta y ocho pesos con ochenta y cinco centavos 
($ 136.398,85) en setenta (70) meses. Ello eviden- 
cia un promedio mensual de pagos realizados de: 



mil novecientos cuarenta y ocho pesos con cin- 
cuenta y cinco centavos ( $ 1.948, 55. = )(conf. fojas 
1005/1137 del "Legajo Patrimonial de Rodolfo 
Herrera" en causa n Q 9385/04). 

c) Tarjeta Visa Classic, Cuenta n e 73051754, 
entidad emisora Banco de la Ciudad de Buenos 
Aires, titular Rodolfo Herrera. 

Año 2001 : total pagado -sobre cinco (5) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Visa Classic: 281 ,35 
pesos y 21 1 ,00 dólares. Suma total pagada (pe- 
sos y dólares sumados) expresada en pesos 
492.35 . 

Año 2002 : total pagado -sobre nueve (9) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Visa Classic: 
1 1 .467,45 pesos y 5.900,47 dólares. Suma total 
pagada (pesos y dólares sumados) expresada en 
pesos 17.367.92 . 

Año 2003 : total pagado -sobre siete (7) resú- 
menes- en la tarjeta de crédito Visa Classic: 
2.693,75 pesos y 1 16,03 dólares. Suma total pa- 
gada (pesos y dólares sumados) expresada en 
pesos 2.809,78 . 

Año 2004 : total pagado -sobre tres (3) resúme- 
nes- en la tarjeta de crédito Visa Classic: 1.607,73 
pesos . 

-Suma total y promedio mensual de los pagos 
de los consumos efectuados con la tarjeta Visa 
Classic, Cuenta n Q 73051754 : 

De los resúmenes incorporados a la causa como 
prueba documental surge un monto total pagado 
de veintidós mil doscientos setenta y siete pesos 
con setenta y ocho centavos ($ 22.277.78) en vein- 
ticuatro (24) meses. Ello evidencia un promedio 
mensual de pagos realizados de: novecientos vein- 
tiocho pesos con veinticuatro centavos í $ 928,24.= ) 
(conf. fojas 966/1 004 del "Legajo Patrimonial de 
Rodolfo Herrera" en causa n Q 9385/04). 

d) Expensas del departamento sito en la calle 
Darragueyra n 9 2.980 (esquina Juan Francisco 
Seguí n 3 4400), piso 5 9 , Unidad Funcional n 3 10, 
de la Capital Federal. 

Las administración del consorcio de propieta- 
rios del edificio informó que el doctor Herrera pagó 
en el mes de febrero de 2004 la suma de pesos 
ochocientos treinta y nueve con quince centavos 
($ 839,15.=) en concepto de expensas y alquiler 
de una cochera. 

En el caso de tomar los pagos realizados en los 
mismos meses de febrero de cada año con que 
se cuenta con información (1 996: $ 534,71 ; 1 997 
$611,71; 1998: $760,93; 1999: $ 861,57; 2000 
$ 840,1 2; 2001 : $ 689,41 ; 2002: $ 71 6,86; 2003 
$ 859,94 y 2004: $ 839,15), evidencia un prome- 
dio mensual de pago por expensas de: setecien- 
tos cuarenta y seis pesos con cinco centavos 
f $ 746,05- Uconf. fojas 459/464 de la causa 
n s 9385/04). 

e) Aranceles del Colegio de la Salle en relación 
al alumno Emilio Gabriel Herrera. 

De lo informado por la institución educativa se 
pagaron las siguientes sumas: cuatro mil nove- 
cientos treinta pesos ($ 4.930.=) en 1996; cuatro 
mil novecientos treinta pesos ($ 4.930.=) pesos 
en 1 997; cinco mil treinta y seis pesos ($ 5.036.=) 
en 1998; cinco mil trescientos setenta y dos pe- 
sos ($ 5.372.=) en 1 999; cinco mil trescientos trein- 
ta pesos ($ 5.330.=) en 2000; cuatro mil novecien- 
tos veintisiete pesos ($ 4.927.=) en 2001 y cuatro 
mil novecientos sesenta ($ 4.960.=) en 2002. 

Ello evidencia un promedio mensual de pago 
en concepto de arancel de cuatrocientos veinti- 
dós pesos con cuarenta y cuatro centavos 
( $ 422,44.= ). 

f) Plan Ovalo Ford de Ahorro para fines deter- 
minados, Grupo 3554, orden 050, titular Rodolfo 
Herrera. 

Desde mayo de 1993 hasta junio de 1997 el 
doctor Herrera efectuó pagos mensuales de qui- 
nientos cuarenta pesos con noventa y nueve cen- 
tavos ($ 540,99.=). Ello suma un monto total pa- 
gado de veintisiete mil cuarenta y nueve pesos 
con cincuenta centavos ( $ 27.049.50.= ) (conf. fo- 
jas 346/347 del "Cuaderno de Prueba promovido 
por la Defensa", y fojas 1 8 de la "Carpeta de do- 
cumentación adjuntada por el doctor Herrera con 
su escrito de defensa el 25 de octubre de 2004") 

En las declaraciones juradas ante la Corte Su- 
prema de la Nación de los años 1996 y 2000 el 



doctor Herrera denunció el pago del plan de aho- 
rro. 

V) Ingresos declarados por el doctor Rodolfo 
Herrera en sus declaraciones juradas: 

a) Remuneraciones percibidas por el doctor 
Rodolfo Herrera desde que prestara juramento con 
juez comercial en el mes de febrero de 1989: 

De la información suministrada por la Habilita- 
ción de la Cámara Nacional en lo Comercial de la 
Capital Federal surge que al doctor Herrera se le 
abonaron anualmente en concepto de sueldos 
mensuales y aguinaldos las siguientes sumas 
1989 -11 meses-: $12.574,71. = ; 1990 
$20.214,20. = ; 1991: $38.303,99.= 1992 
$ 60.649,35. = ; 1993: $ 71.506,67. = ; 1994 
$83.667,58. = ; 1995: $84,033,98. = ; 1996 
$84.704,33. = ; 1997: $84.779,10. = ; 1998 
$85.801,86. = ; 1999: $86.824,08. = ; 2000 
$94.361,03. = ; 2001: $94.567,94. = ; 2002 
$ 89.883,54.=; 2003: $ 94.910,50.=. Los montos 
descriptos arrojan una suma total percibida por 
remuneraciones de: un millón ochenta y seis mil 
setecientos ochenta y dos pesos con ochenta y 
seis centavos ($ 1.086.782,86.=) en 179 meses 
contabilizados durante el período comprendido 
entre febrero de 1989 y diciembre de 2003 (conf. 
fojas 1 57/1 62 del "Cuaderno de prueba promovi- 
do por la Acusación'). 

Ello evidencia un promedio mensual de salario 
percibido de seis mil setenta y un pesos con cua- 
renta y un centavos ( $ 6.071.41.= ). 

b) Plan Ovalo Ford de Ahorro para fines deter- 
minados, Grupo 3554, orden 050, titular Rodolfo 
Herrera. 

La firma Plan Ovalo S.A. informó que en el año 
2001 se liquidó en favor del doctor Herrera la 
suma de dieciocho mil ciento cincuenta y tres 
pesos con trece centavos f $ 18.153.13.= )fconf. 
fojas 346/347 del "Cuaderno de Prueba promo- 
vido por la Defensa"). 

En la declaración jurada presentada ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación en el año 
2001 el doctor Herrera informó haber percibido la 
suma de diecinueve mil pesos ($ 19.000.=), en 
lugar de retirar el vehículo adjudicado, y haber in- 
vertido ese monto -junto con el pago de un juicio 
iniciado contra el Poder Judicial- en un plazo fijo 
en dólares del Banco Galicia. 

c) Pago por diferencia de haberes (Acordada 
n 9 56/1991 de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación). 

El 25 de septiembre de 2000 el doctor Rodolfo 
Herrera percibió en autos "Echazú Rico, Graciela 
y otros C/ Estado Nacional -Acordad 56/91 S/ 
Empleo Público" la suma de cuarenta y cinco mil 
trescientos cincuenta y siete pesos con cincuenta 
y un centavos ( $45.357,51.= ) en concepto de di- 
ferencias de haberes (conf. fojas 1 1 del "Cuader- 
no de prueba promovido por la Defensa'). 

d) Préstamo otorgado al doctor Herrera por el 
Banco Ciudad de Buenos Aires (n 9 de obligación 
605969/3). 

El 1 8 de febrero de 1 998 le fue otorgado el prés- 
tamo por un monto de treinta mil pesos ($ 30.000.=) 
que fue cancelado el 1 B de marzo de 2.000, luego 
del pago de 24 cuotas (conf. fojas 339 del "Cuader- 
no de Prueba promovido por la Defensa'). 

En la declaración jurada del año 2000 se asen- 
tó sin individualizar con exactitud una deuda cuyo 
monto a esa fecha era de tres mil setenta y cuatro 
pesos ($ 3.074.=). 

VI) Ingresos en concepto de honorarios descr ip- 
tos por el doctor Rodolfo Herrera en su escrito de 
defensa: 

a) el 31 de enero de 1989, la suma de Australes 
doscientos veinticuatro mil novecientos ocho, 
seiscientos treinta (A 224.908,630) de la Tesore- 
ría General de la Provincia de Catamarca (equi- 
valente a $ 17.231,42) (conf. apartado 15 de la 
"Carpeta de documentación adjuntada por el doc- 
tor Herrera con su escrito de defensa el 25 de 
octubre de 2004"). 

b) el 15 de agosto de 1992, la suma de pesos 
sesenta y ocho mil novecientos noventa y cuatro 
con treinta y seis centavos ($ 68.994,36.=) de la 
empresa Coviur S.A. (conf. apartado 1 6 de la "Car- 
peta de documentación adjuntada por el doctor 
Herrera con su escrito de defensa el 25 de octu- 
bre de 2004"). 
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c) el 15 de agosto de 1992, la suma de pesos 
veintisiete mil novecientos sesenta y siete 
($ 27.967.=) de la empresa R.E.V. Construccio- 
nes (conf. apartado 1 7 de la "Carpeta de docu- 
mentación adjuntada por el doctor Herrera con su 
escrito de defensa el 25 de octubre de 2004"). 

d) el 15 de abril de 1995, la suma de setenta mil 
pesos ($ 70.000.=) de la empresa Noruzi S.A. 
(conf. apartado 19 de la "Carpeta de documenta- 
ción adjuntada por el doctor Herrera con su escri- 
to de defensa el 25 de octubre de 2004"). 

e) en mayo y junio de 1995, la suma de pesos 
veinticinco mil ($ 25.000.=) de la empresa Invial- 
co S.A. (conf. apartado 1 8 de la "Carpeta de do- 
cumentación adjuntada por el doctor Herrera con 
su escrito de defensa el 25 de octubre de 2004"). 

f) el 28 de julio de 1999, la suma de pesos vein- 
tiséis mil ($ 26.000.=) por parte del señor Mario 
Francisco Gozzano.(conf. apartado 21 de la "Car- 
peta de documentación adjuntada por el doctor 
Herrera con su escrito de defensa el 25 de octu- 
bre de 2004"). 

Esos pagos por honorarios invocados por la 
defensa suman un total de doscientos treinta y 
cinco mil ciento noventa y dos pesos con setenta 
y ocho centavos ($ 235.192,78). 

Los ingresos descriptos no fueron informados 
en ninguna de las declaraciones juradas que pre- 
sentara el magistrado ante la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación. 

Vil) Ingresos comprobados del grupo familiar: 

a) Miñan Azucena del Valle Monasterio: 

Desde el 4 de mayo de 1998 hasta el 28 de 
febrero de 1999 se desempeñó como colabora- 
dora académica con dedicación exclusiva en la 
Facultad de Ciencias de la Administración de la 
Universidad del Salvador. Durante ese período - 
1 meses- percibió una remuneración mensual de 
ochocientos cuatro pesos con ochenta centavos 
($ 804,80.=)(conf. fojas 1 33/1 34 del "Cuaderno de 
Prueba promovido por la Acusación'). 

No se ha acreditado otros ingresos entre los 
años 1989 y 2004. 

b) María Laura Herrera, nacida el 21 de junio 
de 1975. 

Desde septiembre de 2001 hasta julio de 2002 
se desempeñó como auxiliar administrativa en el 
Banco Finansur S.A. Durante ese período -11 
meses- percibió una remuneración mensual de 
setecientos cincuenta y siete pesos ($ 757,00.=) 
y una indemnización por despido de cuatro mil 
ciento ochenta y cuatro pesos con cuarenta y cin- 
co centavos ($ 4.1 84,45) (conf. fojas 45/46 del "Le- 
gajo Patrimonial de María Laura Herrera" en cau- 
sa n Q 9385/04 y fojas 29/31 de la causa 
n Q 74.271/2000 caratulada "Herrera María Laura 
c/ PEN Ley 25.561 S/ amparo'). 

No se ha acreditado otros ingresos entre los 
años 1989 y 2004. 

c) María Elena Herrera, nacida el 12 de febrero 
de 1977, casada con Gustavo Andrés Dechert, 
nacido el 3 de marzo de 1979. 

Desde mayo de 2000 se desempeña con el car- 
go de auxiliar administrativa en el Poder Judicial 
de la Nación por la que percibiría una remunera- 
ción mensual de seiscientos pesos ($ 600.=) de 
acuerdo al recibo de haberes de noviembre de 
2001 (conf. fojas 58 y 63 del "Legajo Patrimonial 
de María Elena Herrera" en causa n Q 9385/04). 

Por su parte Gustavo Andrés Dechert desde 
junio de 2000 se desempeñaría como "asistente 
radio operador" en la firma Aeba S.A. por lo que 
percibiría una remuneración mensual de setecien- 
tos cincuenta y dos pesos ($ 752,00.=) (conf. fo- 
jas 64/65 del "Legajo Patrimonial de María Elena 
Herrera" en causa n Q 9385/04). 

No se ha acreditado otros ingresos entre los 
años 1989 y 2004. 

d) Emilio Gabriel Herrera, nacido el 1 4 de mayo 
de 1986. 

No se ha acreditado ingresos hasta el año 2004. 

68) Que, entre las diversas medidas de prueba 
ordenadas, se le encomendó al Cuerpo de Peri- 
tos Contadores Oficiales de la Justicia Nacional 
practicar una pericia de su especialidad, teniendo 



en cuenta la causa n s 9.385/04 caratulada "He- 
rrera, Rodolfo S/ enriquecimiento ilícito", los le- 
gajos patrimoniales formados, las declaraciones 
juradas del doctor Herrera y lo obtenido de la 
producción de la prueba informativa ofrecida, 
con el objeto de determinar, en primer lugar, los 
activos, los pasivos, los ingresos y los egresos 
de Rodolfo Herrera y Mirian Azucena del Valle 
Monasterio desde el año 1988 hasta la actuali- 
dad, y de María Laura Herrera, María Elena 
Herrera, Emilio Gabriel Herrera y Gustavo An- 
drés Dechert desde el año 2000 (conf. puntos i, 
ii, iii y iv). En segundo término se debía precisar 
si el eventual incremento del patrimonio del gru- 
po familiar pudo ser habido -y mantenido- en 
base a los ingresos netos conocidos del doctor 
Herrera (conf. puntos v y vi). Por último, consta- 
tar si los fondos que el magistrado afirmó haber 
recibido en concepto de honorarios profesiona- 
les fueron denunciados en las declaraciones 
juradas ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (conf. punto vii). 

De ello surge que el peritaje encomendado te- 
nía dos objetivos y tareas bien diferenciadas: por 
un lado, para dar respuesta a los puntos i al iv y 
vii, los profesionales sólo debían constatar e in- 
ventariar datos con orden y precisión. Por otro, se 
les requería, con sustento en los elementos de 
juicio reunidos en los puntos anteriores y en sus 
conocimientos técnicos específicos, el desarrollo 
de conclusiones vinculadas con la finalidad del 
peritaje: examinar si el eventual incremento del 
patrimonio se encontraba de acuerdo con los in- 
gresos que genuinamente percibió el juez. 

69) Que los señores contadores públicos Jorge 
Nicolás Schiavo y Eduardo Feldman, ambos miem- 
bros del Cuerpo de Peritos Oficiales de la Justicia 
Nacional, y el contador Santiago Jorge García 
López, perito de parte propuesto por la defensa, 
presentaron en forma conjunta la pericia realiza- 
da, junto con cinco anexos correspondientes a 
cada uno de los componentes del grupo familiar y 
sostuvieron que en ellos se expuso "los ingresos 
y egresos que conforman el patrimonio(. ..)en for- 
ma individual y conjunta, como asimismo los bie- 
nes que adquirieron y vendieron durante el perío- 
do investigado" . 

Durante la audiencia de debate del día 10 de 
febrero de 2005 los profesionales reiteradamente 
expresaron que el peritaje se efectuó con estricto 
apego a las constancias documentales obrantes 
en la causa. En ese sentido, el señor Decano del 
Cuerpo de Peritos Contadores Oficiales de la Jus- 
ticia Nacional, contador Jorge Schiavo, afirmó: 
"hemos trabajado con los elementos que tuvimos 
a disposición", y posteriormente agregó que "el 
Tribunal y las partes tengan la plena seguridad de 
que estos anexos comprenden toda la documen- 
tal que hemos tenido a la vista" (conf. páginas 84 
y 102 de la versión estenográfica de la audiencia 
del 10 de febrero de 2005 -mañana-). 

Contrariamente, ello no se condice del cotejo 
de los anexos elaborados por los profesionales 
con las constancias de la causa n B 9.385/04 cara- 
tulada "Herrera, Rodolfo S/ enriquecimiento ilíci- 
to", los legajos patrimoniales formados, las decla- 
raciones juradas del doctor Herrera y con lo obte- 
nido de la producción de la prueba ofrecida. En 
efecto, en la pericia contable se ha omitido consi- 
derar, analizar y contabilizar en los rubros corres- 
pondientes lo siguientes conceptos: 

a) Egresos por el pago de la Tarjeta MasterCard 
Internacional, Cuenta n e 2047790, titular Rodolfo 
Herrera. 

En el anexo del doctor Herrera se omitió conta- 
bilizar los pagos efectuados en los años 1 997: dos 
comprobantes; 1998: doce comprobantes; 1999: 
doce comprobantes; 2000: seis comprobantes; 
2001 : doce comprobantes; 2002: once comproban- 
tes; 2003: doce comprobantes y 2004: tres com- 
probantes. De ellos surge un monto total pagado - 
y no contabilizado- de ciento treinta y seis mil tres- 
cientos noventa y ocho pesos con ochenta y cin- 
co centavos ($ 136.398,85.=) en setenta (70) me- 
ses (conf. fojas 1 005/1 1 37 del "Legajo Patrimonial 
de Rodolfo Herrera" en causa n s 9385/04). 

b) Egresos por el pago de la tarjeta Visa Clas- 
sic, Cuenta n 9 73051754, titular Rodolfo Herrera. 

En el anexo del doctor Herrera se omitió conta- 
bilizar los pagos efectuados en los años 2001 : cin- 
co comprobantes; 2002: nueve comprobantes; 
2003: siete comprobantes y 2004: tres compro- 
bantes. De ellos surge un monto total pagado -y 
no contabilizado- de veintidós mil doscientos se- 
tenta y siete pesos con setenta y ocho centavos 
($ 22.277.78.=) en veinticuatro (24) meses (conf. 



fojas 966/1 004 del "Legajo Patrimonial de Rodolfo 
Herrera" en causa n Q 9385/04). 

c) Adquisición y eventual venta del vehículo 
Peugeot, modelo 405 SR, año 1994, número de 
patente o matrícula K22934: 

Se omitió considerar que de la declaración ju- 
rada presentada ante la Corte Suprema de Justi- 
cia de la Nación en el año 1 996 surge que el auto- 
móvil fue adquirido en 1994 por Miriam Azucena 
del Valle Monasterio y su valuación fiscal era de 
diecisiete mil pesos ($ 17.000.=). 

d) Préstamo hipotecario recibido el 5 de enero 
de 1990. 

En el anexo correspondiente se omitió contabi- 
lizar el préstamo por el doctor Herrera y su convi- 
viente, Mirian Azucena del Valle Monasterio, al 
adquirir el departamento sito en la calle Sinclair 
n Q 3.148, piso 5 Q , Unidad Funcional n Q 15 de la 
Capital Federal. De la escritura número cuatro, 
pasada ante el Escribano Eduardo Claria, surge 
que la suma recibida fue de trece millones de aus- 
trales (A 13.156.250.=), equivalente a diez mil 
quinientos veinticinco dólares (U$S 10.525), los 
que se comprometieron a devolver íntegramente 
en agosto de ese mismo año -7 meses- y por el 
que pagaban mensualmente un interés de ciento 
cincuenta y siete dólares (U$S 1 57.=) (conf. fojas 
96/1 08 de la "Carpeta de documentación adjunta- 
da por el doctor Herrera con su escrito de defen- 
sa el 25 de octubre de 2004'). 

e) Préstamo hipotecario recibido el 25 de agos- 
to de 1992. 

En el anexo correspondiente se omitió contabi- 
lizar el préstamo por el doctor Herrera y su convi- 
viente, Mirian Azucena del Valle Monasterio, al 
adquirir el departamento sito en la calle Sinclair 
n Q 3.151, piso 4 Q , Unidad Funcional n Q 10, de la 
Capital Federal. De la escritura número cuatrocien- 
tos setenta y tres, pasada ante el Escribano Eduar- 
do Claria, surge que la suma recibida fue de vein- 
tiocho mil dólares (U$S 28.000.=), los que se com- 
prometieron a devolver íntegramente en febrero 
de año siguiente -6 meses- y por la que pagaban 
mensualmente un interés de cuatrocientos veinte 
dólares (U$S 420.=) (conf. fojas 114/129 de la 
"Carpeta de documentación adjuntada por el doc- 
tor Herrera con su escrito de defensa el 25 de 
octubre de 2004'). 

f) Suma producida por la venta del departamento 
sito en la calle Sinclair n Q 3. 148, piso 5° Unidad 
Funcional n g 15 de la Capital Federal. 

Del informe del Registro de la Propiedad Inmue- 
ble surge que el doctor Herrera vendió esta pro- 
piedad en el mes de agosto de 1992 por la suma 
de pesos cuarenta y tres mil quinientos 
($43.500.=) (conf. fojas 110 y siguientes de la 
"Carpeta de documentación adjuntada por el doc- 
tor Herrera con su escrito de defensa el 25 de 
octubre de 2004'). 

g) Compra del Solar n B 1 1, Padrón 16.226, de 
la localidad de "La Barra", del departamento de 
Maldonado de la República Oriental del Uruguay. 

De la escritura número ciento diecinueve, pa- 
sada ante el Escribano Adolfo Pittaluga Shaw el 8 
de junio de 2001 , que se le entregara al Arquitec- 
to Carlos Fuchs al momento en que concurrió a 
tasar la propiedad y aportada al tribunal el 10 de 
enero de 2005, surge que Mirian Azucena del Va- 
lle Monasterio adquirió el Solar n 9 11 . Padrón 
16.226, por la suma de dieciocho mil dólares 
(U$S 1 8.000.=) que se pagaron en ese acto (conf. 
fojas 2005/07 de la causa principal). 

h) Saldo de la Caja de Añorro en pesos n g 155- 
40-20274/8 en el BBVA Banco Francés, Sucursal 
n 9 155 Diagonal, a nombre de María Laura Herre- 
ra. 

Se omitió contabilizar el saldo de la cuenta que, 
de acuerdo a lo informado por la entidad banca- 
ria, era de dieciocho mil doscientos sesenta y cua- 
tro pesos ($ 18.264.=) al mes de enero de 2004 
(conf. fojas 1 1 del "Legajo Patrimonial de María 
Laura Herrera" en causa n Q 9385/04). 

i) Saldo de la Cuenta Custodia n 9 155-601- 
5291333 en el BBVA Banco Francés, Sucursal 
n 9 155 Diagonal, a nombre de María Laura Herre- 
ra: 

Se omitió contabilizar el saldo de la cuenta que, 
de acuerdo a lo informado por la entidad banca- 
ria, era de diecisiete mil novecientos treinta y cua- 
tro pesos ($ 17.934.=) y Cedros D2, al mes de 



enero de 2004 (conf. fojas 1 1 del "Legajo Patrimo- 
nial de María Laura Herrera" en causa n Q 9385/04). 

j) Depósito a Plazo Fijo Nominativo 
n 9 640133152 -000000002 en el BBVA Banco 
Francés, Sucursal n 9 23, a nombre de María Lau- 
ra Herrera: 

Se omitió contabilizar el saldo del depósito a su 
vencimiento -5 de febrero de 2002- de diecinueve 
mil novecientos noventa y siete dólares 
(U$S 19.997.=) (conf. fojas 13 de la causa 
n Q 74.271/2000 caratulada "Herrera María Laura 
c/ PEN Ley 25.561 S/ amparo'), o la eventual re- 
programción de los fondos en el equivalente a 
veintisiete mil novecientos ochenta y seis pesos 
($ 27.986.=) (conf. fojas 1119 -anexo IV del pri- 
mer informe pericial entregado- y fojas 1187 - 
anexo IV del segundo informe pericial-). 

70) Que las falencias del dictamen pericial con- 
table no se han limitado a las inexplicables omi- 
siones descriptas sino que registra también, por 
un lado, numerosas inexactitudes e incongruen- 
cias en los asientos y cálculos realizados que se 
suman a desconcertantes cambios entre las tres 
sucesivas pericias entregadas, y por otro, las con- 
tradictorias explicaciones brindadas por los seño- 
res contadores públicos en la audiencia de deba- 
te. 

Entre las mencionadas inexactitudes cabe men- 
cionar que la venta del automóvil Peugeot, mode- 
lo 306 ST 1.8, año 1997, dominio BFY 865, fue 
contabilizada en el anexo III de la señora Monas- 
terio como un ingreso de fondos de veintiún mil 
pesos ($21.000.=) en el mes de diciembre de 
2003, con sustento en ese valor que es el esta- 
blecido para el vehículo en la tabla de valuación 
de la AFIP para el impuesto a los bienes persona- 
les. Ello no se ajusta a la documentación agrega- 
da a la causa y carece de explicación atendible 
que se hubiera recurrido a una tabla de valuación 
cuando del Legajo del Automotor, enviado por el 
registro de la propiedad, surge que el precio de 
venta del rodado fue de catorce mil pesos 
($ 14.000.=) (conf. fojas 134 del "Legajo Patrimo- 
nial de María Elena Herrera" en causa n Q 9385/04). 

71 ) Que por otro lado, en relación a la descripta 
ausencia de asientos e información en el informe 
pericial que refleje los préstamos hipotecarios re- 
cibidos el 5 de enero de 1990 (U$S 10.525) y el 
25 de agosto de 1 992 (U$S 28.000.=), los peritos 
afirmaron no recordar haber tenido a la vista reci- 
bos de pago respecto de la cancelación de la deu- 
da contraída. Asimismo, al ser interrogados por 
los motivos por los que no se contabilizó la deuda 
hipotecaria, el contador Feldman sostuvo: "sola- 
mente fue considerado el valor que significó mo- 
vimientos de ingresos o egresos, no la evolución 
patrimonial" (conf. páginas 124 y 131 de la ver- 
sión estenográfica de la audiencia del 10 de fe- 
brero de 2005 -mañana-). 

Las respuestas brindadas no se condicen con 
el objeto central de la labor pericial encomendada 
reflejado en el punto i): determinar "los activos y 
pasivos del patrimonio " desde el año 1988 hasta 
la actualidad. En efecto, con independencia de las 
constancias de cancelación, la deudas generadas 
-como pasivo del doctor Herrera- se encontraban 
documentadas en las escrituras y debieron con- 
tabilizarse, máxime que al venderse los inmue- 
bles las hipotecas habían sido canceladas. 

72) Que, en estrecha vinculación con lo seña- 
lado en el considerando anterior, no puede sosla- 
yarse que las cifras contabilizadas en los anexos 
II -doctor Herrera- y III -Monasterio- que refleja- 
ron la compra del departamento sito en la calle 
Sinclair n Q 3.148, piso5 Q , Unidad Funcional n s 15, 
no se condicen con las constancias documenta- 
les y, al ser examinadas, evidencia un ilógico pro- 
ceder. En efecto, el 5 de enero de 1 990 el doctor 
Herrera y Mirian Azucena del Valle Monasterio, 
adquirieron el inmueble por la suma de veinte millo- 
nes de australes (A 20.000.000.=). En ese mis- 
mo acto recibieron en calidad de préstamo hipo- 
tecario la suma de trece millones de australes 
(A 13.156.250.=) equivalente a diez mil quinien- 
tos veinticinco dólares (U$S 10.525). 

En cada uno de los anexos II y III se asentó en 
el mes de enero de 1990 un egreso de tres mil 
pesos con veinte centavos ($ 3.000,20.=), lo que 
arroja un presunto pago del inmueble en la suma 
de seis mil pesos con cuarenta centavos 
($ 6.000,40.=), y aclararon que ello corresponde 
a lo desembolsado para adquirir la propiedad ex- 
presado en pesos, pero omitieron consignar el 
valor original del egreso en australes. En el rubro 
"ingresos" de ese mismo mes de enero de 1990 
se asentó como sueldo percibido por el juez 
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985.168,00 australes y, en la columna siguiente, 
se lo expresó en pesos lo que arrojó una suma de 
$ 846,1 1 . De ello surge que en ese mes (el mis- 
mo que el de la compra del inmueble) el coefi- 
ciente resultante entre ambas monedas era de 
1 .164,34 australes por peso. Resulta de ello que 
la cifra contabilizada por los contadores en con- 
cepto de egreso por la compra del inmueble 
($ 6.000,40.=) fue de aproximadamente 6.986.505 
de australes sumando ambos anexos. 

Si a esa cifra apuntada de 6.986.505 australes 
a su vez se le añade el monto que recibiera el 
doctor Herrera en calidad de préstamo hipoteca- 
rio: 13.156.250 de australes, se arriba al monto 
de 20.142.755 australes. Esta cantidad, coincide 
casi con exactitud con el monto pagado por el in- 
mueble que refleja la escritura: 20.000.000 - de 
australes . Ello permite advertir que, en relación a 
la adquisición del departamento sito en la calle 
Sinclair n Q 3.148, piso5 Q , Unidad Funcional n Q 15, 
los peritos contadores por un lado no reflejaron 
en el pasivo del juez la deuda hipotecaria instru- 
mentada en la escritura pero a la vez, y en un 
procedimiento que no tiene sustento lógico, res- 
taron el monto percibido como préstamo y conta- 
bilizaron como desembolso sólo el dinero restan- 
te hasta alcanzar el precio final. 

73) Que, de igual modo, la cifra total contabili- 
zada en los anexos ($ 49.056.=) que reflejara las 
operaciones de compra del departamento sito en 
la calle Sinclair n s 3.1 51 , piso 4 Q , Unidad Funcio- 
nal n Q 10, tampoco se condice con las constan- 
cias de la causa. En efecto, el inmueble fue adqui- 
rido el 25 de agosto de 1992 por la suma de no- 
venta mil dólares(U$S 90.000.=) y en ese mismo 
acto recibieron en calidad de préstamo hipoteca- 
rio la suma de veintiocho mil dólares 
(U$S 28.000.=). 

A ello se le agrega que en la audiencia de deba- 
te oral el contador García López -perito de parte 
de la defensa- al ser interrogado en relación a como 
se arribaron a esos guarismos sostuvo: "es la cifra 
de venta, si mal no recuerdo, menos la compra, 
menos la hipoteca' '(conf. página 126 de la versión 
estenográfica de la audiencia del 1 de febrero de 
2005 -mañana-). No se alcanza a comprender la 
explicación brindada en virtud a que se sólo se tra- 
taba de una adquisición y, en principio, no se debía 
tener en cuenta ninguna venta. No obstante lo que 
resulta nuevamente revelador es que el profesio- 
nal expresamente reconoció que hubo una resta - 
en una operación matemática que no han podido 
dilucidar ni sus propios autores- por el valor de la 
hipoteca al asentar los egresos pero, paralelamente, 
se omitió su registro en el pasivo del patrimonio. 

74) Que, debe señalarse también que no se 
encuentra razón suficiente para explicar que en la 
medida que se entregaban las sucesivas versio- 
nes del informe pericial se eliminaban las anterio- 
res aclaraciones que resultaban imprescindibles 
para la comprensión del procedimiento utilizado y 
el estudio del dictamen. 

El caso más representativo de ello resulta el 
Anexo IV de María Laura Herrera. En la primera 
versión se tuvo en cuenta su Depósito a Plazo Fijo, 
la Caja de Ahorro, y la Cuenta en Custodia. En la 
segunda versión se los tomó en cuenta en el re- 
sumen pero no fue contabilizado en los saldos 
mensuales. Finalmente en la última versión entre- 
gada no se hace ninguna mención a la Caja de 
Ahorro y a la Cuenta en Custodia y sólo se realiza 
una aclaración en relación a ingresos por intere- 
ses del plazo fijo. 

75) Que, en tal orden de ideas, el punto de pe- 
ricia que se debía responder respecto a los hijos 
del matrimonio Herrera era determinar: Tos acti- 
vos y pasivos del patrimonio de: María Elena He- 
rrera, María Laura Herrera, Emilio Gabriel Herre- 
ra, Gustavo Andrés Dechert desde el año 2000 
hasta la actualidad". 

Del certificado de depósito del Plazo Fijo Nomi- 
nativo n Q 6401 331 52 -000000002 en el BBVA Ban- 
co Francés, Sucursal n Q 23, a nombre de María 
Laura Herrera surge que se realizó el 9 de agosto 
de 2001 por el plazo de 1 80 días. El 5 de febrero 
de 2002 la suma por cobrar era de diecinueve mil 
novecientos noventa y siete dólares 
( U$S 19.997. =). En la nota al Anexo IV de la últi- 
ma pericia entregada se aclara que Tos importes 
consignados en la columna denominada "otros 
ingresos" corresponden a intereses y reprograma- 
ciones del plazo fijo existente al 31/1 2/1 999 a nom- 
bre de María Laura Herrera en el Banco Francés 
porU$S 17.327 ". 

Ello no se condice con las constancias de la 
causa. En efecto, la entidad bancaria informó que 



el plazo fijo con vencimiento en diciembre de 1 999 
fue pagado con normalidad a su vencimiento. El 
depósito sujeto a reprogramación fue realizado en 
agosto de 2001 por lo que los contadores debie- 
ron -irremediablemente- haber contabilizado, tan- 
to el monto inicial, el reprogramado, los eventua- 
les intereses y amortizaciones (conf. fojas 3/4 de 
la "Carpeta de documentación adjuntada por el 
doctor Herrera con su escrito de defensa el 25 de 
octubre de 2004", y fojas 233/234 del "Cuaderno 
de prueba promovido por la Defensa'). 

En el informe pericial no se los contabilizó ni se 
requirió más información sobre ellos. 

76) Que, en igual sentido, cabe puntualizar que 
al ser interrogados los peritos contadores en la 
audiencia de debate acerca de los motivos de la 
omisión de contabilización de la compra del Solar 
n Q 11, Padrón 16.226, de la localidad de "La Ba- 
rra" y por la de escritura n Q 1 19, pasada ante el 
Escribano Adolfo Pittaluga Shaw el 8 de junio de 
2001 en la que consta la compra del inmueble, el 
contador Feldman afirmó: "A nosotros nos fue pro- 
vista documentación hasta la número 118", a lo 
que se el contador García López agregó: "Creo 
que las tasaciones fueron enviadas por fax". Fi- 
nalmente Feldman concluyó: "Nosotros tuvimos el 
boleto de compra venta referido a la número 1 18" 
y "no la habíamos tenido desde el origen" (conf. 
páginas 128 y 129 de la versión estenográfica 
de la audiencia del 10 de febrero de 2005 -ma- 
ñana-). 

De lo transcripto se advierte, en primer lugar, 
un desconocimiento de los documentos de la cau- 
sa. En efecto: a) la escritura n Q 1 19 se encontraba 
agregada al expediente desde el 10 de enero de 
2005; b) no se contaba con boleto de compra ven- 
ta de la operación relacionada con la escritura 1 1 8, 
y c) resulta intrascendente e inexacto el modo en 
que se habrían enviado las tasaciones apuntado 
por el profesional García López, cuando la com- 
pulsa de la documentación es una obligación in- 
soslayable de los peritos. 

77) Que, en estrecha vinculación con lo afirma- 
do en el considerando precedente, los peritos fue- 
ron preguntados para que explicaran como vincu- 
laban lo sostenido en relación a que no habían 
tenido a la vista la escritura n Q 1 19, con lo expre- 
sado en la primera página de la última versión de 
las pericias presentadas ante el Jurado, el 7 de 
febrero de 2005, en la que la aclararon lo siguien- 
te: "el siguiente informe pericial contable que in- 
cluye la nueva documental recibida en este Cuer- 
po (...)", a lo que se agregó "hemos tenido a la 
vista copia de la nueva documental aportada al 
Tribunal que a continuación se detalla:(....) Infor- 
mes periciales de los Peritos Tasadores sobre las 
propiedades Inmuebles (...) En base a la nueva 
documental tenida a la vista (...) Los Peritos de- 
seamos manifestar que el presente informe (. . .) 
Es comprensivo de todas las evidencias que fue- 
ran compulsadas" (conf. fojas 2083/85 de la cau- 
sa principal). 

El contador Feldman respondió: "Lo que hici- 
mos es referenciar la documental que nos fue 
acompañada dos días antes de la audiencia". Ante 
ello el señor Miembro del Jurado doctor Enrique 
Basla preguntó: "quiere decir que esto, usted dice, 
que no lo vieron ", a lo que el perito contesto "no, 
ni hubiéramos tenido tiempo para procesarla" (el 
subrayado no pertenece al original) (conf. pági- 
na 132 de la versión estenográfica de la audien- 
cia del 1 de febrero de 2005 -mañana-). 

De lo transcripto surge que el contador público 
Feldman reconoció de modo expreso durante la 
audiencia de debate que lo que se asentara en la 
primera página del informe pericial contable res- 
pecto de la documentación compulsada no se 
condice con la realmente acontecido. En rigor, de 
acuerdo a las afirmaciones del contador, debe 
entenderse que en los hechos esa documenta- 
ción enumerada como sustento y fundamento del 
dictamen pericial no fue evaluada. 

78) Que, por otro lado, a las falencias descrip- 
tas se añade que el método empleado por los con- 
tadores públicos para la determinación de los egre- 
sos y de los eventuales aumentos del activo del 
juez Herrera resultó manifiestamente inadecuado 
y, fundamentalmente, prescindió de la finalidad del 
peritaje. 

En efecto, en los puntos de pericia i) al iv) se 
les encomendó a los profesionales determinar los 
activos, los pasivos, los ingresos y los egresos 
teniendo en cuenta la documentación reunida en 
el expediente. En el anexo correspondiente al doc- 
tor Herrera aparece como presunto egreso -y du- 
rante años como único gasto contabilizado- la 



denominada "Canasta básica total hogar pobre", 
sin perjuicio que entre en los períodos enero/ 1 989 
y abril/1991 , y mayo/diciembre 2003 su valor re- 
sultó cero pesos por no contarse con la cifra esta- 
dística publicada por el Ministerio de Economía 
de la Nación. El monto del guarismo citado osciló 
entre los 329,30 pesos en el año 1991 y hasta 
alcanzar los 795 pesos en el año 2003. 

La operación efectuada consistió en apuntar los 
ingresos, restarle los egresos por gastos docu- 
mentados más el índice de "Canasta Pobre" que, 
en los hechos, durante años constituyó el único 
egreso consignado. El saldo resultante fue conta- 
bilizado en su totalidad como ahorro y trasladado 
a los meses y años subsiguientes. Ese mecanis- 
mo utilizado arrojó un presunto saldo final positi- 
vo en las cuentas del doctor Herrera al año 2004 
de 699.488,24 pesos (conf. fojas... anexo I de la 
última versión de la Pericia) 

79) Que, asimismo, durante la audiencia el doc- 
tor Feldman afirmó: "Esta pericia está ordenada 
sobre la base de la documental, exclusivamente 
la documental que se ha detalladof. . .) Sin perjui- 
cio de ello, el único dato que se consideró que no 
surgía de documental específica y, a partir de la 
decisión que los peritos consideramos razonable, 
partía de que no nos parecía que podía tener nin- 
guna razonabilidad partir de base cero en lo que 
es la supervivencia de cualquier núcleo familiar. 
Es decir, si nosotros nos limitáramos exclusiva- 
mente a los comprobantes existentes, los egre- 
sos serían cero para muchos de los períodos...". 
En relación a los saldos trasladados como ahorro 
mes a mes sostuvo "debemos entender que no es 
un saldo que pudo haberse ahorrado, ya que al- 
gún gasto, sin duda, debe haber tenido de subsis- 
tencia. Sería ilógico pensar de que todos los in- 
gresos se pudieron ahorrar", (conf. páginas 75/76 
y 82 de la versión estenográfica de la audiencia 
del 10 de febrero de 2005 -mañana-). 

De ello si infiere, con independencia de todas 
las omisiones, inexactitudes y errores expuestos 
en los considerandos anteriores, que el proce- 
dimiento utilizado por los peritos consistió -según 
lo afirmado enfáticamente por los mismos profe- 
sionales en la audiencia de debate- en ceñirse a 
las consignas entregadas y contabilizar los datos 
objetivos que surgían de la documentación que 
se encontraba agregada a la causa. Sin perjuicio 
de ello, al constatar que por años no surgían cons- 
tancias de egresos y en los restantes eran míni- 
mas, decidieron contabilizar como un gasto el ín- 
dice de "Canasta básica total hogar pobre" en los 
meses que contaron con la cifra brindada por el 
Ministerio de Economía. 

En tales circunstancias cabe concluir que si 
efectivamente se pretendió realizar un relevamien- 
to de ingresos y egresos y se observó que no exis- 
tía información sobre los gastos y resultaba in- 
completa de acuerdo al grupo familiar y nivel de 
vida de un magistrado, resulta inconcebible que 
se incorporara un gasto no documentado como el 
índice de la "canasta pobre" aportado por el In- 
dec. 

80) Que, en relación a los saldos -inevitable- 
mente positivos- resultantes de años con ingre- 
sos y sin gastos, la operación efectuada fue la si- 
guiente: ingresos, menos ningún gasto -por años 
en muchos casos-, igual a un saldo que se presu- 
mió ahorro y, de modo directo, aumentaba el pa- 
trimonio. Esto no resulta razonable. Cabe obser- 
var que el patrimonio se incrementa con el aho- 
rro, por lo que si de modo artificial se presume 
ahorro, directamente se aumenta el patrimonio 
también artificialmente. A los efectos de arribar a 
un panorama sobre el estado patrimonial de un 
individuo no se puede presumir, ante la ausencia 
de constancias de egresos, que los montos ingre- 
sados sean ahorrados prácticamente en su totali- 
dad. 

Si bien los peritos sostuvieron en la audiencia 
que resulta ilógico pensar que todo lo ingresado 
podía ahorrarse, al confeccionar el informe peri- 
cial obraron de modo contrario, con el agravante 
de que, habiendo advertido que los egresos re- 
sultaban tan irrisorios, introdujeron voluntariamen- 
te la canasta de pobreza. A ello se suma también 
que, por un lado afirmaron que no se debía partir 
de "base cero" para considerar egresos, pero a la 
vez utilizaron ese procedimiento en los períodos 
enero/1 989 y abril/1 991 , y mayo/diciembre 2003. 

81 ) Que, en definitiva, los peritos, en su calidad 
de auxiliares de la justicia, cumplen la función es- 
pecífica de asesorar al juzgador en aquellas cues- 
tiones científicas o prácticas ajenas a su saber 
(artículo 253 del Código Procesal Penal y artícu- 
los 457 y 458 del Código Procesal Civil y Comer- 



cial). La función que le es asignada no se cumple 
únicamente con la presentación del escrito en el 
cual informan las conclusiones obtenidas y los 
fundamentos que las sostienen, pues no debe 
soslayarse que sus dictámenes deberán asentar- 
se sobre actos preparatorios realizados con ante- 
rioridad, prueba documental constatada, la reco- 
pilación de los antecedentes científicos que sus- 
tenten la opinión del experto y, finalmente, se com- 
pleta con las explicaciones posteriores. 

Dicho de otro modo: la elaboración y desarrollo 
de una pericia, ordenada en un proceso en el que 
se encuentra en debate el desempeño de un ma- 
gistrado de la Nación, ha de ser el resultado de 
una profunda reflexión, rodeada del más acabado 
conocimiento de los hechos en juego. La conclu- 
sión final del dictamen que se expide no debería 
traducir otra cosa que el fiel reflejo de las pruebas 
que obran en la causa, junto con las valoraciones 
realizadas con sustento lógico y técnico. 

Con tal alcance, la magnitud de las inexplica- 
bles omisiones descriptas, las numerosas inexac- 
titudes e incongruencias, los errores en los asien- 
tos y el método utilizado descalifican las conclu- 
siones a la que se arribó en virtud a que sólo tra- 
ducen el resultado de un cálculo efectuado sobre 
la base de una incorrecta y fragmentaria revisión 
de las constancias obrantes en el expediente, su- 
mado a que carece de sustento técnico y científi- 
co. 

En efecto, las conclusiones a que arribaron los 
peritos no obedecen a elementos de juicio que 
debieron ser tenidos en cuenta y no se apoyan 
suficientemente en los antecedentes de la causa 
y en sus conocimientos técnicos específicos. Del 
mismo modo, los profesionales no tuvieron en 
cuenta la finalidad del peritaje y aquello que pun- 
tualmente se pretendía examinar. En definitiva su 
labor como auxiliares de la justicia, a la que de- 
bieron contribuir con su saber, ciencia y concien- 
cia no quedó satisfecha y resultó, cuanto menos, 
negligente y desaprensiva, razón por la que co- 
rresponde que este Jurado lo ponga en conoci- 
miento del señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, con respecto a los peri- 
tos oficiales, y al Consejo Profesional de Ciencias 
Económicas de la Capital Federal, respecto del 
perito de parte, a sus efectos. 

82) Que para un correcto examen de la imputa- 
ción realizada ha de precisarse nuevamente que 
se debe comprobar si el patrimonio del juez He- 
rrera ha aumentado de acuerdo a los ingresos que 
genuinamente percibió a partir del momento en 
que fue designado magistrado. Ello conduce, y 
obliga, a realizar una doble verificación: en primer 
lugar determinar si el patrimonio se ha incremen- 
tado durante el ejercicio de su cargo de juez y 
posteriormente, en caso afirmativo, si el aumento 
se condice con los ingresos percibidos. 

83) Que ha de tenerse presente que el artículo 
2312 del Código Civil establece que Tos objetos 
inmateriales susceptibles de valor, e igualmente 
las cosas, se llaman 'bienes'. El conjunto de los 
bienes de una persona constituye su 'patrimonio'". 
A su vez en la nota a ese artículo se sostiene "el 
'patrimonio' de una persona es la universalidad 
jurídica de sus derechos reales y de sus derechos 
personales, bajo la relación da un valor pecunia- 
rio, es decir, como bienes". 

Al respecto se ha sostenido que "aun cuando 
los derechos comprendidos en el patrimonio ha- 
yan sido adquiridos en tiempos diferentes, sin 
embargo son considerados con respecto al patri- 
monio como un todo, como si hubieses sido ad- 
quiridos en el mismo tiempo..." (conf. Alberto G 
Spota, "Tratado de Derecho Civil Parte General", 
Volumen III, Editorial Depalma, Buenos Aires, 
1953, pág. 657). 

84) Que, hechas estas aclaraciones, cabe pun- 
tualizar que para determinar el auténtico y genui- 
no patrimonio actual del magistrado se debe exa- 
minar a su grupo familiar con el objeto de consta- 
tar las reales posibilidad económicas que sus in- 
tegrantes tuvieron de acceder a los bienes que 
poseen o si, por el contrario, puede concluirse ló- 
gicamente que las diferentes adquisiciones fue- 
ron solventadas por el doctor Herrera. 

85) Que las constancias agregadas a la causa 
dan cuenta que Miñan Azucena del Valle Monas- 
terio, conviviente del juez, se desempeñó como 
colaboradora académica con dedicación exclusi- 
va en la Facultad de Ciencias de la Administra- 
ción de la Universidad del Salvador desde el 4 de 
mayo de 1998 hasta el 28 de febrero de 1999. 
Durante ese período -10 meses- percibió una re- 
muneración mensual de ochocientos cuatro pe- 
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sos con ochenta centavos ($ 804,80.=)(conf. fo- 
jas 1 33/1 34 del "Cuaderno de Prueba promovido 
por la Acusación'). No se han acreditado -ni han 
sido invocados por la defensa- otros ingreso entre 
lósanos 1989 y 2004. 

En la actualidad se encuentran inscriptos a nom- 
bre de la señora Monasterio los siguientes bie- 
nes: 

a) la finca sita en la calle n B 24 de la localidad 
de "La Barra", del departamento de Maldonado 
de la República Oriental del Uruguay ( Solares 
n g 11, 12 y 13 Padrón unificado n Q 17.279; 

b) el terreno sito en la avenida Belgrano esqui- 
na Pasaje Madueño, de la ciudad de San Fernan- 
do del Valle de Catamarca; 

c) el 50% de la camioneta Mitsubishi, modelo 
Nativa LS 4WD V6, año 1 999, dominio CZF 602, y 

d) el 50% del departamento sito en la calle 
Darragueyra n s 2.980, piso 5 B , Unidad Funcio- 
nal n B 10, de la Capital Federal (superficie total 
212 m2). 

86) Que con relación a María Laura Herrera, 
nacida el 21 de junio de 1 975, se constató que se 
desempeñó como auxiliar administrativa en el 
Banco Finansur S.A. desde septiembre de 2001 
hasta julio de 2002. Durante ese período -1 1 me- 
ses- percibió una remuneración mensual de sete- 
cientos cincuenta y siete pesos ($ 757,00 -) y una 
indemnización por despido de cuatro mil ciento 
ochenta y cuatro pesos con cuarenta y cinco cen- 
tavos ($ 4.184,45) (conf. fojas 45/46 del "Legajo 
Patrimonial de María Laura Herrera" en causa 
n B 9385/04 y fojas 29/31 de la causa 
n Q 74.271/2000 caratulada "Herrera María Laura 
c/ PEN Ley 25.561 S/ amparo'). No se han acre- 
ditado -ni han sido invocados por la defensa- otros 
ingresos del grupo familiar entre los años 1989 y 
2004. 

Surgen a nombre de María Laura Herrera los 
siguientes bienes: *una Caja de Ahorro en pesos 
n Q 155-40-20274/8 en el BBVA Banco Francés, 
Sucursal n B 1 55 Diagonal: con un saldo de diecio- 
cho mil doscientos sesenta y cuatro pesos 
( $ 18.264- ) al mes de enero de 2004; *una Cuenta 
Custodia n B 155-601-5291333 en el BBVA Banco 
Francés, Sucursal n B 155 Diagonal: con un saldo 
de diecisiete mil novecientos treinta y cuatro pe- 
sos ( $ 17.934.= ) y Cedros D2, al mes de enero de 
2004 y del Depósito a Plazo Fijo Nominativo 
n B 640133152 -000000002 en el BBVA Banco 
Francés, Sucursal n B 23: con un saldo del depósi- 
to al 5 de febrero de 2002 de diecinueve mil nove- 
cientos noventa y siete dólares ( U$S 19.997.= ). 
Estos fondos habrían sido reprogramados en el 
equivalente a veintisiete mil novecientos ochenta 
y seis pesos ($ 27.986.=). 

Cabe aclarar que aun cuando de las constan- 
cias de la causa no ha quedado debidamente es- 
clarecido que la "Cuenta Custodia" deriva de la 
reprogramación del "Depósito a Plazo Fijo", este 
último valor ($ 27.986.=) -sin perjuicio de haberse 
dejado señalada su existencia- no será tenido en 
cuenta, ni sumado, para el cálculo del resultado 
patrimonial. 

87) Que respecto de María Elena Herrera, na- 
cida el 1 2 de febrero de 1 977, se pudo corroborar 
que desde mayo de 2000 se desempeña con el 
cargo de auxiliar administrativa en el Poder Judi- 
cial de la Nación por el que percibiría una remu- 
neración mensual de seiscientos pesos ($ 600.=) 
de acuerdo al recibo de haberes de noviembre de 
2001 (conf. fojas 58 y 63 del "Legajo Patrimonial 
de María Elena Herrera' 'en causa n B 9385/04). Por 
su parte, su esposo Gustavo Andrés Dechert, 
nacido el 3 de marzo de 1 979, desde junio de 2000 
se desempeñaría como "asistente radio operador" 
en la firma Aeba S.A. por lo que percibiría una 
remuneración mensual de setecientos cincuenta 
y dos pesos ($ 752,00.=) (conf. fojas 64/65 del "Le- 
gajo Patrimonial de María Elena Herrera" en cau- 
sa n B 9385/04). No se han acreditado -ni han sido 
invocados por la defensa- otros ingresos entre los 
años 1989 y 2004. 

En la actualidad se encuentran inscriptos a 
nombre de María Elena Herrera el departamen- 
to sito en la calle Demaría n B 4.686 (esquina Sin- 
clair n B 3.095) de la Capital Federal (superficie 
total 78 m2). 

88) Que los distintos antecedentes y conside- 
raciones precedentes son por demás reveladores 
del estado patrimonial de la familia Herrera y, ana- 
lizados en el contexto de la prueba reunida en la 
causa, autoriza a concluir lógicamente que los bie- 



nes inscriptos y presuntamente pertenecientes a 
Mirian Monasterio, María Laura y María Elena 
Herrera fueron solventados en su totalidad por el 
doctor Rodolfo Herrera, razón por la que serán 
incluidos dentro de su patrimonio al tiempo de su 
examen. 

En efecto, en el caso de la señora Monasterio, 
el doctor Herrera expresamente sostuvo en la de- 
claración Jurada del año 2002 ante la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación Herrera que la 
adquisición de la propiedad en el Uruguay a nom- 
bre de Monasterio con fondos que le pertenecían 
al magistrado. Por lo demás, cabe poner de resal- 
to que resulta evidente que no es factible acceder 
a bienes con un valor total actual aproximado de 
docientos ochenta y cinco mil dólares 
(U$S 285.000.=) y sesenta y ocho mil cuatrocien- 
tos cincuenta pesos ($ 68.450.=), con una remu- 
neración de ochocientos cuatro pesos con ochen- 
ta centavos ($ 804,80.=) percibida sólo durante 1 
meses como único ingreso conocido en los últi- 
mos 15 años. 

89) Que la situación de los bienes de María 
Laura Herrera es similar a la descripta preceden- 
temente: la hija mayor del doctor Herrera, es abo- 
gada, tiene 29 años de edad vive con sus padres 
y sus bienes ascienden a la suma de treinta y seis 
mil ciento noventa y ocho pesos ($ 36.198.=) y 
como único ingreso conocido en los últimos 15 
años registra una remuneración de setecientos 
cincuenta y siete pesos ($ 757,00.=) percibida 
durante 1 1 meses y una indemnización por despi- 
do de cuatro mil ciento ochenta y cuatro pesos 
con cuarenta y cinco centavos ($ 4.1 84,45). A ello 
se suma que el magistrado sostuvo ante la Comi- 
sión de Acusación del Consejo de la Magistratura 
que hasta hace tres años María Laura era estu- 
diante y que por su trabajo no recibía un gran sa- 
lario. En efecto, afirmó que "estudió Ciencias de la 
Comunicación, se recibió y después lo único que 
me pidió. . . es que la ayude a recibirse de aboga- 
da, después de haberse recibido de Ciencias de 
la Comunicación. Le dije, cómo no. Y fue a la Uni- 
versidad de Buenos Aires, se recibió de abogada 
hace tres años. . . tiene trabajo. No gana mucho pero 
tiene . . . " (el subrayado no es original) (conf. fojas 
356 de la causa principal). 

En este orden de ideas merece ser resaltado 
que en el escrito presentado ante el Consejo de 
la Magistratura, mediante el que el magistrado 
solicitara la nulidad del dictamen de acusación, 
sostuvo: "En lo que se refiere a los saldos que 
registran sendas cuentas a nombre de mi hija 
María laura -una caja de ahorro y una cuenta 
custodia- nunca fui preguntado respecto del ori- 
gen de dicho dinero, pues de lo contrario la Co- 
misión de Acusación podría haber constatado 
que hace ya muchos años cuenta con dicho di- 
nero y que proviene de su propio esfuerzo labo- 
ral a lo largo de muchos años de trabajo aún 
antes de su graduación como abogada " (el su- 
brayado no es original) (conf. fojas 518vta./519 
de la causa principal). En flagrante contradic- 
ción, en el escrito de defensa presentado ante 
este Jurado el magistrado transcribió entreco- 
millado parcialmente el citado pedido de nuli- 
dad pero con la salvedad que el párrafo relacio- 
nado con las cuentas bancarias de su hija fue 
alterado del modo que sigue: "la Comisión de 
Acusación podría haber constatado que hace ya 
muchos años cuenta con dicho dinero y que pro- 
viene de la donación de un familiar " (el subraya- 
do no es original) (conf. fojas 907vta. de la cau- 
sa principal). 

De ahí que, además de la discordancia entre el 
escrito original y la modificada transcripción efec- 
tuada en el escrito de defensa, que por sí resulta 
una grave inconducta, cabe señalar que las con- 
tradictorias versiones aportadas afectan su credi- 
bilidad y no pueden ser atendidas en virtud a que 
ni siquiera se ha indicado cuándo ni de qué forma 
se habría efectuado la donación, por qué monto 
y, mínimamente, el nombre del presunto donan- 
te. En el caso de la restante versión no se aclaró 
ni siquiera el lugar de trabajo en el que se habría 
desempeñado. 

90) Que tampoco se advierte una situación dis- 
tinta en los bienes de María Elena Herrera. Por un 
lado, junto con su esposo, reúnen mensualmente 
en concepto de remuneraciones la suma aproxi- 
mada de mil trecientos cincuenta y dos pesos 
($ 1 .352.=), tienen a cargo al hijo de ambos y sólo 
en concepto de expensas pagan mensualmente 
trescientos cincuenta pesos ($ 350.=). Por otro, a 
partir del 31 de enero de 2001 , fecha en la que la 
hija del doctor Herrera contaba con 23 años de 
edad y su esposo con 21 años, tiene inscripto a 
su nombre un departamento por el que se pagó la 
suma de ciento diez mil dólares (U$S 1 1 0.000.=). 



A ello cabe agregar que la prueba testimonial 
producida en el audiencia de debate no ha ofreci- 
do solidez para coadyuvar a justificar la adquisi- 
ción del departamento por parte de María Helena 
con fondos del matrimonio. En efecto, no puede 
ser considerado seriamente lo afirmado por los 
testigos David Real y Sebastián Echart en rela- 
ción a la sorprendente habilidad juvenil del señor 
Gustavo Andrés Dechert para lograr fabulosos 
salarios -incluso mayores a los de sus superiores 
jerárquicos- a los 17 años (conf. versión esteno- 
gráfica de la audiencia del 17 de diciembre de 
2004). 

91) Que, en consecuencia, establecido que la 
adquisición de los bienes inscriptos a nombre de 
Mirian Monasterio, María Laura y María Elena 
Herrera fue solventada en los hechos por el doc- 
tor Rodolfo Herrera, corresponde ahora consig- 
nar el auténtico y genuino estado patrimonial del 
magistrado al tiempo de ingresar a la función pú- 
blica para posteriormente confrontarlo con el ac- 
tual. 

En febrero de 1989 el patrimonio del doctor 
Rodolfo Herrera se encontraba compuesto por los 
siguientes bienes: 

a) la vivienda sita en la avenida Belgrano n Q 1 42, 
de la ciudad de San Fernando del Valle de Cata- 
marca, con un valor actual aproximado de ciento 
quince mil pesos ($ 115.000.=), 

b) la parte proporcional de la vivienda sita en la 
calle Esquiú n B 448, de la ciudad de San Fernan- 
do del Valle de Catamarca adquirida el 21 de oc- 
tubre de 1983 por la suma de treinta mil pesos 
argentinos ($a 30.000.=), con un valor actual 
aproximado de cien mil pesos ($ 1 00.000.=). 

De la información recogida tanto en la causa 
penal, como por la aportada por el propio doctor 
Herrera no se ha comprobado -ni siquiera enun- 
ciado- que el patrimonio del magistrado en ese 
momento estuviera compuesto por otros bienes 
que los descriptos. Por ello, tomado a valores ac- 
tuales, su patrimonio puede estimarse en la suma 
de ciento cuarenta y ocho mil trescientos treinta y 
tres pesos con treinta y tres centavos 
($ 148.333.33.=) , producto de los ciento quince mil 
pesos ($ 115.000.=) más un tercio de cien mil 
pesos ($ 100.000.=). 

92) Que en la actualidad se encuentran inscrip- 
tos a nombre del doctor Rodolfo Herrera -o en su 
defecto de Mirian Monasterio, María Laura Herre- 
ra o María Elena Herrera, solventada la adquisi- 
ción por el juez de acuerdo a las consideraciones 
desarrolladas- los siguientes bienes: 

a) departamento sito en la calle Darragueyra 
n B 2.980 de la Capital Federal, adquirido por la suma 
de ciento ochenta mil dólares ( U$S 180.000.= ). con 
un valor actual aproximado de doscientos ochenta 
mil dólares ( U$S 280.000.= ); 

b) terreno sito en la avenida Belgrano esquina 
Pasaje Madueño, de la ciudad de San Fernando 
del Valle de Catamarca, adquirido por la suma de 
cuatro mil quinientos pesos í $ 4.500.= ). con un 
valor actual aproximado entre los treinta y cinco 
mil ( $ 35.000.= ) y los cuarenta mil pesos 
( $40.000.= ); 

c) departamento sito en la calle Demaría 
n Q 4.686, piso 1 B , de la Capital Federal, adquirido 
por la suma de ciento diez mil dólares 
( U$S 110.000.= ); 

d) finca sita en la calle n B 24 de la localidad de 
"La Barra", del departamento de Maldonado de la 
República Oriental del Uruguay, adquirido por la 
suma de setenta y nueve mil dólares 
Í U$S 79.000.= ). con un valor actual de ciento cua- 
renta y cinco mil dólares ( U$S 145.000.= ); 

e) camioneta Mitsubishi, modelo Nativa LS 4WD 
V6, año 1999, dominio CZF 602, adquirido por la 
suma de cuarenta y cinco mil novecientos pesos 
f $ 45.900.= ). con un valor actual de cincuenta y 
seis mil novecientos pesos ( $56.900.= ); 

f) automóvil Peugeot, modelo 206 XT, año 2003, 
dominio EFU-942, adquirido por la suma de trein- 
ta y siete mil trescientos noventa pesos 
( $ 37.390.= ). con un valor actual de veintiocho mil 
pesos ( $28.000.= ); 

g) Caja de Ahorro en pesos n B 1 55-40-20274/8 
en el BBVA Banco Francés, Sucursal n B 155 Dia- 
gonal, a nombre de María Laura Herrera, con 
un saldo de dieciocho mil doscientos sesenta y 
cuatro pesos ( $ 18.264.= ) al mes de enero de 
2004; 



h) Cuenta Custodia n B 155-601-5291333 en el 
BBVA Banco Francés, Sucursal n B 155 Diagonal, 
a nombre de María Laura Herrera, con un saldo 
de diecisiete mil novecientos treinta y cuatro pe- 
sos ( $ 17.934.= ) y Cedros D2, al mes de enero de 
2004; 

La enumeración efectuada arroja un patrimonio 
a valores de compra de cuatrocientos noventa y 
dos mil novecientos ochenta y ocho pesos 
f $ 492.988.= ), producto de la suma de las siguien- 
tes cantidades: a) U$S 180.000-, b)$ 4.500.=, c) 
U$S 1 1 0.000.=; d) U$S 79.000.=, e) $ 45.900-, 
f)$ 37.390-, g) $ 18.264-, y h) $ 17.934.=. (En 
virtud que las adquisiciones realizadas en dóla- 
res fueron anteriores a la sanción de la ley 25.561 
mediante la que se derogó la convertibilidad y la 
relación de tipo de cambio anterior establecido por 
la ley 23.928, la cifra final se expresó en pesos). 

Tomado a valores actuales, su patrimonio pue- 
de estimarse en la suma de quinientos treinta y 
cinco mil dólares ( U$S 535.000.= ) y ciento sesenta 
y un mil noventa y ocho pesos ( $ 161.098.= ) pro- 
ducto de la suma de las siguientes cantidades: a) 
U$S 280.000.=), b)$ 40.000.=, c) U$S 1 1 0.000.=; 
d) U$S 145.000.=, e) $ 56.900.=, f)$ 28.000.=, g) 
$18.264.=, y h)$ 17.934.=. 

En definitiva: con independencia de cifras que 
se tomen como punto para el análisis -valores de 
compra o valores actuales-, la sola enunciación 
de los bienes del doctor Herrera permite concluir 
que su patrimonio se ha incrementado de modo 
considerable durante el ejercicio de la función pú- 
blica. 

93) Que en consecuencia resta verificar si el 
incremento patrimonial guarda correlación con los 
ingresos percibidos. 

Ante una situación como la descripta de un con- 
siderable incremento de un patrimonio se presen- 
tan las siguientes alternativas: la primera que el 
agente, con los ingresos derivados de su cargo y 
en el contexto de su natural desenvolvimiento eco- 
nómico, hubiera generado los fondos suficientes - 
a partir de su capacidad de ahorro- para la adqui- 
sición y el mantenimiento del conjunto de sus ac- 
tuales bienes. La segunda alternativa consiste en 
que se hubieran recibido otros ingresos que pue- 
dan sumarse a los que percibió en concepto de 
salario como agente del estado. 

94) Que con la finalidad de constatar la even- 
tual capacidad de ahorro del juez cabe afirmar que, 
de un promedio de cada una de las constancias 
de gastos agregadas a la causa, resulta que sus 
egresos mensuales en los últimos años habrían 
sido los siguientes: por tarjeta de crédito Diners 
Club Internacional n B 3648 512230 0182, titular 
Rodolfo Herrera: mil ochocientos cuarenta pesos 
con once centavos ( $ 1.840.11.= ) en setenta y sie- 
te (77) meses; por tarjeta MasterCard Internacio- 
nal, Cuenta n B 2047790, titular Rodolfo Herrera: 
mil novecientos cuarenta y ocho pesos con cin- 
cuenta y cinco centavos ( $ 1.948,55.= ) en seten- 
ta (70) meses; por Tarjeta Visa Classic, Cuenta 
n Q 73051754, titular Rodolfo Herrera: novecientos 
veintiocho pesos con veinticuatro centavos 
( $ 928.24.= ) en veinticuatro (24) meses; por ex- 
pensas del departamento sito en la calle Darra- 
gueyra n B 2.980 (esquina Juan Francisco Seguí 
n Q 4400), piso 5 B , Unidad Funcional n B 10, de la 
Capital Federal: setecientos cuarenta y seis pe- 
sos con cinco centavos ( $ 746,05.= ): por arance- 
les del Colegio de la Salle en relación al alumno 
Emilio Gabriel Herrera: cuatrocientos veintidós 
pesos con cuarenta y cuatro centavos ( $422.44.= ); 
por pago del Plan Ovalo Ford de Ahorro para fi- 
nes determinados, Grupo 3554, orden 050, de 
quinientos cuarenta pesos con noventa y nueve 
centavos f$ 540.99.= ). Todo ello evidencia un pro- 
medio mensual de gastos del doctor Herrera de 
seis mil cuatrocientos veintiséis pesos con treinta 
y ocho centavos ( $ 6.426.38.= ). 

En relación al cálculo realizado ha de tenerse 
presente que se trata de un promedio general de 
las constancias fehacientes que se encuentran 
documentadas, por un período considerable de 
tiempo, que será tomado como cifra de referencia 
para confrontarla con los ingresos mensuales que 
percibió el juez. Respecto de las cuotas del Plan 
Ovalo cabe aclarar que si bien se podría invocar 
que sólo fue un gasto efectuado por un determi- 
nado período -50 meses- y no un gasto habitual 
durante los 15 años en que los que el juez perci- 
bió un sueldo estatal, se lo incluye como monto 
general de referencia de pago en virtud de que se 
carecen de comprobantes de innegables y segu- 
ras erogaciones que debió realizar el doctor He- 
rrera entre los años 1 989 y 2004 como todas aque- 
llas destinadas a mantener sus inmuebles en la 
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Capital Federal, en la provincia de Catamarca y 
en la República Oriental del Uruguay (impuestos, 
tasas, contribuciones, pagos de servicios), sus 
automóviles y camionetas (patentes, seguros, 
combustible), los del propio mantenimiento de su 
grupo familiar realizados con dinero en efectivo y 
los honorarios de escribanos e intermediarios en 
las sucesivas operaciones inmobiliarias. 

En consecuencia, el doctor Rodolfo Herrera 
percibió desde que prestara juramento como juez 
comercial en el mes de febrero de 1 989 un salario 
promedio de seis mil setenta y un pesos con cua- 
renta y un centavos ( $ 6.071,41.= ) en 1 79 meses 
contabilizados durante el período comprendido 
entre febrero de 1989 y diciembre de 2003. Esa 
cifra confrontada con el promedio de gastos -seis 
mil cuatrocientos veintiséis pesos con treinta y 
ocho centavos ( $ 6.426,38 .= )- permite concluir que 
los ingresos derivados de su cargo, analizado en 
el contexto de su habitual desenvolvimiento eco- 
nómico, no le permitieron generar fondos -a partir 
de capacidad de ahorro- para la adquisición y el 
mantenimiento del conjunto de sus actuales bie- 
nes. 

95) Que resta examinar si el juez ha recibido 
otros ingresos que puedan sumarse a los percibi- 
dos en concepto de salario como agente del esta- 
do. 

En su escrito de defensa el magistrado mani- 
festó que su patrimonio fue adquirido no solo con 
los ingresos provenientes de su sueldo que perci- 
be desde 1 989, "sino que [sus ingresos] se vieron 
complementados por importantísimos honorarios 
correspondientes al ejercicio anterior de la profe- 
sión de abogado". Esos pagos por honorarios, 
detallados en considerandos precedentes, suman 
un total de doscientos treinta y cinco mil ciento 
noventa y dos pesos con setenta y ocho centavos 
( $235.192,78 ). 

96) Que al respecto cabe consignar que los in- 
gresos descriptos no fueron informados en ningu- 
na de las declaraciones juradas que presentara el 
magistrado ante la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación. Asimismo, la Administración Federal de 
Ingresos Públicos informó, en primer lugar, que 
los recibos aportados por el juez "no cumplen con 
las normas de facturación vigente al momento de 
su emisión (R.G. 3419 y sus modificaciones)". 
Agregó que el magistrado "no registra presenta- 
ciones de declaraciones juradas en el Impuesto a 
las Ganancias por los períodos fiscales 1898 a 
2003 inclusive y vencidos a la fecha, por lo que no 
exteriorizó ganancias a los recibos aportados en 
concepto de honorarios profesionales" (conf. fo- 
jas 1 95/1 96 del "Cuaderno de Prueba promovido 
por la Acusación'). Al respecto cabe agregar el 
doctor Herrera se encuentra "de Baja Provisoria 
en el Impuesto a las Ganancias desde 1/12/1984, 
como así no está inscripto en el Impuesto a los 
Bienes Personales". Miriam Azucena del Valle 
Monasterio "se encuentra de Baja Definitiva por 
cese de actividades, desde el 1/01/1996 no regis- 
trándose presentación de DDJJ del citado impues- 
to" y "no se encuentra inscripta en el Impuesto a 
los Bienes Personales" (conf. fojas 1 1 4 del "Cua- 
derno de Prueba promovido por la Acusación'). 

De ese modo se advierte que los montos co- 
brados en concepto de honorarios profesionales 
no fueron informados en ninguna de las declara- 
ciones juradas, no existen constancias tributarias 
por sus cobros y tampoco se cuenta con ningún 
antecedente de movimiento de esos importantes 
fondos a través de una entidad bancaria (depósi- 
to, giro, pago de cheque o depósito en una cuen- 
ta, etc.) que le sumen elementos para acreditar - 
sin duda- su existencia, no obstante serán eva- 
luados como percibidos por el magistrado para 
examinar su incremento patrimonial a lo que se 
adicionará la suma de cuarenta y cinco mil tres- 
cientos cincuenta y siete pesos con cincuenta y 
un centavos ( $45.357,51.= ) en concepto de pago 
por diferencia de haberes (Acordada n Q 56/1991 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación) 
(conf. fojas 1 1 del "Cuaderno de prueba promo- 
vido por la Defensa"). 

En definitiva, los montos que el juez argumen- 
tara haber percibido suman doscientos ochenta 
mil quinientos cincuenta pesos con veintinueve 
centavos ( $ 280.550,29.= ) producto de la suma 
de $45.357,51.= y $235.192,78. Por otro lado, 
como ya quedara establecido en considerandos 
anteriores, el patrimonio del magistrado a valores 
de compra es de cuatrocientos noventa y dos mil 
novecientos ochenta y ocho pesos ( $ 492.988.= ). 
A valores actuales, su patrimonio puede estimar- 
se en la suma de quinientos treinta y cinco mil 
dólares ( U$S 535.000.= ) y ciento sesenta y un mil 
noventa y ocho pesos ( $ 161.098.= ). 



Esto concluye la cuestión. Confrontados los in- 
gresos con cualesquiera de las cifras que se to- 
men para el análisis -valores de compra o valores 
actuales- permite afirmar que el doctor Rodolfo 
Herrera ha incrementado su patrimonio durante 
el ejercicio de su cargo de juez de primera instan- 
cia más allá de los ingresos que genuinamente 
percibiera. 

97) Que, en efecto, en las condiciones señala- 
das y en cuanto a la imputación que se ha des- 
cripto, con independencia de lo que en definitiva 
se resuelva en la causa penal n B 9385/2004 en 
trámite por ante el Juzgado Nacional en lo Crimi- 
nal de Instrucción n Q 10, se ha acreditado en el 
desarrollo efectuado que el patrimonio del doctor 
Herrera no ha aumentado de acuerdo a los ingre- 
sos que genuinamente percibió a partir del mo- 
mento en que fue designado magistrado. En efec- 
to, la sola enumeración del conjunto de bienes 
adquiridos por el juez desde 1 989 hasta la actua- 
lidad, compuesto por propiedades, automóviles e 
inversiones de dinero, refleja una desproporción 
entre todos sus ingresos lícitos y el volumen de 
los bienes acrecidos. 

De este modo, las circunstancias descriptas 
conforman un marco probatorio con el peso sufi- 
ciente para concluir que el doctor Herrera ha in- 
currido en la causal constitucional de "mal des- 
empeño"a\ poseer un patrimonio que no pudo ser 
habido en base a los ingresos denunciados. Por 
todo lo cual proponemos su remoción. 

98) Que respecto de las Declaraciones Jura- 
das presentadas ante la Corte Suprema de Justi- 
cia de la Nación, en estrecha vinculación con la 
imputación descripta en los considerandos ante- 
riores, se le endilga al magistrado lo siguiente: a) 
haber falseado el valor de las propiedades de la 
Barra de Maldonado; b) haber omitido o falseado 
las sumas percibidas en concepto de honorarios 
correspondientes al ejercicio anterior de la profe- 
sión de abogado, y c) haber omitido informar las 
rentas de sus bienes ubicados en el extranjero. 

99) Que ha de tenerse presente que el 27 de 
septiembre de 1 996 la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación estableció, a través de la Acordada 
n Q 57, que resultaba "imprescindible establecer un 
régimen de declaraciones juradas patrimoniales 
para los integrantes del Poder Judicial de la Na- 
ción" y que ello era "exigencia del sistema republi- 
cano, pues la transparencia de quienes ejercen 
responsabilidades de gobierno es un elemento 
constitutivo del requisito de idoneidad que impo- 
ne la Constitución Nacional para el desempeño 
de la función pública ". En ese sentido acordó en- 
tregar un formulario de "Declaración Jurada Patri- 
monial' 'a los obligados, conjuntamente con el re- 
cibo de sueldo del mes de octubre de ese año, y 
fijó un plazo de sesenta (60) días para su efectiva 
presentación ante la Administración General de 
la Corte. 

De igual modo expresó que "el que ocultare o 
falseare su verdadera situación patrimonial al tiem- 
po de dar cumplimiento a la intimación, incurrirá 
en falta disciplinaria grave y dará lugar a la forma- 
ción del sumario respectivo, sin perjuicio de las 
demás acciones que corresponda". Por último es- 
tableció que las declaraciones juradas deberían 
contener "la nómina y el detalle de todos los bie- 
nes , créditos, deudas e ingresos del declarante, 
de su cónyuge o del conviviente en aparente ma- 
trimonio e hijos menores, ubicados en el país o 
en el extranjero...: a) Bienes inmuebles; (...) K) 
Ingresos : 1. Derivados del cargo y demás compa- 
tibles con lo dispuesto por el art. 8 B del reglamen- 
to para la Justicia Nacional (...) 5 Q ) Los magistra- 
dos y demás funcionarios comprendidos en el ar- 
tículo 1 a deberán en el futuro presentar la decla- 
ración jurada patrimonial en sobre cerrado y la- 
crado ante la Administra General de la Corte Su- 
prema dentro de los cinco (5) días correspondien- 
tes a: (...) b) Toda modificación sustancial de su 
patrimonio , así como de los patrimonios pertene- 
cientes a personas mencionadas en el primer pá- 
rrafo del artículo 4 Q "(e\ subrayado no es original). 

Posteriormente, el 9 de febrero de 2000, el Alto 
Tribunal estableció, a través de la Acordada n 9 1 , 
dejar sin efecto la Acordada n Q 57/96 y aprobar 
un nuevo "Reglamento sobre las declaraciones 
Juradas Patrimoniales contempladas por la ley 
25.188" que en lo que interesa estableció lo si- 
guiente: "(...) incluirá el juramento de que los bie- 
nes , créditos, deudas y actividades desarrolladas 
son fehacientes y actualizados, que no se cuenta 
con otros ingresos que los manifestados 



y que 



también es exacta la nómina de bienes del cónyu- 
ge e hijos menores. Será presentada en su caso, 
junto con el sobre que contempla el art. 6 S , inc. E, 
de la ley 25. 1888, el cual será firmado por el inte- 



resado y se identificará con la mención "informa- 
ción reservada"(e\ subrayado no pertenece al ori- 
ginal). 

100) Que, hechas estas aclaraciones, cabe re- 
cordar en relación a la finca sita en la calle n Q 24 
de la localidad de "La Barra", del departamento 
de Maldonado de la República Oriental del Uru- 
guay, que de la escritura número ciento diecio- 
cho, pasada ante el Escribano Adolfo Pittaluga 
Shaw, y aportada por el doctor Herrera, surge que 
el 8 de junio de 2001 Mirian Azucena del Valle 
Monasterio adquirió el Solar n° 12 con construc- 
ción, Padrón 16.225, y el Solar n g 13 , Padrón 
16.224, por la suma de sesenta y un mil dólares 
(U$S 61 .000.=) que se pagaron en ese acto (conf. 
fojas 1 21 3/20 de la causa principal). Asimismo de 
la escritura número ciento diecinueve, pasada de 
igual modo ante el Escribano Adolfo Pittaluga 
Shaw el mismo día 8 de junio de 2001 , aportada 
por el doctor Herrera al Arquitecto Carlos Fuchs 
al momento en que concurrió a tasar la propie- 
dad, surge que Mirian Azucena del Valle Monas- 
terio también adquirió el Solar n B 11 . Padrón 
16.226, por la suma de dieciocho mil dólares 
(U$S 1 8.000.=) que se pagaron en ese acto (conf. 
fojas 2005/07 de la causa principal). 

El arquitecto Carlos Eduardo Fuchs, perito ta- 
sador oficial, afirmó que el inmueble adquirido a 
través de la escritura número ciento dieciocho 
( Solar n° 12 , Padrón 16.225, y el Solar n g 13 , Pa- 
drón 1 6.224) consiste en una vivienda implantada 
sobre dos lotes de terrenos contiguos e indepen- 
dientes sin unificar. El inmueble adquirido a tra- 
vés de la escritura número ciento diecinueve ( So- 
lar n° 11 , Padrón 16.226) consiste en un lote lin- 
dante con los anteriores. Posteriormente, por pe- 
dido de la señora Monasterio, las tres parcelas 
fueron unificadas por la Dirección de Catastro bajo 
el Padrón n B 17.279. 

En la declaración jurada presentada ante la Cor- 
te Suprema de Justicia de la Nación del año 2002 
el doctor Herrera declaró "la adquisición a nombre 
de Miriam Azucena del Valle Monasterio de: un solar 
y construcción... Padrón 16.225 : de un solar de 
terreno sin construcción. . . Padrón 16.224 y de un 
solar de terreno sin construcciones sito en igual 
sección judicial, departamento, localidad y repúbli- 
ca, todo por un valor total de U$S 62.000- , todo 
conforme compraventas del día ocho de junio de 
2001"{e\ subrayado no pertenece al original). 

Las constancias transcriptas evidencian que el 
juez, en primer lugar, omitió individualizar con pre- 
cisión el Solar 11, Padrón 16.226 y, en segundo 
término, falseó el monto real de la operación total 
de las compras de las propiedades (U$S 79.000.= 
producto de los U$S 61.000.= sumados a los 
U$S 18.000.=), e insertó un monto (U$S 62.000.=) 
que ni siquiera se condice con lo pagado por los 
solares 12 y 13 de acuerdo a la escritura ciento 
dieciocho (U$S 61 .000.=). Dicho en otras palabras, 
para no denunciar la compra de un inmueble efec- 
tuó dos claras acciones: la primera consistió en 
no individualizar la propiedad de manera adecua- 
da como lo hizo con las restantes informadas y, la 
segunda, en brindar de modo expreso una infor- 
mación mendaz en cuanto al real valor pagado 
por todos los inmuebles. 

1 01 ) Que a ello se suma que en la declaración 
jurada del año 2004, una vez iniciado el proceso 
de enjuiciamiento político ante el Consejo de la 
Magistratura, el doctor Herrera pretendió sanear 
la condición del Solar n 5 1 1 , cuyo monto pagado 
por su adquisición no se había declarado con an- 
terioridad, diluyéndolo bajo el argumento de co- 
municar que se había asignado un nuevo número 
de Padrón Catastral a sus inmuebles por unifica- 
ción. En efecto, el juez informó que "El inmueble 
declarado con anterioridad ubicado en la repúbli- 
ca Oriental del Uruguay, En el Dpto. Maldonado, 
Localidad "La Barra", Carp. Mat 9, Manzana 349, 
SolarOH . tiene nuevo y único número de padrón 
17.279" (e\ subrayado no es original). 

La conducta descripta resulta esclarecedora 
para el análisis de la cuestión. En efecto, eviden- 
cia que el doctor Herrera no sólo fue mendaz en 
su declaración jurada de 2002, sino que procuró 
la incorporación tangencial del inmueble descrip- 
to de un modo especioso y poco claro que de- 
muestra, una vez más, su inadecuada y reprocha- 
ble conducta. 

1 02) Que corresponde examinar ahora si el juez 
omitió declarar ante la Corte Suprema ingresos 
derivados del ejercicio de una actividad profesio- 
nal independiente previa a ser designado como 
juez comercial. Al respecto es adecuado recordar 
que el doctor Herrera dijo haber recibido los si- 
guientes montos: 



a) el 31 de enero de 1989, la suma de Australes 
doscientos veinticuatro mil novecientos ocho, seis- 
cientos treinta (A 224.908,630) (equivalente a 
$17.231,42); 

b) el 15 de agosto de 1992, la suma de pesos 
sesenta y ocho mil novecientos noventa y cuatro 
con treinta y seis centavos ($ 68.994,36.=); 

c) el 15 de agosto de 1992, la suma de pesos 
veintisiete mil novecientos sesenta y siete 
($27.967.=); 

d) el 15 de abril de 1995, la suma de setenta mil 
pesos ($70.000.=); 

e) en mayo y junio de 1995, la suma de pesos 
veinticinco mil ($ 25.000.=), y 

f) el 28 de julio de 1999, la suma de pesos vein- 
tiséis mil ($26.000.=). 

Esos pagos por honorarios suman un total de 
doscientos treinta y cinco mil ciento noventa y dos 
pesos con setenta y ocho centavos ( $235.192,78 ) 
no fueron informados en ninguna de las declara- 
ciones juradas que presentara el magistrado en 
los años 1996, 2000, 2001, 2002, 2003 y 2004 
ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

103) Que si bien se podría argumentar que el 
doctor Herrera no se encontraba alcanzado por la 
obligación de informar en su primera declaración 
jurada patrimonial del año 1996 los ingresos per- 
cibidos durante el mes de enero de 1 989 y agosto 
de 1992 por entenderse que habría transcurrido 
un período mayor a un año desde que había sido 
cobrados. Resulta claro que el juez disimuló su 
verdadera situación patrimonial en declaraciones 
juradas presentadas el 25 de noviembre de 1996 
y el 1 6 de febrero de 2000, que reflejaban el esta- 
do patrimonial de los últimos 12 meses, al haber 
omitido denunciar en el rubro ingresos "compati- 
bles con lo dispuesto por el artículo 8 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional"\os montos perci- 
bidos en mayo y junio de 1 995 ($ 25.000.=) y julio 
de 1999 ($26.000.=) (conf. Acordadas 57/96 y 
1/2000 transcriptas precedentemente). 

Esta conducta no puede ser atribuida a un even- 
tual descuido o error al momento de confeccionar 
el oficio sino que, por el contrario, del cuadro pro- 
batorio reunido permite aseverar que ha perse- 
guido el indudable propósito de soslayar el incre- 
mento patrimonial probado en los considerandos 
anteriores. 

Desconocer estas obligaciones no sólo refleja- 
ría una hermenéutica errónea de las acordadas 
transcriptas y de la ley 25.188 sino que borraría 
de plano el alto significado institucional que debe 
ocupar la cuestión ética en el marco del ejercicio 
de la función pública. 

104) Que, por último, en relación a la imputa- 
ción vinculada con la presunta omisión de infor- 
mar las rentas de sus bienes ubicados en el ex- 
tranjero, cabe afirmar que sin perjuicio que al de- 
clarar ante la Comisión de Acusación del Consejo 
de la Magistratura el magistrado reconoció haber 
percibido pequeños montos producto del alquiler 
de la finca de La Barra de Maldonado, no se ha 
aportado a la causa elementos de prueba que 
permitan acreditar de modo indudable la efectiva 
percepción de los fondos que habría dejado de 
informar. 

1 05) Que, por otra parte, en relación a lo soste- 
nido por la acusación en el alegato final respecto 
a que el magistrado habría "omitido abonar los 
impuestos por los bienes personales y por los in- 
gresos que aleg[ó] haber percibido por fuera del 
ejercicio de la magistratura"\a defensa en el infor- 
me final sostuvo que la consideración de este as- 
pecto violaría el principio de congruencia y afec- 
taría el ejercicio de su derecho de defensa. 

La cuestión planteada se vincula con la prueba 
aportada por el magistrado para justificar su in- 
cremento patrimonial. En ese sentido, si el Jurado 
la ha admitido e incorporado como documental no 
existe impedimento para que este Cuerpo, en una 
necesaria correlación con todo el material proba- 
torio incorporado a este juicio, y conocido por las 
partes, las evalúe y considere como otro elemen- 
to probatorio, en el marco de las imputaciones 
oportunamente descriptas. 

Portadas las consideraciones expuestas, se ha 
acreditado en relación al cargo analizado que el 
doctor Herrera ha incurrido en la causal de mal 
desempeño, prevista en el artículo 53 de la Cons- 
titución Nacional, por lo cual proponemos su re- 
moción. 
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HECHOS VINCULADOS CON EL SORTEO 
DE LA SINDICATURA CONCURSAL DE LA 
CAUSA N. 2 101.625/01, CARATULADA "OBRA 
SOCIAL DEL PERSONAL PARA LA ACTIVIDAD 
DOCENTE S/ CONCURSO PREVENTIVO". 

106) Que en lo que atañe a la resolución 
n Q 373/04, se acusa al juez por la causal de mal 
desempeño en sus funciones y mala conducta "por 
la total falta de transparencia" exhibida en el pro- 
cedimiento de sorteo de la sindicatura concursal 
de la causa n Q 101.625/01, caratulada "Obra So- 
cial del personal para la Actividad Docente s/ con- 
curso preventivo", del registro del juzgado a su 
cargo. Sobre esa base se puntualiza que el objeto 
del reproche lo constituye, por un lado, "la fijación 
de una hora determinada para una audiencia de 
sorteo de sindicaturas en un concurso de elevado 
monto y su efectiva realización media hora antes 
y con inusitada puntualidad", situación que se en- 
cuentra agravada -según la acusación- al "aferrar- 
se a justificativos inciertos, a mentiras proclama- 
das como verdades pero que no pueden ser creí- 
bles..." (conf. considerando 4 S ). 

Asimismo se le endilga al juez haber evidencia- 
do "falta de equilibrio, prudencia y mesura, así 
como un excesivo grado de intolerancia [. . .] que 
agrega un condimento desfavorable a la visión 
general de su conducta", en los siguientes actos 
que habría protagonizado: a) haber pronunciado 
"epítetos de muy grueso calibre y amenazas de 
vengarse y destruirlo" al contador Horacio Ricar- 
do Llovera, en presencia de su abogado patroci- 
nante doctor Humberto Luis Farinelli, el 2 de fe- 
brero de 2004, en la entrada del edificio ubicado 
en avenida Callao n B 635 de esta ciudad (conf. 
considerando 5 Q y resulta III, segundo párrafo); b) 
haberle referido a los contadores Horacio Ricardo 
Llovera y Cristina Canapeti "yo con usted no ha- 
blo más" y "con usted menos", respectivamente, 
al iniciar el nuevo sorteo de síndicos de los autos 
"Obra Social del personal para la Actividad Do- 
cente s/ concurso preventivo" el 23 de diciembre 
de 2004 (Resulta III -párrafo primero-, conforme 
considerando 5 B ); y c) haberle manifestado en alta 
voz a su secretario privado que pusiera bien la 
hora en el libro del juzgado "no vaya a ser que 
alguna rata inmunda se le ocurra hacer quilombo" 
al advertir la presencia de la señora María José 
Herrera, empleada del estudio jurídico del doctor 
Farinelli, durante el sorteo de síndico del concur- 
so preventivo de Auxi-Therapia S. A. el 30 de di- 
ciembre de 2003 (Resulta III -párrafo primero-, 
conforme considerando 5 Q ). 

1 07) Que en relación a la imputación descripta, 
en su escrito de defensa el magistrado manifestó 
que el procedimiento de sorteo de la sindicatura 
concursal de la causa n s 101.625/01, caratulada 
"Obra Social del personal para la Actividad Do- 
cente s/ concurso preventivo" se realizó de acuer- 
do a las normas que regulan la materia. Al res- 
pecto puntualizó que el sorteo se realizó el día y a 
la hora en que había sido previamente anunciado 
en la cartelera del juzgado: el 2 de diciembre de 
2003 a las 9.30. Agregó que ello había sido pre- 
viamente comunicado a la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Comercial mediante un oficio 
que recibido en ese tribunal el 28 de noviembre 
de 2003. Afirmó, asimismo, que si bien en el auto 
de apertura del concurso se consignó las 10.00 
horas como horario del sorteo, ello se trató "me- 
ramente de un error de tipeo" sin efectos publici- 
tarios en virtud de que a esa resolución solo tuvo 
acceso la concursada. Así también realizó diver- 
sas consideraciones en relación a las motivacio- 
nes y a las conductas de los síndicos que impug- 
naron el procedimiento de sorteo. 

En cuanto a los episodios que presuntamente 
habría protagonizado con los contadores Horacio 
Ricardo Llovera y Cristina Canapeti, tanto en la 
entrada del edificio ubicado en avenida Callao 
n Q 635 de esta ciudad, como en los sorteos de las 
sindicaturas de los autos "Obra Social del perso- 
nal para la Actividad Docente s/ concurso preven- 
tivo" realizado el 23 de diciembre de 2004 y del 
concurso preventivo de Auxi-Therapia S. A. del 30 
de diciembre de 2003, sin bien el magistrado sos- 
tuvo -y reconoció- que había decidido dejar de 
saludarlos, negó "absoluta y categóricamente to- 
das y cada una de las afirmaciones y/o imputa- 
ciones... y la existencia de 'exabruptos', 'persecu- 
ción a título personal' o 'insultos y amenazas". 

108) Que es necesario tener en cuenta desde 
el principio y para comprender la presencia de 
estos cargos en el proceso de remoción iniciado, 
que el sorteo de los síndicos que actuarían en 
OSPLAD fue realizado el día 2 de Diciembre de 
2003, víspera de la emisión del Canal 1 3 de Tele- 
visión en la que se difundió, a la hora 23 y en su 
programa "Telenoche Investiga", la filmación de 



una entrevista entre el magistrado y un supuesto 
inversor relacionada con un proyecto inmobiliario 
a desarrollar en el estadio del Club Ferrocarril 
Oeste, entidad fallida y sujeta a un procedimiento 
judicial que tramitaba en el Juzgado cuyo titular 
era el Dr. Herrera. 

Fue tremenda la impresión causada en el públi- 
co que directamente vio el programa difundido o 
lo conoció por su repercusión en los medios. Lo 
evidencia, por sí solo, la decisión adoptada por la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial, en ple- 
no, en la mañana siguiente, el día 4 y a la hora 1 2, 
separando sin más al magistrado del trámite con- 
cursal y haciendo saber todo lo ocurrido al Con- 
sejo de Magistratura ya que, por su inusitada gra- 
vedad, "prima facie", los hechos podrían estar 
comprendidos en el supuesto de "mal desempe- 
ño" en el ejercicio de sus funciones y correspon- 
der la apertura del proceso de remoción (fs. 13). 

La secuencia inmediata de un suceso a otro es 
circunstancia a tener en cuenta para comprender 
la formulación de la denuncia y apreciar la actua- 
ción del magistrado en el sorteo, anulado después 
por la mencionada Cámara de Apelaciones en lo 
Comercial el día 22 de Diciembre de 2003. Única- 
mente la persuasión absoluta de la veracidad de 
las imágenes, no ya la normal apreciación de ve- 
rosimilitud que sirve de fundamento a las medi- 
das cautelares, puede explicar la decisión instan- 
tánea adoptada por el prestigioso tribunal, de la 
cual no es fácil encontrar precedente. 

Y es en la natural resonancia de tal drástica 
decisión que se produjeron los dos actos que im- 
pulsan la acusación, uno relacionado con el sor- 
teo y otro con el comportamiento personal del Juez 
con los participantes del procedimiento. Así tanto 
la Cámara de Apelaciones en su decisión del 23 
de Diciembre de 2003 anulando el sorteo como la 
Fiscal subrogante de Cámara en el precedente 
dictamen, como en su denuncia fundamentan sus 
decisiones en la incertidumbre creada sobre la 
actuación del magistrado durante la entrevista con 
el falso inversor, difundida por el Canal 13. 

1 09) Que dicho lo anterior acerca del escenario 
de la actuación que se va a juzgar, corresponde 
precisar la naturaleza de los hechos denunciados. 

a) En el primero, el sorteo, el proceso se inicia 
con motivo de la denuncia que los Contadores 
Cristina Canapetti y Horacio R. Lloverás formula- 
ron el 1 1 de Diciembre de 2004 ante la Cámara 
de Apelaciones en lo Comercial, señalando el error 
de horario incurrido en el Juzgado en lo Comer- 
cial N Q 3 al realizar el sorteo de síndicos general y 
verificante en el Concurso Preventivo de la obra 
social antes mencionada. Expusieron que en lu- 
gar de la hora 1 0, fijada en el auto de apertura, el 
acto fue realizado a la hora 9:30 lo que impidió 
presenciarlo a quien tuviera interés. Al hacer su 
denuncia el día 1 1 de Diciembre, los profesiona- 
les hicieron saber a la Cámara que el mismo día 
(en realidad, el anterior) deducían recurso de nu- 
lidad ante el Juzgado N Q 3. 

Ocurrió, así, que hubo dos procedimientos pa- 
ralelos: mientras la Cámara daba trámite a la de- 
nuncia requiriendo dictamen de la Fiscal General 
Subrogante, Dra. Alejandra Gils Carbó, el Juzga- 
do dio vista del pedido de nulidad a los profesio- 
nales sorteados el día 2 que eran la Contadora 
Susana L. Prissant, y al Contador Héctor Gabin, y 
también al apoderado de OSPLAD (la entidad con- 
cursada) abogado Julián J. Mendieta; todos los 
cuales se expidieron en contra de la solicitud de 
nulidad, afirmando la validez del sorteo. Luego de 
ello, por auto del 1 5 de Diciembre de 2003, el titu- 
lar del Juzgado N Q 3, Dr. Rodolfo A. Herrera de- 
claró que, aún cuando en el acto de apertura del 
Concurso (15 de Noviembre de 2003) se había 
cometido un error, el sorteo se había efectuado a 
la hora que correspondía según las reglas impues- 
tas por el art. 12 del Reglamento de la Justicia 
Comercial y la acordada de la Cámara N Q 1 5/02 
del 10 de Diciembre del año 2002. Recurrida la 
resolución por los Contadores Canapetti y Llove- 
rás, la cuestión se tornó abstracta ya que el tribu- 
nal mencionado, por vía de Superintendencia y 
mediante resolución del 22 de Diciembre de 2003, 
dispuso anular el sorteo y ordenar uno nuevo que 
tuvo lugar el día siguiente. 

Fue en el referido auto del 22 de Diciembre de 
2003, en el que -como se dijo- la Cámara de Ape- 
laciones en lo Comercial anuló el sorteo, y que se 
decidió además comunicar con carácter de denun- 
cia lo ocurrido al Consejo de la Magistratura de la 
Nación. A esta denuncia se agregó después, se- 
paradamente, la que formuló la Fiscal de Cámara 
Alejandra Gils Carbó. Tiene interés reiterar que, 
tanto la providencia de la Cámara como la denun- 



cia de su Fiscal expresamente se fundamentan 
en la entrevista filmada y televisada por el Canal 
13, referente a otro concurso, el del Club Ferro 
Carril Oeste. 

b) El segundo hecho está constituido por cir- 
cunstancias que hacen al comportamiento perso- 
nal del Juez respecto de los Contadores Cana- 
petti y Lloverás. Después de que ellos hubieran 
objetado la validez del sorteo del 2 de Diciembre 
de 2003, el Juez habría adoptado comportamien- 
tos de agresión en su contra mediante actitudes 
insultantes adoptadas en público. Lo que pusie- 
ron en conocimiento de la Cámara de Apelacio- 
nes el día 4 de Febrero de 2004; ésta incorporó la 
denuncia a la investigación encomendada al Dr. 
Martín Arecha en su anterior resolución del día 
22 de Diciembre de 2003 y por esa vía llegó al 
Consejo de la Magistratura, sumándose a las ac- 
tuaciones iniciadas. 

Ahora, como fue indicado más arriba, la cam- 
paña de hostigamiento denunciada no llega como 
acusación plena sino como "condimento" ("lo que 
sirve para sazonar la comida y darle buen sabor") 
de los hechos propios del sorteo de los síndicos 
de concurso de OSPLAD. 

110) Que en su defensa el magistrado ha pun- 
tualizado hechos y antecedentes que en los apar- 
tados siguientes serán examinados. Pero antes es 
necesario señalar, a modo de comentario gene- 
ral, la técnica de exposición formulada en el des- 
cargo. Como antes de presentar su defensa, el 
magistrado había expuesto circunstancias y ar- 
gumentos ante la Cámara de Apelaciones al soli- 
citar revocatoria de la decisión del 4 de Diciembre 
de 2003 que lo apartó del concurso, las reprodujo 
luego con modificaciones al plantear dos pedidos 
de avocación, uno ante el Consejo y otro ante la 
Corte Suprema de Justicia. También las reprodu- 
jo en un juicio de amparo judicial que fundamentó 
en dos escritos y, finalmente, en un recurso de 
nulidad ante el Consejo de la Magistratura res- 
pecto del dictamen de la Comisión de Acusación, 
escritos todos que -uno tras otro- acumuló en el 
de defensa, con orden, es cierto, pero con trans- 
cripción textual, sin puntuación que los pausase y 
facilitase la lectura de cada una de las extensas 
piezas. Su análisis ha sido, pues, arduo por lo re- 
petitivo y al mismo tiempo por la inserción de algo 
diferente en cada presentación. 

111) Que dejando de lado su forma y adelan- 
tando ya opinión sobre el contenido de su defen- 
sa en el comienzo mismo del presente voto, se 
manifiesta que en los hechos del sorteo efectua- 
do en el concurso OSPLAD, materia de la acusa- 
ción que llega al Jurado, nada se advierte que 
constituya por sí mismo causa de remoción del 
magistrado o que aumente o disminuya el mérito 
que corresponde a su comportamiento, al conce- 
der y participar en la entrevista filmada vinculada 
al concurso del Club Ferrocarril Oeste. Son he- 
chos completamente distintos, sólo que coinciden- 
tes en la época de su ocurrencia. La opinión así 
anticipada se refiere tanto a la falta de transpa- 
rencia como a la imputación de desequilibrio, im- 
prudencia, desmesura e intolerancia de su carác- 
ter. 

Fundamento del parecer formulado es el análi- 
sis que sigue: 

A) En acta redactada manualmente, extendida 
en el folio 44 del Libro de Sorteos de Síndicos del 
Juzgado Nacional de Comercio N B 3 correspon- 
diente al año 2003, cuya copia certificada fue agre- 
gada como prueba por la acusación (anexo 9), 
quedó consignado que el 2 de Diciembre de 2003, 
a la hora 9:30, se realizó el sorteo correspondien- 
te al concurso preventivo de OSPLAD iniciado por 
auto del Juzgado de fecha 22 de Noviembre del 
mismo año 2003. En dicho auto, preciso es expre- 
sarlo desde ahora porque es el dato que crea el 
problema, la hora del sorteo había sido prevista a 
las 10:00. El titular del Juzgado Dr. Rodolfo A. 
Herrera y el secretario privado Diego Ricardo Ruiz, 
firmaron el acta del 2 de Diciembre de 2003. 

La modalidad del acto era la habitual en el Juz- 
gado y extendida en el fuero según los testimo- 
nios recogidos, especialmente el de ambas Se- 
cretarias del Juzgado y en los informes produci- 
dos a pedido de la defensa, por los Juzgados Co- 
merciales, que constan en los cuadernos de prue- 
ba. Por lo demás, que la práctica venía de antiguo 
en el Juzgado lo comprueba la copia certificada 
del Libro de Actas del Juzgado correspondiente 
al año 1998, suscriptas las actas de sorteo sólo 
por la entonces titular Dra. María L. Gómez Alon- 
so de Díaz Cordero y por quien actuaba como 
secretario privado, según prueba acompañada por 
la Defensa (anexo C de la instrumental obrante). 



Ello, por otra parte, se advierte en las constan- 
cias reunidas por el Dr. Martín Arecha en la pre- 
vención n Q S 31 34 que realizó por disposición de 
la Cámara. 

En el texto del acta del folio 44 de dicho libro, no 
figura ningún otro asistente; tampoco nadie afir- 
ma haberlo presenciado aunque -como será ex- 
plicado más abajo- hubo interesados en hacerlo 
en esta oportunidad excepcional. Conviene acla- 
rar que en ningún caso de los recogidos en autos 
se advierte otra comparencia que la del Juez y el 
Secretario Privado. 

B) Antes de analizar la publicidad que recibió 
este sorteo del 2 de Diciembre de 2003 es útil 
comenzar describiendo el régimen legal que los 
regula y que es lo que constituye la llamada "trans- 
parencia" de los sorteos. Es útil a los fines de exa- 
minar si tal condición existió o no en el caso. 

Por imposición del art. 1 2 inc. b del Reglamen- 
to de la Justicia Comercial y Acordada N 5 45/02 
de la Cámara de Apelaciones del fuero, adopta- 
da el 1 6 de Diciembre de 2002, con vigencia des- 
de el 1 Q de Enero siguiente, cada Juzgado tiene 
fijado día y hora para efectuar los sorteos co- 
rrespondientes. Al Juzgado N Q 3 le ha sido asig- 
nado los martes y viernes a la hora 9:30. Su anun- 
cio debe efectuarse mediante nota incorporada 
a la cartelera o tablilla propia del Juzgado, con 
anticipación de 24 horas. En el caso, hay demos- 
tración de que tal aviso fue colocado con antici- 
pación y que ello se dio a conocer a la Cámara, 
aunque el requisito no era necesario al tiempo 
del sorteo. 

C) En general, en cuanto a la asistencia de in- 
teresados (síndicos inscriptos, apoderados de la 
concursada o terceros) los testimonios y la infor- 
mación recibida acreditan que casi nunca se pro- 
ducía. 

Así lo explica, el Contador Eduardo Delpiano, 
que desde 1995 es el veedor designado por el 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas para 
controlar la regularidad de los sorteos. La espe- 
cial preocupación de su vigilancia es el cum- 
plimiento de la regulación de la actividad profe- 
sional que prevé distintas categorías de síndicos 
de manera que la distribución de los concursos 
respete la igualdad de oportunidades. Tal como lo 
explicó la Contadora Susana Prissant, en su de- 
claración del 14 de Diciembre de 2004, la ausen- 
cia de interesados se atribuye a la decisión del 
Consejo Profesional mencionado de crear tal vee- 
duría, para evitar que tuviera que hacerlo cada 
profesional en forma independiente afectando la 
marcha del Juzgado. Agregó que ella misma ha- 
bía participado en la organización del sistema 
cuando integraba el órgano de decisión del Con- 
sejo. 

En ese mismo sentido, un testigo importante, el 
secretario privado Ruiz, cuando se le preguntó a 
fs. 82 si por lo general hay testigos en los sorteos, 
explicó: "nunca, o por lo menos desde que estoy 
yo en la Secretaría Privada, viene gente... vienen 
después unos veedores del Consejo Profesional 
de Ciencias Económicas y toman notas de los 
sorteos realizados, no el día del sorteo sino otros 
días." 

Por su parte, el abogado Humberto Faricelli, 
asesor jurídico de síndicos, aclaró en su declara- 
ción del día 1 4 de Diciembre de 2004: "El sistema 
está preparado para darle al Consejo. . . que pue- 
da revisar la situación de transparencia no para 
que los síndicos asistan a una hora determinada 
porque normalmente no se hacen a esa hora, por- 
que hay circunstancias que pueden demorarlo". 
Cabe anotar aquí, que el secretario Ruiz puntuali- 
zó también en sus declaraciones las dificultades 
prácticas para ceñirse estrictamente al horario. 
También hay que agregar que la Fiscal de Cáma- 
ra, Dra. Gils Carbó, estimó imposible, "inverosí- 
mil, la puntualidad del sorteo". 

Por lo demás, los testigos son coincidentes en 
afirmar que no recuerdan incidentes como el plan- 
teado por los Contadores Canapetti y Lloverás sino 
que los ha habido únicamente respecto a los alu- 
didos requisitos de votación y aptitud de los profe- 
sionales para actuar en determinados sorteos. 
Véase especialmente, la declaración del veedor 
Contador Delpiano ante el Jurado prestada el 14 
de Diciembre. También las ofrecidas, antes cita- 
das: Contadores que manifiestan que nunca ha- 
bían asistido a un sorteo, circunstancia que la 
Defensa ha señalado reiteradamente. Finalmen- 
te, es terminante el informe del Consejo Profesio- 
nal de Ciencias Económicas del 1 4 de Noviembre 
de 2004, obrante a fs. 220 del Cuaderno de Prue- 
ba de la Defensa. 
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De todo ello se desprende que lo que interesa 
al procedimiento concursal, más que la práctica 
del sorteo en sí mismo, difícilmente vulnerable por 
el control ejercido, es el sistema general proyec- 
tado para que el ejercicio de la profesión de los 
contadores especializados en derecho de quie- 
bras se ajuste a determinadas pautas de igualdad 
de oportunidades en un régimen que, al mismo 
tiempo, ofrezca garantías de aptitud profesional. 

D) Otra modalidad del procedimiento es que casi 
siempre los contadores designados se enteran de 
haberlo sido luego del sorteo que determina su 
nombramiento, por cuanto el auto de apertura se 
notifica y publica después. Así lo expresan los tes- 
tigos que manifestaron no recurrir a Internet ya 
que el "sitio" del Juzgado no funcionaba (ver la 
declaración ante el Jurado de los Contadores Pris- 
santt, Rossetti, Gabin y Delpiano así como los 
abogados Mendieta y Zimermann). La única ex- 
cepción es la de de los Contadores Canapetti y 
Lloverás que manifestaron que sí pudieron hacer- 
lo por ese medio. 

El detalle es importante ya que por su parte el 
magistrado expresó que el equipo de que dispo- 
nía no permitía tal procedimiento, por razones téc- 
nicas. La prueba reunida al efecto no es precisa 
(ver informe de Dirección Técnica del Consejo de 
la Magistratura). Debe admitirse, entonces que la 
Acusación no ha probado la manifestación de los 
Contadores Canapetti y Lloverás de que el Inter- 
net del Juzgado estuviera funcionado en ese tiem- 
po. Tampoco constituye evidencia las copias del 
auto del 25 de Noviembre de 2003 agregado por 
los Contadores, por cuanto los procesos de copia 
al alcance de cualquier usuario, no dan certeza a 
los ejemplares indicados, habiendo señalado la 
Dirección Técnica mencionada que la incorpora- 
ción al sistema del documento no lleva fecha. 

E) Como se puntualizó más arriba, contraria- 
mente a la práctica general, el día fijado para el 
sorteo del síndico general y del síndico verifican- 
te, requeridos por el Concurso de OSPLAD, va- 
rias personas pretendieron asistir, algunos a la 
hora 9:30 y otras a la hora 1 0:00 pero, por diferen- 
tes razones, unas y otras llegaron tarde. 

El primero en intentarlo fue el veedor Contador 
Delpiano. Contrariamente a la costumbre que le 
fue atribuida por el Secretario Privado Ruiz, con- 
currió el mismo día, a la hora 9:35 y no a las 9:30: 
había sido informado por la cartelera y directa- 
mente por el Sr. Ruiz. Este le comunicó que el 
sorteo había concluido resultando electos el Es- 
tudio Prissant y Asociados como síndico general 
y como verificante el Estudio de los Contadores 
Gabin y Shmidkle. El veedor tomó nota. No pidió 
ver el acta correspondiente. 

Igualmente retardados con el inconveniente del 
medio de elevación que llevaba hasta el piso 4to, 
trataron de estar presentes en el acto también a 
las 9:30, el contador Héctor Gabin, del Estudio 
Gabin Smidkle y Asociados que resultó beneficia- 
do en el sorteo con el nombramiento de Síndico 
Verificador. Optó por usar la escalera conjunta- 
mente con su Asesor Letrado, el abogado Juan 
Carlos Celano. Ambos manifestaron haber encon- 
trado alrededor de la hora 1 0:20 a los contadores 
Canapetti y Lloverás en el despacho de la Secre- 
taría del Juzgado. 

También con retardo pero respecto a otra hora, 
la hora 1 0:00, llegaron los contadores Canapetti y 
Lloverás, con su letrado patrocinante el Dr. Fari- 
celli. Confirmaron las dificultades para subir por 
ascensor al piso donde está ubicado el Juzgado 
N 9 3. Su información sobre el acto, dijeron des- 
pués, provenía del auto de apertura del concurso 
al cual -según afirmaron- habían accedido por In- 
ternet, no por la cartelera. 

Se enteraron que el sorteo ya había sido reali- 
zado. Según ellos, al llegar al Juzgado nadie esta- 
ba en el despacho del Juez ni en el de su secreta- 
ria privada y, en vez, fueron informados "a los gri- 
tos" proferidos por empleados de la Secretaría 
N Q 5, los que no fueron identificados. Acerca de 
este episodio, no coincide la versión de los conta- 
dores con la del Juez y su Secretaria. Lo único 
acreditado (por el Contador Gabin) es que a la 
hora 10:20 aquéllos estuvieron ante en el despa- 
cho de la titular de la Secretaría N 5 5, Dra. María 
Virginia Villaroel. 

En su declaración, los contadores Canapetti y 
Lloverás expresaron haber quedado desconcer- 
tados con la noticia, procediendo a retirarse en 
ese estado. Con referencia a tal comportamiento 
en la emergencia, la Defensa ha subrayado la 
pasividad con que actuaron, toda vez que no to- 
maron ninguna de las prevenciones que profesio- 



nalmente correspondían para dejar constancia de 
lo ocurrido: pedir el libro de sorteos o el de nota, 
sin prejuicio de cualquier otra que el profesional 
asesor hubiera podido discurrir; presentación de 
escritos, certificación notarial, etc. La observación 
debe ser tenida en cuenta. Tampoco aguardaron 
al Juez o al Secretario Privado para aclarar de 
inmediato las cosas, sino que se retiraron. 

Como resumen general de lo ocurrido esa ma- 
ñana y de su interpretación en el marco legal y 
práctico dentro del cual se desarrollan los sorteos 
de los síndicos, es elemento de juicio importante 
el informe que el veedor Contador Delpiano elevó 
al Consejo Profesional de Ciencias Económicas. 
La experiencia e independencia del profesional así 
como la inmediatez de su declaración son el ele- 
mento de juicio más claro del que se dispone. 

Sólo al día siguiente o al otro, no recordaron 
bien, los contadores reaccionaron: tuvieron por 
efectuado defectuosamente el sorteo y entrevis- 
taron al veedor Delpiano en sus oficinas del Con- 
sejo Profesional. La demora tiene su interés para 
la comprensión del caso, porque en la noche del 
día siguiente, el 3 de Diciembre de 2003 (el sor- 
teo había sido el 2) el Canal 13 de Televisión di- 
fundió la entrevista con el falso inversor y al día 
siguiente, en la mañana del 4 de diciembre, la 
Cámara Comercial había separado al Juez del 
concurso del Club Ferrocarril Oeste y comunica- 
do lo ocurrido al Consejo de Magistratura. Lo ocu- 
rrido ponía automáticamente en jaque la situación 
del magistrado. 

F) Luego de conversar con el veedor Conta- 
dor Delpiano, los contadores Canapetti y Lio- 
veras, siempre acompañados por el abogado 
Faricelli, resolvieron solicitar audiencia al Juez 
que, como era su costumbre, la concedió de 
inmediato. Los profesionales tampoco recorda- 
ron con precisión el día en que ello ocurrió. El 
Juez sí; manifestó en su defensa que fue el 5 
de Diciembre de 2003. 

Aun cuando el propósito de los profesionales 
fue, según refirieron, expresar su indignación por 
lo ocurrido, la entrevista no parece haber sido vio- 
lenta, toda vez que el Juez se extendió largamen- 
te, como también era su costumbre, sobre la emi- 
sión del programa de Telenoche Investiga, de 
manera que sólo al final pudieron referirse al pro- 
blema creado por la diferencia horaria del sorteo. 
Le sugirieron, según lo expresaron tanto en su 
declaración ante el Consejo como ante el Jurado, 
que podía haber una solución pragmática que sa- 
neara la deficiencia: la incorporación de su firma 
a la nómina de síndicos, justificada por la dimen- 
sión del concurso OSPLAD y autorizada por el 
art. 254 de la ley de concursos. Según el Juez, 
allí puso él fin a la entrevista aunque según los 
profesionales se limitó a remitirlos a la secretaría 
de la Dra. Villaroel que, enterada de la solicitud, 
les dijo "hagan lo que quieran". 

G) En esta situación, los contadores Canapetti 
y Lloverás decidieron plantear judicialmente la si- 
tuación del sorteo. Lo hicieron con doble presen- 
tación. Por un lado, petición de nulidad presenta- 
da el día 1 de Diciembre de 2003 ante el Juzga- 
do y que tuvo la tramitación anteriormente con- 
signada (se recuerda que este recurso de nulidad 
fue rechazado por el Juzgado el 15/1 1/03). Pero, 
al mismo tiempo, formularon una denuncia direc- 
ta ante la Cámara de Apelaciones, denuncia que 
motivó la declaración de nulidad del sorteo y la 
remisión de lo ocurrido al Consejo de Magistratu- 
ra, circunstancia también puntualizada en aquel 
mismo lugar del presente voto. 

Sobre la preparación de estos escritos, quedó 
evidenciado en las declaraciones de sus redacto- 
res, el deseo de minimizar la trascendencia que 
tenía la cuestión. Los abogados intervinientes, el 
Dr. Fariccelli y su colaborador Dr. Gastón Federi- 
co Llantade, le atribuyeron poca relevancia. "Es 
un asunto de rutina", apreció el primero. Desco- 
nocieron en esa manifestación no solo el novedo- 
so planteo que iniciaban sino que les creaba la 
obligación a renunciar, por obvios motivos de in- 
compatibilidad, al patrocinio del Estudio del Con- 
tador Gabin de quien el Dr. Fariccelli también era 
asesor jurídico, hecho por cierto delicado en la 
vida de cualquier profesional. Si a ello se le suma 
la proximidad de la conmoción provocada en el 
fuero comercial por la audición televisiva y la casi 
instantánea separación del Juez de la causa con- 
cursal, la "minimización" apuntada resulta descon- 
certante. Por lo demás, el Dr. Fariccelli manifestó 
en su declaración que, después del sorteo, pro- 
curó conversar varias veces con el Juez en pro- 
cura de aclarar su actuación personal en asunto 
tan singular, lo cual no dio la impresión -en el de- 
bate- de haber sido logrado. 



H) Los efectos de los escritos no fueron "rutina- 
ríos". La Cámara pasó en vista la denuncia a la 
Fiscal Alejandra Gils Carbó que calificó la actua- 
ción del magistrado como "no transparente" y acon- 
sejó declarar la nulidad del sorteo, lo que hizo la 
Cámara de Apelaciones el día 22 de Diciembre 
de 2003 convocando a uno nuevo que se efectuó 
seguidamente el día 23, controlado por el propio 
Secretario de la Cámara previa revisación de los 
sorteos anteriores. Es justo puntualizar que de 
dicho control no surgió irregularidad importante, 
luego de una tarea que demoró bastante el acto 
según lamentaron los testigos que asistieron. En 
segunda vuelta quedaron, sí, elegidos los Conta- 
dores Canapetti y Lloverás como Síndicos Gene- 
rales. 

I) Con este último trámite se cierra la descrip- 
ción de los hechos de la primera parte de la Acu- 
sación; la referente al concurso de OSPLAD; res- 
ta considerar una segunda: la imputación al Juez 
de haber desarrollado una campaña de amena- 
zas y hostigamiento contra los profesionales que 
solicitaron y obtuvieron la nulidad. 

1 1 2) Que en los párrafos que siguen serán exa- 
minadas las circunstancias propias de la segun- 
da acusación vinculada al carácter del magistra- 
do. 

A) La atribución de tal conducta fue puesta en 
conocimiento del Tribunal de Apelaciones por los 
Contadores Canapetti y Lloverás tan pronto como 
pasara la feria de Enero de 2004. Alegaron la exis- 
tencia de actos procesales (apercibimiento) adop- 
tados en el concurso de OSPLAD inmediatamen- 
te después de haberse hecho cargo de sus fun- 
ciones; también denunciaron el uso por el Juez de 
expresiones agresivas formuladas o evidenciadas 
en público (durante otros sorteos o en la misma 
puerta del edificio del Juzgado). La Cámara deci- 
dió entonces encomendar la apreciación de los 
hechos al Camarista Dr. Martín Arecha, a cargo 
de la investigación a la que se hizo referencia, y 
por esa vía ha sido incorporada a la presente acu- 
sación. 

Ahora, en razón de que esta última imputación 
ha sido traída ante el Jurado, no como causal de 
remoción sino como antecedente del carácter del 
Juez, no se examinan los hechos denunciados en 
la forma minuciosa como los referidos al sorteo, 
sino que se procura destacar brevemente aque- 
llos aspectos generales más relevantes. 

B) Por lo pronto, el Juez negó haber traspasado 
los límites de la urbanidad por cuanto solamente, 
dijo, se rehusó a "saludarlos". Explicó también las 
razones que, a su juicio, justificaron el aperci- 
bimiento que les formuló el 30 de Diciembre de 
2003; en el trámite del Concurso OSPLAD, inme- 
diatamente después de que se hicieran cargo de 
la sindicatura que les procuró el segundo sorteo 
(Resolución 291 7/1 en el expediente N Q 1 01 .495). 
No es del caso apreciar aquí su procedencia. 

En su defensa y respecto de la atribuida cam- 
paña de hostigamiento, informó el magistrado acer- 
ca de una circunstancia que podía ser la explica- 
ción de la tensión creada en su relación con los 
profesionales, y porqué los profesionales, contra 
lo acostumbrado, concurrieron al sorteo del 2 de 
Diciembre de 2003. Había ocurrido que el 3 de 
Noviembre anterior, en el concurso de la empre- 
sa Zanella Mare que tramitaba en su Juzgado, el 
magistrado dictó resolución pidiendo aclaraciones 
a los Contadores Canapetti y Lloverás acerca de 
un supuesto convenio de honorarios que ellos 
habían concretado con la firma concursada. Es- 
tas manifestaciones del Juez no fueron cuestio- 
nadas por los contadores y el Dr. Fraticcelli las 
reconoció en su declaración. 

C) Ahora bien, revisadas las manifestaciones de 
los testigos ofrecidos, resulta que el único de ellos 
no vinculado íntimamente al Juez o a los denun- 
ciantes o a sus asesores es la Contadora Graciela 
Rosetti, asociada al otro Estudio susceptible de 
designación, Prissant y Asociados. Ella dijo haber 
observado que el Juez Herrera en el sorteo del 
Concurso de la sociedad Auxi-Therapia entregó su 
reloj al secretario Ruiz, gesto inusitado que podría 
conciliar con el testimonio acerca del calificativo 
"rata inmunda", usado por el magistrado, al tiempo 
de fijar la hora, según el testimonio prestado por la 
Dra. María José Herrera del Estudio de los Dres. 
Faricelli y Llantada y, por eso, también vinculada a 
los contadores Canapetti y Lloverás y Gabin, Sch- 
mikle y Asociados. Ninguna otra persona pudo acre- 
ditar en autos el carácter público de supuestas 
amenazas y hostilidades. 

Pero tales inculpaciones contrastan con las 
manifestaciones de los profesionales, funcionarios 



y empleados que han testimoniado unánimemen- 
te (porque emanan inclusive de los impugnantes 
del sorteo), acerca del trato sencillo del Dr. Herre- 
ra, de la facilidad de acceso que concedía y de la 
colaboración constante que prestaba a su tarea. 
Todos le atribuyeron una actitud "pragmática", uti- 
lizando la palabra en sentido positivo. 

De manera que lo recogido en el presente pro- 
ceso no permite tener acreditado el cargo que, 
como antecedente personal relevante, ha formu- 
lado la Acusación respecto de los vicios de im- 
prudencia, desmesura e intolerancia de su carác- 
ter. Tanto más, si se tiene en cuenta la tensión 
que, en el desenvolvimiento de las actividades de 
los funcionarios, empleados y profesionales, de- 
berían crear las decisiones de la Cámara de Ape- 
laciones dictadas el 4 de Diciembre de 2003 en el 
concurso del Club Ferrocarril Oeste y el 23 del 
mismo mes y año, en el de OSPLAD. 

113) Que desechada así la procedencia del 
antecedente del carácter atribuido al magistrado, 
corresponde considerar únicamente la imputación 
concreta de falta de transparencia que le ha sido 
formulada respecto a su actuación en la convoca- 
toria del sorteo de síndicos general y verificante 
del concurso de OSPLAD y su "empecinado' 'com- 
portamiento posterior. 

Por lo pronto, en cuanto a la preocupación por 
la publicidad del acto y su hora reglamentaria ha 
quedado demostrado, como lo indicó apropiada- 
mente la Defensa, que ella surge por si misma del 
marco legal impuesto por la reglamentación que 
obliga tanto a profesionales como a funcionarios. 
En los hechos, existió aviso en la cartelera del 
Juzgado y se comunicó el Sorteo a la Cámara, 
fuera ello necesario o no; conocieron del acto y 
de la hora reglamentaria el veedor Delpiano y los 
integrantes de los Estudios de los Contadores Plis- 
sant y Gabin; todos ellos llegaron por ascensor o 
escalera aunque con cierto retraso a la hora 9:30 
que podría denominarse con propiedad como la 
reglamentaria. 

Es cierto que en el auto de apertura del concur- 
so de fecha 25 de Noviembre de 2003 se consig- 
naba otra hora y, también, que el sello con la fór- 
mula vieja del Juzgado estampado en actas del 
mismo día 2 de Diciembre marcaba la hora 1 0:00 
a diferencia de la manual que consigna 9:30, pero 
eso hace al valor procesal del acto; no a la exis- 
tencia y publicidad que tuvo el procedimiento asen- 
tado en el acta manual extendida, como todas las 
de ese Juzgado, por el Juez y su Secretario Pri- 
vado en el libro y cuyos asientos no han sido si- 
quiera puestos en duda. En rigor, falta de transpa- 
rencia, en cuanto ello implica publicidad y conoci- 
miento por terceros interesados, hubiera ocurrido 
si el sorteo se hubiera realizado a la hora 10:00, 
por cuanto no hubiera sido anunciado de manera 
alguna. El de 9:30, sí, se anunció. 

Es necesario no olvidar que la transparencia es 
una propiedad y no una virtud de la cosa; que el 
carácter público y no secreto (el "transparentar" 
de los hornos de Auschwitz en nada hubieran dis- 
minuido su horror), hace -es cierto- a la validez 
del acto; pero que si se hubiese publicitado, ese 
solo hecho -por sí mismo-, no la crearía en caso 
de que otras condiciones faltaran. La cuestión ju- 
rídica de este caso es la legitimidad del acto por 
no corresponder su hora a la del auto de quiebra. 
Podría tratarse como cuestión la falta de publici- 
dad si se discutiera el sorteo de las 10:00 porque 
no la hubo. 

En rigor, el concepto de transparencia en mate- 
ria judicial está relacionado con la conveniencia 
o, mejor, con la necesidad de superar la naturale- 
za inevitablemente individual del caso judicial "que 
dificulta su tematización como problema y como 
objeto de propuestas de cambio, como un camino 
para que, luego de muchos años de aislamiento, 
los sistemas de administración de justicia comien- 
cen a interactuar con la sociedad" {"Capacidad 
Regulatoria de la Información Judicial"; Gladis Al- 
varez, Carlos G. Gregorio y Elena Highton, en "In- 
ternet y sistema judicial en América Latina"; Ad 
Hoc, 2004, pág. 74). Tema distinto al de autos. 

De todas maneras, la noción de falta transpa- 
rencia acusada por la Fiscal de Cámara quedó 
flotando en el aire y la Acusación la ha empleado 
porque la palabra, es claro, impresiona pero no 
porque corresponda jurídicamente. La acusación 
de falta de transparencia conlleva con el solo em- 
pleo de la palabra, encubrimiento, ocultación, di- 
simulo o desfiguración del acto. Y aquí ni siquiera 
ha sido insinuado que la diferencia de hora entre 
el acto y la publicidad respondiera a cualquiera de 
esas intenciones, tendiendo a beneficiar a deter- 
minado profesional. 
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1 1 4) Que existe, además, una circunstancia muy 
particular que quita toda significación práctica a 
la mención de falta de transparencia, aludida por 
los Contadores Canapetti y Lloverás. 

Tal como son aplicadas las normas que organi- 
zan la designación de síndicos y otros profesio- 
nales impuestas por la ley de concursos y dispo- 
siciones reglamentarias dictadas por la Cámara 
de Apelaciones, eran sólo tres los Estudios de 
Contadores Categoría A con posibilidad de parti- 
cipar en los concursos importantes. Ellos venían 
haciéndolo en el Juzgado desde el año 2001 y 
eran los Contadores Susana Plissant, Hugo Ga- 
bín y el de los contadores Canapetti y Lloverás 
(constancias de la prevención a cargo del Dr. Are- 
cha citada, Pág. 57). De modo que durante tres 
años, las relaciones de un juzgado con todos los 
profesionales sorteados no pueden ser menos que 
cotidianas, constantes y en el Juzgado N Q 3, flui- 
das y cordiales. No es concebible, entonces, que 
ninguno de los profesionales integrantes ignorase 
que la publicidad se hacía a través de la tablilla 
del Juzgado como lo prescribe la regulación. Por 
lo demás, el uso de Internet no era el común y su 
utilización en el caso no ha quedado demostrada. 
A ello se agregarán la vinculación que entre los 
Estudios tenían, según surge de los testimonios 
prestados, carácter tan estrecho que algunos com- 
partían el patrocinio legal y hasta la propiedad de 
sus respectivas oficinas. 

Así, la observación de las circunstancias del 
caso; la presunción casi "de jure" que surge del 
conocimiento de las reglas propias de los sorteos 
por los profesionales involucrados, la actuación 
prolongada (3 años) ante el mismo Juzgado para 
la adjudicación de concursos importantes e, in- 
clusive, la proposición práctica que ellos formula- 
ron en la reunión con el Juez del día 5 de Diciem- 
bre del año 2003 para legitimar el sorteo nulo, res- 
tan vigor a los hechos vinculados a la denuncia 
formulada por los Contadores Canapetti y Llove- 
rás como motivo determinante de la remoción del 
Juez Rodolfo A. Herrera. 

115) Que descartando así esta deficiencia de 
"transparencia" (publicidad) del acto por sus ele- 
mentos formales, resta por ver si lo que Acusa- 
ción llama "empecinamiento", imputado al magis- 
trado, a causa de que mantuvo su criterio de la 
validez del sorteo a pesar de reconocer el error 
incurrido en el acto de apertura del proceso con- 
cursal, pudiera constituir causa de mal desempe- 
ño de sus funciones. 

Por otra parte, la cuestión fue resuelta definiti- 
vamente por el Tribunal de Alzada de una forma 
que tampoco podría ser objeto de estudio por este 
Jurado. Pero sí le es posible a éste apreciar que 
de ninguna manera puede considerarse que las 
razones expresadas en el auto de fecha 15 de 
Diciembre de 2003, dictado por el Dr. Herrera en 
el incidente de nulidad, sea una afrenta a la inteli- 
gencia por sostener que la fecha de la cartelera 
prevalecía sobre la del auto. 

Aparte de los argumentos expresados en la pro- 
videncia del 15 de Diciembre de 2003, el trámite 
de la denuncia de nulidad registra opiniones jurí- 
dicas presentadas por profesionales contables de 
mucha experiencia y con patrocinio de abogados 
cuya práctica era similar, opiniones que coinciden 
con la del magistrado, como ocurre con las con- 
testaciones de vista en el incidente de nulidad pre- 
sentadas por los Contadores Plissant y Gabin. 
También se expidió en ese sentido el veedor del 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas cuya 
opinión tiene relieve especial porque desde hace 
diez años viene velando a "rajatabla" -según la 
expresión del abogado Fariccelli- el cumplimiento 
de las reglamentaciones dictadas por la Cámara 
de Apelaciones en lo Comercial y por el Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas. 

El "empecinamiento", entonces, no era otra cosa 
que un criterio jurídico del magistrado respecto 
del que no ha habido indicio o sugerencia en el 
sentido de que estuviera dirigido a un propósito 
que no fuera ordenar el procedimiento, aceptan- 
do o -en el caso- descartando objeciones que lo 
cuestionaran. A mayor abundamiento, el "desafor- 
tunado error", si lo hubiese sido, quedó subsana- 
do dentro de las normas procesales existentes, 
según la interpretación final del órgano de apela- 
ción. 

Finalmente, tampoco pesan las decisiones pro- 
cedimentales del superior de la causa. En primer 
lugar, porque es de la esencia del sistema judicial 
independiente, la posibilidad de corrección me- 
diante la intervención de sus instancias de revi- 
sión. Y, en segundo término, porque las decisio- 
nes de la Cámara fueron adoptadas en el marco 



de las medidas cautelares, "inaudita parte" sin 
entrar en el fondo de la causa. Porque las medi- 
das adoptadas lo fueron, no por el procesamiento 
de las circunstancias particulares del concurso de 
OSPLAD sino porque sucedieron en el ámbito de 
resonancia pública generada por la entrevista fil- 
mada y difundida en el programa Telenoche In- 
vestiga. Ello se advierte de la solo lectura del dic- 
tamen de la Fiscalía que fundamenta la decisión 
de la Cámara que anuló el sorteo. 

Por todo lo expuesto, no habiéndose acredita- 
do este cargo imputado, proponemos su rechazo. 

CONCLUSIONES: 

116) Que las consideraciones expuestas, so- 
bre la base de una convicción razonada y susten- 
tada en el examen de las pruebas mencionadas, 
fundan las siguientes conclusiones: 

-Hechos vinculados al "Club Ferrocarril Oes- 
te". 

I) Que el Consejo de la Magistratura -en pleno- 
requirió la remoción del doctor Rodolfo Antonio 
Herrera Titular del Juzgado Comercial N B 3 de esta 
Capital mediante resolución N s 372/04 en orden a 
las causales de mal desempeño y mala conducta 
(art. 53 de la C.N.), por considerar que ha incurri- 
do en "una grave infracción a normas morales por 
falta de escrúpulos y de principios éticos", con base 
-respecto de uno de los cargos- en el tenor del 
diálogo entablado entre el Magistrado y sus dos 
interlocutores, conducta que asumiera durante el 
transcurso de la entrevista que mantuviera con un 
supuesto representante de un grupo inversionista 
y el arquitecto Aliardo Etcheverry -quien los vin- 
culara-, en el contexto de un expediente judicial 
que se encontraba en trámite por ante su juzga- 
do. La conducta imputada -sostiene la acusación- 
se erige como severamente lesiva de la contabili- 
dad que debe brindar un magistrado a la socie- 
dad, la cual habría tomado conocimiento del con- 
tenido del diálogo, merced a la televisación que 
de aquél efectuara el programa "Telenoche Inves- 
tiga" el 3 de diciembre de 2004 (mal desempeño). 

II) Que los hechos investigados han tenido ori- 
gen en reuniones que el doctor Herrera mantuvo 
con una persona no identificada que simuló ser 
un empresario interesado en realizar inversiones 
y con el arquitecto Etcheverry, que actuó como 
nexo para las entrevistas, las que fueron graba- 
das por una "cámara oculta" y reproducidas públi- 
camente por ese programa televisivo. 

III) Que el examen la validez de la cámara ocul- 
ta como medio de prueba idóneo para fundar un 
pronunciamiento adverso al enjuiciado, debe ser 
enmarcado en los presupuestos tácticos que ro- 
dearon el suceso filmado en forma subrepticia. 

El caso traído a estudio, se vincula con una in- 
vestigación periodística, iniciada por la Producto- 
ra ARTEAR a instancias de denuncias de perso- 
nas cuya identidad no ha sido revelada y que se 
referían a la actuación de un Magistrado de la 
Nación, el Dr. Rodolfo Herrera con relación al ex- 
pediente n s 047902 "Ferrocarril Oeste s/ quiebra " 
en trámite por ante su Juzgado. 

IV) Que la "cámara oculta" es un recurso perio- 
dístico, inherente a su función de informar a la 
opinión pública, que se potencia y adquiere ma- 
yor relevancia cuando las "imágenes" refieren a la 
actuación de un funcionario público, en este caso 
un magistrado, captadas durante el ejercicio de 
su función. 

V) Que el derecho de informar está condiciona- 
do al ejercicio cuidadoso y diligente de esta activi- 
dad, lo cual no comporta restricción alguna a la 
libertad de expresión, sino que halla un límite ra- 
zonable en el derecho que cada uno tiene a reci- 
bir una información veraz. Ello no quiere decir que 
el informante deba asumir la garantía de la ver- 
dad de aquello que transmite, sino simplemente 
que no debe actuar dolosa o culposamente en el 
modo de recoger y divulgar la información so pena 
de caer en la órbita de la ilicitud que sanciona el 
art. 1 1 09 del Cód. Civil y que impone la obligación 
de reparar si ella ocasiona un daño a otro. 

VI) Que, la información con relación a los car- 
gos, no ha sido transmitida con falsedad, ni lo fue 
por error, no se ha faltado al deber de veracidad 
que consiste en el obrar cauteloso y prudente en 
recibir y transmitir la información, y ello se ha he- 
cho al amparo del derecho constitucional que ga- 
rantiza la libertad de expresión y del Pacto de San 
José de Costa Rica que en el art. 13, contempla 
la libertad de difundir informaciones e ideas de 
toda índole. 



Vil) Que, la investigación periodística realizada 
ha tenido sustento en el ejercicio del derecho a la 
libertad de información, que exige el conocimien- 
to de todo lo relacionado con la comunidad social, 
con las actuaciones de los políticos, de los tribu- 
nales, con las finanzas públicas, etcétera, lo que 
resulta claramente de interés público. 

VIII) Que examinar en este proceso de remo- 
ción cuáles han sido los mecanismos y recaudos 
que llevó a cabo la productora -con relación a los 
cargos- para la comprobación de la veracidad de 
la información, es una cuestión que excede el ob- 
jeto de este enjuiciamiento, máxime cuando la 
prueba de la verdad objetiva en casos como el 
presente, no resulta nada fácil de obtener, y que 
su exigencia llevaría a obstaculizar el libre desa- 
rrollo de la libertad de información. 

IX) Que la Defensa ha intentado descalificar toda 
la información puesta al aire por estimarla "falsa" 
ante la existencia de algunos "errores" en los que 
se habría incurrido respecto de datos que fueron 
brindados como surgidos del expediente y que no 
se compadecerían con la realidad. Estos "errores" 
se vinculan con la información brindada directa- 
mente por los periodistas, más no con el material 
fílmico que tiene como protagonista al Dr. Herre- 
ra. 

De manera que las objeciones planteadas no 
pueden prosperar al no advertirse la incidencia 
de que tales errores pudieran tener en los regis- 
tros fílmicos que han mostrado al Dr. Herrera con- 
versando con el Arquitecto Etcheverry y un terce- 
ro no identificado y con el periodista Miceli. 

X) Que, no puede prescindirse en este examen 
de la trascendencia que revisten situaciones como 
la registrada en el video de marras pues generan 
en la sociedad un gran desconcierto e inquietud 
al tener como uno de sus protagonistas a un Juez 
de la Nación, encargado de administrar justicia y 
sobre quien pesa la responsabilidad política por 
los actos que realice en ejercicio de sus funcio- 
nes y, que el ejercicio voluntario de la función pú- 
blica y en particular de la función judicial, conlleva 
un menor grado de protección del ámbito de la 
intimidad. Ello como natural consecuencia deriva- 
da de las altas responsabilidades que se asumen 
al aceptar el servicio público (conf. C.S.J.N. Expe- 
diente N Q 2.523/2004, Resolución N Q 2013/2004 
del 23 de noviembre de 2004, considerando 10 
del voto de la mayoría). 

XI) Que, cuando se utiliza la cámara oculta como 
recurso de información se produce el conflicto de 
dos derechos, a saber: el derecho a la vida priva- 
da" (junto con la intimidad, y la propiedad privada) 
y el derecho de la sociedad a ser informada (deri- 
vado de la importancia del interés publico y em- 
parentado con la libertad de informar y ser infor- 
mado). Coexisten, por ende, dos valores: vida pri- 
vada e interés público. Ambos, como todo dere- 
cho, no son absolutos sino relativos: el derecho a 
la vida privada -ver definición de la C.S.J.N. Fa- 
llos:306:1892, 316:703, considerando 8 5 del voto 
de la mayoría) muchas veces cede, frente a valo- 
res que se consideran superiores; en este caso el 
interés público. La Constitución Nacional otorga 
relevancia al interés público cuando, en su artícu- 
lo 19, al consagrar el derecho a la vida privada, 
contiene una fuerte restricción en el caso de que 
aquellas acciones privadas violen otras leyes, el 
orden o la moral pública. 

XII) Que, en el caso sub examine no adverti- 
mos vulnerados derechos fundamentales: intimi- 
dad, propia imagen, confidencialidad, disfrute del 
anonimato. Tampoco colisión entre libertad de ex- 
presión e información de una parte, y moral públi- 
ca, de la otra, dado la naturaleza y circunstancias 
de las conductas endilgadas que desbordan, en 
rigor, el mero interés individual, incidiendo en in- 
tereses generales de la comunidad, como el de- 
ber de decoro que pesa sobre los funcionarios, o 
el concepto de moral pública. 

A nuestro juicio las conductas reprochadas, no 
corresponden a la esfera íntima del Juez ni al 
ámbito de su privacidad, dado que estuvieron es- 
trechamente vinculadas al ejercicio de las funcio- 
nes. 

XIII) Que, el abordaje constitucional del tema 
vinculado a la grabación subrepticia de una con- 
versación se vincula también con la garantía con- 
tra la autoincriminación y la de la privacidad, ésta 
última con proyección en la eventual violación del 
domicilio. 

La garantía contra la autoincriminación confor- 
me a la cual nadie puede ser obligado a declarar 
contra sí mismo debe ser interpretada como pros- 



cripción de todo método o técnica que, antes o 
durante el proceso, y ante cualquier autoridad, tien- 
da a obtener por coacción física, psíquica o mo- 
ral, una declaración o confesión de un habitante 
de la Nación. Si los dichos cuestionados fueron 
vertidos por exclusiva voluntad del magistrado, con 
soberana libertad, no puede considerarse que di- 
cha garantía ha sido vulnerada. 

XIV) Que en lo que atañe a la garantía de invio- 
labilidad del domicilio, cabe afirmar que la sede 
del Juzgado no es la morada del funcionario. Tam- 
poco es la casa de negocios, dependencia o re- 
cinto que pudiera entenderse bajo el concepto de 
"domicilio". Es la sede de su público despacho, el 
lugar donde ejerce el imperium que le ha otorga- 
do la ley. Aún cuando se sostuviera por vía de hi- 
pótesis que el público despacho del Magistrado 
pudiere considerarse incluido en un concepto 
amplio de "domicilio" no se ha observado que 
mediara en la conducta de sus interlocutores nin- 
gún despliegue ardidoso para facilitar el ingreso a 
su despacho. Por el contrario, medió consentimien- 
to expreso del Dr. Herrera para el ingreso de aque- 
llos. Al Dr. Herrera nada se le ocultó porque tam- 
poco -nada- indagó y la presencia de terceros en 
su despacho se debió a la forma discrecional en 
que ejerció su facultad de permitir el acceso a su 
lugar de trabajo. 

XV) Que la conducta del Magistrado se expre- 
sa en actos de gobierno, y es allí donde desapa- 
rece el límite a la injerencia en el ámbito de la 
intimidad ante la exigencia de la publicidad de sus 
actos, esencia del régimen republicano y piedra 
angular de nuestro sistema constitucional. 

No se advierte que el Dr. Herrera haya sido sor- 
prendido en su buena fe. La entrevista fue concer- 
tada y fijada en tiempo -día y hora- y espacio -sede 
del tribunal y/o dependencias de la fallida- motivo 
por el cual no puede presumirse la inexistencia 
del consentimiento del Magistrado, quien asumió 
(o debió haber asumido) el riesgo de la difusión 
por parte de su interlocutor como una posibilidad 
propia de la naturaleza del diálogo, y de que los 
hechos pudieran ser reproducidos ante el público 
o los propios tribunales por quien, de esa forma, 
tomó conocimiento de ellos, resignando de ese 
modo sus expectativas de sigilo al conversar. 

XVI) Que la conducta del Dr. Herrera no ha sido 
en ningún momento inducida por los periodistas 
que realizaron la investigación, y si bien éstos 
captaron sus dichos de manera subrepticia, no por 
ello puede afirmarse, sin más, que lo hubieran 
hecho en violación de la esfera personal de su 
intimidad porque razonablemente puede conside- 
rarse que si voluntariamente aceptó dialogar con 
una persona que no era de su amistad y no obs- 
tante ello hizo referencia a cuestiones que lo po- 
drían llegar a comprometer, ha hecho dispensa 
voluntaria de aquel ámbito de privacidad. Así la 
filmación no ha hecho otra cosa que mostrar lo 
que la persona no identificada hubiera podido de- 
clarar (conf. doctrina del fallo la Excma. Cámara 
Nacional de Casación Penal, Sala I -integrada por 
los Dres. Bisordi, Catucci y Rodríguez Basavilba- 
so- in re "Vafiadis, Lázaro Santiago s/rec. de ca- 
sación" del 22/12/98). Y si dicha doctrina es apli- 
cable en el marco de un proceso penal con mayor 
fundamento puede aquí sostenerse más cuando 
se ha puesto en tela de juicio la responsabilidad 
político-institucional de un magistrado de la Na- 
ción por las expresiones que vertiera en una en- 
trevista respecto de la cual sólo ignoraba que es- 
taba siendo registrada. 

XVII) Que ha sido el propio Magistrado quien 
redujo sus expectativas de intimidad al prestar 
consentimiento expreso al ingreso a su despacho 
de terceras personas y al confiar a sus interlocu- 
tores los datos que ahora pretende excluir de este 
enjuiciamiento, de manera que "el riesgo de una 
delación por parte del interlocutor es una posibili- 
dad que se asume al hablar, y que uno resigna 
sus razonables expectativas de intimidad al con- 
versar con o/ro"(conf. mutatis mutandi "Raña, R. 
s/nulidad" -dictado por la sala 1 - de la C. Nac. Crim. 
y Corr. Fed. el 20/4/1999). 

En otros términos, ". . . el fruto del árbol envene- 
nado, implica que se trate de un árbol con esas 
características, y no de acusarlo porque la fruta 
luego de su ingestión ha resultado perjudicial. Si 
no hay veneno o actividad ilegal, no puede haber 
fruto o evidencia indigesta. Finalmente se debe 
proteger a los que comen y mueren de frutos en- 
venenados, pero no a los que se arrepienten de 
haber comido frutos sanos por mal que les hayan 
caído" (CASTRO, Julio César, "No me filmes. No 
me grabes. Tengo derechos. Los frutos de los ár- 
boles, que no siempre están envenenados", La 
Ley, Nota a Fallo sala I de la C.N.Crim. y Corree, 
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en los autos, "Cervín, Rubén A.", Sup. Penal 2004, 
noviembre). 

XVIII) Que la conversación mantenida versó 
sobre temas que, vinculados con el trámite de una 
causa sometida a su conocimiento, a la postre se 
transformarían en cuestiones esenciales a resol- 
ver en actos de naturaleza jurisdiccional. Ello exi- 
ge del Juez el desarrollo de su actividad en un 
marco ético inexorable, dotado de la moderación, 
el decoro, la circunspección y el ajuste a las nor- 
mas que rigen su función, el que en el caso ha 
sido transgredido. 

XIX) Que los procesos penales tanto como este 
enjuiciamiento no fueron consecuencia de una 
denuncia formulada por la productora del progra- 
ma televisivo "Telenoche Investiga", sino por miem- 
bros del Poder Judicial, del Ministerio Público y 
del Consejo de la Magistratura. Recién cuando se 
iniciaron los procesos de referencia, la producto- 
ra fue requerida para que aportara el material que 
hoy el magistrado cuestiona en los términos que 
se examinan. 

Los particulares no se encuentran comprendi- 
dos por los límites formales establecidos por la 
ley procesal y en consecuencia no parece razo- 
nable exigirle al periodismo la obtención de una 
orden judicial para llevar a cabo una investigación. 

XX) Que no procede la nulidad de la prueba 
basada en un "video tape" obtenido privadamente 
pues, más allá del valor definitivo que llegue a 
poseer, demuestra la materialidad del hecho in- 
vestigado y se trata de una prueba de valor opina- 
ble, sobre la que reposa el conjunto de la investi- 
gación, y por la que habrá de discutirse en alguna 
de sus instancias la validez que habrá de asignár- 
sele, interrelacionándosela con el conjunto de la 
prueba obtenida. 

Por los fundamentos expuestos no se advierte 
que la forma de obtención de la prueba en la que 
la Acusación basa la imputación que le dirige al 
Juez Herrera adolezca de vicio alguno que, por 
afectar garantías constitucionales, impongan la 
exclusión por su ilicitud. 

XXI) Que, afirmada la validez de la prueba en 
cuanto a su forma de obtención, corresponde 
adentrarse en el tratamiento del valor que debe 
adjudicarse al material fílmico aportado al expe- 
diente. 

La filmación, más allá del mayor o menor grado 
de acierto del mecanismo elegido, es la documen- 
tación en un soporte audiovisual de un hecho histó- 
rico realmente acaecido. 

XXII) Que, el Dr. Herrera funda el cuestionamien- 
to de esta prueba sobre la base de los informes 
técnicos periciales obrantes en la causa penal que 
se le sigue ante el Juzgado Nacional de Instruc- 
ción N s 10, caratulada "Herrera, Rodolfo Antonio 
s/cohecho", registrada bajo el N Q 74.845/03. Sos- 
tiene el acusado que el material fílmico aportado 
no es original, y que tampoco lo es el crudo por 
presentar alteraciones consistentes en maniobras 
de borrado de imágenes y sonido. Califica a esta 
prueba material como falsa. 

XXIII) Que, obra en este proceso fotocopias del 
dictamen pericial elaborado por el Departamento 
de Estudios Especiales de la Dirección de Policía 
Científica de Gendarmería Nacional y de su am- 
pliación respecto de los siete masters que fueran 
adjuntados a la causa por la productora Artear S.A. 

Se ha dictaminado "que el contenido de las imá- 
genes de los videocasetes analizados ha sido 
objeto de manipulaciones"; "que no es factible 
determinar si los videos analizados resultan ser 
originales o copias de otros videos" y "que a lo 
largo de las secuencias de las imágenes y soni- 
dos contenidos en los videocasetes analizados no 
se han advertido elementos que alteren las imá- 
genes de las personas (azulejo mosaico etc.) ni 
modificaciones de voz (distorsionador) destinados 
a la protección del portador del sistema". 

XXIV) Que La cuestión que ahora se plantea se 
circunscribe, entonces, a decidir si en el caso, 
corresponde hacer lugar a la exclusión del mate- 
rial probatorio ante la imposibilidad material de 
certificar que de lo que se trata es del master ori- 
ginal y en crudo frente a la alegación el acusado 
que efectúa de que la conversación mantenida fue 
sacada de contexto, todo ello a la luz del resulta- 
do de la pericia técnica y de su ampliación. 

XXV) Que, el Magistrado acusado no ha des- 
conocido en los videos ofrecidos como prueba, ni 
su imagen ni su voz. Los dichos del propio Juez 



acusado y su reconocimiento de la existencia de 
las reuniones y los diversos testimonios vertidos, 
dan al informe pericial la naturaleza de coadyu- 
vante exógeno y subsidiario, más cuando no se 
han acreditado procedimientos que puedan ser 
considerados sustitutivos del material cuya auten- 
ticidad no ha sido desconocida si no meramente 
cuestionada, al expresarse que se lo ha sacado 
de contexto. 

Consecuentemente, la forma de incorporarse la 
prueba al proceso se da por una doble vía: por la 
adjunción material de los elementos y a través de 
la prueba de informe pericial, que ha requerido de 
alta especialización dado su complejidad tecnoló- 
gica. 

XXVI) Que en el razonamiento de la Defensa 
del Dr. Herrera pareciera advertirse que de ha- 
berse aportado el master original, cuyo carácter 
-apuntamos- no ha podido ser confirmado o re- 
chazado-, el "sentido" de aquella conversación 
hubiera sido distinto de aquel que muestra, según 
sus dichos, el material en crudo y el emitido en el 
programa de Telenoche Investiga. 

Es este Jurado el que debe desentrañar cuál es 
el "sentido" que corresponde atribuirle a esa con- 
versación con base en lo registrado en el material 
fílmico -cámara oculta y abierta-, por un lado y,por 
el otro, a lo explicado y sostenido por el enjuicia- 
do en sus declaraciones, todo ello a la luz de las 
restantes pruebas allegadas al expediente y en el 
marco de las normas éticas que deben ser obser- 
vadas por aquel que desempeña el cargo de Ma- 
gistrado de la Nación. 

XXVII) Que el Dr. Herrera ha delimitado el al- 
cance del reconocimiento que efectuara de la en- 
trevista filmada a la cámara oculta, a los siguien- 
tes aspectos: a) reconoció que la entrevista tuvo 
real ocurrencia y las expresiones por él vertidas 
en las conversaciones en las que tomara inter- 
vención, aunque sostuvo que habían sido saca- 
das de contexto a través de un trabajo de edición; 
b) reconoció - con relación a los alcances de la 
reunión- que se le había dado a conocer una idea 
en ciernes y la forma en la que podía plasmarse 
-proyecto de factibilidad y llamado a licitación-; c) 
reconoció haber expresado "algunas opiniones" 
sobre los temas conversados; d) reconoció que 
de alguna manera las particularidades de su len- 
guaje -carentes de formalidad o rigideces e influen- 
ciado por su condición de oriundo del interior del 
país, pudo llevar a falsas interpretaciones en cuan- 
to al sentido y alcance de sus expresiones; e) re- 
conoció que en la entrevista le fue presentada una 
idea y que esa entrevista fue reproducida parcial- 
mente en las imágenes televisivas emitidas; f) re- 
conoció el contenido de la conversación filmada 
brindado una explicación metafórica de aquél; g) 
que finalmente admitió que se puede suponer que 
pertenece a su puño y letra el croquis presentado 
en el debate por testigo Walter Porta, confeccio- 
nado en el reverso de un oficio judicial dirigido a 
él por la Excma. Cámara del Fuero de fecha 1 3 de 
noviembre de 2002, en el que se bosquejó el men- 
tado "proyecto inmobiliario". 

XXVIII) Que la explicación brindada por el Ma- 
gistrado sólo puede ser valorada a la luz del ma- 
terial aportado que, por otra parte ha sido visto 
por millones de ciudadanos argentinos a quienes 
les asiste el derecho de tener la información sufi- 
ciente y necesaria que les permita disipar la seria 
duda que, sobre su actuación como Magistrado, 
quedó impresa en sus mentes. El Magistrado se 
extendió en su declaración introduciendo por esta 
vía todos y cada uno los aspectos en torno a los 
cuales giró aquella conversación. Es el propio 
Magistrado el que nos remite con sus profusas 
declaraciones al examen del material fílmico que 
pretende cuestionar. 

XXIX) Que por todo lo expuesto no correspon- 
de prescindir de la prueba material aportada -sie- 
te videocasetes-, sin perjuicio de haberse acredi- 
tado pericialmente la imposibilidad de determinar 
su carácter original, puesto que la apreciación 
valorativa que de ella se efectúe debe producirse 
en el contexto de las restantes pruebas aporta- 
das a este enjuiciamiento (documental, informati- 
va testimonial) y es en dicho contexto en el que 
podrá descartarse o admitirse, como pieza con- 
victiva. 

XXX) Que, resueltos como se encuentran los 
cuestionamientos referidos a la forma de obten- 
ción de la prueba fílmica como así también de 
aquellos dirigidos a obtener su descalificación 
como prueba material en sí misma, corresponde 
entrar al tratamiento del cargo que con relación a 
estos hechos formula la Acusación al señor Juez, 
Dr. Rodolfo Herrera. 



XXXI) Que los autos comerciales en torno a los 
cuales giraba la conversación registrada en el 
material fílmico que fuera aportado por la produc- 
ción del programa televisivo "Telenoche Investiga" 
eran los referidos a la quiebra del Club Ferrocarril 
Oeste Asociación Civil, registrados bajo el núme- 
ro de expediente 047902, en los que con fecha 
20.1 2.02, el Dr. Herrera declaró en estado de quie- 
bra al mencionado club y resolvió aplicar a dicha 
quiebra el régimen de administración de entida- 
des deportivas previsto por la ley 25.284. 

XXXII) Que el proceso de quiebra del Club Fe- 
rro Carril Oeste transitó por un camino en el que 
se produjeron impugnaciones y planteos de nuli- 
dades que motivaron el reemplazo de los miem- 
bros del órgano fiduciario, la retractación de la ofer- 
ta en una de las licitaciones ganadas (Swiss Me- 
dical), y recientemente la declaración de nulidad 
del contrato de gerenciamiento acordado con "Ge- 
renciar Sociedad de Fútbol S.A." Este contrato 
cuestionado enfáticamente por el Presidente y el 
Secretario de la fallida, desde su firma, fue decla- 
rado nulo por la Juez Comercial Margarita Braga 
con fecha 25 de octubre de 2004, y sin perjuicio 
de que dicha resolución a la fecha no se encuen- 
tra firme, resultan particularmente llamativas las 
razones expuestas por la Magistrada para arribar 
al pronunciamiento nulificatorio. 

La presunción de legitimidad que reviste la re- 
solución de referencia nos lleva a no pasar por 
alto las razones explicadas para nulificar aquel 
contrato. La Magistrada alude en su resolución 
-entre otros aspectos- y en forma crítica a las con- 
diciones que rodearon la licitación, a la que califi- 
ca como carente de transparencia. Y es precisa- 
mente este tema -la licitación y su necesaria trans- 
parencia- el que aparece como central en la con- 
versación que, mantenida por el propio Magistra- 
do respecto del mismo expediente -la quiebra del 
Club Ferro Carril Oeste-, diera origen a estas ac- 
tuaciones. 

De manera que la quiebra del Club Ferro Carril 
Oeste marcó un hito en el proceso toda vez que 
desde su declaración todo fue cuestionado (de- 
signación de los miembros de órgano fiduciario, 
la actuación de éstos, las licitaciones, los contra- 
tos, etc.). Y es justamente en este contexto donde 
se inserta la conversación que mantuvo el Magis- 
trado con un supuesto representante de una con- 
sultora, cuyo tenor ha sido calificado por la Acu- 
sación como una grave infracción a normas mo- 
rales por falta de escrúpulos y de principios éti- 
cos. 

XXXIII) Que, las cuestiones planteadas con re- 
lación al material fílmico aportado por Artear gira- 
ron en torno a que aquél: a) se hallaba adulterado 
y b) que el informe periodístico estaba plagado de 
falsedades y en lo que se refiere al contenido de 
la filmación, sostuvo concretamente que c) "la idea 
que le fuera presentada en la entrevista reprodu- 
cida parcialmente en las imágenes televisivas 
emitidas resultaba absolutamente inviable" y d) que 
el único proyecto realizable era el encargado en 
su oportunidad al Arquitecto y Urbanista Garay. 
Sólo corresponde examinar estas últimas cues- 
tiones por ser las vinculadas estrechamente con 
el cargo y por estar referidas a la valoración de la 
prueba cuya exclusión ha sido rechazada prece- 
dentemente. 

XXXIV) Que, en lo que atañe a la "adulteración" 
del material fílmico, el Magistrado no precisó en 
qué pudo aquélla haber consistido. Sólo sostuvo 
tal postura con base a que la conversación había 
sido "sacada de contexto", alegación que se es- 
grimió ante la imposibilidad de determinar el ca- 
rácter de master original de la cinta conforme lo 
dictaminado por la pericia técnica y su ampliación. 

El examen de los dictámenes periciales nos in- 
dica: a) que si bien la originalidad del material fíl- 
mico no pudo determinarse, tampoco fue descar- 
tada b) que se ha acreditado "que a lo largo de las 
secuencias de las imágenes y sonidos conteni- 
dos en los videocasetes analizados no se han 
advertido elementos que alteren las imágenes de 
las personas (azulejo mosaico etc.) ni modifica- 
ciones de voz (distorsionador) destinados a la pro- 
tección del portador del sistema"; y c) que las 
manipulaciones a las que se hace referencia co- 
rresponden a "los espacios sin contenido audiovi- 
sual y a los cambios de velocidad observados en 
cada uno de los videos casetes aportados, con- 
secuentemente, es del caso concluir que aque- 
llas alteraciones no han afectado las secuencias 
de imágenes y sonidos que presentan los videos. 

De manera que la alegada "adulteración", sos- 
tenida por la eventual imposibilidad de determinar 
el carácter de cinta original y por la presencia de 



"manipulaciones" en clara referencia a espacios 
sin contenido audiovisual y cambios de velocidad, 
no impide considerar la parte del material fílmico 
con contenido de imagen y sonido no alterado y 
valorarlo, entonces, a la luz de las manifestacio- 
nes vertidas por el Dr. Herrera y de las restantes 
pruebas obrantes en este proceso. 

XXXV) Que, descartada la adulteración del 
material fílmico en lo que atañe al registro exclu- 
sivo de la entrevista, surge claramente que el tema 
de la conversación se introduce -en lo que atañe 
al cargo que se le formula- cuando el Arquitecto 
Etcheverry afirma la necesidad de contar con "un 
estadio terminado", con instalaciones que se defi- 
nan "...debajo de las tribunas sur, que es donde 
está el Echart y la Martín de Gainza..." (versión 
estenográfica de desgrabación). El Juez le dice al 
supuesto representante de la empresa consulto- 
ra que lo llamará, le encargará el trabajo de facti- 
bilidad y le dará un plazo de 90 días, pero al no 
tener dinero para pagarlo le otorgará en contra- 
partida una preferencia para que encuentre un 
inversor o ejecutor en un plazo de 1 20 días, lapso 
que se suma al anterior, con lo que en definitiva le 
dará 210 días, cumplidos los cuales perderá la 
propiedad del proyecto si no logra encontrar quien 
lo financie. El Magistrado le aclara que no podrá 
efectuar una adjudicación de la obra en forma di- 
recta sino que tendrá que convocar a una "licita- 
ción de mejora de oferta", en la que participaría el 
consultor bastándole con igualar la mejor propues- 
ta para ganar en razón de ser el primer oferente, 
además de que los otros participantes no dispon- 
drían de los 21 días con los que él sí podría con- 
tar. 

Surge de la filmación que el Juez no va a llamar 
a una licitación de inversión sino de obra, proyec- 
to y comercialización, asegurándole que "vamos 
a ganarla porque vamos a preparar nosotros la 
licitación para que la ganen ustedes" agregando 
luego que "lo que nosotros podemos hacer es lla- 
mar a una licitación para 50 millones por 1 millo- 
nes. Y ustedes aparecen ofreciendo 15. Una cosa 
así. Ya le vamos a buscar la vuelta", (págs. 29/30). 

XXXVI) Que reconoció el magistrado que las 
imágenes corresponden a escenas reales, sólo 
que -explicó- han sido presentadas de modo que 
puedan redundar en prejuicio de la regularidad de 
su conducta, y sacadas de contexto las expresio- 
nes grabadas "mediante un trabajo de edición". 

XXXVII) Que si bien el Magistrado no brinda 
explicaciones directas respecto de los hechos que 
surgen de la entrevista en la que tomara interven- 
ción -único aspecto que reconoce, surge una cla- 
ra explicación del tema en torno al cual girara la 
conversación la que, aún utilizando la metáfora 
como una forma de trasladar el sentido recto de 
los términos que utilizó a otro figurado, sobre la 
base de una comparación tácita, resulta funda- 
mental para elucidar el contenido de aquella con- 
versación. 

Las versiones que el Magistrado brindara res- 
pecto del conocimiento que tenía del tema sobre 
el cual girara la conversación son contradictorias. 
En su escrito de descargo afirma que no había 
tenido noticias de tal proyecto hasta la visita del 
supuesto inversor. Sin embargo, en su declara- 
ción ante la Comisión de Acusación había referi- 
do que tiempo después de la reunión de desagra- 
vio con dirigentes del Club, (ocurrida inmediata- 
mente después de la declaración de la quiebra 
decretada el 20 de Diciembre del año anterior) el 
Arquitecto Etcheverry le había dicho "Doctor, yo 
tengo un proyecto de estadio que me lo encargó 
el Club en un momento de gloria" . Las contradic- 
ciones en las que incurre el Magistrado, se disi- 
pan si se tiene en cuenta lo manifestado por los 
testigos Walter Porta y Walter Truffat que asegu- 
ran que, efectivamente, el proyecto era conocido 
entre los dirigentes del Club Ferrocarril Oeste y 
por el Juez aproximadamente un año antes de la 
entrevista filmada. 

La prueba irrefutable del conocimiento previo 
que el magistrado tenía del proyecto inmobiliario 
quedó patentizada en el croquis confeccionado en 
el reverso de un oficio judicial que la Cámara le 
dirigiera al Magistrado, el que fue utilizado como 
un papel borrador, cuya autoría admitió el Juez 
ante el Jurado. La concordancia de lo dibujado en 
el croquis con aquello que fuera testimoniado por 
Walter Porta se erige como prueba suficiente para 
desvirtuar su pretensión. 

XXXVIII) Que resulta imperioso destacar que si 
bien el Magistrado ha sostenido a lo largo de este 
enjuiciamiento que la conversación fue sacada de 
contexto por obra de la compaginación del mate- 
rial fílmico efectuada para ser editada y televisa- 
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da, lo cierto es que el acusado no ha hecho refe- 
rencia a aquello en que ha consistido la "mal in- 
tencionada" compaginación que le atribuye a la 
producción del programa televisivo "Telenoche In- 
vestiga". 

Adviértase que el Consejo de la Magistratura 
ha resaltado en forma expresa manifestaciones 
del Juez Herrera tales como "... A mi no me im- 
porta su negocio, a mi me importa mi negocio... 
Seamos crueles: a mi me importa mi negocio..."; 
"...obviamente yo no voy a hacer una licitación 
abierta para que venga cualquiera a hacer lo que 
se le canten las pelotas..."; " ... No nos gana 
nadie. . .";la única seguridad jurídica en la Argenti- 
na es que te firme un juez..."; agregando respec- 
to de la licitación que ". . .vamos a ganarla, porque 
vamos a preparar nosotros la licitación para que 
la ganen ustedes..."; finalmente, para "tranquili- 
dad" del inversor, el juez dijo que "...lo que noso- 
tros podemos hacer es llamar a una licitación para 
50 millones por 10 millones. Y ustedes aparecen 
ofreciendo 15. Una cosa así, Ya le vamos a bus- 
car la vuelta. De eso no se haga problemas...". 

XXXIX) Que, el Dr. Herrera no ha negado ex- 
presamente la autoría de esas manifestaciones, 
que surgen de la conversación filmada y que ex- 
plícitamente le adjudica la Acusación, respecto a 
las cuales debería haberse referido concretamen- 
te, máxime por tratarse de un juez de la nación y 
porque han sido dichas en el marco de una causa 
judicial, cuyo trámite estaba a su cargo, y dirigi- 
das a personas ajenas a ese expediente. 

El Juez, en su argumento defensista sólo se ha 
limitado cuestionar, por razones técnicas, el ma- 
terial fílmico, alegando que el mismo estaba alte- 
rado por borrado de imágenes y que las expresio- 
nes fueron sacadas de contexto. Es significativo 
que no haya rebatido pormenorizadamente y de 
manera seria y fundada las expresiones que con- 
tiene el libelo acusatorio. 

XL) Que se encuentra probado que el tema de 
la entrevista versó sobre un proyecto inmobiliario 
a desarrollarse en el Club Ferro Carril Oeste, que 
requería la realización de un estudio de factibili- 
dad y de inversores que lo financiaran. Más allá 
de que -ex post facto- el proyecto fue calificado 
por el Magistrado como de "imposible" realización 
por las razones que explicara resulta llamativa- 
mente ilustrativo que un Magistrado de la Nación 
reciba en su despacho en horario judicial a un 
desconocido -el supuesto inversor- y al arquitecto 
Etcheverry, a quien dijo conocer con motivo del 
proceso concursal de Ferro Carril Oeste y con 
quien mantuvo unas pocas reuniones, para escu- 
char cuestiones relativas a un proyecto -según él 
irrealizable- que, en lugar de motivar su inmediato 
rechazo, dio lugar a una extensa conversación en 
la que el Magistrado se explayó en temas 
jurídico-procesales, respecto de los cuales comu- 
nicó a sus interlocutores la postura que asumiría 
de concretarse una supuesta licitación de obras a 
la que llamaría para su ejecución. 

XLI) Que de la extensa conversación manteni- 
da que involucró temas concernientes al estudio 
de factibilidad, comercialización y ejecución del 
proyecto inmobiliario, a los plazos que se conce- 
derían para su realización, y a las circunstancias 
que rodearían la licitación y su resultado, no sur- 
ge ninguna frase o expresión que vertida por el 
Dr. Herrera permita sostener válidamente la con- 
vicción que ahora pretende esgrimir con relación 
al carácter "irrealizable" del proyecto. Es de des- 
tacar que fue el propio Magistrado quien avanzó 
respecto de otras posibilidades que en forma su- 
cesiva podrían darse en el futuro: un estudio de 
factibilidad de la parquización de 3 hectáreas y 
obras complementarias también del Club Ferro 
Carril Oeste. 

Ciertamente el encuentro entre el Magistrado y 
el supuesto representante de la empresa consul- 
tora en el predio del Club Ferro Carril Oeste con- 
firma que, aún cuando el proyecto hubiera sido de 
imposible realización, el Juez Herrera actuó con 
convicción respecto de su posibilidad de concre- 
ción. En este nuevo episodio ocurrido entre el 
Magistrado y el supuesto inversor en el predio del 
Club la conversación mantenida en la oportuni- 
dad, lejos de evidenciar "un acoso" por parte del 
interlocutor generador de "fastidio" o "molestia" en 
el Magistrado -como pretende sostener mendaz- 
mente el Dr. Herrera para justificar el diálogo- apa- 
rece como otro dato objetivo demostrativo de su 
creencia respecto de la viabilidad del proyecto que 
a la postre y ya como argumento defensista califi- 
cara de "absurdo" o de "imposible" ejecución. 

XLII) Que, como corolario secuencial de las dos 
conversaciones mantenidas debe concluirse que 



el proyecto inmobiliario fue considerado por el 
Magistrado de posible realización. Sólo en esa in- 
teligencia adquiere sentido el estudio de factibili- 
dad, comercialización y ejecución que le encar- 
gara al tercero a quien le ofreciera ventajas jurídi- 
camente inadmisibles referidas a plazos, exclusi- 
vidad y preferencias que incidirían definitivamen- 
te en el resultado de la posible licitación a la que 
se llamaría. 

XLIII) Que su inconducta se cristaliza en la en- 
trevista que a cámara abierta le efectuó el perio- 
dista Juan Miceli en la puerta de ingreso del edifi- 
cio donde funciona el Juzgado Comercial N Q 3 por 
entonces a su cargo. Ello en razón de que, a sa- 
biendas de que su testimonio estaba siendo re- 
gistrado, con su pleno conocimiento y consenti- 
miento, en la vía pública, con clara alusión a la 
causa en la que intervenía, negó conocer hechos 
de los que había sido protagonista y referencias 
que lo habían tenido como vocero responsable. 

XLIV) Que la evidente mendacidad del Juez ante 
el requerimiento expreso del periodista, sobre una 
reunión que efectivamente había mantenido en su 
público despacho con el presunto inversor, en el 
marco de la causa referida al club Ferrocarril Oeste 
que estaba a su cargo, revela una conducta a to- 
das luces reprochable, que trasunta un modo de 
proceder que, tal como se dijo, afecta seriamente 
la dignidad del cargo. 

XLV) Que, como corolario de todo lo expuesto 
corresponde tener por probado el cargo que se le 
imputara toda vez que el tenor del diálogo mante- 
nido por el Juez Herrera con un supuesto repre- 
sentante de inversionistas franceses, que fuera 
presentado por el Arquitecto Etcheverry, -perso- 
na de conocimiento del Magistrado- evidencia "una 
grave infracción a normas morales por falta de 
escrúpulos y de principios éticos" al advertirse que 
el Juez durante el transcurso de aquella aseguró 
la adjudicación de una futura licitación pública a la 
que convocaría en el marco de un expediente ju- 
dicial sometido a su decisión, en detrimento de 
otros posibles oferentes, violando de esa forma 
las reglas de libre concurrencia, transparencia y 
igualdad de las partes. Sus manifestaciones du- 
rante la entrevista han resultado elocuentes y de- 
vastadoras : "Yo no voy a hacer una licitación abier- 
ta para que venga cualquiera a hacer lo que se le 
cante las pelotas..." y "Nosotros vamos a prepa- 
rar la licitación para que la ganen ustedes". 

XLVI) Que, los jueces están obligados a cum- 
plir y hacer cumplir estrictamente la Constitución 
Nacional, las leyes y los reglamentos que en su 
consecuencia se dicten y defender el sistema re- 
publicano y democrático de gobierno; a desem- 
peñarse con la observancia y respeto de los prin- 
cipios y pautas éticas establecidas en la citada 
ley: honestidad, probidad, rectitud, buena fe y aus- 
teridad republicana; a no recibir ningún beneficio 
personal indebido vinculado a la realización, re- 
tardo u omisión de un acto inherente a sus funcio- 
nes, ni imponer condiciones especiales que deri- 
ven en ello; a fundar sus actos y mostrar la mayor 
transparencia en las decisiones adoptadas sin 
restringir información, a menos que una norma o 
el interés público claramente lo exijan; a abste- 
nerse de utilizar información adquirida en el cum- 
plimiento de sus funciones para realizar activida- 
des no relacionadas con sus tareas oficiales o de 
permitir su uso en beneficio de intereses priva- 
dos. 

Muy particularmente y en lo referido a los car- 
gos por los que se juzga al Juez Herrera, cabe 
señalar muy especialmente el imperativo legal de 
observar en los procedimientos de contrataciones 
públicas en los que intervengan los principios de 
publicidad, igualdad, concurrencia y razonabilidad 
(art. 2 ley 25.188). 

La ley de Etica Pública establece obligatoria- 
mente para los Jueces la observancia -como re- 
quisito de permanencia en el cargo-, de una con- 
ducta acorde con la ética pública en el ejercicio 
de sus funciones, estableciendo que si así no lo 
hicieren serán sancionados o removidos por los 
procedimientos establecidos en el régimen propio 
de su función, (art. 3, ley cit.) 

XLVI I) Que, la conducta del magistrado ha des- 
acreditado la función judicial produciendo un in- 
cuestionable escándalo público. 

En definitiva y coincidiendo con lo sostenido por 
la Acusación en este punto, se ha acreditado de- 
bidamente la falta de decoro y la inescrupulosi- 
dad del Juez encartado al haber mantenido entre- 
vistas con supuestos inversores, en un contexto 
plagado irregularidades, en el que el propio Juez, 
procuraba concertar un acuerdo al margen de la 



legalidad conectada a una causa judicial a cargo 
del Dr. Herrera, lo que lesiona seriamente la dig- 
nidad de la función y lo hace pasible de la remo- 
ción por mal desempeño. 

XLVI 1 1) Que esta conducta nos lleva también a 
la convicción de la procedencia de su remoción. 
El Dr. Rodolfo Herrera ha desacreditado la fun- 
ción judicial produciendo un incuestionable escán- 
dalo público. Ha perdido por sus hechos la buena 
imagen que está vinculada con la trascendente 
finalidad proclamada en el Preámbulo de nuestra 
Constitución de "afianzar la Justicia", y el impres- 
cindible consenso social que dota de legitimidad 
al ejercicio del poder público lo que le ha hecho 
perder las condiciones para la permanencia en el 
cargo. 

Por todo lo expuesto se ha acreditado en este 
proceso y con relación a este cargo que el Dr. 
Herrera ha incurrido en "una grave infracción a 
normas morales por falta de escrúpulos y de prin- 
cipios éticos", por lo cual votamos por su remo- 
ción. 

-Hechos vinculados con la situación patrimo- 
nial del magistrado. 

I) Que, en relación a la acusación vinculada al 
presunto incremento patrimonial del magistrado, 
lo que se resuelva en este proceso de responsa- 
bilidad política resulta -naturalmente- independien- 
te de lo que en definitiva pudieren decidir los jue- 
ces en sede judicial, dentro de las órbitas de sus 
respectivas competencias. 

Este Cuerpo ha sostenido en pronunciamien- 
tos anteriores que la naturaleza y finalidad del pro- 
ceso de enjuiciamiento de magistrados, conforme 
la Constitución y las leyes que lo organizan, en 
casos como el presente, permite establecer si el 
magistrado ha incurrido en la causal de mal des- 
empeño de sus funciones, sin que sea necesario 
determinar la existencia de un delito. 

La conducta fue analizada con el estricto obje- 
tivo de verificar, desde la óptica y competencia 
que le es propia a este proceso de responsabili- 
dad política, si el magistrado ha incurrido en la 
causal constitucional de remoción de "mal des- 
empeño" por haber incrementado su patrimonio 
durante el ejercicio de su cargo de juez de prime- 
ra instancia, sin que ello se corresponda con los 
ingresos que genuinamente percibió a partir del 
momento en que fue designado magistrado y, asi- 
mismo, si ha omitido denunciar en sus declaracio- 
nes juradas rentas de bienes ubicados en el ex- 
tranjero y ahorros en dinero efectivo. 

II) Que, en primer lugar, en relación al informe 
pericial contable realizado por los señores conta- 
dores públicos Jorge Nicolás Schiavo y Eduardo 
Feldman, ambos miembros del Cuerpo de Peritos 
Oficiales de la Justicia Nacional, y el contador 
Santiago Jorge García López, perito de parte pro- 
puesto por la defensa, cabe concluir que las reite- 
radas omisiones, inexactitudes e incongruencias, 
sumado a errores en los asientos y a la metodolo- 
gía utilizada descalifican las conclusiones a la que 
se arribó en virtud a que sólo traducen el resulta- 
do de un cálculo efectuado sobre la base de una 
incorrecta y fragmentaria revisión de las constan- 
cias obrantes en el expediente que carece de sus- 
tento técnico y científico. 

En efecto, se ha omitido considerar, analizar y 
contabilizar en los rubros correspondientes lo si- 
guientes conceptos: a) egresos por el pago de la 
Tarjeta MasterCard Internacional por un monto 
total de ciento treinta y seis mil trescientos noven- 
ta y ocho pesos con ochenta y cinco centavos 
($ 136.398,85.=) en setenta (70) meses; b) egre- 
sos por el pago de la tarjeta Visa Classic por un 
total de veintidós mil doscientos setenta y siete 
pesos con setenta y ocho centavos ($ 22.277.78.=) 
en veinticuatro (24) meses; c) adquisición y even- 
tual venta del vehículo Peugeot, modelo 405 SR, 
año 1 994, número de patente o matrícula K22934; 
d) préstamos hipotecarios recibido el 5 de enero 
de 1990 y el 25 de agosto de 1992; e) suma pro- 
ducida por la venta del departamento sito en la 
calle Sinclair n s 3.148, piso 5 B , Unidad Funcional 
n e 15 de la Capital Federal; f) compra del Solar 
n Q 11, Padrón 16.226, de la localidad de "La Ba- 
rra", del departamento de Maldonado de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay; g) saldo de la Caja de 
Ahorro en pesos n Q 1 55-40-20274/8 en el BBVA 
Banco Francés, a nombre de María Laura Herre- 
ra, de dieciocho mil doscientos sesenta y cuatro 
pesos ($ 18.264.=) al mes de enero de 2004; i) 
saldo de la Cuenta Custodia n Q 1 55-601 -5291 333 
en el BBVA Banco Francés, a nombre de María 
Laura Herrera, de diecisiete mil novecientos trein- 
ta y cuatro pesos ($ 1 7.934.=) y Cedros D2, al mes 



de enero de 2004; j) Depósito a Plazo Fijo Nomi- 
nativo n Q 6401 331 52 -000000002 en el BBVA Ban- 
co Francés, a nombre de María Laura Herrera con 
un saldo a su vencimiento -5 de febrero de 2002- 
de diecinueve mil novecientos noventa y siete dó- 
lares (U$S 19.997.=) 

Asimismo, a las falencias descriptas se añade 
que el método empleado por los contadores pú- 
blicos para la determinación de los egresos y de 
los eventuales aumentos del activo del juez He- 
rrera resultó manifiestamente inadecuado y, fun- 
damentalmente no coadyuva a la finalidad del 
peritaje: esclarecer la situación patrimonial y su 
evolución. 

Por otra parte debe señalarse también que no 
se ha brindado explicación razonable de los moti- 
vos por los que a medida que se entregaban las 
sucesivas versiones de los informes periciales se 
eliminaban anteriores aclaraciones que resultaban 
imprescindibles para la comprensión del proce- 
dimiento utilizado y el estudio del dictamen. El caso 
más representativo de ello resultó el Anexo IV de 
María Laura Herrera. 

III) Que Couture definía a los peritos como auxi- 
liares de la justicia que en el ejercicio de una fun- 
ción pública o de su actividad privada son llama- 
dos a emitir parecer o dictamen sobre puntos re- 
lativos a su ciencia, arte o práctica, asesorando a 
los jueces en las materias ajenas a la competen- 
cia de éstos ("Fundamentos de Derecho Procesal 
Civil", página 74, Ed. Depalma, Buenos Aires, 
1 951 ). Resulta fundamental que la pericia se rea- 
lice dentro del marco de normas y pautas conta- 
bles aplicados razonablemente y expuestos debi- 
damente, resultando relevante que los criterios 
empleados sean explicados y aplicados coheren- 
temente en los períodos sucesivos analizados, y 
que las situaciones sean adecuadamente compa- 
rativas. 

Por supuesto que ante este enfoque idóneo y 
honesto del trabajo hay innumerables posibilida- 
des de yerros o falseamientos de estos estados, 
con distorsión de los resultados y la consecuente 
desnaturalización de la pericia y sus conclusio- 
nes. 

Este Jurado es el responsable de la causa y 
quien debe dictar sentencia, con la necesaria 
amplitud para valorar el informe de los profesio- 
nales que lo auxilian (artículo 263, inciso cuarto 
del Código Procesal Penal). Pero esa amplitud no 
puede llegar a la arbitrariedad, ni obsta a la exi- 
gencia para que la producción del dictamen cons- 
tituya una pieza de tal índole indubitable que le 
facilite la mejor administración de justicia. 

En ese orden de ideas, el perito debe cumplir 
sus funciones bajo los siguientes principios: razo- 
nabilidad, es decir establecer los fundamentos de 
hecho y científicos que sustentan el informe; con- 
gruencia, que guarden relación entre las premi- 
sas y conclusiones (lógica de composición); pro- 
porcionalidad, es decir establecer la finalidad en- 
tre el dictamen y las contradicciones que se plan- 
tearon en el caso concreto, entre los hechos y sus 
consecuencias, evitando que se trate lisa y llana- 
mente de un autoritarismo a-científico (como des- 
viación de la función o simplemente de una opi- 
nión); buena fe, es decir sin utilizar artilugios que 
lleven a engaño a las partes o al Juez en el proce- 
so de investigación y por último, que no altere el 
supuesto bajo las cuales fue convocado, siendo 
su obligación principal: entregar su informe (conf. 
Sebastián y Carlos A. Ghersi, "La responsabilidad 
del perito judicial", LA LEY 14/06/2004, 1 - LA LEY 
15/06/2004,2). 

IV) Que la elaboración y desarrollo de una peri- 
cia, ordenada en un proceso en el que se encuen- 
tra en debate el desempeño de un magistrado de 
la Nación, ha de ser el resultado de una profunda 
reflexión, rodeada del más acabado conocimien- 
to de los hechos en juego. La conclusión final del 
dictamen que se expide no debería traducir otra 
cosa que el fiel reflejo de las pruebas que obran 
en la causa, junto con las valoraciones realizadas 
con sustento lógico y técnico. En definitiva: a) ha 
existido error o negligencia en la consideración 
de los fundamentos tácticos de la pericia: refu- 
giarse en la inexistencia de documentación, no 
admite importar un resultado inconcebible a un 
razonamiento elemental. No se computaron gas- 
tos del Juez so pretexto de la inexistencia de do- 
cumentación, o se admitió que sus gastos alcan- 
zaban al 10% de sus ingresos, b) No se han teni- 
do en cuenta los hechos, actos acreditados en el 
expediente, o documentos sobre las cuales exis- 
tió reconocimiento de las partes, c) No se tuvo en 
cuenta documentación esencial para el dictamen 
pericial, así por ejemplo la compulsa de los resú- 
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menes de las tarjetas de crédito, de deudas hipo- 
tecarias establecidas por escritura pública, sus 
servicios de intereses y cancelaciones, el cómpu- 
to de la adquisición de un lote en la Barra de Mal- 
donado por dieciocho mil dólares (U$S 1 8.000.=). 
Ni la confrontación de esta incorporación patrimo- 
nial y de los ingresos habidos por el Dr. Herrera 
por honorarios profesionales en 1 995 y 1 999, con 
la omisión en las Declaraciones Juradas presen- 
tadas ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, d) No se guardó la proporcionalidad ade- 
cuada entre la hipótesis de trabajo y las deriva- 
ciones de su dictamen, desde la congruencia ló- 
gica y desde el saber científico. Incorporada la 
falsedad de la premisa mayor (egresos base 0, o 
de canasta de hogar pobre, con un resultado men- 
sual apropiado en la pericia como saldo a favor), 
la conclusión de que la evolución patrimonial del 
Magistrado estaba justificada, es inexorablemen- 
te falaz. 

La labor como auxiliares de la justicia, a la que 
debieron contribuir con su saber, ciencia y con- 
ciencia no quedó satisfecha y resultó, cuanto me- 
nos, negligente y desaprensiva, razón por la que 
corresponde que este Jurado lo ponga en conoci- 
miento del señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, con respecto a los peri- 
tos oficiales, y al Consejo de Profesionales de 
Ciencias Económicas de la Capital Federal, res- 
pecto del perito de parte, a sus efectos. 

V) Que el marco probatorio reunido, y descripto 
en los considerandos precedentes, se cierra en 
forma homogénea y adquiere el peso suficiente 
para permitir concluir lógicamente, desde la ópti- 
ca y competencia que le es propia a este proceso 
de responsabilidad política, que la conducta ob- 
servada por el doctor Rodolfo Herrera en relación 
a haber incrementado su patrimonio durante el 
ejercicio de su cargo de juez sin que ello se co- 
rresponda con los ingresos que genuinamente 
percibió y, asimismo, haber omitido denunciar bie- 
nes en sus declaraciones juradas, revela un into- 
lerable daño a la administración de justicia y me- 
noscabo de la investidura, impropia e incompati- 
ble con el comportamiento que corresponde des- 
plegar a un juez de la Nación, por lo que ha incu- 
rrido en la causal de mal desempeño, prevista en 
el artículo 53 de la Constitución Nacional. 

En efecto, realizada una doble verificación ten- 
diente a determinar, por un lado, si el patrimonio 
se ha incrementado durante el ejercicio de su car- 
go de juez y, por el otro, a comprobar si ese au- 
mento se condice con los ingresos percibidos, se 
ha probado lo siguiente: 

a) Que en febrero de 1989 el patrimonio del 
doctor Rodolfo Herrera, tomado a valores actua- 
les, puede estimarse en la suma de ciento cua- 
renta y ocho mil trescientos treinta y tres pesos 
con treinta y tres centavos ($ 148.333.33.=) . 

b) Que el actual patrimonio del juez a valores 
de compra es de cuatrocientos noventa y dos mil 
novecientos ochenta y ocho pesos ( $ 492.988.= ), 
y a valores actuales su patrimonio puede estimar- 
se en la suma de quinientos treinta y cinco mil 
dólares Í U$S 535.000.= ) y ciento sesenta y un mil 
noventa y ocho pesos ( $ 161.098.= ). 

c) Que el doctor Rodolfo Herrera percibió des- 
de que prestara juramento como juez comercial 
en el mes de febrero de 1 989 un salario promedio 
de seis mil setenta y un pesos con cuarenta y un 
centavos ( $ 6.071.41.= ) en 179 meses contabili- 
zados durante el período comprendido entre fe- 
brero de 1 989 y diciembre de 2003. Esa cifra con- 
frontada con el promedio de gastos mensuales - 
seis mil cuatrocientos veintiséis pesos con treinta 
y ocho centavos ( $ 6.426.38.= )- permite concluir 
que los ingresos derivados de su cargo, analiza- 
do en el contexto de su habitual desenvolvimiento 
económico, no le permitieron generar fondos -pro- 
venientes de su ahorro- para la adquisición del 
conjunto de sus actuales bienes. 

d) Que, por otro lado, los ingresos que el juez 
argumentara haber percibido en concepto de ho- 
norarios profesionales ($235.192,78.=) y por 
pago de diferencia de haberes ($45.357,51.=) 
ascienden a doscientos ochenta mil quinientos 
cincuenta pesos con veintinueve centavos 
( $ 280.550.29.= ). Que aún confrontada esa cifra 
con cualesquiera de los montos que se tomen para 
el análisis -valores de compra o valores actuales- 
tampoco resulta probado que el patrimonio del 
doctor Herrera haya aumentado de acuerdo a los 
ingresos que percibió. 

Dicho de otro modo: el incremento patrimonial 
que exhibe el doctor Herrera, por sí y a través de 
familiares directos, no puede ser justificado en vir- 



tud de sus ingresos como Juez ni adicionándole 
los honorarios que habría percibido por su actua- 
ción anterior como abogado. La propiedad de bie- 
nes inmuebles y muebles registrables de singular 
valor económico a su nombre y de su grupo fami- 
liar, el nivel cuantitativo y cualitativo de sus egre- 
sos, y el constante incremento de unos y otros a 
lo largo de los años muestran que no es posible 
dejar de señalar estos hechos sino con alarma y 
preocupación. 

Las diversas sumas de dinero percibidas por el 
magistrado por honorarios devengados por su 
actuación profesional como abogado, más allá de 
que -como fuera precedentemente descripto- no 
han permitido justificar el incremento patrimonial 
que ha tenido, imponen algunas reflexiones. Se 
ha demostrado que el doctor Herrera no ha decla- 
rado tales ingresos ante la Administración Fede- 
ral de Ingresos Públicos, ni por ende ha pagado 
por los mismos las correspondientes alícuotas que 
corresponden por Impuesto a las Ganancias. Tam- 
poco ha tributado el Impuesto a los Bienes Perso- 
nales. 

Todo ello sin perjuicio de lo informado por la AFIP 
respecto de la ausencia de las formalidades exi- 
gibles para otorgar validez a los recibos presenta- 
dos como acreditantes de aquellos honorarios, 
sumado a que tampoco se cuenta con ningún an- 
tecedente de movimiento de esos importantes fon- 
dos a través de entidades bancarias. 

No está en discusión aquí ni la eficacia, ni la 
validez de los pagos hechos al juez, ni el eventual 
incumplimiento impositivo o tributario introducido 
por la acusación en el alegato final. Ambas cues- 
tiones se encuentran fuera del debate. 

Sin embargo es este Jurado en cumplimiento 
de la alta misión encomendada por la Constitu- 
ción Nacional que no puede de modo alguno ad- 
mitir que un juez pretenda fundar su defensa en el 
incumplimiento de normas y deberes que le son 
exigibles como a cualquier otro ciudadano y a él 
con mayor razón. Resulta en el caso aplicable la 
doctrina de las "manos limpias", que originada en 
el derecho anglosajón ("clean hands') ha sido re- 
ceptada por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (conf. causa "Bodegas y Viñedos Amadeo 
Marañón SA c/ Instituto Nacional de Vitivinicultu- 
ra", 10/7/75, EDT.65-255). En esa oportunidad el 
Alto Tribunal decidió: "El principio de buena fe que 
debe presidir toda acción en justicia, aconseja no 
atender el reclamo de quien se reconoce culpable 
de una acción ilegal"y agregó ". . . que por su com- 
portamiento ilegítimo y reprochable, no puede pre- 
tender la tutela del órgano jurisdiccional, que sólo 
cabe al que se presenta con las manos limpias 
para reclamar...". La doctrina de "clean hands", 
de extendida aplicación en el common law impo- 
ne, al que se presenta ante la Justicia para recla- 
mar un derecho, el deber de hacerlo "con las ma- 
nos limpias"; y para ello ha de verificarse, el res- 
peto de principios morales o de derecho natural 
que se encuentran por encima de los puramente 
jurídicos (conf. Jorge Mosset Iturraspe, "El Frau- 
de a la Ley", Pag. www. Rubinzal Culzoni). 

e) Que, respecto de las Declaraciones Jura- 
das presentadas ante la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación, el juez, en primer lugar, omitió 
individualizar con precisión el Solar 11, Padrón 
16.226 y, en segundo término, falseó el monto 
real de la operación total de las compras de las 
propiedades (U$S 79.000.= producto de los 
U$S 61.000.= sumados a los U$S 18.000.=), e 
insertó un monto (U$S 62.000.=) que ni siquiera 
se condice con lo pagado por los solares 1 2 y 1 3 
de acuerdo a la escritura ciento dieciocho 
(U$S 61 .000.=). Dicho en otros términos, para no 
denunciar la compra de un inmueble efectuó dos 
claras acciones: la primera consistió en no indi- 
vidualizar la propiedad de manera adecuada 
como lo hizo con las restantes informadas y, la 
segunda, en brindar de modo expreso una infor- 
mación mendaz en cuanto al real valor pagado 
por todos los inmuebles. 

f) Que en la declaración jurada del año 2004, 
una vez iniciado el proceso de enjuiciamiento po- 
lítico ante el Consejo de la Magistratura, el doctor 
Herrera pretendió sanear la condición del Solar 
n Q 1 1 , cuyo monto pagado por su adquisición no 
se había declarado con anterioridad, diluyéndolo 
bajo el argumento de comunicar que se había 
asignado un nuevo número de Padrón Catastral a 
sus inmuebles por unificación. La conducta des- 
cripta evidencia que el doctor Herrera no sólo fue 
mendaz en su declaración jurada de 2002, sino 
que procuró la incorporación tangencial del inmue- 
ble descripto de un modo especioso y poco claro 
que demuestra, una vez más, su inadecuada y 
reprochable conducta. 



Sin desconocer el alcance y la amplitud del de- 
recho de defensa que le asiste a todos los justi- 
ciables establecido en la Constitución Nacional, 
la buena fe y rectitud resultan exigibles en el ejer- 
cicio de cualquier acción y de cualquier derecho. 
No resulta admisible ni apropiado para la salud de 
la República que un juez nacional mantenga una 
persistente conducta de ocultamiento y mendaci- 
dad plasmada no solo ante el órgano de control 
patrimonial dispuesto por la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación como cabeza del Poder Ju- 
dicial, sino evidenciada incluso hasta en su ac- 
tuación en su propio juicio político. 

En ese sentido cabe considerar que el doctor 
Rodolfo Herrera afirmó con conocimiento cabal 
una falsedad en relación al tercer terreno que com- 
pone el inmueble de la localidad de La Barra de 
Maldonado, durante todo este proceso de respon- 
sabilidad política, tanto en su declaración ante la 
Comisión de Acusación del Consejo de la Magis- 
tratura (conf. fojas 351 de la causa principal), como 
en su defensa escrita ante este Jurado y en la 
documentación que se le facilitara al perito conta- 
dor de parte para adjuntar con el informe pericial. 
Recién al momento en que concurrió el perito ta- 
sador a la finca de la localidad de "La Barra", y 
ante la innegable evidencia que la propiedad es- 
taba asentada sobre tres solares y que los padro- 
nes catastrales unificados fueron también tres en 
lugar de dos, se hizo entrega de la hasta enton- 
ces desconocida escritura número ciento diecinue- 
ve correspondiente al Solar n B 1 1 . 

g) Que el juez omitió declarar ante la Corte Su- 
prema ingresos derivados del ejercicio de una acti- 
vidad profesional independiente previa a ser desig- 
nado como juez comercial en declaraciones jura- 
das presentadas el 25 de noviembre de 1996 y el 
1 6 de febrero de 2000, que debían reflejar el esta- 
do patrimonial de los últimos 12 meses, al no ha- 
ber denunciado en el rubro ingresos "compatibles 
con lo dispuesto por el artículo 8 del Reglamento 
para la Justicia Nacional"\os montos percibidos en 
mayo y junio de 1 995 ($ 25.000.=) y julio de 1 999 
($ 26.000.=) (conf. Acordadas 57/96 y 1/2000). 

En definitiva, un magistrado que pretende con- 
tinuar ejerciendo el cargo con que la Nación lo ha 
honrado, llamado a exponer sobre la evolución de 
su patrimonio durante su desempeño como miem- 
bro del Poder Judicial debe, de modo insoslaya- 
ble, presentar con toda claridad y transparencia 
la totalidad de sus bienes. 

VI) Que la conducta del juez no debe ser apre- 
ciada de manera fragmentada o aislada, que en 
definitiva conllevaría a prescindir de una visión de 
conjunto de su modo de actuar. Por el contrario, 
se la debe considerar a lo largo del tiempo y en 
una necesaria correlación con todo el material 
probatorio incorporado a este juicio, y conocido 
por las partes, con el objeto de verificar -en el 
marco de la imputaciones descriptas- si incurrió 
en la causal de "mal desempeño" por la que se 
solicitara su destitución. 

En ese contexto, este Jurado entiende que el 
juez Herrera ha incurrido en la causal de mal des- 
empeño, prevista en el artículo 53 de la Constitu- 
ción Nacional, por haber incrementado su patri- 
monio durante el ejercicio de su cargo de juez sin 
que ello se corresponda con los ingresos que ge- 
nuinamente percibió, como así también por haber 
omitido denunciar bienes en sus declaraciones 
juradas. En efecto, no sólo se ha acreditado que 
el incremento de su patrimonio no se condice con 
los ingresos percibidos, sino que ha quedado pro- 
bada su constante conducta carente de transpa- 
rencia, reacia y poco clara a dar cuenta de sus 
bienes, tanto a la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación y a la Administración Federal de Ingresos 
Públicos, como a este mismo Cuerpo. 

En este sentido la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación estableció, a través de la Acordada 
n Q 57, que en el sistema republicano "la transpa- 
rencia de quienes ejercen responsabilidades de 
gobierno es un elemento constitutivo del requisito 
de idoneidad que impone la Constitución Nacio- 
nal para el desempeño de la función pública". 

Vil) Que de la estructura defensista pareciera 
surgir que el magistrado habría conseguido para 
sí una suerte de milagro económico o bien habría 
descubierto el misterio de la piedra filosofal que 
desvelaba a los antiguos. No sucedió ni una cosa 
ni la otra. El juez tampoco ha aportado datos se- 
rios que así permitan admitirlo, tal como era su 
obligación moral y legal. 

El magistrado en trance de ser acusado debe 
entregar en bandeja de plata las pruebas de su 
inocencia a sus acusadores. 



El Código de Etica de la Función Pública refiere 
a criterios axiológicos de plena aplicación al caso. 
El doctor Herrera estaba obligado a exteriorizar 
una conducta que no pusiera en riesgo la imagen 
que debe tener la sociedad respecto de sus servi- 
dores. Su comportamiento debió ser tal que, exa- 
minada su conducta, ésta no hubiera tenido que 
ser objeto de reproche. Debió expresarse con ve- 
racidad y así contribuir al esclarecimiento de la 
verdad. No puede olvidarse que el fin de la fun- 
ción pública es el bien común. Sus declaraciones 
juradas no han permitido el control y seguimiento 
de su situación patrimonial y financiera. 

VIII) Que estos imperativos han sido soslayados 
por el doctor Herrera, que en sus comunicaciones 
a la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 
carecido de la rigurosidad y certidumbre que ha- 
cen a la veracidad, suministrando datos insuficien- 
tes y equívocos en sus declaraciones juradas. Su 
visión respecto de las propias obligaciones tributa- 
rias tampoco puede pasar inadvertida. 

IX) Que conforme quedara expresado, el juez 
que resulta acusado debe mantener en ese tran- 
ce una conducta tan irreprochable y transparente 
como en el ejercicio de su ministerio y defenderse 
de los cargos mostrando a sus Juzgadores y a la 
sociedad, sin dobleces ni ocultamientos, que sus 
manos están limpias. Resulta sencillamente incon- 
cebible que se pretenda que la violación a la ley 
sea admitida y que, convalidando ese proceder, 
se permita a un Juez acusado y suspendido retor- 
nar a su cargo para impartir justicia. 

Asimismo se ha sostenido que: "La simulación, 
el escondrijo, el ardid, y la deslealtad representan 
los recursos del astuto, espíritu mezquino y pe- 
queño de ánimo. Y la astucia guarda esencial pa- 
rentesco con la avaricia, entendida como el des- 
mesurado afán de poseer cuantos " bienes" esti- 
me el hombre que puede asegurar su grandeza y 
su dignidad ('altitudo, sublimitas'). Pues bien ja- 
más puede darse en un juez la virtud de la pru- 
dencia sin una constante preparación para la auto 
renuncia, sin la libertad y la calma serena de la 
humildad y la objetividad..., desatendiendo las 
reservas formuladas por el angustioso instinto de 
conservación y olvidando todo interés egoísta por 
la propia seguridad" (conf. Jorge Sarmiento Gar- 
cía, "La Etica y los Jueces", Ed. Dike, página 109). 
El Juez Rodolfo Herrera ha demostrado un com- 
portamiento que es la indeseable contracara de 
las virtudes señaladas. 

X) Que la conducta del doctor Herrera en mate- 
ria patrimonial no ha sido transparente, el incre- 
mento patrimonial no aclarado se erige como un 
grave ejemplo para la República, máxime cuando 
existe la posibilidad cierta de que la sociedad, 
guiada por el sentido común, sospeche de la co- 
incidencia temporal entre ese incremento patrimo- 
nial y el desempeño de una función pública, espe- 
cialmente si aquel incremento no ha sido justifica- 
do con los ingresos que el propio magistrado ha 
reconocido como percibidos (sueldo y honorarios 
profesionales). 

Frente al anterior panorama, debe añadirse al- 
gunas reflexiones atinentes a la prueba pericial 
contable en lo que concierne a haber computado 
como egresos del Juez Herrera los propios de "la 
canasta del hogar pobre". 

Sucede que lo que es inverosímil para el hom- 
bre común lo es también para quienes integran 
este Jurado. Creemos que son demasiados los 
pobres y su situación tan crítica en nuestro país 
que tan artificiosa construcción es además irreve- 
rente e irrespetuosa para ellos. 

Este Jurado no puede admitir que se haga befa 
de la inteligencia ajena a través de generarse 
mediante una ficción contable, un "colchón" de 
ahorros que permita justificar un patrimonio que, 
de otra manera, no encuentra explicación alguna. 

Lo cierto es que un Juez Nacional no puede ser 
considerado jefe de una familia pobre en la Repú- 
blica Argentina y menos aun cuando exhibe un 
nivel de vida que lo desmiente categóricamente. 

Cabe preguntarse así: los pobres ¿habitan en 
departamentos de la categoría del que es propie- 
tario el acusado, en una de las zonas mas exclu- 
sivas y caras de la Ciudad de Buenos Aires?; ¿tie- 
nen vehículos de los denominados "cuatro por 
cuatro"?; ¿van de vacaciones a sus casas de La 
Barra?; ¿cuentan con tarjetas de crédito naciona- 
les e internacionales?; ¿pueden realizar 84 viajes 
en avión en un lapso de poco más de cinco años?. 

¿Acaso es posible que pudieran en el mes de 
enero de 2002, en medio de la crisis económica y 
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social más importante de la historia nacional, ha- 
ber pagado por consumos de tarjetas de crédito 
una suma superior a los ocho mil dólares estado- 
unidenses?. La respuesta es obviamente negati- 
va a todo estos básicos interrogantes, siendo que 
a la vez, los anteriores son sólo algunos aislados 
ejemplos de lo que surge de los legajos patrimo- 
niales del Dr. Herrera que demuestran consumos 
que en cantidad y calidad no sólo no están al al- 
cance de ningún pobre sino de la mayor parte de 
los habitantes de este país. 

Por la salud de la República, ante todo el cua- 
dro descripto, no se debe mirar para otro lado. 

XI) Que el Estado Argentino aprobó por la ley 
24.759 la Convención Interamericana contra la 
Corrupción -ratificada y vigente- cuyos propósitos 
iniciales resultan "promover y fortalecer el desa- 
rrollo por cada uno de los Estados Partes, de los 
mecanismos necesarios para prevenir, detectar, 
sancionar y erradicar la corrupción" (artículo 2 Q , 
ap. I), en el entendimiento que "tales medidas ayu- 
darán a preservar la confianza en la integridad de 
los funcionarios públicos y en la gestión pública" 
(artículo 3 S , ap. I). 

Frente a la normativa reseñada se deben con- 
ciliar, por un lado, la conducta del funcionario y, 
por otro, el reclamo social constantemente reafir- 
mado por ciudadanos y por sus representantes 
acerca de que no continúen sin castigo los actos 
de corrupción administrativa. Estos principios ad- 
quieren mayor relevancia cuando se pretende que 
la función judicial se desarrolle con corrección y 
en un marco de incontrastable transparencia. 

La correcta administración de justicia requiere 
inexorablemente honestidad y probidad de quie- 
nes la representan con lo que el incremento patri- 
monial en los bienes de un magistrado, sin corre- 
lación con los ingresos genuinos percibidos du- 
rante la vigencia de la relación funcional, configu- 
ra una conducta que afecta la imagen y el decoro 
que debe observar un juez como modelo de la 
buena conducta y rectitud. 

XII) Que en ese sentido, "La corrupción de los 
jueces -política o de otro tipo- no sólo supone un 
nivel de indefensión y de inseguridad para los ciu- 
dadanos que se ven sometidos concretamente a 
su jurisdicción sino que la arbitrariedad que en- 
vuelve todo acto de corrupción judicial pende como 
una amenaza potencial que puede eventualmen- 
te ser ejecutada contra cualquiera. Y como las 
decisiones judiciales no pueden ser revocadas por 
otro poder estatal sus efectos son menos subsa- 
nares. Como el ciudadano no puede acudirá otro 
nivel estatal en busca de auxilio y apoyo, la per- 
cepción de debilidad y vulnerabilidad que genera 
tal corrupción en el conjunto de la población no es 
comparable a la corrupción de otro órgano o po- 
der estatal. Ante esta situación el ciudadano des- 
creerá de la justicia y buscará solucionar sus con- 
flictos por medios no siempre legales con el con- 
sabido impacto que ello tiene en la convivencia 
social la corrupción de los jueces hace que la se- 
guridad jurídica sea un puro espejismo "(conf. "La 
Corrupción Aspectos éticos, económicos y jurídi- 
cos", Gedisa Editorial, Barcelona, 2002, pági- 
na 168). 

Todo las circunstancias descriptas conforman 
un marco probatorio con el peso suficiente para 
concluir que el doctor Herrera, en relación a los 
cargos descriptos, ha incurrido en la causal cons- 
titucional de "mal desempeño", por lo cual vota- 
mos por su remoción. 

-Hechos vinculados con el sorteo de la sindi- 
catura concursal de la causa n- 101.625/01, 
caratulada "Obra Social del Personal para la 
Actividad Docente s/ concurso preventivo". 

I) Que los cargos que se le atribuyen al Dr. Ro- 
dolfo Antonio Herrera en la resolución n Q 373/04 
del Plenario del Consejo de la Magistratura con- 
sisten en: a) haber fijado la audiencia para el sor- 
teo de síndicos en el expediente caratulado "Obra 
Social Para La Actividad Docente en horario dis- 
tinto del que se publicara en la cartelera del Juz- 
gado Comercial N Q 3 por disposición reglamenta- 
ria de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial 
y no haber subsanado el defecto inmediatamente 
después de haberlo advertido y reconocido como 
un "desafortunado el error" a efectos de resguar- 
dar el principio de transparencia. La discordancia 
horaria advertida no constituyó -según la acusa- 
ción- un defecto meramente formal sino que afec- 
tó un elemento esencial del acto que es su publi- 
cidad, íntimamente ligado con la exigencia de 
transparencia que debe observarse en los sorteos, 
y b) haber incurrido en una falta de equilibrio, pru- 
dencia y mesura, así como también de un excesi- 



vo grado de intolerancia vinculada a los hechos 
ocurridos: b.1 ) el 30 de diciembre de 2003 en opor- 
tunidad de efectuarse el sorteo de síndico en el 
concurso preventivo de Auxi-Therapia S.A., al que 
concurriera la procuradora del estudio jurídico 
patrocinante de los contadores Canapeti y Llove- 
rás, señora María José Herrera, advertido el ma- 
gistrado acusado de su presencia, y dirigiéndose 
a su secretario privado le indicó que consignara 
correctamente la hora del sorteo en el libro res- 
pectivo, expresando "no vaya a ser que alguna rata 
inmunda se le ocurra hacer quilombo" y b. 2) el 2 
de febrero de 2004, siendo aproximadamente las 
10.45 hs. en circunstancias en que los contado- 
res Lloverás y Canapeti salían de una audiencia, 
junto a su letrado Faricelli -a la que no habían asis- 
tido ni el magistrado encausado ni su secretaria- 
se encuentran con el Dr. Herrera en la puerta de 
entrada de los tribunales ubicados en Callao 635, 
quien dirigiéndose al contador Lloverás pronun- 
ció epítetos de muy grueso calibre y amenazas 
de vengarse y destruirlo. 

II) Que el desarrollo de lo acontecido y el exa- 
men de las circunstancias propias de los hechos 
que constituyen la base de la acusación, persua- 
den de que no han sido probados los dos cargos 
traídos por el Consejo de la Magistratura de mal 
desempeño del Juez Rodolfo A. Herrera, vincula- 
dos a la designación por sorteo de los síndicos 
que intervendrían en un concurso de singular 
magnitud. 

En cuanto al primero de los hechos: proceder 
con falta de transparencia el día 2 de Diciembre 
de 2003 en el sorteo de los síndicos general y 
verificante del concurso preventivo de la Obra 
Social para la Actividad Docente y Empresarial, 
este voto aprecia: 

a) que la diferencia entre la hora prescripta en 
el correspondiente auto de apertura (10:00) y la 
publicitada en la forma reglamentaria (9:30) se 
debió a la desprolijidad de mantener por inercia 
en los formularios y sellos utilizados las fórmulas 
anteriores a la reforma en esta materia del regla- 
mento de la Justicia Comercial de la Capital Fe- 
deral, (art. 12, inc. b) en vigencia desde el 1 B de 
Enero de 2003, sin que se haya atribuido a tal 
desvío intención alguna; 

b) que esa deficiencia venía repitiéndose a lo 
largo del año sin que hubiera sido objetada por 
los profesionales interesados entre los que se 
contaban los denunciantes; 

c) que acerca de un posible sorteo a la hora 
1 0:00 prescripto en el auto de apertura, no existió 
publicidad y que no pudo ser probada la posibili- 
dad de que los contadores que requirieron la nuli- 
dad del sorteo, Cristina Canapetti y Horacio Lio- 
veras, hubieran podido conocer el auto de apertu- 
ra de fecha 25 de Noviembre de 2003 por Inter- 
net; 

d) que por el contrario, está probado que la pu- 
blicidad de la hora 9:30 existió, efectuada en la 
forma reglamentaria habitual y que tres de las 
cuatro partes directamente interesadas se consi- 
deraron notificadas. Ellas son: los tres Estudios 
clase A autorizados para intervenir en los concur- 
sos de magnitud y el contador veedor que contro- 
la la regularidad de las designaciones en repre- 
sentación del Consejo Profesional de Ciencias 
Económicas; 

e) que, determinar la validez legal del sorteo 
efectuado en esa forma es materia de interpreta- 
ción, que fue sometida por el magistrado a con- 
sideración previa de las partes a quienes concer- 
nía la eventual designación; ellas, con asistencia 
letrada, se pronunciaron por su validez, siendo 
resuelta la cuestión en ese sentido por el Juez 
mediante la providencia del 15 de Diciembre de 
2003; 

f) que su nulidad por la Cámara de Apelaciones 
en lo Comercial dispuesta con fecha 22 de Diciem- 
bre de ese año no lo fue por razones jurídicas que 
valorasen los criterios en discusión sino por vía 
de superintendencia, con referencia a la sospe- 
cha que había creado la entrevista filmada y dis- 
tribuida por televisión el día 3 de Diciembre de 
2003, tal como lo indican los propios términos del 
dictamen de la Fiscal de Cámara que sirvieron de 
fundamento, de manera que la nulidad declarada 
no descalifica "per se" el valor jurídico de mante- 
ner -como lo hizo el Juez- la validez del sorteo, 
publicitado debidamente y efectuado a la hora 
9:30, sin perjuicio de que el criterio empleado pu- 
diera ser considerado fundado o infundado por otra 
autoridad judicial. Las precedentes conclusiones, 
hacen innecesario extenderse sobre la obvia in- 
dependencia de decisión propia de un miembro 



de la magistratura en casos como este, para con- 
cluir que el Dr. Herrera ha actuado esta vez den- 
tro de sus facultades judiciales, no siendo proce- 
dente el cargo que le ha sido formulado, lo que 
así corresponde declarar. 

III) Que en lo concerniente al segundo hecho 
de cargo: la falta de compostura del Juez en sus 
relaciones con los contadores denunciantes, que 
llega a este Jurado como antecedente de carác- 
ter, según manifiesta la acusación, se considera 
que los diferentes episodios denunciados ante la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial por los 
contadores antes mencionados con fecha 2 de 
Febrero del año 2004 no están suficientemente 
acreditados en autos como para ser tenidos en 
cuenta, para juzgar del comportamiento del ma- 
gistrado en el sorteo del día 2 de Diciembre de 
2003. 

-Conclusiones finales comunes a todos los 
cargos. 

I) Que resulta conocido y aceptado que al Juez 
que ejerce la Magistratura Republicana le vienen 
impuestos deberes que son inherentes a su in- 
vestidura: 

probidad, imparcialidad, dignidad, transparen- 
cia, y decoro. Su carencia afecta gravemente la 
credibilidad y el prestigio del Poder Judicial. 

Si los jueces no son creíbles y no gozan de pres- 
tigio, el sistema republicano de gobierno y el es- 
tado de derecho se conmueven hasta los cimien- 
tos, generando un escepticismo en la sociedad 
que resulta el germen destructivo de las institu- 
ciones. Esta credibilidad y prestigio generan el for- 
talecimiento del Poder Judicial por lo que los jue- 
ces deben mantener en el tiempo una conducta 
irreprochable. 

Cuando ello no sucede de este modo, el efecto 
corrosivo se expande y echa sombras sobre la 
conducta de todos. Ello, además de ser objetiva- 
mente injusto, genera sensaciones de impoten- 
cia, frustración y desazón en aquellos que honran 
su ministerio en silencio y a la altura del cargo 
que la República le ha encomendado. 

II) Que este Jurado de Enjuiciamiento no cum- 
pliría con la misión atribuida por la Constitución 
Nacional en el caso de admitir que el proceso de 
remoción se limite a una contienda en la que triunfa 
la verdad formal sobre la material y el interés indi- 
vidual sobre el público. Por otra parte tampoco es 
un convidado de piedra en el sistema institucional 
que conforma el Poder Judicial, ni tiene una me- 
nor jerarquía que el órgano acusador establecido 
por el artículo 1 14 de la Ley Fundamental. Resul- 
ta ser -nada menos- el encargado de remover o 
mantener en sus cargos a los jueces. Se le ha 
asignado la función que con anterioridad a la re- 
forma constitucional de 1994 y su puesta en fun- 
cionamiento en 1999 estaba reservada a la Ho- 
norable Cámara de Senadores del Congreso Na- 
cional. 

Reside en este Jurado la responsabilidad de 
sostener la independencia real del Poder Judicial 
dado que es el único al que se le asigna la función 
de establecer quién ha de permanecer en su car- 
go y quién ha de ser removido y así lo ha dicho en 
palabras muy claras la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación (conf. Causa B.450.XXXVI "Brusa 
Víctor Hermes s/ pedido de enjuiciamiento", voto 
de los jueces Maqueda y Belluscio). Se impone 
así al Cuerpo el deber implícito de decidir con 
sentido de Justicia teniendo en consideración la 
alta repercusión social de sus decisiones y la tras- 
cendencia que las mismas tienen en orden a la 
valoración de las conductas que pudieran subsu- 
mirse en causas de remoción. 

Los magistrados tienen derecho a ser juzgados 
con todas las garantías que la Constitución otor- 
ga a cualquier ciudadano, mas su actuación ha 
de ser analizada desde un prisma más riguroso: 
los argentinos aspiran a un Poder Judicial presti- 
giado, eficiente, y conformado por mujeres y hom- 
bres insospechados, imbuidos del sentido del de- 
ber que la dignidad de la magistratura impone. 

III) Que no se encuentra en ello una pretencio- 
sa búsqueda del "juez ideal", que mentes y espíri- 
tus más lúcidos y competentes lograrán sin du- 
das con mayor éxito, mas ello no es obstáculo para 
que las decisiones del Jurado lleven por lo menos 
un mensaje muy claro respecto de lo que resulta 
intolerable e inaceptable en un magistrado. En ese 
sentido se ha afirmado que el juez "debe ser más 
sabio que ingenioso, más respetable que simpáti- 
co y popular, y más circunspecto que presuntuo- 
so. Pero ante todo debe ser íntegro, siendo ésta 



para él una virtud principal y la calidad propia de 
su oficio" (conf. Bacon F. "Ensayos sobre moral y 
política", versión castellana, A Roda Rivas, Edito- 
rial Lautaro, 1946, página 257). 

IV) Que la imagen del Poder Judicial no es bue- 
na es cosa sabida: las encuestas de opinión lo 
colocan en niveles de aceptación social muy ba- 
jos. Múltiples son las causas que han provocado 
esta situación y está a cargo de este Jurado, por 
imperativo mandato de la Constitución, el examen 
de una de ellas: la conducta de los magistrados 
que son acusados por el Consejo de la Magistra- 
tura por las causales previstas en el artículo 53 
de la Constitución Nacional. 

Al respecto procede recordar la reflexión de 
Calamandrei: "El estado siente como esencial el 
problema de la elección de los jueces, porque sabe 
que les confía un poder mortífero que, mal em- 
pleado, puede convertir en justa la injusticia, obli- 
gar a la majestad de la ley a hacerse paladín de la 
sinrazón e imprimir indeleblemente, sobre la can- 
dida inocencia, el estigma sangriento que la con- 
fundirá para siempre con el delito" (Piero Cala- 
mandrei, "Elogio de los Jueces escrito por un abo- 
gado", Ed. Valleta, 1989, pág. 11). Por último ha 
de coincidirse también con la opinión de Robert 
Badinter: "Para que exista una justicia fuerte e in- 
dependiente tiene que dejar de existir la corrup- 
ción" (La Nación, 26/1/04, pág. 8). 

Si así ocurre, un tiempo mejor sobrevendrá para 
la Justicia Argentina. 

V) Que, con sustento en todas las considera- 
ciones efectuadas, se entiende que el juez Rodol- 
fo Antonio Herrera ha incurrido en la causal de 
mal desempeño, prevista en el artículo 53 de la 
Constitución Nacional. 

Por ello, en virtud de lo dispuesto por los artícu- 
los 53, 1 1 y 1 1 5 de la Constitución Nacional, dis- 
posiciones pertinentes de la ley 24.937 (t.o de- 
creto 81 6/99) y del Reglamento Procesal del Cuer- 
po, se propone: I) Remover al señor juez doctor 
Rodolfo Antonio Herrera, titular del Juzgado Na- 
cional de Primera Instancia en lo Comercial n s 3 
de la Capital Federal por haber incurrido en la cau- 
sal constitucional de mal desempeño, con costas. 
II) Remitir copia del presente fallo al señor Presi- 
dente de la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción, en razón de la actuación de los peritos ofi- 
ciales, y al Consejo Profesional de Ciencias Eco- 
nómicas de la Capital Federal, respecto del perito 
de parte, a sus efectos. III) Remitir copia del pre- 
sente fallo a la Administración Federal de Ingre- 
sos Públicos, a los efectos que correspondan. 

VOTACIÓN: 

Que la votación de los señores miembros del 
Jurado ha concluido de la siguiente manera: 

a) respecto del primer cargo, votan por la remo- 
ción, en forma unánime y por sus respectivos fun- 
damentos, los doctores Belluscio, Baladran, Ga- 
llia, Puyol, Vázquez Villar; Agúndez, Basla, Roca 
y Sagúes; 

b) por el segundo cargo, votan por su remoción 
los doctores Agúndez, Basla, Roca y Sagúes, y 
por el rechazo, los doctores Belluscio, Baladran, 
Gallia, Puyol y Vázquez Villar; y 

c) en relación con el tercer cargo, votan en for- 
ma unánime por su rechazo los doctores Bellus- 
cio, Baladran, Gallia, Puyol, Vázquez Villar; Agún- 
dez, Basla, Roca y Sagúes. 

Por ello, sobre la base de lo dispuesto por los 
artículos 53, 1 10 y 1 15 de la Constitución Nacio- 
nal, disposiciones pertinentes de la ley 24.937 y 
sus modificatorias y del Reglamento Procesal, el 
Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la 
Nación. 

RESUELVE: 

I) REMOVER al señor juez doctor Rodolfo An- 
tonio Herrera, titular del Juzgado Nacional de Pri- 
mera Instancia en lo Comercial N Q 3, por haber 
incurrido en la causal constitucional de mal 
desempeño, con costas. 

II) Comunicar la presente resolución a la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, al Consejo de 
la Magistratura, al Ministerio de Justicia y Dere- 
chos Humanos y al señor juez de instrucción a 
cargo del Juzgado N Q 10. Publíquese en el Bole- 
tín Oficial. 

Augusto César Belluscio. — Jorge Alfredo Agún- 
dez. — Manuel Justo Baladran. — Enrique Pedro 
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Basla. — Sergio Adrián Gallia. — Ramiro D. Pu- 
yol. — Eduardo A. Roca. — Guillermo Ernesto 
Sagúes. — Aidée Vázquez Villar. — Ante mí: Silvi- 
na G. Catucci. 

CERTIFICO: En cuanto ha lugar por derecho, que 
las presentes fotocopias que sello y firmo son fie- 
les a sus originales los cuales para este acto tengo 
a la vista y las firmas obrantes en el mismo les 
corresponden a los doctores Augusto César Be- 
lluscio, Jorge Alfredo Agundez, Manuel Justo Ba- 
ladran, Enrique Pedro Basla, Sergio Adrián Gallia, 
Ramiro Domingo Puyol, Eduardo A. Roca, Guiller- 
mo Ernesto Sagúes, Aidée Vázquez Villar, jueces 
del jurado, y a la Dra. Silvina G. Catucci, secretaria 
general del jurado. Es cuanto certifico. Secretaría 
General, 17 de marzo de 2005. — ÁNGEL MAR- 
CELO BOVA, Secretario Letrado, Jurado de Enjui- 
ciamiento de Magistrados de la Nación. 




MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN 
FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA 
Y SERVICIOS 

SECRETARIA DE COMUNICACIONES 

COMISIÓN NACIONAL 
DE COMUNICACIONES 

Resolución 1123/2005-CNC 

Bs.As., 10/3/2005 

Declárase que la firma denominada Aero Doc Inc. 
S.A. ha acreditado el cumplimiento de los requisi- 
tos previstos en el Decreto N Q 1 187/93 y sus mo- 
dificatorios, para el mantenimiento de su inscrip- 
ción en el Registro Nacional de Prestadores de 
Servicios Postales. Mantiénese inscripta a la em- 
presa referida en el Registro Nacional de Presta- 
dores de Servicios Postales con el número seis- 
cientos noventa y uno (691). Establécese que el 
vencimiento del plazo previsto por el artículo 2 Q 
de la Resolución CNCT N e 007/96 para que Aero 
Doc Inc. S.A. acredite el cumplimiento anual de 
los requisitos previstos para el mantenimiento de 
su inscripción operará el 31 de agosto de 2005. 
Establécese, que en función de lo establecido por 
las Resoluciones CNC Nros. 1409/02 y 3252/04, 
el presente acto no habilita la oferta y prestación 
de los servicios Internacionales y Carta Documen- 
to, respectivamente, debiéndose, en consecuen- 
cia, proceder conforme lo establecido en las men- 
cionadas Resoluciones. 

N 2 474.544 



MINISTERIO DE SALUD 
Y AMBIENTE 

SECRETARIA DE PROGRAMAS SANITARIOS 

SERVICIO NACIONAL DE REHABILITACIÓN 

Resolución 67/2005-SNR 

Bs.As., 24/2/2005 

Ministerio de Salud - Prov. de La Rioja 

Conceder la categoría "B", al Centro Educativo 
Terapéutico "Santa Ana", propiedad de la Asocia- 
ción de Trabajadores en Rehabilitación, ubicado 
en calle Pelagio B. Luna N a 360, de esta ciudad 
Capital; en virtud a la inspección y evaluación de 
los resultados, siguiendo el instructivo del Servi- 
cio Nacional de Rehabilitación, efectuada por la 
Junta de Categorización de Servicios Asistencia- 
les para Personas con Discapacidad, otorgándole 
sobre la modalidad de Centro Educativo Terapéu- 
tico sin integración un puntaje de 381 sobre un 
máximo de 590 puntos, representando un 65,22%. 
Destacar que lo dispuesto en el primer punto de 
la presente Resolución, permite que el Centro 
Educativo Terapéutico "Santa Ana", acceda al 
Registro Único de Prestadores del Servicio Na- 
cional de Rehabilitación. 

Notificar, la presente Resolución, a la Dirección 
de Evaluación de la Calidad de Atención de Salud 
y a la Junta de Categorización de Servicios Asis- 
tenciales para Personas con Discapacidad, am- 
bos pertenecientes a la Secretaría de Salud Pú- 
blica del Ministerio de Salud, a los efectos que 
crean convenientes, para el funcionamiento del 
referido Centro. 

N Q 474.560 



Resolución 304/2005-SNR 

Bs.As., 10/3/2005 

Categorízase al Instituto Raíces S.R.L., C.U.I.T: 
30-67608748-2, con domicilio legal y real en la 
calle Aranguren 4518/12, (1407) Ciudad Autóno- 
ma de Buenos Aires, bajo la Categoría Definitiva 
"B" para la prestación de Hogar con Centro de Día. 
Encuádrase la atención brindada por el citado 
establecimiento, bajo la modalidad prestacional de 
Hogar con Centro de Día, con un cupo para 13 
concurrentes, con una modalidad de concurren- 
cia en jornada simple y doble para el Centro de 
Día y alojamiento permanente para el Hogar. 
Inscríbese al Instituto Raíces S.R.L. en el Regis- 
tro Nacional de Prestadores de Servicios de Aten- 
ción a Personas con Discapacidad. 

N e 474.557 

Resolución 305/2005-SNR 

Bs.As., 10/3/2005 

Categorízase a la Escuela "Fundar Caminos" So- 
ciedad de Hecho, C.U.I.T: 30-70723491-8, con do- 
micilio legal y real en la calle Arenales 1735, GR 
(1828) Banfield, Pcia. de Buenos Aires, bajo la Ca- 
tegoría Provisoria "B", para las prestaciones de Edu- 
cación Inicial con Integración y Educación General 
Básica con Integración, por un plazo de 365 días a 
partir de la publicación de la presente en el Boletín 
Oficial, conforme Resolución N s 1/03 del Directorio 
de Sistema de Prestaciones Básicas de Atención 
Integral a Favor de las Personas con Discapacidad. 
Encuádrase la atención brindada por el citado 
establecimiento bajo las modalidades de Educa- 
ción Inicial con Integración, con un cupo para 6 
concurrentes y de Educación General Básica con 
Integración, con un cupo para 16 concurrentes, 
con las modalidades de concurrencias en jorna- 
das simples y dobles. 

Inscríbese a la Escuela "Fundar Caminos" Socie- 
dad de Hecho, en el Registro Nacional de Presta- 
dores de Servicios de Atención a Personas con 
Discapacidad. 

N Q 474.559 




ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS 

Disposición 139/2005 

PROCEDIMIENTO. Solicitudes de devoluciones, 
reintegros y otras. Competencias en razón del 
monto: Disposición N s 579/04. Fe de erratas. 

Bs.As., 21/3/2005 

Visto la Disposición N Q 579/04 (AFIP) de fecha 1 
de septiembre de 2004 y publicada en el Bo- 
letín Oficial el 15 de septiembre de 2004, y 

CONSIDERANDO: 

Que advertido un error material en el primer 
párrafo del artículo 4 S del mencionado acto 
dispositivo respecto de los incisos en él re- 
ferenciados, procede su subsanación a tra- 
vés de la pertinente modificación de la cita- 
da norma de manera que se indique que los 
jueces administrativos encargados de los 
actos de sustanciación previos a la resolu- 
ción que se pronuncie sobre el fondo de la 
cuestión planteada sean los indicados en los 
incisos a) de los puntos 1 , y 2, del Apartado 
B) del Artículo 2 5 . 

Que ha tomado intervención la Dirección de 
Asesoría Legal y la Dirección de Coordina- 
ción y Evaluación Técnica. 

Que en ejercicio de las facultades conferidas 
por el artículo 6 S del Decreto N Q 618, de fe- 
cha 1 de julio de 1 997 y sus complementa- 
rias, corresponde disponer en consecuencia. 

Por ello, 

EL ADMINISTRADOR FEDERAL 
DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL 
DE INGRESOS PÚBLICOS 
DISPONE: 

Artículo 1 9 — Modifiqúese el primer párrafo del 
Artículo 4 Q de la Disposición N Q 579/2004 (AFIP) 
de la siguiente manera: 



"ARTICULO 4 5 .- La competencia prevista en el 
Artículo 2 Q , Apartado B), Puntos 1. y 2. en sus 
incisos b), no comprende a los actos de sustan- 
ciación previos al dictado de la resolución que se 
pronuncie sobre el fondo de las cuestiones some- 
tidas, los que estarán a cargo de los jueces admi- 
nistrativos a que se refieren los incisos a) de los 
precitados Puntos 1 . y 2." 

Art. 2- — Regístrese, comuniqúese, publíque- 
se, dése a la Dirección Nacional de Registro y ar- 
chívese. — Alberto R. Abad. 

N Q 475.324 



Consejo Gremial de Enseñanza Privada 

INCENTIVO DOCENTE 

Disposición 1/2005 

Determínase el monto a que hace referencia 
el Artículo 2- de la Resolución W 2/2004. 



Bs.As., 15/3/2005 

VISTO la Resolución N Q 02/04 de este Consejo 
Gremial de Enseñanza Privada; y 



CONSIDERANDO: 

Que, resulta pertinente establecer el monto de 
la asignación mensual prevista en su Artículo 2 e , 
a efectos que no se preste confusión en cuanto al 
mismo; 

Que, por Actuación interna N s 599/04 se solici- 
tó se aclarara el mismo, surgiendo conforme au- 
toridad de aplicación de la Ley 25.053 que la asig- 
nación se encuentra estipulada en pesos ciento 
diez ($110); 

Que, a efectos que se pueda liquidar el mismo 
se dicta la presente Disposición ad referéndum 
de la aprobación del Cuerpo Colegiado; 

Por ello, en uso de atribuciones que le son pro- 
pias, 

LA PRESIDENTE 

DEL CONSEJO GREMIAL DE ENSEÑANZA 

PRIVADA 

DISPONE: 

Artículo 1 9 — Determinar que el monto a que 
hace referencia el Artículo 2- de la Resolución 
N Q 02/04 es de pesos ciento diez ($110) por car- 
go. 

Art. 2- — Comuniqúese. Publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve- 
se. — Erica Covalschi. 
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Remate Art. 39 Ley de Prenda con Registro. Por cuenta y orden del BANCO DE LA NACIÓN 
ARGENTINA. Subasta administrativa en autos BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA C/ROGANOVI- 
CH DOMINGO Y CAPITANICH DE ROGANOVICH NATALIA S/Accion de Secuestro de Bienes Prenda- 
dos, Exp. 1741/02, Sec. 3 del Juzgado de 1 ° Inst. Civil y Comercial N°2 de Sáenz Peña, Chaco. El 
Martiliero Público Eduardo Martínez, rematará día 22 de abril de 2005, a las 09,00 hs. En el Juzgado 
de Paz de la Ciudad de Quitilipi, provincia del Chaco, el siguiente bien: Un (1) tractor usado, marca 
FIAT, Ind. Arg. año 1 968, serie 01 441 , chasis N ° 6501 441 , modelo 650, con rodados delanteros 600X1 6 
y traseros 1 5,5X38. Con motor marca FIAT de 62,50 C.V. de 4 cilindros, refrigerado por agua N ° 1 01 485, 
gasolero, prendado a favor del Banco de la Nación Argentina, Suc. Quitilipi, Chaco y secuestrado 
según art. 39 Ley 12.962, en el estado en que se encuentra y en la forma y condiciones que se 
especifican a continuación: Base $ 1 2.000,00. De no existir ofertas por la base mencionada, y transcu- 
rrida una hora más, o sea a las 1 0,00 hs. Se reducirá la misma en un 25% y en caso de persistir la falta 
de posturas y transcurrida una hora más, o sea a las 1 1 ,00 hs. Se rematará sin base. Condiciones: Al 
contado, mejor postor y en dinero en efectivo. Comisión 10% a cargo comprador. Habiendo sido exhi- 
bido el bien a subastado, no se aceptará reclamo posterior alguno por diferencia de año, modelo, tipo 
ni estado del mismo. Exhibición (22/04/05) desde las 08,00 hs. En lugar de subasta. Publíquese por un 
día en el Boletín Oficial de la Nación y en un diario Local. Informes: Banco Nación Suc. Quitilipi, tel. 
(03732) - 480094/480095 y/o Martiliero actuante tel. (03732) - 421486 y/o cel. 15620637. Subasta en 
los términos del art. 585 del Cód. de Com. Por el acreedor prendario conforme lo autorizado por el art. 
39 de la Ley 12.962. 

DANIEL H. MARTÍNEZ, Gerente. 

e. 28/3 N ° 36.659 v. 28/3/2005 




PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 
Resolución 180/2005 

Bs.As., 17/3/2005 

VISTO el Expediente Número 2404.00.0/99 del registro del COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFU- 
SIÓN, y 

CONSIDERANDO: 

Que el expediente citado en el "Visto" se relaciona con la solicitud efectuada por el señor Martín 
Alejandro FERRERO, para la adjudicación directa de una licencia para la instalación, funcionamiento y 
explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia en la localidad de 
VILLA ANGELA, provincia del CHACO, Categoría E, en el marco del Régimen de Normalización de 
Emisoras de FM, establecido por los Decretos N° 31 0/98 modificado por el Decreto N Q 883/01 y N° 
2/99, como así también por las Resoluciones N° 16-COMFER/99 modificada por su similar N s 663- 
COMFER/01. 

Que la Ley de Radiodifusión N° 22.285 establece en su artículo 39 inc. a) que "Las licencias para 
la prestación del servicio de radiodifusión por particulares serán adjudicadas por el PODER EJECUTIVO 
NACIONAL ... mediante concurso público sustanciado por el COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN, 
conforme lo establezca la reglamentación de esta ley, para el caso de estaciones de radiodifusión 
sonora y de televisión". 

Que por consiguiente, las estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia, de 
acuerdo con el sistema legal vigente, deben ser adjudicadas por decreto del PODER EJECUTIVO 
NACIONAL, previa sustanciación de los correspondientes concursos públicos convocados al efecto 
por este COMITÉ FEDERAL. 

Que en el año 1998 se dictó el Decreto N° 310/98, por el cual se complementa el Régimen de 
Normalización de Emisoras de Frecuencia Modulada, aprobado por Decreto N° 1 144/96, modificado 
por su similar N° 1260/96. 

Que la norma legal citada en primer término modifica el sistema de adjudicación establecido por 
el artículo 39 de la Ley N° 22.285, en cuanto a las licencias para la instalación, funcionamiento y 
explotación de estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia categorías E, F y G. 

Que este COMITÉ FEDERAL dictó la Resolución N ° 1 6-COMFER/99, por la cual procedió a aprobar 
los Pliegos de Bases y Condiciones Generales y Particulares que regirían los llamados a concurso 
público y el sistema de adjudicación directa. 

Que posteriormente, por Resolución N° 76-COMFER/99 se llamó a concurso público para la 
adjudicación de licencias para la instalación, funcionamiento y explotación de estaciones de radiodifusión 
por modulación de frecuencia en las categorías A, B, C y D y se aprobó el cronograma que fijaba las 
fechas para las aperturas de los concursos y presentación de solicitudes de adjudicación directa de 
licencias, respecto de las categorías E, F y G. 

Que, por Resolución N Q 663-COMFER/01 se modificó el sistema de evaluación de las propuestas 
presentadas por el sistema de adjudicación directa, sólo respecto de aquellas localizaciones no incluidas 
en las zonas conflictivas definidas oportunamente por la COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 
por NOTCNCN 5 6135/00. 

Que el Pliego de Bases y Condiciones que rigió el procedimiento para la adjudicación directa de la 
licencia de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia en la localidad de 
VILLA ANGELA, provincia del CHACO, estableció los requisitos de forma y de fondo que debían reunir 
las propuestas que se presentaran al mencionado procedimiento. 

Que dichos extremos se relacionan, en algunos casos, con el cumplimiento de las condiciones 
fijadas por la Ley N ° 22.285 para acceder a la titularidad de licencias de servicios de radiodifusión y en 
otros con las exigencias particulares establecidas para el procedimiento de adjudicación directa. 



Que las áreas pertinentes del COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN han evaluado los aspec- 
tos personales, patrimoniales, culturales y técnicos de la propuesta, practicando un detallado análisis 
de la misma con relación a las condiciones y requisitos antes citados. 

Que del Informe sobre los aspectos culturales y de programación elaborado por la entonces Coor- 
dinación General de Evaluación de Emisiones se colige que la propuesta cumple con lo establecido 
por el Pliego de Bases y Condiciones. 

Que, la Dirección General Administración, Finanzas y Recursos Humanos concluyó en su Informe 
de fojas 123/124, que el señor Martín Alejandro FERRERO acredita capacidad patrimonial suficiente 
según lo prescripto por el artículo 45 inciso c) de la Ley 22.285. 

Que de la evaluación Jurídico-Personal efectuada por la Dirección de Normalización, surge que la 
propuesta en cuestión no reúne los requisitos exigidos por las normas que regulan la materia. 

Que la Resolución N° 16-COMFER/99 en su artículo 7° fija el valor del Pliego de Bases y 
Condiciones en la suma de PESOS DOS MIL QUINIENTOS ($ 2.500.-) para la localidad y categoría 
de que se trata, sin embargo conforme surge de la boleta de depósito obrante a fojas 6 se ha 
abonado únicamente la suma de PESOS NOVECIENTOS ($ 900.-), en concepto de pago del 
mismo. 

Que no existen constancias del pago de las cuotas 2 y 3 en concepto de compra del Pliego de 
Bases y Condiciones que rige el presente procedimiento. 

Que el artículo 6 S del Pliego referido estableció que los oferentes deberán constituir 
una garantía de mantenimiento de oferta, cuyo importe asciende a la suma de PESOS OCHO 
MIL ($8.000). 

Que la garantía mencionada tiene como finalidad el asegurar el mantenimiento de la oferta durante 
el plazo que dure el procedimiento de adjudicación directa, es decir, hasta el momento en que se dicte 
el acto administrativo que resuelva la petición del oferente. 

Que sobre esa base, se puede afirmar que el verdadero acreedor, es en definitiva, el interés 
público, y en tal sentido es preciso tomar las debidas precauciones mediante la prestación de fianzas, 
para que dicho interés quede en todo caso suficientemente garantizado. 

Que esta garantía tiene por objeto la admisión del proponente al momento de presentar la solicitud 
de adjudicación directa de la licencia; asegurar la seriedad del ofrecimiento y, por ende, que se cumplirá 
con la propuesta formulada; y asimismo, que se mantendrá la oferta durante el plazo establecido de 
duración del procedimiento. 

Que las garantías provisionales avalan la oferta del oferente y constituyen una caución 
precontractual destinada a asegurar la celebración del contrato, no su cumplimiento, tendiendo a asegurar 
la solemnidad de aquéllas y garantizar la celebración del contrato. 

Que decidida la adjudicación, la Administración procede a devolver a los oferentes no adjudicatarios 
las garantías precontractuales y, respecto del adjudicatario, a transformar en definitivas las garantías 
provisionales. 

Que en consecuencia, son la medida de la responsabilidad precontractual del oferente frente al 
órgano que efectúa el llamado. 

Que la naturaleza de la garantía mencionada se ve reflejada en el artículo 9 o in fine del Pliego de 
Bases y Condiciones, que establece que en caso de constituir el oferente una fianza bancaria o seguro 
de caución para garantizar las obligaciones emergentes de la adjudicación, tal modo de afianzamiento 
deberá ser renovado semestralmente, hasta que el COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN autorice 
la definitiva puesta en marcha de la emisora. 

Que en los presentes actuados, el Área Tesorería dependiente de la Dirección General 
Administración, Finanzas y Recursos Humanos, informó que el señor FERRERO no ha renovado la 
póliza ingresada oportunamente, que garantiza el mantenimiento de la oferta realizada. 

Que por todo lo expuesto, la propuesta en análisis no se adecúa a las exigencias legales y 
reglamentarias establecidas por el artículo 7 de la Resolución N° 16-COMFER/99, y el artículo 6 del 
Pliego de Bases y Condiciones respectivo. 

Que la Comisión de Preadjudicación designada por Resolución N° 520-COMFER/04, evaluó el 
resultado de los análisis y estudios efectuados, a la luz de los requisitos establecidos en el Pliego de 
Bases y Condiciones y de las definiciones que el mismo contiene sobre la admisibilidad e inadmisibi- 
lidad de las ofertas. 

Que la citada Comisión arribó a la conclusión de que la propuesta formulada por el señor FERRE- 
RO no reúne los requisitos exigidos para que aquélla acceda a la titularidad de la licencia en cuestión, 
entendiendo procedente su rechazo, por resultar inadmisible. 

Que, conforme lo normado por el Decreto N° 883/01, la SECRETARIA GENERAL de la 
PRESIDENCIA DE LA NACIÓN, ha tomado la intervención que le compete. 

Que consecuentemente, la Dirección General de Asuntos Legales y Normativa ha emitido el 
dictamen pertinente. 

Que la presente se dicta de conformidad con las atribuciones conferidas por los artículos 95 y 98 
de la Ley N ° 22.285 y por el Decreto N s 1 31 de fecha 4 de junio de 2003. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

DEL COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 

RESUELVE: 

ARTICULO 1 s — Recházase la solicitud presentada por el señor Martín Alejandro FERRERO 
(D.N. I. N° 26.334.443) para la adjudicación directa de una licencia para la instalación, funcionamiento 
y explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia Categoría "E", en 
la localidad de VILLA ANGELA, provincia del CHACO, en atención a las razones expuestas en los 
considerandos. 

ARTICULO 2 Q — Comuniqúese lo resuelto en la presente a la COMISIÓN NACIONAL DE 
COMUNICACIONES. 

ARTICULO 3 S — Regístrese, publíquese, notifíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y cumplido ARCHÍVESE (PERMANENTE). — Lie. JULIO D. BÁRBARO, Interventor, 
Comité Federal de Radiodifusión. 

e. 28/3 N° 475.1 78 v. 28/3/2005 



Lunes 28 de marzo de 2005 



Primera Sección 



BOLETÍN OFICIAL N° 30.619 



42 



PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 
Resolución 187/2005 

Bs.As., 18/3/2005 

VISTO el Expediente del Registro del COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN N 5 1202.00.0/99, y 

CONSIDERANDO: 

Que las actuaciones mencionadas en el Visto se relacionan con la solicitud efectuada por el señor 
Fernando Daniel RASSO, para la adjudicación directa de una licencia para la instalación, funcionamiento 
y explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia en la localidad de 
VILLA MARÍA, provincia de CÓRDOBA, Categoría E, en el marco del Régimen de Normalización de 
Emisoras de FM, establecido por los Decretos N° 31 0/98 modificado por el Decreto N s 883/01 y N°2/ 
99, como así también por las Resoluciones N° 16-COMFER/99 modificada por su similar N B 663- 
COMFER/01. 

Que la Ley de Radiodifusión N° 22.285 establece en su artículo 39 inc. a) que "Las licencias para 
la prestación del servicio de radiodifusión por particulares serán adjudicadas por el PODER EJECUTIVO 
NACIONAL ... mediante concurso público sustanciado por el COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN, 
conforme lo establezca la reglamentación de esta ley, para el caso de estaciones de radiodifusión 
sonora y de televisión". 

Que por consiguiente, las estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia, de 
acuerdo con el sistema legal vigente, deben ser adjudicadas por decreto del PODER EJECUTIVO 
NACIONAL, previa sustanciación de los correspondientes concursos públicos convocados al efecto 
por este COMITÉ FEDERAL. 

Que en el año 1998 se dictó el Decreto N° 310/98, por el cual se complementa el Régimen de 
Normalización de Emisoras de Frecuencia Modulada, aprobado por Decreto N° 1 144/96, modificado 
por su similar N° 1260/96. 

Que la norma legal citada en primer término modifica el sistema de adjudicación establecido por 
el artículo 39 de la Ley N° 22.285, en cuanto a las licencias para la instalación, funcionamiento y 
explotación de estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia categorías E, F y G. 

Que este COMITÉ FEDERAL dictó la Resolución N ° 1 6-COMFER/99, por la cual procedió a aprobar 
los Pliegos de Bases y Condiciones Generales y Particulares que regirían los llamados a concurso 
público y el sistema de adjudicación directa. 

Que posteriormente, por Resolución N° 76-COMFER/99 se llamó a concurso público para la 
adjudicación de licencias para la instalación, funcionamiento y explotación de estaciones de radiodifusión 
por modulación de frecuencia en las categorías A, B, C y D y se aprobó el cronograma que fijaba las 
fechas para las aperturas de los concursos y presentación de solicitudes de adjudicación directa de 
licencias, respecto de las categorías E, F y G. 

Que, por Resolución N Q 663-COMFER/01 se modificó el sistema de evaluación de las propuestas 
presentadas por el sistema de adjudicación directa, sólo respecto de aquellas localizaciones no incluidas 
en las zonas conflictivas definidas oportunamente por la COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES 
por NOTCNCN 2 6135/00. 

Que el Pliego de Bases y Condiciones que rigió el procedimiento para la adjudicación directa de la 
licencia de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia en la localidad de 
VILLA MARÍA, provincia de CÓRDOBA, estableció los requisitos de forma y de fondo que debían 
reunir las propuestas que se presentaran al mencionado procedimiento. 

Que dichos extremos se relacionan, en algunos casos, con el cumplimiento de las condiciones 
fijadas por la Ley N ° 22.285 para acceder a la titularidad de licencias de servicios de radiodifusión y en 
otros con las exigencias particulares establecidas para el procedimiento de adjudicación directa. 

Que, del análisis efectuado por las áreas competentes de este COMITÉ FEDERAL, de la propuesta 
presentada por el señor Fernando Daniel RASSO, para la adjudicación directa de la licencia de la 
estación referida en el primer considerando de la presente, puede concluirse que aquélla se adecúa a 
las exigencias legales y reglamentarias establecidas por la Ley N s 22.285 y, en particular, a las impuestas 
por el Pliego de Bases y Condiciones respectivo. 

Que por NOTACNC N° 9144/01 la COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES, procedió a 
asignar las frecuencias, canales y señales distintivas, respecto de las solicitudes de adjudicación directa 
de licencias presentada para la provincia de CÓRDOBA. 

Que de lo expuesto surge que existe factibilidad técnica en la localización en estudio para satisfacer la 
demanda de frecuencias, a fin de resolver todos los pedidos efectuados por el sistema de adjudicación 
directa, en caso que cada uno de ellos reúna los requisitos legales y reglamentarios establecidos al efecto. 

Que en consecuencia, sin perjuicio de lo que había solicitado el peticionante, el organismo técnico 
procedió a asignarle el Canal 283, Frecuencia 104.5 Mhz., Categoría E, para la localidad de VILLA 
MARÍA, provincia de CÓRDOBA. 

Que la Comisión de Preadjudicación, designada por Resolución N °520-COMFER/04, ha concluido 
que la presentación efectuada por el señor Fernando Daniel RASSO, se adecúa a las exigencias y 
requisitos establecidos en el Pliego de Bases y Condiciones, considerando que no existe objeción 
alguna para que se preadjudique la licencia en cuestión. 

Que, conforme surge de lo normado por el Decreto N° 883/01 , la SECRETARIA GENERAL DE LA 
PRESIDENCIA DE LA NACIÓN, ha tomado la intervención que le compete. 

Que consecuentemente, la Dirección General de Asuntos Legales y Normativa ha emitido el 
dictamen pertinente. 

Que la presente se dicta de conformidad con las atribuciones conferidas por los artículos 95 y 98 
de la Ley N ° 22.285 y por el Decreto N Q 1 31 de fecha 4 de junio de 2003. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

EN EL COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 

RESUELVE: 

ARTICULO 1 s — Adjudícase al señor Fernando Daniel RASSO (D.N.I. N ° 22.574.433), una licencia 
para la instalación, funcionamiento y explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación 
de frecuencia que operará en el Canal 283, frecuencia 104.5 MHz., Categoría E, identificada con la 



señal distintiva "LRJ 879", de la localidad de VILLA MARÍA, provincia de CÓRDOBA, de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 4 Q del Decreto N s 31 0/98 modificado por el Decreto N Q 883/01 , conforme lo 
expuesto en los considerandos. 

ARTICULO 2 5 — La licencia otorgada abarcará un período de QUINCE (15) años contados a 
partir del inicio de las transmisiones, la que podrá ser prorrogada por única vez y a solicitud del 
licenciatario por DIEZ (10) años, conforme los términos del artículo 41 de la Ley N B 22.285 y 9 del 
Decreto N Q 31 0/98, modificado por su similar N s 883/01 . 

ARTICULO 3 5 — Otórgase un plazo de CIENTO VEINTE (1 20) días corridos contados a partir de 
la publicación de la presente, para que el licenciatario envíe la documentación técnica exigida en el 
Título III del Pliego de Bases y Condiciones Generales y Particulares que como Anexo II integra la 
Resolución N s 16-COMFER/99. 

ARTICULO 4 S — El monto de la garantía de cumplimiento de las obligaciones emergentes de la 
presente adjudicación a que hace referencia el artículo 9 S del Pliego de Bases y Condiciones aprobado 
por el artículo 2 5 de la Resolución N Q 16-COMFER/99, asciende a la suma de PESOS OCHO MIL 
SEISCIENTOS NUEVE ($ 8.609), debiendo el depósito constituirse en la modalidad y plazos prescriptos 
en el referido pliego, conforme lo estatuido en su artículo 20, modificado por Resolución N° 459- 
COMFER/02. 

ARTICULO 5 S — Establécese que dentro de los TREINTA (30) días posteriores a la puesta en 
funcionamiento de la estación, el licenciatario deberá solicitar la correspondiente inspección técnica 
definitiva de este COMITÉ FEDERAL, a efectos de obtener la habilitación contemplada en el artículo 
20, inciso 20.5 del referido Pliego de Bases y Condiciones. 

ARTICULO 6° — Dispónese que en el caso de corresponder, dentro de los TREINTA (30) días 
hábiles administrativos, el adjudicatario deberá acreditar el cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución 
N°113-COMFER/97. 

ARTICULO 1- — Regístrese, notifíquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y cumplido ARCHÍVESE (PERMANENTE). — Lie. JULIO D BÁRBARO, Interventor, 
Comité Federal de Radiodifusión. 

e. 28/3 N° 475.1 76 v. 28/3/2005 



PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 
Resolución 196/2005 

Bs.As., 18/3/2005 

VISTO el Expediente N Q 2267-COMFER/01, y 

CONSIDERANDO: 

Que las presentes actuaciones se inician con el pedido formulado por el apoderado de COOPE- 
RATIVA TELEFÓNICA DE OBRAS, SERVICIOS PÚBLICOS, ASISTENCIALES Y DE VIVIENDA LIMI- 
TADA, tendiente a que se autorice a esta última a ingresar a la firma PUJATO TELEVISORA COLOR 
SOCIEDAD ANÓNIMA, titular de la licencia un circuito cerrado comunitario de televisión y una antena 
comunitaria de televisión adjudicada por Resolución N°702-COMFER/93 en la localidad de PUJATO, 
provincia de SANTA FE. 

Que mediante Nota N° 453-COMFER(DGALN/CLT)/04 se requirió al nombrado, que —en los 
casos en que correspondiera — actualizara la documentación personal remitida en los términos del 
artículo 29 de la reglamentación de la Ley N° 22.285 y, asimismo, se solicitó que para el caso que 
hubieran variado las cuestiones de hecho o de derecho oportunamente denunciadas, debía ponerse 
en conocimiento de este organismo y en su caso, acompañar copia auténtica de la documentación 
respaldatoria pertinente. 

Que, caso contrario, debía expresamente comunicarse tal circunstancia. 

Que ante la falta de respuesta a dicha nota, se reiteraron sus términos por su similar N° 670- 
COMFER(DGALN/CLT)/04 emplazándose a la sociedad que nos ocupa en los términos del artículo 1 ° 
, inciso e) apartado 9° de la Ley N° 19.549. 

Que atento la falta de respuesta a los distintos requerimientos formulados por las notas citadas, 
se hallan reunidos los extremos tácticos para declarar en estos obrados la caducidad de los 
procedimientos y disponer el archivo de estos obrados, toda vez que han transcurrido más de TREINTA 
(30) días desde la notificación de la nota mencionada en último término, practicada el 25 de octubre de 
2004. 

Que si bien el referido artículo 1 Q , inciso a) de dicho texto normativo consagra el principio general 
de la impulsión de oficio, este último cede ante la paralización del trámite por causas imputables al 
interesado, vale decir cuando resulta necesaria alguna actividad del administrado, cual es — en el 
presente expediente — la remisión de la documentación solicitada operando el inciso e) apartado 9) 
del mismo artículo, que consagra el instituto de la caducidad del procedimiento. 

Que, asimismo, se ha cumplido con la intimación que exige la norma citada en último término. Al 
respecto dice Hutchinson: "...No basta con la paralización del procedimiento para declarar la caducidad, 
sino que es necesario el requerimiento previo al interesado. Este requerimiento para que active el 
procedimiento es un verdadero acto de intimación de la Administración , basado en su facultad de 
dirección del procedimiento..." (HUTCHINSON, Tomás, "Régimen de Procedimientos Administrativos", 
Editorial Astrea, 4°edición actualizada y ampliada, Buenos Aires, 1998, página 50). 

Que la DIRECCIÓN GENERAL ASUNTOS LEGALES Y NORMATIVA ha emitido el correspon- 
diente dictamen. 

Que el COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN tiene competencia para dictar el presente acto, 
de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1 Q , inciso e) apartado 9) de la Ley N s 19.549. 

Que la presente medida se dicta en el uso de las facultades conferidas por el artículo 98 apartado 
a), inciso 2) de la Ley N s 22.285 y artículo 2 5 del Decreto N B 131 del 4 de junio de 2003. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

EN EL COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 

RESUELVE: 

ARTICULO 1 B — Declárase de oficio la caducidad de los procedimientos del presente expediente 
en el que tramita un pedido de autorización de ingreso de la COOPERATIVATELEFONICA DE OBRAS, 
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SERVICIOS PÚBLICOS, ASISTENCIALES Y DE VIVIENDA DE PUJATO LIMITADA a PUJATO 
TELEVISORA COLOR SOCIEDAD ANÓNIMA, titular de la licencia de un circuito cerrado comunitario 
de televisión y una antena comunitaria de televisión en la localidad de PUJATO, provincia de SANTA 
FE, correspondiendo disponer su archivo atento los fundamentos vertidos en los considerandos de la 
presente. 

ARTICULO 2- — Déjase establecido, de conformidad con el artículo precedente, que los socios 
de la licenciataria son los señores Juan SCREPANTI y Antonio Mariano FIORI. 

ARTICULO 3 Q — Regístrese, notifíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial a efectos 
de su publicación y, cumplido, ARCHÍVESE (PERMANENTE).— Lie. JULIO D. BÁRBARO, Interventor, 
Comité Federal de Radiodifusión. 

e. 28/3 N ° 475.1 74 v. 28/3/2005 



Que las áreas pertinentes de este COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN han evaluado los 
aspectos personales, patrimoniales, culturales y técnicos de las propuestas concurrentes, practicando 
un detallado análisis de las mismas con relación a las condiciones y requisitos antes citados. 

Que ha tomado intervención la Comisión de Preadjudicación, de conformidad con la competencia 
que le fuera asignada, quien evaluó el resultado de los análisis y estudios efectuados, a la luz de los 
requisitos establecidos en el Pliego de Bases y Condiciones y de las definiciones que sobre la 
admisibilidad e inadmisibilidad de las ofertas, que dicho Pliego contiene. 

Que la citada Comisión arribó a la conclusión de que la propuesta efectuada por la firma 
PRODUCCIONES CAPRICORNIO S.A., integrada por los Señores Santiago Alejandro ASCH, 
Arnaldo Abel RAMOS y Alfredo Alejandro CORTEZ, reúne los requisitos exigidos para que la 
misma acceda a la titularidad de la licencia en cuestión, entendiendo procedente su 
preadjudicación. 



PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 
Resolución 202/2005 

Bs.As., 18/3/2005 

VISTO los Expedientes Números 428.00.0/99; 428.01 .0/99 y 428.02.0/99 del registro del COMITÉ 
FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN, y 

CONSIDERANDO: 

Que las actuaciones mencionadas en el Visto se relacionan con el concurso público convocado 
por este COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN, para la adjudicación de una licencia para la insta- 
lación, funcionamiento y explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de fre- 
cuencia Categoría D, Canal 284, Frecuencia 104.7 MHz. en la localidad de SALTA, provincia homóni- 
ma, en el marco del Régimen de Normalización de Emisoras de FM, establecido por los Decretos N° 
31 0/98, modificado por su similar N ° 883/01 , como así también por las Resoluciones N ° 1 6-COMFER/ 
99 y 76-COMFER/99. 

Que el artículo 39, inciso a) de la Ley N° 22.285 y sus modificatorias establece que las licencias 
para la prestación del servicio de radiodifusión por particulares serán adjudicadas por el Poder Ejecutivo 
Nacional, por el procedimiento de concurso público sustanciado por el Comité Federal de Radiodifusión 
en el caso de tratarse de servicios de radiodifusión sonora o de televisión. 

Que el artículo 65 de la Ley de Reforma del Estado N 5 23.696 estableció la facultad del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL para regular el funcionamiento de aquellos medios que no se encontraban 
encuadrados en las disposiciones vigentes hasta el momento de la sanción de dicha ley de emergen- 
cia. 

Que, en consecuencia, a través del dictado del Decreto N Q 1 1 44/96 — modificado por su similar N Q 
1260/96 — y complementado mediante Decreto N s 310/98 se implemento el Régimen de Normaliza- 
ción de Emisoras de Frecuencia Modulada. 

Que las normas de implementación del citado Régimen de Normalización modificaron el sistema 
de adjudicación establecido por el artículo 39 de la Ley N ° 22.285 y sus modificatorias a los efectos del 
citado proceso normalizador. 

Que a través de las modificaciones introducidas al citado Decreto N Q 31 0/98 por su similar N B 883/ 
01 se dispuso que, a los efectos de la normalización del servicio de frecuencia modulada, las licencias 
correspondientes a emisoras de categorías C y D pertenecientes a dicho servicio serán adjudicadas 
por este COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN mediante concurso público, previa intervención de 
la PROCURACIÓN DEL TESORO DE LA NACIÓN. 



Que en tal sentido, la Comisión aludida ha declarado inadmisible la oferta presentada por H. Y R. 
MALUF S.A.C.E.I., integrada por los Señores Ricardo Severo MALUF, Carolina LÓPEZ de MALUF, 
Ricardo Alberto MALUF, Liliana Patricia MALUF y Martha Alicia MALUF. 

Que el servicio jurídico del COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN ha tomado la intervención 
que le compete. 

Que la PROCURACIÓN DEL TESORO DE LA NACIÓN ha emitido el correspondiente dictamen. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por los artículos 98 de la Ley 
N Q 22.285 y sus modificatorias; 4 Q inciso b) del Decreto N Q 31 0/98, modificado por su similar N Q 883/01 , 
y 2 S del Decreto N Q 1 31 del 4 de junio de 2004. 

Por ello, 

EL INTERVENTOR 

DEL COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 

RESUELVE: 

ARTICULO 1 Q — Apruébanse los actos del concurso público sustanciado por el COMITÉ FEDE- 
RAL DE RADIODIFUSIÓN para la adjudicación de una licencia para la instalación, funcionamiento y 
explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia, en la frecuencia 
104.7 MHz., canal 284, Categoría D, en la ciudad de SALTA, provincia homónima, en el marco del 
Régimen de Normalización de Estaciones de Frecuencia Modulada, establecido por Decretos Núme- 
ros 1 1 44/96 — modificado y complementado por sus similares Números 1 260/96 y 31 0/98, respectiva- 
mente— y 883/01 y reglamentado por Resolución N Q 16 -COMFER/99. 

ARTICULO 2 S — Adjudícase a la firma PRODUCCIONES CAPRICORNIO S.A., integrada por 
los Señores Santiago Alejandro ASCH (D.N.I. N Q 25.411.918), Arnaldo Abel RAMOS (D.N.I. 
N B 24.237.870), y Alfredo Alejandro CORTEZ (D.N.I. N Q 24.092.366), la licencia para la prestación 
del servicio de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia citado en el artículo 1 Q del 
presente. 

ARTICULO 3 S — Desestímase, por inadmisible, la propuesta concurrente al concurso público 
mencionado en el artículo 1 S del presente, presentada por H.YR. MALUF S. A. CE. I., integrada por los 
Señores Ricardo Severo MALUF, Carolina LÓPEZ de MALUF, Ricardo Alberto MALUF, Liliana Patricia 
MALUF y Martha Alicia MALUF. 

ARTICULO 4 Q — Establécese que la licencia otorgada por el artículo 2- del presente abarcará un 
período de QUINCE (15) años a partir de la fecha de iniciación de las emisiones regulares, a cuyo 
vencimiento podrá ser prorrogada a solicitud de la licenciataria por DIEZ (10) años, de acuerdo a lo 
estatuido por el artículo 41 de la Ley N Q 22.285 y sus modificatorias. 



Que este COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN dictó la Resolución N° 16-COMFER/99, por 
la cual aprobó los pliegos de bases y condiciones generales y particulares que regirían los llamados a 
concurso público y el sistema de adjudicación directa. 

Que posteriormente por Resolución N° 76-COMFER/99 se llamó a concurso público para la 
adjudicación de licencias para la instalación, funcionamiento y explotación de estaciones de radiodifusión 
sonora por modulación de frecuencia en las categorías A, B, C, y D; y se aprobó el cronograma que 
fijaba las fechas para las aperturas de los concursos y presentación de solicitudes de adjudicación 
directa de licencias, respecto de las restantes categorías. 

Que consiguientemente, se convocó, entre otros, al concurso público que tramita bajo las 
actuaciones mencionadas en el Visto, para la adjudicación de una licencia para la instalación, 
funcionamiento y explotación de una estación de radiodifusión sonora por modulación de frecuen- 
cia, en la frecuencia de 104.7 MHz., canal 284, categoría D de la ciudad de SALTA, provincia 
homónima. 

Que en la fecha fijada por el acto resolutivo citado precedentemente tuvo lugar el acto de apertura 
del procedimiento de selección en cuestión, verificándose la presentación de dos (2) ofertas, a saber: H.Y R. 
MALUF S.A.C.E.I., integrada por los Señores Ricardo Severo MALUF, Carolina LÓPEZ de MALUF, Ricardo 
Alberto MALUF, Liliana Patricia MALUF y Martha Alicia MALUF; y PRODUCCIONES CAPRICORNIO S.A, 
integrada por los Señores Santiago Alejandro ASCH, Arnaldo Abel RAMOS y Alfredo Alejandro CORTEZ, 
quedando documentadas por Expedientes Nros. 428.01 .0/99 y 428.02.0/99, respectivamente. 

Que el Pliego de Bases y Condiciones que rigió el procedimiento concursal de que se trata esta- 
bleció los requisitos de forma y de fondo que debían reunir las propuestas que se presentaran en el 
referido proceso. 

Que dichos extremos se relacionan, en algunos casos, con el cumplimiento de las condiciones 
fijadas por la Ley N B 22.285 y sus modificatorias para acceder a la titularidad de licencias de servi- 
cios de radiodifusión y, entre otros, con las exigencias particulares establecidas para el procedi- 
miento concursal por las diversas normas que integran el Régimen de Normalización del servicio en 
cuestión. 

Que en el ámbito del proceso concursal de marras, y de conformidad con lo previsto por la 
cláusula 23 del Pliego, los oferentes formularon impugnaciones respecto de las propuestas pre- 
sentadas, en cuya consecuencia, se efectuaron las contestaciones que los impugnados conside- 
raron menester, dentro de los plazos y conforme las modalidades establecidas por las cláusulas 
citadas. 

Que las pertinentes áreas del COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN, de conformidad con sus 
respectivas incumbencias, realizaron un pormenorizado examen de la procedencia de las citadas 
impugnaciones. 



ARTICULO 5 S — Otórgase un plazo de CIENTO VEINTE (1 20) días corridos contados a partir de 
la publicación de la presente, para que la licenciataria envíe la documentación técnica exigida en el 
Título III del Pliego de Bases y Condiciones Generales y Particulares que como Anexo I integra la 
Resolución N s 16-COMFER/99. 

ARTICULO 6 S — El monto de la garantía de cumplimiento de las obligaciones emergentes de la 
presente adjudicación a que hace referencia el artículo 1 3 del Pliego de Bases y Condiciones aprobado 
por el artículo 1 Q de la Resolución N B 1 6-COMFER/99, asciende a la suma de PESOS DIECISETE MIL 
CUATROCIENTOS ($ 1 7.400.-), debiendo el depósito constituirse en la modalidad y plazos prescriptos 
en el referido pliego, conforme lo estatuido en su artículo 27 punto 1. 

ARTICULO 7 S — Establécese que dentro de los TREINTA (30) días posteriores a la puesta en 
funcionamiento de la estación, la licenciataria deberá solicitar la correspondiente inspección técnica 
definitiva de este COMITÉ FEDERAL, a efectos de obtener la habilitación contemplada en el artículo 
27 punto 5 del referido Pliego de Bases y Condiciones, haciéndose saber asimismo que hasta tanto no 
se otorgue la misma, no podrá comenzar las emisiones regulares. 

ARTICULO 8 S — Regístrese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese (PERMANENTE). — Lie. JULIO D. BÁRBARO, Interventor, Comité Federal de 
Radiodifusión. 

e. 28/3 N° 475.1 77 v. 28/3/2005 



MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA 
Y SERVICIOS 

SECRETARIA DE ENERGÍA 

Se comunica a todos los agentes del MERCADO ELÉCTRICO MAYORISTA, de acuerdo a lo 
establecido en el Anexo 1 7 de la Resolución ex-SE 1 37/92 sus modificatorias y complementarias, que 
las Empresas mencionadas a continuación, han presentado la solicitud para ser reconocidas como 
agentes de dicho mercado, en la condición de GRAN USUARIO MENOR (GUME) o de GRAN USUA- 
RIO PARTICULAR (GUPA), requiriendo algunas de ellas la reincorporación luego de haber disconti- 
nuado su participación en el mismo, siendo todas actualmente clientes directos del "Distribuidor" o, 
"P. A. F.T.T" respectivo. Dichas empresas han declarado haber firmado un CONTRATO A TERMINO DE 
ABASTECIMIENTO DE ENERGÍA ELÉCTRICA con el "Generador" o "Comercializador" indicado en 
cada caso. 
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INGRESOS DE GRANDES USUARIOS MENORES 



RAZÓN SOCIAL 


LOCALIDAD 


DISTRIBUIDOR 


GENERADOR/ 
COMERCIAUZ. 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Concordia 
Central) 


CONCORDIA (Entre Ríos) 


CEOS CONCORDIA 


GENELBA 


INCOMCER S.A.C.EY A. (Río Salado) 


CHACABUCO (RB.A.) 


COOR CHACABUCO 


H. DIAMANTE 


ALIMENTOS MAGROS S.A. 


JUSTINIANO POSSE (Córdoba) 


COORJUST POSSE 


CEMSA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 49) 


MAR DE AJO (RB.A.) 


COOR MAR DE AJO 


C.T. MENDOZA 


RASICHNOS. S.A. (La Aurora) 


MONTE (P.B.A.) 


COOR MONTE 


C.T. MENDOZA 


RASICHNOS.S.A.(LaPamplta) 


MONTE (P.B.A.) 


COOR MONTE 


C.T. MENDOZA 


ANDRÉS LAGOMARSINO E HIJOS 
S.A.(Sta. Catalina) 


NAVARRO (P.B.A.) 


COORDE NAVARRO 


CENTRAL DOCK SUD 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 1018) 


DOLORES (P.B.A.) 


EDEA 


POWERCOCOM. 


DISCO S.A. (SM 769) 


SAN FDO.del VALLE de CATAMARCA 


EDECAT 


C.T. MENDOZA 


TELECOM ARGENTINA S.A.(Catamarca I) 


SAN FDO.del VALLE de CATAMARCA 


EDECAT 


GENELBA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 109) 


PARANÁ (Entre Ríos) 


EDEERSA 


C.T. MENDOZA 


MIZAWAK JORGEY MIZAWAK MARÍA S. de 
H. 


COLONIA AVELLANEDA (Entre Ríos) 


EDEERSA 


H.NIHUILES 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Conc. del 
Uruquay) 


CONCEPC. DEL URUGUAY (E. Ríos) 


EDEERSA 


GENELBA 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Paraná 
Comercial) 


PARANÁ (Entre Ríos) 


EDEERSA 


GENELBA 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Formosa 
Central) 


CIUDAD DE FORMOSA 


EDEFOR 


GENELBA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 149) 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 633) 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 635) 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 637) 


CITY BELL (P.B.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 639) 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


CITIBANK N.A. (La Plata) 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


CMS ENSENADA 


INGENIERÍA SEMASI S.A.C.I.FA.y C. 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


POWERCOCOM. 


DISCO S.A. (SM 640) 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


S.A. MIGUEL CAMPODONICO LTDA. 
(Molino) 


LA PLATA (P.B.A.) 


EDELAP 


C.T. SORRENTO 


ZIMNY NORMA ISABEL (Patio Cívico) 


BERISSO (P.B.A.) 


EDELAP 


CENTRAL DIQUE 


LA ROSA S.A. 


B°SOCIEDAD RURAL (La Rloja) 


EDELAR 


C.T. SORRENTO 


MENDOZA FABRIL INDUST. CÁSALE S.A. 


CARRODILLA (Mendoza) 


EDEMSA 


H.NIHUILES 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 117) 


CAMPANA (P.B.A.) 


EDÉN 


C.T. MENDOZA 


GASTECMOR S.A. 


ARRECIFES (P.B.A.) 


EDÉN 


GENELBA 


GKN SINTER METALS DE ARGENTINA 


CHIVILCOY (P.B.A.) 


EDÉN 


H. DIAMANTE 


WILLMOR S.A. 


LOS CARDALES (RB.A.) 


EDÉN 


C.T. MENDOZA 


NICIEZA YTAVERNA HNOS. S.A.I.C.A. 


CHIVILCOY (P.B.A.) 


EDÉN 


H. DIAMANTE 


ALBERCA S.A. 


DON TORCUATO (P.B.A.) 


EDENOR 


CEMSA 


BARUGEL AZULAY & CÍA (San Isidro) 


MARTÍNEZ (P.B.A.) 


EDENOR 


H. CERROS 
COLORADOS 


CINEMARK ARGENTINA SA. (San Miguel) 


SAN MIGUEL (P.B.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


CINEMARK ARGENTINA S.A. (Solell) 


BOULOGNE (P.B.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 108) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 111) 


SAN MARTIN (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 154) 


ESCOBAR (P.B.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 158) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 51) 


RAMOS MEJIA (P.B.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


CHAMPIÑONES ARGENTINOS S.A. 


ESCOBAR (P.B.A.) 


EDENOR 


H. DIAMANTE 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 102) 


SAN MIGUEL (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 134) 


SAN MIGUEL (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 160) 


VILLA BALLESTER (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 171) 


TIGRE (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 183) 


SAENZ PENA (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 194) 


ESCOBAR (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 207) 


SAN ANDRÉS (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 228) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 229) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 239) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 242) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 245) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 272) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 277) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 291) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 294) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 54) 


GONZÁLEZ CATAN (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DISCO S.A. (SM 12) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 17) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 22) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 23) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 5) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


FODERAMI S.A.C.I.F (Caseros) 


CASEROS (P.B.A.) 


EDENOR 


H.NIHUILES 


FRIGORÍFICO VISOM 


LOS POLVORINES (RB.A.) 


EDENOR 


H. DIAMANTE 


HILANDERÍA CAPEN S.A. (Pta. Loma 
Hermosa) 


LOMA HERMOSA (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


INDUSTRIAS ALIMENTICIAS ARG. S.A. (Pilar) 


PARQUE IND. PILAR (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


JORGE LTOLOSA S.A. 


GENERAL LAS HERAS (P.B.A.) 


EDENOR 


H. CERROS 
COLORADOS 


NAPE S.A. 


SAN FERNANDO (P.B.A.) 


EDENOR 


CEMSA 


PIPASO S.A. 


ITUZAINGO (P.B.A.) 


EDENOR 


CEMSA 


PLUS SERVICE S.R.L 


VILLA BALLESTER (P.B.A.) 


EDENOR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


POLIEX S.A.C.I.F.A. 


PILAR (P.B.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


PRODEN S.A. (Medidor 2) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


H. CERROS 
COLORADOS 


QUÍMICA ESTRELLA S.A.C.I.el. (Arata) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


GENELBA 


SUL-LETTO S.A. 


MORENO (P.B.A.) 


EDENOR 


CEMSA 


SUPERMERCADOS MAY. MAKRO S.A. 
(Ituzalngó) 


ITUZAINGO (P.B.A.) 


EDENOR 


C.T. GUEMES 


VALPLAST S.R.L. 


EL TALAR (P.B.A.) 


EDENOR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


ROTTER S.A. 


VILLA REGINA (Río Neoro) 


EDERSA 


H.NIHUILES 


BÓRAX ARGENTINA S.A. 


CAMPO QUIJANO (Salta) 


EDESA 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


DISCO S.A. (SM 657) 


CIUDAD DE SALTA 


EDESA 


C.T. MENDOZA 


SANTIAGO SAENZ S.A. 


CIUDAD DE SALTA 


EDESA 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 



RAZÓN SOCIAL 


LOCALIDAD 


DISTRIBUIDOR 


GENERADOR/ 
COMERCIAUZ. 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Salta I y II) 


CIUDAD DE SALTA 


EDESA 


GENELBA 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Zabala) 


SALTA (Salta) 


EDESA 


GENELBA 


DIASER S.A. 


PARQUE IND. SUR (San Luis) 


EDESAL 


H.NIHUILES 


ABBOTT LABORATORIES ARG. S.A. 
(Gutiérrez) 


BOSQUES (P.B.A.) 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


ANDRÉS LAGOMARSINO E HIJOS S.A. 
(E.H.Modelo) 


AVELLANEDA (RB.A.) 


EDESUR 


CENTRAL DOCK SUD 


BANCO SÓCETE GENÉRALE 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


H.NIHUILES 


BARUGEL AZULAY & CÍA (Mariano Acosta) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


H. CERROS 
COLORADOS 


CASA CALELLO S.A. (Av. La Plata) 


QUILMES OESTE (P.B.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


COOR DE TRAB.QUIMICA DEL SUR LTDA. 


BERAZATEGUI (P.B.A.) 


EDESUR 


C. COSTANERA 


CORPORACIÓN GRALDE ALIMENTOS SA 
(Wllde) 


WILDE (P.B.A.) 


EDESUR 


GENELBA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 124) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 136) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 151) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 153) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 159) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 160) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 43) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


DACOBA EDGARDO LEONEL 


REMEDIOS DE ESCALADA (P.B.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 127) 


LANUS (P.B.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 133) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 180) 


LOMA VERDE (P.B.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 198) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 203) 


BANFIELD (P.B.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 205) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 214) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 219) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 223) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 224) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 241) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 268) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 271) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 288) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DISCO S.A. (SM 21) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 240) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 247) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 7) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DOMEC CÍA. DE ARTEF. DOMÉSTICOS SA 
(Bernal 0.) 


BERNAL OESTE (RB.A.) 


EDESUR 


CENTRAL DIQUE 


FLUVIAL S.R.L. 


EZPELETA (RB.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


FORJA ATLAS S.A. 


BURZACO (P.B.A.) 


EDESUR 


CENTRAL DIQUE 


GADOR S.A. (Darwln) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


H. TUCUMAN 


INDUSTRIAS DALAFER S.A. 


S. FCO. SOLANO (RB.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


INVERSORA BOLÍVAR S.A. 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


CENTRAL PUERTO 


IRSA INVERS.Y REPRESENTAC. SA (Edificio 
Plrelll) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


CENTRAL PUERTO 


MADERERA SANTA ROSA S.R.L. 


QUILMES (RB.A.) 


EDESUR 


CENTRAL DIQUE 


METALCRIS S.A. 


BERNAL OESTE (RB.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


RASIC HNOS. S. A. (Molino Cañuelas) 


CAÑUELAS (P.B.A.) 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


RASICHNOS. S.A. (Plantal) 


BARRIO LA UNION - EZEIZA (P.B.A.) 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


TERMINAL 4 S.A. (Puerto Nuevo) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


CEMSA 


VALOT S. A. (Condarco) 


QUILMES OESTE (RB.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


VALOTS.A.(Av.Belgrano) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


ZUCAMOR S.A. (Qullmes) 


QUILMES OESTE (P.B.A.) 


EDESUR 


C.T. AGUA DEL 
CAJÓN 


DISCO S.A. (SM 70) 


YERBA BUENA (Tucumán) 


EDET 


C.T. MENDOZA 


PETRONORTE SACIFI 


BANDA DEL RIO SALÍ (Tucumán) 


EDET 


C.T. SORRENTO 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Bs. As.) 


SAN MIGUEL DE TUCUMAN 


EDET 


GENELBA 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Concepción) 


CONCEPCIÓN (Tucumán) 


EDET 


GENELBA 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Villa Lujan) 


SAN MIGUEL DE TUCUMAN 


EDET 


GENELBA 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Zelaya) 


SAN MIGUEL DE TUCUMAN 


EDET 


GENELBA 


TELECOM ARGENTINA S.A. (Senador Pérez) 


SAN SALVADOR DE JUJUY 


EJESA 


GENELBA 


CAPRI S.A. 


SANTA LUCIA (San Juan) 


ENERGÍA SAN JUAN 


H.NIHUILES 


EMPRENDIMIENTO ANDINO S.A. 


CANADÁ HONDA (San Juan) 


ENERGÍA SAN JUAN 


H.NIHUILES 


ESTABLECIMIENTO SAN FRANCISCO S.A. 


SARMIENTO (San Juan) 


ENERGÍA SAN JUAN 


C.T. MENDOZA 


TIERRAS DE PONTE S.A. 


POCITO (San Juan) 


ENERGÍA SAN JUAN 


H.NIHUILES 


FRIGORÍFICO SAN CARLOS 


LOS SURGENTES (Córdoba) 


EPEC 


H.NIHUILES 


COORFRUTICOLAY DE CONS. LA FLOR 
(Frlg.1) 


CENTENARIO (Neuquén) 


EPEN 


H.NIHUILES 


COOR FRUTICOLAY DE CONS. LA FLOR 
(Frig.2) 


CENTENARIO (Neuquén) 


EPEN 


H.NIHUILES 


CARREFOUR ARGENTINA S. A. (Rosarlo 
Centro) 


ROSARIO (Santa Fe) 


EPESF 


C.T. MENDOZA 


CARREFOUR ARGENTINA S. A. (Rosarlo Sur) 


ROSARIO (Santa Fe) 


EPESF 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 11 8) 


CIUDAD DE SANTA FE 


EPESF 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 95) 


ROSARIO (Santa Fe) 


EPESF 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 96) 


ROSARIO (Santa Fe) 


EPESF 


C.T.MENDOZA 


(COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 99) 


ROSARIO (Santa Fe) 


EPESF 


C.T. MENDOZA 
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COMSERGAS S.A. 


MERCEDES (P.B.A.) 


COOP JULIO LEVIN 


C.T. MENDOZA 


ANDRÉS LAGOMARSINO E HIJOS 
S.A.(Concepclón) 


MAR DEL PLATA (P.B.A.) 


EDEA 


CENTRAL DOCK SUD 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 1 025) 


DOLORES (P.B.A.) 


EDEA 


POWERCO COM. 
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RAZÓN SOCIAL 


DOMICILIO DE 
SUMINISTRO 


DISTRIBUIDOR 


GENERADOR/ 
COMERCIALIZ. 


DISCO S.A.(SM 231) 


MAR DEL PLATA (RB.A.) 


EDEA 


C.T MENDOZA 


DISCO S.A.(SM 241) 


MAR DEL PLATA (RB.A.) 


EDEA 


C.T MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 55) 


MAR DEL PLATA (RB.A.) 


EDEA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 56) 


MAR DEL PLATA (RB.A.) 


EDEA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 57) 


MAR DEL PLATA (RB.A.) 


EDEA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 58) 


MAR DEL PLATA (RB.A.) 


EDEA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 59) 


MAR DEL PLATA (RB.A.) 


EDEA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 62) 


LA PLATA (RB.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 638) 


LA PLATA (RB.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 41) 


BERISSO (RB.A.) 


EDELAP 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 43) 


BERISSO (RB.A.) 


EDELAP 


POWERCOCOM. 


DISCO S.A. (SM 36) 


LA PLATA (RB.A.) 


EDELAP 


C.T. MENDOZA 


ANDRÉS LAGOMARSINO E HIJOS 
S.A.(C. Casares) 


CARLOS CASARES (RB.A.) 


EDÉN 


CENTRAL DOCK SUD 


DISCO S.A. (SM 165) 


MERCEDES (RB.A.) 


EDÉN 


C.T. MENDOZA 


ANDRÉS LAGOMARSINO E HIJOS S.A. (Sta. 
María) 


ISIDRO CASANOVA (RB.A.) 


EDENOR 


CENTRAL DOCK SUD 


BARUGEL AZULAY 8> CÍA (Libertador) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


H. CERROS 
COLORADOS 


BARUGELAZULAY& CÍA (Tigre) 


TIGRE (RB.A.) 


EDENOR 


H. CERROS 
COLORADOS 


CINEMARK ARGENTINA S.A. (Bulnes) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


CITIBANKN.A.(25deMayo) 


SAN ISIDRO (RB.A.) 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANKN.A. (Cabildo 1717) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANK N.A. (Cabildo 2347) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANK N.A. (Las Heras) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANK N.A. (Malpú 2453) 


OLIVOS (RB.A.) 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANK N.A. (Malpú 755) 


VICENTE LÓPEZ (RB.A.) 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANK N.A. (Morón) 


MORÓN (RB.A.) 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANK N.A. (San Martín) 


SAN MARTIN (RB.A.) 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


CITIBANK N.A. (Sta. Fé) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


CMS ENSENADA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 38) 


FLORIDA (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 47) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 57) 


SAN MARTIN (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 66) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 67) 


ACASSUSO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 68) 


SAN ISIDRO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 92) 


FLORIDA (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 94) 


VILLA MADERO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 10) 


CASEROS (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 108) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 110) 


MORENO (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 11 3) 


DERQUI (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 11 7) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 120) 


ISIDRO CASANOVA (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 137) 


MATHEU (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 138) 


GRAL. PACHECO (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 139) 


VILLA BALLESTER (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 140) 


LOMAS DEL MIRADOR (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 145) 


GARIN (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 146) 


VICTORIA (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 147) 


VILLA BOSCH (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 149) 


BENAVIDEZ (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 151) 


VILLA BOSCH (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 1 56) 


VIRREYES (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 157) 


RAMOS MEJIA (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 165) 


MORENO (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 168) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 179) 


MAQUINISTA F SAVIO (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 186) 


GRAND BOURG (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 187) 


PILAR (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 23) 


RAFAEL CASTILLO (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 31) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 37) 


LA LUCILA (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 53) 


ISIDRO CASANOVA (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 61) 


LOMA HERMOSA (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 64) 


MERLO (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 65) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 66) 


GRAND BOURG (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 71) 


ALDO BONZI (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 77) 


SAN MARTIN (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 81) 


GARIN (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 88) 


LAFERRERE (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 94) 


HUHRLINGHAM (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 98) 


MORÓN (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 99) 


MORENO (RB.A.) 


EDENOR 


POWERCOCOM. 


DISCO S.A. (SM1) 


SAN ISIDRO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 107) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 121) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 15) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 152) 


RAMOS MEJIA (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 153) 


MORÓN (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 154) 


MORÓN (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 155) 


MORÓN (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 156) 


CASTELAR (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 157) 


SAN MIGUEL (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 158) 


MERLO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 159) 


MERLO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 160) 


MORENO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 163) 


BELLA VISTA (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 164) 


HURLINGHAM (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 234) 


CASEROS (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 38) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 39) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 54) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


GASCARBOS.A.I.C. 


EL TALAR (RB.A.) 


EDENOR 


H.CERROS 
COLORADOS 


GENERAL MILLS ARGENTINA S.A. 


VICTORIA (RB.A.) 


EDENOR 


GENELBA 



RAZÓN SOCIAL 


DOMICILIO DE 
SUMINISTRO 


DISTRIBUIDOR 


GENERADOR/ 
COMERCIALIZ. 


HOYTS GENERAL CINEMA DE ARG. SA 
(Martínez) 


MARTÍNEZ (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


PLÁSTICOS MUNRO S.A. 


MUNRO (RB.A.) 


EDENOR 


C.T. MENDOZA 


PRODEN S.A. (Medidor 1) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDENOR 


H.CERROS 
COLORADOS 


SAN FORMERIO S.R.L. (Wlnter) 


GENERAL ROCA (Rio Negro) 


EDERSA 


H.NIHUILES 


SAN FORMERIO S.R.L. (Chacra 202) 


GENERAL ROCA (Rio Negro) 


EDERSA 


H.NIHUILES 


DISCO S.A. (SM 127) 


BARIA BLANCA (RB.A.) 


EDES 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 110) 


CIUDAD DE SALTA 


EDESA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 64) 


SALTA (Salta) 


EDESA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 658) 


CIUDAD DE SALTA 


EDESA 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 13) 


SANTIAGO (Sgo. Del Estero) 


EDESE 


C.T. MENDOZA 


BARUGEL AZULAY & CÍA (Caballito) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


H.CERROS 
COLORADOS 


CORPORACIÓN GRAL. DE ALIMENTOS SA 
(Vleytes) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


GENELBA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 46) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 48) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 52) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


COTO C.I.C.S.A. (Sucursal 58) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 11) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 118) 


BURZACO (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 12) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 122) 


LANUS (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 124) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 126) 


MONTE GRANDE (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 128) 


VALENTÍN ALSINA (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 13) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 131) 


LLAVALLOL (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 136) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tlenda141) 


CLAYPOLE (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 143) 


BERNAL (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 15) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 1 50) 


LANUS (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 1 52) 


GERLI (LANUS) (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCOCOM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 1 55) 


MONTE CHINGÓLO (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 16) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 162) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 18) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 189) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 20) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 208) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 21) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 24) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 25) 


BERNAL (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 27) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 32) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 33) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 34) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 35) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 36) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 40) 


TRISTAN SUAREZ (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 47) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 49) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 5) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 52) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 58) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 6) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 69) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 7) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 73) 


BERAZATEGUI (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 75) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 80) 


EZEIZA (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 83) 


EZEIZA (RB.A.) 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DÍA ARGENTINA S.A. (Tienda 90) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


POWERCO COM. 


DISCO S.A. (SM 11) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 137) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 151) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 2) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 20) 


LANUS (RB.A.) 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 237) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 25) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 3) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 31) 


REMEDIOS DE ESCALADA (RB.A.) 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A, (SM 37) 


ADROGUE (RB.A.) 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 46) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 48) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 6) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


FERRUCCI SA (Regente Palace Hotel) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


CENTRAL DIQUE 


HOYTS GENERAL CINEMA DE ARG. SA 
(Qullmes) 


QUILMES (RB.A.) 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


HOYTS GENERAL CINEMA DE ARG. SA 
(Témperley) 


TÉMPERLEY (RB.A.) 


EDESUR 


C.T. MENDOZA 


LA BOREAL MERCANTE S.A. 


SARANDI (RB.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


LA SALTEÑA S.A 


LANUS OESTE (RB.A.) 


EDESUR 


GENELBA 


SAEL S.A. (Dolmen Hotel) 


CIUDAD DE BS. AIRES 


EDESUR 


C.T.MENDOZA 


TRI-ECO S.A. 


DOCK SUD (RB.A.) 


EDESUR 


GEN. 
MEDITERRÁNEA 


DISCO S.A. (SM 125) 


SMDETUCUMAN 


EDET 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 134) 


SAN MIGUEL DE TUCUMAN 


EDET 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 659) 


SAN MIGUEL DE TUCUMAN 


EDET 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 660) 


SAN MIGUEL DE TUCUMAN 


EDET 


C.T. MENDOZA 


DISCO S.A. (SM 71) 


SAN MIGUEL DE TUCUMAN 


EDET 


C.T.MENDOZA 


SUPERMERCADOS NORTE S.A. (Local 108) 


RESISTENCIA (Chaco) 


SECHEEP 


CT MENDOZA 
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INGRESO DE UN GRAN USUARIO PARTICULAR 



RAZÓN SOCIAL 


DOMICILIO DE 
SUMINISTRO 


DISTRIBUIDOR 


GENERADOR/ 
COMERCIALIZ. 


AGROCOMERCIAL O'HIGGINS SRL 


O'HIGGINS (RB.A.) 


COORCHACABUCO 


H. DIAMANTE 



NOTA: Se hace saber a los interesados que los expedientes correspondientes se encuentran 
disponibles para tomar vista en Paseo Colón 1 71 - 7° piso, oficina 704 en el horario de 1 a 1 3 y de 1 5 
a 18 horas. 



Ing. DANIEL CAMERON, Secretario de Energía. 



e. 28/3 N ° 475.097 v. 28/3/2005 



Que a tenor de la expuesto en los informes de la Gerencia de Distribución N° 77/04 (fs. 152), 
Gerencia de Desempeño y Economía N° 1 17/04 (fs. 149), y el Dictamen Jurídico de la Gerencia de 
Asuntos Legales N ° 46/05 (fs. 183/1 84), y en concordancia con lo establecido en la Resolución ENAR- 
GAS N° 139/95 y la normativa vigente para la actividad, es posible concluir que PRECILAR S.R.L. ha 
dado total cumplimiento a los requisitos para su inscripción en el Registro de Matrículas Habilitantes, 
por lo que se encuentra en condiciones de ser autorizada a operar como PRODUCTOR DE EQUIPOS 
COMPLETOS para GNC (PEC). 

Que el Directorio del ENARGAS se encuentra facultado para emitir este acto en mérito a lo esta- 
blecido por los artículos 52 inciso b) y 86 de la Ley 24.076 y su Decreto reglamentario N° 1738/92. 

Por ello 



MINISTERIO DE SALUD Y AMBIENTE 

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD 
Resolución N° 265/2005 

Bs.As., 18/3/2005 

VISTO el Decreto N° 939/00, la Resolución N°487/02-MS y el Expediente N° 88574/05-SSSA- 
LUD, y 

CONSIDERANDO: 

Que en las actuaciones citadas en el Visto tramita la celebración de un Acuerdo de Colaboración 
entre esta Superintendencia y el HOSPITAL DR. JOSÉ MARÍA CULLEN, de la Ciudad de Santa Fé, 
Provincia del mismo nombre, cuyo objeto es tanto la provisión y el suministro de datos, como el acor- 
tamiento de los plazos de tramitación de los reclamos hospitalarios realizados en el marco del Decreto 
N° 939/00 y la Resolución N°487/02-MS. 

Que la firma del instrumento tiene como punto de partida el Acuerdo Marco de Colaboración 
suscripto el 22 de diciembre de 2004 entre esta Superintendencia y el Ministerio de Salud de la Provin- 
cia de Santa Fé, que contemplaba la incorporación de los Hospitales Públicos de Gestión Descentra- 
lizada de dicha jurisdicción provincial. 

Que el acuerdo reviste importancia como herramienta destinada a la obtención de información 
sanitaria y epidemiológica que permita conformar el Conjunto Mínimo Básico de Datos de la Seguridad 
Social de la República Argentina, de modo de obtener estadísticas homogéneas para la implementa- 
ción de políticas sanitarias con base científica. 

Que en forma paralela, el cumplimiento de las disposiciones del Acuerdo permitirá acelerar los 
plazos de tramitación de los reclamos que el Hospital realice por prestaciones brindadas a beneficia- 
rios de los Agentes del Seguro de Salud, en el marco del Decreto 939/00 y sus normas complementa- 
rias. 

Que el Acuerdo no implica erogaciones económicas de ninguna de las partes en favor de la otra. 

Que la Gerencia de Asuntos Jurídicos ha tomado la Intervención que le compete. 

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por los Decretos N° 1615/96 y 
145/03. 

Por ello, 

EL SUPERINTENDENTE 
DE SERVICIOS DE SALUD 
RESUELVE 

ARTICULO 1 ° — Apruébase la suscripción del Acuerdo de Colaboración con el HOSPITAL DR. 
JOSÉ MARÍA CULLEN, de la Ciudad de Santa Fé, Provincia del mismo nombre, que como Anexo 
forma parte integrante de este acto. 

ARTICULO 2° — Regístrese, comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y, oportunamente archívese. — Dr. RUBÉN HUMBERTO TORRES, Superintendente, Superin- 
tendencia de Servicios de Salud. 



NOTA: Esta Resolución se publica sin el Anexo. La documentación no publicada puede ser consul- 
tada en la Sede Central de esta Dirección Nacional (Suipacha 767 - Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires) y en www.boletinoficial.gov.ar 

e. 28/3 N ° 474.960 v. 28/3/2005 



ENTE NACIONAL REGULADOR DE GAS 



EL DIRECTORIO 

DEL ENTE NACIONAL REGULADOR DEL GAS 

RESUELVE: 

ARTICULO 1 o — Autorizar a PRECILAR S.R.L. por el término de DOS (2) años a partir de la 
notificación de la presente Resolución, a operar en carácter de PRODUCTOR DE EQUIPOS COM- 
PLETOS para GNC (PEC), de acuerdo con lo establecido en la Resolución ENARGAS N ° 1 39/95 y a la 
normativa vigente; a tal efecto, otórgasele la Matrícula N°3136. 

ARTICULO 2 o — Producida la habilitación para la actividad solicitada y bajo apercibimiento de 
inhabilitación, la firma PRECILAR S.R.L. deberá: 

1 . Presentar, dentro de los treinta (30) días de notificada la presente Resolución y previo al inicio 
de la actividad, el Certificado de Aptitud Técnica para efectuar conversión de automotores para GNC, 
extendido por un Organismo de Certificación reconocido por el ENARGAS. 

2. Comunicar al ENARGAS dentro de los CINCO (5) días hábiles de notificada la presente, el 
domicilio de guarda de las "obleas habilitantes", en virtud del carácter de Instrumentos Públicos que 
éstas poseen; y en cada oportunidad que aquél se modifique, 

3. Utilizar, para el armado del equipo completo para GNC, elementos componentes aprobados por 
un Organismo de Certificación reconocido por el ENARGAS. 

4. Verificar, en oportunidad de realizar cada habilitación, que los elementos componentes utiliza- 
dos hayan sido aprobados por un Organismo de Certificación reconocido por el ENARGAS. 

5. Trabajar con hasta un máximo de 1 (diez) "Talleres de Montaje" conforme al estado de situa- 
ción patrimonial obrante en el presente Expediente. En caso de que PRECILAR S.R.L. desee aumen- 
tar dicha cantidad, previo a ello deberá presentar la documentación que acredite la nueva situación 
patrimonial, a los fines de su evaluación por este Organismo. 

6. Mantener vigente, durante el término de la habilitación, todos los requisitos que fueron necesa- 
rios para el otorgamiento de la matrícula. 

7. Actualizar la información según lo dispuesto en el Anexo I, Documento N c 4, de la Resolución 
ENARGAS N° 2603. 

ARTICULO 3 o — En caso de que PRECILAR S.R.L. pretenda continuar con la actividad una vez 
finalizado el lapso por el que fue autorizada en el Artículo 1 °, deberá solicitar la renovación de su 
matrícula noventa (90) días antes de su vencimiento; a tal efecto deberá presentar la documentación 
correspondiente y cancelar las multas firmes pendientes de pago (si las hubiera), incluyendo los inte- 
reses moratorios correspondientes. 

ARTICULO 4 o — Si omitiera la presentación requerida en el Artículo anterior, o esta Autoridad Regu- 
latoria determinase que la documentación recibida no satisface los requisitos exigidos, caducará la habilita- 
ción de la matrícula otorgada y PRECILAR S.R.L. deberá cesar en la actividad para la cual fue habilitada. 

ARTICULO 5° — En caso de que, por cualquier motivo, PRECILAR S.R.L., concluyera la actividad 
de PRODUCTOR DE EQUIPOS COMPLETOS para GNC, estará obligado a mantener en vigencia el 
seguro de responsabilidad civil hasta la fecha de vencimiento de la última conversión o revisión técnica 
efectuada, denunciando las obleas que utilizó y devolviendo las remanentes. 

ARTICULO 6° — De verificarse, irregularidades en la administración de las "obleas habilitantes" o 
en la gestión de la documentación que debe emitir en el marco de su actividad, esta Autoridad de 
Control podrá suspenderle preventivamente la venta de esas obleas, hasta tanto se hayan resuelto las 
cuestiones planteadas, ello atento a la potestad de resguardo de la seguridad, delegada al ENARGAS 
por el Inc. b) del Art. 52-de la Ley N° 24.076. 

ARTICULO 7 o — Notifíquese a la firma PRECILAR S.R.L., publíquese, dése a la DIRECCIÓN 
NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archívese. — D. MARIO R. VIDAL, Director Ente Nacional 
Regulador de Gas. — Ing. HUGO D. MUÑOZ, Vicepresidente Ente Nacional Regulador del Gas. — 
Cdor. FULVIO M. MADARO, Presidente Ente Nacional Regulador del Gas. 

e. 28/3 N° 474.986 v. 28/3/2005 



Resolución N° 3151/2005 



Bs. As., 9/3/2005 



VISTO que con fecha 17 de marzo de 1995, el ENTE NACIONAL REGULADOR DEL GAS (en 
adelante, ENARGAS) ha dictado la Resolución N° 139/95 (BO; 28/3/95), y 

CONSIDERANDO: 

Que en el Expediente ENARGAS N°8680 se tramita la solicitud incoada por PRECILAR S.R.L. 
para ser inscripta como PRODUCTOR DE EQUIPOS COMPLETOS para GNC en el respectivo Regis- 
tro de Matrículas Habilitantes creado por la Resolución antes citada. 

Que la postulante aportó la información técnica, contable y administrativa correspondiente a esa 
firma y a su representante técnico, conforme los requisitos establecidos por el ENARGAS a este 
efecto. 

Que puede observarse que la firma PRECILAR S.R.L. ha otorgado debido cumplimiento a la 
presentación de la Póliza de Seguro de Responsabilidad Civil en los términos de la Resolución ENAR- 
GAS N ° 591 /98, y de las garantías patrimoniales establecidas en la Resolución ENARGAS N ° 2592/02 
y su modificatoria, la Resolución ENARGAS N° 2771/02, mediante la presentación de una Póliza de 
Seguro de Caución. 

Que acorde con lo concluido en el Dictamen Jurídico Previo N° 45/05 (fs.182), esta Autoridad 
Regulatoria entiende que las pólizas presentadas por PRECILAR S.R.L., resultan satisfactorias en los 
términos de las Resoluciones citadas en el parágrafo anterior bajo las condiciones allí indicadas. 



MINISTERIO DEL INTERIOR 

DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES 
Disposición N° 10.393/2005 

Bs. As., 22/3/2005 

VISTO el Expediente EXPDNM-S02:0000339/2005 del Registro de la DIRECCIÓN NACIONAL 
DE MIGRACIONES, organismo descentralizado actuante en la órbita del MINISTERIO DEL INTERIOR, 
las Leyes N ° 1 9.549 y 25.871 , los Decretos N ° 1 883 del 1 7 de septiembre de 1 991 , N ° 836 de fecha 7 
de julio de 2004 y N ° 1 1 69 de fecha 6 de septiembre de 2004, las Disposiciones DNM N ° 21 .084 del 1 7 
de junio de 2004, N Q 2531 de fecha 1 3 de enero de 2005 y N ° 91 66 de fecha 1 5 de marzo de 2005 y 

CONSIDERANDO: 

Que en virtud del dictado del Decreto N ° 836 de fecha 7 de julio de 2004 se ha declarado entre otras 
cosas la emergencia administrativa de la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo 
descentralizado en la órbita del MINISTERIO DEL INTERIOR, reconociendo que la REPÚBLICA ARGENTINA 
se encuentra en una etapa de reformulación de los objetivos de su política migratoria nacional. 

Que a efectos de ordenar y agilizar las tramitaciones en curso ante este Organismo, y teniendo 
presente asimismo aquellas que se originen en atención al proceso de regularización migratoria iniciado 
con el Decreto N°836 de fecha 7 de julio de 2004 y el Decreto N° 1 169 de fecha 6 de septiembre de 
2004, resulta conveniente sustituir el actual régimen de delegación de facultades establecido en su 
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oportunidad por la Disposición DNM N ° 2531 de fecha 1 3 de enero de 2005 y su modificatoria Disposición 
DNM N ° 91 66 de fecha 1 5 de marzo de 2005. 

Que las autoridades superiores de los entes descentralizados se encuentran facultadas para delegar 
la competencia asignada en sus inferiores jerárquicos, según lo dispuesto por la Ley Nacional de 
Procedimientos Administrativos N° 19.549 y su decreto reglamentario. 

Que la DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS de la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES 
ha tomado la intervención que le compete. 

Que la presente medida se dicta en virtud de las atribuciones conferidas por el Decreto N° 1410 
de fecha 3 de diciembre de 1996 y el artículo 29 de la Ley N° 25.565. 

Por ello, 

EL DIRECTOR NACIONAL 
DE MIGRACIONES 
DISPONE: 

ARTICULO 1 ° — DELEGASE en el agente D Pablo Facundo AVALOS LASALVIA (Legajo 
N° 40.079), Nivel C - Grado 1, la facultad de resolver los trámites de: 

a) solicitudes de residencias transitorias, temporarias y permanentes, así como también aquellas 
solicitudes que se originen en las Delegaciones y Oficinas Migratorias del Interior del país, cuando las 
mismas traten sobre radicaciones permanentes así como aquellas cuyos titulares sean ciudadanos 
extranjeros nativos de los países pertenecientes a los continentes de ASIA, ÁFRICA y OCEANIA. 

b) los trámites de regularización migratoria que se originen en las Delegaciones y Oficinas 
Migratorias del Interior del país fundados en el artículo 1 5 inciso i) del Decreto N ° 1 434 de fecha 31 de 
agosto de 1987 y sus modificatorios, referido específicamente a la figura "migrante con capital", 
cualquiera sea el tipo de residencia que se solicite. 

La delegación dispuesta en los párrafos anteriores no comprende la resolución de recursos de 
reconsideración o revocatoria que se interpongan contra actos administrativos dictados en ejercicio de 
competencia delegada. 

ARTICULO 2 o — DELEGASE en la agente Da. Laura ROTUNO (Legajo N° 40.080), Nivel C - 
Grado 2, la facultad de resolver los trámites de permisos de ingreso al país. 

La delegación dispuesta en el párrafo anterior no comprende la resolución de recursos de 
reconsideración o revocatoria que se interpongan contra actos administrativos dictados en ejercicio de 
competencia delegada. 

ARTICULO 3 o — DELEGASE en la agente Da. Gabriela BRASINI (Legajo N° 40.1 17 ) Nivel C - 
Grado 1 , la facultad de resolver las solicitudes de residencias temporarias y permanentes cuyos 
titulares sean ciudadanos de la República de Bolivia y República del Perú. 

La delegación dispuesta en el párrafo anterior no comprende la resolución de recursos de 
reconsideración o revocatoria que se interpongan contra actos administrativos dictados en ejercicio de 
competencia delegada. 

ARTICULO 4 o — DELEGASE en el Director de Administración y Recursos Humanos de esta 
Dirección Nacional, Cdor. Eduardo César GATTI, la facultad de: 

a) dar por clausuradas las actuaciones cuyo desistimiento fuera consecuencia del acogimiento de 
su titular al Decreto N Q 1 169 de fecha 6 de septiembre de 2004, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 5 Q y 6 B del citado Decreto. 

b) suscribir los contratos comprendidos en el Decreto N ° 1 1 84 del 20 de septiembre de 2001 y en 
el artículo 9 o del Decreto N° 1421 de fecha 8 de agosto de 2002. 

ARTICULO 5 5 — DELEGASE en el Director de Control Migratorio y en los Jefes de las Delegaciones 
de esta Dirección Nacional habilitadas en el Interior del país la facultad de resolver los trámites referidos 
a la permanencia de extranjeros en el país en situación irregular. 

ARTICULO 6° — Las facultades delegadas por la presente lo son sin perjuicio de la facultad de 
avocación que corresponde al Director Nacional de Migraciones. 

ARTICULO 7° — Será responsabilidad de los respectivos funcionarios la debida aplicación de las 
facultades que se les delegan por la presente. 

ARTICULO 8 o — Los actos administrativos que se dicten en función a las facultades delegadas 
enumeradas en los artículos precedentes, deberán fundarse en la presente Disposición. 

ARTICULO 9 o — Déjanse sin efecto, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente, la 
Disposición DNM N Q 21 .084 del 1 7 de junio de 2004, la Disposición DNM N ° 2531 de fecha 1 3 de enero 
de 2005 y su modificatoria Disposición DNM N°9166 de fecha 15 de marzo de 2005. 

ARTICULO 10. — La presente comenzará a regir a partir de la fecha de su publicación en el 
Boletín Oficial. 

ARTICULO 1 1 . — Comuniqúese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y archívese. — Dr. RICARDO EUSEBIO RODRÍGUEZ, Director Nacional de Migraciones, 
Ministerio del Interior. 

e. 28/3 N ° 475.21 6 v. 28/3/2005 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN REGIONAL TUCUMAN 

Disposición N° 12/2005 (DI RTUC) 

Régimen de reemplazos de la Jefatura Agencia Santiago del Estero. 

San Miguel de Tucumán, 4/2/2005 

VISTO las modificaciones introducidas mediante Disposición N° 980/00 (AFIP), 2/01 (DGI), y 

CONSIDERANDO: 

Que por Disposición N° 980/00 (AFIP) se modificó la Estructura de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas II de la Dirección General Impositiva. 



Que por Disposición N°2/01 (DGI) se aprobó la denominación, los organigramas y las acciones y 
tareas de las Secciones y Oficinas correspondientes a las Unidades de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas II. 

Que surge la necesidad de establecer el régimen de reemplazos, para caso de ausencia u 
otro impedimento, de la Jefatura de la Agencia Santiago del Estero en función de los nuevos 
cargos. 

Por ello, y en ejercicio de las atribuciones conferidas por Disposición N° 146/00 (A.F.I.R), 

LA DIRECTORA (INTERINA) 

DE LA DIRECCIÓN REGIONAL TUCUMAN 

AFIP-DGI 

DISPONE: 

ARTICUL0 1 ° — Establecer el Régimen de Reemplazos, para caso de ausencia u otro impedimento, 
de la Jefatura de Agencia Santiago del Estero, al: 

1 ° reemplazante: Jefe (Int.) Oficina Jurídica CPN CORVALAN, Silvia Roxana, legajo N ° 33.474/21 . 

2° reemplazante: Jefe (Int.) Sección Verificaciones CPN GALIZZI GARNICA, Marta Graciela, 
legajo N° 33.572/1 6. 

ARTICULO 2° — Dejar sin efecto toda otra norma que se oponga a la presente. 

ARTICULO 3° — Regístrese, comuniqúese, remítase a la Dirección de Personal, dése a la Dirección 
Nacional de Registro Oficial, publíquese y archívese. — CRN. GRACIELA DE LOS ANGELES ACOSTA, 
Directora Interina, Dirección Regional Tucumán. 

e. 28/3 N ° 474.934 v. 28/3/2005 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN REGIONAL TUCUMAN 

Disposición N° 13/2005 (DI RTUC) 

Régimen de reemplazos de la Jefatura Agencia CATAMARCA 

San Miguel de Tucumán, 4/2/2005 

VISTO las modificaciones introducidas mediante Disposición N° 980/00 (AFIP), 2/01 (DGI), y 

CONSIDERANDO: 

Que por Disposición N° 980/00 (AFIP) se modificó la Estructura de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas II de la Dirección General Impositiva. 

Que por Disposición N ° 2/01 (DGI) se aprobó la denominación, los organigramas y las acciones y 
tareas de las Secciones y Oficinas correspondientes a las Unidades de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas II. 

Que surge la necesidad de establecer el régimen de reemplazos, para caso de ausencia u otro 
impedimento, de la Jefatura de la Agencia Catamarca en función de los nuevos cargos. 

Por ello, y en ejercicio de las atribuciones conferidas por Disposición N° 146/00 (A.F.I.R), 

LA DIRECTORA (INTERINA) 

DE LA DIRECCIÓN REGIONAL TUCUMAN 

AFIP-DGI 

DISPONE: 

ARTICUL0 1 ° — Establecer el Régimen de Reemplazos, para caso de ausencia u otro impedimento, 
de la Jefatura de Agencia Catamarca, al: 

Jefe (Int.) Sección Verificaciones, CPN CANO, Luis Florencio, legajo N°24. 145/74. 

ARTICULO 2° — Dejar sin efecto toda otra norma que se oponga a la presente. 

ARTICULO 3° — Regístrese, comuniqúese, remítase a la Dirección de Personal, dése a la Dirección 
Nacional de Registro Oficial, publíquese y archívese. — CRN. GRACIELA DE LOS ANGELES ACOSTA, 
Directora Interina, Dirección Regional Tucumán. 

e. 28/3 N ° 474.935 v. 28/3/2005 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN REGIONAL TUCUMAN 

Disposición N° 14/2005 (DI RTUC) 

Régimen de reemplazos de la Jefatura DISTRITO CONCEPCIÓN 

San Miguel de Tucumán, 4/2/2005 

VISTO las modificaciones introducidas mediante Disposición N° 980/00 (AFIP), 2/01 (DGI), y 

CONSIDERANDO: 

Que por Disposición N° 980/00 (AFIP) se modificó la Estructura de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas II de la Dirección General Impositiva. 

Que por Disposición N ° 2/01 (DGI) se aprobó la denominación, los organigramas y las acciones y 
tareas de las Secciones y Oficinas correspondientes a las Unidades de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas II. 
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Que surge la necesidad de establecer el régimen de reemplazos, para caso de ausencia u otro -Tenencia propia al 31 de diciembre de 2004 de Títulos emitidos por el Banco Central, clasificados 

impedimento, de la Jefatura del Distrito Concepción en función de los nuevos cargos. por especie. 

Por ello, y en ejercicio de las atribuciones conferidas por Disposición N° 146/00 (A.F.I.R), 

LA DIRECTORA (INTERINA) 

DE LA DIRECCIÓN REGIONAL TUCUMAN 

AFIP-DGI 

DISPONE: 

3- La nota citada en el punto anterior se solicita al solo efecto de facilitar a nuestros Auditores 
ARTICUL0 1 ° — Establecer el Régimen de Reemplazos, para caso de ausencia u otro impedimento, Externos los antecedentes necesarios para validar saldos de los estados contables del Banco Central 
de la Jefatura del Distrito Concepción, al: al 31/12/2004. 



Esta nota deberá ser dirigida a nuestros auditores externos, Ernst & Young - Pistrelli, Henry Martin 
y Asociados S.R.L. - 25 de Mayo 476 C.R C1002ABJ Ciudad Autónoma de Buenos Aires - y Auditoría 
General de la Nación - Alsina 1254 4° Of. 48 C.R C1088AAH Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
REMITIDA POR ESTE MEDIO a la Gerencia de Auditoría de Servicios Centrales a la casilla de correo 
X400 «BCRA Auditoría», antes del día 21 de enero de 2005. 



Jefe (Int.) Oficina Recaudación y Verificaciones, CPN PASTORINO, Mario Guillermo, legajo 
N° 33.804/92. 



Saludamos a Uds. muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



ARTICULO 2° — Dejar sin efecto toda otra norma que se oponga a la presente. 

RODOLFO DE LORENZI, Gerente de Auditoría de Servicios Centrales. — JORGE H. MAZZEI, 
ARTICULO 3° — Regístrese, comuniqúese, remítase a la Dirección de Personal, dése a la Dirección Gerente Principal de Auditoría General. 



Nacional de Registro Oficial, publíquese y archívese. — CRN. GRACIELA DE LOS ANGELES ACOSTA, 
Directora Interina, Dirección Regional Tucumán. 

e. 28/3 N ° 474.936 v. 28/3/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
Nota Externa N° 13/2005 
Decreto N° 732/72 
Exención de gravámenes 

Bs.As., 18/3/2005 

En consideración al dictado del Decreto N° 194 de fecha 9 de marzo de 2005 publicado en el 
Boletín Oficial el 1 1 de marzo de 2005, referido a la sustitución del Artículo 1 ° del Decreto N ° 1 437 de 



e. 28/3 N° 474.883 v. 28/3/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "B" 8396. 27/01/2005. Ref.: Código de operatoria del Sistema Medio Elec- 
trónico de Pagos MEP, DP5 y DP6. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que se encuentran disponibles en el Mep on-line y de 
contingencia, los códigos de operatoria dados a conocer por Comunicación "C" 40747 del 25.01 .2005, 
los cuales serán utilizados para realizar operaciones de cambio contra cuentas radicadas en el BCRA. 

DP5 - Transferencia de pesos entre cuentas corrientes - Compra de Divisa (habilitado en la mone- 
da Pesos) 



DP6 - Transferencia de Divisas entre cuentas a la vista - Venta de Divisa (Habilitado en las mone- 
fecha 1 de diciembre de 1 998 relacionado con la exención total de tributos a las importaciones para ,jas Dólares y Euros) 
consumo realizadas por entes oficiales nacionales, provinciales y municipales sus dependencias cen- 

Asimismo les informamos que en la instrucción de pago, de ambos códigos, se deberán consignar 
los datos que se detallan a continuación, separados por un carácter en blanco: 



tralizadas o descentralizadas destinadas a la educación, la salud, la ciencia y la tecnología, se comu- 
nica: 

Que se prorrogó la vigencia del Decreto N ° 732 de fecha 1 de febrero de 1 972, para tales entes 
hasta el 1 ° de enero de 2006. 

Que el citado Decreto N ° 1 94/05 en su Artículo 2 "produce efecto a partir del 1 °de enero de 2005. 

La presente deja sin efecto la Instrucción General N° 07 de fecha 21 de enero de 2004 de la 
SUBDIRECCION GENERAL DE LEGAL Y TÉCNICA ADUANERA y tendrá vigencia hasta el 31 de 
diciembre del 2005. 

Regístrese. Comuniqúese. Publíquese en el Boletín de esta Dirección General. Dése a la Direc- 
ción Nacional del Registro Oficial para su publicación. Cumplido archívese. — Dra. MARÍA SILVINA 
TIRABASSI, Subdirectora General de Legal y Técnica Aduanera, Dirección General de Aduanas. 



e. 28/3 N • 475.060 v. 28/3/2005 s¡stema de Pago y Operaciones 



Número de Operación: Número de SIOPEL o MEC otorgada por el sistema a la operación, en 1 1 
posiciones numéricas. En el caso que se cuente con un valor menor de posiciones se complementará 
con ceros a la izquierda. 

Observaciones: Datos complementarios que entre las partes acuerden para una identificación 
inequívoca de la operación, en 50 posiciones alfanuméricas. 

Saludamos muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA PUBLICA ARGENTINA 

NICOLÁS DELLE GRAZIE, Subgerente de Sistemas de Pagos. — JULIO C. SIRI, Gerente de 



e. 28/3 N ° 474.884 v. 28/3/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "B"8376. 03/01/2005. Ref.: Circularización de saldos al 31/12/04, en cum- 
plimiento de procedimientos de Auditoría Externa Artículo 39 de la Carta Orgánica del Ban- 
co Central. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles el procedimiento administrativo que se aplicará para la 
verificación de los saldos correspondientes al cierre de los estados contables de esta Institución al 
31/12/04, necesario para cumplimentar lo dispuesto en el artículo 39 de la Carta Orgánica del Banco 
Central (Ley N° 24. 144): 

1- Las Entidades Financieras deberán retirar el listado de saldos de sus cuentas, en el edificio de 
este Banco Central, sito en Reconquista N°266 -Pta. Baja-, los días 13 y 14 de enero, por persona 
autorizada al efecto y según el siguiente cronograma: 

- Entidades cuyos números de cuentas corrientes se encuentran comprendidos entre el (00001 y 
00300), el día 13 de enero. 

- Las restantes Entidades el día 14 de enero. 

2- Deberán manifestar su conformidad o reparo sobre cada saldo. En este último caso, una vez 
determinado el monto de la diferencia deberán hacer mención en breve referencia, sobre los antece- 
dentes de las imputaciones que las originan. 

Se deberá manifestar también todo saldo (en pesos, en dólares estadounidenses o en otras mo- 
nedas) que no figure en el listado entregado y que se mantenga con el Banco Central. 

Asimismo, deberán informar las operaciones de Pases Activos concertadas con este Banco Cen- 
tral, vigentes al 31 de diciembre de 2004 de acuerdo con el siguiente detalle: 



Especie 


Código 

Cuenta 

Cryl 


Fecha 


Cant. VN 


Cant. VR 


Monto 
(indicar 
moneda) 


Precio de 
Concertación 


Tasa 
Pactada 


Concertac. 


Liquidac. 


Capital 


Aforo 


Capital 


Aforo 


Inicio 


Vto. 































Adicionalmente deberán informar: 

- Detalle de las garantías entregadas a este Banco Central, vigentes al 31 de diciembre de 2004, 
clasificadas por especie y operatoria. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "B" 8401. 01/02/2005. Ref.: Códigos de operatorias del Sistema Medio 
Electrónico de Pagos M.E.P., DA7, DB6. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que a partir del día hábil siguiente a la emisión de la 
presente comunicación, se encontrarán disponibles en el Mep on-line y de contingencia, los códigos 
de operatoria de la referencia, los que serán utilizados para realizar operaciones de cambio con el 
BCRA, contra las cuentas corrientes y a la vista radicadas en este. 

DA7: Transferencia de Pesos - Compra de Divisas contra cuenta a la vista en BCRA (habilitado en 
la moneda pesos). 

DB6: Transferencia de Divisas - Venta de Divisas contra cuenta corriente en BCRA (habilitado en 
moneda extranjera). 

Asimismo les informamos que en la instrucción de pago, de ambos códigos, se deberán consignar 
los datos que se detallan a continuación, separados por un carácter en blanco: 

Número de Operación: Número de SIOPEL o MEC otorgado por el sistema a la operación, en 1 1 
posiciones numéricas. En el caso que se cuente con un número menor de caracteres se completará 
con ceros a la izquierda. 

Tipo de Pase/Cambio: Tres enteros con seis decimales. 

Cantidad de Moneda: Doce enteros con dos decimales. 

Saludamos muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

NICOLÁS DELLE GRAZIE, Subgerente de Sistemas de Pagos. — JULIO C. SIRI, Gerente de 
Sistema de Pago y Operaciones. 

e. 28/3 N° 474.885 v. 28/3/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 
COMUNICACIÓN "B" 8409. 09/02/2005. Ref.: Comunicación "B" 8407. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds., para comunicarles que se ha dispuesto suspender la implementación de las 
estructuras de los códigos de operatorias, señalados por la Comunicación de la referencia. 
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Saludamos muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

LUIS ALBERTO D'ORIO, Subgerente de Operaciones con Títulos y Divisas. — JULIO C. SIRI, 
Gerente de Sistema de Pago y Operaciones. 

e. 28/3 N ° 474.886 v. 28/3/2005 



C.E.R. Cupón 3% anual a 4 años de plazo (1 456 días de plazo original y 1 386 días de plazo remanen- 
te) hasta la suma de $VN 64.025.000. 

Saludamos muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

ELADIO GONZÁLEZ BLANCO, Subgerente Departamental. — JULIO C. SIRI, Gerente Departa- 
mental. 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "B" 8415. 18/02/2005. Ref.: Régimen licitatorio derivado de lo previsto en 
las Comunicaciones "A" 4268 y "A" 4282. Nuevo llamado a licitación. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. en relación al régimen derivado de las Comunicaciones "A" 4268 y "A" 4282 
a fin de informarles que esta Institución ha resuelto lo siguiente: 

1 . Convocar a una nueva licitación que se realizará el día viernes 25 de febrero de 2005 por un 
importe de $ 700.000.000, en cuya definición se tuvo en cuenta el criterio de equidad establecido en el 
punto 7. de la Comunicación "A" 4282. 

Los montos de las posturas aceptadas en la licitación serán debitados en forma automática de las 
cuentas corrientes de las entidades habilitadas en esta Institución a los 3 días hábiles siguientes de la 
mencionada fecha. 

2. La primer cuota factible de ser licitada es aquella a ser cancelada el segundo día hábil de abril 
de 2005. 

3. Dos días hábiles antes de la licitación, a través de la Plataforma X-400, se informará individual- 
mente a cada entidad el porcentaje máximo del saldo de redescuentos que podrá ser afectado a la 
licitación, según lo dispuesto en el punto 8. de la Comunicación "A" 4282 y los valores de cada una de 
las cuotas de los cronogramas de pago de asistencias pasibles de ser ofertadas con carácter de 
anticipo, ajustadas según CER devengado hasta el día anterior a la fecha de débito citada en el punto 
2. 

4. Mantienen plena vigencia las restantes disposiciones divulgadas por las Comunicaciones "A" 
4268 y "A" 4282. 

Saludamos muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

FERNANDO J. EXPÓSITO, Subgerente de Otorgamiento y Administración de Créditos. — RAÚL 
O. PLANES, Subgerente General de Operaciones. 

e. 28/3 N ° 474.887 v. 28/3/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "B" 8426. 07/03/2005. Ref:: Circular Títulos Públicos Nacionales. Licita- 
ción de Letras del Banco Central de la República Argentina en Pesos y en Pesos ajustables 
por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.) y Notas del Banco Central de la 
República Argentina en Pesos y en Pesos ajustables por el Coeficiente de Estabilización de 
Referencia (C.E.R.). 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. y por su intermedio a los sectores interesados a fin de comunicarles que este 
Banco ofrecerá al mercado, Letras y Notas del Banco Central de la República Argentina, conforme a 
las condiciones que se detallan en anexo. 

Saludamos muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 



JULIO C. SIRI, Gerente Departamental.— RAÚL O. PLANES, Subgerente General de Operacio- 



nes. 



Con copia a las Entidades Cambiarías, Mercados de Valores, Bolsas de Comercio, Administrado- 
ras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, Fondos Comunes de Inversión, Aseguradoras de Riesgos 
de Trabajo y Compañías de Seguros. 

ANEXO 



NOTA: Esta Comunicación se publica sin el Anexo. La documentación no publicada puede ser 
consultada en la Biblioteca Prebisch del BCRA y en el sitio internet www.bcra.gov.ar 

e. 28/3 N ° 474.888 v. 28/3/2005 



Con copia a las Entidades Cambiarías, Mercados de Valores, Bolsas de Comercio, Administrado- 
ras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, Fondos Comunes de Inversión, Aseguradoras de Riesgos 
de Trabajo y Compañías de Seguros. 

e. 28/3 N° 474.890 v. 28/3/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "C" 41003. 21/02/2005. Ref.: Comunicaciones "C" 38965 y 40595. Opera- 
ciones de no residentes. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. a los efectos de aclarar ante distintas consultas recibidas, las siguientes 
aclaraciones: 

a) Con relación a las normas de la Comunicación "C" 38965 sobre registro de operaciones cam- 
biarías de no residentes, cuando las entidades financieras locales actúen como apoderados de sus 
matrices o de sus filiales del exterior, por las operaciones de cambio que éstas realicen en el mercado 
local de cambios en carácter de clientes, en el campo tipo de identificación del cliente, se debe consig- 
nar el código 22, y en el campo número de identificación, se debe consignar el número de CUIT de la 
entidad local que actúa como apoderado. En el campo correspondiente a "denominación del pagador" 
en las compras, o "denominación del beneficiario del exterior" en las ventas, se debe consignar la 
denominación completa de la entidad no residente. 

b) Por su parte, respecto a las normas de la Comunicación "C" 40595, en las operaciones de 
compra de cambio a no residentes, si el pago de la liquidación de cambio no se realiza en efectivo, 
corresponde la acreditación de los fondos en la cuenta local del no residente o del apoderado que 
realiza la operación por cuenta y orden del no residente. 

En el mismo sentido, en las operaciones de venta de cambio a clientes no residentes de acuerdo 
a las normas cambiarías que sean de aplicación, si el pago de la compra de la transferencia no se 
realiza en billetes pesos, el débito puede realizarse alternativamente en la cuenta del mandante o 
apoderado que realiza la operación o de la empresa compradora en los casos de compras de paque- 
tes accionarios de empresas de inversiones directas. 

Saludamos muy atentamente. 

BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

JORGE L. RODRÍGUEZ, Gerente Departamental.— RAÚL O. PLANES, Subgerente General de 
Operaciones. 

CON COPIA A LAS CASAS, AGENCIAS Y OFICINAS DE CAMBIOS. 

e. 28/3 N° 474.889 v. 28/3/2005 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

El Banco Central de República Argentina notifica al señor Benjamín IZRAELSON (L.E. N ° 1 .678. 1 46 
- C.I.P.F. N°5. 545.938), que en el Sumario N°593 - Expediente N° 100.901/84, el Superintendente de 
Entidades Financieras y Cambiarías ha dictado la Resolución Final N ° 255 del 21 .1 0.04, mediante la 
cual se le impuso la siguiente sanción en los términos del artículo 41 , inciso 3) y 5) de la Ley N °21 .526: 
multa de $ 334.500 (pesos trescientos treinta y cuatro mil quinientos) e inhabilitación por 4 (cuatro) 
años. El importe de la multa impuesta deberá ser depositado en este Banco Central en "CUENTAS 
TRANSITORIAS PASIVAS - MULTAS - LEY DE ENTIDADES FINANCIERAS - ARTICULO 41", dentro 
de los 5 (cinco) días contados a partir de la última publicación del presente, bajo apercibimiento de 
perseguirse su cobro por la vía de ejecución fiscal. Dentro del plazo de 15 (quince) días hábiles, a 
partir de la publicación del presente, podrá interponer el recurso previsto en el artículo 42 de dicha Ley. 
De acuerdo a la Comunicación "A" 4006 del 26.8.03 (B.O. del 3.9.03) que se encuentra a su disposición 
en esta Institución, se pone en conocimiento el régimen de facilidades de pago de las multas. Toda 
presentación al respecto deberá dirigirse a la Gerencia Principal de Liquidaciones y Recuperas, Sub- 
gerencia de Control de Fideicomisos (Ex-Gerencia de Créditos del B.C.R.A) con copia a la Gerencia 
de Asuntos Contenciosos. Publíquese por 3 (tres) días. 

Se certifica que las firmas que anteceden corresponden al señor Diego H. Pécora - Analista 
Administrativo de Asuntos Contenciosos en lo Financiero y a la Dra. Lidia M. Girón, Jefe de Departa- 
mento de Sumarios Financieros. 

e. 28/3 N° 474.891 v. 30/3/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 



BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 

COMUNICACIÓN "B" 8427. 08/03/2005. Ref.: Circular Títulos Públicos Nacionales. Licita- 
ción de Letras y Notas del Banco Central de la República Argentina en Pesos y en Pesos 
ajustables por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.). Ampliación. 

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS: 

Nos dirigimos a Uds. y por su intermedio a los sectores interesados a fin de comunicarles que con 
relación a lo dispuesto en la comunicación B 8426, se ha resuelto ampliar los importes a ser ofrecidos 
en Letras del BCRA en pesos a 35 días hasta la suma de $VN 33.000.000.-; en Letras del BCRA en 
pesos a 79 días hasta la suma de $VN 42.561 .000.-; en Letras del BCRA en pesos a 266 días hasta la 
suma de $VN 50.000.000.-; en Letras del BCRA en Pesos ajustables por el Coeficiente de Estabiliza- 
ción de Referencia (C.E.R.) a 392 días (336 días de plazo remanente) hasta la suma de $VN 78.636.000.-; 
en Letras del BCRA en Pesos ajustables por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.) a 
735 días (490 días de plazo remanente) hasta la suma de $VN 28.500.000.-; en Letras del BCRA en 
Pesos ajustables por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.) a 749 días (693 días de 
plazo remanente) hasta la suma de $VN 20.000.000.- y en Notas del BCRA en Pesos ajustables por el 



DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

CITACIÓN AL RECEPTOR INVOLUNTARIO DE APORTES - R. G. N "1264/02 (AFIP) - R. G. 
N°6/02 (INARSS) -YANON ANA MARÍA C.U.I.L N° 27-06522647-8 D.N.I. N» 6.522.647. Esta Admi- 
nistración Federal ha detectado la existencia de importes acreditados en su cuenta, bajo el C.U.I.L. 
27-06522647-8, provenientes del empleador titular del C.U.I.T. 30-67542808-1, por los siguientes 
períodos 08/1 997 a 04/2003. En caso de ser el titular de los aportes en cuestión, se solicita concurra 
a la dependencia de esta Administración Federal de Ingresos Públicos más cercana a su domicilio, 
dentro de los DIEZ (1 0) días hábiles administrativos de publicada la presente, munido de la siguiente 
documentación: 1) Documento de identidad (D.N.I.; L.C.; L.E.; C.I.; Pasaporte); 2) Constancia del 
C.U.I.L. o C.U.I.T, según corresponda; 3) Resúmenes de la cuenta de capitalización de la Adminis- 
tradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones o de la cuenta de reparto, según corresponda, por 
los períodos reclamados y 4) Recibos de sueldo de los períodos reclamados y/o certificación de 
servicios suscritas por el empleador donde conste, además, el N°de C.U.I.T del mismo. De no ser 
titular de los aportes en cuestión, se comunica que deberá renunciar a ellos personalmente en la 
dependencia de esta Administración Federal de Ingresos Públicos más cercana a su domicilio con 
referencia a Agencia Sede Tucumán o bien mediante carta documento remitida AGENCIA SEDE 
TUCUMAN - 24 DE SETIEMBRE N°918 - 2 PISO (4000) SAN MIGUEL DETUCUMAN -TUCUMAN, 
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caso contrario, una vez vencido el plazo establecido se debitará de oficio los fondos mal direcciona- 
dos. 

CRN. SUSANA ESTELA DE F. SOLORZANO, Jefa Agencia Sede, Dirección Regional Tucumán. 

e. 28/3 N ° 475.040 v. 29/3/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

CITACIÓN AL RECEPTOR INVOLUNTARIO DE APORTES - R. G. N "1264/02 (AFIP) - R. G. 
N°6/02 (INARSS) - MÁRQUEZ FRANCISCA - C.U.I.L N° 27-04655906-7 - D.N.I. N°4.655.906. Esta 
Administración Federal ha detectado la existencia de importes acreditados en su cuenta, bajo el 
C.U.I.L. 27-04655906-7, provenientes del empleador titular del C.U.I.T 30-67542808-1, por los si- 
guientes períodos 08/1 997 a 06/2001 .En caso de ser el titular de los aportes en cuestión, se solicita 
concurra a la dependencia de esta Administración Federal de Ingresos Públicos más cercana a su 
domicilio, dentro de los DIEZ (10) días hábiles administrativos de publicada la presente, munido de 
la siguiente documentación: 1) Documento de identidad (D.N.I.; L.C.;L.E.;C.L; Pasaporte); 2) Cons- 
tancia del C.U.I.L. o C.U.I.T, según corresponda; 3) Resúmenes de la cuenta de capitalización de la 
Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones o de la cuenta de reparto, según correspon- 
da, por los períodos reclamados y 4) Recibos de sueldo de los períodos reclamados y/o certificación 
de servicios suscritas por el empleador donde conste, además, el N° de C.U.I.T del mismo. De no 
ser titular de los aportes en cuestión, se comunica que deberá renunciar a ellos personalmente en la 
dependencia de esta Administración Federal de Ingresos Públicos más cercana a su domicilio con 
referencia a Agencia Sede Tucumán o bien mediante carta documento remitida AGENCIA SEDE 
TUCUMAN - 24 DE SETIEMBRE N°91 8 - 2 PISO (4000) SAN MIGUEL DE TUCUMÁN -TUCUMÁN, 
caso contrario, una vez vencido el plazo establecido se debitarán de oficio los fondos mal direccio- 
nados. 

CRN. SUSANA ESTELA DE F SOLORZANO, Jefa Agencia Sede, Dirección Regional Tucumán. 

e. 28/3 N° 475.041 v. 29/3/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 
ADUANA DE CLORINDA 

Clorinda, 1 1 de marzo de 2005 

Se anuncia por la presente, la existencia de mercaderías en Depósito de esta División Aduana de 
Clorinda, cuyas actuaciones se detallan, las cuales se encuentran en la situación prevista en los ar- 
tículos 417 y 440 del Código Aduanero, se intima a toda persona que se considere con derechos 
respecto de las mismas, para que en el perentorio plazo de diez (10) día corridos, soliciten alguna de 
las destinaciones admitidas, bajo apercibimiento de considerarlas abandonadas en favor del Estado 
Nacional. — Abog. RAÚL ANTONIO ROMERO, Administrador (I.) Ad. Clorinda. 



DENUNCIA 


IMPUTADO 


AUTORIDAD 
APREHENSORA 


Detalle de la Mercadería 


Tipo 


NRO. 


ANO 


DN12 


1101 


2 


N.N. 


gendarmería Nacional 


2-Unidad de Casco de Seguridad 40-Unidades 
de Rulemanes de Bola 5-Pares de 
Amortiguadores 10-Unidad de Protector Faro 
(partes y piezas) 10-Pares de Guardabarros 
10-Jgos de parte y piezas cubrecadena 12- 
Jgos x 2 pzas de parte y piezas (cubre 
lateral). - 


DN12 


1116 


2 


N.N. 


Dirección General de 
Aduanas 


25-Unidades de Baterias para celulares 10- 
Unidades de Visor para Teléfono Celular 18- 
Unidades de partes y Acc. Para Celular, - 


DN12 


1167 


2 


N.N. 


gendarmería Nacional 


15-Bermudas, 13-Cintos.- 


DN12 


481 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1-Unidad de equino. - 


DN12 


571 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


120 - Cargadores p/Celulares 220 Volt - 21 
Baterias p/Celutares - 8 Antenas p/Celulares - 
6 Gabinetes p/Celulares 


DN12 


642 


3 


N.N 


Dirección General de 
Aduanas 


1 - Pistola Usada Marca FM Ind.Arg. Mod.HI 
POWER Calibre 9 mm Serie N° 215201 
c/Cargador 


DN12 


746 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


6 - Zapatillas - 4 Botines ó-- -utbool - 4 
Camisas - 2 Pantalones Jeans ! Juegos de 
Sabanas - 2 Campera - 2 Re;: i s - 2 Radio 
Monoaural - 1 Agenda y calculnt' i a - 


DN12 


1031 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


102 Medias Damas 


DN12 


1088 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1 Packs x 6 Hilos de al¡. odón - 15 
Encendedores a Gas - 4 Cajas Hilos de Coser 

- 3 Calentadores eléctricos - 8 Petes ungüento 

- 15 Juguetes Dif.Mod. 


DN12 


1253 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


10 - Pantalones niña - 2 Camisas - 6 Pares 
Zapatillas 


DN12 


1288 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


9 - Pares Zapatillas - 5 Camisas p/Cab. - 2 
Pantalones Jeans - 12 Repasadores - 1 Packs 
x 10 Lamparas (focos) - 1 Packs x 60 Pilas 
chicas - 1 Radio Monoaural - 


DN12 


1366 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


4 - Pares Zapatillas - 7 Camisas p/Cab. 10 
Reloj Pulseras - 48 Pilas Grandes - 100 Pilas 
chicas - 2 Radio mini monoaural - 8 Carcaza 
p/Celulares - 50 Encendedores a ¿ias 


DN12 


1404 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


3 - Pantalones Jeans - 6 Cauri as p/Cab. - 8 
Cargadores p/Celulares - 5 Fuñí s y Estuches 


DN12 


1414 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


8 - Pantalones Jeans - 3 Caitirv;:, p/Cab. - 3 
Camperas p/Cab. ■• 2 Radio Gral: ¡Oor 


DN12 


1464 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


20 - Camisas m/largas - 12 Pares: Zapatillas - 


DN12 


1491 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


13 - Camisas p/Cab. - 13 Pa talones - 2 
Toballas - 1 Remeras 


DN12 


1499 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


10 - Camisas - 6 Pares Zapatillas - 



DENUNCIA 


IMPUTADO 


AUTORIDAD 
APREHENSORA 


Detalle de la Mercadería 


Tipo 


NRO. 


ANO 


DN12 


1556 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


2 Juegos Sabanas - 8 Pares Zapatillas - 5 Par 
Ojotas p/Cab. - 2 Tohallas - 


DN12 


1567 


3 


N.N. 


Prefectura Naval 
Argentina 


44 - U. Reloj Pulsera - 4 Anteoj « de Sol - 1 
Autoestero p/Autom.- 4 Pantalo ;es Jeans 4 
Polleras Largas - 5 Pantalones ■ "> Gorras - 2 
Camisas - 1 Calza - 


DN12 


1572 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


10 - Pares Zapatillas - 8 Camisa: 


DN12 


1587 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


31 Ojotas p/Cab. - 1 Ventilador :le techo - 1 
Packs x 24 Pilas Grandes - 24 U Pañuelo - 6 
U. Esmalte p/uñas 


DN12 


1740 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


4 - Pares Zapatillas - 5 Pares Ojotas - 8 
Camisas 


DN12 


1749 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


7 - Pares Zapatillas - 7 Camisas - 6 Remeras 
algodón - 6 Bermuda p/Cab.- 4 Pantalón 
p/Dama 


DN12 


1750 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


6 - Pares Zapatillas - 4 Pares Zueco - 6 
Camisas - 8 Pantalón p/dama 


DN12 


1772 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


2 - Pares Ojotas - 6 Pares Suecos p/niñas - 6 
Ojotas - 6 Remeras - 3 Vestidos p- Damas - 3 
Conj. Pantalón Remeras - 4 Pantalones Largos 
- 9 Cintos Cuero - 3 Babuchas p/Eebe - 


DN12 


1952 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


26 - Par Ojotas - 27 Pares Calzados - 10 
Unidad Bandejas - 


DN12 


1954 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


24 - Pares Calzados - 10 Pares Ojotas 


DN12 


1990 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


145 - Cargadores p/Celulares 


DN12 


1991 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


145 - Cargadores p/Celulares 


DN12 


2046 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


20 - Cajas de Piso cerámico - 


DN12 


2057 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


26 - Bombachas damas - 5 Termos - 10 Pares 
de Ojotas - 6 Pares Zapatillas - 3 Polleras - 


DN12 


2087 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


7 - Pares Zapatos p/Cab. - 6 Pares Sandalias y 
Zuecos - 


DN12 


2116 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


4 - Piletas Plásticas - 3 Piletas plásticas 
inflables - 42 Gagas protectoras Dif.Grados y 
modelos - 2 Calculadoras - 6 Planchas 
eléctricas - 3 Tensiometros - 12 Sandalias - 9 
Zapatillas p/Cab. - 6 Lamparas Eleci ricas Bajo 
consumo Fluorescente 


DN12 


2122 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1- Lote Juguetes Plásticos - 4 Packs x 10 
Lamparas focos 


DN12 


2184 


3 


N.N. 


gendarmería Nacional 


14 - Pantalones Jeans p/C. 


DN12 


59 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


26 - Perfiles y Planchuelas de tv;;o 


DN12 


93 


4 


N.N. 


Prefectura Naval 
Argentina 


1 - Autoestero p/Automotor - 4 P.vlantes - 


DN12 


141 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


2 - Cepilladora eléctrica manual 


DN12 


143 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


47 - Bombachas damas - 2 Panteones Jeans - 
10 Bermudas y short - 2 Pantalón p/damas - 3 
Toallas Grandes - 


DN12 


144 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


11 - Pantalones - 45 Cintos - 7 Remeras - 3 
Camisa m/coitas - 4 Slips 


DN12 


145 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


4 - Camisas - 3 Guardapolvo e> ciar - 9 Short 
p/Cab. - 2 Toallas grandes - 2 Servilletas - 16 
Remeras m/cotas - 4 Reloj desp. riador- 2 Par 
sandalias - 1 Calculadora - 3 Dis» compactos 
CD - 2 Linternas - 2 Caja plástica :¡e naipes - 6 
Corpinos - 7 Slips - 3 Bombachas damas - 2 
Pantalón tipo buzo - 1 Packs x 12 Dentífricos - 
1 Juego de Sabanas - 3 Vestidos tipo baton - 5 
Medias deportivas - 2 Relojes pulsera - 2 
Sombreros - 2 Bolsos de mano - 2 bolsítas de 
globos x 100 U. p/agua - 2 Paq. X 12 Par de 
cordones p/zapatillas - 4 Pantalones de vestir 


DN12 


149 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1 - DVD con Accesorios - 6 Pantalones 
Caballeros - 4 Pares Zapatillas p/niños - 3 
Gorros c/Viceras - 3 Slips 


DN12 


156 


4 


N.N. 


Prefectura Naval 
Argentina 


15 - Porta celulares - 1 Cargador p/Celular - 7 
Fundas p/Celulares 


DN12 


232 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


6 - Camisas p/Caballeros - 5 Remeras - 5 
Vestidos p/Damas - 1 Pantalón Jnans - 4 Short 
- 13 Bombachas - 12 Calzas fibr;i .sintéticas - 


DN12 


245 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1 - Lote Masilla y Pinturas - 1 Lee de Esmalte 


DN12 


382 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


12 - Repasadores de Cocina - 11 Tohallas - 9 
Radio monoaural - 10 Calculadora - 7 
Calculadora - 2 Tensíometro - 12 Pelotas - 24 
Bombillas de Metal - 14 Caja de Anzuelos - 


DN12 


383 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


6 - Cocinas dos Homallas - 10 Cable de 
seguridad - 1 Teléfono inalámbrica - 


DN12 


400 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1 - DVCD-MP3 - 64 Correa plásticas tejida 
p/cortina plegable - 64 Metros de cantonera 
plástica p/muebles 


DN12 


420 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1 - Cama de 1 V¿ Plaza 


DN12 


434 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


10 - Pantalones Jeans - 12 Bombachas damas 
- 12 Corpinos - 3 Remeras m/largas - 12 
Remeras p/niños 


DN12 


492 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


17 Reloj Despertador mediano - 2 Reloj 
Despertador Grande - 1 Reloj ;le Pared - 2 
Radio míní monoaural - 2 Linternas de 3 
Elementos - 2 Linternas 2 Eleme nos - 9 Sel x 
2 Tijeras - 10 Billeteras de cu;rc curtido - 2 
Packs x 12 U. Cubiertos acero hJ - 3 Packs x 
12 Hilos de Poliester - 24 Blis.sr de Agujas 
p/Coser - 4 Cajas x 6 U. Copas le Vidrios - 2 
Cajas x 6 U. Compoteras de Vidrios - 2 Faros 
unidad selladas - 


DN12 


497 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


4 - Calculadora - 18 Cassettes sin grabar - 












3 - Pantalones de Jeans - 6 Short deportivo - 1 
Juegos x 3 Piezas de Sabanas - 15 Pantalones 
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DENUNCIA 


IMPUTADO 


AUTORIDAD 
APREHENSORA 


Detalle de la Mercadería 


Tipo 


NRO. 


ANO 


DN12 


520 


4 


N.N. 


dirección General de 
Aduanas 


tipo buzo - 1 Buzo con cuello - 30 Toallas - 34 
Bombachas damas - 31 Slips - 32 Pares de 
Medias p/niños • 9 Corpinos damas - 


DN12 


723 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


22 - Bombachas damas - 3 Tohallas - 8 
Bermudas - 5 Pantalones Jeans - i Short - 3 
Blusas p/Damas - 9 Pares de Zapatillas 


DN12 


763 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


10 - Batería p/Celulares - 1 Amoladora Manual 


DN12 


862 


4 


N.N. 


dirección General de 
Aduanas 


bu - bncenaeoores a gas - ¿ inta ivietncaa 
Plegables - 12 Linternas - 32 He as de sierra - 
12 Billeteras - 11 Cuchillos - 1 Par Calzado 
p/niño - 1 Par botines de Futbool - 8 Chairas - 


DN12 


868 


4 


N.N. 


dirección General de 
Aduanas 


1 - Autoestereo - 11 Pares de Guantes - 3 
Camperas - 2 Pantalones Jeans - 


DN12 


1030 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


1 - Paq.x12 U. Medibachas - 3 Corpinos - 3 
Duchas eléctrica - 1 Caja x 12x10x40 Fósforo 
-3 Pantalón Jeans - 1 Par Botines de Futbool - 
7 Pares Zapatillas p/niño - 


DN12 


1038 


4 


N.N. 


gendarmería Nacional 


11 - Batería p/Celular - 6 Cargadores 
p/Celulares - 16 Estuches p/Celulares - 2 
Calculadoras 


DN12 


13 


5 


N.N. 


dirección General de 
Aduanas 


14-Unidades de juguetes varios. - 


DN12 


15 


5 


N.N. 


dirección General de 
Aduanas 


17-Unidades de Juguetes varios. - 


DN12 


27 


5 


N.N. 


gendarmería Nacional 


20-Unidades de casettes 200 Unidades de 
compactos CD nuevos 200-.Unid.ades de 
compactos CD grabados.- 


DN12 


30 


5 


N.N. 


gendarmería Nacional 


15-Unidades de sillas de madera; .- 


DN12 


58 


5 


N.N. 


gendarmería Nacional 


6-Unidades de ventilador de pie.- 


DN12 


86 


5 


N.N. 


gendarmería Nacional 


5-unidades de binoculares 6-unidades de 
anteojos de sol 8-unidades de fundas y 
estuches 3-Unidades de cargadores 
p/celulares. - 


DN12 


87 


5 


N.N. 


gendarmería Nacional 


7-blister de hebillas para el cabello 12-un 
idades de cargadores p/celulares 1-unidad de 
carcaza para celelares 3-unídades de fundas y 
estuches 6-unidades de anteojos de sol 1- 
packs x 12 hilos de poliester.- 


DN12 


88 


5 


N.N. 


gendarmería Nacional 


9-Pares de ojotas 10-Unidades de cassetes 
s/grabar 9-unidades de cargadores p/celulares 
2-unidades de control remoto p/apa 11- 
unidades de short p/caballeros.- 


DN12 


321 


5 


N.N. 


gendarmería Nacional 


8-Unidades de polleras tableadas - 



Abog. RAÚL ANTONIO ROMERO, Administrador (I) Ad. Clorinda. 

e. 28/3 N° 474.971 v. 28/3/2005 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 

ADUANA DE POSADAS 

EDICTO DE NOTIFICACIÓN ART. 1013 INC. "H" CÓDIGO ADUANERO 

Posadas, 1 4 de marzo de 2005 

Por desconocerse el domicilio de las personas que más abajo se detallan, se le notifica por este 
medio para que dentro del plazo de diez (10) días comparezcan a presentar sus defensas y ofrecer 
pruebas en los sumarios que en cada caso se indican, bajo apercibimiento de rebeldía. Asimismo 
deberán constituir domicilio legal dentro del radio urbano de esta Aduana (Art. 1001 del C.A.) bajo 
apercibimiento del art. 1 004 del C.A. En los casos que correspondan podrán gozar de los beneficios de 
los artículos 930/932 del C.A. para el caso de mercaderías cuya permanencia en depósito implicare 
peligro para su inalterabilidad o para la mercadería contigua, transcurrido cinco (5) días de notificada 
la presente se podrá proceder conforme a los términos de los Arts. 438, 439 ó 448 del C.A. según 
corresponda. — RAÚL ORLANDO LAVINI, Administrador (I.) Aduana de Posadas. 

SA46- IMPUTADO 

1 8/05 Méndez Miguel Ángel 

1 248/04 Bogado Candida 

1 260/04 Rojas Zunilda Beatriz 

1219/04 López Clarita 

1216/04 Vera Alicia 

823/04 Kraus José 

1253/04 Amarilla Stella 

739/04 Agurralde Rosana Estela 

1 226/04 Benegas Carlos Héctor 

1261/04 López Clarita 

1230/04 Viera Nuñez Elizabeth 

1244/04 Del Valle Mabel 

1245/04 Díaz Oviedo Fulgencio 

1246/04 Aranda Patrocinia 

1 247/04 Vázquez Rafael 

1 250/04 González Acosta Luis A. 

1251/04 Rodríguez Cubillla 

1 252/04 Riveras Jara Raquel 

1254/04 Duarte Irala Eliza 

1255/04 Villaverde Lafuente M. 

1 256/04 Rodríguez Cubilla M. 

1 243/04 Rodríguez Cubilla M. 

1 1 28/04 Garay Riveras Mariano 

1 242/04 González Viveros Claudia 

1 241 /04 Arce de Benítez Elvira 

70/05 Díaz Oviedo Fulgencio 

71/05 Ríos Lidia Mercedes 

1034/04 Tillería Antonio 

804/04 Enriquez Andrea Graciela 

771/04 Godoy César Sandro 



DOC. IDENT. 


MULTA 


INFR. 


DNI 11326887 


$ 


664.20 


985/7 


DNI 7447566 


$ 


191.99 


977 


DNI 23247305 


$ 


89.21 


977 


DNI 92987249 


$ 


193.76 


977 


DNI 18725671 


$ 


158.78 


977 


DNI 21067664 


$ 


1265.13 


986/7 


DNI 17039507 


$ 


379.38 


977 


DNI 18334299 


$ 


182.76 


977 


DNI 12648306 


$ 


45.17 


977 


DNI 92987249 


$ 


125.27 


977 


DNI 17915885 


$ 


161.97 


977 


CIP 2234191 


$ 


43.01 


977 


CIP 3531912 


$ 


23.66 


977 


CIP 1189557 


$ 


104.25 


977 


CIP 1730967 


$ 


113.98 


977 


CIP 88571 9 


$ 


688.00 


977 


CIP 3457850 


$ 


84.14 


977 


CIP 29991 50 


$ 


77.64 


977 


CIP 3452608 


$ 


87.31 


977 


CIP 3633503 


$ 


26.42 


977 


CIP 3457850 


$ 


54.59 


977 


CIP 3457850 


$ 


182.64 


977 


CIP 953558 


$ 


9.200 


947 


CIP 41 88932 


$ 


314.05 


977 


CIP 946871 


$ 


374.18 


977 


CIP3531912 


$ 


824.71 


977 


CIP 2067821 


$ 


293.55 


977 


DNI 16695391 


$ 


2096.36 


987 


DNI 24509428 


$ 


526.18 


977 


DNI 24130508 


$ 


558.86 


977 
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ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 
DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 
ADUANA DE CLORINDA 

Sección Sumarios, 1 de marzo de 2005 

Se hace saber al Interesado de la causa SC12-N° 325/02, caratulado: "CHUNG SUK YUN S/INF. 
ART. 977 C.A.", parte resolutiva de la RESOLUCIÓN N°2105 (AD CLOR), que dice: "CLORINDA, 8 
FEB 2005. VISTO el estado de las presentes actuaciones iniciadas contra SUK YUN CHUNG, identifi- 
cado con C.l. 12.136.874 Pol. Federal, por la presunta comisión de la infracción prevista y penada por 
el art. 977 del Código Aduanero, venidas a despacho para resolver, y CONSIDERANDO... Por ello y 
facultades conferidas, EL ADMINISTRADOR (I.) DE LA DIVISIÓN ADUANA DE CLORINDA RESUEL- 
VE: ARTICULO 1 °: SOBRESEER la presente causa contenciosa en base a los fundamentos derimidos 
en los considerandos que preceden, y por aplicación de lo dispuesto por el art. 1 098 inc. c) del Código 
Aduanera. ARTICULO 2°: DECRETAR el abandono de las mercaderías involucradas en autos en favor 
del Estado. Dado a la imposibilidad de identificar al responsable, las que deberán destinarse según las 
normas vigentes. ARTICULO 3°: REGÍSTRESE. Notifíquese, siga a la Oficina de Secuestro y Ventas, 
Sección Contabilidad a sus efecto. Cumplido y con constancias ARCHÍVESE. RESOLUCIÓN 
N° 2/2005 (AD CLOR). — Fdo.: Abog. RAÚL ANTONIO ROMERO, Administrador (I.) Ad. Clorinda". 
Asimismo se hace saber a las personas que en los Sumarios Contenciosos que más abajo son men- 
cionados, instruidos por la supuesta infracción a los Arts. 977, 985 y 987 C.A., por esta División Adua- 
na, que en los presentes se han dictado Resoluciones definitivos (CONDENAS) por encontrarse que la 
conducta asumida por los nombrados caben dentro de las previsiones de los referidos textos legales. 
Haciéndoles saber el importe de la multa impuesta de la condena, la que deberá efectivizarse en el 
perentorio término de QUINCE (15) días hábiles de la publicación del presente Edicto. Podrá interpo- 
ner contra el mismo los siguientes recursos: Apelación ante el Tribunal Fiscal de la Nación o Demanda 
Contenciosa en los términos del Art. 1 132 sgtes., y cctes. del Código Aduanera. Para el supuesto de 
quedar firme el auto Resolutivo y no abonarse la multa impuesta, se procederá acorde a lo normado 
por el art. 1 122 sgtes. y cctes., del referido cuerpo legal. Quedan Uds., debidamente notificados. — 
Fdo.: Abog. RAÚL ANTONIO ROMERO, Administrador (I.) Ad. Clon, 1 de marzo de 2005, sito en San 
Martín N ° 1 1 01 , Clorinda (Pcia. Formosa). 



SC12- 


IMPUTADOS 




INF. ART. 


MULTA 


RESOL. N° 


SENTENCIA 


N_° 


APEL/NOMB 




CA 


$ 


AD CLOR 


CONDENA 


259/01 


BRESCOVICH ROBERTO NICOLÁS 


DNI 12.056.568 


985 


5.4897 


341/04 


■ 


161/02 


PÉREZ GABRIELA 


DNI 93.093.342 


987 


1.773,5 


3/05 


" 


356/02 


INSFRAN OXILIA 


Cl (PY) 277.103 


977 


862,50 


4/05 


" 


SA12N 


'051/00 IGOA DANIEL OSVALDO 


DNI 4.707.179 


987 


3.734,02 


5/05 


" 
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ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 

DIVISIÓN ADUANA BERNARDO DE IRIGOYEN 

EDICTO DE NOTIFICACIÓN (ART. 1013 IC. "H" CÓDIGO ADUANERO) 

Bernardo de Irigoyen, 4 de marzo de 2005 

Por desconocerse el domicilio de las personas que más abajo se detallan, se les notifica por este 
medio para que dentro del plazo de diez (10) días comparezcan a hacer efectivo el pago de la multa 
correspondiente con más los intereses que correspondan y que se devengarán hasta el momento del 
efectivo pago (Art. 924), que en cada caso se indican, bajo apercibimiento de iniciar la acción judicial 
pertinente, de acuerdo a lo determinado por el Art. 1122 y ssgtes. de la Ley 22.415. — CARLOS 
OSVALDO CASTRO, Administrador, Aduana de Bernardo de Irigoyen. 

IMPUTADO 



ALMEIDAALVEZ LUCIANA 
ALMEIDAALVEZ LUCIANA 
ALVEZ LUIS MARTIN 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
ANTUNEZ HÉCTOR CIRILO 
BITANCOURT RAMÓN 
BITANCOURT RAMÓN 
BITANCOURT RAMÓN 
BORGES RAMÓN 
CORDERO JULIÁN ERIBERTO 
DA SILVA ANDRADE MARCOS JOSÉ 
DA SILVA DANIEL 
DELARAISABELINO 
DE SOSA MARTA 
DE SOSA MARTA 
DE SOSA MARTA 
DE SOSA MARTA 
FAGUNDEZ EVALDO CARLOS 
FERREYRA HUGO CESAR 
GOMES MARCELO 
GROSS MARIO ALEJANDRO 



MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVISMO Y ECONOMÍA SOCIAL 

EL INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVISMO Y ECONOMÍA SOCIAL con sede en Avda. Bel- 
grano N° 1656/58 de Capital Federal, HACE SABER a las siguientes entidades: ASOCIACIÓN MU- 
TUAL DE AYUDA ENTRE ASOCIADOS Y ADHERENTES DEL CLUB DE BOCHAS SAN ROQUE, 
matr. ex Inam N° 1252 S.F., domiciliada en la Prov. de Santa Fe; SOCIEDAD ITALIANA DE SAN LUIS 



DOCUMENTO 


IMPORTE 


SUMARIO 




FALLO 


TIPO 


NRO. 


FALLO 


NRO. 


NRO. 


ANO 


DNI 


28220884 


1.388,36 


SC82-2004-121 


165 


2004 CARGO 01/05 


DNI 


28220884 


1.943,71 


SC82-2004-123 


166 


2004 CARGO 02/05 


DNI 


16707846 


1.164,96 


SC82-2004-127 


161 


2004 CARGO 03/05 


DNI 


20393466 


206,91 


SC82-2003-134 


057 


2004 CARGO 09/05 


DNI 


20393466 


421,66 


SC82-2004-013 


085 


2004 CARGO 07/05 


DNI 


20393466 


322,34 


SC82-2004-042 


073 


2004 CARGO 06/05 


DNI 


20393466 


56,22 


SC82-2004-065 


122 


2004 CARGO 45/05 


DNI 


20393466 


759,00 


SC82-2004-069 


163 


2004 CARGO 04/05 


DNI 


20393466 


653,42 


SC82-2004-076 


114 


2004 CARGO 05/05 


DNI 


20393466 


240,17 


SC82-2004-081 


115 


2004 CARGO 08/05 


DNI 


20393466 


1.510,89 


SC82-2004-126 


139 


2004 CARG0 10/05 


DNI 


14753652 


2.251,96 


SC82-2002-069 


018 


2003 CARG0 101/04 


DNI 


14753658 


112,44 


SC82-2004-066 


121 


2004 CARGO 46/05 


DNI 


14753658 


86,82 


SC82-2004-082 


116 


2004 CARGO 21/05 


DNI 


33865434 


1.180,77 


SC82-2004-141 


184 


2004 CARGO 23/05 


DNI 


24983752 


2.015,43 


SC82-2004-158 


190 


2004 CARGO 33/05 


DNI 


18801401 


3.635,16 


SC82-2004-129 


159 


2004 CARG0 11/05 


DNI 


30939131 


1.110,69 


SC82-2004-116 


171 


2004 CARG0 12/05 


DNI 


25673243 


2.776,72 


SC82-2004-114 


160 


2004 CARG0 13/05 


DNI 


25409310 


1.195,14 


SC82-2004-025 


093 


2004 CARGO 47/05 


DNI 


25409310 


64,82 


SC82-2003-066 


013 


2004 CARGO 48/05 


DNI 


25409310 


27,50 


SC82-2003-089 


006 


2004 CARGO 49/05 


DNI 


25409310 


843,32 


SC82-2003-103 


025 


2004 CARGO 50/05 


DNI 


17415084 


1.721,00 


SC82-2004-122 


172 


2004 CARG0 14/05 


DNI 


25976513 


1.182,78 


SC82-2004-148 


147 


2004 CARGO 24/05 


DNI 


30752530 


843,33 


SC82-2004-085 


075 


2004 CARGO 51/05 


DNI 


24602845 


607,25 


SC82-2004-060 


123 


2004 CARGO 52/05 
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MUTUAL Y DEPORTIVA; Matr. ex Inam N°2 S.L. y ASOCIACIÓN MUTUAL MECÁNICOS DE MERCE- 
DES SAN LUIS, Matr. ex Inam N°47 S.L., ambas domiciliadas en la Prov. de San Luis; PROTECCIÓN 
RECIPROCA OBREROS Y EMPLEADOS MINERÍA ARGENTINA (PROEMA), Matr. ex Inam N°37 
R.N. con domicilio en la Prov. de Río Negro; ASOCIACIÓN MUTUAL NORTE NEUQUINO, Matr. ex 
Inam N° 6 Neuq. y MUTUAL DE OBREROS Y EMPLEADOS DE LA INDUSTRIA MADERERA DEL 
NEUQUEN, Matr. ex Inam 57 Neuq., ambas domiciliadas en la Prov. del Neuquén; ASOCIACIÓN MU- 
TUAL SANTA CLARA, Matr. ex Inam N°315 Mza., domiciliada en la Prov. de Mendoza; ASOCIACIÓN 
MUTUAL METALÚRGICA DE TIERRA DEL FUEGO, matr. ex Inam N°1 TE; ASOCIACIÓN MUTUAL DE 
EMPLEADOS DE COMERCIO DE USHUAIA, Matr. ex Inam N° 13 TE y ASOCIACIÓN MUTUAL DE 
OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES, Matr. ex Inam N° 11 TE, las tres últimas domiciliadas en 
Tierra del Fuego, que en los expedientes que por su orden se indican (Exptes. 481 8/02; 3206/03; 879/03; 
2460/00; 1493/03; 1464/03; 3384/03; 1663/03; 2617/00 y 1447/03) por los que tramitan los respectivos 
sumarios, han recaído sendas disposiciones sumariales de fecha 1 6/3/2005 que, en lo sustancial expre- 
san: "...VISTO... DISPONGO: Art. 1 °: Dásele por decaído, a la sumariada, el derecho dejado de usar para 
presentar el descargo y ofrecer prueba en los términos del Art. 1 ° inc . e) ap. 8 de la Ley 1 9.549. Art. 2 o : 
Declárase la cuestión de puro derecho. Art. 3°: Acuérdase a la sumariada el plazo de diez días a los 
efectos previstos por el Art. 60 del Decreto N° 1759/72... Deforma". Entiéndase ampliado el plazo seña- 
lado en razón de la distancia: en tres días para las entidades domiciliadas en la Prov. de Santa Fe; en 
cuatro para las domiciliadas en la de San Luis; en seis para las domiciliadas en Río Negro y Neuquén; en 
siete para la domiciliada en la Prov. de Mendoza y en diecisiete días para las domiciliadas en la Prov. de 
Tierra del Fuego. — Fdo.: Dra. ELENA DOMÍNGUEZ, Instructora Sumariante. 

e. 28/3 N ° 475.006 v. 28/3/2005 



Oficina 540 de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. Los interesados en efectuar exposiciones 
orales durante el desarrollo de la AUDIENCIA PUBLICA deberán cumplir con los siguientes requisitos: 
a) inscribirse en forma previa en el REGISTRO DE PARTICIPANTES y b) presentar por escrito un 
informe que refleje el contenido de la exposición a realizar en la AUDIENCIA, el cual deberá presentarse 
con antelación al cierre del REGISTRO DE PARTICIPANTES. Aquellos interesados en exponer durante 
la AUDIENCIA y que se domicilien en un radio mayor a CINCUENTA (50) kilómetros de la CIUDAD 
AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, podrán anotarse en el REGISTRO DE PARTICIPANTES enviando 
una presentación por correo dirigida a "UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS 
DE SERVICIOS PÚBLICOS", Avenida Paseo Colón N° 189, Piso Cuarto, CIUDAD AUTÓNOMA DE 
BUENOS AIRES (C 1063 ACB) AUDIENCIA PUBLICA - METROGAS SOCIEDAD ANÓNIMA 
(METROGAS S.A.), que deberá recepcionarse con antelación al cierre de dicho REGISTRO. Los 
interesados deberán adjuntar en el envío postal: a) el formulario de inscripción en el REGISTRO DE 
PARTICIPANTES completado con los datos exigidos; b) presentar por escrito un informe que refleje el 
contenido de la exposición a realizar en la AUDIENCIA, y c) fotocopias del documento de identidad 
donde conste los datos personales y el domicilio. Podrán acompañar asimismo, toda otra documentación 
y/o propuestas relacionadas con el tema en consulta. El formulario a completar por los interesados 
para inscribirse en el REGISTRO DE PARTICIPANTES, estará disponible en los domicilios antes 
indicados y en el sitio de internet de la citada UNIDAD (www.uniren.gov.ar). La inscripción en el registro 
será libre y gratuita. 

Aclárase que para presenciar la Audiencia Pública no resulta necesario estar inscripto en el 
REGISTRO DE PARTICIPANTES. 



MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVÍSIMO Y ECONOMÍA SOCIAL 

Se emplaza a las siguientes entidades mutuales cancelar las deudas en aportes establecidos en 
el art. 9°de la Ley N "20.321 , como asimismo, el envío de documentación asamblea ordinaria, prevista 
en los artículos 19° y 24° de la citada Ley, en un plazo de treinta (30) días debiendo concurrir al efecto 
a Av. Belgrano 1 656/58, Capital Federal, 3° piso contrafrente. A.M. DE ACCIÓN SOLIDARIA A.M.A.S.; 
BUENOS AIRES N° 1557 - M. INSPECTOR GRAL. BALTAZAR IRAMAM DEL SERVICIO PENITEN- 
CIARIO BONAERENSE MU.SE.PE.BO; BUENOS AIRES N° 2375 - A.M. EL FÉNIX; BUENOS AIRES 
N° 2429 - A.M. DE ENFERMEROS 91 1 DE LA RER ARG.; BUENOS AIRES N° 2456 - MUTUAL DE 
LOS EMPLEADOS DEL SINDICATO DE CORREO; BUENOS AIRES N°2260 - A.M. LA PROVINCIAL; 
BUENOS AIRES N° 2265 - MUTUAL ENTRE EMPLEADOS FERROVIARIOS DE BS. AS.; BUENOS 
AIRES N°320 - AMPREAR A.M. DE PRESTACIONES ASISTENCIALES; CAPITAL FEDERAL N°2329 

- .M. PARA LOS TRABAJADORES DE SEGUROS EN LA RER ARG. 20 DE ABRIL; CAPITAL FEDE- 
RAL N° 2377 - A.M. PERSONAL EMPRESAS PRIVADAS DE TRASLADOS Y EMERGENCIAS MEDI- 
CAS; CAPITAL FEDERAL N° 1944 - A.M. ENRIQUE PAVÓN PEREYRA; CAPITAL FEDERAL N° 21 19 

- MUTUAL DE EMPLEADOS Y OBREROS MUNICIPALES Y AFILIADOS A CAJA DE PREV. SOCIAL; 
BUENOS AIRES N°2279- A.M. EL MADRUGADOR VENDEDORES, DIARIOS REVISTASY AFINES; 
CAPITAL FEDERAL N° 2155 - MUTUAL DE AYUDA ENTRE ASOCIADOS Y ADHERENTES DEL 
CLUB DEPORTIVO JORGE NEWBERY; SANTA FE N°827 - A. ESPAÑOLA DE SOCORROS MU- 
TUOS DE LA PAZ; ENTRE RÍOS N° 49 - M. DE AYUDA MUTUA LA REPÚBLICA; SANTA FE N° 1529 

- M. DE SERVICIOS ROGELIO LAMAZON; SANTA FE N° 1465 -A.M. ENTRE OBREROS PUBL.Y 
PRIV. DE LA RER ARG.; SANTA FE N° 698 - M. LA ESPERANZA; SANTA FE N° 852 - A.M. DE 
INTEGRACIÓN TELEFÓNICA; SANTA FE N° 1493 - A.M. INTEGRAL DE VILLA GOBERNADOR GAL- 
VEZ; SANTA FE N ° 685 - A.M. PERSONAL POLICÍA DE GRAL. LÓPEZ; SANTA FE N ° 1 025 - 9 DE 
FEBRERO M. PARA EL DESARROLLO SOCIAL; SANTA FE N° 1502 -A.M. INTERSINDICAL DOMIN- 
GO FAUSTINO SARMIENTO; SANTA FE N° 1327 - NUEVA MUTUAL ENTRE ACTIVOS Y PASIVOS 
JUNTA NAO DE GRANOS; SANTA FE N°648 - SOC. ITALIANA DE SOCORROS MUTUOS "ITALIA 
UNIDA"; SANTA FE N° 166 - M. DE SOCIOS DEL BOCHÍN CLUB PAZ; SANTA FE N° 628 - A.M. DE 
PRESIDENTES ACEBALENSES; SANTA FE N° 1410 - SOCIEDAD RECREATIVA COSMOPOLITA 
DE SOCORROS MUTUOS; SANTA FE N°32 - M. ENTRE ASOCIADOS DE LA FAMILIA ABRUZZES- 
SE; SANTA FE N° 676 - M. DE SOCIOS DEL CLUB NÁUTICO DE MELINCUE; SANTA FE N° 693 - 
A.M. MECRAF DE LOS OBREROS Y MECÁNICOS DEL TRANSPORTE AUTOM. PARA RAFAEL; 
SANTA FE N° 121 6 -A.M. DE TAXIS AUTOCONVOCADOS; SANTA FE N° 1457 -A.M. RAICES DE LA 
TERCERA EDAD; CAPITAL FEDERAL N°2027 - A.M. LOS GURISES; SANTA FE N° 1448 - A.M. DE 
EMPLEADOS MUNICIPALES DE SAN CRISTÓBAL; SANTA FE N°977. La falla de cumplimiento a lo 
requerido implicará el inicio de trámite para cancelar la autorización para funcionar y dar baja la res- 
pectiva matrícula. La presente se notifica en los términos y con el alcance de la Ley de Procedimientos 
Administrativos. — OSVALDO A. MANSILLA, Coordinador Financiero Contable. 

e. 28/3 N ° 475.007 v. 28/3/2005 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

AUDIENCIA PUBLICA METROGAS S.A. 

La SECRETARIA EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS 
DE SERVICIOS PÚBLICOS dependiente del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y del 
MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS a través de la 
Disposición N°2 de fecha 11 de marzo de 2005, publicada en el Boletín Oficial de la REPÚBLICA 
ARGENTINA N ° 30.61 2 de fecha 1 5 de marzo de 2005 y su rectificatoria N ° 4 de fecha 21 de marzo de 
2005, ha dispuesto la implementación y organización general de la AUDIENCIA PUBLICA convocada 
por la Resolución Conjunta N° 123/05 del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN y N°237/05 
del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS para el día 22 
de abril de 2005 a los efectos de considerar la propuesta de adecuación del contrato de licencia 
efectuada por la SECRETARIA EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE 
CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS a la Empresa METROGAS SOCIEDAD ANÓNIMA 
(METROGAS S.A.), en el marco del procedimiento de renegociación contractual desarrollado de 
conformidad con las Leyes N° 25.561, 25.790, 25.820 y 25.972, el Decreto N°31 1/03 y la Resolución 
Conjunta MEyP N° 188/03 y MPFIPyS N° 44/03. 

LUGAR Y HORA DE CELEBRACIÓN: La AUDIENCIA PUBLICA se llevará a cabo en Avenida 
General Paz N ° 1 2.1 90 de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES a partir de las 08:00 horas y 
se desarrollará contemplando las previsiones del "REGLAMENTO GENERAL DE AUDIENCIAS 
PUBLICAS PARA EL PODER EJECUTIVO NACIONAL' aprobado por el Decreto N° 1 172/03. 

LUGAR, HORARIOY PLAZO PARA TOMAR VISTA DE LAS ACTUACIONES, INSCRIBIRSE PARA 
SER PARTICIPANTE Y PRESENTAR LA DOCUMENTACIÓN RELACIONADA CON EL OBJETO DE 
LA AUDIENCIA: Los interesados en el tema puesto en consulta, podrán tomar vista de las actuaciones 
administrativas vinculadas al objeto de la AUDIENCIA PUBLICA que contará con la propuesta de carta 
de entendimiento, sus anexos y antecedentes, a partir del día 5 de abril de 2005 y hasta el 1 9 de abril 
de 2005, en el horario de 10:00 a 16:00 horas, en la sede de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y 
ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS, sita en Avenida Paseo Colón N° 189, Piso 
Cuarto, de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

El REGISTRO DE PARTICIPANTES quedará habilitado a partir del 5 de abril de 2005 y hasta el 1 9 
de abril de 2005, en el horario de 1 0:00 a 1 6:00 horas, en la calle Hipólito Yrigoyen N °250, Piso Quinto, 



AUTORIDADES DE LA AUDIENCIA PUBLICA: 

Presidente: Dr. Jorge Gustavo SIMEONOFF 

Presidente Alterno: Lie. Guillermo GENTA 

Presidente Alterno: Ing. Hugo ROTHAMEL 

Secretario: Dr. Javier DEL SACRAMENTO 

Secretario: Dra. Valeria ZAYAT 

Secretario: Ing. Alfredo VILLAGGI 

TÉRMINOS EN QUE SE INFORMARA DEL RESULTADO DE LA AUDIENCIA: Concluida la 
AUDIENCIA PUBLICA, la SECRETARIA EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS 
DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS, elevará a la PRESIDENCIA de la UNIDAD en el plazo 
de DIEZ (1 0) días desde la finalización de la AUDIENCIA PUBLICA, un Informe de Cierre de la Audiencia. 
Asimismo, la SECRETARIA EJECUTIVA dará cuenta de la realización de la AUDIENCIA PUBLICA, 
mediante una publicación en el Boletín Oficial y un informe que publicará en el sitio de internet de la 
citada UNIDAD (www.uniren.gov.ar). Dentro del plazo de TREINTA (30) días de recibido el referido 
informe sobre la AUDIENCIA PUBLICA, las Autoridades de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y 
ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS, procederán a adoptar la resolución final 
sobre el entendimiento puesto en consulta. Dicha posición se agregará a las actuaciones administrativas 
y se publicará en el sitio de Internet de la citada UNIDAD (www.uniren.gov.ar). 

MEDIOS DE DIFUSIÓN: La presente CONVOCATORIA será difundida a través de avisos publicados 
durante DOS (2) días en el Boletín Oficial de la REPÚBLICA ARGENTINA, en el diario "CLARÍN" y en 
el diario "LA NACIÓN". — Dr. JORGE GUSTAVO SIMEONOFF, Secretario Ejecutivo, Unidad de 
Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos. 

e. 28/3 N° 475.1 91 v. 29/3/2005 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

AUDIENCIA PUBLICA EDENOR S.A. y EDESUR S.A. 

La SECRETARIA EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS 
DE SERVICIOS PÚBLICOS dependiente del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN y del 
MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS a través de la 
Disposición N° 1 de fecha 11 de marzo de 2005, publicada en el Boletín Oficial de la REPÚBLICA 
ARGENTINA N ° 30.61 2 de fecha 1 5 de marzo de 2005 y su rectificatoria N ° 3 de fecha 21 de marzo de 
2005, ha dispuesto la implementación y organización general de la AUDIENCIA PUBLICA convocada 
por la Resolución Conjunta N° 123/05 del MINISTERIO DE ECONOMIAY PRODUCCIÓN y N°237/05 
del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS para el día 20 
de abril de 2005 a los efectos de considerar las propuestas de adecuación de los contratos de concesión 
efectuadas por la SECRETARIA EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE 
CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS a la EMPRESA DISTRIBUIDORA Y COMERCIALIZADORA 
NORTE SOCIEDAD ANÓNIMA (EDENOR S.A.) y a la EMPRESA DISTRIBUIDORA SUR SOCIEDAD 
ANÓNIMA (EDESUR S.A.), en el marco del procedimiento de renegociación contractual desarrollado 
de conformidad con las Leyes N ° 25.561 , 25.790, 25.820 y 25.972, el Decreto N °31 1 /03 y la Resolución 
Conjunta MEyP N° 188/03 y MPFIPyS N° 44/03. 

LUGAR Y HORA DE CELEBRACIÓN: La AUDIENCIA PUBLICA se llevará a cabo en Avenida 
General Paz N ° 1 21 90 de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES a partir de las 08:00 horas y se 
desarrollará contemplando las previsiones del "REGLAMENTO GENERAL DE AUDIENCIAS PUBLICAS 
PARA EL PODER EJECUTIVO NACIONAL" aprobado por el Decreto N° 1 .172/03. 

LUGAR, HORARIOY PLAZO PARA TOMAR VISTA DE LAS ACTUACIONES, INSCRIBIRSE PARA 
SER PARTICIPANTE Y PRESENTAR LA DOCUMENTACIÓN RELACIONADA CON EL OBJETO DE 
LA AUDIENCIA: Los interesados en el tema puesto en consulta, podrán tomar vista de las actuaciones 
administrativas vinculadas al objeto de la AUDIENCIA PUBLICA que contará con las propuestas de 
cartas de entendimiento, sus anexos y antecedentes, a partir del día 31 de marzo de 2005 y hasta el 
1 5 de abril de 2005, en el horario de 1 0:00 a 1 6:00 horas, en la sede de la UNIDAD DE RENEGOCIACION 
Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS, sita en Avenida Paseo Colón N ° 1 89, Piso 
Cuarto, de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

El REGISTRO DE PARTICIPANTES quedará habilitado a partir del 31 de marzo de 2005 y hasta 
el 1 5 de abril de 2005, en el horario de 1 0:00 a 1 6:00 horas, en la calle Hipólito Yrigoyen N ° 250, Piso 
Quinto, Oficina 540 de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. Los interesados en efectuar 
exposiciones orales durante el desarrollo de la AUDIENCIA PUBLICA deberán cumplir con los siguientes 
requisitos: a) inscribirse en forma previa en el REGISTRO DE PARTICIPANTES y b) presentar por 
escrito un informe que refleje el contenido de la exposición a realizar en la AUDIENCIA, el cual deberá 
presentarse con antelación al cierre del REGISTRO DE PARTICIPANTES. Aquellos interesados en 
exponer durante la AUDIENCIA y que se domicilien en un radio mayor a CINCUENTA (50) kilómetros 
de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, podrán anotarse en el REGISTRO DE 
PARTICIPANTES enviando una presentación por correo dirigida a "UNIDAD DE RENEGOCIACION Y 
ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS", Avenida Paseo Colón N°189, Piso Cuarto, 
CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES (C 1063 ACB) AUDIENCIA PUBLICA - EMPRESA 
DISTRIBUIDORA Y COMERCIALIZADORA NORTE SOCIEDAD ANÓNIMA (EDENOR S.A.) y 
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EMPRESA DISTRIBUIDORA SUR SOCIEDAD ANÓNIMA (EDESUR S.A.), que deberá recepcionarse 
con antelación al cierre de dicho REGISTRO. Los interesados deberán adjuntar en el envío postal: a) 
el formulario de inscripción en el REGISTRO DE PARTICIPANTES completado con los datos exigidos; 
b) presentar por escrito un informe que refleje el contenido de la exposición a realizar en la AUDIENCIA, 
y c) fotocopias del documento de identidad donde conste los datos personales y el domicilio. Podrán 
acompañar asimismo, toda otra documentación y/o propuestas relacionadas con el tema en consulta. 
El formulario a completar por los interesados para inscribirse en el REGISTRO DE PARTICIPANTES, 
estará disponible en los domicilios antes indicados y en el sitio de internet de la citada UNIDAD 
(www.uniren.gov.ar). La inscripción en el registro será libre y gratuita. 

Aclárase que para presenciar la Audiencia Pública no resulta necesario estar inscripto en el 
REGISTRO DE PARTICIPANTES. 

AUTORIDADES DE LA AUDIENCIA PUBLICA: 

Presidente: Dr. Jorge Gustavo SIMEONOFF 

Presidente Alterno: Lie. Guillermo GENTA 

Presidente Alterno: Ing. Hugo ROTHAMEL 

Secretario: Dr. Javier DEL SACRAMENTO 

Secretario: Dra. Valeria ZAYAT 

Secretario: Ing. Alfredo VILLAGGI 

TÉRMINOS EN QUE SE INFORMARA DEL RESULTADO DE LA AUDIENCIA: Concluida la 
AUDIENCIA PUBLICA, la SECRETARIA EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS 
DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS, elevará a la PRESIDENCIA de la UNIDAD en el plazo 
de DIEZ (1 0) días desde la finalización de la AUDIENCIA PUBLICA, un Informe de Cierre de la Audiencia. 
Asimismo, la SECRETARIA EJECUTIVA dará cuenta de la realización de la AUDIENCIA PUBLICA, 
mediante una publicación en el Boletín Oficial y un informe que publicará en el sitio de internet de la 
citada UNIDAD (www.uniren.gov.ar). Dentro del plazo de TREINTA (30) días de recibido el referido 
informe sobre la AUDIENCIA PUBLICA, las Autoridades de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y 
ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS, procederán a adoptar la resolución final 
sobre el entendimiento puesto en consulta. Dicha posición se agregará a las actuaciones administrativas 
y se publicará en el sitio de Internet de la citada UNIDAD (www.uniren.gov.ar). 

MEDIOS DE DIFUSIÓN: La presente CONVOCATORIA será difundida a través de avisos publicados 
durante DOS (2) días en el Boletín Oficial de la REPÚBLICA ARGENTINA, en el diario "CLARÍN" y en 
el diario "LA NACIÓN". — Dr. JORGE GUSTAVO SIMEONOFF, Secretario Ejecutivo, Unidad de 
Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos. 

e. 28/3 N ° 475.1 92 v. 29/3/2005 



REMATES OFICIALES 

Anteriores 



Subasta Administrativa Art. 29 de la ley 21 .799 y 22.232. "BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA"; 
hace saber por TRES publicaciones que el Martiliero HÉCTOR RAMÓN OVANDO, rematará el 01 de 
abril de 2005, 09:00 Horas - En el Colegio de Martilieros del Chaco, sito en Don Bosco N ° 88, 3 ° Piso, 
de la Ciudad de Resistencia, CHACO, el siguiente INMUEBLE URBANO: que se determina como: 
Mitad E, del Solar b, de la Manzana 46, de la localidad de Tres Isletas. Con una Superficie Total de 
1.000 M2 - Nomenclatura Catastral: Circunscripción I, Sección "A", Manzana 43, Parcela 6. Inscripto 
en el Registro de la Propiedad al Folio Real Matrícula N ° 371 , del Departamento Maipú, provincia del 
Chaco. Con todo lo EDIFICADO, CLAVADO y PLANTADO. Desocupado. BASE: $ 159.896,00. Condi- 
ciones: Al Contado y Al Mejor Postor. COMISIÓN: 3% a cargo del Comprador. SEÑA: 20% Acto Rema- 
te, Saldo del precio dentro de los diez (10) de aprobada la Subasta por el BANCO DE LA NACIÓN 
ARGENTINA. El saldo del precio se actualizará por Tasa de Cartera General que fija el Banco de la 
Nación Argentina para estas Operaciones, o la que pueda variar en el futuro, hasta el efectivo pago, no 
así la seña, que se retornará en su importe nominal, en caso de no aprobación de la Subasta, DEU- 
DAS: a la Municipalidad (Impuestos Inmobiliarios y Tasas y Servicios) $ 3.908,98, al 11/11/2004 a 
S.A.M.E.E.R $1 .083,00 al 1 1/1 1/2004. Las deudas que pesan sobre el Inmueble a Subastar serán por 
cuenta exclusiva de la parte Compradora. Plazo para escriturar 45 días, corridos a partir de la aproba- 
ción del Remate. Escribano designado por el BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA. Gastos de Escri- 
turación a cargo del Comprador. Se aceptarán ofertas bajo sobre cerrado hasta 48 horas antes de la 
fecha fijada para el remate, para lo cual deberán informarse en la Gerencia de la Sucursal de Tres 
Isletas del Banco de La Nación Argentina. La apertura de los sobres se efectuará el día 01 de abril 
2005 a las 09:00 horas. El Banco Nación Argentina está autorizado a comprar en compensación de su 
crédito. Remate ordenado en asunto: "BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA c/KALUK, JUAN ANTO- 
NIO Y KALUK, PATRICIA BEATRIZ PAVLICEK DE s/ LIQUIDACIÓN ADMINISTRATIVA DE INMUEBLE 
URBANO HIPOTECADO" De acuerdo con el Art. 29 de la Carta Orgánica del Banco de la Nación 
Argentina Ley 21.799 y Ley 22.232 (Bco. Hipotecario Nacional). IVA si correspondiese a cargo del 
Comprador. De fracasar por falta de postores, transcurrida una hora, se realizará otra Subasta, con la 
Base Reducida en un 25% y de no haber postores nuevamente, pasada una hora se hará una tercera 
subasta, esta vez Sin Base. EL BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA NO RESPONDE POR EVIC- 
CION O SANEAMIENTO DE TÍTULOS Y PLANOS. INFORMES: Banco de la Nación Argentina, Sucur- 
sal TRES ISLETAS, Tel. (03732) 461205 - 461546, y/o Martiliero HÉCTOR RAMÓN OVANDO, sito en 
San Martín N° 1171, Pcia. R. Sáenz Peña, Chaco, Te. (03732) 425316/420526. NO SE SUSPENDE 
POR LLUVIA. 

Tres Isletas, CHACO, 8 de marzo de 2005. 
RAMÓN BERNARDINO ACEVEDO, Resp. Unidad Plataf. Operativa R. F. 1422. 

e. 22/3 N ° 36.547 v. 28/3/2005 



ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

IMPRENTAS, AUTOIMPRESORES E IMPORTADORES PROPIOS O PARA TERCEROS 

Resolución de Aceptación según R.G. Nro 100 



CUIT 



NOMBREY APELLIDO DENOMINACIÓN DER DOMICILIO FISCAL 



NRO.INSCR. 



IMPRENTA 



27047390007 ABRAMI MIRTA NOEMI 



012 MÉJICO 429 (1870) -AVELLANEDA- PCIA. BS. AS. 



011445/6 



GR JAIME LEONARDO MECIKOVSKY, Subdirector General. Subdirección General de Operaciones 
Impositivas II, a/c Subdirección General de Operaciones Impositivas I, Dirección General Impositiva. 

e. 28/3 N ° 475.328 v. 28/3/2005 



MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

IMPRENTAS, AUTOIMPRESORES E IMPORTADORES PROPIOS O PARA TERCEROS 

Resolución de Aceptación según R.G. N°100 



CUIT 



NOMBRE Y APELLIDO O DENOMINACIÓN DEPEND. DOMICILIO FISCAL 



NRO.INSCR. 



30708832541 MAGLIONE SRL 



AUTOIMPRESORES 

942 BALCARCE 1 71 - S M DE TUCUMAN 

IMPRENTAS 



941755/9 



20291 529829 ISCARA ALBERTO H UGO LU IS 941 

30693333780 QUAGLIARDI DANTEYWALTER 134 

30708916109 DURANTE CARLA Y CAYUN MARÍA SH 431 



Resolución de Exclusión según R.G. N°100 



SAN MARTIN 1 542 CP 41 46 - CONCEPCIÓN 940090/7 

CALLE 48 N° 726 133126/4 

RIVADAVIA 702-COMODORO RIVADAVIA- 4301 38/2 
CHUBUT 



CUIT 



NOMBRE Y APELLIDO O DENOMINACIÓN DEPEND. DOMICILIO FISCAL 



NRO.INSCR. 



30589557650 SUC DE JORGE LEGUIZAMON SH 



27143929944 GUERRERO GRACIELA NOEMI 



AUTOIMPRESORES 

870 CASTELLANOS 2404 ROSARIO(2000) 

IMPRENTAS 



870 



ALEM1651ROSARIO(2000) 



869161/4 



869070/7 



Cdor. JAIME LEONARDO MECIKOVSKY, Subdirector General, Subdirección Gral.de Operaciones 
Impositivas II, Dirección General Impositiva. 

e. 28/3 N ° 475.332 v. 28/3/2005 



AVISOS OFICIALES 

Anteriores 



MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA 
Y SERVICIOS 

SECRETARIA DE TRANSPORTE 

Resolución N° 151/2005 

Bs. As., 21/3/2005 

VISTO el Expediente N Q S0 1:0040567/2004 del Registro del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN 
FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Artículo 1 s de la Resolución N s 217 del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, 
INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS de fecha 1 s de marzo de 2005, se aprobó el Pliego de Condiciones 
Generales y Particulares para el llamado a licitación pública nacional e internacional para la concesión 
de la explotación del servicio de transporte ferroviario interurbano de pasajeros, servicio de correo, 
transporte de encomiendas, automóviles y paquetería, correspondiente al sector de la red ferroviaria 
nacional comprendido entre la Ciudad Autónoma de BUENOS AIRES y la Ciudad de POSADAS 
(Provincia de MISIONES), Línea del ex - Ferrocarril General Urquiza. 

Que por el Artículo 2 5 de la citada Resolución se instruyó a la SECRETARIA DE TRANSPORTE 
del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS para efectuar 
el llamado a licitación a que alude el considerando anterior. 

Que corresponde establecer el valor del Pliego de Condiciones respectivo, así como el lugar y la 
fecha a partir de la cual el mismo se pondrá a la venta. 

Que asimismo corresponde establecer la fecha y lugar de presentación de las ofertas y designar 
al Comité de Evaluación y Calificación que tendrá a su cargo el estudio de las mismas. 

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN ha tomado la intervención que le compete conforme lo dispuesto en el Artículo 9 Q del 
Decreto N Q 1 142 de fecha 26 de noviembre de 2003. 

Que la presente se emite en uso de las atribuciones conferidas por el Decreto N s 1 1 42 de fecha 26 
de noviembre de 2003 y por la Resolución N s 217 del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, 
INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS de fecha 1 s de marzo de 2005. 

Por ello, 

EL SECRETARIO 
DE TRANSPORTE 
RESUELVE: 

ARTICULO 1 ° — Llámase a licitación pública nacional e internacional para la concesión de la 
explotación del servicio de transporte ferroviario interurbano de pasajeros, servicio de correo, transporte 
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de encomiendas, automóviles y paquetería, correspondiente al sector de la red ferroviaria nacional 
comprendido entre la Ciudad Autónoma de BUENOS AIRES y la Ciudad de POSADAS (Provincia de 
MISIONES), Línea del ex - Ferrocarril General Urquiza. 

ARTICULO 2° — Fíjase en PESOS UN MIL QUINIENTOS ($ 1 .500) el valor del respectivo Pliego 
de Condiciones Generales y Particulares, el que se pondrá a la venta a partir del tercer día hábil 
posterior a la fecha de publicación de la presente en el Boletín Oficial, en el lugar que la misma indique. 
Dicha publicación deberá hacerse por el término de TRES (3) días en el Boletín Oficial y por igual 
término en UN (1) diario de alcance nacional. 

ARTICULO 3 o — Las ofertas serán recibidas el día 29 de abril de 2005 en la SECRETARIA DE 
TRANSPORTE del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS, 
Hipólito Yrigoyen 250, Piso 1 2, Oficina 1 21 6, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

ARTICULO 4° — Desígnase al Comité de Evaluación y Calificación que tendrá a su cargo el 
estudio de las ofertas, el que estará integrado por Graciela CAVAZZA, D.N.I. N Q 1 8.237.564 y Ramiro J. 
B. ROSSI, D.N.I. N Q 1 0.424.381 , ambos en representación de la SECRETARIA DE TRANSPORTE del 
MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS; Hugo Osear 
SEGURA, L.E. N°7.738.740 en representación de la SUBSECRETARÍA LEGAL del MINISTERIO DE 
PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS y Daniel Horacio CAMPORRO, 
D.N.I. N° 17.365.656, en representación de la SUBSECRETARÍA DE COORDINACIÓN Y CONTROL 
DE GESTIÓN del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS. 
El Comité deberá elevar sus conclusiones al suscripto, dentro de los VEINTE (20) días contados a 
partir de la fecha de apertura de las ofertas. 

ARTICULO 5° — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. — Ing. RICARDO RAÚL JAIME, Secretario de Transporte. 

e. 22/3 N ° 475.064 v. 28/3/2005 



UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE 
SERVICIOS PÚBLICOS 

Disposición N° 3/2005 

Bs. As., 21/3/2005 

VISTO el Expediente N° S0 1:0072322/2005 del Registro del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN, la Resolución Conjunta N° 123 del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y 
N°237 del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS del 4 
de marzo del 2005 y la Disposición N ° 1 del 1 1 de marzo de 2005 de la UNIDAD DE RENEGOCIACION 
Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS y, 

CONSIDERANDO: 

Que por Resolución Conjunta N ° 1 23 del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y N °237 
del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS del 4 de marzo 
del 2005, se convocó a Audiencias Públicas a los efectos de considerar los términos y condiciones de 
las posibles adecuaciones contractuales que fueran tratadas o, en su caso, los acuerdos preliminares 
arribados, entre la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS 
PÚBLICOS y las Empresas EMPRESA DISTRIBUIDORA Y COMERCIALIZADORA NORTE SOCIEDAD 
ANÓNIMA (EDENOR S.A.) y EMPRESA DISTRIBUIDORA SUR SOCIEDAD ANÓNIMA (EDESUR 
S.A.) para el día 20 de abril de 2005. 

Que por la Disposición N° 1 del 11 de marzo de 2005 de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y 
ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS se determinó el lugar de realización de la 
Audiencia Pública convocada, y asimismo se habilitó el Registro de Participantes y se estableció el 
lugar y horario para tomar vista de las actuaciones y para inscribirse en dicha Audiencia Pública. 

Que por razones de índole estrictamente operativas es necesario sustituir el lugar de realización 
de la mencionada Audiencia Pública, resultando necesario, en consecuencia rectificar la mencionada 
Disposición N° 1/05 únicamente en cuanto al lugar de realización de la Audiencia Pública convocada. 

Que corresponde informar del dictado de la presente medida a la COMISIÓN BICAMERAL DE 
SEGUIMIENTO del HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN, instituida por el Artículo 20 de la Ley 
N°25.561. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades otorgadas por el Artículo 5 o de la 
Resolución Conjunta N° 123/05 del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y N° 237/05 del 
MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS. 

Por ello, 

EL SECRETARIO EJECUTIVO 

DE LA UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS 

DE SERVICIOS PÚBLICOS 

DISPONE: 



g) Las ASOCIACIONES DE USUARIOS debidamente registradas. 

h) Cualquier otra institución pública o privada cuya opinión considere relevante la SECRETARIA 
EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS 
PÚBLICOS. 

ARTICULO 3 o — Publíquese la presente medida durante DOS (2) días en el Boletín Oficial y 
téngase presente lo aquí dispuesto en las publicaciones a efectuarse en DOS (2) diarios de circulación 
nacional y difúndase a través del sitio de internet de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS 
DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS. 

ARTICULO 4 o — Comuniqúese la presente medida a la COMISIÓN BICAMERAL DE 
SEGUIMIENTO del HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN, conforme a lo previsto en el Artículo 
20 de la Ley N° 25.561. 

ARTICULO 5 o — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. — Dr. JORGE GUSTAVO SIMEONOFF, Secretario Ejecutivo, Unidad de Renegociación y 
Análisis de Contratos de Servicios Públicos. 

e. 23/3 N° 475.200 v. 28/3/2005 



UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE 
SERVICIOS PÚBLICOS 

Disposición N° 4/2005 

Bs. As., 21/3/2005 

VISTO el Expediente N° S01:007231 8/2005 del Registro del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y 
PRODUCCIÓN, la Resolución Conjunta N° 123 del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y 
N°237 del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS del 4 
de marzo del 2005 y la Disposición N°2 del 1 1 de marzo de 2005 de la UNIDAD DE RENEGOCIACION 

Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS y, 

CONSIDERANDO: 

Que por Resolución Conjunta N ° 1 23 del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y N °237 
del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY SERVICIOS del 4 de marzo 
de 2005, se convocó a Audiencias Públicas a los efectos de considerar los términos y condiciones 
de las posibles adecuaciones contractuales que fueran tratadas o, en su caso, los acuerdos 
preliminares arribados, entre la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS 
DE SERVICIOS PÚBLICOS y la empresa METROGAS SOCIEDAD ANÓNIMA para el día 22 de 
abril de 2005. 

Que por las Disposición N°2del 11 de marzo de 2005 de la UNIDAD DE RENEGOCIACION 

Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS se determinó el lugar de realización 
de la Audiencia Pública convocada, y asimismo se habilitó el Registro de Participantes y se 
estableció el lugar y horario para tomar vista de las actuaciones y para inscribirse en dicha 
Audiencia Pública. 

Que por razones de índole estrictamente operativas es necesario sustituir el lugar de 
realización de la mencionada audiencia pública, resultando necesario, en consecuencia rectificar 
la mencionada Disposición N°2/05 únicamente en cuanto al lugar de realización de la Audiencia 
Pública convocada. 

Que corresponde informar del dictado de la presente medida a la COMISIÓN BICAMERAL DE 
SEGUIMIENTO del HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN, instituida por el Artículo 20 de la Ley 
N°25.561. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades otorgadas por el Artículo 5 o de la 
Resolución Conjunta N° 123/05 del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN y N° 237/05 del 
MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICA Y SERVICIOS. 

Por ello, 

EL SECRETARIO EJECUTIVO 

DE LA UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS 

DE SERVICIOS PÚBLICOS 

DISPONE: 

ARTICULO 1 °— Rectifícase el Artículo 1 ° de la Disposición N° 2 del 1 1 de marzo de 2005 de la 
UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS disponiendo 
que, la Audiencia Pública convocada por Resolución conjunta N ° 1 23 del MINISTERIO DE ECONOMÍA 

Y PRODUCCIÓN y N°237 del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY 
SERVICIOS del 4 de marzo del 2005, con relación a la empresa METROGAS SOCIEDAD ANÓNIMA 
para el día 22 de abril de 2005, se realizará en la Avenida General Paz N ° 1 21 90, CIUDAD AUTÓNOMA 
DE BUENOS AIRES BUENOS AIRES. 



ARTICULO 1 °— Rectifícase el Artículo 1 ° de la Disposición N° 1 del 1 1 de marzo de 2005 de la 
UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS disponiendo 
que la Audiencia Pública convocada por Resolución conjunta N ° 1 23 del MINISTERIO DE ECONOMÍA 
Y PRODUCCIÓN y N°237 del MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PUBLICAY 
SERVICIOS del 4 de marzo del 2005, con relación a las empresas EMPRESA DISTRIBUIDORA Y 
COMERCIALIZADORA NORTE SOCIEDAD ANÓNIMA (EDENOR S. A.), EMPRESA DISTRIBUIDORA 
SUR SOCIEDAD ANÓNIMA (EDESUR S. A.), para el día 20 de abril de 2005, se realizará en Avenida 
General Paz N° 12.190, CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

ARTICULO 2° — Comuniqúese la presente medida a: 

a) Las concesionarias EMPRESA DISTRIBUIDORA Y COMERCIALIZADORA NORTE SOCIEDAD 
ANÓNIMA (EDENOR S.A.), EMPRESA DISTRIBUIDORA SUR SOCIEDAD ANÓNIMA (EDESUR S. A.). 

b) El DEFENSOR DEL PUEBLO DE LA NACIÓN y el DEFENSOR DEL PUEBLO DE LA CIUDAD 
AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

c) El ENTE NACIONAL REGULADOR DE LA ELECTRICIDAD (E.N.R.E.). 

d) La SUBSECRETARÍA DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR dependiente de la SECRETARIA DE 
COORDINACIÓN TÉCNICA del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN. 

e) El Gobierno de la Provincia de BUENOS AIRES. 

f) El Gobierno de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 



ARTICULO 2° — Comuniqúese la presente medida a: 

a) La licenciataria METROGAS SOCIEDAD ANÓNIMA. 

b) El DEFENSOR DEL PUEBLO DE LA NACIÓN y el DEFENSOR DEL PUEBLO DE LA CIUDAD 
AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

c) El ENTE NACIONAL REGULADOR DEL GAS (ENARGAS). 

d) La SUBSECRETARÍA DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR dependiente de la SECRETARIA DE 
COORDINACIÓN TÉCNICA del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN. 

e) El Gobierno de la Provincia de BUENOS AIRES. 

f) El Gobierno de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

g) Las ASOCIACIONES DE USUARIOS debidamente registradas. 

h) Cualquier otra institución pública o privada cuya opinión considere relevante la SECRETARIA 
EJECUTIVA de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS DE CONTRATOS DE SERVICIOS 
PÚBLICOS. 

ARTICULO 3 o — Publíquese la presente medida durante DOS (2) días en el Boletín Oficial y 
téngase presente lo aquí dispuesto en las publicaciones a efectuarse en DOS (2) diarios de circulación 
nacional y difúndase a través del sitio de internet de la UNIDAD DE RENEGOCIACION Y ANÁLISIS 
DE CONTRATOS DE SERVICIOS PÚBLICOS. 
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ARTICULO 4 o — Comuniqúese la presente medida a la COMISIÓN BICAMERAL DE 
SEGUIMIENTO del HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN, conforme a lo previsto en el Artículo 
20 de la Ley N° 25.561. 

ARTICULO 5 o — Comuniqúese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. — Dr. JORGE GUSTAVO SIMEONOFF, Secretario Ejecutivo, Unidad de Renegociación y 
Análisis de Contratos de Servicios Públicos. 

e. 23/3 N° 475.201 v. 28/3/2005 



PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 

COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSIÓN 

EDICTO DE NOTIFICACIÓN (Art. 42 del Decreto N° 1759/72) 

Notifíquese al Sr. ÓSCAR ÁNGEL VASQUEZ, que en el Expediente N°0006/COMFER/96 se ha 
dictado la RESOLUCIÓN N° 0008/COMFER/05 de fecha 21/01/05, que en su parte resolutiva dice: 

ARTICULO 1 ° — Declárase de oficio la caducidad de los procedimientos relativos al pedido 
efectuado por el señor ÓSCAR ÁNGEL VASQUEZ tendiente a la obtención de una licencia para la 
instalación, funcionamiento y explotación de un circuito cerrado comunitario de televisión y una 
antena comunitaria de televisión en la localidad de PASO DE LOS LIBRES, provincia de CORRIEN- 
TES, archivándose el expediente, conforme lo dispuesto por el articulo 1 °, inciso e, apartado 9°de la 
Ley N° 19.549. 

ARTICULO 2 o — Determínase para el señor ÓSCAR ÁNGEL VASQUEZ la pérdida del depósito 
de garantía inicial oportunamente efectuado. 

ARTICULO 3 o — Dése intervención a la COMISIÓN NACIONAL DE COMUNICACIONES para 
que proceda a dar de baja los canales asignados en su oportunidad. 

ARTICULO 4 o — Regístrese, comuniqúese, notifíquese y cumplido ARCHÍVESE (PERMANEN- 
TE). — Fdo.: Lie. JULIO D. BÁRBARO, Interventor del Comité Federal de Radiodifusión. 

e. 23/3 N ° 475.004 v. 29/3/2005 
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